ÍNDICE ALFABÉTICO 

POR LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CLVUI 



A 

Acordada sobre reconocimiento dtl Gobierno Provtsioiia] de la 
Nación, E%¡rja 290. 

Acordela designando Presi lente \ italieio de la Corle Suprema. 
I Vigilia 2°2. 

-tfrfatiÓH. trnmtau. — Si \xirn renunciar a la apelación es índi>- 
pemable mandato esixriat — inciso ^ arríenlo 1881. Código 
Civil — y este precepto no está modificado en el procedi- 
miento crimina I. es justo concluir que el defensor nombrado 
|Hir simple comunicación sin isjK'citicar atribuciones, no 
puede privar al procesado ríe «na instártela final otorgada por 
altas razones de orden pública, como se desprende de la 
disposición del articulo WO del J Wcdimiento Criminal, Aun 
en la duda, debe estarse a lo que sea más favorable al reo. 
(Articulo U del Código de I Wcdimientos en la Criminal). 
Fágma 165. 
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C 

Cowprtnh'hi. — I^as cuestiones sobre competencia, S$(o pueden 
referirse a juicios |Hndientcs y no ei>rre>|mnden a los ya íc- 
mx ¡d<>>, cuyo rom ¿cimiento no puede >er materia de esta ín- 
. !« 4**. i F.i]]ms. mino Iíhi. página 274: auno 121, página 327 
y t«>íiii» 147, página 414. rime <>in»j. 1 Vigilia 40. 

Cfitípit, in ht, — Resultando de las constancias M autos que ta 
acca'm posesoria instaurada ante el Jne/ Provincial (él de 
Uní! >ívw & refiere a los actos de reciificaciún perimctral, 
resuella i>or el Juez di* ta Capital en ejecución di* la sentí n- 
eia firl inicio de desalojn, per^iguicuduse pnr dicha acción 
tjue aquellas medidas queden (fin efecto, esto determina una 
situación que dé hecho y de derecho no puede ser carraña 
a la jurisdicción en que se lian debatido y resuello ta* enca- 
ñones on^marias de la que plantea el interdicto deducido. 

Si el Jiu-z (fc ' a sucesión eé competetite pora conocer en 
un juicio fie desalojo de tierras adjudicadas en el juicio suce- 
Mirio, di he serlo también para intervenir en et inierdicto fie 
c|i -| H tj.i Mihre las mismas, deducido por el administrad! ir de 
la MieeMi'.u en su carácter de tal. y que acciona en el caso 
contra determinadas actuaciones emanadas de la misma ju- 
risdicción. Ante illa y nianietiiendo así la continencia de la 
causa, pueden formular-e todas las reclamaciones que se es- 
time ncnitducentes a salvaguardar los derechos e intereses ni 
gestión. 

Esjíeciales eircunstaucias del sith judke lo apartan de la 
tli ictrina más generalmente consagrada i>or la jurisprudencia 
relativa a la competencia en el interdicto posesorio del Juez 
det lugar donde se realizaron los actos de turbación. Por lo 
tatito la presente decisión no alerta la regla general ile que 
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Oírte ha hecho aplicación en determinados casos. con 
abstracción de ta naturaleza o carácter real o fee^SOnal de las 
acciones pi desunas, Página 44. 

Compcicmh. — Lás cuestiones de competencia sólo pueden re- 
íefifsWa juicios pendiente y no corresponde a los ya feneci- 
do-, cuyo conocimiento no puede ser materia ile una ems- 
timi de esta índole. I 'agina 50. 

Cómpimejttí* — No atribuyéndose ni uno ni otro de los Jueces 
Competencia para enutider eti los misinos proceros, falla la 
«lau na indispensable para traliar una Contienda de eompe- 
t encía. 

í^is contiendas de competencia sólo pueden referirse 
a juicios pend entes y no corresponden a los ya fenecidos, Pá- 
gina 224. 

m ut, \ "ir jurisdicción. 

Concisión de uso sobre un bien del dominio público. I-os dere- 
chos emergentes de una concesión de uso sobre un Metí del 
dominio público o de los que reconocen corno causa una de- 
legación de la autoridad del K>tado, se encuentran protegidos 
por las garantías consagradas en los artículos 14 y 17 de la 
Constitución, COmo pudiera estarlo el titular de un dere- 
cho real de dominio. Página 26K. 

Cottcisoith s, — La Municipalidad de la Capital se encuentra au- 
torí/ada por su ley orgánica i«tra proveer al establecimiento 
de aguas corrientes, usinas y servicios análogos, ya si a \*>r 
cuenta del distrito o por empresas particulares, mediante las 
concesiones corres¡>oiidieiUes. Tales concesiones se hacen en 
interés general del público, v es por eso filie ellas establecen 
condiciones uniformes <jue el conciliario no puede modifi- 
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car porque representan para él una obligación contra i' la con 
(a autoridad pública en cuya delegación actúa y los particula- 
res (jlic contratan con la empresa concesionaria carecen del 
derecho de discutir las condiciones de la oferta. puc> 1o> tér- 
minos en que se le presenta muí fie fin ¡ti vos y ol)l tratónos 
mientras no sean inodií icados por las mismas autoridades míe 
o incurrieron a su dt terminación. I 'aniña 

Culpa concurrente, — Si Iiuíkj culpa concurrente y intima, tal 
situación hace improcedente d que uno de los cuípOKis >ea 
imlcmnizado. Página 237, 

D 

tkíñüf y fif?rj0$fjQS, — Xo habiendo sido excedidos los ireinia dias 
concedido* por la sentencia para míe el Gobierno Provincial 
procediera a la reculación dt- lo*, honorarios, según resulta 
de las constancias de autos, la acción por daños y perjuicios 
derivados del incumplimiento de la obligación de hacer, no 
puede prosperar. Página 3H. 

DcttMiiíhi contra la N^tióu. — La Nación no puede ser llevada a 
juicio sin mi consentimiento cuando las razones invocadas 
p<*r el Poder Kjeeulivo ilemuestran que aquel ha procedido 
en su carácter de poder púMíco y no como |»ersoua jurídica. 
(Se iratabat cu el caso, de los decretos de! Poder Kiceutivo 
de U de Mayo y 4 de Junio de PMH ]iara negarse a eimsidi- 
rar cbino parte del capital de la empresa la suma de 5.OIOXK50 
pesos oro sellado. Pagina 176. 

Dewefips tfc guinche* — Tratándose de un permiso administra- 
tivo, ej al Poder Kjecutivo. que concede a quien correspon- 
de, en casos como el presente, determinar el precio míe la 



nr: justicia m la nacióx 



451 



adnunistración debe percibir, aplicando, a tai íin. el criterio 
imperante activa de otras autorizaciones efe igual natura- 
liza. Página Jo3. 

ÍU ruitn oin ,h titmhos <¡fc Aduana, — Kl gravamen establecido 
i " ^ 1 1.274 alcanza a todos tos productos o írulos ¿él 
país uuunrrados u no en la nómina del arliculn K 

Tuda resolución o decreto administrativo t$ue a titulo 
di- reglamentar dicha ley extienda sus efectos a <itms atúfen- 
los de los gravados por amtélla, sería abiertamente bicons- 
titurional como víofaiorios de lus principios consagrados en 
los articulos 4" y í>7, ínÉso 1" y Mí». inciso £ de la Carta 
Fundamental, IVi^iua 187. 



£ 

!¿¡nhtit,j<K - \u procede el embarco de h finca en 0t se halla 
inhalada la Escuela Nacional de Agricultura y Enología 
di* Mendoza. |>or cuanto por el destino especial que la afec- 
ta, &e\yé considerársele al servicio público y por lo tanto 
fuera del comercio. Página 

Estaco iir sitio. — El estado de sitio importa la autorización de 
arrestar sin causa bgal ordinaria o autorizada por Juez com- 
petente para cuyo efecto la Constitución ha suspendido acue- 
llas garantías de <pie sin H estado de sitio gozan las j>er 
simas y his cosas* podér y facultad discrecionales limita- 
das sin i mliargo ;i arrestar o trasladar las j^rsonas sí un prc- 
fieren salir riel pais y que tío autorizan al Presidente de la 
República a condenar |*ir sí. ni aplicar istias. 

Xi> cambia tal situación la circunstancia "de ijiu* el de- 
creto ile estado de sitio y las medidas emergentes del mis- 
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mo (ierivi.il su procedencia dt] Gobierno "de tacto*'' i¡tu* 
ejerce el I'. E. de la Nación; en virtud de los íuiuíamuitos 
y razono establecidos cu la acordada de la Corte Suprema 
de fecha 10 de Septiembre del corriente año. Pagina ¿91, 

Bxcejfeién di' faíut */r personería. — Resilltá imptocedeiitc la 
ixce|ljit»ii de falta de persontrin que *e opone ftmclándosc 
en la deficiencia de Un poder por haber sido éste oaiícrido 
pnr el gobernad) ir de tina provincia: pues siendo los Gabera 
iiadores de Provincias >tis representantes légale*, e-ián por 
ello habilitados pafa dcsígíiac los apoderados necesarios pa- 
ra i[iie en repre-ciit ación de la> ursinas intervengan en 1 ■ * — 
juicio en (jile dicho?. Estados sean parle, debiendo llenarse 
como único requisito lo ijíie dispongan las teyes ítícales y los 
preceptos legales que vigmi la materia. Familia 13. 

lixcepaoit de incompetencia. ~ Opuesta por la demandada la 
excepción de incompetencia de jurisdicción en la circntWun- 
cia fie que il arfíctllb 17 de ta lev de 27 de Mayo fie 18n2 
dis]*>n< "las CUCStíones que pudieran suscitarse entre el Go- 
bierno y la empresa serán sometidas a la decisión de árl li- 
tros nombrados de una y otra parte con arreglo a las leve* del 
país", y sostenida, a sit ve/. i»or la adora, la absoluta inanlt- 
cahilídal de la disposición invocada. procede ¡a apertura a 
prueba de la excepción opuota. Página ¿X-l. 

fí.vtnnfieióu. — Llenadas las prescripciones de! trata» lo c-pecial 
ci Mirado entre el Reino de Italia y la Ucpúhlica Argentina 
el lo de Junio de ISSíV. procede liacer lugar a la extradición. 
Página 73. y 

Extmdkhin. — f^écede acorflar la extradición solicitada por el 
Gobiintn de Italia, fie un condenado por sentencia ejecutoria- 
da, a la juna de tres años y seis nicles de reclusión, por cuan* 
lo diclia sentencia no está sometida al beitcíicio de revisión o 
reapertura del juicio que antes, consagraba el articulo 543 
del Código fie Procedimientos en lo Criminal de Italia, por- 
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que el articulo 4/5 de! Código sancionado cu V>\2 l i mil ó 
ese beneficio a las condenas superiores a la impuesta en el 
presente caso, ¡*ágina 250. 

F 

l'aftü di- personería. — Xcj comprobándole que I**.- demandados 
por ti importe del salvamento de un buque tengan una vin- 
culaeióu tal con éste, <¡itr pudiera jurídicamente hacerlos res- 
ponsables de esa suma, procede la defensa de falta de per- 
sonería opuesta. In que no varía |wir haberse pretendido tar- 
díamente eme eran gestores de negocios ajenos, ni la inter- 
vención "a posteriori" del acto del salvamento que estaría 
encuadrado cu el propósito de jwigo ] m >r subrogación que pre- 
vé el articulo 7<kS del Código Civil, 




fíul't'tis lorpus, -- Es improcedente el recurso de hithrus cor pus 
interpuesto en favor de un detenido por el (¿ohicruo Provi- 
sional, en ejercicio de las facultades que le confiere el estado 
de sitio decretado en lodo el territorio, no existiendo en poder 
del Gobierno manifestación en forma auténtica de que el 
detenido haya pedido salir del territorio argentino, fa- 
gina .v"M. 

i 

Impuesto tJ ht transmisión gratuita de bienes. — Habiéndose sos- 
tenido qué la interpretación dada en el caso 1 a la ley local de 
impuesto a las herencias Cs contraria al Código Civil, exi>te 
por eso mismo una cuestión de especie constitucional de 
competencia de la Corte Suprema, desde que afectaría los 
principios consignados por los artículos 67, inciso 11; IOS 
y 51 de la ley fundamental. 
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I^a ignición por r>tir|n- o la que da una pane igual 
a cada rama fura que la -uIh lívida entre sus membrus o ni 
igualdad. 1.a ignición por cal» o por personas, es ta que 
atribuye a cada heredero una f*orcióu viril o igual (ñuta al 
articulo .U l 4 del Código C ivil j. 

Eá división por estirpes no produce el efecto de hacer 
responsables a Jos heredero?, Comprendido* en ella de las car- 
cas y deudas cu proj»>rción del valor de los bienes de la es- 
tirpe, sino únicamente en proporción de la |>artr míe a cada 
imo de el!t.> fe corres] lotidc en la herencia. Artículos .H ! *0. 
.M'M y del mismo Código, 

Si la división dr la* deuda** y de las cargas di lie ha- 
cerse en consideración al valor de la pane une cada uno de 

* 

lus heredero* recibe aún dentro de cada estiqie o rama, es 
evidente que la Dirección de Escuelas de la Provincia de 
líuenus Aires no ha ]»idido tomar otro valor que el represen - 
tadu por aquélla, a los electos de la determinación de la 
tasa aplicable. 

Tal solución jurídica, lejos de comprometer el prin 
cipio de igualdad, se ajusta estrictamente a lo que de acuerde) 
con la jurisprudencia de la Oírte Suprema constituye su con- 
tenido y definición. Aquel principio se cumple, ha dicho d 
Tribunal, cuando en condiciones iguales se imponen gravá- 
menes iguales a los contribuyentes, y requiere, además, que 
a la uniformidad relativa se agregue la situación de igualdad 
en que un hereden) (en el caso nieto). det>e encontrarse re - 
licto ;i todo otro heredero ( nieto) llamado a recoger una 
hijuela del mismo valor. (Fallos, tomo 140. página 41 7V 

Cuando lós nietos o incurren a la herencia del abuelo 
l*»r derecho propio, el impuesto sucesorio dentro de la eco- 
nomía de la ley provincial examinada, se establece mediante 
una tasa deducida del valor de los bienes que cada uno de 
esos nietos efectivamente recibe, es decir, de la hijuela. F.n 
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Cambio, cuando los nietos concurren a la sucesión ñé al nie- 
lo con el auxilio de la represe litación, la lasa según la ley o 
SU interpretación, ya no se deduciría del valor de la hijuela 
de cada niel", sino del valor de M que Imhiera corre-|>oudido 
al paílre si viviera. Y es evidente que tal dualidad de crite- 
rio, |)ara liquidar el impuesto tratándose de herederos que 
ocultan el mismo grado en la línea descendente y reciban una 
herencia del mismo valor, comprometería ta garantía de 
igualdad -Impositiva consagrada i>or el artículo P> de la Cons- 
titución. 

I-i Dirección de Kscuelas de la Provincia de Buenos 
Aires, al proceder de otro modo ha alterado disposiciones del 
Código Civil, atribuyéndole a la n presentación un efecto qiie 
no sólo aquel desconoce, sino que expresamente reí nidia en 
el recordado artículo 34**0 del Código Civil, violando por con- 
siguiente los artículos M, 07. inciso 11 y llJS de la Cons- 
titución Nacional. Página 5. 

¡itvotrstihfciotMliihuf tic fcy — Í/Vor. de Mnifiosa, X v •¥>/). — 
I I silencio absoluto opuesto por la demanda* la | la in- 
terpelación fiel actor somete a aquélla a las consecuen- 
cias legales previstas en el articulo 86 de la ley número 
50, estableciendo una presunción favorable a tos derechos 
de la demanda, que ?-ó1o puede ser desvirtuada por una 
pruel»a contraria. 

fKo obstante hacer las provincias uso legítimo de sus 
facultades impositivas al sancionar leyes como la núme- 
ro R54 en cnanto realizan un íin manifiestamente de in- 
terés público cual es el de proveer a la asistencia de tos 
ancianos y de los inválidos, tales facultades m» si.n ilimi- 
tadas y deben ejercerse de acuerdo a principios que se 
encuentran en su base misma, estableciéndose los impues- 
tos con arreglo a un sistema de imparcialidad y unifor- 
midad, a fin de distribuir con justicia la carga, pues toda 
inquisición que se apoye en otras razones o re$¡x>iidá a 
otros propósitos no sería un impuesto sino un despojo: y 
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aún atando razones fie previsión, ] Milicia. asistencia n >o- 
lidarídad social fundamenten el impuesto, ha efe ser éste 
<lr carácter general y a cargo de todos los hahuamo de Ja 
provincia, ya que es igualmente general el beneficio que 
aquél establece, y como consecuencia, la obligación <le so- 
letarlo. 

Los artículos 10 y 11 de la ley número K54 <le la 
provincia de Mendoza sobre criación y sostenimiento de 
la Caja l Utrera de JVusjón a la Veje/ e Invalidez, vulneran 
principios de igualdad y di- uniformidad previstos por el 
artículo lf) de la Constitución Nacional ísca que se trate 
de la prima de -cguro, sea que se trate de un impuesto}, 
í rallos, t. 135. pág. 272; i. 144. par*. 3$1 : t. 145. pág. 125: 
t. 14 l J. pág. 77; 151. jgjjjj^ 2M1 y y t. 157. pág 359) . 
Página 144. 

/ifí/. í;íiif^fi iViii í/i- íAofí>.v y rerjitu ios, — Kl daño sufrido por una 
persona, al mareen del con ira m «Ir t raí isjh irte y en las cir- 
cunstancia;* que un extraño cualquiera pudo sufrirlo, exime 
a la impresa ferroviaria de responsabilidad si no se demos- 
tró que mediara culpa de parte de ésta o de sus agentes. 

Xo incluyéndose en las condiciones de la tarifa redu- 
cida especial. < que regia ti caso) ninguna excepción o pri- 
vilegio que permita transgredir los preceptos de buen orden 
y ]>olie¡a que consagran c! articulo 55 de la ley 2i<7$ y el 
articulo 379 del Reglamento (leneral de Fcrniearrites. pro- 
fine da dkha transgresión no resulta aplicable el articulo 65 
de la citada ley 2873 y por lo tanto la inversión probatoria 
que preceptúa, debiendo establecerse la responsabilidad de 
la empresa por las disposiciones del derecho común. Pa- 
gina 34. 

IndemnisBción </c daños y perjuicios* —~ Rt dejar a salvo "los 
daños y perjuicios derivados del hecho del despojo, respecto 
iUl terreno correspondiente a Ja ampliación", no importa un 
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]>R*j ligamiento sobre la prudencia y juMiria de la acción 
en -i, y de la indemnización eunsijjim ule ; significa tan sólo 
que el promiuciainicnto en el interdicto debe líni^tar-f ;il íín 
policial que informa ese prnord inédito extraord uario : res- 
tablecer las cosas al estado anterior, qm dando el inu*n>ado 
en lilrfTlad de proseguir en juicio aparte, ordinario, lo qm- 
crea correan mderle en justicia. Página 237, 

[ttfümjxtiUtiiidud de cargos* ■ — MI cargo de juez de Faz y el de 
^Lcretario de actuación iu 1^^ inzuidos de sección son de to- 
do |>unto incompatibles, y el interesado debe optar j»r uno 
u nini caigo en el término que a tai efecto se fije. Pá- 
gina 

Interdicto. Iwandn el actor en posesión del Campo motivo del 
interdicto, puede rjeen¡ar en i:\ lo> acios a i\w le da derecho 
su condición de {loscedor. Página 2G3, 



J 

JttNhiauacs y fimsioncs tfc vindicados ferroviarios. — Kl derecho 
fiel heredero en la sucesión del obrero o empleado en condi- 
ctons de j ulularse, aunque aquel no solicitara n¡xirt unamente 
tal l>eneíicio, es la pensión. (Artículo 3X tle la ley 10.650), 
Pagina 29. 

JubihuñonCs v pensiones de empleados fcrrm'htrws. Product 
do d fallecí tinento de un empleado ferroviario (con más de 
treinta años de servicios) estando en vigencia !a ley I0,u50. 
sin haber éste intentado acogerse a sus liem f icios. esa actitud 
negativa no puede ser suplida i>or sus herederos, por tratarse 
de un derecho eminentemente personal, renuneiahíe expresa 
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o tácitamente i^r inacción durante cinco Moé. (Artículo 
34 de (lidia ley ) Página 29. 

Jubiltídotm v pensiones de empleados ferroviarios. — El ar- 
ticulo 26 de la lev 10,650 establece en fiirtna bien clara que 
"cuando la retribución del trabajo haya sido tola! o ]»arcial- 
mentc por jornal se computará un año de servicio por cada 
doscientos cincuenta días de trabajo efectivo", sin agregar 
nada i|ue pueda entenderse que también exige para ese cóm- 
puto, según que él régimen del trabajo sea variable en su du- 
ración, naturaleza & retribución. Basta la retribución a jor- 
nal para la aplicación del articulo 26 citado. (Fallos, tomo 
155. pagina 3W0 . Página 99. 

Jnhihuioncs v pensiona de empleados ferroviarios. — No existe 
en la lev X" 1 1 . 30K precepto alguno expreso del cual sea po~ 
si1>U- inferior la consecuencia de que el beneficio acordado 
comprenda también a los que ya no traigan en las empresas 
Incorporadas a la fecba de so sanción. I¿ retroaetividad que 
admite la Cláusula tercera leí inciso a) de la misma ley. se 
refiere a los servicios anteriores, pero siempre que sean in- 
vocados ¡Mpr ubreros o empleados actuales, con exclusión de 
los que ya no figuraban en los cuadros de la empresa en el 
momento de sancionarse la ley. La siutación de exección 
, ¿tablceida en favor de los obreros y empleados que no se 
encontraUm eti servicio actual, no se refería a las actividades 
atines con las ferroviarias que fueron posteriormente incor- 
porado- por la lev N* 11 JOS. Página 10.1. 

JttHlaehttrs v pnisioues de empleados ferraviarht. — El término 
de cinco ;nu»s que establece el articulo 34 de la ley 10.650. 
debe contarse *-o el caso desde la vigencia de la ley 11.308. 
o sea. desde el 16 tle Enero de 1924. 

tí precepto del artículo 33 de la lty 10.650. tiene er. 
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cierto motín un carácter correctivo, cuino .sanción a lo> lie- 
clÉbs y actos que se consideran faltas al buen servicio, y el 
principio general es que siempre debí* aplicarse la ley más 
favorable al reo o sujeto de la infrnceión (articulo tlel Có- 
digo Penal } . Página 136. 

JubUocioms y pensiones de empicados ferroviarios. — Acredita- 
dos por un empicado ferroviario sus servicios por más de tre- 
ce años en una compañía, anteriores a su reingreso a la mis- 
ma, y debidamente demostrada su iuca-iacidacl para d i ral ta- 
jo, la circunstancia de haber prestado (Ucho emplead" nuevos 
svr vicios» durante un lapso de tiempo (ocluí metes en el ca- 
so), da a este reingreso el carácter de permanencia rcqueridii 
pur la ley y excluye la * oibilidad de que la ñiliabi litación 
para el traliajo ixísticra en la Fecha ile la rcincoqioración y 
por lo tanto procede le sea acordada la jubilación por invali- 
dez que solicita. Página 233. 

JmL<d¡evión. — lis juez competente para el conueimientn de los 
pleitos en que se ejercitan acciones -wrsonales. con preferen- 
cia al domicilio del demandado, el del lugar señalado explí- 
cita o implícitamente para la ejecución de un contrato, cua- 
lesquiera (pie sean las prestaciones que se demanden, ya prin- 
cipales, ya accesorias. Página 112. 

í 

Jtmsdieeiótt. — La partida de defunción, si bien constituye un 
documento que no está esix-rialniente destinado a acreditar 
el domicilio, tiene al respecto valor demostrativo como fac- 
tor coadyuvante de otras pruel-as. Y acreditando éstas que 
el domicilio de la causante era en la Capital Federal, cf ir res- 
ponde al Juez de ésta el continúenlo del juicio sucesorio. 
Página 11S. 

J nr'mViceithK — La jurisdicción competente f>ara entender líi un 
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juicio por conro de pesos por mejoras realizadas en un terre- 
no que el actor poseía en La Hato y que reivindicó la pro- 
vincia de Unenos Aires, es aquella en la que se ventiló el 
pleito principal. ( Fallos, tomo 154. página 4,11 j. Página 142. 

JurisdurimL — Corréenmele at Juez, del domicilio conyugal o sea, 
el lugar donde reside el esposo con su familia, y tiene el 
asiento real de sus negocios, el entender en un juicio de di- 
vordo. Pagina 259. 

JurhduthUi — Contpi'tfthiit. -~ Corresponda a la Justicia Fe- 
deral de acuerdo con el articulo 2 . inciso 1* |e la ley 48. 
entender en una causa i>or impugnación del nonilirc de una 
cinta cmemato K ráhca, si ella se funda en un título cxpcduln 
t^r la Oficina 4? Marcas de la Xacióu. Vi^um 3$$< 

Jitrudhañn — Cúm0tenM — $Q cabe sostener con eficacia la 
íiioHiipctviicia de la justicia ordinaria, en el cas.» de concurso 
dq delitos (adulteración de una libreta de enrolamiento, fe- 
deral, v estafa, común, i. si luego de substanciado el juicio 
coit relación al de carácter federal se devuelven los autos a 
la justicia ordinaria a fin de que prosiga el proceso, juzgan- 
as al reo i*ir el delito común fie que e>tá acusado, l'a- 
gínu 412. 

Jun^iii úht - - Competencia. C-orresixmde a la Justicia Fede- 
ral el conocimiento de tos delitos y faltas contra la segundad 
y tráfico de los ferrocarriles nacionales. (Se trataba, en el 
caso, de un delito rp daño intencional por haber el preve- 
nido destrozado con una navaja los asientos de un coche de 
pasajeros, mientras estala en marcha de Santos Lugares a 
I Cstacióu R el i r< í) . 1 'agina 415. 
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Jurisdicción — Competencia. — En las causas de jurisdicción fe- 
deral por razón de las personas el convenio de las juntes de 
someterse en iodo lo que respecta al contrato, a los Tribuna- 
ios Civiles del íuero ordinario de la Capital, justifica la com- 
petencia de éstos ]Kira conocer en la ejecución de dicho con- 
trata, fagina 422. 

Jurisdicción originaria, -— No corresponde a la jurisdicción ori- 
^inaria de la Corte Suprema el conocimiento de una deman- 
da por cobro de pesos (valor de mejoras), deducida contra 
una provincia por un vecino de la misma. Página 142. 

Jurisdicción orhjitiaritu — No corrcsi»oude a la jurisdicción ori- 
binaria de la Curte Suprema entender en el conocimiento de 
una causa sobre la legalidad o ilegalidad del impuesto de 
o intril meión territorial cobrado al actor en la provincia $ü 
¡'menos Aires y de los procedimientos observados al respi-cto 
por las autoridades o empleados encargados de su cobro, da- 
do que, como ya lia sido declarado en repetidas decisiones, 
las provincias en ejercicio del i*«ler no delegado de la Na- 
ción, tienen la facultad de crear recursos para el sostenimien- 
tu de su vida autónoma y fomento de sus servicios públicos 
y de su riqueza, bajo el criterio libre de sus legislaturas para 
dictar las leyes necesarias, sin otra exigencia que la de con- 
formar éstas a las garantías generales de la Constitución 
Nacional, único punto que puede ocupar la atención del tri- 
bunal, careciendo éste, como carece, de atribuciones para exa- 
minar los impuestos locales en orden a otras circunstancias 
reterttites a sus formas u oportunidades de su percepción. 
Fáfa: lomo «5. pág, .127: tomo 105. pág. 273. consideran- 
do 3*| tomo 147. pá¿ 402; tomo 150, pág. 112; tomo 151. 

359: artículos 104 y siguientes de la Constitución Na- 
0i mal ; 1 r*>5 Tj . S . 1 50 . 

Ijk circunstancia de baberse conferido traslado de la 
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demanda, tío importa que se baya decidido con carácter de- 
finitivo sobre la competencia, admitida sólo en cnanto hu- 
biere lugar i>or derecho, Fallos : tomo 7, pág. 373 : tomo 
140, pág. 34. Página 204. 

Jurisdicción originam. — Tratándose de un delito común come- 
tido en la vía pública cu perjuicio de un representante diplo- 
mático extranjero, y no apareciendo indicio de culpabilidad 
que pueda ser imputable a alguna de las personas que coni- 
ponen la legación» (articulo 21. Código de Procedimientos 
en íó Criminal y 1". inciso X de la ley 48), ni resultando así 
afectados !"> principios c inmunidades de dicho represen- 
tante, no corresponde la causa a la jur isdicción originaría 
de la Corte Suprema. Página 315. 

■ 

i 

4 

Lev II. 2*1 - i .tiiiurtm >, — Los beneficios conferidos |»or la 
ley de Aduana mío para la industria de fabricación de que- 
sos y no para la tela empleada por los productores tu la en- 
voltura di* tos mismos, pues es el destino de la tela y no la 
tela misma lo que se ha entendido proteger como claramen- 
te io expresa el articulo 27 de la ley 11 .2K1 y se infiere # 
las palabras usadas por el inciso 9"'. Página 17. 

Ley 11,110 ( jubilaciones dé ctuÑanhu tic émpmp farlM^ 
res), — La ley 11.110 sobre jubilación de empleados y 
obreros de empresas particulares es de carácter local, y si 
i.ien ha sido -dictada p<*r el Honorable Congreso, éste lo lia 
hecho en uso de la facultad acordada por el articulé 0i m- 
éiso 27 de la Constitución N'acional. Página 110. 

Lww¡ (5164 y 8641. — Nei habiendo las leyes números 6Í£4 y 
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8641 determinado el tiempo de duración de los aumentos 
sancionados de acuerdo con el artículo 12 de la ley número 
3195. debe entenderse que aquéllas siguen el carácter vita- 
licio de la pensión aumentada, ya que siendo su monto un 
accesorio fiel derecho acordado, que es lo principal, ha tic in- 
terpretarse que aquél sigue la condición de éste. Página 127 . 

//v 1 1 .281 (Aduana). — I-a resolución que establece que como 
valor de la mercadería decampada dclw considerarse el atri- 
buido a ella a los efectos aduaneros y no el corriente en pla- 
za, puede revisarse i>or la Corte Suprema por tratarse de la 
interpretación dada, en sentencia definitiva, a un artículo 
de la ley nacional número 11.281, Página 212. 

/.i v 11.281 {M#mm — No refiriéndose el articulo 69 de la 
ley 11.281 al valor de las cosas según nuevo avalúo practi- 
cado a posteriori. del*e de entenderse, lógicamente, que se ha 
referido al valor determinado jior las autoridades aduaneras 
a los efectos del aforo. Página 212, 

y.rv i lectora! de la provincia de Humos Aires, — Es violatorio 
de los artículos 31 y 67, inciso 11 de la Constitución Nacio- 
nal el articulo 11.1 'le la ley electoral de la provincia de Bue- 
ítQjj Aires, en cuanto agrava la pena establecida par el ar- 
tículo 255 del Código Penal. Página 170. 

Medidor dA electricidad, — Página 268. 

Multas — Ley 817, — Procede la devolución de lo pagado por 
concepto de multas aplicadas al capitán de un buque t*ir el 
transpone de personas que, en el sentir de la ley número 
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817, no pueden ser considerados inmigrantes, ni tampoco 
como tasajeras, sino corno simples trabajadores traídos al 
l>aís desdé el extranjero, sin la documentación exigida por 
dicha ley l*tra poder desembarcar en el país. Pagina 92. 

MulU por retardo en de impuestas. — El \vn¡>a de un im- 
puesto en la cantidad reclamada y establecida por la ley y 
su defraudación, son hechos inconciliables entre si. 

Xo existiendo fraude, es evidente que la interpret ación 
atril mida al artículo .U del derecho reglamentario de la ley 
número 91. de la provincia de San Juan, para aplicar una 
multa i*>r el simple retardo en el pago de impuestos. perci- 
bidos por la^ autoridades provinciales, sin observación ni 
reserva alguna y sin ley que autorice la aplicación de esa 
pena, es incompatible con el articulo IS de la Constitución 
Nacional, 

L;i multa impuesta en tales condicionen es además in- 
conctliable con ej articulo ,11 de la Constitución dv la Na- 
ción, desde que la constancia de deuda que s-irvt- ríe funda- 
memo al juicio, desconoce la supremacía, dentro $0 terri- 
torio de la provincia, de expresas disposiciones del Código 



Siendo rl pago, el cumplimiento de la prestación que 
constituye el objeto de la obligación, cuyo efecto es extin- 
guir la deuda con todos sus accesorios y garantías y revis- 
tiendo la multa el carácter de un accesorio de la obligación, 
el recitio del impuesto sin observación por parte de la ofici- 
na recaudadora, ha extinguido aquélla, conforme al precep- 
to del articulo 525 del Código Civil. 

Resultando improcedente la aplicación de la multa, por 
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hallarse extinguida la obligación prindj$ con arrecí a la 
ley civil, ni las leyes locales ni su interpretación, han jiodido 
hacerla revivir sin contrariar las disposiciones ele la ley de 
tundo, 

A los efectos de este juicio es inconstitucional la multa 
impuesta de acuerdo a la interpretación y aplicación de las 
leyes de la provincia de San Juan, números 91 y 210 y de- 
crem reglamentario de 3 de Enero de 1929, hechas en la 
sentencia para admitir la ejecución por ia vía de apremio, 
por ser incompatibles eoii los artículos 17. 18 y 31 de la 
Constitución Nacional. Página 7S. 



o 

OrdiJiumm M Mwm* — Kxistieudu error en la clasificación 
m Ü mercadería y dentro de la inteligencia del articulo 4M 
de las Ordenanzas de Aduana, los únicos responsables son 
los empleados de la Aduana que intervinieron en la opera- 
eión. La Nación debe, pues, devolver lo indebidamente auC»- 
nado y por ella percihído como consecuencia de dicho ermr. 
Página IW. 

Ordenanzas dv Aduana. — Corres^nde aplicar la pena de do- 
Ules derechos, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 6íi de 
la ley de Aduana y 175 del decreto reglamentario, si p>r 
una falsa declaración resultó perjudicado el Fisco, no al- 
canzando dicho perjuicio al 50 % del aforo previsto en la 
partida 3677 de la Tarifa de Avalóos. Página 400. 
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t\ujo ft>- control y eonserz'aeió» del medidor. — El derecho a co- 
brar al actor que ha acepta- i** el servicio de luz, la suma re- 
clamada en concepto de control y de conservación del medi- 
dor, fluye dé la naturaleza y de los términos de la concesión 
que ha üidrj otorgada por quien tenía competencia para ello. 
Página 2n8. 

I'suffí de fwimeiitos. (Ferrocarriles). — En lo que respecta al 
pago de pavimentos en las plantas urljanas, la obligación de 
los ferrocarriles está limitada estrictamente, al que, en pro- 
porción corresponda i*>r las estaciones, de acuerdo al con- 
cepto del impuesto único revelado en la ley número 5315. 
Página 244. 

Patio for control de medidores. — El Cobro efectuado a los con- 
sumidores por las compañías de electricidad por concepto de 
control de inedt< lores» de acuerdo a lo establecido en las con- 
cesiones respectivas acordadas por la autoridad com| jétente, 
es legal y no vulnera ninguna garantía constitucional . Pá- 
gina 268. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extnturdmano del 
artículo 14. inciso 3* de la ley cuando la parle condenada 
iwr fallí» de primera instancia, sólo pudo luego de producido 
éste, anieular el caso ícderal, conforme al artículo 15 de la 
citada ley, |>or aparecer recién invocada en su contra una 
ley cuya inteligencia conceptúa errónea o injusta. (Ley Or- 
gánica de los Ferrocarriles número 2783). Página 34. 



DE JUSTICIA DE LA ?í ACIÓN 



467 



Recurso extraordinario. — I-a interpretación que los Tribunales 
locales hayan dado al artículo 170 del Código de Procedi- 
mientos en materia criminal reconociendo o rechazando la 
personería de la viuda e hijo de una de las victimas para in- 
tervenir en el proceso contra el presunto victimario, no da 
lugar al caso federal, resultando evidente la improcedencia 
del recurso extraordinario. 

La admisión o rechazo del pietendido querellante en 
el curso del juicio, na es la sentencia definitiva que mencio- 
na el artículo 14 de la ley número 4X. { Fallos, Wiüó 14,í. 
página 8) . Página 56. 

Rücifrso eftráordhiarw. — El aulo que hace tugar al pedido de 
sustitución de un bien embargado por otro, no tiene eJ ca- 
rácter de semencia definitiva a los efectos del articulo 14 
de la ley número 48. (Fallos, lomo 97. página $) , 

Tampoco lo tiene el auto que dentera un pedido de le- 
vantamiento de embargo t rabado, porque se limita a resolver 
una mera incidencia procesal, contra lo que no procede el 
recurso extraordinario autorizado po r d articulo 14 antes 
citado. (Fallos, tomo 118. página fti) . Página 58. 

Recurso extraordinario. — A los efectos del recurso exirrmnlina- 
rio. se consideran definitivas tas sentencias dictadas cu jui- 
cios sumarios, si en ellas se afectan garantías constituciona- 
les en forma irrej>arable. 

La apertura del recurso extraordinario, en las causas 
que se suscitan sobre cobro o percepción de impuestos pro- 
vinciales, en que se han planteado cuestiones de orden fe- 
deral, sólo implica el ejercicio de las prerrogativas constitu- 
cionales y legales, inherentes a la jurisdicción extraordina- 
ria de la Suprema Corte, en cuya virtud, de acuerdo con su 
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jurisprudencia constante, este Tribunal puede rever toda re- 
sol lición de cualquier autoridad del país, en que se hayan 
planteado cuestiones que afecten principios constitucionales 
y la resolución recaída haya sido contraria a la letra, espíritu 
o supremacía de la Constitución o leyes nacionales invoca- 
das por el recurrente. Página 78. 

Recurso extraordinario. — Xo procede á recurso extraordina- 
rio cuando sólo se lia invocado \wt el recurrente un hecho 
fundado en la ley número 11.110. sin impugnar ninguna 
de sus prcscri|)ciones como contraria a la Constitución Na- 
cional . ley nacional o tratado. Página 110. 

Recurso extraordinario. — ta interpretación y aplicación de la 
ley sobre recusación sin causa número 3J(í6. no impugnada 
como contraria a la Constitución Nacional, no da lugar al 
recurso extraordinario previsto en los artículos 14 de la ley 
X* 4$ y & de la ley X" 4055. Página 134. 

Rmtrso extraordinario. — Xo procede el recUrsO extraordinario 
contra una sentencia que se apoya en fundamentos de hecho 
v de derecho común, desestimando el recurso de un tercero 
en un juicio ejecutivo concluido. 

N"o hasta liara la procedencia del recurso extraordina- 
rio «[ue se haya planteado alguna cuestión prevista en el mis- 
mi,, si ella (omin en este casn) no ha sido resuelta en la 
¿enuncia p0f ser innecesario a los fines ile la decisión legal 
¿el íitígto, FaIÍos, tomo 103. página 148. Página 139. 

Recurso extraordinario. — Kntre las condiciones impuestas por 
la lee y reeuuocidas por la jurisprudencia para la prnceden- 
cia del recurso extraordinario, se encuentra como indispen- 
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sable la de que algunas de las cuestiones fedérale* enume- 
rólas en el articulo 14 de la ley 48, hayan sido planteadas 
en el pleito, o sea, en circunstancias tales que el tribunal bi- 
cal de última instancia haya podido pronunciarse sobre ellas. 
( Fallos, tomo 75, pág*. 1H3 y 404; tomo ÍO*, pág. 146; to- 
me» 110, pág- 85: tomo 112, pág. 24; tomo 139, pág. 91. y 
otros). Página 157. 

fcentrsv extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario si en la sentencia recurrida no se examina ninguna 
cuestión de derecho federal ; única que por su naturaleza, y 
siempre que concurran otras condiciones, pueda dar origen 
a dicho recurso. Página 15**. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario si 
impugnado el articulo 1 13 de la ley provincial de elecciones 
de la provincia de Buenos Aires como contrario al articulo 
_»55 t Jel Código Penal, fué resuelta la cuestión dando pre- 
valencia a la flisposicióii impugnada de la ley provincial. 
ÍVigina 170. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14, ley 48, en un caso en que la cuestión fe- 
deral <|iie se pretendía traer a la jurisdicción revisora de la 
Corte Suprema, no fué invocada durante la controversia 
judicial, apareciendo planteada recien después de pronun- 
ciada la sentencia que puso fin al pleito dentro de la juris- 
dicción local, y por lo tanto extcmt>oráneamente a los fines 
del mismo. 

El fundamento aducido para promover la cuestión fe- 
deral, después de dictada la sentencia definitiva, o sea la 
falta de atribuciones de la justicia nacional para enten-ler 
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sobre asuntos ya resuehi»* deímitivameme en oirás jurisdic- 
ciones locales, no afecta el fuero rationr perseme, sino que 
forma parte del fondo del pleito, que ha podido resolver el 
Juev. y la Cámara a qtio t si le hubiera sitio planteada opor- 
tunamente. Página 179, 

/ftTMWfj cxtmonfimrio. — No procede el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 48, en un caso en que la cuestión federal 
que se pretendía traer a la jurisdicción revisora de la Oírte 
Suprema, tip fué invocada durante la controversia judicial, 
apareciendo planteada recién después de pronunciada la sen- 
tencia que puso fin al pleito dentro fie la justicia local, y por 
lft tanto extemporáneamente a los fines del mismo . Pá- 
gina 1RÍ. 

Recurso extraordinario, — En el concepto legal se reputan Tri- 
bunales Superiores a los efectos del recurso extraordinario 
del artículo 14 de la ley N" 48 t los llamados a pronunciarse 
mi última instancia y sin recurso alguno para ame otro tri- 
bunal local. Ui Suprema Corle de la Provincia de Rueños 
Aires, resolviendo un recurso sobre inaplicabilidad de ley, 
ni. es el tribunal de última instancia a que sd refiere el ar- 
ticulo 14 de la ley X* 48. pues ella viene a carecer de juris- 
dicción para resolver las cuestiones referentes a la Constitu- 
ción y Leyes Nacionales. En el caso, el tribunal de última 
instancia pira ta decisión de las cuestiones federales es la 
Cámara 1 'rime ra de la ciudad de La Plata, y es procedente, 
en consecuencia, el recurso extraordinario, si es interpuesto 
ile acuerdo a ¡q establecido por la ley y consagrado por la 
jurisprudencia constante del tribunal. Página 197. 

Bmm$ extraordinario. — Se reputan Tribunales Superiores de 
Provincia a los efecto* del recurso extraordinario fiel ar- 
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tículo 14 ile la ky 48, aquellos en que puede tener lugar la 
decisión final del juicio en cuanto se refiere a la cuestión 
federal planteada en él {tomo 147, página 427). I-a supre- 
ma Corte de la provincia de Buenos Aires, resolviendo un 
recurso sobre inaplieabilidad de ky, no es el tribunal de úl- 
tima instancia a que se refiere el artículo 14 de la ley 48, 
pues tila viene a carecer de jurisdicción para resolver las 
cuestiones referentes a ta Constitución y leyes nacionales. 
Siendo, en el caso, tribunal de última instancia para la de- 
cisión de las cuestiones de orden constitucional oportuna- 
mente planteadas la Cámara [Viniera de Apelaciones de La 
Plata, pp>eeclc la «pu ja y consiguientemente el recurso ex- 
irauv-lmario ipie motivó aquella, interpuesto de acuerdo a 
lo estableado jior la ley y cobrado por la jurisprudencia. 
I 'á^iua 200. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordinario, 
aún citando se hayan puesto en tela de juicio él articulo $) 
de la ley 2873 y el 17», inciso 1» de su decreto reglamenta- 
rio, si las cuestiones planteadas a su respeto se han resuel- 
tn n<ir razones de hecho y prueba — que son ajenas a 1a 
Índole del recurso — pues, en tales condiciones no puede 
considerarse que se haya tratado una cuestión federal deri- 
vada de la interprelaeión de una ley nacional. Página 210. 

Recurso extraorttirntrio. — No procede él recurro extraordinario 
del artículo 14 de la lev número 48, contra una resolución 
que reconoce y acuerda el privilegio del fuero federal. Pá- 
gina 217. 

Recurso extraordinario, — La cuestión referente a saber, si una 
multa impuesta ]>or una infracción aduanera es la (pie co- 
rresponde o no. es una cuestión de hecho que no puede ser 
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revisada por la Corte Suprema en el recurso extraordinario 
que autoriza et artículo 14 de la ley número 4K. Página 219. 

■ 

Recurso extraordinario. — La ley fundamental al establecer que 
ningún habitante de la Nación puede ser sacado úv los Jm- 
ces designados por la ley antes del hecho de la causa, fea 
entendido proscribir las leyes m M* f los fefeS* V ,r 
comisiones especiales para el caso, sacando al acusado de la 
jurisdicción permanente de los jueces naturales para mw- 
terlo a tribunales o jueces accidentales o de circunstancias: 
y tales garantías no pueden estimarse violadas cuando los 
[ucees de la Capital determinando sobre su pinina compe- 
tencia aplican sus leyes y establecen dentro tU ellas el com- 
petente para conocer el caso que *e les somete, Pagina 24 1 . 

Recurso cxtroonUuorhK — VA alcance que haya podido atribuirse 
a los artículos 104 y 108 del Código de Procedimientos de 
la Capital, es una cuestión extraña al recurso extraordina- 
rio, por tratarse de la interpretación y aplicación de dispo- 
siciones de orden procesal local. 

Xo hasta la invocación de cláusulas eon-timcionalcs 
para la procedencia del recurso autorizado por el articulo 
14 de la lev número 48: para ello es necesario que la cláusu- 
la constitucional guarda con la cuestión debatida una rela- 
ción directa e inmediata de tal manera que la interpretación 
que se de a dicha cláusula, pueda determinar la resolución 
del litigio. Página 242. 

n - - 

AYi iioo extraordinario. ™ Procede el recurro extraordinario m 
la interpretación y aplicación del artículo fi" de la ley 5315 
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y I? de la ley 10.657 fué discutida. pronunciándu*e la sen- 
tencia placía contra el derecho o exención qué la adora 
fundó en la interpretación que ella entiende debe darse a 
(lidias prescripciones legales. Página 244. 

Rctttrsa extraordinario. — No es susceptible de ser revisada por 
la vía del recurso extraordinario, la resolución que estable- 
ció h inaplicabilidad de la ley 11.287 por íalta de promul- * 
pcíSfl y acción, y rechazó la impugnación de invalide/ cons- 
timcinnal, si tal fallo fué consentido y apelad" i«>r las 
eoMas . 

Xo puede impedir los efectos de dicha aceptación» la 
insistencia interior en el misino alecto, iwrquc ello carece 
de eficacia i«ira hacer revivir una cuestión que ha quedado 
eliminada de la Wis. ni la falta de interés alegada, porque a 
los efectos del delate en la segunda instancia, la cuestión 
. de incntistitucionaltdad era de primordial importancia para 
quiui la promoviera, y al apelar debió, en consecuencia, de- 
jar a salvo su disentimiento con la decisión en lo que res- 
peta a ese punto de fundamental interés i»ara la causa. 

Página 

Rccurw extraordinario. — I-as conclusiones de hecho a que llc- 
^ una sentencia referentes al domicilio u nacionalidad de los 
litigantes, son ajenas al recurso extraordinario. Página 332. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinaria 
interpuesto contra una resolución de la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia de Tucumáu, resolviendo un con- 

* 1 
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íücto de atribuciones cutre la Legislatura local y la Muui- 
etpalídad de la capital de la provincia, intervenida \x>r ley, 
después de la investigación respectiva, practicada por una 
comisión interparlamentaria, por versar la causa, sobre la 
interpretación y alcance de l;i> instituciones locales, some- 
tidas por imperio de la Constitución Nacional al juzgamien- 
to de sus propias autoridades competentes. (Artículos 104 
¡t 10M, y que ha concluido con el fallo apelado, que sólo 
contiene decisiones doctrinarias o abstractas ajenas a la ju- 
risdicción federal. Página 377. 

v - .v 1 " - 
Kecnrso extraordinario. — Xo da margen al recurso extraordi- 
nario la interpretación de la ley número 10.273. pnr cuanto 
esta forma parte integrante del Código de Minería f Artícu- 
lo 15. ley Página 382. 

Recurso extraordinario. — Xo autoriza el recurso extraordina- 
rio la resolución que rechaza la jurisdicción federal, fun- 
dándose en razones de hecho y derecho procesal común. (La 
sentencia de primera y segunda instancia apoyaban su de- 
cisión en la naturaleza del delito de injurias y en el lugar 
en que aquél fué cometido, considerado asimismo su carácter 
continuo p vario). Pagina 409. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extra- >rdinario 
atando sólo se ha invocado por el recurrente un hecho fun- 
dado en la ley 11.110. sin impugnar ninguna de sus pres- 
crif ictones conm contraria a la Constitución Nacional, lev 
nacinual tratado. 
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La ley 11.110, sobre jubilación de empleados y obre* 
rus de empresas particulares es «le carácter local y sí bien ha 
sí# dictada por ti Honorable Congreso, éste lo ha hecho en 
«so de la facultad acordada por el artículo u7. inciso 27 de 
la Constitución Nacional. 43*. 

W:Wítm ortiimirú» tic apdución. — A los efecto dd m. tirso 
autorizado el inciso 2 1 ', artículo 3" de la Uy minien i 4.055. 
tf^tte entenderse que tos peso* de míe habla este artículo son 
le, definidos por el artículo 1" de la ley 1130. y para de- 
terminar a los fines de aquella disposición legal, si una 
ol ►libación o valor disputado excede de cinco mil ilesos, nn 
dt lie convertirse el oro a papel ni reducirse a oro las oUM 
gaviones a papel moneda. Página 100. 

Rsk'imttciKnm. — Careciendo del litólo qué Íntegra la condición 
de propietario, indispensable según la doctrina y la letra de 
los aniculos 2Ti02, 2n09 y 275S del Código Civil, para reivin- 
dicar un bien, resulta ineficaz a los efectos de la acción per- 
uiu uu , la prueki sobre iMisesíón" fiel bien míe se pretende rei- 
vindicar producida por quien ejerce la acción respectiva in- 
vocando su calidad de adquirente (como comprador o cesio- 
nario), í-a sola posesión, aunque en debida forma la baya 1*'- 
dido acreditnr el actor por prueba testimonial, podrá fundar 
acciones posesorias. (T.ibro III. Capitulo III, Código Civil), 
pero no la reivindicatoría. Página 62. 

RepitiaótL — ¡fp procede la repetición intentada por el fiador 
de quien (aun cuando éste fuera menor de edad) celebró 
con el Gobierno un contrato i>ara la explotación de maderas 
en el Chaco, por tratarse en el caso de un contrato inuomi- 
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nal» de tos que prevé el articulo 1H3 del Coulgfc Civil, re- 
gido por el derecho administrativo con forme a h ley 4Hkí 
y decretos reglamentarios, no t¿bieiíádé pedido ni nega- 
do la po*csüin de ta tierra, ni pudiendo el concesionario de- 
jarlo sin lítt-to por su sola voluntad por no convenirle o 
por otras causas ajenas al contrato mismo o que por lo na- 
nos no resulten ser una condición del mismo, Payina 319. 

Krsi'hu iom * p^dá (*& & fe' — 1 ^naciones 

del mismo asunto, posteriormente a! fallo n-querido. y des- 
tinadas a hacer efectiva ta sentencia rrcaida, no pueden dar 
lugar a nuevas sentencias definitivas en el concepto del artícu- 
lo $» de la ley 4055. pues son meras resoluciones procesales 
derivadas de aquella decisión, encaminadas a determinar el 
cumplimiento efectivo de la misma, Página 2KL 

Resf>wtsab¡tmd itc los Hstmhs, — Los Estados no rescinden por 
actos de sus agentes, en obrando en el carácter de "poder 
público", fagina 237. 

licknntliractón. — Tratándose de un juicio reivindicatorío, de una 
fracción de tierra de propiedad de la Nación, situada en el 
Puerto de La Plata, no puede ésta como cesionario de la 
Provincia dé Buenos Aires, según titulo invocado y no 
discutido, adquirir sobre el bien cuestionado, mayor ni me- 
jor derecho que el que tenía su calente. (Prescripciones y 
doctrina de los artículos 2353, 2354, 23S3 y 2003 del Có- 
digo Civil), 

F.mnuado el titulo que el demandante opniie a la acción 
reí vindicatoria de ta misma provincia cedente. representada 
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por todos y cada uno de los imdcres institucionales, en lamo 
procedan eii la órbita de sus atribuciones, y habiendo el Q&* 
der judicial reconocido que aquél o sus causa- habientes, han 
demostrado, quieta, pacífica c interrumpida posesión, con 
ánimo de dueño durante el tiempo necesario para usucapir, 
tal reconocimiento compromete a la provincia misma cu el 
pronunciamiento, ya que esta no puede considerara tercero 
tuyos derechos quedan a salvo, cuando el M injurio Fis- 
cal la ha representado en las actuaciones, ha dado su con- 
formidad a las mismas y a la resolución aprobatoria. 

\*o puede la provincia quitar valor al procedimiento ju- 
dicial con si'ilo manifestar con posterioridad que se considera 
tercero no afectado por el mismo, ya que elln resulta inconci- 
liable c..n ta misión y majestad de la justicia, con la serie- 
dad del poder administrador, con la finalidad de las leyes 
orgánicas y con las garantías a la estabilidad de los de- 
rechos. 

No podiendo la provincia invocar tales principios, no 
corresponde tampoco su invocación |wr parle de su cesiona- 
rio la Xacióu. Página ,V>0. 

T 

Tik lw* ~ Refiriéndose la tacha a la persona del testigo y 110 a 
las situaciones que hayan podido conocerse a raíz de la de- 
claración del mismo, deljc ella formularse y producirse la 
res| «.diva prueba dentro de! término señalado para lo prin- 
cipal, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 124 
de la ley número 50. Página 
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TUith; su otonjamu nto por Ut Xadt'nh — Ui Xaciún no está oMi- 
guda a otorgar título de propiedad al arrendatario que no 
cumplió con la obligación de atender personalmente la tierra 
arrendada, es decir, "los tratajos qtte exige su explotación", 
y que ¡$ld Id liizo por intermedio de su apoderado, ]>or cuanto 
ct articulo 13 del contrato, concordante con el 55 de! decreto 
reglamentario de la ley 4U>7, e$ge que se hayan cumplido 
totalmente tas obl ilaciones del convenio para su otorga- 
miento. 

La no explotación personal importa una oración equí- 
voca, un acto ilegítimo de especulación eit perjuicio del acer- 
vo fiscal y de la prosperidad del país, reprobado por la ley 
v por el contrato. Página 335. 
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íhont Marcela /. Cusey 4* fó** i mh ' il Ui 

Prm im üt de tfuenos Aires, sobre 'fcvatitcitm de dinero perci- 
bido en concepto de impuesto a la herencia. 

Sumaria: I" 1 lubieudose sostenido que la interpretación dada en 
el caso a la ley V>c:i1 de impuesto a las herencias es cinera- 
ria al Código Cf*í1i v*^*' l Ktr i"' srill > u " a cuestión de es 
pede constitucional de competencia de la Corte Suprema, des- 
de (¡lie aí cetaria los principios consignados ]wr los artículos 
f>7. inciso 11 : 108 y 31 de la ley fundamental. 

2" La partición p®t estirpe es la que da una j*arte igtial 
a cada rama |tara que la subdivida entre sus miembros con 
igualdad La ignición ñor calwzas o por personas, cu la que 
atril «i ve a cada heredero una porción viril o igual ínota a] 
artículo 3404 del Código Civil) . 

3" La división por estirpe* no produce el efecto de hacer 
responsable* a los herederos comprendidos en ella de las car- 
gas y deudas en proporción del valor de los bienes de la e* 
tirité, sino únicamente en proporción de la parte que a cada 
uno de ellos le corresponde en la herencia. Artículo 34*>0. 
3494 y 3498 del mismo Código. 

4* Si Ja división de las deudas y de las cargas debe ha- 
cerse en consideración al valor de la juirte que cada uno de 
los herederos recilie aún dentro de cada estirpe o rama, es 
evidente que la Dirección de Escuelas de la Provincia de 
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Rúenos Aires no ha pulido lomar otro valor que el represen? 
tado iH>r aquélla, a los efectos di- la dctcrniiuariún de la tasa 
aplicable. 

5" Tal solución jurídica lt*j«i> de n >mi *n «meter el prin- 
cipio de igualdad se ajusta estrictamente a lo que de acuerdo 
cun la jurisprudencia de la Corte Suprema constituye su con- 
ten Mi » y definición. Aquel principio se cumple, lia dicho el 
Tribunal, ctiaudo en condiciones iguales >e imponen gravá- 
menes igualo a los contribuyentes, y requiere, además, que 
a la uniformidad relativa se agregue la situación de igualdad 
en que un heredero ( en el caso nieto), debe encomrarse res- 
peeto de iodo otro heredero ( nieto i llamado a recoger una 
hijuela del mismo valor. (Fallos, finio 149. página 417 >. 

6' Cuando los nietos concurren a la herencia del abuelo 
por derecho prtipio. el impuesto sucesorio dentro de la efco- 
nomia de la lev provincial examinada, se establece mediante 
una tasa deducida del valor de los bienes que cada uno de 
esos nietos efectivamente recil»-. es dcVir, de la hijuela. En 
cambio, cuando los nieto* concurren a la sucesión del abue- 
lo con el auxilio de la representación, la tasa según la ley o 
su interpretación, ya no se deduciría del valor de la hijuela 
de cada nieto, sino del valor de lo que hubiera correspondido 
al padre si viviera. Y es evidente que tal dualidad de crite- 
rio, pra liquidar el impuoto tratándose de herederos que 
i>ciipau el mismo grado en la línea «lescendenie y recitan una 
herencia del mismo valor, comprometer i a la garantía de 
igualdad impositiva consagra* ta por el articulo Ui de la Cons- 
titución. 

7" 1.a Dirección de Escuelas de la Provincia de Buenos 
Aires al proceder f ]c otro'uodo ha alterado disposiciones del 
Código Civil, atribuyéndole a la reproent ación nn efecto que 
no sólo aquél desconoce, sino cute expresamente repudia en 
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c] recordado aríietífo -U'JO del Código Civil, violando i>or con- 
«gnienle los artículos 31. (>7. inciso 1t y 1HS de la Constitu- 
tíSti Nacional. 

Gijíc: Ln rxplk-aii tas piezas siguientes: 



tUCTAM RN NKI. PROCl-RAIIOH r.EXKRAf. 

- 

Buenos Aires. Mayo 2fi de 1930, 

Suprema Corte ; 

Los hereden* de duna Marcela Juana Lasey de Duggan, re- 
presentadns jior el Procurador don Mariano J. Saraví, entabla* 
demanda contra la Provincia de Buenos Aires por devolución de 
la suma de trescientos noventa y siete mil ochenta y tres i>esos 
con m «venia y dos centavos pacida de más al fisco provincial 
hajó protesta, por el impuesto a la trasmisión gratuita de bienes. 

Considera inconstitucional la forma en que se ha formulado 
la liquidación respectiva, invocando al efecto el artículo líi de la 
O institución Nacional. 

jka parte demandada, al evacuar el traslado tjue se le confi- 
rió expresa que acatando la jurisprudencia a que se refiere la 
nctora, que es ta establecida en los caso* DrysdaJe. Seré y otros 
análogos, acepta que el impuesto se liquide con arreglo al monto 
de cada hijuela. eorrespoudieiitlii entonces de acuerdo con las dis- 
posiciones de la ley y la jurisprudencia liquidarlo, en este caso, con- 
forme al proyecto t|iic presenta, del que resulta que los actores 
pr.»porein nal mente y en conjunto, ]>ercibiriaii la suma de cincuen- 
ta y di»-* mil ciento ochenta pesos moneda nacional que ofrece de- 
volver con los intereses desde la notificación de la demanda. 

En la fecha de la protocolización de los bienes radicados en 
la provincia de Buenos Aires regia la ley 192.1 a los efectos det 
pago por talvoncq>lo- Es evidente, entonces que aún dentro de 
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cada estirpe ti rama, los herederos «satán sujeto- a la determina- 
ción de la tasa fijóla en la ley. 

Considero que la doctrina tme sur^e del tallo de fecha 11 de 
[)ieíeml>rede 1929, dictado en la demanda sumida ,h,r doña Laura 
IVheo» de del Solar [Jorreen y otro> contra la misma Provincia 
demandada, es aplicante al caso contemplado en este &£f. Extenso, 
l-.r tanto. otic V. K. tiene jurisdicción pira resolver lo- pnnlo- 
^otneiidos a su consideración, todo- comprendido:- en la incon-liiii- 
eioualtdad alegada. 

Por lo «EpneMo y rejunidnciendo en lo |iertinente lo- escrito* 
de la luirle adora fie ís. 11 y ís. SU. pido a V . K. declare inéiritSr 
liuieional !a liquidación impugnada. dis| Hiñiendo, t-n eon-mun- 
cia. la devolución del exce-o reclamado en la demanda >r -er 
viohioria del |)ríneí|»iti de igualdad invocado por la parte actora. 
i \x\. 16 de la Crina l ; undaincntal i , 



FALLO W. I.A t'OHTK M l'KI.U A 

Buenos Aire*. Junio 27 de 1ELÍCL 

V Vistos: 

jjste juicio seguido |ior h.s henderos de doña Marcela J. 
Cascy de On^an contra la Provincia de Huellos Aires sohre di- 
votttdón de dinero, de) cual resulta: 

( Hie a ís„ 11 comparece don Mariano J . Saraví en represen- 
laeióu: a), de Tomás Marcelo, Horacio Juan, Heñíanlo Enrique 
'y Jorge Kd nardo I Mistan y Lesicux; lu. de Maria Marcela NY1- 
>on de * >"l r arrtdl. Juan Diejjn Xelsoii y Luis Tomás. Xdsou por si 
y como representante de < 'livia Isaliel Nelson (le Deane: e), de 
doña <irace Lueiltc Marcela Uui-ao de Rice ; dL de I Inhcilo 
Juan y Alfredo León Dni^an y Hinds: vi. de doña Luisa Andrea 
Dligjían de l-arini entablando acción contra la Provincia de Hue- 
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nos Aire-, a un de que se la condene a devolver a 
tes la feantídad de $ 3°-7.0¡s\VV2 más la (fe $ 5.05" cargados de 
más por la Dirección de Escuelas 1 sobre el saldo que expresa, ton 
Mis intereses y las costas del juicio. 

ia Casey de Dui-gan talleció oti esta 
re de lf|2 bajo testamento ológrafo. 
Los testimonios <1e las hijuelas expedidas en t i juicio testamenta* 
rin tramitado en la Capital fueron presentados [tara su pnMoco- 
lixacíón a las autoridades judiciales di* la Provincia de Buenos 
Aires y en su conocimiento la Dirección de Escuelas presentó una 
liquidación del impuesto sucesorio que sus poderdantes reputaron 
violatoria de la Constitución Nacional, sometiéndose a su pajgo 
previa la protesta del q^i, 

Que en reiteradas ocasiones la Corte lia declarado que la ley 
Provincial ordenando |«agar el impuesto con arreglo al valor total 
de la fortuna del testadoT y no con arreglo al valor de cada hijue- 
la infringía el principio de igualdad auto el impuesto garantido 
por el ari. \h de la Constitución Nacional, 

Que después de ] presentar la liquidación tal como fué practi- 
cada por la Dirección de Escuelas formuló la que a sil juA'io era 
legal en relación a cada uno de sus representad"- obteniendo la 
Mima glokil ya señalada de $ .083.92 %. 

[huí corrido traslado de la demanda a fs. 38 lo contesta el 
doctor Roberto Parry en representación de la Provincia de Hue- 
llos Aires, manifestando conformidad en restituir a los actores la 
Mima de $ 52.180 x % y »«s intereses desde la notificación de la 
demanda, como única cantidad dentro de la mayor reclamada y 
soletando se le carguen las costas a la contraria pqfr existir plus 
pHiÜ0, Fundando su respuesta expone: 

Oue su fiarle acepta que el impuesto sucesorio se liquide con 
arreglo al motilo de cada hijuela y no con arreglo al monto total 
del acervo. Y como la herencia de que se trata fué repartida en 
Mete hijuelas para fijar el ]>oreciitaje e. ir rebudien le debe estar- 
se al valor de cada una fie ellas. 
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i >ue la partición se hiz<> por estirpes según consta eu el |*r*>- 
t, .oto" del Earfihano José A. Tisenrnia: Jifero lo* actores sin plan- 
tear expre-ameMe la cuestión c;iioul¡m el impuesto como si hu- 
biese si'l<» practicada i>or caU*/a y no jior cstin*'. 

Que reproduce ia argumentación presentada sobre el punto 
tu el peiej seguido por Laura l'achecu de dd Solar borrego c-u- 
ira la IWiuciu de Jluvnos Aires, aunque la Curte lío llegará a 
pronuncia™» sobre él. pues iw se ha hecho mención alguna de él 
en la protesta, ni lia quedado comprendido en !a Bis* Ademas, 
en t^ta causa donde procede sobre lo fundamental la jurisdicción 
..riginaria de la Oírte por razón de la materia, no puede aquella 
decidir s^re la legalidad i» ilegalidad de la interpretación atri- 
buida por la Dirección de Escuelas a la ley de la materia. 

Que en la demanda se incurre en un error de hecho al ex- 
pre>ar lo> porcentajes aplicables. Según la escala de la ley de 12 
de Abril de 1 1 >2.Í d porcentaje que corresponde a Jas hijuelas cu- 
yo momo Mi|»cra a la suma de dos millones sin exceder de cuatro 
millones es el siete por ciento. Y distribuidos los f 17.131 .525 
entre las -déte ramas corres|K>nde a cada, una de ellas la suma de 
$ 2.447. 71 y consiguientemente el impuesto déla- liquidarse 
al7 7r. 

Qué a ts. 41 eia. abrióse la causa a prueba produciéndose 
la .|ue"expresa el certificado de fs. 76. A ts. 80 y fs. 85 alegaron 
ambas partes, llamándose autos para sentencia a fs. 92 vta.: y 

Considerando: 

i )ue la Provincia de 1 Sueños Aires ha reconocido de acuerdo 
ei,ii la" jurisprudencia sentada por esta Corte, míe el impuesto ha 
debido liquidarse en esta sucesión "con -arreglo al monto de cada 
hijuela v no con arreglo al acervo total: de modo que como la he- 
reneia <Íe que se trata fué reunida cu siete hijuelas para estable- 
cer el porcentaje correspondiente, según la escala legal, debe es- 
tarse al ¡miarte de cada hijuela '. 



( Hu-. tos $mm én el presente ¡ujáo son nietos de la cau- 
sante que le han heret ladi i en representación de sus padres pre- 
míanos. Los bienes de la hcmiíáa fueron adjudicadas en sieite 
partes, cuatro de ellas a U>s bija-* vivas y tres a las preniuertos t*n 
tuya representación heredan los dotéte nietos actores en este jiifcu*. 
V estos hechos plantean la cuestión fie saber si la tasa ha de fi- 
jarse sobre el valor de tos Iridies «|iie hubiese o irre-qiondido al 
padre prenmerto a si lia de serlo cim arreglo a! valar de lo que 
cada nieto recibe dentro de la estirpe. 

One esta cuestión lia sido expresamente planteada en ti es- 
crita de ileinanda puesto que al verificarse la liquidación del ini- 
pue>|n Micesario con arregla al criterio legal sustentado por lus 
actores »t- hizo funcionar la tasa sobre el monto de lo que a cada 
nielo le correspondía. 

• Jne la competencia de esta O trie i>ara conocer de este pun- 
ta, e> evidente. pues si la interpretación dada a la ley local de im- 
puesta a las herencias e> contraria al Código Civil, existe i*>r eso 
misma una cuestión de especie coustiiucional desde que afectaría 
las principios consagrados pttr los arls. U7 inciso 11, IOS y .íl de 
la ley fundamental. 

Oue el punto delatido ha sido resuello por esta Corte en la 
calida registrada en e] tomo 150. página 219 de m colección de 
fallos y en mérito de los fundamentos expresado;; en ella que se 
dan aquí par reproducidos, ha qmdado consagrado el principia 
de que >i la división de las deudas y de las cargas debe hacerse 
en consideración al valor de la parte que cada una de los herede- 
ros recibe, aun dentro de cada estirpe o rama, la Dirección de Ks- 
cuelas no lia ¡odido minar otro valor que el representado par 
aquella a los efectos de la determinación de la tasa aplicable. Y 
en viriud de esta solución cada uno ttó los nietos Xclson Duggau 
que recibe $ 61 1 .X40. 57 debe pagar el 4.50 % : cada uno de los : 
nieios Diiggan Lesieux (|ue recibe $ 4S9.472.17 debe pagar el 
4 $i y cada uno de los nieto?* Duggau líinds que recibe ? 
S15.7Sfi.89 debe pagar el 5 fe. 
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Que, la ei 



si el impuesto del* calculara i H,r 
¡ores-maje sonre ti mtai ele la hijuela o por pnirrnwos cs- 
caloflados y progresivos, planteada también implicitami-ntr por iüS 
actores se halla futra ífe la competencia de esta Curte, ni sólo 
por tratarse de la mera interpretación 1» 1*7 local de innntesfep 
a las herencias c|ue no iw dé ^'»sa civil y por ^nsipiettle imj 
eapSte Í\xeto por razón fie las |n*rsuitas sino también | Minute no >e 
ha planteado directamente la tneoiistiuicionalidad de la ley aplica 
da en cuanto al art. 24, lo cual a su ve/- di termina la falla d« f ñe- 
ro por ra/on de la materia, i Fallas, tfinló 154, pfe, 156» . 

Que la* jwirte* están de acuerdo; al, en ijne la suma a dis- 
tribuir entre lo> siete hemlfiFOS de doña Marcela Juana Casey de 
I Hii^an fué de $ 17. \M.?2$ Ü'f, : ln, tute lo adjudicado a las ra- 
mas de Juana l indan de Xel>on. Tomás L, IHtggaíl y MÉrectti 
1 1 . I Kigali, ascendió a la cantidad de 3 2.447.3oO,7I para cada 
una . 

Que dividida la Cantidad adjudicada a cada rama |>*-r el nú- 
mem de nietos se obtiene lo «pie cativamente les ha cnrrcsi «nu- 
dillo a éstos en la herencia de la ahucia y can arreglo a cuyo mon- 
to debe establecerse la lasa correspondiente, Y ella, como si- ha 
dieho, es de 4.50 % }>ara los nietos Netson Dn^an; 
ra los nietos Du^an Lrsú nx. y de 5 r /t para los ni 
I linds pi Insíar del 7 r k qíte les aplica él 
vincia en su liquidación de fs. ¿S. 

( li,e |o> actores tienen además derecho a reclamar la devolu- 
ción de la jarte proporcional en los intereses punitorios cobrado 
|M*r la Provincia -nlue sumas mayores une las une correspomlian 
y esta última a >u ve/ é de cardar los intereses turre >pondien tes 
¡,mili-ltH en ta liquidación con arreglo a lo resuelto el 4 de Junio 
de VKM) en la causa seguida pp* (sabe] María Dui^an de llope y 
i»Tr..s contra la mi-ma Provincia demandada. 

V.n mérito di- estas ó .lis i deraciones y de «informidad cotí lo 
dictaminado por el señor Procurador General se declara que la 
Provincia de Buenos Aires péa obligada a restituir a los actores 
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en ti plazo de minia días, la diferencia que resulte enirt la lit|ui- 
«lación que dehe practicarse v.m arreglo a lo precedentemente esta- 
blecido y la Mima alonada por los actores con sus intenses desde 
el dia de la notificación di 1 la de manda, sin costa*, atento el resul- 
tado $CÍ juicio. Xotifiquest-. repóngase el papel y opnrtiuiaiii>*iiU 
archívese, 

|, I lia KKOA AintHTA. KnilKKTO 
ki:i"KTTO, - - R . íá'llH) LavaiI.k. 

— Amumo Saoakna. 



Lorenzo Gtttiri y 0m$ ittutru Ui foeptmfa dé Jttjity, safar 
rrkiiulUotit'nt. fl.vuptióH tic fulla de pcrsotrcrhi y inwMn- 



Sumario: Resulta iinj procedente la rxecií.'ión di- falta di* persone* 
ría ' | ir* si" opotle fundándose en la deficiencia di- un poder 
por haber sido éste conferido |nir el gobernador de una pro- 
vincia: pues, siendo los (iolierii adores de Provine!., i sus re- 
presentantes legales, están |mr ello habilitados |>ara designar 
los apoderados necesarios fiara que en representación de las 
mÍMuas intervengan en los juicios en míe dichos listados sean 
parte, debiendo llenarse como único requisito !o que dispon- 



FALLO UF. LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Junio 27 de l£>3i>. 



Y Vistos: 

La exección de falta de personería apuesta por la Provincia 
le fujiiy tu la ejecución promovida por ti doctor David t i'Gmnor. 
> tevatit.iiniriHn fiel cmltar^o decretado a íojfcs 542: y 

Considerando : 

( >uc la Provincia .le Jujuy sin desconocer el derecho del ac- 
tor, ya que según se WP*m ™ escrito de fs. 563: "Hago pre- 
sión* a Y. K que este < lohiertm nú discute al actor su calidad ju- 
rídica de acreeilor y minos después del fallo de Y. E." "Xo esta 
ni juego una fútil jiospjkstó^ de aliono de un crédito finiie. que 
v) Poder Ljceulivo de Jujuy. haciendo honor a lodos sus compro- 
„h>o>, armará en cualquier forma". "Aún cuando esta Provincia 
no desconoce los servicios profesionales realizados ix.»r el actor en 
H juicio de apremio", le o|«ne la excepción de falta de «x-rsonena. 
prevista eu el art. 315 de la ley número 50, fundándose para ello 
m el íHvler qtte le fué otorgado cuyo testimonio erre agregado 
*t h ISÍ v el decreto que le dio origen, la copia del cual también 
se em-ut-iura abarla a fs, 562 "fue un avance de facultades dd 
entonces gobernanle W* * Omstitución de la 1 Wtneia de 

íujuv no faculta en ninguna tjfi sus di^nisteiones al Poder hj mi- 
li vo ¡>ara hacer esta cíase de designaciones. <gue el espiritu de esta 
ícy suprema trata de adjudicar más hint al Poder Legislativo, por 
una autorización especial . 

< iu.- de acuerdo a lo míe resulta del testimonio de >V 592 el 
| H .drr"otorgadn por el Gol amador de hijiiy de fecha « de huero 
de mi! novecientos veinte y seis ante el Kscriltano don R. Pérez 
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Alisólo a f:tvi ir del doctor David < í'Onimir establece "'Juc en 
nombre y ^representación de la l Yovineia de Jujm Anníiere |Hider 

u «.-rimtnal en (¡tu- la Provincia sea jarte leyiLima por cualquier 
Causa, derecho o razón, sea en carácter de demandante o deman- 
dada ante todas las autoridades administrativas y Trilmnales de 
la Nación o de las Provincias de cualquier tuero o jurisdicción 
con facultad para presentar escritos, documentos, títulos, partidas, 
testigo;* y practicar los siguientes actos y diligencias "Con todas las 
facultades inherentes a la representación en juicio" — instrumen- 
to que esta l'nrte examinó en su nportunidad al acreditar al doc- 
tor ( )*C otinnr como representante de la Provincia en estos autos. 

One. si los jíoliernadores^dc la* provincias son sus represen- 
tantes Itgaks, e> indudable (|ue están habilitados para designar los 
apoderados necesarios para que en representación de tas provin- 
cias intervengan en los juicios en que dichos Estados sean parte, 
llenándose rumo junco requisito |n que dis] unirán las leves Inca- 
les , y !<■?, preceptos téjales que riyen la materia. 

íjue el escrito en que se opone la falta de ¡personería, sólo 
destaca generalidades sin precisar ni enunciar siquiera precepto 
alquilo de la Constitución o leyes locales que permitan llegar a la 
conclusión que >e pretende. Xo obstante esta circunstancia, proce- 
de observar, que. el art. 3ÉÉ inciso 20 de la Oinstitttcióii ile la Pro. 
viñeta fie J tijuy del en ni na tos ínticos casos cu que la Legislatura 
interviene prestando su acuerdo a las designaciones fjue haya el 
I Vider I'.jecutivo en favor de los niieiubros del Superior Tribunal 
de justicia. Fiscal (¡enera!. Jueces de 1* Instancia, Inleiiclente Mu- 
nicipal. I 'residente del Consejo ( ¡enera! de Educación, Tesorero v 
Control de la Provincia: y en cauihio. el art. 100 al disponer que 
"Kl Colimador es el Jefe de la Administración Provincial", fe 
atribuye entre otras facultades y dclnres ''nombrar y exonerar 
al MiniMi-o y demás empleados de la Administración que nombre 
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poí sí solo", incido U y sólo «i bis incisos 14 y 15 re M uierc anui- 
do de la t^^iwtó («ra (os nombramientos ya mencionado* al 
transcribir el art. 7* inciso *-'<>. 

One en ..tas e*rfck«WS, v Bo habiéndose invocado precedo 
legal 'alguno del M "e se desprenda que el poder m&fáo haya «fe 
otoñado el Poder ejecutivo dt j tijuy dura de la órbita de $m 
atribuciones adniinÍMraiiva> y constitucionales, es de toda evidencia 
tgte !a É*eq«:iún «►puesta de íahn de personería es improcedente > 
asi calie declararlo. 

( > lH . t n cnanto al emkirgu decretado por ™ Ui íle ís ' 54Z Cltv " 
Uva.munieuto se solicita. procede fenecer, que. si bun esta Ur- 
u nene declarado éff constante jurisprudencia, que siendo las I ro- 
vineias pw®m jurídicas de existencia necearía - artieuln W 
de! Código 6ÉI - V «" pudiéndoselas trabar en su desenvolvi- 
ólo ^.litico v económico, no procede en consecuencia el c.nku- 
de las mitas -pie esle.t aijadas a servicios determinados de 
orden público: es de «Inervar desde luego, que los íotidos afecta- 
dos por el unhargo referido nu provienen de rentas «en eral es. ni 
,-ún comprometida a Mtíragar los -asios de I» Admnnstr^ion 
dé la Provincia, maestros, polcía, administración de justicia, etc.. 
t, M |a ve/ «,ue según la lev 876 sancionada por la Legislatura en 14 
Imhm-o v promulgada por el Poder Kjeeutivo en 23 del misnv 
mes de 1930 dispone: Art. I* Destinase la suma de -inimcntos mil 
pttW % contratada por las Uves 615 y 6>5 jara la fundación del 
líanco fíe la Provincia: arL É Autorizase al Pnler lúcumo a 
invenir la -antidad mencionada en el artículo anterior, en el l>ago 
de suelda y jul .ilaciones adeuda.las y anu dar parte tic ta mM 
iU miit iíohutfc tic ¡a Provincia. 

One la deuda cuvo eobr.. se persigue, tiene ai origen en el 
honorario re-nlado por e>la Corte al doct-r < >X onnor como re- 
presentante de lujnv en este juicio, y de acuerdo con lo expuesto 
precedentemente, reúne toda. la» condiciones |>ara ser incluida 
dentro de las que.contempla la ley S7ó en su articulo >' 
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Kn >h mtrttn. se declara imprudente la excepción de falta 
dr per*meria opuesta por la parle ejecutada y el levantamiento 
del enife&gJ solicitado, con costas y llévese adelante la ejecución 
hasta hacerse al acreedor íntegro iiago del capital. intereses y cos- 
ías. Notifiques!» y repóngase el papel. 

j\ FlGUEROA At.CORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Gi/tno Lavallr. 
— Antonio Sagarna. 



Owi/ujím Swifl roHtra .7 (¡obierno Xarionat, por divoturián di- 
mití SltUUl tic í/íííi'i'O. 

Sntiairio: Los tenefícius conferidos por la ley de Aduana son pa- 
ra ia industria de fabricación de quesos y no [«ra la tela em- 
pleada t«»r los productores eu la envoltura de los mismos, pues 
es el destino de la tela y no la tela misma lo míe se ha en- 
tendido proteger cuino claramente lo expresa el artículo 27 
de la ley 11-281 y se infiere de las palabras usadas por el 
inciso *P 

Coso: Ln explican las -Mezas siguientes: 



SENTENCIA tlE!. Jt*KÍ KEDKRAI, 

La Plata, Abril 25 de 1930. 

V Vistos: 

I.ns presentes autos seguidos por la Compañía Swiít, contra 
e) litado Argentino, sobre repetición, de los que 

Resulta : 
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fe 1 Hte % Coniiuma actora deduce demanda ordinaria c ultra 
e! epíetitó <le la Nación por devolución, con interese* y oMas. 
de la simia de doscientos* |jüsos. vcñiti>iete centavos tt|fjp«da na- 
eional ejüe afirma U h:m síd<> cnhratlos iudehidamente-pir la Adua- 
na de esta Cufiad de l-a Plata, en ornee]*» de derecho- fc&re una 
partida de lela especial ])ara <|iieso*. 

\1 vil et<S expresa que ni tVelta 2 de Junio de T'ir, -..licitó 
el despacho de Mete fardo- de ¡lielia lela, ta <me \ntr i! un. % iue. !'"* 
de la lev 1 1 .2S1 debe 1»nj;ar (í derecho del 5 f .í *ad valoren»". Mi- 
día manifestación fué denunciada por el Vista que intervine. eSM el 
fcí¿f¿eHé, i|uien. a »u ve/., la clasificó como tejido de algodón cru- 
do, partida 1*^7 K. n, 20 al 20 JÉ, 

*2" ' >ue planteado v\ fmm coniennn»" de que mientia «I ex- 
pediente 24-<>~l?':íó. & dictó gj$t estt? inisim> juzgado sentencia de- 
clarando <u.tc ta Gqmpfiía al manifestar lela especial \mr;i «me—-, 
había hecho una nianií estación exacta, falto fundad" í#| infor- 
me* C&c4í<lc¿ l»-r la División de Ganadería M Ministerio de 
Agricultura, pór la Junta del Hamo de la Aduana de la Capital y 
,w.r los estaHeciniicnt".> "lóanja Éauca*\ "La Manona" y "tro*, 
y míe fué con firmado la Cámara Federal * 1.a Plata i-u S de 
Septiembre de 1**25 . 

3* ihu tío obstante ello, el Fisco ha pnicedido a cobrar lo- 
(k.rt cl»iKV.r la tartida 1W. al 20 ' í , (XTeibiendo. tu oa-ecuen- 
t ia. adfanás. ta suma cuya repetición se demanda, qit* t> la diie- 
ivucia t inre ti 5 % qjie debia pagar la mercadería con arrecio ni 
art. 2*'. me, 9 de ta ley 11 ,2<S1 y el 20 % indebidamente aplicado. 

No habiendo prosperado la redamación administrativa for- 
mulada, y hecho el |afep bajo proteja, funda su derech" a repetir 
t., pagado tu los arts. 42ó. 4*>. 43H y # hi fivv ite las ¡ >rdrnaiv 
tm (le Aduana. 

A ív 41 el ¡.eii-ir Tn^urador Kirvat. designado jmip dceaiií 
dt ís, 44 [¡tira asumir ta representación del Fisco e.n este jukt' . 
contesta la demanda solicitando su rechazo, con costas. 
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Sétimo ipie de la circunstancia de que sfe haya dejad" sin 
t í.vim. r .ir resección judicial, Ui $m impm-ta por h Adua.i-. a 
ta G-mpañia ¡cmni. falsa declaración, im puede derivarse d 
.Krrt-h" que |Sf^n# t«üer i«ra cNÍgir al Kstado la devolución de 
la suma une reclama, proveniente de ta diferencia míe media entre 
lo pnvihido por ta Aduana en concepto de gravamen a la mi|mr- 
lan-'-n -]t acae|fdtt al aforo pascado y la fpie resultaría, si fuera 
aplicable, el aforo indicado por ta Compañía Swiíl. 

4' Q«e ese pronunciamienio judicial sólo ha declarado la im- 
procedencia «U* ta jn-na administrativa impuesta, sin que etlo im- 
porte i-iaUcar una m.idtíicacióii a la clasificación hecha i*-r U 

'$» Oue por tura parte» lo* pronunciamiento* de la justicia, sc- 
ha resuelto reiteradamente, no puclen modificar tas elasi- 
i naciones aduaneras, fundadas ni la ley y en sus disecciones 
interpretativas y complemt martas . 

Aliieria a prueba la presente causa, se produjo la que acredita 
el certificado «leí actuario de fs. 50, y habiendo presentado la* par- 
le- ri'SjH'ettvns alégalos, se llamó autos jp^ra definitiva a fs, .V>. 

0" One talla» la esta causa a ís. í>8 rechazándose la demanda, 
en virtud de considerar el suscripto que la justicia federal era m- 
cotnpelente ]>ara decidir las cuestiones- articuladas en la litis, dicho 
fallí» ha sido revocado por la Suprema Corte de Justicia do la \'a- 
ción a tú. 77, declarando la improcedencia de dicha excepción de 
incompetencia, y devolviendo los autos jvnrn que la eaus*a sea nue- 
vamente in/^ada. 

< hie cu •cumplimiento ¡le tal sentencia, se llamó autos para 
dt tintina, dictand^-e. jara mejor proveer la providencia de fs. 81 
vía. ; y 

Considerando : 

1 <_>ue la parte actora demanda la devolución de la suma de 
$ Ji >J . 17 cts, % que sostiene que el Fisco le ha cobrado de más al 
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clasificar como tejido de algodón crudo y a^licarlr derecho» M 
20 % sobre una i*rtida de siete fardos, que siendo de tela espe- 
cial para quesos, sólo ha delndo l>agar derechos del 5 % "ad va- 
lumu \ con arralo al incido 9 del art. 2" de la ley M .2SI Agrega 
.pie ya la justicia federal en los autos 2*-f*-W2$, al revocar la mul- 
ta impuesta por la Aduana, ha declarado que su i«rte ha hecho 
una manifestación exacta at denuncmr la mercadería en cuestión, 
como tela especial p$m «piesos. 

P ( M W contestando la tlemauda el señor Procurador Fiscal 
ha punido que la justicia federal en los pronunciamientos de re- 
ferencia se ha limitado a dejar si» efecto la pena administrativa 
impuesta por falsa manifestación, sin que de ello pueda inferirse 
que se hayan mitificado Lis resoluciones de la Aduana en materia 
de clasificación, por lo cual resulta improcedente el derecho de re- 
jietición que se pretende ejercitar. 

3' « >uc no se imede atribuir a las resoluciones diciadas en lo* 
auto* número 23, 171 el alcance o significado que les asigna la ^ir- 
te actora, Ellas no lian tenido otra finalidad que la de decidir so- 
hre lo que era materia del recurso deducido \m ante esie I nhu- 
nal. o sea. sobre la proctxleiuHa o imprc ciencia <le la mulla aplica- 
da a la Com|>af»a tietora. poí dcfrattclajL-ióu a la renta aduanera, 
siendo cu tal sentido que se-apreció su conducía al denunciar el te- 
jido en cuestión "como tela esjwcial i«ra quesos", y w estableció 
que de autos no resultalia acreditada una falsa dtx-lanición. l->r lo 
cual se alisolvió a la inculpada, sin ajuicio del pago de los dere- 
chos que corresponda al Fisco. 

Fundado tal pronunciamiento expresó el suecripto que el co- 
merciante cumple con las exigencias leales respecto de su decla- 
ración ante la Aduana cuando expresa con exactitud ta especie, 
calidad y cantidad de la mercadería cuya introducción solicita, 
siendo función de los Vistas, aforar dicha mercadería y liquidar 
los derechos rcsiicctivos sin que de la diversidad «le criterios entre 
el interesado y el Tribunal de Vistas sobre el aforo, puedan den- 
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varse consecuencia* penales para el comerciante. Que por otra 
partí* la ley de Aduana vigente no indica las características de M la 
tela especial para quesos", (art. inc. 9*). por k> cual "y para 
juzgar la declaración hecha ¡#Ér el solicitante del despartió", debe 
estarse al destino que se da en el comercio a la mercadería que se 
introduce, desde que no existe disjxisición lega! reglamentaria en 
qué fundar un criterio distinto, habiéndose comprobado con las 
cnnstanciíis que se mencionan que en este caso la Compañía ha 
manifestado con exactitud su mercadería. 

l'or su parte la Excma. Cámara, al con firmar dicha resolu- 
ción, declaró que en el sttb liti\ «lados los informes producidos», no 
está acreditada en autos una falsa declaración. - tanto más cuanto 
no consta la existencia de una resotuciiVti anterior de la Aduana que 
estableciera la clasificación que ella ría a la tela en cuestión y que 
obliga al comerciante a ajusfar a ella sus manifestekme-í. en falta 
de una definición legal de lo que debe entenderse "tela especial pa- 
ra quesos". 

4" Que no habiendo tenido lo* jironunciamicntos de referen- 
cia otra finalidad que la de apreciar desde el punto de vista penal 
ta conducta de la actora, a los efectos de eximirla o no al pago de 
la multa que le liabía sido aplicada administrativamente, por de- 
fraudación a la renta de Aduana, es indudable; que ésta no puede 
fundar en aquéllos su acción para sostener que ya existe decisión 
judicial, establecieniUi que la mercadería en cuestión debe pagar el 
derecho de imitación que ella pretende. 

5" Que entrando a decidir sobre este punto, debe tenerse en 
cuenta que la ley sólo acucóla la franquicia del menor derecho a 
la tela esj>ecial para quesos. No indicándose en ella las caracterís- 
ticas tle tal mercadería, es indudable que para resolver sobre si el 
tejido en cuestión encuadra en tal clasificación detic estarse a las 
prácticas comerciales establecidas y al destino o aplicación que ha* 
bituamiente se le da en las industrias . 
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&ttttü StlíSe d€ la resoltíctóiÉl de fef, 30* <?í sásfipf Ministra de 
Hacienda de Ir» Nación na amon/ó él (Ktgíi del menor derecho que 
se solicital* por considerar 4110 iíf írauquicia que la ley setter*!» a 
1,1 tefe csfpeciál para quesos río pue4e hacerse extensiva a .«mis te- 
jidos íjiie eomoej lim importa íít empresa recurrente, tiene di viráis 
apítcatiOUes y que tila utiliza l*ara en volver despojas animales. 

Kl Tiihtttwl tlt- Vista* fié \duana ha «usienido a - l f l» 1 " 
la tela cu cuestión es un tejido de algodón imiño que su tahri- 
cáMon no W típicó i-ara quesos, aunque puede dársele ate déstifflo, 
usáñílosi también para el aeniidieionaniicmu ¿je carne- congélalas. 

Por stt parte la L5ÍF6raíifíU <»et:eral de Comercio e Industrias 
del .M íiii-tt.'TÍ. - de Aiíneultura. ha informad. 1 a ís. 28 que §1 dicha 
ida -e importa en tliÍKt^ < - típica para quesos tipo Chtddar. Larca- 
rañá, < te, E3fí caso eoíitmrió tiene distintas aplieaeimus. espeeial- 
n -me para la en voltura de dc*|>ojus anímale*. 

Ivn ios atítiíS 33,171. existen, además, el informe fie fs, -U de 
la fóriecetón 1 ¡eneral de (innaderia, sosteniendo qtie en la indus- 
tria lechera del pal*, la tela en cuestión se USB efectivamente j»ara 
la envoltura de quecos: t ! ríe la Junta del Ramo de Tejidos de is. 
47, en el sentido de que se trata ni el jftj¡j$i % 1,1 ! 
alción crudo, qur entre otros USOS se ie destina al acondiciona- 
miento de carnes congeladas y de quesos, gozando m'-Io del menor 
derecho (5 Sfc) cuando mi destino es cecial para quesos . \ fi- 
nalmente, a í s. 54. 55 y ?f> * 1 testimonio de Ins representantes de 
los 1 MaMeeiinieutos "ÍIrnuja 1 llanca \ "La .Marmita" y Mclnno y 
J'ettijíiani. afirmando que la tela en cuestión es la que se emplea 
en la industria lechera para envolver quesos. 

Ahora liicn. de tal circunstancia no puede inferirse» que se 
trate en el ¿itb lile de la tela éxpeekti para quesos a que se refiere 
el art -'. inciso 9! de la ley de .\f Enana*, puesto que agirte de ser 
1 lia susceptible, como se ha visto y lo afirman las oficinas técnicas 
respectivas, de otras aplicaciones industriales, especialmente para 
el acondicionamiento de carnes congeladas, principal industria que 
explota, como es notorio, la actora, ésta en forma alguna lia trata- 
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iln de acreditar que a ta tehi cjj cuestión haya dado la aplicación 
que 1 jrctL'iuk- . 

El snsaipto cu i videra que la ley, al ha Mar de lela especial 
l«ara quesos, se lia referido a aquélla que sea típica i>ara tal destino, 
que sólo cxcc|KÍonalinentc pueda ser apta pata otras 1 aplicaciones* 
indígnales y siempre que cuestionado su empleo, se produzca la 
in improbación plena e inequívoca de habérsele dado hahUualmenle 
el destino Que la ley éxígé* 

La ausencia de prueba que acredita tal extremo legal obliga al 
suscripto a desotimar la demanda, considerando en mi cnusectieil- 
cia, ini|irocedeiue la acción de repetición ejercitada. 

I'nr estas consideraciones, jnzgárido en definitiva. íall<<: re- 
cl tazando, con costar, la demanda. Xi ni liquide y ejecutoriada, ar- 
chívese. Rcp. las f^jas. 

Ha fací A. LcffHtcttmúiu 



I* A 1.1. o l>E LA COK TE MT'Kl.MA 

Buenos Aires, Junio 27 de XlKJü, 

Y VÍmos: 

Considerando : 

\ >uc el inciso mu ve del :irt. J' 1 de la ley número 1 12ísI csinhle- 
cc, colín) derecho de importación, im 5 % "ad valoran" sobre "te- 
la especial para quesos" . 

f}ue el recurrente sostiene que el señor Juey de Sección de 
La Plata, interpretando ese inciso en el sentido de que la ley al ha- 
Mar fie lela especial juira quesos se ha referido a aquélla que sea 
típica ]«ira tal destino y no a la que siendo ele la calidad de la usa- 
da en la industria lechera se la emplee con otro propósito, lia desco- 
nocido el derecho fundado por él en la ley examinada. 
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Que. es indudable que se trata en el caso de un tiene f icio con- 
tcrido por la ley du Aduana nó precisamente a la tela usada i>or 
los productores de quesos en ta envoltura de los mismos, sino a la 
industria que se ocupa en la fabricación de aquéllos. Es el destino 
especial de la lela y no la tela misma lo que se lia entendido prote- 
ger como claramente lo expresa el art. 27 de la ley ll.J&l y se 
infiere de las palabras usadas por el inciso 9 f 

Que si bien las mercaderías favorecidas con dcreVhos meno- 
res deben ser despachadas directamente por las Aduanas en la for- 
ma ordinaria y general — art. 27, ley citada — ello no excluye las 
nudidas de precaución que aquéllas puedan tomar jxira evitar que 
como en el caso, el derecho menor aparezca favoreciendo a una in- 
dustria distinta de aquélla que el Congreso tuvo en mira tíenefi- 
eiar. pues la tela |>ara en volver quesos ¡* ha aplicado en el caso al 
acondicionamiento de carnes congeladas o por lo menos hay el de- 
recho de presuponerlo, pues como lo dice la sentencia de 1' instan- 
■ cia, los actores no han aportado ta pruela de que j*>r si o por otros 
se le diera el destino marcado por !a ley. 

Kn su mérito y por los fundamentos de )a sentencia apelada, 
se la confirma en todas sus partes. Notifíqucse y devuélvanse los 
autos, reuniéndose el pa|iel en el Juzgado de origen. 

J. FlGUEROA AI.CORTA. — ROBERTO 

Repetto, — R, Gnno Lavalle. 

AXTONTO SAGARNA. 
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X OTA S 

Con fecha dos 4c Junio de mil novueientos treinta no se hizo 
lugar a la queja deducida por ta Municipalidad de la Capital en 
autos don C. Kairus, sobre expropiación, en razón de que !a sen- 
teneia recurrida pronunciada jxir la Cántara Segunda de Apela- 
ciones en lo Civil de la Capital, estableció el valor del inmueble 
nmtivo del litigio, aplicando e interpretando disposiciones del de- 
rdebo común, como también analizando puntos de hecho y prue- 
lia. todo lo cual es ajeno al recurso extraordinario de puro dere- 
cho federal, que autoriza el articulo 14 de la ley número 48. 





Con fecha cuatro la Corte Suprema declaró mal concedido por 
la Cámara Federal de Apelación del Rosario el recurso de apela- 
ción deducido \xw don J. Leónidas Leguizamón, en la causa sje- 
guida en su contra sobre infracción aduanera por falsa nvmifes- 
tación de mercaderías, en razón de que la acusación entablada con- 
tra el querellado se refería a la defraudación que se le iminitaba 
de la suma fie 4.880 pesos, y el articulo fr r inciso 2* fie la ley nú- 
mero 4055, en que se fundaba el recurso concedido, requiere, pa- 
ra su precedencia, que "el valor disputado exceda de 5. 000 pesos". 



Om fecha seis de Junio de mil novecientos treinta, fué con- 
firmada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la sen- 
tencia pronunciada ixir la Cámara Federal de Ablación .de La 
Plata, ta que, a su vez. (confirmó la dictada |)or el Juez Letrado 
del Territorio Nacional del Chubut. que condenó a Juan Bautista 
Díaz, a sufrir la |*'iia de prisión peqienia (artículo I*, ley nú- 
mero 11.221). accesorias y tas costas del juicio (arts. 12 y 29, 
Código f'enal ). como autor del delito fie homicidio y mlm perpe- 
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trado en la persona de César U^arce^ui. en " Telmelches" jil- 
ri dicción del expresado territorio, et «Ib " de Knero de l l >27. 



K,t ta causa criminal s^uida contra Juan Arias, ta» el eh- 

d ¡ a n de Diciembre de- en Chock-Ch Goln m^ion del 

R\a Kixr>K el lúe/. iMnáo (3c dicho territorio falló la causa con- 
denando tii procesado a sufrir la f^na <fc diez y «."i* año* de pri- 
sión, accesorias léanle* y costas del juicio; anuncia míe fué 
ton firmada por la Cámara Federal di- Apelación de I. a Plata . 
i;it vados los ■ autos fen ablación a la Corte Suprema, él tribuna! . 
¿Oh fecha 9 de Junio de V)M). teniendo é« atonta lo alegado por 
la defensa, confirmó éfl 1" principal la sentencia rerurrida. y la 
refirmó íp cuanto al monto de Ht pkaá mu- fijó en la de dt¿ee 
años de prisión. 



l\n la mi>iua lecha se declaró improce* lente la queja i 
eida pí»t (ion Antonio I Jnniiii^in-z. imputarlo del delito de de- 
fraudación, ñor no a^imt-r de la propia i* ilición del recu- 
rrente, que éste hubiera interpuesto para ante la Corte- Suprema 
recurso alguno que le hubiese sido denegado. 



Un los autos seguidos p"r doña Auiceta Correa de Nnñez 
tsus herederos), contra la Provincia de Buenos Aires, sobre ex- 
propiación, la Corte Suprema con fetha nueve de Jumo de nul 
novecientos treinta, fijó por toda indemnización la stitna de Cin- 
cuenta mil pesoH moneda nacional mtc la ÉWineta de liuenos 
Aires dfebe pa^ar a la expropiada, debiendo ser a cargo de aque- 
lla !<>s trastos de }>eritaje y sellado, en ra*ón de míe el derecho de 
la actorn quetló iU íiui ticamente establecido r>br la sentencia pro- 
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mmciada por la misma, (tomo página 8S) t por tü nial se 
declaró que el Ciohienio 1 'rovincial estaba obligado a expropiar 
el terrtno de aquélla, comprendido en la demanda, de modo que 
onuiicianm nio sólo dtbc w;ut sobré la indemnización cu- 




l'un ítelia onee n<> su hizo lugar a la ({neja deducida por don 
Zriii'm líarLi*. i» autos con W serums (. ampoinar, Soulas y Cía,. 
Sue. Anónima, sojjre daños y j>erjuicÍos, dado que la resolución 
dictarla i»or el Jne/ en lo Civil de la Capital, se había limiiado al 
decidir los punto* controvertido?-, a declarar "desierto el recurso 
iU apelación", rs decir, interpretando disposiciones de leyes de 
procedimientos locales, ajenas al recurro extraordinario de puro 
fUre-lt.i íYdiral. átenlo lo une dispone ei articulo 
y 1<> reiteradamente resuelto por el Tribunal. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con 
io dictaminado pnr el Procurador General, no hír.u lugar a la qtte- 
ja deducida por do" Ramón Curdo en antns con el Depártamete 
lo Nacional del Trabajo, ¿obre aplicación de mulla f$xt in trac- 
ción a 1¡i ley 4661, en razón ríe que si bien :. parece interpuesto 
el recurso dentro del término legal di- cinco dias que establece 
el art. 2^ 'le la ley 50. era maniíesUMiienic infundado, toda Vez 
(jitr. habiendo sido el recurrente Citado a la audeneia señalada 
a los efectos de lo dispuesto en el art, .V de la ley número ] 1.570, 
esto e,-, ser oído y producir >tt^ pruebas, tío puede decirse que se 
hubiera incurrido en el caso, en *a violación del derecho de defen- 
sa que consagra el art, 1* de la Constitución Nacional, por et 
hecho de haberse dictada resolución inmediatamente después de 
realizarlo el aen». >in la presencia ríe aquél, que no concurrió. 
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Fu la causa criminal seguida contra Seeuiidino Beijpfe por 
t \ delito de homicidio la persona de Clodomiro 

Muño*, él <lía Í de Julio de 1028. en el ^iraje dnmnunado 
■ VtórolH» <1d Afíuila". Colimación de la l cutral, e 

Tfe Letrado de dicho urritorio. falló la cansa condenad., al 
procesado a sufrir la pena <jfc veinte años de prisión, accesoria 
h^ales v cortas del juicio, sentencia qoc fué confirmada i>or su* 
ínndamenlos. DOr la í amara Federal de Apelación de La Plata 
l a vados los autos en apelaeióu a la Corte Suprima, el tribunal 

uxhix 27 de Ionio de 193$ cnufirmó en lo principal la ceu- 
tnuia recurrida. "reformándola en cuanto a la pena, que lijo en 
la ele diez y seis anos y medio de prisión. 

Con fecha veintisiete de Ju.ñu la < Wie Suprema no. los 
n m dam,mn S admidos pnr misma en las sentencias raudas en 
las causis Carranza ver>us Pedro Yaceario ( tomo 120, pa^rfa 
>m feclo Allemandi versos Juan B. Martínez, ftnmo m, 
oakiha <¡4 ) v por la de la mayoría del Tribunal en la &m a Juan 
\l\ nlteHa mw loan Maulero (tomo 1Ú4. p% 2!>2). y de con- 
formidad con lo dictaminado por el Procurador Uentral -de- 
claro improcedente el recurso deducido por don Marcelo Atr- 
maudi en autos con don Rodolfo Círimelli y otros. *mre usur 
|>acion de patente de invención. 

En b u1 íh.ui Mv.x no se hizo lugnr a la deducida pbr 

d«m Míredo L. Gawolo en autos von don Cmillcnm. Hird. s^re 
reinscribió» de inhibicióh| (Él <lesprenderse de la prop.a espo- 
sictóu del rm.rre.ite que el recurso de inconstitucional, dad mter- 
iátéstó v denegado por la Cámara Primera de Ablaciones en lo 
Svil es e, que recuenta e, artículo 340 del Código de IW- 
dimi.utos de la Capital, recurro imprudente jara ante la t ortc 
Suprima, en, airólo a lo reiteradamente resuelto. Míos, tonto 
102, página 140; umio 120» página 32, entre otros. 
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íhm Stintitittt* Uñan i su smvshUi). coiUni h Cuja Xwiomtl ée 
Juhifm iotics y l'etuiom'js </«• f- ni f>! rudos lü'rrm-ittrios, xohr 

Smmrio: I" Pfotfttctdo el íalkriinicnio de «n empleado ferro- 
viario ( ciin más «le treinta años de servicios) estando en vi- 
gencia la ley 10. (oí), sin haU-r este intentado acogerse a mis 
llene íidns. esa actitud üegátiV» 110 puede ser suplida por sus 
herederos. ]Hir tratarse <lc un derwho eminentemente per- 
si mal. renunetalile expresa o iíkitamentfc por inacción duran- 
te cítiso afu.s. (Articulo 34 de duba ley). 

2* L-:i derecho ilel heredero tu la sucesión del obrero o 
unpleadu en condiciones de juMlarse, aunque aquél no Sí)1 '- 
cítara oportunamente tal tienefirio. es la pensión. (Artículo 
.ÍSdela ley 10.650). 

( ,l«>; Leí explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA OH LA CAMARA PEDERA L DE APELACION 

Buenos Aires, Abril 11 de 1»30. 

\"isi(» y Considerando: 

María fióme/, de Briait pide pensión como viuda del in^e- 
mero don Santiago Urian. falicciíto en f$$$ quien prestó más de 
treinta y ocho años de servicios en los ferrocarriles de la Provine 
cía di Unenos Aires; Central Argentino y ( >cste tic I lucilos Aires, 
desde É89¿al 30 de Septiembre de 1915, fecha en que renuncio. 

Iai ley básica de la t aja número ÍKiXÍ. »e promulgó en Junio 
de 1915, esto es. antes de la renuncia del ingeniero Hriau. 

K>ta lev crea la faja de | ululaciones y Pensiones de Emplea- 
dos Kerroviarioa cení sujeción a las liases une ella fija y a las dis- 
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posiciones de la ley orgánica que el Honorable Conjircso -líete 
tn su o|>ort unidad. (Art. 1") . 

Kmre esa., feási tó :irl>. 2 y 3. establecen: Articulo $ 
<Wti« tam prendida* en th beneficios y oblujacioncs de la pre- 
sente tey, tintos hs empleados y obreros permanentes Je tos fc~ 
rwearriies de empresas particulares de jnrisdicchn naehnat. <»- 
ctuso hs de hs puertas, debiendo computarse hs años Je 
chs prestados en atoUptiero ifc efíMi onmjne en cualquier tiempo 
hubieran $0%$ s.nnetiihs a h jurisdicción prirvineiuk 

Artículo .V ÍM empicada y $g obreros netnoics de íos fe- 
rrocarril eomprt ndido> en 'é$$ ley y jraj une hubiesen sido <U ■- 
pwlitlos sin causa después dd 17 |g l\nrro fltr WU. ^.-/arán de 
W lirnoficífis moi cuando hubieran resudo rustís f unciones til 
dictarse ta ley ozónica de h üy> en hs tcnuhw y bah hs ¿hti- 
(/aehnes qué por larittisntá se esteMe-exa pam estos casos. 

Es, ¡mt-. indudable une cftiif<»rme cu» la tey básica ele la Cu- 
ja quedan comprendidos en mis beneficio* to<k* los emplead. >~ i le 
los ferrocarriles, comprendida en h iiiniu, i|tte exigían a la 
cha ftg la >anción . 

Y la ley n^hmiuntana u orgánica número 10,650 nu ha nv> 
diíkadn en ese puní*, la ley 9ó5<í: * Ha limitado a rejjlninemar 
mts prejtripcionc* . I'rmfa tic ello es la r]p$o*icián final rtcl ar- 
ticulo 4". 

U ley HV>5U i-> fkk teeha -?4 ¿e Abril de e<h- té* ¡In- 

terior a ta calida ríe I irían de Í(& í^tm¿tiMé ( Soptiembrt $i uV 
l f M5 i, y anterior a sil deceso í Abril 24 de . .San ertibaqío, 

bp M.li-iio jubilación, a pesar áe qué vivió cuatro fepiip «le -au- 
doiiada la, ky ■ pánica, \\> &H&f y;i. empicado cuando se dictó, 
■o hizo atirirtí $ - 

Por eÚo y ^tícaríkñtcs «Id escrito de fs. 45, y atento lo re- 
^aiitM por L-sta O'iinara, en d cato de. «¡orra. Pedro -v. Caja Na- 
cional dt- Jniiilaeiones Ferroviarias. íc réyoca la resolución u\n-\n- 
da d«. f¿. Á> y tí dt-dara (¡nc la nuieinisanie tiene derecho a h pe*;- 
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sión M»lidiwla. Y no ha luga* ;il pago <fc los haberes jubilatorios 



Kn la causa seguida sobre |pp|6n solicitada de la Caja !Ca- 
amiid de Jubilaciones y I Viuionc* de Empleados y Obren» Fe- 
rn ivtnrins ]mt doña María r.óim** cte Brian, ha materia de 
difusión la interpretación tic disiiosicioms contenidas eii las le- 
yvs respectivas número 9.65.3 vil. 308. habiendo sido la decisión 
tina! centraría al derecho ¡minada j»or Ja Caja, y en jarte, Scon- 
inirin. también al fundado \*>r ia aetora en dfcho* leyes. 

Exísu-, así. el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto j>or 
Y. E. m casos análogo*, el remiso extraordinario dt' apelación 
proceda atento lo #spu<sstp por d art. 14 de la ley 48, 

Ha sido, pnes, ui mi opinión, bien concedido jjara ante Y. E. 

En cuanto ai foiid» del asunto adhiero, en todas sus (Kirte, a 
|d n Micho pe* la Cámara Federal. <|iie declara que la petk-ionairtc 
tiene derecho a la pensión solicitada y no hace lugar al oago de lo* 
ludieres jubiláronos. que te hubiese correspondido al causante 
porgue no fueron solicitados fior éste, dado que ello. ;t mi juicio, 
se ajusta a tas preseri|iciones legales que rigen el caso. 

Soy, por ello, de opinión que correal* >nde confirmar fe sen- 
tencia apelada en la parte que lia [xxlido ser materia de recurso de- 
ducido a 57. 




MCTAMEN' OKI. PROC.t*».VJ*«t íiKNlvKAL 




Horacio A\ Larreta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Julio 2 de 1930. 

V Vistos: 

El recurso extraordinario contra el falto de la Cámara Fcdc- 
ral de Ablación de la C apital en el juicio de doña Maria GéRfc* 
de Brían. viuda de don Santiago Krian, contra la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Obreros y Empleados Ferroviarios. 
I*,r cobro de jubilación atrasada y otorgamiento de pensión : y 

Considerando: 

a) En manto a (a jubilación : 

Oue dbn Santiago feáfí, empleado ferroviario durante más 
de treinta años, falleció estando en vigencia la ley número 10.650. 
sin intentar acogerse a mis tiene í icios y esa actitud motiva n» 
puede ser süpSa P<>r sus herederos por tratar* de un derecha 
i inmentememe persona!. renunciaUle expresa o tácitamente por 
inacción durante cinco anos. (art. .14 de diclia ley). 

I ítie es exacto, como tu ba dicho esta Corle en la oportuni- 
dad míe recuerda la recurrente Fallos, toma 154, pág. ~ 
"míe las leve* es]>ceinU> <le jubilación ferroviaria no lian rectiíi- 
cailo los preceptos generales del C.xIíko Ovil ae^ún los cuales los 
parames cu ¿>rado hereditario suceden al causante en sus dere- 
chas trasmisibles $&Q la conclusión extraída de tal premisa en 
el suf íih- e> maniíieMainente erróma. porque gf» prescri^ión ex- 
presa de la le>, é derecho del heredero en la sucesión del obrero 
o empleado en condiciones de jubilarse, es la pensión, (art. M de 
!:l lev numero KUÓOl . 

b) Im cuanto a h f. iisi.'m: 
Mué >oii a justad. »s a derecho los fundamento* y la omclu- 
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sión ét la Cámara aquo para reconocerla en favor de la señora 
(iómez de Uñan, imdiendu agregarse, corno consideración corro- 
liurante. que ni cu la letra ni en el espíritu de las leyes de jubila- 
dones y peááam ferroviarias se excluye a los obreros o emplea- 
dos renunciantes del benef icio a la jubilación, pensión o indemni- 
zación, como resulta, entre otros prece|*tos, los de los arts. 22, 23, 
38 y 46 ed la ley número 10.650, Sobre todo surge como de jus- 
ticia elemental no rectificable |>or ninguna consideración respeta- 
ble, que ese derurlio de |*nsión se reconozca tratándose de tin em- 
pleólo míe Heno con exceso loa términos y condiciones leudes lia- 
ra su retiro de jubilado y que por causas tme no es posible ni in- 
teresante averiguar, no solicitó el Ixiieficio, que a los eliminados 
con servicios insuficientes se les reconoce. 

( hie el inciso W del art. 2* de la citada ley orgánica tiene es- 
píritu" v ;ücauce compren -vos y de ampliación, no restrictivos; 
wIkmhIÜ al propósito de rectificar o atenuar las injusticias de 
■pie pudieran ser víctimas los obreros y empleados que, en víspe- 
ras de la ley tutelar, fueran despedidos del servicio, sin causa im- 
putable a eilos y teniendo tienuw para jubilarse, pero no pudo co- 
locar en situación i*or a los qué como Hrian, se retíraltan después 
de hatK-r dado al tralajo ferroviario con eficacia no discutida, el 
máximo de años previsto por las leyes de este orden. En sínte- 
sis, la nueva institución de asistencia y previsión dió efecto re- 
troactivo en favor de lodós tos que hubieran conquistado el dere- 
cho al retiro > la pensión si la ley hubiera estado en vigencia con 
anterioridad ; que es el caso de autos. 

En su mérito, las consideraciones de la resolución apelada y 
las del dictamen del señor Procurador General, se confirma en lo 
que ha |*Kl¡do ser materia del recurso. Hágase sater y devuél- 
vanse t<is autos. 

J. FlGUEROA ALCORTA. KOBKRTO 

Rkpetto. — R. Gt ino Lavalle 
— Antonio Saüarna. 
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/Vn Ff&titistó Súlntíimi y doña Sofía />•?'-' í/< - Saf'nttiiti centra 
ti Pefpvrarmi rf**í S>*tf> íú/m5¡? Utdanmsaáótt ti? daños y /v* - 
jukios. 

Smwrf&x p Procede el recurso cxtra(>rdínario del articulo 14. in- 
ri-- 3 íle la k*v 4*. cuando la parte condenad» iiü\*> tic 
primera inMancia, sólo pudo titego de producido iW. arttcti- 
í;ir o] caso fwk ral. conforme al articulo 15 de la citada ley, 
por aparees?!? recién invocada en mi contra una jéy cuya intt- 
tfgéncfó conceptúa errónea 6 injusta. ( Ley < Jr^ánica de JLios 
Lcrn carrile- número . 

J Kl iI.íh-j sufrido j«*r una per».*nn. ;il mareen del cu- 
trato de tráf&porte y eíl 1»> circunstancias une un extrañ-i 
nialíjni: ra pudo sufrirlo, exime a la empresa ferroviaria de 
rt >]'i'H-aliilt«Ia<l si no se demostró giiie mediara culpa de l*ar- 

(¡¿ fe t_ -i (ií MU agentes. 

X i incluyéndose en fes condiciones de la mrtfa redu- 
cida, tajaría! ,<<pic nejia el caso) Ltmguna excepción o pri~ 
vHegiQ qtie permita transgredir preceptos de Im.-u orden 
y policía 'pie eon-a^rau el articulo 55 de la k-v JS7.Í y el ar- 
ticulo 371* del Reglamento General de Ferrjeca'i riles, produ- 
cida djfcha transgresión no residía aplicable el artículo 65 «le 
la citada lev 2S7,Í y por íó tanto la inversión probatoria 
preceptúa, debiendo establecerse la responsabilidad cíe (a eui* 
pr* -sa i H. ir las disposiciones del derecho común. 

(V*o: Lo explican IftS ptéíSfts siguientes: 
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OH 1 AM ES "l-l- rWH-flíAlK»K 4ÍIIN I liA¡. 

Cuonos Aires, Mayo 17 *K- I0Ü0. 

Suprema Corte: 

I ];ilm-u.íi,M di-auido en esla causa s^nitUi pir don Frülíei»- 
o- Saíauini v otra entura la empresa tM Ferrocarril del Sud. la 
itiUT^rt tíLcii'jii v aplicación de ttte(X>sfeiOtteJ de i" y nacional nu- 
mero 2B5£3 relativa* a la* nhlijsfrüiiies de las einpre>n> ferrovia- 
rias, y habiéndose pronunciado la sentencia de fs. I$í eoutra el 
acecho eveueión ime la (tcnaam^tía jjfl í mu la lo en la inH ri»rL" 
laeión une efltt étitleade clélw darse a <Hcha> pr^scripcioties le* 
-a!i s. estimo míe el nvurso t-straon litiarin de aoela<iún eme se lia 
hm -r| nt-in jara ame V. K. y mu- ha slln acordado puí h Cu- 
marí'. Péttetsü de e-ta Capital, es procedente pqf encuadrar dentro 
«Ir íos térmtnqs del ariteulo 1 1. iMm :¡" di- la ley número I*. 

ifortd'tO f\\ /„r;''J D 7lí. 



i Al I.n I vi I A COET R SC PR S V» A 

i 

Bueno» Aires, Julio 2 <le |M. 

V VÍ8td» : 

E,n- del jtiTCÍo de tímnViseo Saiialtini y Sofía Barzl de Sa- 
íatlini coíitm la emproa del Ferrocarril del Sud por md;'nm¡¿a- 
dón fíe daño- y perjttieios consecutivo* a la innene. de Reytuddo 
Frauew-o Sakmini: venido pc^r recurso extraordinario contra el 
falle (teta Carura Éféderal di- AiK'Inrión de la Capital que Ww* 
lugar a la demanda : y 



í *. ui-íderandn : 
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a \ Kn cuanto a hi procedencia del recurso: 

Q ue 1;l representación de ¡os actores invocó tu el estrilo de 
demanda las dis|iosieiones contenidas en los títulos I, VIH y I X. 
Acción segunda, libro 2' del Código Civil" — fs, 4 — ; la impresa 
demandada n-tuió las aseveracibíwBi de aouéllos. sosteniendo epe 
la muerte de Sal>allini *c debió a tulpa o nej^ligfcttcia del mismo y 
que en consecuencia "eran totalmente inaplicables las disi>osicio- 
nes Reales en i|ue se funda la demanda" — fs. 19 — ; el Juez Fe- 
deral (alto declarando la responsabilidad de la demandada en vir- 
tud cte lo dispuesto en los arts. 11 y í>5 de la Ley { pánica di- los 
Ferrocarriles número ¿873 — fs. 218 — ; y fué recién después 
iU esc fpXlp düe la paite condenada pudo articular el caso federal 
(uiihinno al art. 15 de ta ley 48 porque rceiéu aparecía invocada 
en su contra una ley cuya inteligencia y aplicación conceptúa erró- 
la a e ín justa. 

Por ello, lo que dispone et inciso .í" del art. 14 dé dicha ley 
y de conformidad con lo determinado $áí el señor Procurador 
< ieucral, st devlaru liten concedido el recurso. 

b| Kn cuanto al fondo del asunto: 

One la* resjMniííilúlidades de las empresas ferroviarias por 
daños a personas ti cosas ptiedcu ser de carácter específico — co- 
mo jinetadas |wir el contrato de transporte mismo — o genéti- 
cas, -egún la> normas ebitunes del Código Civil o ley especial de 
accidenten del irakijo, independientes <1e la condición de cosas o 
|>ersonas transí «atadas, fundadas sólo en la culpa o negligencia 
o en el riesgo profesional según el caso. Así, el art. 170 del Có- 
digo dv Comeivio establece que "la res|>onsabilidad del acarrea- 
dor rnipie/a a correr desde el momento en que rectln* las merca- 
derías por si o por la |>ersoua destinada al efecto, y no acaba bas- 
ta de-pucs de verificada la entrega" : y el art. 184 del mismo Có- 
digo preceptúa que "en caso tic muerte o lesión de un viajero, 
acaecida durante el transarte en ferrocarril, la empresa estará 



Í>E Jl'STICIA DE I.A NACIÓN 



37 



obligada al pleno resarcimiento de los daños y perjuicios, lio olis- 
tantc cualquier pactó cu contrario, a menos que pruelic que el ac- 
cidente provino ile fuerza mayor o sucedió por vu\\ia. fie la víc- 
tima ú de un tercero por quien la '0¡$&fc "o sfca civilmente res- 
\ H Misil >le*\ 

Que el contrato de transporte i>or ferrocarril es una conven- 
ción comercial, de derecho especial, en virtud de la cual un ferro- 
earril está ni tirulo ¡i realizar a liase de tarifas y condiciones pre- 
establecidas el transporte — de uno a otro lugar determinados, 
tle cosas que le seiiu consignadas por el remitente |«ira ser con- 
signadas al destinatario dentro de un termino prefijado, o de j»er- 
simas qtte. reali/au el viaje previo pago de su respectivo pasaje 
siempre en condiciuues de clase, precio, tfcm\*> de antemano fi- 
jadas. (Conf, Marchcssini "II contrato íli trosjKirto dclte tncrci 
piríerrovia". tomo 1. i»ág. 50 y siguientes ) : y. como se desprende 
de Eos preceptos del Coligo <le C omercio que en el considerando 
anterior se mencionaron, es una convención o contrato *!e natu- 
raleza real, que se perfeevinna y ila margen a derechos y obliga- 
ciones desde la entrega de la mercadería para el transporte o des- 
líe que el pasajero asume el viaje. Así es considerado tamWiéu* 
en general, por auton/íidos tratadistas como Viilari. Lyoti Caen 
y Renault, Auliry ct Kan. Iluc, citados i*ir el primero en la ohra 
y tomo mencionado, inginas 61 y 62. kiigcr. "Manuel ¿uridique 
des Tran*|M»rts". pág, concluye que. por lo menos, sería con- 
sensual y real peni en el que. solamente después de recil>i<ln la 
mercadería tiene verdadera existencia. 

< >ue el Capitulo IV* de la Ley General de los Ferrocarriles, 
número 2873. contempla a lus empresas ferroviarias en función 
de realizar el iransjHirte y sus disi>osiciones tienden a garantir ese 
servicio púlitfc-o "respecto de cíirgadores y | visajeros" como lo ex- 
presa claramente en el art. 65. i*>r lo que este precepto delie co- 
mía* -intuirse con los arts. 170 y !S-t de! Código de Comercio, pa- 
ra su justa inteligencia referida al especie stth litr; y en tal con- 
cepto resnlui que el caso Sabatttni no está amparado por él. aun 
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a#riti<In - ■ l.i que ota Corte m. puede rectificar por tratarse de 

una cuestión ele prueba — - que la víctima del accidente fuera le- 
galmente tm c^'r^ciai: potencial. 

One. en electo, SaKattini sufrió "laño en mi car-a, liena- 
do el extremo del art. I/U del Código de Comercio, ni en el acto 
de llenar e-e i-Mram.. ni en la* t undiciones Urales o reglamenta- 
rias en que e¿e extremo dcdie-^er llenado; sufrió daño u? ¡Ul per- 
sona al marg< u del contrato ile transporte y en las eireim>ianeia^ 
en que un tercero extraño cualquiera pudo sufrirlo; la? empre- 
sas no están exeuutó te iv-ponsaiúlidad por eso* daños péro por 
iiiro c^nceptOi cuando media etftpa de su parte, "Cuando deeiuios 
qu< la obligación comienza eti el momento en que el viajero *e en- 
tre-. i de algUlta manera al porteador (.o la mercadería es entre- 
gada al eár^adjír) qftefeñi^i bien eutenilido, haliiar de la n-pon- 
■ a'niidad contractual y no podría concluirse c|itc los t ra ítspor tado- 
re- nó puedan t< uer ot|á responsabilidad : son, como todo el mun- 
do. in« i* -pendientemente del contrato de iran*|H>ne. responsables 
del daño que ello- p >us agentes puedan causar". < Kop-r. ob. cir.. 
páy- tj ¡ v -Íi5> . Ku las condiciones de la tarifa reducida. espe- 
cial, míe menciona el informe de la Direeeión ( ieneral de Ferro- 
carriles a fs, o], y que regia el caso de los lecheros, Sabattíni ¡rir 
- I'ií.Ie. no se incluye ninguna excisión p privilegio que permita 
traUsgrcdír lo> precepto* de Unen orden y policía que roñaran 
il art. §5 de la l.ey JS7.í y H art. $® del Regtametu.. General 
• le Hi iTOcárfileSj títl éotUo í^ híííO ja vteiima internándose en! re las 
va¡»- 4 fuera del andén destinado a su carga y dorarla,, en momen- 
tos en que. conforme al horario que todo el publico puede cono- 
cer \ im&s lo deiua conocer una persona de trato invítente con la 
enípre-:;, del ía pa*ar un tren rápido sin parada en la elación fiel 
ÍUCC t>\ 

i |Ui\ *íewc1n inaplicable ai caso *tc autos el art. <o ele la ley 
>7.v \ por lo tanto, la inversión proditoria que preceptúa, él es- 
tá regido, en cuanto a la responsabilidad de la empresa, por ías 
di -porciones del derecho común, tal COniO lo SOStttVO la demanda: 
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ósla tj< ÜFgttyt* insuficiencia de personal tic vigilancia Ortim 
-* atienen los fallos de primera y segunda instancia — sino ijjue 
arguyo carencia de persona] tiara efectuar la car^a y descarga e 
imputó tamhiéu -f ¡ciencia m la plataforma en que >e efectúa 
la car-a dé tarros vacíos" - fs. 2 vta. — . fiero cuma se ha vista, 
la tarifa tsptrial impone al int criado jirúpa carga y de^r|fa 
lo r|in- hruv ineficaz, el argumento de ialta <le persoimt ■ y 
ni cuanto a la plataforma, cabe advertir <[ue ni los fallos condena- 
torios hacen mención de ese cargo: ni la Dirección General de 
Ferrrjeai rik-s. autoridad técnica en el asunto, ha advertido esa de- 
ficiencia : ni ni el dted di- estar compro! mi la. autorizaría la incur- 
sión de cargadores o terceros en la zona prohibida.de ios rieles 
del ferrocarril. No iueumhta, pues, a la empre-a, demostrar tpte 
el caso efe autos se debió a ca>o fortuito o fuer /a mayor, ¡jinu míe 
debió mudarle el cargo - y asi ínndó - en úi eulpa. dé ía 
ijtte ti xilirescimieuto del júüé? Federal de La Plata y la Dirección 
General ríe Berrtjcarrtles la alrsitelven. sin que estos antos rectifi- 
quen rsa-¡ conclusiones iconí. espediente agregado reiereiile al 
smnarin por muerte de Sahattini, e informe de ís. Si>t . Los aris, 
90&, 904 y lili del Código Civil rectifican las i »rvict¡ -imics de los 
actores y las conclusiones riel fallo recurrir [o. 

En su mériio; 

Si* revoca la sentencia materia del recurso y se absuelve de 
la demanda a la empresa del Ferrocarril del Sud. llágase sdier, 
devuélvanse los autos y i|ite la reposición del papel se eírictúu en 
el Juzgado de origen, 

1, Kl(a-ElíOA Al.CUKTA. — RnRKkTO 
RlIPETTO. — \.\TOMo Saüakxa. 
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Don Emilio CasteUort contra ta sucesión de don Juan Antonio 
Manchal, juicio de apremio por eobro de honorarios. Com- 
petencia por inhibitoria* 

Sumario : l.as cuestiones sohre comi>etencia, sólo pueden reíerir- 
se a juicios pendientes y no corresponden a los ya fenecidos, 
cuyo conocimiento o*» puede ser materia de esta índole. (Fa- 
llos, tomo 100. página 274; tomo 121, página $17 y tomo 147, 
página 4 i 4, entre otros) . 

Caso : Lo e&$i<#il b* ntoas siguientes ; 



Ai ro mi. JUEZ KN lo CIVIL 

Buenos Aires, Junio 15 de 1021». 

Agregúese y atento lo expuesto a los fines que se indican, lí- 
lirc^e el exhorto solicitado. —Varamjot. — Ante mí: Arturo G\ 
G anéales, 

ACTO tiMt jrlíK EX I-O ÉlVjt Y COMERCIAL 

Pacana, Diciembre 6 de 11*29. 

Virios y Considerando: 

f Hit- la Cuestión planteada se funda eu la circunstancia de 
tramitarse en la Capital Federal el juicio de don Juan Antonio 
M.ireelial. en el cual y por razón de su universalidad, entienden 
tos demandados deU- perseguirse el cobro de los honorarios cuyo 
pago nvlatna el doctor Castelllurt. devengados en un juicio que 
tiiclta sucesión tramitó ante este Juzgado. 

P 
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Que se trata de tm caso de competencia concurrente, pites si 
bien es cierto que el actor pudo someter su derecho al Juez de la 
sucesión, no lo es menos que no estalla obligado a ello y pudo de- 
mandar «contó lo hizo, amparado por nuestra ley procesal. (Art. 
4', inciso 12. snb-inciso 3*. 

One los más altos Tribunales de la República lian resuelto 
reiteradamente míe los juicios por cobro de honorarios son un in- 
cidente o una emergencia ilri principal en fjue fueron apreciados 
y que por lo tanto, el Juez comitente es et de la relación , j 
"( Jurisp. Arg T. | pag. 7 ; tomo í)». pág. «01 > . 

One se trata de servicios requeridos y prestados en esta ciu- 
dad ysegnn jurisprudencia constante, es ante sus jueces que pue- 
den los interesados reclamar su retribución, sin verse obligados n 
seguir el domicilio del deudor . 

Que lo dicho del* agregarse, que la cuestión ha sido plan- 
teada tardíamente, después que el silencio del demandado, legal- 
mente notificado pudo interpretarse razonablemente, como un re- 
conocimiento tácito de la competencia de este Juzgado. 

Además la cuestión no ha sido debidamente documentada, 
(art. 417 del Cód. de Proc. Civil de la Capital y 349 del Código 
de ta Provincia) . 

Por ello se resuelve: mantener la com| ciencia (fe este Juz- 
gado y en consecuencia, tener por trabada contienda de comi>e- 
tenVia. debiendo elevarse estos autos a ta Suprema Corte Nacio- 
nal fie Justicia, (art. 9», letra d). ley 4055 y hacer saber esta re- 
solución al señor Juez exhortante de la Capital Federal» doctor 
Barraquero. — Daniel D. Albornoz. 
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DRTAMEN t»KL rNon'kAOoK GENERAR 

Buenos Aires, Junio Jtí fie 193(1. 

Suprema Corte: 

Ante el fufado ($e Primera ln-tanein en 1*» Civil y Comer- 
cial de ía ciudad ¿ Paraná él dpCtíÉ Étisílio Z. Ca*tcm»rt pro- 
in.-viú y M-nió demmrla de á#¿ii*ip contra la 5ite*$ióu de d..n 
luán Vnfbtilfl. Am»>ni'i Mareebaí por cobro nV honorario* (¡tu- 
le ín^ron reculado* en el juíoi-» caratulado "Ramos Ku-tamiia Al- 
eará de. - ¡Pb^ssISn ireinieiiaria", que tramitó por ana a^uil mis- 
ino juzgado provincial. 

]j;ii*ivihln la rt íerida de»Ía*H& dr apremio S&gífttjp >l1 *-W»P*i 
dictóse a fa, 40» 00« írVha cuatro de Xoviemltrc (Ic l$|8¿ la sen- 
tencia d. trance y ivtn:itc. míe. cm 6#a 13 de Febrero de l f >:*>. 
fué mitificada al doetór Germán Weriukc. «I su carácter de ad- 
ministrador judicial de la ^ueeMÓn Mart-clial. ségntt enrancia dr 
Fft. *3 vuelta . 

Kuo>mrain|ose ct juicio de apremio en e>tado de remate del 
1>k>ii ejrnitado. él docn-r Wcruikc pr< onovíú con fecha 14 <k Jfe 
uto de 1929^ ame el señor Jues dr IVimera Instancia en lo Civil 
de e>ta Capital Federal, cíbetoí Cari.» A. Yaranjíot. cu cuyo juz- 
gaítb i raniúa el inicio ^e^sorio dfe clon Juan Antonio Mnrcdial, 
¿Itesüófi de competencia contra el >eñor Juez de Paraná para en- 
irnder en la demanda dr apremio por cntaft de honorario-, segui- 
da por el doctor Ca*ti !1tort, y 0Í$en$G al señor Jue/ de i ^<a C a- 
pital < pie lilira-r el correspondiente oficio inhibitorio, a lo que C.5- 
i< último magistrado accedió. 

Como el Juez Provincial, requerido de mhihitoró, se negase 
a ello y mantuviese su competencia. traíase entre dichos >enore* 
hiere* la contienda míe a Y. K. toca dirimir en virtud de lo dis- 
intió «n él art. inciso ú) t de la ley número +.055. 
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Mti.r.i bien, conforme lo lie advenido más arriba, las cons- 
tancia.» tli la demanda de apremio por cobro (te honorario.-. m>- 
tarrada EWr CÍ doctor Ca-iellton contra la sueesióii Maredial. 
acreditan «jtté ese" juicio ya habia terminado por anuencia (le tran- 
ce y reinan*. con 1 asíante anu rioridad a la í relia de ia presenta- 
ción del doctof \\ eniike anu- el'jtuz de la Mieesión de Matccha!. 
promoviendo la cuestión i»or inhibitoria, 

Kn estas condiciones y de acuerdo t*nn l i reiterada jurispru- 
dencia de e,»ta Corte, la inhibitoria formulada por el Juest de la 
Capital, invocando tttl juicio universal de Miee>ión, no es proce- 
dente; inda vez que las cuestiones sobré compt t encía éaVa pueden 
referirse a juicios pendientes y no corres|»ondeii a lo.- ya t'einei- 
t\tM\ cuyo cmioviimeiuo no puede ser materia de esta índole. \ ha- 
llo-. U)tp !m. pú- ina 274; tomo IJ1. página .U7 : totúo 14?, pá- 
_^itki 414. enire otros ) , 

IW lo lanío, >ov de opinión <¡ue corres] ¡onde declarar i|ue el 
señor Jue¿ de Paraná no está obligado a remitir al Jileas de la su- 
cesión de Mareehal los autos del juicio de apremio -e-uido |wr 
el doctor Kniilin / Castellloil. materia de la prest nte contienda. 

Hatada K. I.arrcta. 

FALLO HE LA CORTK SUPREMA 

Bueno» Aires, Julio 1 d¡£ VXM\. 

> \ ¡-tos: 

L,os de contienda de eoni|K4eneia por inhibitoria trakida en- 
tre tm Jue/. de Primera Instancia en lo Civil de esta Capital y otro 
en b t ivil y Comercial de I 'arana, para conocer cu la demanda 
de apremio seguida por el doctor Emilio Z. Casrelltorr, contra la 
sucesión dé d«m Juan Antonio Mareehal; y 
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í )m el premíente dictamen del señor Procurador General 
relaciona con precisión y exactitud los antecedentes y cireunstan- 
cias del caso, de acuerdo con la* constabas de los autos respec- 
tívos. de IOS uní' resulta que la inhihtloria aparece promotiva eou 
Interioridad a la terminación del juicio de apremio por senten- 
cia de trance y remate, y en eun;k**ueueia es de aplicación al sah 
judie f el principio estahícridu de que las cuestiones de eompeten- 
via sól, . pueden referirse a juicios pulientes y no corresponden 
a loS y. i ieneeidos, 

Mn mérito, pues, a los fundamentos y conclusiones del preci- 
tado dictamen y de la reiterada jurisprudencia que allí se invoca, 
*d¡ d- tkw qm $ Juez ile Paraná no está uhligado a remitir al Juez, 
de la suce>ión lo* aunis del juicio ejecutivo materia de la con- 
tunda. (£n eousivuencía devuélvanse los autos correspondientes, 
a stis efectos, a los resifectivos Jueces, transcriliiéndost' en el de 
ht Capital e! dictamen de referencia. Repóngase el papel. 

J. riíU-F.kO,\ Al.l'OKTA. — Rohkrto 

KlI'KTto. --- Antonio Sauarna. 



!h>n thmirt limntborde ctrnfm dofui Uanu Mu<jdnhm 

iirreeuMe. sobre ititcnliftf </. despojo, Contienda de emn- 
petenew. 

Sumario • Resultando de las constancias de autos que la acción po- 
. t soria instaurada ante el Juez Provincial (el «le l>olores> se 
refiere a los actos de rectificación pcrimciral. resuelta por el 
lucz tle la Capital en ejecución de la sentencia del juicio efe 
desalojo, persiguiéndose por dicha acción que aquellas me- 
did:- queden sin efecto esto determina una situación que de 
hecho y de derecho no puede ser extraña a la jurisdicción 
ni que **c han detenido y resuello las cuestiones originarias 
ile la ipie pía nica el interdicto deducido. 
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Si el Juez tío la sucesión es comitente i>ara conocer en 
tul juieí 1 ele desalojo Ée tierras adjudicadas en el juicio suce- 
sorio, <k lie serlo también para intervenir en el interdicto dr 
despojo sobre las mismas, deducido jior el administrador de 
la sucesión en su carácter de tal, y que acciona en el caso, 
contra determinadas actuaciones emanadas de la misma ju- 
risdicción. Ame ella y manteniendo así la continencia de la 
causa, t meden formularse todas las reclamaciones que se es- 
timen conducentes a salvaguardar los derechos e intereses en 
gestión . 

Ks|Rviaks circunstancias del sub jttdii c lo apartan de la 
doctrina más gi neralmente consagrada i*>r la jurisprudencia, 
relativa a la cnm'>cteneia en el interdicto jiosesorio del Juez, 
del lugar donde se realizan ni los actos de turliaeión. Por lo 
tanto la presente decisión no afecta la regla general de que 
esta Corte ha hecho aplicación en determinados catfjs, con 
abstracción de la naturaleza o carácter real o personal de las 
acciones iMjsesorias. 

Cuso ; Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL PROCl RADOR < ¡EN ERAL 

Bueno* Aire», Junio 20 de lttIO. 

Suprema forte : 

Ed el carácter de administrador de la sucesión de doña Ala- 
ria Iracet de Krrceal>orde. clon José Krrecaliordc. dedujo contra 
doña María Magdalena KrrecaUtrde, i>»r ante el señor Juez de 
Primera Instancia en lo Civil y Comercial del Departamento del 
Sud de la Provincia de Buenos Aires, von asiento en Dolores, 
interdicto de desdijo de una fracción de campo niñeada en Mar 
del Plata. 
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Um$MM% la mvtim Krrecahurde jam «Jue o-nu-iara la 
cutida rfcatro dd plazo di- díte: día* h «fei&iigwte se presento 
en el jüicfe que, pof ante el J$Sg*# & l Viniera Jiwanria en 10 
Civil de tito €áj>ÍM¿ actualmente a eatgp ^ Uoetór Mariano 
Gcindoti, tema día misma, conítm^méüé fc>» su lii nuana Kuie- 
mia Errtóíahorík. ¡«nm*í|o contra la sorfédad KmcaUrde 
hfuos,, v deüdojo, pidiend» que dicho juzgado se dcclara>c 
comiste para entender m á iéüMúü ante- reM'idó. p sea. d 
mterdíeto de fóspoM y Uníase d eo^e^dfcnfse oficie) mW- 
i^rio, a 1" hbc dfcho írií^tfado accedió. 

Chrtwi el fuez I'nAVHiii!. re.|ucrido (fe ñitiihit. .ría se negase 
a ello j uutnimMi-M' mi wanpcftmd^ ftábáse «itre d&hos 
trado.'ta tttmfáldñ Q«« » V. E, toca dirimir en virtud tte 1*. <&* 
pue-to en el art. '>". inefem íí), 'le la ley número 4055. 

VWWICW el M-ñur (u%s ¿tí ln CMi ¿e tsta laical 110 ha de- 
■ trniiitudo CÓti darí íad ni SU re^lndón dé í>. 3£2 vía. la, razo- 
nes que rundatnimtttij su dedanídón (íe conjpefeti^ deU- infe- 
rirá que no son otra* .pie las aducidas en d emérito dfi t>. ,121 
por la representación de doña María iíagdaieíia tee^bórde, 

Se¿UU e~ia. la COftípe^SBOa del Juez de e^a Camila! >e des- 
prendena del liedao de $m fc* reclamos formulados ante el señor 
Imv fe Dolores imv el administrador de la sucesión de doña Ma- 
rta Irarn d< Erré^tóle, tenderían a dejar indirectamente Mn 
efecto lo re-ttdto en los mencionados auto* sobre desalojo. 

V cala aquí hacer no«ttf tp &fe «1 d citado escrito de 
t\. $|l se lia meneioíi de la ciram>tanda de Cft|e el mtsnio Juez 
de esta Capital lüé eníSeniáe en d juicio sopré d^sttojo* es tam- 
bién el íle ia &iicc^ón de ¿oña M:iria Iracct de Ivrr^ab.vrd.-. la 
¡lihmíUíria lm protesta por la interesada y resuella por el Juez 
, ii d iuiei-. de di-salojo y n,lte¿ consiguifute, la competencia im 
t -> redamada rn kise del principio de la atracción del juicio su- 

éejíorto, 

l-.M.- - HtadO, adviertn «pie no nicneiUro jn^tiíieada la ase ve- 
nia María Magdalena Krrecalmrde 
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de <|iu d iiut.rflK'to <Ir despojo deducido ante el Juez de l-Morcs. 
tiende a di jar sin rítelo b resuelto por el juez de esta Capital en 
lo> presentes autos de desalojo, pues t*n estos último* nada ai -a 
mi- roncho &ítre In p« .^t-si-'m .pie t> objeto y materia de amiet 
interdicto. 

Y aún cuando ÍLu>r exacta dicha aseveración, lal circuns- 
tancia puliría -^r invocada HKHg deum-miiiva de in justicia o im - 
procedí neia de la acción ]«ist -nr¡;i instaurada, pero, de 
ti ii ule ». jiara arrancarla del c« íiiiirnto del Juez 
ra entender en ella y dividirla . 

.Mu. ra bien, V'. K. t$emi declarado que, tratándose éc accio- 
nes deduei la* con referencia a la fmsesüVn. "ajarte de la> om*i- 
derationes ijtte Mirlen de la naturaleza y íiiu> de la acción. ley 
32, tÍL part. .\ di>pottc une. en tratándose de yerro o de nial- 
íetría (uu* nuvie»e hecho el dunandado. tenido e- de responder 
allí di indi lo fizo, maguer sea natural o morador de otra parte", 
í Fallos, (oniii *>5. pág, 217) , 

Di; confuiente, como en el caso ocurrente lo* acto* que se 
imputan > >e califican de iurlialorios de ta |iosesión se habrían 
ejecutado en jurisdicción" de la Provincia fie Buenos Aire?*, sobre 
nu Tiien ra i/ ubicado en esa nii-ma jurisdicción, el conocimiento 
ele la acción de despojo instaurada corres] minie, de acuerdo cmi 
la invocarla inri-] mu Inicia de \" , R. al señor Juez Provincial, y 
i-n este cutido, t->tiuiii, íjnc Tt-1 k- ser dcriiuida la presente con- 
tienda dr competencia. 

Horario R. f. trFútS, 



FALLO ItL LA (OlíTF. SII'RKMA 

Bueno* Aire*. Julio 4 úv l l XW . 



Autos y ViMo- : 

to» de contienda de competencia por inhibitoria trabada en- 
tre un Juez de I Viniera Infancia en ln C ivil de e»ta Capital y otro 
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n> lo Ovil * Comercial de Dolores, Provincia de BiK-nus Aires, 
para conocer en el interdicto fe despojo deducido g# don José 
| > ;m iel feecatóde contra doña María Ma^lalena Lrrecatwrde ; y 

L'onsiderasulo: 

( ) W a lo* t imo* de fijar con precisión los antecedentes del 
can, para derivar de ellos la situación legal de los jueces en con- 
tienda, tóenle establecer, de acuerdo con lo ente resulta de los 
autirs traillas a examen: 

Une ante d Juez de la Capital — exhortante en ti ca- 
ga, - tramita el sucesorio de la señora Maria Iracet di- Krrefci- 
Lirclc en el que son parte, en calidad de heriros, el demandan- 
ee que e, a la vez a<1 ministrador de la sucesión, y ia demandada 
en estits autos jtor acción de despojo. 

U , i m póí ante ti misino Juez de la sucesión se ha se^ui- 
(íl .por la demandada señorita Maria, Magdalena y su hermas 
Kuíemia. entra los stores Krrccal>orde linos., un ,ukto de des- 
alojo de los lotes <> y W Ét la estancia "Dos Marías que les han 
sitio adjudicados en el sucesorio referido. 

2 Oue resuelto por sentencia firme el desalojamiento de 
,K-ti|«n7u-s de los mencionados lotes, al tomar ^sesum efectiva 
de los mismos, las adjndicatarias creyeron notar que los alambra- 
do, divisorios con otros lotes, habían sido removido*, alterándose 
„i el área de los sinos, v solicitaron, ante el mismo Juez de la 
cesión v el desalojo, el nombramiento de un |>erito numero a 
fi u ,U- que verificara, de acuerdo con el plano respetivo, si las 
íraee¡ones de campo aludidas tenían o no la fciperficic corres t >on- 
. líente (fs. 28©). 

,| t < m proveida de conformidad aquella solicitud y iiorn- 
b»^ el perito a los fines expresos (fs. 26t>, éste expidió el 
míomie de tojas 291 que fué acolado por auto de fs. 294 vta.. 
v atemu a que en la pericia se establece que los contorna o pe- 
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rimeims de loa lotea 9 y 1» no si>n lo* que figuran en el plano 
■ Itu lia mandado tener a la vista, se resuelve ;i solicitud de jar- 
le que il mismo perito practique en el terreno las rectificaciones 
a que su iníonne se refiere. librándole exhorto al Juez de Dolo- 
rts para que preste el auxilio de la fuerza púlilica si le fuera re- 
querida a los electos de realizar dicha operación (í*. 298 y 298 
vta,). lo que ha dado origen al intedieto posesorio deducido en la 
jurisdicción de Dolores y al requerimiento de inhibitoria del Jucz 
de la Capital que desestimado ]*>r aquél, tralia la eontiemia de 
cnin|ieteiieia a dirimirse por esta Corte. 

One según se advierte desde luego, de las constancias de au- 
tos relacionadas resulta que la acción posesoria instaurada ante 
él (uez de- Dolores se refiere a los actos de rectificación perime- 
iral resuelta |>or el Juez de la Capital en la ejecución m H sen- 
tencia del juicio de desalojo. i*t siguiéndose \xn dicha acción el 
niaui tiesto propósito de que aquellas medidas queden sin efecto, 
lo que determina una situación que de hecho y <te derecho no pue- 
de ser extraña a la jurisdicción en que se barí dekitido y resuelto 
las cuestiones originarias (le la que plantea el intedicto deducido. 

(Jne si bien como se observa en el precw lente dictamen, no se 
ha fundado la procedencia de la inhibitoria en el fuero de atrac- 
ción de! juicio sucesorio, ihm- haberse promovido la contienda en 
los autos sobre desalojo, corresponde notar, sin embargo, que el 
Juez de la sucesión no aparece desvinculado en absoluto de estas 
actuaciones, Kxla vez que su continencia en la demanda de des- 
alojo fue fundarla y re suelta en virtud i!e ser él preci símente el 
Juez de la sucesión. (Véase a fs. 5. párrafos 27 y siguientes y 
autos de fs. 12 vta. y 22 vta. j, y ihj se percilte el fundamento me- 
diante el cual el Juez de la sucesión ha de ser. a esc titula, compe- 
tente tiara conocer en el juicio fie desalojo fie los lotes en cuestión, 
y no ha de serlo para intervenir en el interdicto de desdijo sobre 
los mismos lotes, deducido f>or el administrador de la sucesión 
en sn carácter de tal y que acciona en el caso contra determina- 
da* actuaciones emanadas de la misma jurisdicción. Ante ella, y 
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manteniendo asi la omlínciK'tá de la causa, pueden formularse, 
en la fomia dé] interdicto promovida o m él ejercicio de otros 
medios legales, tudas las nelainacinnes (pie se estimen conducen- 
te- ;i salvaguardar lo> denchos e intereses en gestión. 

íjhc |Mir lo tiernas, las esleíales eircimstatteias en i|ik- se t u 
euentra et suh judh t\ según resulta (le tos antecedentes rétectoiía^ 
dos, tu apartan ile la docttíiia tnás generalmente paisa^rada poi 
la jurisprudencia, relativa a la ciim]«tcncm en (.-1 interdicto im-i- 
$smo tÍé\ Juez del lugar donde Se realizaron los actos de turlsi- 
ción. I-a prc-ente decisión no aféela. pues, la rey la gmeral enun- 
ciada de i[ue estñ (. orte ha hecho aplicación en determinado-' ca- 
aes, o.u al tracción de !a naturaleza o carácter real perenal d- 
las acciones posesorias . 

IW fundamentos expresados y oidn el -eñor I 'n nnira-U-i- 
f.cnrrat. se declara i|ite el conocimiento cjel ¡fil -rdicio de cjttó sé 
traía con^poftdc al Juez de 1* Infancia tfl fp l'ivil de eMa ta- 
juia!. a miien, eij o.iweueucia. se niniiirán Ins autos, avisándose 
al Juez de Dolütás, Provincia de liueiios Aires, en la forma de 
estilo , Repóngase el papeí¡ 

). t- m;c i- roa Ai, corta. — Kobkrto 
Uitktio. Amonio Saoakxa. 



íhm Voimmjo Umi isa s¡u >-/,.,/.. ,outnr ihn Trinas .Y«i«f.% /v 
eóbrv ejecitttm rf? Contienda <í<- <<iw/v/cwm. 

Sirimiri" : La- cuestione- de competencia Sujo pueden referirse 
juicio. |K'udienie y no c- «r rescinde a los ya fenecidos, cu> 
COnoeMieítlo n<> puede ser materia de una cuestión de 6S1 
índole. 

One»: Lo explican las piezas Muñientes: 
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VISTA I I SC Al- 

Señor Juez : 

El col tro ife afirmados e s mía acción per onal y en consecuen- 
cia, de acuerdo ;i lo di*pm-sti) por el ari. 328-1. :m\ 4" del Código 
C'ivil. y jnri^pniíU-iicia de las Kxcmas. Cámaras en pleno, es alfai- 
da p..r la universalidad del juicio sucesorio. 

E'or eMo Óftftifi une T. S. puede hacer luj-ar al <dieio inhibi- 
torio solieiiudo. -- .V. i 'irasco Xti'W. 

Desp. Ahí i! 23 dv 



Al Tll I1KL JI-KJÍ l:N 1.(1 CIVIL 



Buenos Aire». 



\ 11 1 o.-i V \"ÍMn* 



Me ii mí* nulidad eon leí diciam. lado por el señor \^€iito Fis- 
cal y tle acuerdo con 1« t solicitado, líbrese oficio al señor Juez que 
entiende mt el juicio aludido para f|ue se inhiba de entender é\ 
esas actuaciones. — 




VISTA FISCAL 



Señar juez: 



Kl lucro de atracción r|ue ejerce el juicio universal suceso- 
rio, o «n forme a la disposición del art. :t284 del C. se extiende 
tan si'ili » a los casos que taxativamente expresa la citada dispo- 



El presente *e Isisa en una acción real, toda vez que se per- 

le. Siendo 
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dio asi. la presente acción escapa al íwto de atracción que prevé 
el inciso 4» ÚSÍ articulo invocado, y por eonsiguieme, soy ti*- opí- 
nióti que U. S. no d^c acceder a lo solicitado |x«r el señor Juez 
exhortante. — Jorge T. Tsías. 

Mayo 8 de l¡>2!*. 

AtTO OKI. Jt'KZ KN 1.0 CIVIL V COMERCIAL 

La Plata, Abril ¿1» de lflílfl. 

Auto* v \ Utos: 

Tara resolver la cuestión de com|*etencia i«>r inhibitoria plan- 
teada pbé el *íior juez en I» C ivil de !;i Capital Federal, docior 
Koliertn ttasavilbaso: y 

Considerando : 

( htr la deuda que en estos autos se ejecuta tiene su origen 
ni la construcción de un afirmado y puede en consecuencia hacer- 
le efectiva contra cualquier i»ersona a quien se trasmita la pm- 
piedail del inmuel.le afectado y aún contra propietaria desen- 
nocido. 

ijue siendo ello asi. es evidente que la acción pof la cual se 
rechuña esa deuda, no es de naturaleza i»crsonat sino real ya «pie 
grava al inmueble y lo sigue con prescindencia de las | tersónos a 
quienes pertenece. Esta es. en efecto, la orientación última que 
ha tomado la jurisprudencia sobre el punto, mereciendo citarse al 
revierto el voto del Camarista doctor" Colmo en el caso "Mareti- 
jr,, y otro contra Fernández Méndez", a cuyos fundamentos ad- 
h¡m m > t,,(t " d i» trascripto. ( Jurisprudencia Argentina, t, 
27. | «agina í>9) . 

< itu el fuero de atracción del juicio sucesorio. sólo tendría 
lugar en el caso tic que se traíale de una acción |x.rsonal de lo- 
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acreedores fiel difunto, (art. 3284 del Código Civil y II del Cód, 
de Procedimientos ) , no fundiendo afectar a las acciones reales so- 
bre inmuebles en las que sin exec|x:ión corresponde entender el 
Juez ti el lugar en que ellos están situados, (art. 4 V del Cód. d<* 
Pniceds. v nota del Codificador al articulo 3284 citado) . 

Por ello se resuelve mantener la competencia del Juzgado, lo 
que se liará saber al señor Juez exhortante con transcripción del 
presente, del escrito de fs. 92 y del dictamen del Agente Fiscal de 
fs. Ü|, a fin de que si insistiere en la cuestión planteada remita 
oportunamente lus antecedentes a la Suprema C orte tle Justicia de 
la Nación. (Articulo 9*, incisit d ( de la ley federal número 4055 
y arta, 50 y 51 de ta ley número 50) . Repóngase la foja. — Julio 
Moreno Hwfyá — Ante mi : Manuel A. Pcrcdo. 



DICTAMEN' OK!. PJiOCrKAtWft OfcNERAL 




Por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Co- 
mercial de la ciudad de t& líala, a cargo hoy del doctor Julio Mo- 
reno Huevo, la sucesión tle don Domingo Goti promovió juwjio 
ejecutivo, |ior cobro de afirmados contra don Toma* Xante, en 
el que. con fecha 10 de Junio de 1925. se dictó sentencia de tran- 
ce y remat . (fs. 58) . 

Kncontrándose él referido juicio en estado de remate del bien 
ej mirado, recibióse, con fecha 16 de Mayo de 1929. un exhorto 
(fs. 87) del señor Juez de Primera Instancia en lo Civil tle esta 
Capital Federal, doctor Rolterlo Basavilfwso, que entiende en el 
juicio sucesorio de doña Carlota /nnalda de Xana Ida, pidiendo al 
Juez Provincial que se inhibiese en intervenir en aquellas actua- 
ciones ejecutivas promovidas jior la sucesión dv Domingo (ioti, 
fundado en que el bien ejecutado jiertenecía a la sucesión Zanal- 
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da. eu cu va respeetiva uiamlVstación judicial efe bienes había sido 
oportunamente incluido. 

Ccnrip el señor [ucz Provincial no m? aviniese a la inhibitoria 
redamada |mr el señor Juez <te esta Capital, t rallóse entre dichos 
magistrados la contienda pe a V. K. loca dirimir en virtud, de lo 
<]i>pm -tu ni el art. f >", inciso di.de la ley número 4055. 

mm hi» ». m*P fe cJMtftsfíl^ de míe ta ejecución pro- 
movida ante el Juez Provincial |W la sucesión de d<m DomiiiKo 
Coi i rttj íue dirigida emura la difunta doña Carlota Zanalda de 
/.analda ni stis sucesores. sino coiura W tercero, como lo es don 
Tomás Xante. catfe hacer notar que. conforme lo he advertido 
más arrilta, hs constancias de esos mitos acreditan que el juicio 
ri,rttii\.. de «jue s<¿ trata ha terminado por sentencia <le trance y 
remate, ( toja* 5S del e^tíetfte de la jurisdicción ele La Plata), 
om Xmwté anterioridad ;i la recepción del exhorto mhihitorio li- 
brada iKir el Juez de esta Capital # 

lüi ^stas comlieionis y de aVuerdo con la reiterada jurispru- 
dencia de esta C orte, la inhibitoria formulada por el Juez de esta 
Capital, invitando un juicio universal de sucesión, no es proce- 
deuie. fOcJtt vez *|tie his cuestiones sobre competencia >óln pueden 
rt -íerir-e a juicios pendientes y no corresT«mde a los ya íeueci- 
(Jq* cuví. e.Hi.KtiiiieEmi ¡m puede ser materia de una cuestión de 
esta índole. (Fallos, tomo 1<*>, página ¿7-*; tomo 121. página 
327; tomo 147, página 414, entre otros). 

Por tanto, -ov ik opinión que corresi>onde declarar que el 
scfmr íuez de La Plata no m§ obleado a remitir al Juez de la 
sucesión de doña Carlota Zanalda de Zanalda los autos del juicio 
ejecutivo SCgÜttlO por la micesión de don Domingo Goti contra 
don N'imie. materia de la presente contienda. 
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LALL-O i»K l-.V i'ORTK SI'I'RRM A 

Bueno» Aires, Julio 4 de 1E»:10. 

Autos y Vistos : 

Los ele amtienda de com|*tenc¡a por inhil>iniria tratada en- 
tre mi Juez en lo Civil y Comercial de U Plata y «tro de Prime- 
ra Instancia en lo Civil de esta Capital, para conocer en el juicio 
ejecutivo seguido j"»r la sucesión de don Domingo Gori, contra 
.Ion Toma* Xatue. i«>r ofl.ro He afirmado; y 

Considerando: 

( >ue el precedente dictamen del señor Procurador General 
relaciona wn precisión y exactitud los antecedentes y ciiennstau- 
cias del caso, de acuerdo con las constancias de los mitos respec- 
livos. de los que resulta tute la inhibitoria aparece promovida con 
t>osteri( cridad a la terminación del juicio ejecutivo, por sentencia 
de trance y remate, y en consecuencia es de aplicación al suh judi- 
es el principio establecido de que las cuestiones de competencia 
sólo pueden referirse a juicios iiendicntcs y no comprenden a los 
ya fenecidos. 

Etí mérito, pues, de los fundamentos y conclusiones del pre- 
citado dictamen y de la reiterada jurisprudencia que :illi se in- 
voca, se declara <|tie eJ Juez de La Plata no está obligado a remi- 
tir al Juez exhortante los autos tlel juicio ejecutivo materia de la 
contienda. En consecuencia, devuélvanse los autos correspon- 
dientes, a sus efectos, a los respectivos jueces, transcribiéndose 
en el de I,a Plata el dictamen de referencia. 

J, FlCVEROA AlXORTA. — ROBERTO 

Refi-tto. — Antonio Saoarna. 



FALLOS I>K LA CORTK Sl'FREMA 



Doíui Carmen Sánduc de Montas y ci/#v cu fas antttí sojnitfoj 
contra Gerónlnut Alonso, por dohlv homicidio. 

Sumario: l k í-i interpretación que los Tribunales kwiles hayan 
íkdo aí artíenU. 170 del Código (fc IWcdimicutos en ma- 
lina criminal, reconociendo o rechazando la personería de la 
vitída e tufó dé una ile las víctimas l«ra intervenir en el pfo- 
ceso contra el presunto victimario, no da lugar al caso fede- 
ril, resultando evidente la improcedenci.*! ¿a recurso extraor- 
dinaria . 

2" 1-i admisión o rechazo del pretendido querellante cu 
ti curso del juicio, no es la sentencia definitiva que mencio- 
na el artículo 14 ile la ley número 48. ( Fallos, 
página Xli 4 

CMj l o explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN' OKI. PROCURABOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 7 de 1»30. 

.trema Corte: 



La resolución dictada a fojas 207 |x»r la Kxcma. Cámara 
en lo Criminal y Curreceional de esta Capital, que ion firma, por 
sus fundamentos el auto de fs. 100 vta. dictado por el señor Juez 
de Instrucción en to Criminal, doctor Manuel Rodríguez Ucam- 
¡x>, airarte de í lindarse en una circunstancia de hecho t cual es la 
de que doña Carmen Sánchez viuda de Montes no es la persona 
particularmente ofendida por el delito que motiva este sumario, 
apreciación que tío es revisible |xir esta Corte Suprema en el rc- 
ciirsn creado p>r el articulo 14 de la ley número 48. no <ronslitu- 
ye ninguno de los casos enumerados por el 
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jío de Procedimientso en lo C riminal, lo que justifica, a mi juicio, 
la denegación pronunciada a fs. 21 1, y, por comiigiuciite. la impro- 
cedencia del recurso traído a conorimiema de V. E. 

Sírvase V. E. así declararlo, 

Horacio R. Lar reta. 



KAI.1.0 HE LA CORTE át'PKKMA 

Huenns Aire», Julio 7 de 1930. 

Autos y Visto*: 

La queja de dona Carmen Sánchez de Montes y don Adolfo 
Kraitciseo Montes contra la resolución de la Cámara de Ablacio- 
nes en lo Criminal y Correccional di la Capital que les negó ín- 
ter vención de jxirte querellante cu el proceso contra Gerónimo 
Alonso pfcf doble homicidio: y 

Que el Código Penal en sus arw. 71 y >iguieutus no ha con- 
sasjrado expresamente el derecho del cónyugue e hijos de la vic- 
tima de un delito de acción pública para intervenir concurrente- 
mente con el .Ministerio Fiscal en la instrucción del correlativo 
proceso y en el debate del plenario. Sólo menciona las acciones 
de instruida privada y las acciones privadas indicando quienes 
pueden promoverlas y continuarlas. 

Que, en consecuencia, la interpretación que los Tribunales 
locaU-s hayan dado al are. 1/0 del Código fie Procedimientos en 
materia criminal ni el jtub lite, reconociendo o rechazando la per- 
soueria y acción de la señora viuda e hijo de una de las victimas, 
pina intervenir en el ¡proceso contra el victimario presunto, no da 
íug&r ;il caso federal, sea que se le contanple como aplicación de 
esta última parte, (art. 15 de la ley número 4K). sea que sé con- 
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>iderc ¿ apjpttt coatí de or» procesal puramente. (FalL*. to- 
nto lis. páj;. 5¿i : n>mo 11". pág. y mucho* otr-st. la im- 
pnK^Inuia del recurrí extraordinario es evidente. 

( jgjg, finalmente, como lo luí devlarad^ est* Cocí» en eí fiSKi 
tfe] lomo IU ,Kisina la admisión o rechazo del pWtetí^q mu- 
n-llaurt-, ni el eur-o .leí juicio, no v> la bolencia definitiva que. 
nunei.-na el an. U de la ley número 4*. 

l-ji sq nu-rito y «ie acuerdo con el dictamen del >eñor IVoeu- 
i-;i,l.n- «iMi.val m- hace lugar a la «(neja, libase saU-r y iU- 
vtteivatw \oá tó»tos princi^ile- venídns j30f via de miorme. 

J. FiCíjEWtíA A [.C ORTA. — IvOUEtUO 
RePETTO. t*. Gl IlM) I, AVALLE. 

— Antonio >.v;akxa. 



jS^i f* l-.l ant- m hace lugi** al l?e4líto de sustí^ioii de un 
l.int nnkiryado por otro, no tiene el carácter de sentencia de- 
finitiva a ios 'dmm del ..nicn!-. U de la lev numero 4K. 
i Fallos, jomo ^í página 5). 

r Tsmpjcf) 1" tiene el auto <$té deniega un pe#Jo tlfc 
levantamiento de embarga tmK'i' 1 "- l" ,r, l w ' ^' 1i " lha ;i r ^°J : 
ver una Riera incidencia proee-ul. entra lo Otte no p&Mñ 
el recorrí extraordinario autorizad.. jpr el articulo U antes 
citado, íFall.^mni" ÍIS. i^inaf^. 

fuá»: Lo explk-m ia,s pieza* ri^tfgAtti 
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DICTAMEN DEL RROCL'KADOR GENERAL 

ÜÜW Aires, Junio 16 de 1030. 

Suprema lorie : 

Dictada ¡n»r la t amara l-Ydrra! de Apelación de esta Gipi- 
tal. la sentencia de fojas 123, i\uc impuso don Luciano 1). I'érez 
i'l |Kigo de una inulta igual al valm* fie ta-í mercaderías contenidas 
cu los tajones números íi02 y conforme a la declaración con- 
signada tu la copia de faelnra a depósito número 22.549. y de- 
claró caídos en comiso Iiih cajones ni 2 y 6! 5, a beneficio de los 
denunciantes, se inició jxir el señor Juez fie la causa, el procedí- 
micnto tendiente a la ejecución y cumplimiento de dicho pro- 
muaiaiiuruto. 

Cuino iio surtiera efecto la intimación al condenado l'érez, fs, 
1 44 » r y no se le coimcierau bienes, se intimó el |<ago di* la* conde- 
naciones al coinereiaute don Isaac k. Het Fesse, cu el carácter 
oiu* se ir atribuye de fiadi>r del (frapachaiiie condenado; y bar 
bi elido iMa intimación dado resultado negativo, los empleados 
aduaneros, beneficiarios de la inulta y comiso impuesto ¡ M »r la sen- 
inicia de fs. 123. solicitaron a fs, \Mt t y obtuvieron por auto de 
fs. 146 vía. *pie se trabase embargo en los fondos que tuviese el 
señor líetfesse depositado* en diversos Bancos de plaza, hasta 
cubrir la suma de {$ 22.9S5.45 m n.) vciutidó> mil novecientos 
if.beuta y cinco jk-sos con cuarenta f cinco centavos moneda na- 
cional, ¡injurie, según se dice, de la multa impuesta en esta causa. 

íninediaiatuente presentóse a fs. 148 el comerciante llcffwe 
consignando embargo la cantidad di- S 6.SÍ8.I0 míi... «pie cons- 
tituye a su juicio el importe máximo a que puede legalmente al- 
canzar la fianza por el otorgada, y pidiendo se dejara sin efecto el 
einkirgo decretado a fs. I4fi vta.. a Jo rjuc d juzgado, sin más 
substanciación, proveyó de conformidad. ís. 1 4S vía., mandando 
tener pOf eíecluado el dqxjsitn y librar las órdenes para el levan- 
t amiento del emkirgo trabado. 
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De esta última resolución los emplead** aduaneros aislaron 
pata ante ta Cámara Fet leral de Apdacúm de la Capital, y etitíe 
Tribunal dispuso, a mérito «le las razones que fundamentan su re- 
suhuVm de fs, 154. rewMr el aü*0 <le fs, 14S vta., que declárala 
eficiente d dn*.siiode$íi.*lí<.lO m¡n. Beritorjor Hetíesse, de- 
pudo asi implícitamente detento el de fs. 14f> vta, ™£ 

moneda nacional. 

Contra esta última resolución di- la Cámara Federal de Ape- 
lación de fs. 154, interpuso d e.imereiante I leífesse el recurso ex- 
iraordinario tfe ;q elación 
14 de la ley número 
en etiva virtud estos auto> Iklh 

A mi juicio la simple relación de Las constancia* de autos, 
que precede, demuestra que el recurso extraordinario interpuesto 
es improcedente. 

Ku efecto; la resolución recurrida no tiene carácter definiti- 
vo, en el Miitido del artículo 14 de ía ley número 4S, pues versa 
únicanieule sol ira una mera incidencia procesal y no decide ningu- 
na cuestión l l w baj^t ; d '""do del pleito. 

Dicho pronundaffiiéníu sólo resuelve sobre la extensión de la 
medida precautoria soluiladri a ís. 146 y decretada a fs. 146 vta., 
lo cual, si afecta 1< »s derechos del embarcado, no obsta a que éste 
los haga vaUr en la estación ojtortuna. haciendo las alegaciones e 
i nter| Hiñiendo la* arciones y rt cursos que estime convenirle. Ks- 
ti. mismo lo reconoce la |»arte de ílefíesse en sus diversas presen 
taeiones ée¡ autos. como m t : en el último capitulo y en el otrosí de 
mi escrito i!e fs. 144. en el escrito de fs. 14S y finalmente, en el 
otrosí también de su escrito de ís. 15K. 

Por otra |>aru\ V. E. ha declarado que el auto que admite la 
sustitución de un bien embarco por otro, no tiene el carácter de 
sen(emia definitiva a l««s fines del articulo 14 de la lev mimen* 
48. (Fallos, lomo 97 \ pajr. 5 t ; y que tampoco lo tiene el auto que 
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deniega ti 11 pedido de levantamiento de embargo trabado, pon pu- 
se limita íi resolver una mera incidencia procesal, contra lo que no 
procede el recurso extraordinario autorizado jmr el artículo 14 an- 
te* citado , ( Fallos, tomo 1 18. página nOí . 

Kn mérito de lo expuesto soy de opinión que corresponde de- 
clarar tual concedido pan ote V. É. é recurso entablado cu esta 

cama. 

Si asi 11.» lo entendiera esta Oírte Suprema, pido a V. E. 
«pie. id cnanu» al íondo. quiera resolver, llegado el caso, conftr- 
luamk) ta resolución apelada de is. 154. Con costas. 

Horacio A\ hártete. 

fallo oií la cortk sl-fhkma 

Buenos Aires» Julio 7 de 1930. 

V Wu»; 

IV los ínndaineutos de! precedente dictamen del señor (Vo- 
cui-ador (¡encral. dcc)ára>e nial concedido el recurso extraordina- 
rio interpuesto en esta causa seguida por Luciano Pérez apelando 
di- nna resolución de la Aduana de la Capital. XotiÍMptese y de- 
vuélvanse los autos al Tribunal de procedencia, donde se repondrá 
el papel . 

J. FlGUEROA ArXORTA. — RoBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalle. 

— Antonio Sacar na. 
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o i xfr,tphu un\ M subsidio. 

SammtK Careciendo ^1 título que integra (a «data ite pro- 
pfatario; íwlisjíéttsalile s«gw» ttórma y la tetra 
tfc«íos 2<*»_\ 3609 v 2.75S de! Cóíli^. Civil. para reivindicar 
un t.ieu. f«#l a 1m> efecto de la acción ,»enment*. 

la pniela wilin- posesión tlej Men que se pretende reivindicar 
producida pur quien la acci, ' m P^ 1 ™ ¡'"rn-andu üü 
validad de attinirt-ntr (o.ni.. comprador • ■ cesionario). La 
sola posesión aunque en dribla forma la haya pulido acredi- 
tar eí actor \«,r pnieki tt-Miniuiiinl. \*»\rii fundar acciones 
posesorias (libro «11. Capítulo itl. Cód¡^> Civil i. pero no 
la reivindicatoría. 

Cttw ■ U¡ explican la* pi«-«is si^iiiftiu- : 



>KMKM IA Ófct; jl'O I'KIMIR-JL 

Rui-nos Aires. NV-viemUre l do 1027. 

V \ ¡-t<>v ; 

Us [ironwn-idws por José l >rland.. Itit^í amtra ¡a Nación. 
M .1flv reivindicación ■ ■ expropiación, en *«bá^H1 y 

C»Mi*í^criáT*lt*J 

f ■ i ),„• i l actor nmtitftesta eii su demanda de i-, 4. (pe lini- 
IWmo L".it. nhmer a%ttirtÓ del Goliierho &aeMta1 ín < Kwbw " 
,U. |s<m. ,«„■ ..M-rinu-a pa^tdn anu la fefcrikmia de doliierno, la 
fratócüíii M «íc «■> mangana 12. -miada en el IM*^ 'te Cantal; 
compuesta de fe inemw é frente al Norte por treinta y s&te 
oierrw cincuenta «rofitetntó de al Sur, con ufotcaeióu 
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l.re la calle Kstados L nidos. Indica que aquel comprador entró en 
|uiM sión de la liri ra y dispuso de ella emito ñuteo y exclusivo pro- 
pietario, como ln era Con arralo a SU título. liasLu que cortil» mi- 
derechos al actor militante escritura pública pasada ante el escri- 
bano Quiroz (pon fecha Diéiemliíe 7 de tS97 f dando el vuntk-dor 
Ja poción al actor, ijuii u fütabíeciú eti ese terreno nn deposito de 
mati rtnli- que explotó durante vario- años. A tirela el actor que 
lialucndose radicado ni Entre Ríos, dejó cercada ese terreno y 
jw-ii tm aviso níreciéndoln ni alquiler, pero tu» pudú alquilarlo 
imrqu* el < iuliiernn Nacional halúa lomado posesión di* tinta la 
man/ana. Ksto ocurría cu l'>3>. reHitltaud" inútiles indas la?. j;cs- 
tiones emprendida* pa&a jfiiMSe^ir la restitución del íiunuciilc. 

Cuno sucesor de 1 .oiurmoser y a noflioiv propio, el afclor 
dice liain*r tenido la |mse*.jón |hi]' má> de veinte años y a titulo de 
dueño tiene acción para exigir la reslitueii'm de la tierra median- 
te \v reivindicación que cniaHa. «"lindado ni Jas disposiciones del 
tY;diiío Civil que invoca. Solicita >e condene a la Nación a n>«- 
¡ituirle aquel mnmelile. con íruio> a Jtarrir de 1^31, o cu su 
defecto a que lo expropie. alionándole lo< intereses desde ese año. 
ic kIo con costas. 

Cme-ta 1u demanda el wiím- Procurador Fiscal a ís. 12. 
relacionando con minuciosidad los antecedentes del asunto eu 
cuanto n la ley. que autoriza la venta de esos terrenos, decretos 
<\u<- lá acordaron y nprokiron los remates respectivos. Señala que 
I ..nrnnoMT rebulló &0n¡tRtrittr del lote en eue-tión. j>or la suma 
de cinco mil iicltiw-iemn- doce pesos om cincuenta centavo* oro 
aliado; al-.nó un mil delito sesenta y dos pesos con doce centa- 
vos de e>a moneda y por d resto, o «SE cuatro mil trescientos cin- 
cuenta v míese pesos con treinia y seis cenia vos oro mellad", firtn*» 
tres letras a mío. do* y tres años di- plazo, levantando la primera, 
m :t>i la- otras dos nue minea fueron alionada-. 

Sostiene la Xaein» que el dominio de l.otternif^er era im- 
iicríi cto. por cnanto estaba gravado con derecho real de hipoteca, 
sitjetu a condición resolutoria -i el deudor no eumplia su*. oliliiia- 
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ci.me* v no halnendo cumplido, su derecho quedó revocado en Oc- 
tubre 9 de flirts. 2507. 266.1 y concordan^ Codito Uvtl | . 
Kpám de efe H Gobierno se rpervÓ íá ^es^ J« 
una vez abonado hm-rameim- el I-mi., y coro© &Ste «o fue mtc- 
gmwnm ainado, eJ coi tfrato ^, e ^**^!? £^ íl ^fo* 

nes del doctor I.lcrcna, expresa <i««- é actor no ha entumido om 
sus L.I,|i»aeio,ies v habiendo transcurrido treinta y seis años sin 

haberla rtUfeta c* d* mm& P**^ ,:i ,nm r :i 

cosa, pues se trata de una acción |»T-mal .|iif >e prcscnU- a las 
di./, año*. \ firma que 1 .oitiTino^-r dejó de cumplir la «Ilinación 
efe ,^o cout raída, desde el 9 del Vtuhre (fe 1**2. lo <|ue le impide 
al aejor exigir la |josesión que reclama, Y finalmente, por seme- 
jante inacción, el tionu rtt" Nacional habría adquirido «le nuevo la 
propiedad del mtúuchb . p-r haber nnwrvad» la jiosGSÍón de «me 
minea si- dr-prendió durante diez, veinte y treinta año* y más. 

Solicita m- tviiua por opuesta la pr^rípei&l y SÉ rechace la 
demanda, con costó 

jj* Qáe examinada la fifffc MW*t$k >' ,:i P>™ ,U| dé atifo* 
procede fíjara%»iK»s piucos di interés |>ara la so' 

El I*. K. re|'rf-i-niaiulo ¡t la Nación vendió 
1890. a üuiUYrmo I /.tinuioser. mi lole de terreno de lo* del 
IHterto ckí la rapiul.' señalado en ci plano respectivo con ta letra 
M de la man/ana 12. de&riftto en el te«línMnún de escritura de 
(d}as _>S vueha . El Comprador aMtá cierta Mima al contad., y fir- 
mó jjor el sííMm tres lelirajfc ijwídlitwfc te tferta aunada en hipo- 
teca ál fsw> de ella* S*g«P atWJtaeíbKes tomadas en oportunidad. 



y 



1 Ki> dt- esas letras no í neroli limadas, v 
promover *u ejecución Judicial 
viriún del rmrt.Mlilu Capital, mí orinó a 
,¡ ( . i» Nación con fecha |wn> 24 de fftft qrte 1 «.m-niu-er no 
hal.ia totit#t* i»osesíóii di l terreno compra- lo, hiriendo dicha oíf- 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 



ciña en sai informe anterior, en Julio 6 de 1005, en el que señalaba 
que aquel terreno estatua completamente libre — véase expetliimte 
adjunto Ministerio de Hacienda-Contaduría General de la Xaeión. 
X4. v 0á¡ remitido por el H. Senado Nacional, 

Señala el aeti>r en su escrito dirigido al Ministerio de Ha- 
cienda con fecha Marzo 9 de 1923 — expíe. 1.11+ F. agregado — 
tím "el comprador 1 .otiermoser, sej;ún sus informes, fué extep- 
cionado tic! requerimiento de la cancelación de) crédito en los pri- 
men^ lieni|H>s. porque los lem-nos adquíridus olakm aún inun- 
dad'»" fojas I vuelta, exp. citado. 

Se infiere de ello, epie en realidad, la Xaeión no Ui/<> tradi- 
eióu del terreno vendido a Kottermoser, lo que se robustece al re- 
cordar f]ue en autos no existe prue1«t que demuestre que aquél 
ejerciera posesión sobre ese lote desde la fecha de la escritura de 
compra venta, o sffl 9 de < kiuhrc de 1890. basta idéntica f relia de 
lSUíi en que vencía la tercera y Última letra firmada l»or Lotter- 

moser pitra saldar su compra, 

Acerca de la jxiscsióu que ¡Hieda halier teñirlo el citado, des- 
de IfíM en adelante, declara en autos el testigo Goiiclión — fojas 
*Jn - quien manifiesta qne desde 1803 a IfW tuvo Lottermoser 
establecido en ese lote un depósii., de maderas y materiales de 
construcción, y el testigo Poleman — fojas 7í> — declara que el 
nombrad" tenia durante tos años W5 a Í$gf un de|»ósúo de ca- 
jones vacíos. 

t'miKi sfe vé. esos testigos t|p c> "inciden m cuanto a ta rfettw- 
r;de/a del depó-itn \ en i"i-o. podría admitir-e la ejmtnsÉán- 

cia de que amitos ct «inciden >obre el ejercicio de aet"> ] h isesoriOí? 
en dieho ui n no que importaría el cercado y ocupación ptír 1 ...mr- 
n H i>er < lex le 1 85*5 a 1 . 

Kl 7 de Diciembre de í$97 vende I .otiermoser al actor I : erra- 
ri ame él esc^íptiO 1 hiiróz. tudas l;is mercaderias y aetivu qne 
om-iiitiian su Casa de comercio en el ramo de pinturería y íe- 
ireiería... y un terreno de lo> ganados al río por las obras del 
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l'uerto de la Capital, debiendo el comprador cargar con el grava- 
men y !■ "las las demás obligaciones que todos esos terrenos reco- 
nocía a favor del Kisco. ad virtiéndose re>|iecto al terreno aludido 
cid l'iuri'i de la Capital, que se otur^aria escritura <le venta o ce- 
sión (Je drreehos ante los t uncir i na rio* de la jurisdicción res|>ecti- 
vn - tojas M a .54. 

Kn e>a escritura, se observa, que no lisura certificad" del 
Ue^i-Mn acerca de la faeiihad para disponer libremente de mis 
bú tu> imr |jíirie del vendedor, no se especifica en ninguna forma 
cual e- el lote, de terreno del l'uerto de la Capital de los »anado> 
al rio que *ea objeto de la negociación, asi como no se indica le- 
ira. numero; mangana, orientación, ubicación. dímeu.Mones, linde- 
rnv turnia en que lo Imbo el vendedor, etc., etc., a pesar de Ir» 
cual, declara el comprador encontrarse en posesión del impreciso 
tern no pn- habérselo dado materialmente el vendedor. 

Según manifiesta el actor a foja* 2 del expediente i 114 I*. 
»u ir.) ¡eu te demoró el cumplimiento ile su obligación de escritu- 
rar, por lo que se determinó a requirirlo en demanda judicial que 
promovió ante el JttítgadíJ Civil a cargo entonces, del tltJClOf Ke- 
pclto. MVietaria fi/arro. en 17 de Diciembre de l')14. cuyo juicio 
fue sí uicnciad<» el 22 de Diciembre de 1 1 >I(» condenándose a f,ot- 
termoser a oerii tirar el bien a mi favor dentro del término de 
treinta día*, sentencia ijne quedó Firme y ejecuti triada p»r resolu- 
ción tU* la Kxema. Cámara en S de Mar/o de 193), 

Volviendo al año ffl$f t feclia de la escritura ya estudiada, 
i NSf . ante el eserikmo Ouiróx. se observa que desde dicho 
año en adelante sostiene el actor en el iiiurrogalorio de fojas- 45. 
que el terreno en cuestión permaneció cerrado y cercado y aun 
cuando fio m- indica por y fiara quién y hasta cuándo permaneció 
íii f-a- cdiicjífcioiies, contesta solamente el testigo Coiiebón, en 
-en (ido uíinnativo. 

' Mlicrc decir, pues que no hay en autos prueba acerca de la 
po^-ión de! actor de l.ottermoser desde 1S*<>0 liaría IS°ó y de*- 
de m? hasta 19Q8L 
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[ji.s testigos Gcnovesc. <>*Gnmor, Gttiót, Potaran y (¡ou- 
chón. declaran que el actor tuvo cu esc terreno un depósito de j>e- 
tlrt^ullo. etc. ; desde 1908 hasta 1910. Codira desde 1W, Sardou 
desde 1912 v C'arosio desde 1013 y ninguna prucbi existe acerca 
dé la posesión del actor desde el año 1916 hasta el día de hoy. 

Sea lo que fuere, lo cierto es que recién en Marzo (te 1920, 
el actor obtuvo el pnmnneiamieiito judicial definitivo que conde- 
naba a 1 jitiermoscr a escriturarlo, posiblemente d terreno en rei- 
vindicación, y se dice posiWemente, portóle el actor no ha t raido 
a estos attiits testimonio de esn sentencia. 

En la hipóte»*, ¡mes. que se tratase del mismo inmueble, cü 
evidente que recién a partir del S de Marzo de 1920. comenzaría 
Ferrari a iwler ejercitar derechas sobre ese terreno y la posesión 
que haya ]>*» lido tener desde 1908 basta 1910, natía significa pues- 
iD que sin duda alguna se trata de una posición ilegítima, adquiri- 
<Ia sin título o tMir un me» lio insuficiente i*ira ad»|uirir derechos 
reales, (art. 2355, C&KgO Civil > . 

I-i escritura de iJieiemhre 7 de 1897 extendida ame Huiro* 
no puede surtir el efecto que el actor quisiera atribuirle en lo con- 
cerniente a la («►sesión del terreno cuestionado. ]*>r tas razones 
antedicha* y tu cnanto al cercado, cerramiento y depósito de ma- 
teriales relativa a los años eorridos entro 1908 y 1910, tampoco 
implicarían una i>osestón legitima, atenta la circunstancia »le que 
durante ese lapso de tiempo, no tenía Ferrari "tiltil»" en cual- 
quier sintidd del concepto a dicho ternn». 

S" One en virtud de lo que antecede, enrrespimde poner de 
nlíeve que se promueve en autos, acción real de reivindicación, 
fundada ni el artículo 275S del Código Civil. 

Según ese artículo, la acción de reivindicación, es una acción 
que nace del dominio que cada uno tiene de Clisas particular^. jH»r 
la cual el propietario que ha perdido la posesión, la reclama y la 
reivindica contra aquel que ¡*c encuentra en poder de ella. 
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Y bien: ;cuál e> el dominio de l'Yrrari sobre el terreno rei- 
vindicado? ¿Cuál es el titulo que lo acredita dueña y señor tlel 

¡nniiteblé? 

< >ueda visto que la escritura ile IHcitsnbre 7 tic 1>W7 no Lo 
habilita como propietario de esc bien, y seguramente podría argu- 
mentarse, que la sentencia dictada |»or la justicia ordinaria en dc- 
i niiti v;i con íieba Mará» S ile 1**3 > en el juicio sobre escritura- 
ción l'Vrrari v. I .otiermoser. es la que ampftftt y tunda el dere- 
cho del actor en este juicio. 

Si tal íuese el arruínenlo, cae de su poo, que ten* Iría i'iini- 
I 'hita aplicación lo establecido en el art. del PácB^I Civil, y 

en su mérito, es y seria el caso de d<vir, que "si el titulo del rei- 
vindicante que probase su derecho a [losecr la cosa, fuese posterior 
a la posesión ijite tiene el demandado, aunque éste no presente ti- 
inlo alburio, no es suficiente para fundar la demanda '. 

Y rabe hacer notar, que la susodicha sentencia no ba dado 
por resultado se extienda la respectiva escritura traslativa tlteJ do- 
minio de l.tuterninser a I -"errar i. pues ella no figura en autos, ni a 
ellá se hace alusión | M »r obvias ra/,ones y va sin decirse que en todo 
caso quien hubiera pulido entablar la acción rei vindicatoria seria 
Lottennnscr y no Ferrari, quien quedaría en liU rtad de ejercitar 
é derecho que le acuerda la ley |»ara •obtener fie su vendedor satis- 
facción dr pérdidas e intereses si ito [o^ra la escrituración ordena- 
da por la respectiva sentencia, pero nunca tendría derecho a rei- 
vindicar un bien comn el que unitiva esta demanda, en razón de no 
haber ejercido jamás sobre ese bien, el dominio que da origen a ta 
acción reivindicatoría, sea que se tome como punto de referencia 
la épOíSi que m quiera, a contar desde Diciembre 7 de 1K°7 es- 
critura t htiró/ basta lo presente. 

I ■' fjue alen 1 1» 1" expuesto, estima el suscripto que en el caso 
síth iítdíctí, no se irata de doniiuio imperfecto rt revocable, ni de 
existencia de condición resolutoria, ni de declarar operada la pres- 
criiciint de la acción promovida, desde que para que haya prescrijv- 
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don. es menester luya existido acción y queda demostrado " jui- 
cio fiel suscripto oue el actor carece de acción y derecho para rei- 
vindicar. 

Serta 'X'íoso estudiar eso* pontos planteados en la titis, ya mu- 
ía solución del pleito un variada y el suscripto se atiene en esta 
ürXHtunidad a lo resuelto |K.r la Suprema Corte en sus fallos: io- 
nio |«"ui¡nn 236. y tomo 1 19. isigina 31. de los rute se desprende 
que el artículo 13 de ta ky 50 m e$m ,a ^ ,,ltt * tlvia 
todos los argumentos alegados en apoyo de las acciones deducidas 
en el juica», siendo diU*r fie los jueces decidir tos pleitos según la 
intención formal de las partes y la verdad probada en autos, pre*- 
ciudiendo de los ápices del derecho. 

IW las consideraciones que preceden, íallo: rechazando con 
cosías, la demanda instaurada |>or José Orlando Ferrari contra ta 
N~aeión k sobre reivindicación .leí terreno de «pie se trata éfí auto> 

en subsidio, — Sutil ffl. l:\robur. 




SENTENCIA HF. LA CÁMARA FEDERAL t»K Al'ELACIf > S 

Buenos Aires, Febrero 28 de 1030. 



lili emulo al n curso de nulhUid concedido a ís. 112 vuelta: 

Xo ha sido fundada en esta instancia onno eorres|>ondia. ni 
jx.r iitr:t pnrU- la sentencia recurrida acrece dada con violación 
de la forma y solemnidad que las leyes prcseril»en, ni ej procedi- 
miento adolece de vicio alguno que anule la- ;u1 naciones - art. 
233. ley 50 — . Por cito se lo rechaza. 

Va\ cuanto al recurso de apelación; 

One el documento de fs. 31 es notoriamente insuficiente pa- 
ra acreditar que el actor tiene el dominio del inmueble «pie reivin- 
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diea. Tnm|>oco h:i jti>t iíicrwl^ » ijuc pueda ejercer la acción como 
cesionario ; no balncndo acreditado, \»¡v tani", el derecha rii r|uc 
t&sa *u demanda. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la semencia apela- 
da de fs. K*4. que rechaza la demanda instaurada j««r Jos i- * >rlan- 
do Fefrari omtra la Nación, snhre reivindicación: castas en el nr- 

■ 

den causado atento \u cireiinManeia del caso. - Jnsc Marcó. 
Mari-dina Escalada. — /. l\ Luna. — />. A, Sacar . i tu horma. 
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Buenos Aires, Juli» 7 de 11*30. 

Y Vistos: 

Kl recurso (le apelación ordinaria en el juicio de d<»n José 
1 triando l-"errari contra t i ( lohierno de la Xaeióu reivindicando mi 
tote di- terreno Ubicada en »>ta Capital, contra el tallo de ta Cá- 
mara Federal de Ablación di la Capital que desestimó la deman- 
da : y 

Considerando : 

i Jue el sefíóí Ferrari invoca mi calidad de adquirente — co- 
iiiii oun piador o cesionario -- de don (millermo 1 .ottermoscr, 
quien, a -u ve/, adquirió tj bíeil cuestionado del (iohiento Nacin- 
nal» sefjúu rebullan ambas operaciones jurídicas de las escrituras 
púbHcüS que curren agregadias a fs. J5 y 31, rerq<'etivamcnle : el 
GobieniO se a¡*Mleró de dicho bien reincorporándolo al dmnini«i 
nacional fmr incumplimiento, }*>r parte de I -ouermoser, de su rtbii- 
¡¿ación de ¡Wgp de la* dos ñllim;j> emitas en que se dividió el pre- 
cio y p>r Rt) haber tenido posesión el comprador. (Expediente ad- 
miiiMniiivo, Ministerio de Hacienda. División segunda, año 
l'm.'i, ''Contaduría Geileral soífeifa antecedentes a fin de saber >\ 
el ^'fmr í.nillermo Lottermoscr tomó jiosesión del terreno míe ad- 
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, m irio m Ú Puerto de ta C apilal tole ^ Mañana M }, etc.". 
fs. 25 > . Kl tallo recurrido, que hace suyos los fundamentos del 
de primera instancia, expresa #e efl efecto, la Nación no hizo 
tradición a íj .ttermoser : que la escritura tic éste a Ferrari no es 
litnl.. suficiente para trasmitirte el dominio de la cosa luitfula; 
que este tü ha justificado |n>scsión legítima desde ltf>7 hasta 
19Q&; que cnal(|iiiera *ea la calificación del contrato Lotlennoscr- 
Kerrari. el inmueble a que él se refiere no está individualizado: 
que al act.tr podré correa mdcrle una acción personal eoiura sni 

<Jne Ferrari actúa COSÍ un titulo ijue él Ilativa de cesión <k* de- 
rechos y accione- al terreno comprado |*tr Uutennoscr al ( iobier- 
no y -¡lie éste califica «le simple promesa de venta o ccmúéÜ. píir te 
que c- indi>i>ensal>le decidir el puní» conm premiso de la eoneln- 
siólt final en el $&ú. Ka escritura de fs. 31 dice que, don <Jm- 
llenn-. Lottermo-er. om el íiu de reMtlver mi critica situación co- 
mercial 'convino loo .-cfmr José < ndando Ferrari en venderle 
todas las mercaderías y activos que constituían -« casa di comer- 
lo en el ramo de pinturería y ferretería, también varias lotes de 
terreno situados en el pueblo tfe Mirauiar. partido de (¡eiural Al- 
varad". I Wincia de Buenos Aires y un terreno de los finados al 
rio por las ..hras-dcl Puerto de la Capital, debiendo el cortóipfádor 
cardar con todos lo> gravámenes. eie.*\ y nuis adrante, agrega: 
"Se advierte míe en el precio mu* se establece en la preaettte va 
comprendido también el valor t|iu- se a»ignó a los terrenos simados 
tu Miramar y en el Puerto de ta Capital, siempre entendido que 
el comprador carua cu el gravamen y todas las demás obligacio- 
nes que rt conocen a favor del fisco y cuya- escrituran de venia o 
cesión dfi derecho- olorizará ante lo* funcionarios de la Jurisdic- 
ción respectiva" y. por fin. agrega "<Jue transfiere al seiW Fe- 
rrari lodos sus derechos de propiedad y dominio que a lo enajena- 
do tenia i«>r ¡pedio de esta escritura, en cuyo traslado consiente". 
: De une contrato e* insimúlenlo fonnal la dicha escritura re-ipec- 
t.. del inmueble reivindicado? 
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Que no lo e>, o uno pretende la demanda, fie una cesión de 
derechos y acciones o de compra- venta, porque nu se hacen referen- 
vías de bastante chindad y precisión i«ara individualizar el bien y 
ademas, CateÉ<5*icíum*iitf se dice que mi el futuro se otorgará la 
pcrimeiiir "escritura de venta coióu fie derechos". Si las mis- 
mas parte?, otorgante,- convienen en que, en otro acto i>or separa- 
do darán la forma de ley a im acuerdo de voluntades, quiere decir 
que el contrato it<> se infeccionó antes de cumplirá* este n-quisito. 

Que aun o ni el más amplio criterio en la interpretación «le los 
actos jurídicos, lal anuo li:i precedido esta Corle simiprc y en fiar- 
tíetilar en casos similares que la actora menciona, (Fallos, tomo 
-ki, pág, 372; lomo |>ág. .124; tomo 10K, pág, ,144- 1, es induda- 
ble que tal interpretación no procede cuando las jwilahras de los 
contraíanles S0Í1 elaras y conformes con las exigencias legales res- 
petivas. 

Que tenidas en cuenta las precedente* consideraciones, delie 
voiisiderarse a la escritura pública de fs. 31. como una promesa de 
vi ■nía «i cisión de derechos que sólo da una acción personal al 
acreidor Ferrari contra el deudor Loiicnnoscr: y asi lo habrá cn- 
tendi<lo, >in duda, el actor cuando inicio y siguió basta su termina- 
eii'in el inicio pir escrituración que menciona en el ex | tedies ue ad- 
ininiMrativn, .Ministerio de Hacienda. X- 1114. letra F, fs. 2. por- 
que si era titulo tostante, como cesión la de fs, 31. ningún objeto 
¡nidia tener un duplicado. 

QqS !ttá«8 términos. i-irnT de eficacia legal, a lo* efectos 
de la acción instaurada, la prttclia sobre presión del «imr l'erra- 
ri respecto del bien que reivindica pirque carece del titulo que in- 
i. -ra la condición de pr« ipietario Urt. j$09 h indispensable, según 
la doctrina y la Tetra de los átfct; ir .02 y 275S del Código t ME, pa* 
ra reivindicar. I .a sola posesión, aunque en debida forma la haya 
pulido acreditar el actor a ni los testimonios de t odina. ■ ¡uk>t, 0é- 
n.ive-e, Ouinw. Unrán, Carioso. Sardón. Rodríguez, t iVonnor. 
i n milion y cédula municipal de fs. S.*5, ] unirá fundar acciones |m>- 
lirias (I>ibro MI. Cap. III del Código Civil), perú tn> la rei- 
vtndiVaiiina. 
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Ku su mérito. continua en unías sus partes la sentencia re- 
currida con las cusías en el orden causado. Rápase salier. dcvuél- 
vansi- l(rs autos y repóngase el papel en primera instancia. 

J, FlGUHROA Al.CORTA. — ROBERTO 

Repetto. - - R. Guido Lavalle. 

— Antonio Sakarxa. 



fiatttislti Pamiani. s» t\vt>*niiitt¡$i, u solicitud de las autoridades 
del AV/fjfl </i" ¡(tiliu. 

Su nutrió: Llenada* las preseri] tetones del tratado csj^ecial celebra- 
do entre el Reino de Ttalia y la República Argentina el 16 de 
Junio ríe 18K6. procede hacer lugar a la extradición. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes : 

vista fiscal 

Señor $i$m Federal : 

Eri estos autos H Gobierno de Italia solicita la extradición de 
Damiani Itautista, nacido en Tnnuello. lugar de a(|tiel Reino, y es 
por lo tanto subdito italiano, 

E) Tribunal Penal de Pavía !<* lia declarado |x>r sentencia de 
fecha 2*í ele Marzo de 1928, culpable de quiebra simple, quiebra 
fraudulenta y de. apropiación indebida y calificada, y to ha conde- 
nado a sufrir la pena de tres años y nuetfe meses de reclusión, y 
duscicnuis liras de multa que ini|>rmeu fiara el caso las leyes vi- 
gentes ríe aquel |>aís. 

Lw delitos que motiva la condena son de orden común y no 
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.^Uticos v ¿rtátt \** comprendidos |*.r U* ariicuk* ?* y 1U dé 
la Convención del 16 de Junto dd año UW. entre el Reino de Ita- 
lüi y la República Argentina. 

MnutH^s los rceaudos de ley y .1c estiU.. nada obsta jKira que 
conceda la extradición en las condiciones establecidas por la* le- 
yes argentinas. Rodolfo M afina. 

FÍscalia, Si-ptiembri' 5 ck* li»2¡». 

SEXTKSrtA OKI. Jfl-Z FEDERAL 

Buenos Aires, Mano 1' de 1Ü30. 

V\ pérfido da extradieióu é Kantista iWmi. italian-,. de 
cuarenta y im aTio* (le e*l¿L ca&& ^«nemant.-, tnnnulado por 
la Kmkijada <te Italia: y 

Considerando: 

One el I Wtiradnr del Kry ante ei ^ttttaj Civil y I'cnal de 
Pavía' lia exp*» orden «le prisión eontm el requerido, a quien 
se le imputan t«* delitos de quiebra simple y fraudulenta y apro- 
piación indebida, penados ,n 1.- arts. Sol del Código de Comercio 
y 41 f > del Código renal Italiano. 

puf !<»- recaudos que afianzan la requisitoria retinen ios re- 
quUiím expido* p.r el art. 12 del tratado celebrado con ludia el 
1¿ de lunio de 1886 v los dcUtos imputados a Umiiaiii son los que 
según el articulo 6" de la citada convención dan lugar a extra- 
dición. 

por ello v fie conformidad con lo dictaminado por el Ministe- 
rio I ÍMa! se o.neede h extradición de Kantista Damián!, quien 
S¿4 puesto a ásposteiún m Mini-tirio de Relaciones Exteriores 
y Culto, jiora su entrega a las autoridades italianas. —M'tgtíel L. 
Jantits. 
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VISTA DEL FISCAL DE CÁMARA 

Buenos Aires, Abril 4 de 1930* 

Kxcma. Cámara : 

("un los documentos presentados p>r La Legación de Italia, se 
han llenado cumplidamente los requisito-i exigidos \**r el an. 12 
do la Convención sobre extradición celebrada entre ti Gobierno rc- 
ttueríente y nuestra Kepühliea. |tfte¡ se han acompañado eopaa de 
la sentencia de condenación, o instancias de SU nulificación, asi co- 
lín i también las «Iís|m liciones \s$$b& aplicables a los hechos ddic- 
(uosus une se imputan. 

1.a identidad riel requerido se halla jxríeclamciitc 
Inula, no habiendo sido, por lu demás. objetada pot el interesado y 
lus delitos que motivaron sit proceso suti de Ir que autorizan la 
extradición, pues están comprendido* en el Tratado, 

1.a objeción cpie formula la defensa acerca de los móviles 
que motivaron el présenle ludido, resulta inadmisible, atento el 
carácter fie delitos comunes que revisten los cometidos por Oa- 
miani. • 

Eaj cuanto a la pruel>a testimonial producida tendiente a acre- 
ditar la honorabilidad del mencionado Damián i. carece en este ca- 
so de ludo valor, pues ella no puede modificar ante nuestra justi- 
cia la situación crearla ante las autoridades italianas. 

l'ur lu expuesto, considero <jue eurresjionde con firmar la sen* 
teueia a|K*la<la de fs. vta. que concecle la extradición de Kantis- 
ta Dnmiani y ordena sea puesto, para su entrega, a disjiosición tieT 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, esto último, siempre 
i pie aquél resultare ajeno al proceso de que informa el id icio de 
fs. 4íi. pues de lo contrario correspondería proceder conforme a lo 
dispuesto en el artículo 666 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. — Julián Pac. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Mayo 5 de IíkíQ, 

Y Vistos: 

Por sus nindumenit* y de acuerdo con lo dictammatUi por et 
M imr I Wurador Fiscal de Cámara, &e confirma la semencia rt- 
mrTüIa de t>- vta.. i|itt" concede la extradición <le Huiuista 
,-tiani. miieu será puesto a disposición (1**1 \Einisteriode Relacionen 
Kxn ñores y Culto, para su entredi a las autoridades italianas. 
IH'vut-K -se. —/t>si' Mttra'i. ■ ■ Mura-Hito Escalada. — /«'. J. ¿Va- 
sur .jnt ltareiia. — 7. /*. /.m«il 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Junio 24 de tftSO . 

Suprema Oírte: 

IVr sus fundamentos y consideraciones concordantes aduci- 
rla, por el Ministerio Fiscal, pido a V, K. uniera servirse confir- 
mar la sentencia de í*. 85, dictada por la Cámara Federal de Ab- 
lación de la Capital que acuerda la extradición de Bautista U'imia- 
ni. pedida |>or la KmUijada ríe ludia. 

H orado R. Larrfta. 



PALLO DE LA CORTE Sl'PHEMA 

Buenos Aires, Julio H de 1»30. 

Y Vistos: 

F.l procedimiento de extradición promovido i>nr la Embajada 
de (ialm por intermedio del M. -Meno de Relaciones Exteriores, 
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seguido respecto ile! sulxlito itatianu Bautista Damianí. en apda- 
ciún ante esta Corte de la sentencia de ís. 85 pronunciada |x>r la 
Cámara Federal de esta Capital; y 

Considerando : 

Oue se han cumplido eu autos Uh requisitos exigidos jxira c! 
caso, por tas leyes argentinas y el tratado con la nación reqniricntc. 
como se demuestra con la documentación acompañada y ggj decla- 
ra en las sentencias de 1* y 2* instancia. 

íjue la defensa ha pretendido denmstrar que e] deliM por el 
eiuil se |*rsi#ue al requerido proviene de persecuciones políticas y 
|tor lo tanto está fuera del alcance del tratado de extradición que 
se invoca, y a tal efecto ha pnalucido prueba testimonial, ésta es 
de todo punto ini|>rooedcnte dada la calificación de los delitos im- 
putados que se manifiesta en la requisitoria y testimonios con que 
ella se instruye: se trata de delitos comunes, como son el de quie- 
bra simple y fraudulenta y apropiación indebida que nada tienen 
que ver con la politiea en cuanto a su definición legáJ, y en rehi- 
ción al procedimiento especial de autos. 

Por estos fundamentos eoucordatites con los de la sentencia 
en recurso y de acuerdo con lo dictaminado |*>r el señor Prmnirn- 
ilor (icneraí se confirma la de fs. 85. Notifíquese y devuélvanse 
t<»s autos para su cumplimiento, 

J. FlGL'EROA Al.CORTA. — ROBERTO 

Repettó, — R. Grino f -avalle. 
— Antonio Sagarna. 
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Piteo de Ai t>r(K>fo(ia de San Juan cifflm fon Sitfifredo fiucáu 
Smifh. sabré cobro ejecutivo de pesos. 

SutMño : \ los éSmm m rm$m extraordinario, se consideran 
definitivas las semencias, dictadas en juicios sumarios, sí en 
ellas *>t ■ afectan garantías constitucionales en ínnna invpa- 
raMe. 

La ajH rtura del recurso extraordinario, en las causas que 
suscitan sobre ébbro o ]>crcci>cióu de impuesto» provincia- 
íes, * 11 <[Ue £ Ivau planteado cuestiones de arden federal, sólo 
implica el ejercicio de las prerrriínitivas tt>™titueionales y It- 
gáte% inherentes a la jurisdicción < xtraordinaria de la Supri- 
ma t une. en cuya virtud, de acuerdo con su jurisprudencia 
consulte, est¿ Triluuial puede rever toda resolución de cual- 
quier autoridad fiel pg£-jj en que se hayan planteado cuestio- 
m> .(ue afecten principios constitucionales y la resolución te- 
ca ida haya sido contraria a la letra, espíritu o supremacía de 
la l '■ni-íiuirtóu n leyes nacionales inviieadas por el recurrente. 

Kl ptfí<> de un impuesto en la cantidad redamada y es- 
tarcida por la ley y mi de írau dación, son hechos inconcilia- 
Mt- entre si. 

Kf» existiendo írande. es evidente que la interpretación 
mriimida al articulo 34 del decreto reglamentario de la ley 
numero 9l, de la Provincia de San Juan, pira aplicar una 
iíUtlta p'*r el simple retardn en el pa¿o de impuestos, perethi- 
tgps iH.r las autoridades producíales, sin olxscrvación ni reser- 
va alguna v sin ley que autorice la aplicación de esa pena, es 
ÍiH'omj«aliMc con el artículo 1« 'le la Constitución Nacional. 

1 .a multa impuesta en tales condiciones, es ademas incon- 
iili;t!i1. con e! articulo M de la (oivlitución de la Nación. 
de>de míe la constancia de deuda qué sirve de fundamento al 
füíaó; desconoce la supremacía, dentro del territorio de la 
l'r- milicia, de expresas dis|*>sicione> del Código Civil, 
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Siendo el |(u»tt, el cumplimiento de la prestación que 
constituye et iili jet» tk- ta di ilinación, cuyo rícelo i> extinguir 
I:i deuda con todos mis accesorios y garantías y revistiendo la 
mulla el carácter de un accesorio di* la obligación, el reeili» 
del impuesto sin observación \utv parte dfc la oficina recauda- 
dora, ha extinguido agüéita, conforme a! precepto del articu- 
lo 5J5 del Código Civil. 

Resultando improcedente la aplicación de la inulta. por 
hallarse extinguida la obligación principal con arreglo a la 
ley civil, ni las tejes locales ni su interpretación, lian jjodidn 
hacerla revivir sin conlrariar las disposiciones de la ley de 
fondo. 

A los efectos de este juicio es inconstitucional la multa 
impuesta de acuerdo a la interpretación y aplicación de las 
leyes (le la Provincia di- San Juan, números 91 y 21fi y efe* 
erei» reglamentario de 3 de Knero de 1 1 *2*>, hechas i » la sen- 
lencia para admitir la ejecución |mr la vía de apremio, por ser 
iiu-Miiip-uihles cotí los articulas 17. IS y .11 de la Constitución 
Nacional. 

Cliso '¡ Ltt explican fas pie/as siguientes: 



SKNTI-NCfA DEL JfKZ EN LO CIVIL V MINAS 

San Juan, Octubre 3» de 1H2H. 

Y Vistos: 

Tara n solver estos autos caratulados "I ; iscu Provincial e. 
Uazait Stnith Sigiírcdo - -ejecutivo — " de lo que resulta: Oue 
a ís. I y 2 obra, la resolución administrativa dictada por la Direc- 
ción de Rentas de la Provincia, en la cual se condena a Sigiíredo 
Kazan Smilti a pagar ta cantidad de un millón trescientos setenta 
y ocho mil cuatrocientos un pcsi», sesenta centavos. |*ir concepto 
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de imilla míe té eorres|xuide i*>r infracciones a ta ley provincial 
mimen» <>l de fecha 25 de Fchrom de YU4 y a su decreto retfla- 
mnilari» «Ir 3 dr Knero de 1927 . 

( >uc a i>. | se presenta dolí Luis P. Aleare/, en repre^ma- 
cton del Pisco Provincial entablando demanda i»or vía de apremio 
coiitra el nombrado Siyitrcdo liarán Smith por el importe de la 
muid ante> indicada y acompañando el certifica*!» cr>m si lidíen- 
te de la líirccción de lientas ( fs. 7) y cuya presentación el Ju/- 
gp£p rewjiáif a tV 10, aceptando la demanda y ordenando la cita- 
ción a &W a derecln» de) demasiado y requerimiento de pa^o. 
diligencia- qtte se cumplen según resulta de las actuaciones* de 
fs. II y 12. 

* i(u« n tV Id > ■ .M vta. se anotan mnltargo e inhibición contra 
el drniaudado; y a ís. W amplia el cniliargo en los frutos de 
las propiedades y al vino corres poi id i ente a la cosecha del ano 
PÍ2N (pie t xiste en la bodega de propiedad del demandado. 

i hu * Í-. 1.1 se hace parte don Juan Arturo como nrpresen- 
tmw'Ú? d.m Sijrifrvd» lta¿t¡m Smitli. <$m es tenido como tal a 
fs, I9í a ís. 32 vta. se hace saíier al demandado el embargo tra- 
Iwlo y se le cita para la venta de los bienes. 

En éJ perito qtíe com- de ís. 33 a SI el demandado se apone 
a (a ejecución alegado la falsedad del titulo fundada en la im- 
procedencia de la via de apremio y en la nulidad de la resolución 
aiuramstmtm i y sostiene también la incoustitucionalidad de la 
multa v de las dicciones de la ley 91 y su decreto n-glamcnta- 
rió e íIivío en favor de estas defensas la ley provincial número 
41 1. art. 829 i S41 del Cód. de Proc. Civiles, art. I" y 17 y 1* de 
la í'.MiMitueión Nacional y otras disposiciones legales concordan- 
tes y Milicita el rechazo de la ejecución, con costas. 

i nada- las parto a juicio verkil. se realiza la ausencia de 

¡nínrma el acia de í<. 52 vta. a 56 en cuyo acto la aetora con- 
testa las excepciones opuesta» por la demandada sosteniewto la 
procedencia de la vía de apremio, alegando que dentro de las ex- 
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cej!ci..m> :mt.rri/.-i.l i por la ley emsta dase (le jüteias no es gcr- 
mitiífe fe $sc&Sití» & litó eui-Mi.mes planteadas por la dcmatida- 
.!: v cíefíenáe en eanuur sáitóEáfíé; la lejptiniHlud «lo la n*so- 
Iiietótl administrativa y eon*tiufci«»iialidad do la multad y ilis^si- 
ekmes legales trápüg^adáij por la parte <fcmandada. Cha mi apoyo 
de í'« i¡tu- atiene varias deposiciones Urales, fallas de tus l ri- 
(uatcfes d< í;i Capftal de la íieimlfc y optttíoiuaa de tratadista <!*■ 
derecho constitucional, administrativo y po>$e$!& y pide se fee 
:.det;títK' estjt ijeeneióji con rostas. 

A ~- sé. continúa el juicio vi-rlial resnl viendo el Juzgado 
Hs inciiU-iicias planteada* ni h audiencia de fs. 52 vía. y se llama 
anto* para semencia, pnividencia míe ei innsentida por las par- 
tes : v 

* 

(onsidoraiido: 

1 1 i )üe ta miSita es "nna couMetteneia jurídica" del ii«i»U««? 
tu qitp ¿eistóiléta y naturaleza r>lá determinada p<»v este ; y como 
i^lt^ap^n accesoria gosa del misino |ríiéedtteicttto estaUendo i^- 
ra h> qWiga^ón principal, < Art. 5-M del Código Civil, doctrina y 
jum{>ttideriéia del mismo) * 

2> i \uv la ley provincial minu-ro 411. lomada simplemente CO* 
$io iniciativa di- la vi. Imitad del legislador solírfi «'1 ¡*i «eedüuien- 
;.. :. t roí ¡ ;u K e>taUece en mi art. 2 V la vía «le apremio :l los juicio 
por cobro ¡le multas íisealts. 

Que tamben resulta aplicable jjor analgía el ari. 4.U dél 
Cfcttgp de |Wrd ; r.i>'Hos Penales. t|tté dice: "í-a condenación al 
I Eigo -le maltas o cantidades j «cuidaras, reparación dé daños, in- 
demudación d< perjuicio .s y satis íacciim de costas, se harán eíce 
tiva* ieguti 1a< t^láa estaí»léokIas in»r las leyes dé proeediiuien- 
a; i ;it"'. la ejmtción do las sefttenHas-', disposición con/ 
coníantc C011 el artículo S47 del citado Coligo de IWidimien- 
ujs civiles, fuié establece: -lucho el embargo, ie procederá \»>r la 
vía de apremio lüasta ejecutar la sentencia". 
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{ Qué tu» atítorisandb ninguna de las cxcrpdune.s anicula- 
res en iuipcte dé apremio, la oposición al trámite imprimido, la 
parte demandada ba con.seniÍdo el pncodinuinfo de este juicio al 
m • macar la re>. tinción de fs. 10 <jm* ordenaba *eiíuir la vía de] 
juicio de apremio. 

5 Mttc rl juicio do apremio qs de conocimiento limitado, >icu- 
■ má* ipit un iuneio un pnicediniicuio y jtor lo tanto la- defen- 
^as articuíable? muí también muy limitadas y deliefi interpretarse 
ñu! carácter restrictivo, qncáandq a tas partead juicio ordinario 
para la defen.sa do sus derechos. 

6* Que en el CVk%<i di' l'roct dimierltOS de la Prov incia o>- 
ini • en Ta doctrina la exección de falsedad de titulo o** distinta a 
ta de inhabilidad de titulo y míe el art. 773. ¡uc. 4' del Código de 
I 'roecdinncnio?. Civil, al decir "falsedad o inhabilidad" no signi- 
fica que -t irrita de dos nombres de una mi 'na excepción, pues 
en idéntica furnia enuncia la exerpeioue- <ic "fuerza f) miedo". 
K pagp total y |í.-ir-ial". "¡tan -acción o coinpromiso" . 

7" One aun mpOili^íKló yigetiie la ley número 411 cabe ób* 
servar que términos "podrán < «poner inda elase di- ev.vncio- 
nes", m' refieren T«V' sainen te a fas execciones mu* la ley \ 'ice- 
saj establea eri el juicio de aprendió. 

S" < Jue t*l art. B33 de! CÓdSgó de l'r< -ceñimientos citado sólo 
autoriza la ejíeqjción tte ^íáfcsé4ad tte titulo", la (juc existe Citando 
■! hace en i"d«> o en parte un documento falíjo o se axitdtera uno 
verdadero, i Manual de PítícetiiniieníCíS del doctor Toma- Jiofré, 
ti uno 1 Y, pagina 63 ■ . 

SÍ* Que de acuerdo al precepto expresado en los fcórisi feran- 
dns anteriores, ésta eíá¿e (le juicios y e^jceialnaiue la excepción 
iUr faj&edád de titulo, no permiten di-euiir la can. a di la- ob%u- 
-imits. ni la ñutid .d de !¡is iooIiicÍoírn del poder aduniri-irativo 
ni cuestión 1 ! > de uieon^iñu'-iotulidad, ni ta- niras defensa- ipn for- 
mula el demandado en sw escrito de' F& 33 a 5K i*>r ser eue*lii;»ne> 
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de lato conocimiento o no ser de las deleitas o nutran lula* en 
las excejrcioncs articula! »k-s y en consecuencia eMfees^ppieáé que el 
ju/^ado 11* » se pronuncie solire el fondo de las mismas rechazán- 
dola* pf litó razones <le Orden procesal mencionadas; y asi m- de- 
flava , 

l< r ',jue la |>arte demanda- ia ha entablado pir tste mismo Jitz- 
gfatíp y Secretaría Recurso O >: Mención Administrativo contra lu 
resolución de la Dirección ríe Rentas tjue da motivo a esta ejecu- 
ción, autos que el Juzgado ha tenido u la vista y en los cuales se 
plantean las mi>inas cuestiones articuladas en el escrito de fs. 33 
a 51 y <|ik- ineiicimiati en el considerando anterior: y e-te re- 
curso por tramitarse en el juicio ordinario permitirá ima amplia 
discusión y una mejor é^nnentación ijue alione el derecho de las 
piafüs y asi el juzgado estara halii litado y facultado para díctaí 
el pronunciamiento torres] wndiente. 

J'or c^tas consideraciones y los fundamentos concordante 
invui-idos en el escrito de la liarle aetora de tojas 5X a 72, re- 
sueK'o: Rechazar con costas las tefce|^ttwwa opuestas de ís. 33 
a 51 y ordenar se lleve adelante esta ejecución y >v proceda a la 
venta di lo* bienes «nk-irjjados hasta jugar aj actor importe del 
c:;piiai. interés s y costas. Se reculan los honoraria del afea- 
do patrocinante y apoderado de la partead* ira. ductor Manuel No- 
voa y flon l.nis i'. Alvares!, en treinta mil y treinta mil pisos, res- 
pectivamente. Transcríhasc y notií íouese. — E. Vrrazu. — Ante 
mi : Miffíitil /-. MOi :h-s t 



DICTAMEN" UVA. l'KOft'KAtKlR «if.NKRA!. 

[tuenns Aires, Junio i:t de 1ÍJÜ0. 

Suprema t une: 

i A flatado por V. K. procedente el recurso extraordinario 
I fs. 138) ¿ paso a <*euparine sobre el fondo de la cuestión sometida 
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a la revisión <k- V . I\. en los autos que >íi;ik- el l-U-o di- Ul Pro- 
vi nria de Sasi Juan contra don Si ^it redo 1 lazan Smith. por cébro 
de la >mna «Y un millón trescientos setenta y *kt1i»> mil cuatrocicn- 
i>*- un |m."í(i cun <(" vina centavos moneda nacional, ¡miarte pro- 
vrnieiüe de umitas imj motas por infracciones a las leyes provin- 
ciales números SMj 216 y 224. 

Ks iucucMioiiable que Milu se trata iM cobro de multas por re- 
íanlo en el pago lid gravamen correspondiente a los impuestos 
provinciales. sej¡ím Mir^e de la resolución de la Dirección de Ren- 
tas agregada en copia autentica a ís. 1 de krs autos sobre apremio. 

Lacha de inconstitucional i* huí al art. 34 ttel decreto de 3 
de Muero de 1M27, re -lamen;:-. rio de las U-ye> provinciales núme- 
ros Vi y 2)0 se justifica teniendo cu cuenta, que las pena,- pectt- 
n iarias que establece vm aplicables a casos distintos <le la> infrac- 
ciones previstas en t i art. 4 V de la primera de las leyes citadíts. 

Consta fie autos que el impuesto fué satisfecho nj Mínimamen- 
te v de una manera espontanea p&T el deudor, recibiéndolo sin oi*- 
jeciúii i» reserva álguiist ¡a oficina recaudadora respectiva. \'f> 
puede aceptarse, entonce*, que en el acto del pago hubiera existi- 
do Miptiera un COfiato tle d* traudanñn que. p«ir i-lra j-arte. dejó 
finiquitado el asunto en la forma e\prc*adn. vale decir, sin pro- 
testa ni reserva-. 

I,-i ilegalidad observada en e*tos autos, imprimiéndole el pro- 
cediuiiento fiel juicio fie apremio en virtud de un documento ema- 
nado de autoridad sin facultades jara imponer umitas n.u-idera- 
das omtÍ5catorias t está evidriuenten!»- demostrada, y ello hace pro* 
védente !a excepción de inhabilidad de tttuío alegada. 

!.;. oposieion entre la-> leyes provinciales y re-oludon admi- 
nistrativa de que se hace mérito y los preceptos kv.aas y cowltttt- 
rionales invocados por la pítríe apremiada, está de manifiesto ante 
ios principio» preconizados t u el preámbulo fie ia Coiistiutción fe- 
deral y lesionan los derecltt»» expresamente garantidos a todo? Irt» 
habitantes del país. 
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Cabe ohscrvar iain!m:i la qiW ta ley provincial número 41 1 de 
i U uriirc 25 ile 1928 fué vromulRada i*>r el V. E. en la misma íe- 
#a ( í*. 147;. es decir, eon anterioridad al decreto expidido jior 
el imervtmor federal en dr Dkn iittJfe áStító^ declarando la ca- 
ducidad de los ptxleres cjtnuivo. U^nslativo y judicial y de las au- 
toridades municipales, liasta cuya techa átetios imderes des«mpc- 
Fiaron nefariamente las funciono pertinente*, y sej^'m reza de la 
re^hteiÚn administrativa impugnada, ésta se dietó en Mayo 22 de 
V>2¿. estando SUS cícct» fuera «leí alcance de la ley nacional m*i- 
imr.i 11541 , 

Kstos hechos ilegales demuestran la iiieon*tiuieionali lad di- 
la milito impuesta arliíiranamena- al señor S ¡gil' redo Kazan 
Stuñli. circunstancia que ha motivado la intervención de V. h. 

iiu-di.v del mcütso extraordinario fu ir tratarse de tina senten- 
cia que lio :idniite aviación dentro de la jurisdicción t -.iviwial. 
teniendo en cuenta ét trámite indebido que se le ha dado al juicio, 
reiíarando *sl oí mal causado. De aceptar lo- en ta íonna que in> 
truuii i ,t<>* üfflm mi portaría COnstbolf prolúhición. díMrureióti ó 
confiscación. 

En H fallo que ge registra en el tattio l 1?- 1 , página 2S?3S. \ . E. 
ha hectio la siguiente consideración que, COtlla venia, respectiva, 
me permito traiiM-riliir j»or conceptuaría aplicahlc al eaSO de autos: 
"Oíh- -j hirii Í*M iril tunales uo están llamado-, ;« examinar la n]**r- 
tunidad y comí nieuci.i de las medida* It-fisíalivas o administran 
va- temlíentes a ttfoicger la *aíud péhtka, e* mem-stionahle que de 
aca rdo con Kttarfe. 14, 17. 1". 20 y 2&M Li t '..u-titm-ión 
nal. la d'strina y la jurisprudencia, pueden resolver en eitvuiistan 
i i.is extraordinaria- de i^ntfiesto e insalvable conflicto entre 
aquéllas y la ley fundamental, que las niisniirf no tienen n-lartou 
con fitts íme- apawtea y que se han de^oniK3tlo con elia^, tufie 
cesaría «■ injustificadamente derecho* primordiales que el poder 
judicial <!« Nfi amparar, cotnoc* < I EÓCe ".<>t :ii.i1 y Imut-t- ► d< ía pro- 
piedad, «n i*riuieio dt- tercero, y el ejercicio de profiaMót* - e in 
dn-"i; - Tj» it:t-. |M»rqu«- ck otra sitcrtr la taeoltad rte recíamenta^ 
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cióu de las legislaturas y de las mittiid|>alkhde3 seria ilimitada, y 
las leyes y ordenanzas locales o nacionales sobre ¡a materia podrían 
hacer i!u>orias todas las garantías acontadas al habitante del jais". 

ÍW estas consideraciones, las concordante < del escrito de (V 
.33 y memorial de ís. 166 que reproduzco vn lo pertinente para 
evitar repeticiones innecesaria-, pido a V, l*". se sirva revocar la 
sentencia apelada eii la parte que ha podido aer materia del recur- 
so, declarando incon^ Unción al a loa efectos de fcstó inicio la multa 
ímptíesta a don Sigiíredo líazán Smirh, a merin. de que la inter- 
pretación y aplicación de las leyes de San Juan números $\ y 216 
y decreto reglamentario de 3 de Kncro de V>27. hechas en la 
^■meueia de referencia, son incompatibles crin las cláusulas de la 
Coiw luición Nacional y dispáírfiWSeS de la legislación de fondo 
citada-t j*or l:t parle demandada. 

Moraría A\ I. arreta. 



I-Al -LO OK LA COK I I- St * t'K 1 M A 

Huenos Aires, Julio H de 193© . 

Y Vistos: 

Considerando: 

* 

ijue los hechos que sirven de anrecedente a la presente eau-a 
son los siguiente*: at Don Sigiíredo tlazán Smüh. industrial Ihj- 
deguero de la Provincia de San Juan alionó al fisco de esta los im- 
puestos erreapondicute* a una i>arte de mí elal Miración de vino, 
siéndole recibido su importe sin observación alguna ]*ir las auto- 
ridades ; h) Posteriormente, b *s funcionarios de la intervención 
íederal en aquel Kstado. si presencia de !a denuncia formulada 
por don Santiago IV Niclsen. declararon que Kazan Sniith estaki 
también obligado a pagar la multa "a que se habia hecho acreedor 
por incumplimiento del art. 4 9 de la ley °d y i>or iníracrión a los 
art*. 1!. 12 y 34 del decreto reglamentario de las leves ( >1 y 21o: 
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c ) i MiiH^iiiftiitiiutHt. la Hirc-edón Central de Rimas formalizó 
Ota ttímtánéa de deuda a catgU ée l tazan por la simia «V pe- 
sos 1 .328.401 .#>, la que fué oíítfgáda a Í¿# lints d$ C0>ro ^ & 
citada Mima l»or ¡a vía de apremio: d ) Kn calidad de medida pm 
via s* decretó (JOf pedido del señor Director (¡eneral i!v Remas, 
don Alfonso Al. Rucea, itihil rk-ióti general de hiencs contra Ba- 
/;m Smith el _V do kfayo de 1329 y. ^tém^ÉetlÉ^ ya de lucido 
el juiéia de apremio anotóse un enifargo sohre lodi* los innuiehkis 
dt propiedad del nombrad", el que fué ampliado a t's. 2a vuelta 
respecto di- fas maquinarias y Útiles de la 1 turiega de su pertenen- 
cia v di 2.9SI . 1<1S litrus de víivi exisieutes en aquella: e i Por 
último y por pedido .í:1 reprímante de! fisco se nombró admi- 
nistrador de Hídos tos hienes a don Augusto Bruna, l^r auto de 
Junio 17 «le 1'L*'. 

< hu\ aun cuando. «SI! el présenle caso se irata de un juteto 
ejecúiávoi Ii>s hechos relacionados dt muestran que d recurrente 
se entumirá gK&ailo dt- la aifiliunlstraciéU de sus cuauli«*us bie- 
nes y de las rentas de los inismus de* le hace más ele un año, eí«c- 
to dPÍMtívp éste suficiente pr 4 |w>to $m mu- el Tribunal se 
pronuncie &§rs las cuestiones de itu-onstitucionalidad relaciona- 
das c«>n ta pinecdencia del juicio de apremio sin espiar las re- 
suelta> del juicio ordinario ni del resultado de la demanda con 
lenciotfí administrativa jHiidicnie, Otra* veces el Tribunal, lia con- 
siderado como definitivas, sentencias dictadas cu juicios sumarios 
ejecutivos cuando >.e ha considerado que en éstos estafan afecta- 
das garantid constitucionales &i fotma irrqíarabte. í Fallo.-, to- 
mo 98, paguía 2(r>; tomo i 13, página 165 > . 

HtUí las autoridades administrativa* dje la intervención han 
Irasad^sU derecho para aplicar la mulla cuyo cubro se iwrsigue 
CU fos articulo* 4* .le la ley 91 y U, 12 £34 del ttivrcio reglamen- 
lario de las leyes r >1 y 2W> y el demandado a su vez las ha impug- 
nado como inconstitucionales |*tr hallarse en oposición ellas o la 
interpretación atrihuída a las mismas con preceptos de ta Courti- 
ttkárin Nacional, del Códi«u Civil y tW Código Penal y es p# 
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consiguiente ffl$m fabo el muU> expedido i*>r Iíi Dirección de 
Remas de San Juan y en tal vírtiul improcedente el apremio. 

Como se ve. la aceptación del recurso extraordinario, no im- 
porta extender la jurisdicción (le esta Corte más allá de mis pre- 
rrogativas eonstitucit niales y lej^eá entrando al mecanismo íooij 
de la peree¡vióu de íp impuestos provinciales, sino que. significa 
ta ai inunción de su jurisprudencia constante de rever to# di- 
lución definitiva de cualquier autoridad del país en las cuales se 
hayan planteado cuestiones qttt afecten principio* constiuicioiui- 
lcs y aquella haya sido contraria a la tetra, espíritu o supremacía 
de la Constitución o leye- nacionales invocados por Io> recu- 
rrentes. 

Que desde liu £í«» el an. 4'' de la ley 91 y el 3+ dd fer^O '1' 
3 de íínero de 1927 reglamentario de aquella en cuya virtud se ha 
aplicado la multa, se hallan concclmlo* en los siguientes términos: 
H) que haga fal>a declame i ón Ó Incurra en actos ti omisiones 
tengan |w»r mira o efecto defrauda* al r&gp de impuestos internos 
será lanado con diez veces el valor del impuesto que se ha pre- 
tendido defraudar o eludir. En caso de graves defraudaciones de 
reincidencia general o de concurso de infracciones la multa s&m 
de veiiue veces el valor del impuesto ', (art. 4" ley 91 . y e! art. 
M del decreto impone a su vex una mulla de diez a vt -inte vree< el 
valor del impuesto \w cualriuier iufnicctón. ! -a simple confronta- 
ción de amias disposiciones muestra que !a del decreto va en sus; 
sanciones mucho $gg lejos que la de la ley. al punto de hacer ex- 
tensivas las nenas dictabas para el supuesto de grave fiarle a 
cualquier otra iut'raceión, V aunque la pena de policía y ta pena 
de finanzas mantienen entre sí y con las del ñVreeho prual 
rencia> sensihles tienen ífé eomñn el principio de que lio hay pe- 
na sin ley anterior que la huya est;:Mec¡do conforme l>« pros- 
cripto pQt e! art. 1S de la Constitución Nacional. Que en el cim 
de autos se habría aplicado al recurrente por la demora en el pnLío 
del impuesto una inulta que la ley sólo autori/.al>a jtara el caso de 
defraudación, es decir. sin ley que 1«» autorizara. Ks cieno ijiti* la 
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resolución que constituye el antecedente del certificado de deuda 
alude también "al valor <lel impuesto rute pretendió defraudar", 
pero, del*: observarse que el pago del impuesto ofrecido y acep- 
tado por la administración sin observación excluye por sí mismo la 
idea de defraudarlo. \i\ iKtgo del impuesto en la cantidad rech- 
inada o Impuesta i>or ta ley y su defraudación son ideas o hechos 
inconciliables entre sí. lis verdad también que se bahía de una 
tentativa anterior de defraudación consistente en el cambio de ho- 
jas del libro fiscal en que se lleva la cuenta a los 1x>degucros, pe- 
ro, a este resj>ecto y admitiendo la realidad de aquel cambio* cabe 
formular dos observaciones : a), que la sustititción se habría rea- 
lizado en «n libro fiscal llevado por la administración y no por 
el contribuyente ; b), que el cambio se habría producido no [«ira 
pagar un impuesto menor o no pagar ninguno, sino para pagar el 
que realmente correspondía, es decir, todo lo contrario de un pro- 
pósito de defraudar. 

One si Ta sustitución de tos folios o su adulteración ha teni- 
do lugar en tos libros fiscales que no se halhu a disposición del 
contri huyen le sino de los empleados administrativos e! delito no 
sería ya puramente fiscal, sino de derecho pena] y su cor» «cimien- 
to correspondería por consiguiente a los jueces del orden local 
ante los cuales debió presentarse la cor resi ion diente acusación fis- 
cal. Hasta tanto la justicia no dicte pronunciamiento al respecto 
nada e* posible anticipar sobre si existió el delito y sobre el pun- 
to de s'dier si en él tuvo o no intervención el contribuyente. 

One desechada en esos términos la imputación de fraude, es 
evidente que la interpretación atribuida al art. 34 de! decreto re- 
glamentario de la ley 91 para aplicarle la multa al recurrente por 
el simple retardo en el pago del impuesto se encontntria en pugna 
con el art. |S de la Constitución Narional. desde que la Tey re- 
¿lamentada no autoriza la sención impuesta. 

Oue a igual conclusión se llega si se examina h cuestión ha- 
jo el punto de vista también invocado del art. 31 de la Constitu- 
ción Xacioual, pues la constancia de f leuda que sirve de antece- 
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«lente d juicio ¡ncuad» en su mérito, deafÉ^W» la stq 
fenir» .1H territorio de la Provincia de exprés disposiciones del 
Cólico Civil . 

< hti fe multa, como I» apresa la sentencia en recurso, es un 
MWb¿! del imptteáto por hallara en ésta la razón de la e*t£ 
tencia fe aquella, (art. 523 «le! Código Civil K y es equt T arabfe 
pur coitei|ftiienífi a una cláusula penal, puesto que ambas tunen 
por ..bjev, obtener el cumplimiento de la prestación y prefijar ln> 
daíi.-. si bien las primeras son convencioiuOig y las secundas 
emanan «le la ley, ( artículo 524) , 

( Kh- de la propia resolución administrativa que sirve dr au- 
tm<\m$ al ccríiíieado de deuda se desprende que al contnbn- 
unte le fue recibí i" el ^go del impuesto materia de la multa sin 
.aknlud ni reparo alguno por los recaud adores tte0é&. \ bien, 
el pago de acuerdo con d art. 726 del Ca<%» Civil es el cumpli- 
miento de la privación que constituye el objeto de la e^efti» 
v pnxliue él efecto de extinguir b obligación con todos sus ac- 
cesoria y «aramias, (articulo 727). Siendo la multa un acceso- 
rio de la obligación, el recita del impuesto sin oWrvación de par- 
le 4e la oficina recaudadora ha extinguido aquélla conforme al 
pnvipn- expreso del art. 525 del Código Civil. Y esta interpre- 
tación es tanto más legitima si se tiene presente: u>. que mando 
>e «rata de penas financieras fundadas en el retardo del pago del 
impm-t.*. las autoridades administrativas, que sólo han podido 
t-Mal leerlas mediante una ley. se hallan sin embarco facultadas 
pata remitirlas o moderarlas, debiendo reputarse esta autoriza- 
ción, dice Maver — Droít Administrative, tumo 2. pág. — 
¡jiMflfi una consecuencia del derucho de tlwpomT de los créditos 
l«:imi»ri<>* accesorios derecho que está comprendido en la ges- 
tión ordinaria de los necios del Estado; b>. que éste es, ademas, 
r! eriteri*. qp U propia administración de San Juan lia aplicado 
particularmente en otros casos de deudores con retardo, lo que 
prueba que no existe en las leyes del Kstado prohibición alguna 
al remeció. 
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< )iu- >t de aeiurdo con Id dicho la nutlia se hallaba extingui- 
da |M)r el p&gtl de lo ] •rinci] kh! de acuerdo con la ley civil, ni l;is 
leve* lócale- ni su Enferprctnerón han pulirlo hacerla revivir sin 
contrariar !a> dis|Hisicioues de aquélla, 

*Jiu\ ademas, de acuerdo con el art, 505 del Código Civil i-l 
eniiiplimienio exacto dfe la obl ilición (M al deudor el derecho de 
ohiener ia liberación correspondiente. V el (Unidor la ha obteni- 
do cuno lii reconoce la misnr.i resolución administra! iva. La in- 
lerpretaeión atribuida al an. +■' de la ley 9Í y al decreto ng\ah 
meiuario vulnera un derecho adquirido por el contribuyente y jior 
ende el art. 17 de la Coiim tuición, pues el litado, mediante la 
intervención de sus funcionarios, le ha otorgado el correspon- 
diente recibo de p¡if¿o dándole con eso ¡a liberación de su obli- 
gación, I doctrina del fallo de esta Corte, tomo 151. páj;. !03) . 

Ku mérito de esta» consideraciones y reproduciendo lo dic- 
taminad^ |»f c! señor Procurador General, se declara iiionwti- 

gffréád Uazán Smíth u mérito de que la interpretación y aplica- 
ción de la* U ves de San jnan números 91 y 21 fí y decreto) re- 
glamentario de 3 de Enero de 1^27 hechas en la stntcncia para 
admitir h ejecución j>or vía de apremio son i neonipa tibies con los 
arts. 17. líí y 31 de la C onstitución Nacional y, eoust»nrieiUeinen- 
le. se revoca la sentencia a] telada. Notifiqucse y repuesto el pa- 
pel, devuélvanse. 

|. FífíÜÉHOA Al-COlíTA. — Kohkrto 

jíei'p.tto. k. (íi ioo i.avai.t.k. 

— Antonio Sacarna. 
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íhm Cortos Uww conin r¡ íM-nw WwwnJ. tobr.- 

Sumario: Pruredi- la devolución ñi h l'^ado I** * 
imtltas aplicad a! capiian de un i*>r d trau-poru- ,k- 

peponas <¡ue. en d >entir de lít ley numero SI 7. no pueden 
&f GíiiísKfemdos inmigrantes ui É3í¡íl*K*» cnitif ► pasaier' >s, mil. 
com a simple uakijadorcs tpi%s al piliis desdé el estiSBM^ 
f®, sin la document;i<-i/.:i (rsi¿#fe Í*HT dicha lev vara (mder 
dv^mkirear en el país. 

filio: l.d rsplkan las i>ie¿a> *\&\úmW* 



SI- N Ti-. SCI A 1« !■ Jl-'EZ l ; Kt»KKAI. 

Káimos Airen, Agosttu 22 du H»2i>, 

Y Vtous: 

nn-movidos flor í»* Magnu. David^en eoiura ;a Na- 
ción m.I»r- repetición do *fcnSfft« riadas umitas ¡ y 

I ■ < iw é actor wanificsla en su demanda tí* í>- 1 <P ta 1 v 
♦wu-n de tüniigmdón h ímíntsti ireinta y dmv imiltas d. can 
peso* oro sellado cada mu por haber trnn^H.rtado iremia y te 
jasajrr.» de tercera clase sin calificad.* de anUrcdenic. judi- 
ciales añilar»*. pe^otiak-s y pa^i^rtes ru.pectivamenu-. y una 
««tita de cien i^os oro sellado por na haber eutre^adn $ can- 
tan del Udleuero "Suí-ra" Iíh¡ certificados, de imm-raeion des- 
cripta nt el incisn 2-', an. 5* M mgmmm de desembarco, ni 
la lista general de pasajeros. 
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Scñala que las cuarenta y dos iwrsotvis, <le color itegro, 
fMMxfas di: San Vicente. Cutio Verde, fueron conducidas desde 
allí a las Islas Malvinas j>ara jwsear ballenas, y a causa de d¡^ 
turbios ton oíros lacadores noruegos, se decidió repatriarlos y 
como no hubiera Iwirco discutible jstra llevarlos direetammte a 
su patria fuiíx) que traerlos a (¡tordo del "Subra" basta aquí, para 
rrasl ¡opiados al ( heñíale, que debía licuar de Santa l r c a I'liciios 
Aires 011 viaje |Kira el extranjero. 

Indica que Helado el "Subra ' a esta, se realizó la visita a 
1m»(i!<» en forma deficiente, lo <jiu- determinó la ínijutsición de las 
innlt¡i-i. (|ne no proceden [*>r cnanto, entre otras razones, se traía 
de trabajadores de tránsito sin pro|>ósil:o tle radicarse en el país. 

A^rejja mía serie de reflexiones al respecto, impugna el íun- 
d.inui'to de las multas y termina solicitando se condene a la Na- 
ción a devolverle h suma de nueve mil setecientos M'Leiita y dos 
pesos moneda tiacionat a míe ascienden las mullas, con intereso 
y costas. 

Contesta la demanda el señor I'roettrador Fiscal a f». 27, di- 
ciendo qiu\ efectivamente, lleg$ el ballenero "Subra" a este pun- 
to procedente de las Malvinas el 7 tle Enero de l'>2(>. conduciendo 
ena renta y dos j visajeros de tercera clase y es presa míe en las is- 
las de que procedía no existen autoridades y que aquéllas sirven 
fie La-e para Ja pesca que hacen los buques extranjería. 

ALrre^- que las multas son procedentes pitipié dcN- estimar- 
se qui- el *" Subra", si bien no vetiia fie Europa, traía más de cua- 
renta y d*'s pasajeros tle cal ios afuera, de tercera cla^v. cuya ca- 
racíerivtica de inmigrantes es evidente, habiéndole maniftslado 
rl propó-ito de trasladarlos al "Overdale" con posterioridad a 
la resolución condenatoria impugnada, que conmino al ador a rc- 
conducir los citados pasajeros al puerto di- r»rit»oii. siendo reem- 
kircados diez y ocho días después. 

Afiade. entre otras refUxiones. que. el "Snbra", no obstante 
provenir de las Malvinas, no puede ser considerado buque de 
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ealjota^ y la muka j»or carencia de cení f irado «fe imnigración y 
lista de pasajero* está bien aplicada. 

Termina 'solicitando se rechace la demanda, con costas. 

T Que el resolver esta vieja causa, llegada al fttófido en 
24 de i ¡ctubre de 1928. antes de. alegar í fs. ¿3 vtn. t. observa el 
suscribo que es conveniente reducirla a sus verdadera* pjpor- 
eiones . 

Está iKíríectanRiue cénif^P© en autos, que el kiiluiero 
« Subra * llegó al Puerto de la Capital el dia 17 de Enero 4* 1% 
amdnciendo cuarenta y dos portugueses, procedente de las Islas 
Malvinas, sin documentos personales, cuyos iudivid«o> fueron 
de<emkireados, detenidos y vi-iladus en tierra y reemkuvado, a 
iHird.. del "Mverdafc" con intervención de las' airtnndade* res- 
pectivas, llegando a San Vicente de Calw » W Pejtf«ra 22 
Ver fs. <>. 11. 14. 15. 1S. 20. 22. 23. 23. 53, (4. Jo. # 
y 67. expediento agregado, Ministerio de Apicultura MI:<0-1'L-. 

Se aclara m atttos que en la comunicación de fs. 9 y acta de 
fs. II de diclio expediente, exilie error en lo relativo al tonelaje 
del re. dsim M 'Sul.ru" v al carmínenlo de quinientas tonela- 
da, m&m ti* ,i ° ¡mv' Vtr P- Mk v - *$ * 441 í**^ 

Adunas, el acta de fs. U. evadiente agregad* < y la nota de 
ís, p del misino, adolrcen de los defectos # no precisar -pie el 
■'Sttl>ra" es nu vaporvito liallriiero. no afectado especialmente el 
tráfico <fe conducir pasajeros, con linea más o meuo* régífe 5? 
porque no suscribe esa acta el oficial de la Prefectura, m el Ca- 
pitán, ni el Médico de Sanidad, pne* acrece que el señor \ nono 
110 es médico, fami practicante, wrúii re/a la unta de fs. f >. j 

Se desprende de I© expuesto a. grandes rasgos, «pie en 
rigor de verdad no se puede considerar inmigrantes a los ruaren- 
£ v dos indviiduos de referencia, sino simplemente i>ers..nas que 
,„>r fuerza de las circuí» rucias km del>ido t.Var el Pumo de 
ln Capital en esj>era de un buque que las condujese a Calió Verde, 
de donde salieron en dirección de las Malvinas, o i«.r mejor pre- 
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ci*av. a tíos islas de este grujió, en las qur la República Argentina 
creciera que ni la época tic la 1 légrala y salida de t.-a gente, ihj 
tcníí*. autoridades destacatlas. 

Si- i rata por lo tanto de un caso especial ¡simo, a juicio del 
i! x.T¡]:Ut, i|iie lia dado motivo para que la Dirección de Iruni- 
- ración dispusiera h recondifrción de esas jiersoitas al (merlo de 
procedencia — Malvinas — primero, luego Cabo \Vrf!e : a eon- 
mmación este ca^o ha originado un dictamen de Asrsor del Mi- 
nisterio (fe Agricultura que contempla el asunto con criterio be* 
nigno, tu contra dd cual se expide la Dirección de I mu ignición, 
impugnando el señor Procurador del Tesoro lo que m atiene In- 
migración, pues coincide con aquel Asesor, etc.. etc. 

En síntesis, piensa el suscripto que las mullas aplicadas al 
actor son iinpnieedeutcs, tu razón de que los individuos en cucs*- 
tión no deben ni pueden ser considerados "inmigrante!** en el 
preciso sentido de la lev 817. ni ¡«sajaros en el concepto corrien- 
te y vulgar del UTiuino, sino simplemente traltajadnrcs traídos del 
extranjero a lejano punto de la República donde no hay autori- 
dades | ninnenti-s y de cuyo* puntos hubieran sido reo inducidos 
al lugar de tiriten, directamente, de no mediar b circunstancia 
de no hnl-ir buque ílis|)oiiible a la sazón. 

LttcjfO, i iit<.i: X'i. cae fie su t>cso que los preceptos legales y 
rtglamcniarios invocado*, por la Dirección de Inmigración j>ara 
imponer ni actor las mullas cuya devolución demanda, son Inapli- 
caMes al t-e-o y por tntle dclie prosperar la aevión promovida . 

Kl art. ". último párrafo, de la Constitución Nacional y ti 
art. 490 del Código Civil, rigen esta causa. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando qu- 
la Nación !ebc devolver al a.'tnr Cirios Magnus lía vi. Un la su- 
ma redamada m la dennnda tle nueve mil setecientos setenta v 
dos pesos monería nacional, indebidamente cobrada en concepto de 
multas |nii- la Dirección llenera! de Inmigración. Con intereses 
estilo lianco fie la Nación a contar desde la notificación «U la de- 



96 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

marida m Sl1 orden ' attnlUl U X natumft ' í * ,U ' 

h gnjii Xotiííqucse, m&Wm LÍ seltul ° í oi)ortuii.-imLme ar- 
¿jtimi devolución del exigiente administrativo a fi r^- 

(ln a SU procrdi-nda. — Satil M. iiscotw. 

SENTENCIA DE LA CÁMAKA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Abril 25 de 

Y Vistos: 

m fundamentos, se confirma, sin costas, la sinlcucia 
aiK-kwU. de fs. 62. que declara que la Nació» del* devolver al g 
t.ir CartH Magnus Davidscn. la suma reclamada en la dcmamla 
de nueve nú! setecientos setenta y dos |»esos moneda .mcon.nl in- 
debidamente cobrada en concepto de multas aplicadas por la Di- 
rección general de Inmigración ; con sus intereses estilo Banco < le 
b Vacíón desde la notificación de la demanda, kq^iganse las 
fojas en primera instancia, - José Marcó. - Murrio Esru- 
ttuitu — h\ J. -V^tir .-JnrAorriid. — | ? & 

1 ALI.O DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Julio 14 de 

Y Vistos: 

f .a presente causa ftj^jK Carlos Maquis Davidscn con- 
ir, Ü Nación t m redición de una suma pacida u> concepto <!« 

impuestas por d l\ K. & vi:i <M WWW? ' le *** 
culiun:; y 

Ci rtishierando : 

(lúe está prolado, en autos, como lo afirma el señor Juez 
(fe 63), que el llenero "¿libra" llegó al IWlo de la 
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Capital el 7 de Enero de 192<) conduciendo 42 individuo* portu- 
giiei.es. procedcnies tic lis Islas Malvinas, r>in documentos perso- 
nes, miiems fueron dt^nt jareados, detenidos y vigilados en 
tierra, y reemltarcadus a Tiordo del "< hrerclale" con intervención 
d** ¡as autoridades, llegando a mi destino, San Vicente de Cafte 
Verde, v n Khvero 22 de 1920, 

(Jnc tstá igualmente proljado que el "Subra" es un b&Üe- 
m-m ; t va]ntr fie 80 toneladas fie registro, ajeno al tráfico de |«- 

sajerns. 

i hw no se ha discutido el hecho de que los tales ijortugue- 
ses. muí los misnv>s contratados en San Vicente por los arma- 
d-.res del "Subra" |Kirn «ledicarlos a la pesca en las Islas South 
tíeorgia y South Orlmeys dei grupo de las Malvinas, y menos 
que la causa de su viaje a ésta, en aquel l>all«nero t fuera ta con- 
r-tetteueia de su repatriación con arreglo al contrato respectivo, 
crtino se verificó. 

[ }m la circunstancia do tío llenar cí liarco "Subra" las coii- 
< liciones requeridas ¡>or et Cap. VI de la ley número 817 para ser 
considerado como "conductor de inmigrantes" no importa pre- 
sunción favorable en el stih iitv porque justamente, el inctuiq Ci- 
miento de esos requisitos está sancionadlo, aparte otros precep- 
tos legales y reglamentarios, por la pérdida de la** fratuitiicias del 
art. 19, inultas c indemnizaciones (art. 35). y iwr otra fiarte, si 
el kil leñero aludido carecía <le capacidad (jara Ta conducción de 
cuarenta y dos personas en concepto de pasajeros, no es menos 
cierto *|ue tamjjoco la tenia para recibirlos en calidad de marine- 
ros, ci»mo dice el "rol" <lel barco, que en copia corre agregado a 
fs. 44; ni ctpacidad, ni función a fiordo Itabia en el buque de 
hierro- de «0 toneladas. 

One las infracciones a las leyes de inmigración, de defensa 
sanitaria, de derechos aduaneros, tic, se han realizado casi siem- 
pre ptr medio de embarcaciones de poco tonelaje y volumen, ac- 
tuando desíle países próximos que hacen función de sirios ríe 
tránsito, o transbordando tu alta mar de buques mayores |>asaje- 
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: \. uti consecuencia, las reducidas e in- 
.^iluctor de las mismas delie 
; E ^ , . indicio contrario y no favorable a su capitán 

v demás personas responsables, stgún los arts, 904. W. 0|j, 9/0. 
v concordantes del Código de Comercio. 
"( hie no oleante lo expuesto, en el preste caso hay M í- 
raves tu el documento en virtud del cual se tic-claro 
vn í ; , al iKillmert» "Subra". que le quitan toda eficacia 
mra la condena impuesta: a) No ha levantado un acta con la 
comiKiresencia v firma del capitán y ni de ningún otro min- 
iante, i>ara la autenticidad cíe su informe y ptf* & los he- 
chos que mwáwm (f*. ^ y 11 M mm®®** ^ ,m ^ n 

Ministerio de Agricultura - Letra 1 numero 41:>0> ; b ■ No e*- 

traio copia del "rol" del t»rco. i«ra compróla las con .tcn.m- 

,n oue cenia Urdo el pentmal del mismo; el Denuncio con,., 

l>arco de 750 toneladas al Mibra y resuiia, 

informes iniciales, que sólo m feí toneladas, 

d) Denunció 500 toneladas de carga y res i 

formes oficiales, que venia "en lastre", 

Oue dentro de las circunstancias mencionadas no 

tarsc legalmente que tos trabadores citados 
inmigrantes de acuerdo con el texto de la ley de ii 
<u objeto teórico v práctico. En efecto, una <le las 
saltólas, para que los pasajeros de segunda o tercera clase 
*n„ con>iderados como inmigrantes es la de que estos lleg.u n a 
la República ]>ara establecerse en ella", propósito que. indudable- 

Oue la resolución de la D. de I. ele 8 de Enero de V>20 
aproada t >or la ministerial de Abril 24 de 1922 y dórelo del . 
£ { \ c Agosto 10 de \92X aplicando al capitán del "Mtbra la 
multa ile cien pesié oro por cada inmigrante conducido en mtrnc- 
etón, m funda en los artículos .12 y 35 de la ley número 81/. y es 
c. i*>r la rasu'm expresada y otras a que se refiere la seii- 

no se trata en el caso de iiurt- 
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clandestinos, sino de personas en tránsito que sólo han 
Capital, por motivos cíe emergencia, con 
, < i- de la autoridad competente y liara reembarcar*, en 




( Hte los fundamentos apuntados y los concordantes del fa- 
llo de primera instancia, hecho suyo por la Cámara a-tjuo, son su- 
ficientes i*ra sustentar la sentencia apelada en recurso ordinario, 
de t *. 75 . 

Pi»r esto se la confirma. Notifíqucsc y devuélvanse, debien- 
repnnersc el i>apel ante el juzgado de su 




RePETTO, — R. GuiOO [.AVALLE. 



Don Heuciietto Calvani contra ta Caja Xacimtai de Jubilaciones 
y tensiones de Bw$*sé$! Ferroviarios. 

nutria : El artículo 26 de ta ley 10.650 establece en forma bien 
clara que "cuando la retribución del trabajo haya sido total 
o mrcíalmente i*>r jornal, se computará un año de servicio 
|Hir cada doscientos cincuenta dias de tralwijo efectivo", sin 
agf^SJf «ada qife pu**la entenderse que también exif*e para 
ese cómjmto, según que el reamen del trabajo sea variable 
en su duración, naturaleza Ó retribución. Uas r 
ciún a jornal i>ara la aplicación del articulo 26 



■ 
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S !>! LA TAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 192». 



y v 



Que el ex empleado de la Compañía l>oek Sud <le Bueno* 
Aires* don iienedetto Gilvani. solicita acogerse a lo* beneficios 
tic la jubilación ordinaria: resultando de las protjanzas acumula- 
tías pe M$ lia gestado 2'? años, 7 meses y 7 días de servicio, 
termino insuficiente pü los fines perseguido^ según ló 
cido |x>r et articulo 18 de la ley 10,650 ; atento I.» dictaminado por 
h Asesoría Legal, lo aconsejad por la Comisión de Jubilaciones 
y de conformidad a lo acordado por el Dirdctorio en su sesión del 
doce del corriente. 

Se resuelve ; 

t* Desestimar el i^lido de jubilación ordinaria formulad.. 
l*>r el ex empicado de la Combina del Dock Sud de Bifám Ai- 
res, don IkiMxUtto Calvani . 

i" Previa notificación al interesado, archívese- — J. l-rivio. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL ivE APELACIÓN 

Buenos Aire*. May*. 30 de 19R0 

Y Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto por este Trtlmnal en los casos de 
Mariano Reguero y Cesáreo Mateos, fallados en Agosto 21 de 
1<>29 y Maya 7 de ítófy resi>ectivanicnte, y resultando de las cons- 
tancias de autos que el recurrente lia justiífcado tener más de cin- 
cuenta años de edad y haU-r prestado más de treinta años 
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vicios (fs. 2, 4 y 20) ; atento lo dispuesto en el art 18 de la ley 
10.650, se revoca la resolución afielada de fs. 25, y se acuerda a 
Renedctto Calvani jubilación ordinaria : debiendo la Caja practi- 
car la liquidación de la misma con arreglo a la ley. Devuélvanse 
sin más trámite. — José Marcó. — Marcelino Escotada. — B. A, 
Xacar . íiicltorcita. — /, P. Luna. — Rodolfo S. Pcrrcr, 



UICT.Win.V DKI. PROCURADOR HEXI-RAL 

1 

Buenos Aires» Julio 11 de 1930. 

Suprema Corte: 

En la Causa sobre jubilación solicitada de la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios por don 
Benedetto Calvani ha sido materia <fe discusión la interpretación 
de disposiciones contenidas en la ley número 10.650, habiendo 
tido la decisión final ck- la Cámara Federal de Apelación de esta 
Capital contraria al derecho invricado par la Caja, fundada en di- 
cha ley. 

Existe, asi, el caso federal y de acuerdo con lo resuelto por 
V. K. en casos análogos, ct recurso extraordinario de apelación 
procede, atento a lo dispuesto ]>or el articulo 14 de la ley 48. 

Ha sido, pues, en mi opinión, bien concedido para ante V. E. 

En cnanto al fondo del asunto, adhiero a tos fundamenta 
inte sirven de teise a la resolución dictada por la Cámara Federal, 
por considerar que la aplicación que en ella se hace de las disposi- 
ciones pertinentes de la ley número 10.650, que rigen el caso, es 
ajustada a derecho. 

Soy. |K>r dio, fie opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la pffe que lia ¡wdido ser materia del rdeurso. 



Horacio R. Larreia. 
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FALLO l>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Julio 16 de 1930. 

Y Vistos: 

El rdcurso extraordinario traído I*>r la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Paciones de Empleados y Obreros Ferroviarios con- 
tra la ¿emenda de la Cámara Federal de Apelación de la Capi- 
tal que hace lugar a la jubilación ordinaria del obrero Bencdetto 
Calvant ; y 

Considerando : 

Que la cuestión traída a conocimiento y resolución de la Cor- 
te. de acuerdo con el inciso 3 del art. 14 de la ley N* AS, es la de 
sakT si Benedetto Catvani, traliajador a jornal en empresas so- 
mellas al régimen de las leyes 10,650 y 11.306. tiene derecho, 
por eso sola circunstancia de su retribución por dia, al beneficio 
del art. 26 de la primera de las mencionadas* leyes o sí, atento a 
que trabajó permanentemente, sin más interrupciones que las de- 
rivólas de los descansos reglamentarios, debe considerársele el 
oórnputo de servicios de mes a mes y de año a año, etc. 

Que el art. 26 de la ley N v 10.650 es bien claro en su enun- 
ciado : "Cuando la retribución del trabajo haya sido total o par- 
cialmente por jornal, se computará un año de servicio por cada 
doscientos cincuenta dias de tralajo efectivo. . .", sin agregar na- 
da que pueda entenderse que también exige para ese cómputo» se- 
gún que el régimen del trabajo sea variable en su duración, natu- 
raleza o retribución : liasta que se retribuya por dia lo que, confor- 
me a los preceptos generales de la locación de sfcrvkios y de la lo- 
cación en general, quiere decir que se trata de convenciones [ior 
un tiempo que fija el modo de retribución — art. 1507-1623 — 
tanto más cuanto que no resulta de autos que Calvani fuera re- 
tribuido los días del descanso hebdomadario . 
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Que la circunstancia, señalada por la Caja y su reprcseman- 
le, de no tener interrupciones en su labor el obrero actor, en lugar 
de computarse en su contra pora negarle el beneficio del art. 26, 
del te considerarse corno un título moral para una interpretación 
favorable si lo necesitara, del texto claro de la ley. porque demos- 
traría que se trata de un obrero ejemplar por su contracción y 
disciplina ; y ejj absurdo resultaría de computar años de doscientos 
cincuenta días a un obrero irregular en el tiempo y la calidad de 
las tareas» en cambio, eximírselo de trescientos sesenta a quienes, 
como Calvani. ba sido constante en uno y otro sentido. A contra- 
rio scusit se entiende, como lo ha entendido el aqmt que basta la 
retribución a jornal para la aplicación del art. 2Tj. Es eso también 
lo resuelto por esta Corte en el fallo del tomo 155, página 396. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se confirma en cuanto ha podido *r 
materia del recurso. Hágase saber y devuélvanse los autos. 

J. FtCt'EROA ALCOKTA. — ROBERTO 

Repetto. — Antonio Sacarna, 



Don Lorenzo Srasso (su sucesión), contra ta Caja Nacional de 
Jubilaciones y "fusiones de Empleados Ferroviarios, sobre 
cómputo de senecios. 

i 

Sumario: No existe en la ley N* lt .308 precepto alguno expreso 
del cual sea posible inferior la consecuencia de que el lienef ¡- 
cio acordado comprenda también a los que ya no trabajan en 
las empresas incorporadas a la fecha de su sanción. La re- 
troactividad que admite la clausula tercera del inciso a) de la 
misma tey, se refiere a los servicios anteriores, pero siempre 
que sean invocados por obreros o empleados actuales, con ex- 
clusión de los que ya no figuraban en los cuadros de la em- 
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presa en el momento de sancionarse la ley . í-i situación de 
excepción establecida en tavor «le los obreros y empleados 
que no se encontralian en servicio actual, no se referia a las 
actividades afínes con las ferroviarias, que fueren posterior- 
mente imoqvorados por la ley X* 1 1 .308. 



CttA-o : Lo explican las piezas siguiente» 



UKSlWCilO UK LA COMISIÓN DE HACIENDA 

U Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civile* envía 
a esta las actuaciones que sobre pensil'.. i lian producido ante la mis- 
ma los sucesores del ex empleado racional don Lorenzo Scasso, 
tallecido cu el mes de Diciembre del año 1915. 

La Asesoría Letrada, después de analizar la información su- 
maria producida para acreditar los servicios ferroviarios invoca- 
dos, llega a la conclusión de que ellos son en lase a las disposicio- 
nes de los arts. 50 y 51 de la ley N v 10.650. 

Sometido a estudio de cata Comisión el punto, teniendo eii 
cuenta la feclia en que se produjo el deceso del causante, año 1915. 
envió uuevanieme los antecedentes a la Asesoría Legíü, la que di- 
ce en su precedente dictamen que en virtud dfc la reciente juris- 
prudencia de Ja líxcma. Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
favorable a la no retroactividad de la ley y teniendo en cuenta pre- 
cisamente que el causante dejó de existir con antelación a la fecha 
de ta sanción de nuestra ley orgánica, considera que la Caja no 
puede reconocer los servicios ferroviarios invocados, máxime 
cuando <le acuerdo con lo dispuesto por el art. 50 de la misma, es 
requisito indispensable para computar servicios prestados en el ré- 
gimen nacional que se trate de un "actual empleado u obrero fe- 
rroviario", a la fecha de su sanción, con mayor razón del* enten- 
derse entonces, que igual condición deben reunir los empleado* 
nacionales para tem-r derecho al cómputo de servicios ferroviarios. 



En nuestra opinión» es evidente que al causante no le alcan- 
zan las disposiciones de la ley númiro 10.050. jior cnanto los efec- 
tos jurídicos del caso se han producido sin duda alguna a la fecha 



vas disposiciones de la ley 10.650 que ía modifican, importaría 



imi, ni pueden alterar derechos adquiridos . 

Por lo dunas, tampoco sería el caso de contemplar la presen- 
te situación en «ase a las disi»siciones de la ley 4349, durante cu- 
ya vigencia falleció el causante, por cnanto ella nada establecía con 
respecto a la computalñltdad de servicios mixtos y los derechos en 
esf rotativa que con sagra ha alcanzatan únicamente a los empleados 
ferroviarios en servicio activo a la fecha de su sanción y a los qtte 
luifiiertn sitio separados sin causa de sus puestos, entre el mes de 
Kncro de 1913 hasta la fecha de la sanción de la ley 10.650- 

Aparte de lo expuesto, el caso de autos caería l*ajo la regla 
de prescripción general consagrada por el art. 4057 del Código Ci- 
vil, si se tee- en cuenta que el causante falleció en el año 1915 y 
mis sucesores se presentan recién en demanda de! fiencíicio trece 
años (Ies|més. 

l*or estas consideraciones y de conformidad con lo dictami- 
nado por la Asesoría Legal, aconsejamos a los señores Directores 
hacer «aU-r a la Institución recurrente que no son computables los 
servicios ferroviarios invocados |K>r los sucesores del ex empicado 
tic la Administración Nacional, don lorenzo Scasso. 







J. AVÍW». — José Morales. — tf. Rumos. 
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DE LA CAJA 

Octubre 25 de 1929. 

Habiendo apronto el Directorio en su sesión dd 22 del co- 
rriente, el precedente dictamen de la Comisión de Hacienda, vuel- 
va a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, birva 
la presente de atenta nota. — I- Brhio. 

SENTENCIA I>E LA CÁMARA EEDÉRAL DE APBLACIOS 

Huenos Aires. Mayo 2J dií l*>30. 

Y Vistos : 

Por las consideraciones del despacho de la Comisión de Ha- 
cienda de ís. 24, con exclusión del último considerando, se confir- 
ma la decisión apelada de f s. 25. que resuelve que lo* servicios fe- 
rroviario* prestados por don Koreiuo Scasso no son conmutables 
por la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensio» de kmplcados 
y Obreros Ferroviarios. Devuélvase sin más tramite. - im 
Marcó. — Marcelino Escalada. — B. A> Sacar Aitehorcm. J. 
p t Luna, — Rodolfo S. Fcrrcr. 

DEL PROt l RAlíOR CÍENF.RAL 

Buenos Aires, Julia 2 tlt l^-JO. 

En la catt-üi sesuida sobre t>ensión solicitada por <toña Nata- 
Sé m Scasso lia sido materia de disensión la interpretafricm de 
4¡spo<idoncs contenidas en las leyes respectivas numero 4349. 
10 6=¡0 y 11.. TOS. babiendo sido la decisión final de la Cámara 
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Federal tic Ablación de esta Capital contraria al derecho invoca- 
do |x>r la recurrente y fundado en dichas leyes. 

Kxiste, así. el caso federal y, de acuerdo con lo resuelto por 
V. E. en casos análogos, el recurso extraordinario de apelación 
procede, atento lo dispuesto por el art. 14 de la ley K v 48. 

Ha sido, ¡mes, en mi opinión* bien concedido para ante V. K. 
En cuanto al fondo del asunto adhiero a los fundamentos que sir- 
ven de 1»ase a la resolución dictada por la Cámara Federal not" 
considerar t|ue la interpretación que en ella se hace del art. 50 de 
la ley N" lO.oSO y demás disposiciones legales aplicables al caso, 
es ajustada a derecho. 

Soy, por ello, de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia afielada que deniega la continuación de servicios solicitada. 



FALLO DF. LA 



l,as actuaciones ele doña Natalia Scasso gestionando cómputo 
de servicios ferroviarios prestados por su padre don Lorenzo 
Scasso, en el juicio por pensión civil promovido por la misma; y 

Considerando: 

Oue el contenido de los autos a examen de esta Corte por 
recurso extraordinario es el siguiente: Loreiwo Scasso falleció 
el 14 de Diciembre de 1915 (fs. 1) siendo empleado de la Socie- 
dad Nacional de Beneficencia desde el I* de Junio de 1897 sin ín- 
ir rrtqictón (fs. 9) ; y desde el 1« de Diciembre de 1887 hasta el 
.10 de Mayo de 1897, hahía sido obrero del Ferrocarril de Buenos 
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Aires a Puerto de la Ensenada (fs. 22) - La hija del aludido obre- 
ro Natalia María Scasso se presentó a la Caja Nacional de jubi- 
Wdoncs y Pensione* Civiles en Abril 24 de 1928 solicitando le- 
sión v pidiendo, a tal efecto, el cómputo de los servicios ferrovia- 
rios (í* 12). jasado el expediente a la Caja Nacional de J«1«- 
laeioues y Pensiones de Obreros y Empleados Ferroviarios para 
el pronunciamiento privativo (fs. 13), esta resolvió nativamen- 
te la cuestión porque a ta vigencia <le ta ley número 10,650 que 
consagra el cómputo mutuo y concurrente de los servicios. ívttsso 
no era empleado actual (fs. 24 y 25) ; resolución confirmada T >or 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital f fs. 41 ). contra la 
míe ^ interpuesto v concedido apelación extraordinaria ni mé- 
rito de lo que dispone el inciso 3» del art. 14 de la ley N' 48, por- 
que se ha controvertido la inteligencia de las leves 4349 y 10.650, 
siendo el fallo contrario al derecho que se arguye como amparado 
por las mismas . 

Oue el art. 3* de la lev 9653. básica <fc la Ley Orgánica de 
Jubilaciones y Pensione. Ferroviarias, dice: "Los empleados y 
nbreros actuales de los 'ferrocarriles comprendaos en esta ley y 
/oí que hubieren 00 ¿espedidos sin cansa después del 17 de hue- 
ro de 1913, < f ocarán de sns beneficios aún atondo hnbnren cesa- 
do en sus funciones at dittarsc ta ley onjáttiat de la Caja en los 
términos y Ikijo las obligaciones que jior la misma se establezcan 
para estos casos" : es decir, que el máximum del efecto retroactivo 
de la-lev de jubilaciones y pcnsiuucs ]>ara los que: luib,ercu dejado 
el servicio ferroviario, es el 17 de Enero de 1913 y los egresados 
- t H>r exoneración, remmeia, inutilización o muerte — W) 
podrán ellos <. sus deudos, aspirar a jubilación, indinmizacion, 
¿mitón o cómputo concurrente de servicios, que son "los tetw- 
ffckV qi ,r tas leyes 10.650, 11 .074 y 1L308 conceden. 

Que además de tal concepto, es indudable que et art. 50 de la 
ley 10 í.50 invocíido ]*>r la recurrente, debe interpretarse, como 
lo han hecho la Caja y la Cámara Federal, como referido a em- 
pleados actuales a la fecha de la sanción de la ley aludida, no solo 
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l>on¡uc ello ¡>urge de sus propitís términos, sino |>orque la confir- 
ió el inciso r) del art. j* (le la ley II .308. cuando establece qúe : 
"Los empleado* y ohrcros de la Xaeión sujetos al régimen de la 
ley 434V. comprendidos en las disposiciones de la ley 10.650 t/» ( - 
te t iiifuilrahiin en sen-icio a ta f&ha de ta, sanción de ta últinut, 
sí considerará que optan i>or las lienef icios de ésta si en ti tér- 
mino ríe seis meses no declaran expresamente y por escrito, ante 
h Dirección de los Ft ¡rucar riles del Estado su oixrión por la pri- 
mera"* ; y dicho precepto í|ue aclara y precisa el del art. 51 de la 
ley 10.(>50, define la condición necesaria de empleado civil en 
cjtrckio a la f celia de la sanción de la ley 10.650 para gozar de 
los beneficios de la misma, pues de favorecer también a los egre- 
sados antes de e.<i fecha la ley les habría fijado su vinculación 
a una u otra ley . 

Que la constante jurisprudencia de esta t orte en la interpre- 
tación y aplicación de las leyes de amparo a los obreros y emplea- 
dos ferroviarios se lia inspirado en tin amplio sentido de jusliei:i 
v equidad que es también el que informa c*is leyes (coní. Fallos: 
T. 154. págs, 73. 173. 380, 436; t. 155, i>ágs. 9. 61 y 280). pero 
nanea ha rectificado los claros preceptos de las mismas por cuan- 
to no ha encontrado que ellos contraríen la Constitución Nacional, 
v, en consecuencia, no puede computar a un obrero servicios ferro- 
viarios que dejó de prestar mucho antes del 17 de Enero de |9$3 
y que lampuco era ya obrero o empleado nacional ti .10 tle Abril 
de fecha de la promulgación de la ley 10.650. En un caso 
similar la Corte ha dicho : "Que, desde luego, no existe en la K y 
11.308 prectpto alguno expreso del cual sea iwsible inferior la 
consecuencia de que el lienefieio acordado ¡comprenda también a 
los que ya no traía jan en las empresas incorporadas a la fecha 
de su sanción, siendo, por consiguiente, aplicable al caso, el prin- 
cipio dtl art. 3 tf del Código Civil, íegúu el cual, las leyes disponen 
para el futuro y no tienen efecto retroactivo ni pueden alterar los 
derechos adquiridos", (Tomo 154, pág. ¿55t doctrina ratifica- 
da en el fallo del tomo 155. página 400. 
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causante quedó cu ambos juicios limitada a la testimonial, resul- 
tando, |x>r consiguiente, contradictoria. 

Sin emlmrgo. otras circunstancia* que surgen también de los 
autos, me inclinan a creer que el domicilio de la señora Mussi de 
Xezích fue en esta Capital . 

Ku efecto : al otorgar con fecha 5 de Octubre de 1916. su tes- 
lamento jxir acto púbüeo, la causante expresó estar domiciliada en 
esta Capital, en la calle Criarte número 1271, que era entonces y 
sigue siendo el único bien inmueble de su propiedad. 

Ademas, al labrarse ante el oficial público del Registro Civil 
ile Halda Hlatica el acta de úé unción de la causante, expresóse 
<]U e ésta estaba domiciliada en la Capital Federal y accidentalmen- 
te i Iñude falleció, lo que resulta muy importante, por lo sugercntc. 
m se advierte, cuino lo ha hecho el señor Juez de esta Capital, que 
al producirse su fallecimiento, la señora Mussi de Xezich se halla- 
la en casa de su bijo Juan. pé lo que es lógico deducir de que <Se 
éste provino tal manifestación, al proporcionar los datos necesarios 
jiara extender dicha acta, . 

Lo expuesto |ienmtc. a mi juicio, concluir con que el conoci- 
miento de la sucesión de fá aflora Mussi de Xezieh, corresponde 
al señor Juez de esta Capital Federal, pur ser el del último domi- 
cilio de la difunta, conforme a lo dispuesto en el art. 32&+ del Có- 
digo Civil . 

$Ú tal sentido. $f$ de opinión que procede dirimir la pi senté 
contienda. 

Hortmo h'. I.itrreta. 
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Bmims Aires, Julio 23 <fe WMt. 



Autos y Vistos : 

Los cíe contienda de competencia por inhibitoria trabada fil- 
tre un Juez de 1* Instancia en lo Civil fie esta Capital y otro de 
igual clase de Bahía Blanca, Provincia tic Buenos Aires, |iara co- 
nocer en el juicio sucesorio doña Benedicta Mussi de Xezich : y 



Que la contienda trabada proviene en el caso de tjuc Atnho> 
Jueces atribuyen a la cansante de la sucesión su último domicilio 
dentro de sus respectivas jurisdicciones. 




Ouc examinadas las constancias de los res| lectivos cxpetlien- 
tes. se observa desde luego, como lo hace notar el dictamen de 
fs. 34, que la demostración del domicilio se reduce en amlsis ju- 
risdicciones a la prueba testimonial, contradictoria y de equiva- 
lente y relativo valor probatorio. 

One en tales condiciones, para determinar la mayor prolvabi- 
lidad respecto a la verdad del hecho que se investiga, procede co- 
rrelacionar dicha pruelía directa con otras antecedentes que ex- 
plícitamente « implícitamente la confirmen en determinado sen- 
tido, y en el caso, la prucl>a de testigos del domicilio en la Capital 
a|Kirece corrolnirada por instrumentos fehacientes, tales como la 
declaración testamentaria de la causante (fs. 6. autos del Juez ex- 
hortado) por la que ésta expresa estar domiciliada en esta Capi- 
tal, calle Triarte número 1271, única propiedad inmueble de la 
Miuestón ; y la maní f estación consignada en el acta de defunción, 
acreditada a fs, I de] misino expediente, según la cual estaba la se- 
ñora Xe/ich "domiciliada en la Capital Federal y accidentalmente 
donde falleció". 



Considerando : 
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Que no obsta a la validez del testamento aludido, como prue- 
Ita el hecho de 411c data de varios años del fallecimiento, núes de- 
lrt: consukrársde subástente mientras no se demuestre lo contra- 
rio; y en cuanto la partida de defunción, si bien constituye un 
documento cute no está es|x3cialmente destinado a acreditar el do- 
micilio t>ero tiene al resalo, se^ún lo resuelto jwr esta Corte, va- 
lor demostrativo como factor coadyuvante de otras órnelas, co- 
mo ocurre en el caso de autos ( Fallos : Tomo 136, página 282 ; to- 
nio I3S. página 191). 

Que de lo precedentemente expuesto resulta, pues, que la 
causante de esta sucesión estaba domiciliada en esta Ciudad 
cuando ocurrió su fallecimiento en Bahía Blanca, lo que impor- 
ta, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia, que el presente 
caso eoiiux-le a la jurisdicción de los jueces de esta Capital (Cód. 
Civil, arts. 89, 90 inc. 7* y 3284; Fallos, T. 144, ps, 145 y 237; 
T, 149, ps. 43. 149 y 354, entre otros) . 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado i>or el 
señor Procurador General, se declara que es competente para eii~ 
tetKier en el juicio sucesorio de Da. Benedicta Mussi de Nezich. 
d señor htejt en lo Civil de esta Capital, a quien, en consecuen- 
cia, se remitirán los autos, haciéndose saber por nota lo resuelto 
al señor Juez de Bahía Blanca. Repóngase el papel- 

J. Fioieroa Alcorta. — Roberto 
Rf.pktto. — R. Orino Lavalle. 
— Antonio Bacahxa. 
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, so- 



Doña María Carolina Batttíana conira el 
bre cobro de pesos por 

Sumario; Xu habiendo ks leyes números 6584 y «641 determi- 
nado el tiempo de duración de los aumentos sancionados tic 
acuerdo con el artículo 12 di la ley número 3195. drl>e en- 
tenderse que aquéllas Siguen el carácter vitalicio de la pen- 
sión aumentada, ya que siendo su monto un accesorio del 
derecho acordado, que es lo principal, ha de interpretarle 
que aquél sigue la condición de éste. 



Caso: Lo explican las piezas siguiente 



SENTENCIA DKI. |UEZ FEDERA!, 

Btienos Aires. Abril 10 de l<>¿0. 

■ 

Ijjs promovidos por María Carolina Haltilana contra la Xa- 
eión sobre cobro de peso* por diferencia de pensión y reconoci- 
miento de der*ho a gozar de ésta ¡ y 

Considerando: 

1* Qüe la aetora manifiesta en su demanda de ís. 3 que en 
su carácter de bija de Angel Hattilana y de acuerdo con lo dis- 
puesto en el art. 21. iuc. 1" de !a ley 102, el Gobierno Nacional 
le acordó una pensión vitalicia siendo de tener cu cuenta que el 
18 de Marzo de 1898 el P. E. acordó la pensión respectiva a su 
señora madre Rosario A. de Haltilana, cuya )iensión alcanzaba 
a la cuarta parte del sueldo del finado padre de la actora, que era 
práctico 1* cíe las costas del Sud. Dicha pensión fué aumentada 
a cien pesos moneda nacimial por ley 6584 y a doscientos por ley 



128 



FALLOS BE LA CORTE StTRKMA 



SMI, a la que se dio cumplimiento liasia que resolución del 
t\ K. fecha Junio 30 de 1923 se consideró caducas tas pensiones 
acordadas i*>r dichas leyes. 

Posteriormente el P, E. en acuerdo de Ministros lecha 
Septiembre 27 de í?$3 reconoció él carácter de vitalicias de las 
pensione* y sus aumentos otorgados por leyes esleíales, cuyo 
acuerdo fué dejado sin éteo l*>r otro, íeeha Noviembre 5 
de 1923. 

Sostiene la actura que las leyes 6584 y <S64l aumentaron la 
lesión acordada por el l 1 . li. de conformidad con la ley 162, 
revistiendo aquéllas mi carácter vitalicio no sujetas a la ley 31**? 
que trata de pensiones temporarias y graciables. 

Kiu jío de insistir en estos conceptos, se solicita se coacten* a 
la Nación al pap de tas diferencias entre lo pagado y lo que có- 
rresete de acuerdo con lo expresado, cuyo inuwrte asciende a 
la suma de tres mil noventa y nueve pesos, más la de ochenta y 
siete pesos con cincuenta centavos moneda nacional mensual men- 
te desde la demanda en adelante, con intereses y costas. 

Contesta la demanda el señor Procurador Fiscal a jEs* sos* 
teuíendn que el aumento imstcrior de una pensión regular dispues- 
ta \*>r tina ley especial. importa la concesión de un lavnr pecu- 
niario comprendido en los términos de la ley Bermejo X* 3195 
y en consecuencia caduca al expirar el plazo fijado por el art 12 
de ta misma, es decir, a los diez años, cuando en la ley graciable 
ui. se ha tstadierido expresamente otro término de duración. 

Desarrolla este concepto con una serie de reflexiones ten- 
dientes a demostrar que los aumentos graciables son considera- 
dos independientemente de la pensión regular, retiro militar o ju- 
hilación civil y luego de agregar fundamentos concordantes, so- 
licita se rechace con costas la demanda . 

2" Que estudiada esta causa, observa el suscrito en primer 
lugar, que las leyes 6?-S4 y 8641 se concretaron a conceder un 
aumento a cien pesos y posteriormente a doscientos tiesos moneda 
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nacional mensuales tle lu pensión i>ercibida por la señora lí osario 
A. de Hattilann. en la fecha en que amias leyes fueron sancio- 
nadas y promulgada», o sea en 1909 y 19 II cada una de tilas, de 
lo que se desprende que concedieron un favor a la madre de la 
actora y no a ésta, quien, como se ve, no es precisamente la titu- 
lar del beneficio acordado por el H. Congreso mediante dichas 
leyes, de lo que puede inferirse (pie la actora canee de derecho 
y acción para demandar. 

Ahora bien, si se considera a la actora como Ix'nefkiaria de 
lo dispuesto concretamente por las leyes 65S4 y 8641, cabe ob- 
servar que éstas no establecen término jiara la duración del favor 
concedido y en su virtud se suscita la duda acerca de si revisten 
el carácter de kyes complementarias de la pensión anteriormente 
acordada a la madre de la actora, O si se trata de leyes de carác- 
ter graciable, sometidas en cuanto al término de duración, al ré- 
gimen de la ley 3195. 

Los precedentes administrativos, sean dictámenes del señor 
Procurador General de la Xación emitidos con motivo de este 
asunto y de otros análogos en distintas épocas, los informes y re- 
soluciones de la Contaduría General de la Nación, las resolucio- 
nes Ministeriales y los decretos del P. E. dictados en acuerdo de 
Ministros exteriorizan ese estado de duda respecto de la verda- 
dera interpretación que deben tener ciertas leyes, como las Nos. 
g§S4 y 8641 en mérito de no establecer claramente el alcance y 
duración del lrcneficio concedido. 

En estas circunstancias recuerda el suscrito que la Suprema 
Corte tiene resuelto que en materia de jubilaciones, no se justi- 
fica interpretaciones derivadas tic lo más favorable al benef ieiario, 
pues no es el caso de aplicar una i>eiia, sino el de otorgar o reco- 
nocer un l>encíicio, una prerrogativa, hasta cierto punto un pri- 
vilegio y en tales condiciones el criterio de interpretación en el sub 
judkc debe ser restrictivo, ateniéndose a i * literal y expreso del 
precepto legal aplicable (ver fallo de dicho Tribunal fecha No- 
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viembrc 23 de 1927, caso Haynard v, Nación. Juzgado del sus- 
crito, publicado en "Gaceta del Foro K' f 3675". 

AJltícando entonces el criterio dé la Suprema Corte, se Uega 
a la exclusión <le que si las leyes 6584 y 8641 no han establecido 
término de duración para el goce del aumento acordado, impera 
el que señala la ley 3195. desde que aquellas leyes no han deter- 
minado coníetaridad qué es lo que se propuso el legislador. 

Ellas, si bien no han quitado legal ni lógicamente el carácter 
de pensión vitalicia acordada £t la madre (le la actora por decreto 
de Marzo 18 de 18°8. como lo entiende el señor Procurador Gt- 
neral en SÜ dictamen de Septiembre de 1923. no han convertido 
tatiifioco tina pensión originaria de treinta y sute peso* con cin- 
cuenta centavas mu. en otra de doscientos pesos níjn.- mientras 
durase la vida de la l*neíiciaria y sí se considera, ion el dicta- 
men del señor Procurador General de la Nación, antecesor del 
actual, de Mayo 3 de 1922. que la mente del Congreso en estos 
casos fué ta de acordar un aumento de ta |xmsión vitalicia de la 
interesada, en análoga situación a ta actora. bien claramente se 
ccharia de ver, que citando el Congreso se lia propuesto acordar 
aumentos en las i>cnsiones vitalicias como las de la actora. lo ha 
hecho dictando ley-es como las que llevan los números 10.315 y 
11 .293 mediante ías cuates ordena Ja liquidación de las pensiones 
con arreglo a los presupuestos que señalan y atento lo que ellas 
disponen, la pensión de autos originaria de treinta y siete i>e- 
sos con cincuenta centavos m!n. lia quedado convertida en una 
pensión de ciento doce pesos con cincuenta centavos mjii. 

$* Que este modo de contemplar el asunto por el Juzgado, 
ha sido compartido por la interesada señora Rosario A. de Bal- 
tilana al acogerse a los beneficios consagrados por la ley 10.315, 
pues en dicha «Vn-timidad expresó a la Contaduría General de 
la Nación. 0t intermedio de la actora. que "en atención a la ca- 
sual que imposibilita momentáneamente el aumento de la penMÓn 
militar de que goza de conformidad a la ley X» 10.315, debo ma- 
nifestar que no tengo inconveniente alguno en que la pensión se 
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1c liquide como antes, es decir, pensión militar pesos 37. 50 y ¡leu- 
sión graciable de pesos 162.50 para completar el aumento a pesos 
200 gtte establece la ley graciable «641 . hasta tanto ésta cadu- 
que, en cuya oportunidad, y desde ese momento pido que la ilu- 
sión militar se te liquide en la proporción que determina la ley 
10.315". fs. 28. cediente administrativo agregada. 

4'" Que corrobora lo anteriormente expuesto, lo que se des- 
prende dt las diligencias realizadas para mejor proveer mediante 
auto de fs. 30 y 31 cuyas diligencias permiten poner de relieve 
que la señora madre de la actora, por intermedio de ésta, solicitó 
en Julio y Agosto de 1919 del H. Congreso de la Nación le acor- 
dara prórroga de la ilusión otorgada por ley 8641. recayendo 
despacho desfavorable de la comisión de peticiones y poderes de 
la H. Cámara de Diputados, aproando por esa Cámara en se- 
sión de Septiembre 20 de dicho año. 

Carece por lo tanto de fundamento el argumento esgrimido 
en la demanda acerca de que la ley 8641 reviste el carácter de 
vitalicia no sujeta a la ley 3195 y de consiguiente lo pretendido por 
la actora no podría prosperar en modo alguno, aún cuando se la 
reputase titular del beneficie acordado por el H . Congreso me- 
diante leyes 6584 y 8641 a que se alude más arriba. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por María Carolina Battilana contra la Na- 
ción sobre cobro de pesos por diferencia de pensión y reconoci- 
miento de derecbo a gozar de ésta. Costas por su orden, atenta 
la naturaleza de la causa. Notifiquese. rci»óngase el sellado y 
oportunamente archívese el expediente, previa devolución de los 
tres agregarlos a sus respectivas procedencias. — Suúl M . Escobar. 
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SENTENCIA DÉ6 LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Humos Aire*. Abril 25 de l«MD. 

Y Vistos : 

Por sus fundamentos, se confirma, sin costas, la semencia 
apelada de fs. 32, que rechaza la demanda promovida |»r doña 
María Carolina Bauitana contra la Nación, sobre cobro de vi- 
sos, intr difcrei*:ia de pensión. Repónganse las fojas en primera 
instancia. — José Afartá. — Marcelino lisaihth. — /?, J. Mééá* 
AncUoram. — /. P. Luna. 

FALLO DE LA CORTE SLPKEMA 

Buenos Aires. Juliu M de IWO. 

Y Vistos: 

Los presentes sonidos por , ' ,lí i ¡l ^ nv ™ Carolina Kaüilana 
contra la Xación. por cobro de pesos a causa de diferencias de 
pensión ; y 

Considerando : 

■ 

Que la recurrente fué declarada comprendida, por decreto 
administrativo, cu la pensión de que gozaba su señora madre de 
acuerdo con la lev 162, con el carácter de vitalicia, lía jo este 
Concepto es evidente que la actora tiene jk r sonería y acción para 
deducir este juicio. 

Que babiendo sido aumentada la pensión re_sj activa por las 
leyes 6584 y 8641. ti punto a resolver consiste en determinar 
si estos aumentos son también de carácter vitalicio, como lo fut- 
ía pensión primitiva . Esta es la única cuestión que dentro de es- 
tos autos y de la limitación del recurso extraordinario puede ftth 
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vtiear un pruiumciamitnio de esta Corte, ya que se trataría de 
la interpretación de aquellas leyes nacionales y la 3195. 

Oía- al respecto, piensa el Tribunal, de acuerdo con lo dic- 
ta minac lo ]«jr los procura* lores generales, doctores Matienzü y K. 
Larrcta. en la via ejecutiva cuyos infurmes constan en el expe- 
diente agregado; "Que habiendo sido vitalicia la pensión origi- 
naria, las leyes que aumentaron su halwr posteriormente no pu- 
dieron quitarle ese carácter ni legal ni lógicamente, toda vez que 
ellas no hicieron más que mejorar el derecho de que había gozado 
la beneficiara, derecho que era, para ella, un verdadero patrimo- 
nio, del cual un podía ser desposeída. Siendo el espíritu de la 
ley cVi41 favorecer a la y>ensionista no es lógico pensar que haya 
querido reducir el término de duración de la pensión al expre- 
sado por la ley 3195, reglamentaria de la* [tensiones graciables. 
Por otra parte, el Congreso ha podido dictar las leyes 6584 y 
K641. de acuerdo a la Constitución Níi'innai sin necesidad de 
a la lev 3195 que no es en realidad sino un simple rc- 
mento'\ 

Que no habiendo las leyes citadas determinado el tiempo de 
duración de los aumentos sancionado» de acuerdo con el articulo 
de la 3195. debe de entenderse que aquéllas siguen el carácter 
de ta jiensión aumentada, ya que siendo su monto un 
> de! derecho acordado, que es lo principal, ha de inlcr- 
aquél sigue la condición de éste. 
Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de fs. 48 en 
, arte que ha podido ser materia del recurso, declarándose que 
la pensión de que goza la recurrente es de carácter vitalicio, y 
vuelva la causa a la Cámara de origen para que sea juzgada nuc- 
amente, de acuerdo con ta presente declaración. Notifiques*.' y 

J. Fll.riíROA Al-CORTA. — ROBEKTO 

Repktto. — R. Gomo Lavaixe 
— Antonio Sacar na. 
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Nndcr Hermanos contra ¡os Ferrocarril* tht litado, sobre co- 
bro tic pesos. 

Sumario: t* interpretación y aplicación de la ley sobre recusa- 
ción sin causa número 3366, no impugnada como contraria 
a la Constitución Nacional no da lugar al recurso extraor- 
dinario previsto en los artículos 14 de la ley X ' 48 y 6* di- 
la ley N* 4055. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN* DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Jolú» 15 de 1930. 

Suprema Corte: 

I -i lev ¿» 3 266 eme establece el derecho de los litigantes a 
recusar, sin causa, un miembro de esta Corte Suprema, es sim- 
plemente modificatoria del art. 20 de la ley número 50 sobre pro- 
cedimientos nacionales, según el cual no era permitida dicha re- 
cusación sino con causa. 

En tal concepto, es claro que la interpretación y aplieafción 
de la mencionada lev X* 3. 266. cuando no es impugnada como 
contraria a la Constitución, no puede dar lugar al recurso ex- 
traordinario de apelación para ante V. E. creado por el articulo 
14 de la ley SfiP 48* i>orque sólo se trata de una cuestión regida por 
leyes orgánicas o de procedimientos, que. por lo mismo, es ajena 
a esta instancia extraordinaria . 

En este sentido ae ha pronunciado la jurisprudencia de V. 
E especialmente en el caso idéntico al que se registra en la pa- 
gina 175 del tomo 110 de la colección de fallos respectiva, y en 
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consecuencia, el recurso extraordinario de apelación para ame 
Y. E., interpuesto a fs. 259, ha *ido nial concedido. 

Corresponde se sirva V. E. así declararlo, mandando que, 
sin más trámite, estos autos sean devueltos al Tribunal de stt 
prwedencia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Buenos Aires, Julio 23 de 1930. 
Vistos y Considerando: 

i 

Que en el presente caso se lia tratado de la interpretación de 
una ley tle procedimientos, que se refiere a la recusación sin causa, 
la que no lia sido impugnada como contraria a la Constitución Na- 
cional . (Fallos, tomo 110. página 175). Por ello, y de confor- 
midad con la jurisprudencia estahlccida y lo dictaminado por el 
señor Procurador General se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario de apelación concedido. Notifínuese y devuélvanse. 

J. Fl GÜERO A ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalli 
— Antonio Sagarna, 

(t) En la misma fecha se dictó idéntica resolución en la cansa se- 
guida por los señores Amin Yoniia y Cía., c*>ntra los Ferrocarriles del 
Estado, sohre devolución de exceso de fletes. 
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Doña Exaltación Días de Tulián contra ta Caja Nacional <ic Ju- 
bilaciones de Empleados I'errcvutríos, sabré pensión. 

Sainaría : L« El término de cinco años míe establece el articulo 
34 de la ley 10.650. debe contarse tn el raso desde la vigencia 
de la ley 11 .308, o sea, desde el 16 de Enero de 1924. 

2* El precepto del artículo 33 de la ley 10.650, tiene en 
cierto modo un carácter correctivo, como sanción a los he- 
chos y actos que se consideran faltas al buen servicio, y el 
principio general es que siempre debe aplürarse la ley más 
favorable al reo o sujeto de la infracción (artículo ? del 
Código Penal). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



KESOLI'CIÓN OE LA CAJA t'KKKOVIAftlA 

Buenos Aires, Enero 8 de 1930. 

Visto nuevamente estas actuaciones, atento lo dictaminado 
por la Asesoría legal a ís. 100, lo* fundamentos del precedente- 
despacho de la Comisión de Pensiones y de conformidad con lo 
acordado por el Directorio, en su sesión del 2 del corrien e. 

Se resuelve: \ tfg*£fc 

1* Desestimar por improcedente, lo solicitado i>or doña Exal- 
tación Díaz de' Tulián a ís. 77, y mantener cu todas sus partea 
lu resolución de fs, 35. 

2* Notifiquen a la interesada y archívese. — J. Brivio. 

La actora, acompañando nuevos elementos de pruelu, soli- 
citó de ta Caja se le acordara la pensión correspondiente a la ju- 
bilación por invalidez, de su extinto esposo, don Diego Tulián. 



DE JUSTICIA DE. LA NACIÓ X 



137 



SENTENCIA DE LA CÁMARA l-EDKKAL 

Humos Airt-fi, Majo 36 de 1930. 
Vistos y Considerando : 

La recurrente sostiene que no obstante haber fallecido su 
esposo año, diez meses y veintitrés días desunes de su cesan- 
tía por cansa de haberse plegado a una huelga, detie ser consi- 
derado como fallecido en el ejercicio de su cargo, porque el art. 
2> de la ley 11 .308 establece que "los obreros que hayan queda- 
do cesantes con motivo de movimientos huelguistas no puede ser 
privado por esta causa del derecho de devolución de sus aportes 
o jubilación'*. 

La Corte Suprema, con fecha 17 de Marzo del ano en curso, 
en el caso de Laureano Mayoral, ha declarado qne el articulo in- 
vocado de la ley 1 1 .308), sólo ha querido evitar que se dé al 
hecho de un obrero de tomar jarte t n una huelga el carácter de 
acto de mal desempeño de sus delwres, estableciendo "que la 
huelga no era falto o acto de mal desem|M?ño de funciones" ; y 
en consecuencia, los obreros "según el tiempo de servicios y edad, 
serian ;lcreedores — como cesantes — " al fwneficto que según la 
ley en videncia le correspondiese , 

Atenía la interpretación, dada con posterioridad a los fallos 
de tsta Cámara que se invocan a fs. 77, no procede considerar al 
causante como fallecido en el ejercicio de su cargo, dado el tiem- 
po transcurrido entre su cesantía y su deceso y las circunstancias 
que constan en autos. 

Por estas (consideraciones se confirma la resolución anclada 
de fs. 104 que desestima la solicitud formulada a f s. 77 por Exal- 
tación Díaz de Tultán . Devuélvase sin más trámite . — Marceli- 
na Escalada. — II. A. Nasar Anchorena. — I. P. Luna. — Ro- 
dolfo S\ Fcrrcr. 
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DICTA M K N DEL I'HüCURADOR (UINKKAL 

Buetu.i Aire*, Juliu U ü« 1»*. 

Suprema Corte : 

En la causa sohn* pensión solicitada de la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones tic Empleados Ferroviarios |>or doña 
Exaltación I>iax de Tulian. lia sido materia ele discusión la in- 
terpretacióit de disposiciones contenidas en la ley número 11 JOS, 
habiendo sido la decisión final contraria al derecho invocado por 
la interesada, fundado en dicha ley. 

Existe, asi el caso federal y de Cuerdo con lo resuelto por 
\\ E. en casos análogos, el recurso extraordinario de apelación 
procede, atent» a lo dispuesto por el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48. 

¡Ta sido. pues, en mi opinión, hien concedido !*tra ante 
V. K. En cuanto al fondo del asunto, adhiero a lo resuelto por 
|a Cunara Federal por considerarlo ajustado a derecho y a la 
doctrina que informa el fallo de Y, E. que le sirve de funda- 
mento. 

Soy. iKtr ello, de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la piscle <,ue ha ludido ser materia <KT recurso. 



TALLO DI- LA COKTK ÍITRKMA 

Rm-n-w Aires, Julio 



V Vi-tn.: El recurso extraordinario en fes autos de doñ:i 
Exaltación B. de Tunan contra la Caja N%nona| de JtibiJacÍD- 
ries y Pensione* de Empleaos Ferroviarios, solicitando pensioni 
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] Vir sus fundamento», los del fallo dictado por esta Corte 
tu 17 di Marzo riel año en curso en d juicio I^aureano Mayoral 
contra la misma Caja de Jubilaciones — Tomo 157. pagina 15 
-- j lo dictaminado por el Señor Procurador General, se con- 
finas la resolución recurrida, Devuélvanse lo* autos. 

J. Fitü-EUOA Auorta. — Roberto 
Rki'F.tto. — R- Grino I-avat.le. 
— Antonio Sagabna. 



Don Joatjuhi Conzálcz Barcena m ¡os autos * Bordabcherc . Is- 
maet, contra González Barcena, Ramón, sobre cobro de pe- 
sos". Recurso de hecho. 

Su nutrió : No procede el recurso extraordinario contra una sen- 
tencia que se ajxjya en fundamentos de hecho y de derecho 
común, desestimando el recurso de un tercero en un juicio 
ejecutivo concluido. 

No basta para ta procedencia del recurso extraordina- 
rio que se haya planteado alguna cuestión prevista en el 
mismo, si ella (como en este caso) no ha sido resuelta en 
la sentencia i*ir ser innecesario a los fines de la 
legal del litigio. Faltos, tomo 103. página 148. 

Caso: Lt) explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DE!, PROCl BADOR GENERAD 

Boeoos Aires, Junio 12 dé mu. 

Suprema Corle: 

Todo- los fundamentos de la resolución dictada a fs. 213 
vta., de tos autos principales, en viriud de la cual la Cámara de 
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Apelaciones de! Rosario ha decidido la incidencia promovida 
por don Joaquín González Ilárcena en el juicio ejecutivo seguido 
jwtr don Ismal G. Bordaliehcre contra don Ramón González Bar- 
cina, son de derecho común, en h» cuales se interpretan y apli- 
can disposiciones del Código Civil relativas al dominio y ¡JOSÉ* 
sión <lel inmueble ejecutado. 

Tales fundamento-, cuya coustitucionalid:id no ha sido im- 
pugnada y que. pn- lo demás, son. a mi juicio, suficiente por sí 
solos para sustentar el fallo aludido prescindiendo de cuestiones 
de otro orden, no pueden ser revisados por V, fc, en el recurso 
extraordinario del art. 14 de la ley numen ■ 4*. pur cnanto no 
constituyen cuestiones federales; siendo de advertir, a mayor 
abundamiento, que no hasta jora la procedencia de dicho recurso 
extraordinario, que se haya planteado alguna cuestión prevista 
en el mismo, si ella — como ocurre en el presente caso — no 
ha sillo resuelta en la sentencia, por ser innecesario a los fines 
de la decisión legal del litigio. Fallos, tomo 103, página 14*. 

Por otra parte, como se hace notar cu la denegatoria de 
fs. 22(1. háse establecido como uno de los fundamentos del re- 
ferido pronunciamiento de ís. 213 vta.. que "los derechos que 
tiene o cree tener (el recurrente» no quedan huérfanos de am- 
paro legal por el hecho de la resolución que ha sido objeto de 
su 'recurro", pues las sentencias y procedimientos judiciales no 
tienen efecto contra terceros, como es Joaquín González Bar- 
cena en el ¿1$ í¡tt% y en el juicio ejecutivo un causan estado ni 
muí para las partes Urts. 370. 371 y Sí>2 del Cód. de Pn *:,)". 
Véase fs. 211 vía. 

i'.n presencia de esta declaración, que debe ser aceptada 
por V. I 7 .. |torqu« no le es dable, en la instancia extraordinaria, 
entrar en el examen de las leyes provinciales de procedí mi en tos, 
no cabe atribuirle a la referida resolución de fs. 213 vía. ca- 
rácter dv semencia definitiva, a las fines del recordado art. 14 
de la lev numero 4S y su correlativo el art. W de ta ley núme- 
ro -1055. conforme a la doctrina sentada por Y. !■*. en casos 
análogos. (Fallos, tomo l\C\ pág. 218. entre otrosí. 
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l'% lantM. >-.y de ■opinión qm- el recurso interpuesto a U. 
ZX$ para ame esta Curie Suprema ha sido bien denegado y que. 
m consecuencia, corresponde des^liinar la presente queja for- 
mulada por don Joaquín i '.ou/ále/ Barcena. 

Horacio R. I. arreta. 



KAI.LO DE t-A CORTF. SUPREMA 

Uuiims Aires, Julin ik- l'íJO. 

Ati\.H y \'L-ttí> : Kl recurso de hecho l*>r denegación del 
iMraordinario interpuesto i*>r Joaquín González liúreena con- 
tra el íatte de la Cámara de Apelaciones' de Kosurio en los autos 
■q'.urrl:d-ehere Ismael contra (¡oiuález líáreeua Ramón, sobre co- 
bro de pisos" y 

G moderando; 

Hue según apareo- de los autos venido* por via de infor- 
fím % resolución dictada a ís. 207 por la Cámara de Apelacift? 
nes de R osario se apoya en fundamentos dfc hecho y de derecho 
común sttfkientes por" si solos para sustentar el fallo recurrido. 

i Hie como lo hace constar el tribunal de alzada a fs. 220 
y [ recurrente ha sido oido en el juicio donde se perseguía te de- 
claración de nulid '.d de las actuaciones, del juicio ejecutivo, é 
hk-ii Ir, rt-ntencta no le fué favorable ; de donde se desprende, 
íftic en la especie xub lite se han llenado en lo substancial los re- 
Huwm, ,K la defensa que ampara la Constitución Nacional en 
*í u art. l¡s\ 

Ku -u mérito v por los fundamentos del flietameu del se- 
ñor Procurador General se declara improcedente la queja. No- 
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dí^üesc v archívese, devolviéndose lo* amos remiticis amio 
mejor iniorme con transm^tón de la jttffcntc y del dictamen 
(le referencia :il triimnal í¡c OHgeíi; previa re|>nsieióu del pape). 

J , FiurcKOA Alcokta. — U. lamo 
La valle. — Antonio Sacarsa. 



Don Antonio (ViY mitra h fitmfinéS 4s Huevas Aires, sobre in- 
tUtmñziicuhi de thiws y perjuicios. 

Sama; Jo: í* N.i corresponde a la juri>dieeión uri^hiaria de la 
G«rtc Suprenm el conocimiento #e una demanda pOf cohro 
de |>t-5os (valor de mejoras I, dedit'ida contra una provin- 
cia por «n vecino de t;i misma. 

_>i (¿i jurisdicción comíseme para emende* en un jui- 
cio góí cobro de "jk-mw por mejoras realizarlas en un terreno 
que e! actor poseía en 1.a Plata y que reivindicó la provin- 
cia fie Uucnos Aires, es aquella en la pe *e ventiló el pleito 
principal. ( I-ullos. tmno 154. página 

Gtso: l& explican las piezas siguiente^ 



1UCTAMKN Mil. l'ÜOLl-KAIKiK f ¡KNT.KAL 

Suprema Oírle; 

l>(>n Antonio Inl. .pie. según su expresa maní ¿estación, es 
cmclaílaiici argentino y veemo de la ciudad de La ñata, se |g* 
. ¡santa a V- E. flemuíulaníio a (a provincia de Buenos Airxs por 



DE JUSTICIA DÉ LA NACIÓN H* 

indemnización de daños y perjuicios, y dice que funda su üe- 
ru\*ho "en lo dispuesto por los arts. 2588, 2590 y concordantes 



X(i c*. pues, él actor extranjero 111 vecino de otra pro- 
vincia para <|ue, por razón de las personas. pueda corresjionder 
en d presente caso la jurisdicción originaria de V. E, con arre- 
glo a los arts. 100 y 101 de la Constitución, articulo V, inciso 
1* de la li y número 48 y jurisprudencia sentada por V. E. t en- 
tre otros, en el caso del tomo 124, iwigina 199, de la colección 
de fallos respectiva : ni versa la causa sobre puntos regidos por 
1:l GiiimíUicíóii o ley nacional para que dfctta jurisdicción ori- 
ginan:! proceda. i**r razón de ía materia, confirme a las citadas 
(lisproiciunes constitucionales y legales y a lo resuelto l>or V. E. 
en el caso ilel ttmio 97. página 177. asi como en los demás que 
ui el Bíisiuo se relacionan. 

Corresponde, por consiguiente, y asi lo pido, se sirva V, E. 
declarar que el conocimiento de la presente demanda no com- 
pi*U a la jurisdicción urinaria de esta Corte Suprema. 

5 /?. Larrcta. 



TALLO DE LA CORTK Sl'PKKMA 

%K-ih* Ain-s, Julio >H ,U- V>M 



One la demanda tic que se trata vcrs;i sobre el cobro de 
una ."unía de dinero que representa, a julno del interesado, ei 
val- ir de las mejoras por él realizadas en un terreno situado en 
la ciudad de La Plata que el actor poseía, d que iué reivindi- 
cad.» por el Fisco de la provincia de Unenos Aires. 

Oue en tal virtud la jurisdicción comitente es aquella en 
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la que st ventiló d pleito principal (Kallos. tomo 154. pág, 431 
y loa allí citados) , 

ÍW tUu y (le acuerdo con lo ilictaiuin;ulo por él SfifiOT 
IWuradnr llenera!, se declara qur esta Corte no es n>tu]>c- 
tjjnte i«ira entender en la presente acción. Nolifíquese y re- 
puesto el pa|H'l. arcliiv^c. 

J. FlOt EROA Alcorta. — U. ('Ir IDO 

Lavalle. — Antonio Saciarla. 



íhm Oírlos Concille; VM#Íá Doma contra la provincia tic Uni- 
dor, sohrr hicottstitm-iomit¡<liiti tic la ley número 854. 

Sumaria : 1' Kl silencio ahsofeg opuesto por la demandada a 
la interpelación del actor Mímele a aquélla a las consecuen- 
cias legales previstas en el artículo 8f> de la W número 
50, estableciendo una presunción íavomhle a los derechos 
de la demanda, que &kó puede ser desvirtuada por una 
prueki contraria. 

2» No distante hacer las provincias USü legítimo de 
sus facultado impositivas al sancionar leyes como la nú- 
mero ¿4 eu cuanto realizan un fin manifiestamente de m- 
t^rls púhlln cual es el de proveer a la asistencia ríe los 
ancianos y de los inválidos, tales íacultades un *m ilimi- 
tadas y deben ejercerse de acuerdo a principios que se 
encuentran eu su leise misma. estableciéndose los iníptteü- 
tos ron arre-I. i a un sistema de imparcialidad y unifor- 
midad, a fin di- distribuir en justicia la carga, pues traía 
imiH.Meión une se a]H>ye en otras razones o responda a 
otros propósitos un sería un impuesto sino un despojo; y 
ai'm cuando razones de previsión. jHilicía. asistencia o so- 
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lidaridad sncial fundamenten el impuesto, ha de ser éste 
de earáeler general y a cargo do todos los habitantes de la 
pnivitirki, va que es igualmente general el Iwnefieio míe 
aquel establece, y como consecuencia, la obligación de so- 
letarlo. 

.í" Los artículos 10 y 11 de la ley número S54 de la 
provincia de Mendoza sobre creación y sostenimiento de 
la Caja Obrera de Pensión a la Vejez e Invalidez, vul- 
neran los principios de igualdad y de uniformidad previs- 
tos por el artículo 16 de la Constitución Nacional (sea que 
se trate de la prima de seguro, sea que se trate fie un im- 
puesto). (Fallos, t. 1.15, pág, 272; t. 144, pág. 381 ; t. 145. 
pág. 125: t 149, pág. 77; t. 151. 260 y 392; y t, 

157. |)ág. 359>. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN IJE!, I'KCJtT KAIXJK íJKNKKAT- 

lUicnus Aires. Septicmhre 11 «$¡r 

Suprema Oírte: 

Don Allwrto Lodieu, en representación de don Carlos Gon- 
zález Videla. interpone demanda contra la provincia de Mendo- 
m pi.r ¡nconstitucionalidad de la ley lq:al número S?4. rela- 
cionada con la creación y sostenimiento de la ' Caja Obrera 
de Pensión a la Vejez é Invalidez", en la parte míe crea los 
impuestos duiomínados de "previsión Social", mencionados en 
los arts. 10 y II de la misma, liacieudn extensiva la demanda 
a la devolución de la suma de siete mil ciento sesenta y cuatro 
pesos mu diez centavos moneda nacional, oblados indebida- 
nunte al Kisco provincial, bajo protesta. \yov los diversos im- 
$ffiim a <iw referencia, que impugna como contrarios a 
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las garantía* de ÍOS arts. 14, 16, 28 y -31 de la Constitución 
Nacional. 

La calida ha Mq seguida éfi rebeldía de la pruvincia de- 
inandada. 

Concretando la cuestión planteada a su faz constitucional, 
cabe observar que las provincias, dado el sistema de gobierno 
implantado en ei país, están facultadas j>ara dictar las leyes ti- 
(lancicras que estimen convenientes con el fin de asegurar el 
bienestar social, de acuerdo con las atribtlcioncs constituciona- 
les que les están reservadas (arts. 105 y 10o >, conformando 
la estructura de ellos a los principios básicos enunciados en la 
Carta Fundamental, 

Hl examen de las cláusulas pertinentes de la citada ley. 
agregado a los autos, demuestran que los fondo» que se arburan 
para atender al sostenimiento de la caja de "Previsión Social , 
comprendidos en la ley número 854. Sitíenlo 10, consisten en un 
impuesto mensual de cincuenta centavos moneda nacional a ear- 
jí.' del listado, Comuna, empresas, patrones o partrridaro. por 
cada asalariado, de amlx>s sexos, empleado, obrero o sirviente, 
que tenga lujo su dependencia, gravamen que »erá satisfecho en 
una estampilla especial (inciso a); en "una sobre-tasa anual a 
In> propietarios de bienes raíces cuyo valor global sea superior 
a doscienuw mil pesos", con arreglo a la escala de Hnciso b), y 
en un impuesto anual a la propiedad raiz con derecho de agua 
y no enliivad:i. a raiz de cincuenta centavos por hectárea, que 
establece el ttici^o t). además del impuesto a la uva cosechada 
en el lernt-.rio de la provincia, que se destina integramente al 
íondo de la "Caja Obrera a la Vejez e Invalidez", que impone 
el artículo ! 1 . 

La aplicación que si- da a e-o> fundos ha excedido las 
facultades festivas de U legislación provincial, si se observa 
que ettos ISO están destinados a atender a las necesidades pú- 
blica- v generales del Estado, no pudfcndo considerarse ni tm 
ni impuesto, pues se trata de mi tributo íttM no tiene en mira 
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eMm de "*' mo acordar privilegio* a de- 

terminadas pcfSC^NlS insiititdones privadas" como Y. E. \<S 
tiene declarado reiteradamente fcn su jurisprudencia. La asis- 
tencia ricial a que se refieren las clásulas impugnadas, resulla 
asi atendida casi oclusivamente ¡**r los patrones y determina- 
dos propietarios de inmuebles, sin ninguna erogación a cargo 
de los iKíueficiarios, lucho que resulta desprovisto de toda jus- 
ticia y razonabilidad. 

I.SL ley aludida, en la jarte impugnada, vulnera las garan- 
lias de los arts. \ú y 17 de la Constitución Nacional. Kn el 
primer caso, porque no se ajustan a la igualdad que es la lase 
del impuesto y de las cargas públicas, y en el segundo, porque 
las examines impuestas son confiseatorias del derecho de pro- 
piedad, pues, como lo tiene declarado V. M. de acuerdo con la 
doctrina y j urisprudencia americana ya citada en casos análogos 
(tomo 117. página 434). la rtglamcentación del ejercicio de un 
derecho "debe ser razonable", sin llevarla al extremo de cons- 
tituir una prohibición, destrucción o confiscación, 

Eíi mérito de estas consideraciones y teniendo en cuenta la 
doctrina que surge de tos tallos de V. ÍL., dictados en los casos 
que se registran en el lomo 118. página 278 y en los citados 
por la pane adora en el escrito inicial, soy de opinión que co- 
rresponde declarar la iiKonstitucioualidad, a los elector de este 
juicio, de la ley de ta provincia de Mendoza número S54. en la 
parte impugnada. 

flontcio A\ /.iinv/ii. 



IA1XO DK T.A CORTK Sl'l'RKMA 

llueiios Aires. }»Un 2S (U- 
Y Vistos; lm seguidos por don Carlos González Yidela 
contra la provincia de Mendoza, &&t devolución de impuestos, 
de los que resulta: 
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Out a í». »S. el representante ilcl actor demanda a la pro- 
vincia de Mendoza p'T devolución de la ¡.«nía de .«ffí nú/ c/. jí- 

/d StSitttit V l mitro /V.Mjí. t'fíH í/íVj ( Víl/ifTVJf HlíWí/ef lUh m IOIItlL 

que dice indebidamente percibidos por la demandada en cmia-ptu 
de impuestos, de acuerdo con los arts. 10 y 11 de la ley niiim i i 
854 que impugna eétitQ e< nitrada a los arts. 14. Mi, 28 y 31 de 
fe Omstiufíóii Nacional y 7. ^2 y 33 de la l.ey Suprema de la 
l'mvmcia . 

Que durante los años 1926 y 1927, la provincia referida 
i-sij-ií'' el pago de las somas «pie se detallan y que fué hedió 
tajo protesta, según se acredita con los compro! «urtes que á& 
junta ( ís. I a OI . 

tjue i> indudable que la demandada al sancionar !a ley qm- 
se cuestiona, violó la libertad de comercio consagrada por la 
i - institución Naeinnal. y estableció una transgresión al prin- 
cipio fie igualdad; y agirte de esos fundamentos, invoca también 
como l«a>es <le la demanda, las consideraciones aducida.-, en talloj 
que cita de este tribunal, recaídos en casos análogos, solicitando 
cu con-' cueneia. Que declarada la iueoih-tiuieioiialidad de ía re- 
querida ley provincial, se condene a la provincia de Mendoza a 
devolver la suma demandada con intereses y costas. 

One conferido el traslado de ley 14 vuelta, no fue 
contenida por la demandada, dándose por decaído su derecho 
y abriéndose la causa a prueba a ti. 26 vuelia. \ í>. Mi quedo 
agregada ta producid'i por el actor a mérito del ee:tifí:ado eo- 
rri-poiidtttne, llamándose autos para definitiva a vuelta; y 



Considerando; 



0m el silencio ali-"luto opuesto por la demandada a ía 
interpelación del actor somete n aquella a las conseeue ncias Ir* 
gales previstas en el art. 86 de ta ley 50. estableciendo una pre- 
xiueitm favorable a los derechos de la demanda, que sólo puede 
ser desvirtuada por una prueba contraria. 
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One en i*1 presente juicio no sóln falta ésta. * <]ue la 
parte adora la lia producido completa y evidente para acredi- 
tar lus hechos en ipic funda su adrión demostrándolos debida- 
mente, dejando establecido -in temor a dudas que la provincia 
ée Mendoza percibió por concepto del impuesto impugnado la 
Minia «pie >e demanda, y que ésta fué pagada por el actor bajo 
protesta y expresa reserva de derechos a reclamar su devolu- 
ción p©r Considerar la ley aplicada atentatoria a determinadas 
garantía- de la Constitución Nacional. 

Oue. por otra luirte, estas circunstancias establecen la ab- 
sohtta analogía de este juicio, con los resueltos por esta Corte 
en diversas causas seguidas contra la misma Provincia por res- 
titución fie -unía*, de dinero provenientes de los mismos impues- 
ros declarados inciiustitiicioiiales en aquellos casos por tunda- 

cxtmtst'. *u dan aquí por reproducidos, atenta su |>ertinente apli- 
cación al Mib-judiec. (Fallos; tomo 135. pág. 272: tomo 1-14, 
pág. 3X1; lomo 145. pág. 125: tomo 14 o -, pág. 77: mino 151, 
págs. 280 v y los en ellos citados. Véase juicio "Sociedad 
Anónima \'iriedns v líodegas Ariztí contra la provincia de Men- 
doza por iucdtistitucioualtdad de las leyes X54 y ,J 2S", fallado 
ptir e>ta l urte en fecha Ifi de Junio próximo pasado). 

Por lo expuesto, de acuerdo con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador ( leñera!, y haciendo lugar a la demanda, se de- 
clara; oin la provincia de Mendoza debe devolver al deman- 
dante, dentro del término de diez dias la suma reclamada de 
.í/t fV wii tiento sescttfn y cuatro pesos, con diez centavos monedo 
micioius), con más lo* intereses a estilo fiel Banco de la Nación, 
¡contados de -de hi fecha de la notificación de la demanda. Sin 
Costas atenta la naturaleza de la acción instaurada. Notifiquese, 
repóngíi-e el papel y oporiimamente archívese. 

J. Fhu kroa Al.COUTA. — R. Grtím 
L avalle- — Antonio Sauakn \. 
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Juez df í'rintcra Instancia tn tó W$ y Comercial é La Plata f 
doctor HoWC% A. C\¡st». formula denuncia de incontpa- 
tihilidad en tós canias de Juez de faz v secretario Jet 
i» rederal de ta misma ciudad, descaí peñadas por el 




Sumario: El iarjju de Juez de Paz y el de secretario do actua- 
ción en tus juzgados de sección s«m de todo punto incom- 
patible-, y el imcre*a(1o dtbe optar |x>r tino u otro 
tn el término que a tal efecto se fije. 



( Vwíj : ho ex j 



DICTAMEN HKI. PROCURAUOH «IKNKRAL 

Buenos Aires. Jwffc K' tk- 1^30. 

Corte; 

El señor fuez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial 
<)v 1» ciudad de La Plata. doctor Horacio .V. Casco. *e dirige 
a Y. K. llevando ;l su conocimiento tiuc el señor secretario del 
fufado I-VUral de dicha ciudad de Ij Plata, don José C. 1<»n- 
cour. desempeña el can-o de Juez de Paz de la misma, lo que 
estima iiuumpalible. 

N„ obstante lo dispuesto en el articulo de la ley número 
7(m, el caso, según ln ha dicho V. E. en el que se registra en 
el tomo U(>, pá#¿ .W de la colección de fallos respectiva, co- 
rre sponde á t a süpermtendertcia reconocida i»or esa ley a esta 
forte, por tratarse, en el fondo, de establecer la, incompatibi- 
lidades «jue pesan, en general, sohrc los secretarios de los juzga- 
ílos di sección. 

]W otra pane, las mismas razones que ha tenido Y. K. en 
vista al declarar incompatibles el car-., de secretario de bis 
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juzgados federales con el de escriño de registro provincial y 
con el defensor general de la administración de justicia pnw 
vineiaU Fallos, tomo 115, página 8 y tomo 116, página 110) 
son aplicables al presente caso, pues que las funciones de Juez 
de Paz que el señor secretario del juzgado Federal de l-i Plata 
desempeña en esa misma ciudad someten a este funcionario a 
una jurisdicción extraña a la de la autoridad nacional de que 
depende- 

Corresponde, en consecuencia. a*i declararlo, fijando el tér- 
mino que V. % mtim eonveniente dentro del cual drlwra el 
interesado optar por uno u otro cargo. 

Horado R. barreta. 



FALLO DE r.A CORTE SV'I'KEMA 

Buenos Aires, Julio 30 ik l'JSU. 

Auto, y Vistos; Para resolver la presente denuncia de! se- 
ñor lúe/ de Primera Instancia de La Plata, doctor Horacio A. 
Casco, sobre i n compatibilidad de los cargos de Juez de Paz y 
Secretario del Juea Federal de acuella ciudad que desempeña 
ti señor cscritaiio D, José C Roucour. 

por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro- 
curador Ceneral y considerando, además, que el buen desem- 
paco en ambas fusiones por el funcionario denunciado no puede 
destruir las razones de orden y de conveniencia que influyen para 
mantener la absoluta independencia de toda autoridad local, de 
los funcionario* auxiliares de la justicia federal en las provin- 
cias, se declara que el cargo de Juez de Paz y de secretario de 
actuación en ios juzgados de sección son tic lodo punto ineom- 
Rtibles, y se fija el término de mima dia* para que I). Jo*é 
C Roucour opte entre uno u otro cargo de los qur 
desempeña. 
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Notifiques* y OTmun1qft«se al Juez oficiante, al Federal de 
¿ia Plau y a la Cámara de la misma jurisdifeirm. Kepónjíase 
i i papel y ¡retínese. 

J. ['IV.VY.KOA Auouta. — K. Gi'ioo 
LAVABLE. — ÁStOSIO SAOAkNA. 



NOTAS 

Con techa cuatro de Julio de mil novecientos treinta. Ié 
Corte Suprema, jior los fundamentos del dictamen del señor Pro- 
curador General, no hizo lugar a la coteja deducida per Amable 
Gutierre/ Diez, en la causa seguida en su contra por don Er- 
nesto Protuícues, i>>r calumnias e injurias, por desprenderse de 
la propia exposición del recurrente que ta resolución de la Cá- 
mara de Apelaciones en to Criminal y Correccional de la Ca- 
pital, mi» era la sentencia definitiva en el sentido del articnto 14 
de la ley 48, ni reunía tampoco las condiciones del articula 22, 
inciso 2 V del Código de Procedí míe utos en lo Criminal, pues sólo 
se trátala de una providencia fie mera substanciación ■ 




Kn la mi*ma fecha lio se hi/o lugar a la 
v ,,v José Alberto Cannona. en la eausa seguida en su contra por 
h.uníeidio. pir no aparecer de la exposición del recurrente, «pie 
este bubiera deducido para ante la Corte Suprema, recurso al- 
K unn que le hubiese sido denegado. 



j-'.n la demanda instaurada por la Sociedad Ai'óninia T,;i 
GnntitunUl. Componía de Scgüroa, contra la provincia de Cor- 
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tUa. pw **m é». la suma de tifcz mil trescientos cincuenta y 

dos pcsM m* mm y m*» "»» avos n,i,nwla naclonaL ,)rt " 

venientes fifi destrozo de u» automóvil asegurado a la compa- 
fm act«.ra. é que se llevó jior .leíante una máquina empetrola- 
,h>ra ,M macadam .le la Dirección .le V«M & MR PSfr 
vincia en el camino Córdoba- Villa Allende, que los obreros, 
eóhfitóo el irakijo. habían dejado lirada en medio del camino 
<Ín lu/ ni señal albina que advirtiera el \*\\%r». la Corte Su- 
prema en fecha 7 de luli» de 1<M0. falló la causa rechazando 
teén costas la demanda, en ratón de que dada la forma como 
se planteó el pleito, fundad., en hechos que fuenm neldos por 
la demandada, incumbía al actor sn pruel* ,-ara demostrar la or- 
m en m aquéllo* se produjeron, prueki que rm fue traída a 
los autos por negligencia evidente de aquella parte 



Con fecha »ete se declaró imprudente la queja deducida 
por don AríecI Mariano Italaija en los autos "Sociedad Anóni- 
ma Villa Presidente Quintana contra Juan 1\ Várela, sobre 
interdicto de recobrar la posesión \ por desprenderse de la pnv 
pia exposición del recurrente que éste había sido mdo y neeno 
valer sn calidad de tercero y propietario poseedor presentando 
su titulo, resultando así que en la especie MiWite fueron llena- 
dos en lo substancial, los requisitos de la defeir* 
ti articulo 18 rie la Constitución Nacional, cuy: 
se alegaba. 



Wtí di.-* v seis del mismo se declaró imprudente la queja 
ría por don Juan Fernandez en autos con el Gobierno 
,:d |>or no acrecer de la edición presentada. q& se 
hubiera interpuesto para ante la Corte Suprema, recurso nl-uno 
que le hubiese sido delicado. 
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Eli veintitrés del iiiímuo no se lugar a la queja de- 
ducida por don Luis Férrea en aütos con tlon Oírlos D. Bodrai 
...l.rt* reivindicación, en razón de que la resolución dictada por 
la Suprema Corle de la provincia tle Unenos Aires, entra la 
i|iie se dedujo el recm>o rxtraordiuarin autorizado por d ar- 
ticulo 14 tic la ley 4K, se había limitado á interpretar tltsp<?sfc- 
tii.titt, de una ley local procesal . según la cual las re soluciones 
del tribunal no son litsecpflbles (te revocatoria. tdd$ ta cuál es 
ajeno al remedio federal intentado. 



Eíi la misma f celia no st- hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Kerifeo A. Uoberts contra la provincia de 
Córdoba, mhtít expropiación. ,lado que la resolución dictada 
por él Superior Trttwnal de k mencionada provincia se había 
limitado a declarar improcedente un recurso de revisión inter- 
puesto para ante <1 metilo, aplicando e interpretando una dis- 
posición de orden procesal, todo lo cual es ajeno al remiso t n- 
de puro dentello federal f art. 14. ley 48». 



Con fecha JS la l urte Suprema, de conformidad C 'ii Jo 
dictaminado por v! IWurador General, declaró improcedente 
la queja deducida por doña María ÍWude de Médica y otros, 
eu autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de 
Empleados Ferroviarios, m razón de que la sentencia pronun- 
ciada por la Cámara Federal de Apelación de la Capital hahía 
decidido la causa por razones de lucilo y prueba relativa* al 
motivo di la cesantía del servicio; y tales cuestiones no admi- 
ten revisión por el Tribunal, por no tener el carácter de 1 1 de- 
rales. ( Articulo 14. ley 48 >. 



de jrsTiciA i>r. LA 



En la mUma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
!** ápfí l'ahto M orino cu los autos "Fcrry. Jor^e, y Í<erreyra 
Avelino P„ ermita la sucesión de don Juan Maturana". de con- 
formidad con lo dictaminado |>nr el Procurador General, y de«- 
, 1 rcniUr>e jj# testimonio de Las pertinentes actuaciones acom- 
pafiádas une lo resuelto en definitiva era que el Fisco tiene 
i.riviliiíio para |xrcibir el importe de los impuestos adeudados, 
con preferencia al crédito del hi[>otccario y primer embargante 
de los fondos discutidos, llegándose a esta conclusión por inter- 
pretación v aplicación por disposiciones de di recluí común que 
no pueden motivar la intervención del tribunal en el recurso 
extraordinario creado por el articulo 14 de la ley 48. 



Kn la 



ja, y por los fundamentos del dictamen 
General, se declaró improcedente la queja de- 
uu l IW en autos con el Departamento Na- 
cional del Tratwjo. por infracción a la ley 4661, en razón de 
que ta resolución de la Cámara en lo Criminal y Correccional 
t |e la Capital, se habla limitado a declarar que la excepción .le 
"inhabilidad de la ejecutoria" no está comprendida entre las que 
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 539 del Código de 
iWedimicntos Civiles y Comerciales, pueden oponerse en la 
ejecución de la sentencia, es decir, ha interpretado y apilado 
disposiciones procesales, extrañas a las de derecho federal a qui- 
se re fien- el articulo 14 de la ley 48. 




se declaró inipr -miente !u queja de- 
Antonio Moscón i contra ta Caja Nacional de- 
Ferroviarios, sobre ju- 



i, en razón de que la apelación denegada con- 
seiitc«V¡a de la Cámara Federal de Apelación de la 
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filé interpuesta fuera de! termino tfc tres días que fin ! .r vulo 
231 íle la ley 50, y además. poique ta causa fué resuelta por 
cuestione.* de hecho y pntfttefl relativas al número de ; ";r- de 
gfTVÍCKis prestados por el recurrente, tos (¿itL- se coii^derarfeil 
in-uíieicnte* a 1"»- íines de la jul «ilación reclamada. 



Kn la nuMiia íecfoüt la Corte Su] .rema, de conformidad con 
I.. dictaminado por el Procurador ( ieiieral. declaró mmrrtf edeitti? 
la míeja deducida p»r (¡ntlleriuo Casal, m la catira seguida en 
mi contra por homVHio, en rasión de qtíe ta >entcneia recurrida 
de la Suprema Corte de jmkm de ta provincia de filíenos 
Aires, no revi -lia el carácter de definitiva, ya mi termí- 
nala la eat»a ni hacia im|H^iliIe su continuación !an, 34$ del 
todito de I 'rnced tímente) : agregándose a mayor almmbmien- 
tet nfte 1«» artícwlos I* y .W de la Constitución Nacional mvo- 
cados por el recurrente no yviardaf.au con ta cuestión ileUatida 
la relación direct:i e inmediata requerida i>or ct articulo 15 de 
l:i lev iniiiufu -IS. 



t on fiilia treinia de Julio de mil novecientos tilinta fué 
confirmada por la Corte Suprema la sentencia pronunciada pol- 
la (.amara Federal de \pctaeión del I 'arana, la i|u - confirmó, 
a su ve/, ia dictada p n r el Juez Letrado del Territorio Nacional 
de Mi-iones, tjue condenó a Demetrio Rodrigue/ a sufrir la pena 
de diez, y >eis año* f seis meses de prisión, accesorias legales 
y c-tas. como ¡nitor del delito di- homicidio perpetrado en la 
jHTSfittá de Julio Ma-erey, el dia 15 de l'.nero de l'Os. en "Ver- 
bal VíejíT. jurisdicción del expresado territorio. 



Í-: 1 1 1l miqii, techa se declaro improcedente la «jiieja 'le- 
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dueida pOF <h«i Pablo Cano tu autos con don Juan A. Gowíand, 
sobre de-aloj. inmuto, por no apareáef ele la exposición presen- 
infla. míe se hubiera deducido para ante la Corle SuprfciljÑ rv- 
eurso algÜRO <|tte hubiese sfdi > denegado, y además. pori|«o la 
cuestión debatida había sido resuelta por interpretación y ai>Ii- 
cación ele disposiciones fie derecho común, como es la ley T 1.1 56, 
reformatoria dél Código Civil y de una ley procesal: to¡cfe lo 
cual es ajeno al recurso extraordinario previsto |n»r lo-, artículo» 
14 y 15 de la ley 4*. 

t 

Pon Cario* _), {'¡da! Malina en ios nulos "i'idal y Anduezu 
contra la Mnmeipatidad de ht Cupittü. sobre expropia* 
aóu" . Keatrsa extraordinario. 

Sumario; Kntre las condiciones impuesta* por la ley y P&oito- 
eidas por la jurisprudencia para la procedencia del recurso 
extraordinario, se encuentra como indispensable la de «jue 
algunas de. las cuestiones federales enumeradas tu el ar- 
ticulo 14 ile la ley 4S, hayan sido planteadas en el pleito, n 
sea, t n eireunsta netas lates (pie el tribunal local de última 
instancia haya i>oilido pronunciarse sobre ellas. (Fallos, tu- 
mo 75. páiís. 1W y MM: tomo 104, pájí- I4n; tomo 110. v á K . 
S?; lomo 112. 24; UMQ 139, pág. 01, y otros}. 

CttJfri l.o explica el Ú0¡&iiéi 

i'Au.íi im La corte si-pkuma (1) 

rím-ims A ins, AjíoíIu I ' de V*M 

Y V istos; el presente recurrí extraordinario deducido por 
don ( arlos V Vidal Molina en los autos "Vidal y Andueza Con- 
tra ta Munieipalidnd de ta Capital, sobre expropiación**: y 
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Considerando: 

Oue él recurso hn sido deducido contra la sentencia pro- 
nunciada por ta Cámara Civil Primara de esta Capital con el 
fin de que se declare su nulidad "porque en ella s? han vulne- 
rado cli>i^>iciones de las leyes nacionales nums. 4.H9 y ifeJ y 
los arts. 1 1 y 17 de la Cunst ilición Nacional". 

( Jue del examen de la causa limitada por convenio de partes 
a la mera fijación del valor de las tierras materia de la expro- 
marión, n<> aparece que el recurrente planteara cuestión federal 
alguna é« reía» ion a la interpretación de la ley l»' o a la apli- 
cación de los arts. 14 v 17 de la Constitución coa antermndwl 
:i l fallo de última instancia. Y al contrario el escrito de inter- 
posición del reeurso contiene el reconoc i miento expreso de que 
tal requisito "u SÜfc nimpli.lo en el curso del litigio- 

(Hte; sin emk.rgo. entre las condiciones señaladas por la ley 
tm-tá b 4É< y reconocidas por la jurisprudencia para la 
un^UiKia'del recurso extraordinario ante esta Corte, se en- 
cuentra como indispensable la de que algunas de las cuestiones 
federales enumeradas eu el art. 14 hayan sido planteadas en el 
pleito -. sea en circunstancias tales que el tribunal l-cal de ulti- 
ma instancia baya ludido pronunciarse sobre etia. 

< m esa es la jurisprudencia uniforme de esla Corte de- 
rivada" del texto del art. H de la ley nacional de jurwtoon y 
tmpm^ O^lns: lomo 7?. pag.. m y 4CU : tomo IT 4, r ag. 
I4f»: n»mo l lü. pag. *5: tomo ll¿ ^ tomo 1^. l*& 
91 v oíros i. 

' ( j„e una ablación a la Corte, ba diebo la jurisprudencia 
americana 1 1*.. pag. W>. no del* W «na mera sugestión pus- 
«erior v -i algún derecho, privilegio o inmunidad es fundado en 
la Constitución o leyes de los Estados Cuidos, debe ser espe- 
cialmente alegado y reclamado antes de la decisión imal del 
caso por el tribunal de que se apela (Cooley, "Limitaciones cons- 
titucionales", pag. 29 y Fallos tomo 139, png. 91). 
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Hn su mérito y de conformidad con lo pulido por ti señor 
Procurador OneraL se declara improcedente la queja. Xoti- 
Ftíjuese y repuesto él papel* árcltrvéstet devolviéndose los autos 
mui i ¡dos cuino mejor informe con transcripción «le ta pré- 
stale a! tribunal di origen, 

Rr.HCKTO Kki'Ktto. — K. (orno 1.a- 
vau.k. — Antonio S.v.akxa. 

(11 Ku la misma ít'tflta la Cric Suprema se |MXMfttñ6Í& Íun¡d 
sentido en rtfrh rerurs» rstrai^dmanM dedueído l*>r d>n Cari— Vida! 
Molina y otros, cu :»>s mismos autos. 



Señores Cídal V A&ímsa í'ontiv la Municipalidad de la Capi- 
tal, sobre expropiación* 

Sumario; improcedente el recurso extraordinario ^i en la 
sentencia recurrida no st examina ninguna ciuMÍoíi -le -le- 
neho federal; Única que por su naturaleza, y siempre <|ue 
concurran otras condiciones, puede dar origen a diclio re- 
curso. 

Caso: Lo explican las pie/as semientes: 

dictamen ni:c procurador oknf.kal 

Búcim Aires, Julio 2 de BM 

Suprema Corle: 

Dictada por la Kxma. Cámara Primera de Apelaciones en 
lo Civil la sentencia de fs. 14*1, se interpusieron con los escri- 
tos de fs. 103 y 10, los recursos ordinario y extraordinario de 
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ajieliveión. ln> que se fundaron cu las razones mu* allí se altean 
y en los arts. 3 >' 6 de la ley 4055 y art. 14, inciso * de la 
ley 48. 

Sólo se concedió el recurso que autoriza el inciso Jfe an< 
14 de la ley 48 por haberse puesto en cuestión prescripciones 
de la ley 4-?4*í y ser el pronunciamiento del tribuna) adverso a 
la interpretación sustentada pOt el recurrente. 

Xo se concedió el otro recurso extraordinario interpuesto, 
por errónea interpretación de la ley 189 ñor las razones que en 
el auto a que me refiero da el tribunal (ís. 218) 

Ante V; se pide la concesión fie los otros recursos de- 
negados y se informa sobre los agravios que irroga la resolu- 
ción elevada en apelación. 

La scuterfcia no plantea ni resuelve cuestión alguna de de- 
recho haciéndose referencia a todas las constancias de autos, 
se establece el valor de la tierra expropiada y se fija el monto 
de la indemnización: es decir, resuelve exclusivamente cuestio- 
nes de hecho. 

Se dicen violadas disecciones de la ley nacional núm. 
189. peni ninguna cuestión sobre su interpretación se propuso 
untes de la sentencia, ni se encuentra en ésta, decisión favorable 
1 1 contraria a la doctrina que sustentan los recurrentes. 

La Kxma. Cámara no aparece denegando la aplicación tic 
alguna de sus disposiciones y cree m m fc* niega, por el hecho 
*¿ no haUT aceptado las conclusiones de algunos de los pernos 

I % n- todo ello, estimo litan denegados los recursos ordinario 
y extraordinario interpuesto J[ excepto del que piso :i conocer. 

Recuerdo casos análogos al presente, los de los mmos lió. 
p;tg 30 y 154. pájí. 13. pCTO tue inclino por la no aplicación de 
h doctrina en ellos .stablocida. desde que la discusión no se 
promovió sobre la aplicación de leyes orgánicas o de procedí- 
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miento sin* » invocándose d art. 1S de la Constitución Nacional 
y Id dispuesto por la ley 4349. 

St: solicitó la exclusión del Vocal doctor Golmo al formarse 
el minuta! que debía tallar la causa y se la fundó cu el hecho 
i-iu'i.. de t|tu el l'oder Ivjeeutivo de la Nación, por decreto 
de 2X de Octuhre de V>*). le couvedió la jubilación por él ur- 
dido; se dijo que el mantenimiento en el car^o de dicho Vocal, 
un >e coticiliaKa gm las pn scri|)dones de la ley 4349, 

i, a Hxina. Cámara aceptó esa cuestión, la consideró invo- 
lucrada en la semencia definitiva, la resolvió y concedió la ab- 
lación, constatándose además que los recurrentes sustentan >n su 
opn>V¡ón hasta el fallo ( ís. 1 del incidente y fs. 147). 

Estudiada la lev 434*'. flcgii a conclusiones idénticas a las 
del autn apda<lo: su- disposiciones contemplan y respetan la 
situación fie tas funcionarios inamovibles y hasta espera su de- 
cisión (art. 36V. 

Xada encuentn. calculadamente legislado para determinar 
el monunin del cese del magistrado jubilado en sus funciones, 
por ello uo puedo interpretar que el pedido de jubilación hecho 
por éstos pueda considerarse como renuncia condicional de su 
'.-ariío para el caso de concedérsele la jubilación. 

Tampoco se concebiría que ello se legislara, pues impor- 
taría confiar a otro poder la tarca de establecer el momento 
tu que f»ti magistrado de los comprendidos en el art. 9f. de ía 
Constitución Nacional, cesa en sus funciones. 

Las ra/.iHics mas fundamentales y doctrinariamente lógicas 
las trae él dodor Malienzo en su olira "Cuesti«uie- ile derech-. 
púlilico", tan» I!. pá-. 7S5. quien íh finiendo el cinicentn gm^ 
matical de la jubilación, no encuentra conciliable lo de majps- 
tradn jubilad" y en iune.ii mes . 

IVro esa situación, que la crea el magistrado con sus pre- 
rrogativas constitucionales, no puede ser sino nspelada, desde 
que es inamovible y de*dc (pie lo de la jubilación que sólo afecta 
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a su itueré< particular, n» hay j-or qué oponerse :i que la pos* 
tergtte, ta reÉttttCk o la mámenla en potencia. 

La Kxma. Cámara Federal de la Capital ^noció w un caso 
tdéíltko y mi rawifoc&ri de Setiembre 2J (te l u 17, que ííc ^n- 
eueuira etl él l.ilffn XIV. foliu 3U, es la que a mi jukto íla 
la solución o-nstimcionalmentc p©#bje. dadas las derivativas 
del malmirado judicial. 

IHtio a V. K. dese-time las fine jas interpuestas y GOfín- 
ciewlt) eti la apelación comedida, continué fa resuelto por la 
Esnia. (amara. 

Julián Paz* 



JALLO 6Í LA OMlTl-l SITUE MA 

Rnen*» Aire*. As«sto V <k- l".™- 

V \'i>tih: estos ñutos cuidos j^r los se&ffi* Vidal y 
An.lur/a enntra la Municipalidad -le la Capital sobre expropia- 
ción v cumplimiento de semencia para resolver sclire il tmm 
extraordinario inlerimcsiu y deducido por |... actores contra la 
ventnvia pronunciada ni ellos por h Cámara Civil I Viniera 
de esta Capital ; y 

Cousí.l'TatvIn: 

One la apelación ame esta Curte por via del recudo ex- 
traordinario ha sido deducida contra la >entencia pronunciada 
mi fe Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil con í«cha 
treinta ríe Diciembre de !<>*>. Esa sentencia, eomp reMilta de 
su lectura, se ha limitado a examinar una serie de antecedentes 
t-mistmtidoü por convenios anteriores de las partes o por pen- 
ar,, técnicas, para arrikir a la conclusión -le que h expropia- 
ción i\i> lu> terreno* debe hacine medianil- el paífo de veinte 
,h-sik h unidad métrica y quince mil ,mr el edificio. No se 
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examina tn ella ninguna cuestión de derecho federal; únicas 
que i«tr su naturaleza, y siempre i|iie concurran otras condicio- 
nes, pueden dar origen al recurso extraordinario. 

Que no obstante, la Cámara Civil teniendo presente un 
pronuncian ¡cuto dictado por día con anterinridad. en un inct- 
dente de la misma causa, otorgó el recurso respecto de la cues- 
tión decidida en aquel. 

Ouc efectivamente, con fecha 21 de Noviembre de 1929 
presentaron log adores un escrito haciéndole saber ni tribunal 
que el señor Camarista doctor Alfredo Colmo había sido jubi- 
lad" por decreto del P. E. y sosteniendo, de acuerdo con los 
ans. 22 y *12 de la ley número 4349 y su decreto reglamentario, 
que por haber aquel funcionario quedado separado del desem- 
peño de su (cargo, 'debía iniciarse el tribunal con otro ele sus 
miembro!;. 

One esa cuestión decidióse por sentencia del tribunal de fe- 
cha 27 de Noviembre de 1929, la que debe considerarse notifi- 
cad: 1 a los representantes de los actores el mismo fita de su 
íecba i">r hallarse sus firmas puestas al pie de la resolución. 
Sijñ la corresi Kindicnte diligencia tu el caso más favorable para 
aquellos, desde el día siguiente al (pie correan nidia la nota 
respetiva. 

Oue. siendo la resuelta una cuestión de carácter definitivo, 
como lo reconoce la Cámara a quo en su auto fie fs, 218. y pre- 
via, por su naturaleza, a la decisión ríe la cansa sobre expropia- 
ción, desde que ¡-e trataba de la comi>osie¡ón del Tribunal, im- 
pugnada por razones de orden federal, el recurso extraordinario 
debió inteq*>nerse en presencia de la misma, dentro del térmi- 
no de los cincti días señalados por el art. 2QK de la lev núm. 50. 
Entretanto ti recurso se ha deducido en el mes fie Febrero y 
aplicándolo n una sentenria que no contenta pronunciamiento 
alguno sobre la cuestión decidida anteriormente. 

Que. aún en la hipótesis de no ser la señalada la fecha en 
que delfe teñi rse a los actores por notif icados de aquel auto. 
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la mamte>tac»ón formulada |-r ¿.tu. cu el otrosí .leí escrito de 
fs 145 presentado con fecha 28 ele Diciembre de 1929, y en 
cuya pane pertinente >c pide que "la can* sea deculida ( >or el 
tribunal etv pleno, vale decir iniciad- 1*>r su- cisco imcmbros . 
turre los cuates se encontrula el propio doctor Colmo, apes- 
, r , claramente que »•» recurrentes consintieron y aceptaron el 
de la támara que de.u-ara la eliminación de aquel cu el 
juicio, 

í fu< en esta, Condiciones el recurso extraordinario es 
procedent* y en caso contrario habria sidu hiten testo hura del 
término legal fijado i*>r el arL 20S de la ley muu. Mi. 

l'ai *u mérito v ..ido el señor Procurador i general, se le 
declara mal concedida dicha á#&«to« > ^pBftStí! 

el papel, devuélvanse los autos al tribunal de ontfen. 

ROBEHTO KKl l TU-. & Gt-ÍDO La- 

vaijj:. — Antonio Sauarxa. 



Buenos Ain-s. At¡«.>í<' 13 <$e t$30- 

Oue tu i puede invitarse la nulidad establecida ptíf el aft, 
del C, de Pv de la Capital, respectó de la* tv .ti tiene ion e- 
cou violación del art. 37 del mismo C<hIÍ-o. ponr«c 
amias de autos, esto es. de las propias firmas ptifi*- 
taV^r los doctores Corola y Uattilatia al pie <le la ^metida 
de fs. 58, expediente aerado, resulta que ellos en calidad de 
representante, de t..s recurrentes, tuvieran noticia de la ,enlen- 
Cia l-i notiíicación en tal casn surtirá sitó efectos "como m 
Estuviera legalmente hedía" se^ún las propias palabras emplea- 
das por el inciso T del art. 40 del C. de i*. «1c la Capital . 

Owe aún en la hipótesis de míe la sentencia de tV ?S. ix- 
óédieñte a^re-ado. tu. hubiera quedado notifica^ ett la techa de 
dictarse mediante la notificación irregular a tp-r ahMe el consi- 
derando anterior. |o habría sido en el momento -le ser proco- 
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tado a Iris autos el escrito de Is* 1. expediente 
pripto |HT los doctore- Gorosítiaga y Hattilana 
por mi contenido presupone m enanamente y por sí mismo la 
noticia de la decisión dictada -K>r la Cámara Civil, ya que im se 
concite pe pudieran a<|uellos guwcer el informe del señor Ca- 
marina don-r Colmo inorando a la vez el contenido áé la 
semencia que ,;t <3W* tíé * lomeada rp^ecto de él. Do 

;,nur.!.. eoti la ^ninda paate del art. -Mí, el conocimiento den- 
vado ik- los propios autos de la existencia rfe la sentencia equi- 
vale a la notificación y surte su?, efectos hffúv* desde la fecha 
de presentación del escrito, 

QW v\ SlMK*firf» eserih. fue presentado el 2R .le Diciembre 
ti. W_><* y como el recurso extraordinario fué recién deducido 
el S de Febrero de I93Ó¿ esto es, vencido* ctm exceso |us ciuco 
días hábiles ilvl ptn/.o legal en esta hipótesis, también U ¡Mm* 
tencua si encontraría consentida cuando fué recurrid;!. 

V.n su inérito. teniendo además en cuenta <jue la re-oinción 
dictada por tí Tribunal no es susceptible de revocatoria, tío & 
Ikicc lunar a lo solicitado y devuélvanse como está ordenado, 
reponiéndose el papel en el tribunal ed origen. 

KotiEKTfi Kki-ktto. - R. (iruwi La- 
v.\u,k. — Amonio Saoakxa. 



Ra\nM\ St'fwatlo (fr t¿¡s Cusas, m la causa m su mi- 

tra, par hamirio. Rratrsa $c Inrho. 

Sumario j Si tiara renunciar a ta apelación es indispensable tür 
datu especial — inciso 3". articulo 1X81, Código Civil — y 
este precepto no rstá modificado en el prendimiento cri- 
mina!, es justo concluir que el defensor nnml>rado ]*>r 
sfnjplé comunicación sin especificar atribuciones, no puede 
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«rívar al ^nx^U^Jr una infamia ímal ( >i«,rs*la |«* alta* 
na*** <|t nnhn p¿ÍM¿> CW# ** «k*pm>«k- dr la 
«kión *W articulo CtX> del Promitmirntn CrimhiaL Aun 
en la *lmla, itel*e estar* a lo que »** favorahle al rtu, 
, \rtuuli. IJ itth '.H^o .1c rnHrvihmitnt*^ «r.i 1<> t riinmali. 



F*kra! «Ir dr U líala <w 'JrMamnrt*. «ntlf irada 

fe ¿MÍ vta í¿i h*w m Á I** W ¡SÉ*»»* 311 

r*ur** no **- mu* ^nínirM , ítinn» <lri i«-i.iMt*t d* ('«ttn» día» 
fila , í .iríWid'.* 5<>¿ &i $ I w.,iim*«u* rti te * $ 

wmzl m^um ^ ¡ütf rmtr*m sutoríí*W^ jw»r fa U v dicto ¡ falK» 

ta jm/í^W 

Vtwit***ms**rs m l«vN » W Minó 4 i.*w#a.W 
tir Ja* ra**»** W# ihr<yiíttm«tf ^ mrit<vi>' 172) al *tft**r 



.lera) ^to.l^-^i^í*^^^.^ fijflM cwrtnww * 

f* H¿-\íh fátffcw & .tí*Wrf> * t*Hud*vl-"a Hí M$ 

$ ,í «k. ¡* INttírift ^ b í.» Mtofc 
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Ea t.il wrtml y aiailtt a re******) |**r V. E. $3 el ca*> <|i« 
m rcgt*ínt fh l;i fág-tiu* »iíl ^fcl i<:*»u> t-1 tle ta í mÍcccwíH ti*: inihn* 

* trrt ^¡i*.ntlr ;i>i «tn! arar la. 

M&t$m H. Lar uta. 



I' «ir i%Vi 



*U- C*«M, p**f áf*4iett'm «trtwKSRU r.mtra la stMiMwia *lt* la 
C»UKtra ftémü ríe 1 i l%ta W Mie«i a c#to*ffi¥ a*V-* 

lío ¡i N'h-nfe* Hmwtf*. u*ir *vmfü* »ti b g*>- 

óm la iisiric *ii^*M«nft «1*1 útb» ttttftttt» tk U qw-fc» 
^ f¡¿0. rír i afilan* $ h 1*U > a «WiiM & .te* ..«te»*»** 





*»ítí«1a«t 

.■mu» Milita*** j ^vuriva*! wr* Igfts, 

Sé «vifuraiW» «ii|»»ríí*f **'iin. cWr .«Wk t^upé* *wi U; 
í.« frft (¡ara i'-aflifí'mi.witf^ $#*r*|**fe ;^tiM <p^tói« volite 

•VJ4U;¿ *! *rt ******* S*-4r & «WUCf'.» *»5J, ' C<í«f«l 
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itunráni<-tt<* i* atributo tí«*l Jw* y m» de- los fiind<mar:^ sá- 
xiTrare*; fwr io que v ctmfoniie a !u prcettlcmcmrn^ ejEfuicslo 

H |S & la |fM al & Kiw $¡y¡j¡j$ jfft tm^íona 

d edificado <E(4 <1«* U Í0 > Si mhm ' <k 

C»*a* &Uo | ímrüttoia 

itóS*'^ t*Tt*vt4«ic& SÍ rvcibi«Ui hájpsiv 1S#&S- 

tíiki yypW&}<*»* H tstatpt»» p,r Sortiaria* *> .-1*1* mtft*< 

t^rmbk. fe üftú n t\w Molificar** al reo m !a rc*s»uct<m 

^ i úniiAtM*" v^iiimiamfinc cu -1 c-m^t" «fc i*na *ufrirta 
y -ttínr « «ta ¡É£ sn*^. P r «a ^ j¡£ 

..pr^f i-h 4í)«'la Cámara | Vpclaci hMjik tn U 



! jeMU¿ <íf fe M, í*i ** f J 

wt¿á« ... u m vu. !»;-: i y <* itatwmí ^ií*m^ !** 

^vt M>m¿*z^ «*■> <mi*tier4f*v. 4$^» ítr la. irtr^ri ^ * 

-rv.^JJr. ^ylfc^I *W.nn«»t" ¿ | lí* «»rltí«. fVÍo $»* 

■ 




Que tanto él faüo de esta Curte míe menciona el señor 
Procurador General — tomo 121. pág, — como U< ante- 
riores ¿ooo atlantes, tomo 116, f¡>á£. 59: tomo 112, págs. 420 v 

4.*0. y tomo 96, páfj. 14^. se refkren a casos venido* en con- 
sulta, i>or inacción de. la defensa y tu mérito de lo que preceptúa 
el arr. 691 del Procedimiento Criminal, jwro cu los cuales no 
hubo manifestación expresa ríe recurrir jw parte del procesa- 
do, como ottjrfé en el suMitc — i*. 1T0 vuelta y 172 — IV las 
Casas expresa, no solamente su voluntad 'Jé ejercer d derecho a 
la tercera instancia ordinaria de! art, 3^' de la !cy 4055, sino que 
asi lo hizo saljcr a su defensor y si fiara renunciar a ta apelación 
e* mdispensalile mandato e*ixeial — inciso jp del art. 188! del 
GÓ<l%o Civil — y ese precepto no está modificado en el Proce- 
dimiento Criminal — inciso '§ del art. litf© — de aquel Gxli- 
i:>t, e „ jtisí,* concluir que ti defensor nombrado por simple co- 
municación -in csjHviticar atribucTon^Oio pudo privar al pro- 
gresad^ di* tina instancia final marcad-i por Mía* razones de or- 
den público como se despnr.de de la disposición del art. 6^0 del 
í'rívwfuniimu Crimina!. Aún en la duda delie estarse a lo i¡ue 
sea m;U favorable al re*' 4* art. M de! Código de Procedimien- 
to* tu Ma;eria Criminal. 

Kn »U mentó y oído el señor Procurador tieneral. se dc- 
chra justa ü oueía y procedente la apelación ordinaria inter- 
puesta. Hádase *aber. intímese ai pn<e*ado nombre dt iensor 
íkiuríi (t* tercero día: fecho, a la oíidsv a lo* efecto* del art. 
tu de h ley M»55. señalan^ lo* Martes, Jueves y Sábados o el 
sigiiiente día hábil m alguno de aquello* no lo fueres para noti* 
tteadonr* eti l'íiena 

J. FrrivEBOA Aí couta. — Uovehto 
Kft; M — R. Grroo Lavóle 

. — Á >■ roas m ■ íhxyiMkMcá ' 
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/V». ííYn.iV /Vwnfí / lU autos "López Merino, Istn&í, y Pc- 

prithl . 

Smunr'ttii í? Procede el recurso extraordinario si impugnad" el 
mm& 113 Ü¿ 1=t Provincial Je Eieedmies de la Pro- 
vincia de Buenos Aires como contrario al artículo 255 del 
doffeo Penal, fué resucita la cuestión dando prevalí neia a 
ia disposteén impugnada de la ley provincial. 

* Es velatorio de los artículos 31 y 67. inciso 11 de 
la t'oíiMitucion Nacional el articulo 113 de la Ley Elec- 
toral tic la provincia de Unenos Aires, en cuanto agrava la 
puta e>taHecida ^Or el articulo 255 ilcl Código Penal. 

Caso ; U explican tas piezas siguientes : 



tUXTAMES D&. l'KOit KAtxm iXNKKAl. 

Bo^nos k%tk*t Kftttp # 193& 

Suprema Corte: 

(-1 préseme ivcnrso de harto» deducido por el deícU^r de 
don Altredn P„ rardi en U auto* "Lope/ Merino Ismael y IV 
reyra Mariano, sobre denuncia de delitos electorales en Lapnda » 
s t .* ímida en el tieelio de balarle denegado la Cámara de Apela- 
ntes del Azul (provincia de Buenos Aires) el recurso extra- 
ordinario que interpusn contra el tallo de este TriLuml. amo- 
rizado por las leyes miníelos 4,< y 405.V 

lia quedado demostrado en los autos principales que el 
cfefeiMW dt ¿OH Alfredo ¡Serardí iniptipó en >'»'ancia 
el irt 113 de la Lev Pn.viiieial de Elecciones como contrario 
a) ;i n,n,!u 255 del Código Penal g& nacional» y que al dictar 



I>E JUSTICIA I>1 LA NACIÓN! 



171 



dicho Tril.unal >enicucia definitiva en la causa se apresuró a 
interponer los recursos <le que se qu'ja, que fueron proveídos 
una vez devuelto el expediente de la C >rte Suprima provincial, 
donde fué elevado ]>ara resolver una a| •loción penineuk a mi 
jurisdicción. 

■Esta circunstancia no puede afectar a 11 derecha, puesto 
i|ue el término no se ¡mspeMe l^r recursos <U otra naturaleza, 
i^gfci lo tiene resuelto V. K. en su jurisprudente (véanse, en- 
tre oíros, los fallos que se registran en el tomo Vi, pág, Wt$ 
tumo IOS, pág. 251, y tomo 118. pájj. 

Resuelta la cue-lión planteada dando prevaleneia a la dis- 
posición impugnada de la ley provincial, el recurso extr. ^rdi- 
uariu ha debido concederse de acuc-do con los fallos invoca 'os 
jmr el recurrente. 

En consecuencia, delte revocarse el auto impugnado. 

Sírvase V. E. asi resolverlo, distxmieiido la apertura del 
recursu de acuerdo y a los efectos de lo dispuesto por el art. f& 
de la lev uúni. 4055. 

Horacio R, I. arreta. 



PALLO PE LA CORTE SUFREUA 

Bueno* A i reí. Junio - <!<-' \9¡$¿ 
Y Vwos: Por los fundamentos del pneetiie dictamen del 
>eíior Procurador General, se declara procedente ei recurso e^:- 
tnioríUmilo interpuesto y cu consecuencia, ÁLs$08 y a la otieim 
a Ití? t fdMs del articulo 8* de la ley numero 4055. Señálanse 
li»s Martes y Jueves i el siguiente «lia hábil v alguno de aquellos 
tí*) !<i fuere, para notificaciones en >«"-rctaría. Vuelva en vista 
al seüor Pr< «curador General, llágase saber. 

J, Fkjckkoa Alcokta* — R. Grmo 
I.avau.k. -» Antonio Sai.akxa. 
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DUTA M EN I1KI. rKi.KTKADOR ÜKSKK.M. 

Biícíioa Airts Junb Jn <k 1^0. 

S m trema P&í** 

Remita ihh* Y. g Í3 procedencia del recurso extraordi- 
naria une imcrptivi el «kíeripr de $W Aliredo linar-li. eíi los 
autos *LüpC2 Merino; isma! y Perico Mariano, dbre denun- 
cia de tólttos electoral mi L^gW? * f> - 513 ' ^ :i c,msi " 
•lerar el í«mdn de la atotión federal planteada &Üe 4» 

a tííclui recurso. 

Lr. amencia dt segunda instancia (fs. ^allíyé «MI 8 

lúmaimme titte se eóíiHrnta la sentencia de >s. 450 "íjüe eon- 
4eñá ai frisado a suírí| la petá de do* aíu.s de prisión e in- 
tóiiítacíóii ah^luta pi»t el ummo tíenipo para d^empeñar car- 
políticos y ejercer deteetí^ ^¿íeos y aec^rjajs -te lev*. 
4*r^ndo, "que deja en mpetm t\ cqnipíittiiénto do la r*eua 
de prisión impuesta de acnenin ton attsí. -55. 40 y 41 y B M 
Código lVnal, y 6& 106, 111 3 H.t d* la Ley KWtoia!. y |áé 
m puUi'lUe la semencia di que se trata en el Boletín Otictal". 

Las pena* de inlialtilitaeión absoluta y esfceéial eá*& ex- 
presamente determinadas en el Co#gO de la materia. dictado por 
el Congreso Xacional a mérito de aírilmeioius privativas y ex- 
tiiiyenies que 1v acuerda él artículo í-7. inciso 11 de !a 
tit lición Nacional. 

É : s mate^iona&e, entonces, qú* ej articulo itá de la Uy 
EkCÍorai de la provincia de BitCllOS Aires es ^aM^ l* ,r 
opottem a las pr^t»r*Íowes «le ícá arti&doa 20. y otros 
cn,ie.>n1m> t ^ del Código Penal, toda ve* que éste tpptme en tpcía 
ta República los deíM de ía naturaleza énuneiada cotí pena cor- 
poral y en detvrmiuados casos Culi inlialiilitaeióii e^neial. cosa 
f¡in* rio oettrte nl t '~ u ' proceso. 
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Pfltf ello, rcíiríciulouic en l< pertinente a la* cou-ideraeiu- 
iit-s injaks y tic jurisprudencia ime contiene tí niviiHukü de is. 
515. opino (roe \*. li. debe resolví r declarando ta inomv L tuieio- 
aalidad art. 113 de tá Lev Kkv toral impugnada, revocando, 
en consecuencia, la sentencia recurrida, en la fiarte que lia p& 



V Vi?tos: los del juicio contra Alfredo Berartíi por vio- 
lación ¿le dirimidnos, venido en apelación extraordinaria contra 
ta -entcneia dé la Cámara de Apelación del Di partan íeuio Su*l 
( k'íti, tjin* condena al aludido a sufrir dos años de prisión e 
mhaniiiaeióu absoluta por igual término; y 

Considerando: 

f jitt el delito mte se imputó a Btrardi y por el cual se le 
Ccndtuó, constele en la >tistraceióú de documentos referentes a la 
il(Avitt;i municipal en el pueblo de Laprida y !a sustitución de 
Itis iuímuos por acta- ni blanco, ío míe fué encuadrado en el 
art. J55 ilil Cóili^o 1 Vtuü. i|tte dice asi: "Será reprimido con 
[írision de un mes a teuatro años, el une substrajere, ocultare, 
destruyere o inutilizan 1 objetos di-sturdos a servir de prueba 
antt la autoridad competente, regiMrns <> d «eumeutOS epílíta¡íl 9 
a la en.-iodia de un funcionan.' ■ ► de otra j^ona ni el ¡meas 
del servicio público. Si el culpable fuere el mi.-mo depositario 
tií.;.. .demás inbabiliuciúu especial por doble tjpnij$*\ Pero 
cuma 1S Ley Klectoral de la provincia de Bunios Aires, en su 
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ari 113. impone inhabilitación absoluta, y esa le fué apli- 
cada a Bcrar.lt sostienen este y su defensor que cu e*a modifi- 
cación adíame se violan el inciso 11 del art, (»/ y vi m f 
de la Constitución Nacional, pues el asunto es de nvumhenm 
de la legación tic fondo - €6^p Penal — por 1- que f 
inciso 2' del art. U de la U-y 48 es aplicable. Así lo .mtende 
también el señor Procurador Creueral de la Nación — ts, 4?U. 

468, mi W. 5*>* y 5l2 - 

Que. en efecto, &s maniobras de que putdu 5*r ü%ío un 
documento destinado a servir de prueba de actos u hechos ante 
la autoridad cumúlente, con el íin de inutilizarlo o desme- 
drarlo en su valor jurídico, constituyen una ín tracción prevista 
y penada j*>r la lev sustantiva nacional, dictada por el l omireso 
ets virtud de la facultad que k infiere el inciso 11 del art. <v 
tfí la Constitución, cualquiera que sea el origen áv\ documento 
v la autoridad note la cual luya d| hacerse valer; un acta de 
concurso para el nombramiento de empleado nacional : un in- 
ventan» dispuesto ,>or un juez provincial; un acta electoral mu- 
nicipal etc.: pues el m *> 1iacc * ,,nitfU> n,ns ' 
feionafe *omo no lo hace pra calificar y penar el ruin., la 
defraudación v la malversación asi sean los caudales uV pert* 
■uncía de la Nación, de InS provincias. de los mumeqnos o tt> 
l»s particulares. 

Om. como consecuencia di- lo expuesto, la provincia ífeí 
Buenos Aires no ha podido modificar ta sanción del diclv» art. 
K-í del Código Pena! transformando la accesoria de tnM# 
l^íoa espedid une él consagra, en inlialulitacióu ^soluta sc-uu 
él art. Í1á de ln Lev Kkctoral. con ti mayor agravio intr esto 
im#¿á pata él reo eomo so desprende de lo* art-, 1" y 20 del 
Gódígq Prual, pero aún en el supuesto de que la moliticacton 
1, fóiíOfeciem stófÜ bánriase trausfiredtdo el deslinde juris- 
diccional «[tu 'consagran el inciso 11 del art. ® y el art. U* de 
fe Constitución Nacional y como lo ha declarólo eMa Curte 
Suprema en el caso registrado en el tomo 102. 2Sí*. en H 
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que se declaró la incoustitucionalidad del Código de Policía de 
la provu^ia de Corrientes, que penaba con mayor benignidad el 
huar de ganado» previsto en la Ley Penal nacional. 

One ello no importa desconocer ni restringir el derecho de 
las provincias, emauente de los ans. 10+. 105 y 106 de la Cons- 
litunón Nacional, de darse sus propias instituciones íiiar bvs 
lucho- n omisinues «¡ue constituyen iníraceiones a las misma» y 
■ ■■\cion:;rlas con penas de alcance puramente loeat, pero siempre 
que esos beclios u omisiones mi caigan dentro de !a ón<ita de la 
legislación nacional punitoria, que es ta que fija cuale* son las 
transgresiones que atictau la moral inedia de toda la >neicdad 
argentina, en un determinado momento ele >u vi la (exposición 
de mol ivos de la Comisión Kspecial de Legislación IVnal y 
Caree' aria de ta C. de Dip., \\\^. 106 y siguientes, edición oficial 
del Código IVnal — Curte Suprema. Fallos: tomo 103. pá- 
gina 255 K 

Kn su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado ¡xir el se- 
ñor Procurador General, se declara que el art. 113 de la Ley 
Electoral de la provincia de Buenos Aires en cuanto agrava la 
pena establecida ¡m ir el art. 255 del tfódigo Penal es viotatorio de 
tos ans. M y 67 incis t 11 de la Constitución Nacional* jior Va 
que se revoca ta sentencia recurrida, en ta pane apelada y que lia 
podido ser materia det recurso extraordinario. Hágase -aber y 
devuélvanse los autos. 

j. FnifEROA AlA'ORTA. — KoHKKTO 
Ri-:i*ettu. — R. Gt IIX> LaVAÍXH. 
— Antonio Saiíakna. 
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I-onu-arril del O&fá ¿fe Bimtís 4***$ mi** ¿ üohierno N.m 
tiemi, sobre ;\ron(h ¡miento muí Mm é$ ihm &W 
parte </*'/ capital de la aflora. 

Sumario : U Nación no puede ser llevada a juicio sin ,11 -.\m- 
' ^mímitnto CiuiMd lus ranunes invocadas pot ti l'"«Ur Eje- 
cutivo demuestran que aquél Ha pedido en su carácter 
de poclér público y no cuino persona jurídica. < Se trataba, 
cu el cuso, de foa dieren» del Poder ti«cu#0 de ó dé 
Mayo y 4 de Junio de 1 1 >1Ü para negarse a omsiderar cu- 
itit. pákfi del capital ile la empresa la >uma de 5.0-KUOO pe- 
oro sellado t . 

£W; i explican las piezas siguiente*: 



.SENTENCIA PEI. Jí'KZ KEHKKAL 

Butí»3 Aires nicii-mbri- 31 -le l" OS. 

Y Vi*to*: 

E** prom-vid.-s |>ot ta Kmprt^a del Ferrocarril (Sel < k-slc 
contra la Nación 50Íre' reconocimiento de una simia de diñen- 
como parte del capital de la aetora. 

Y Considerando: 

£Mi h< actora pretende olnener la declaración judicial út 
rijfc ei? sH í^jpíiáJ debe incluirse cierta suma de dinero. 

QllC i>n oftffcpgc reconocer el carácter de piule!' pñUico, po- 
litk r:dinitii arador o M^erano que invine la X ación ui e>u- 
gOEt, afirma ta adora «fue »0 ^ necesario poseer previa venta 
:^^:¡.;:%a para ¿SOTK««|ar a fe Xaeitn. desde, que se trata de 
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tina í unción que resulta condición de un convenio y acrece t n- 
toifrís. frente a la justicia, como una relación de derecho pri- 
vado, susceptible tic ser juzgado sin venia legislativa. 

Que *ea cual sea el parecer «le la actora. lo cierto H que. a 
juicio del suscripto, el riconocimientu y fijación del capital de 
la aetora. constituye por parte de la Nación un acto de carácter 
eseueialnunttí público, político o de suberania. conferido al !\ K. 
poi* el an. 9° de la K-y 5.ÍI5. cuyo acto puede producir trasem- 
dentales efectos sobre las tarifa? de pasajeros y de carga, en 
ta* que ^e muestran particularmente interesados los com] «mentes 
de nuestra sociedad en primer término, a juzgar por lo que se 
desprende del recordado articulo 9* de la ley 531 5. armónico 
con rl articulo 44 de la ley -?S7.>, 

(Mu- en consecuencia al negarse el l\ % a reconocer las pre- 
fustanes de la actora, ha ejercitado un acto que reviste inne- 
gafcfcs caracteres de función pública, regidos por preceptos de 
deceno público, que no ha sido ni podido ser materia de con- 
trato alguno con la empresa actora, contemplado P< i r áí#Q# 
<Mm del derecho privado, de lo que se infiere que para poder 
llevar a la Nación ame los tribunales de indina con el íiu de 
que se declare la obligación en que se puede hallar respecta a 
la actora» es. imprescindible promedie su consentimiento repre- 
sado por el órgano de sus poderes contingentes al efecto, esto 
es, con ia correspondiente venta legislativa. que 1111 n:i ^íflo st1 * 
licitada y concedida en el siuVÜte, Suprema Curte, tomo SO, 
página tofno 122. página 40J de su colección de fallos. 

IVr ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador FH.-al en su dictamen que antece le, resuelvo: 
llp dar curso a la demanda instaurada por la Kmpresa <lel ee- 
rruca:ril del < Vste contra la Nación, -sobre reconocimiento de 
una -unía de dinero como parte integrante de sn capital, en vir- 
tud de carecer la actora de la competente venia legislativa para 
promover c) presente juicio. Notitiquese. repóngase el sellado y 
oportunamente archívese. 

Saú! M. EiTohar. 



* 
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SKNTEN'Ct A VF, LA L" A MARA FEUERAI. PE APELACIÓN 

Bucm>s Aires Ahril 30 de 1 •*.*>. 

V Vistos: 

i> t acuerdo con lo rom-Uo por esta Cámara ni la sentón* 
ria dic&da el 5 de |«ftk) de 1929 en lo> auws b^rr^aml 1 
Sud ^, infierno de ta Nación, confirmado pi-r la £oííé Supre- 
ma en Abril 7 del o -mente año. y por sns fundamento* se 
confirma cí aun» apelado de f*. ¿2 qtte resuelve n.« dar curso 
a la demanda instaurada \m la lliuprcsa del l-Vrn .carril Qfeáte 
centra la Nación so 1 re reeonomiento de una suma de dinero 
conm parte integrante de su capital, en virtud de cáncer la acto 
ra de la venia lejri-daiiva i>ara promover el presente juicio. 

Devuélvase y repóngame las fojas en primera instancia. — 
jW M..>\, t . — Man'tfítW Bseafada. — />'. .-I. A".iair Jm-h^r- 

l-ALLO PE LA CORTE SrPKEMA 

Bueit"> Aireí. Ag^-st.» I" de 1030. 

Y Yintos : 

Considerando: 

Que el examen de las razones invocadas por el 1*. li. en 
SUS decretos de o de Mayo y 4 de Junio de t'MO jara negarse a 
c- msidt rar como parte del capital de la empresa la suma de 
5 .l'MO.UUU S i«nr sellado demuestra que aquél Ha procedido en a 
carácter de poder pul 'lien y no como persona jurídica. 

Om iil> existe en la ley núm. 5315 disposición alguna de la 
cuál pueda inúrirse directa (i indirectamente míe la facultad de 
derecho publico (jcr.itada en el caso por el IV E. baya sido 



materia tU estipulación cotí la Kmproa en el sciitMo &e e©Io* 
caria en d enm^» de la* relaciones del derecho privado. 

En >u nitrito, de acuerdo con ¡o resuelto fwr feáfa ©irle 
I Mbs, tonm 157, ¡>ág. 102». y por tos fundamento* de ta sen* 
iim-ia apelada se la confirma. N'oti fuñiese y devuélvanse. f*$p* 
mendos el papel en el Juzgado de origen. 

Lavallk. — A X TOMO S.ViARNV 



l\m José MiUlh ifíl itif/tw íoM i/*'*: .-frM/i» Silvano y o/fv.c «>- 
friv rekvttilkaciÓH. Recurso de fudw. 

Sutorio: \ " Xu procede el recurro extraordinario del articulo 
14. ley 48. en nvi caso en que la cuestión federal que se 
pituiília traer a la jurtMÍiccion revisora de la Corte Su- 
prema, no fué invocada durante la controversia judicial, 
apareciendo planteada recién después de prommeiaih la sen- 
leticia nne JHtso tin al pleiu» dentro de la jurisdicción local, 
y por lo tamo extemixvráTu amenté a los fine^ del mismo. 

El fundamento aducido para promover la cuestión 
federal, después de dictada la sentencia definitiva, o sea la 
falta de atr ¡hit-iones de la justicia nacional para entender 
sobre asuntos ya resueltos definitivamente en otras juris- 
dicciones lócalo, no afecta el fuero rat-wiw p, rsomc. sino 
tpie tortita parte del fondo del pleito, tpie ha podido resolví r 
il Juez y la Cantara a quo, >¡ le hubiera sido pUftnada 
oportunamente. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTA MES DEL FROCL* MADOR ííENERAL 

Buenos Aires, Julio 30 de 1930, 

Suprema Corte : 

Después de notificado el : cñor representante de don José 
MetiUo de la sentencia definitiva de fs. 393 de la Cámara Fe- 
deral de h ciudad de U Piala que, con Firmando la de primera 
instancia, hizo tildar a la demanda sobre reivindicación inter- 
puesta por don Adolfo Silvano y otros y condeno al demandado, 
al expresado Melillo. a que, en el plazo de diez días. rcMitnya 
a los actores la fracción de terreno disputada, con sus frutos, y 
la* costas del juicio, la i>arte del mencionado Melillo presentó 
ante la Cámara Federal un corito proponiendo la excepción de 
itiCMtupeleucia de la justicia federal para entender en la causa, 
fundándola en los motivos que reproduce al formular ante V. K. 
la presente (puja. 

Considerando el tribunal, según l**s términos pertinentes de 
su res. .Ilición de fs. 40f> de los autos principales, que, con la 
sentencia definitiva de fs. 393. había terminado el juicio y. en 
consecuencia, su jurisdicción ftara conocer de la excepción de 
incompetencia deducida, así lo declaró, mandando se devolviese 
ti escrito en que la parte de Melillo alcgrún dicha e sección. 

Contra esta resolución de la Cámara Federal, h parte de 
Melillo interpuso a fs. 409 el recurso extraordinario de apela- 
ción para ante V. E. que acuerda el artículo 14 de la ley nú- 
mem 4& y habiéndole sido denegado por auto de fs. 412. dicha 
parte se presente directamente en queja ante Y. K, por apela- 
ción Renegada. 

Ahora bien, sin desconocer, como se ha visto, ningún de- 
recho, exi ncióu ni privilegio fundado en la Constitución, tratado 
o lev nacional, la resolución de la Cámara Federal ha desesti- 
mado la excepción de incompetencia deducida por la liarte de 
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Melillo por entender diclio tribuna! que carecía de jurisdicción 
para seguir conociendo en el juicio y no permitir las leyes pro- 
cesales que aquella excepción sea alega<la tan extemporánea y 
tardiamente cuino lo ha sido en el presente caso, dspués de ter- 
minado el juicio en virtud de la senteuna definitiva dictada a 

fs. m. 

A [jarte de que esta interpretación de carácter procesal es 
ptllitii aji no al roctirso extraordinario previsto en el art. 14 di: la 
ley \'*' 4S (fallos, tomo 121. página 170 y los demás citados en 
el mismo ) , cabe recordar que, como to ha dicho \\ li. en el caso 
que se registra en la página 48 del tonio 151 de la colección tic 
sus fallos, con arreglo a lo preceptuado por el articulo 14 de la 
ley número 4H y por el art. 6" de la ley X ' 4055- sólo jjodrá de- 
ducirse para ante Corle Suprema el recurso extraordinario, cuan*" 
<lit en ff pleito se haya planteado alguna de las cuestiones tic ca- 
rácter federal enumeradas en los tres incisos del recordado art. 
14 y concurran las flemas condiciones que allí se mencionan : 

En el desenvolvimiento de este principio de la ley, V. K. ha 
declarado uniformemente que la cuestión federal del*? ser pro- 
puesta a la decisión de los Jueces en las instancias nn linarias del 
lit ¡guiantes de la scntenci;i definitiva ; que las cuestiones de in- 
con Jnbcionalida<l que no se han debatido ante los tribunales or- 
dinarios y se suscitan después del fallo de éstós, y con motivo 
del fallo, no autorizan el recurso del artículo 14 de la ley nú- 
mero 4S; y que el planteamiento de la cuestión federal debe ha- 
cerse en condiciones tales que habiliten al trihunal de última ins- 
tancia en el orden local, a pronunciarse sobre ella en la sentencia 
definitiva. (Fallos, tomo 104, páginas 146 y 14": tomo 107. pá- 
gina 273: tomo 110, página 85: tomo 112. páginas 131 y IfiR: to- 
mo 113. página 36; tomo 114, página 442 y otros) . 

Xo obsta, por consiguiente, continuó diciendo V. V... en el 
recordado caso del lomo 151, página 48, que la decisión final des- 
conozca un derecho de carácter federal . A los efectos de la pro- 
cedencia del recurso es indispensable que ese derecho haya sido 
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invocado l>or vía de acción o de exección como punto compren- 
dido en la controversia, pues sólo de esta manera queda introdu- 
cido en eJ juicio y puede ser materia de pronunciamiento. 

lín el presente caso, como ya lo he advertido más arriba, la 
cuestión de derecho de carácter federal no fué invocada durante 
la controversia judicial, razón por la (pie tampoco fué materia 
del pronunciamiento contra el cual se pretende interponer p*ra 
ante V. K. el recurso extraordinario de ablación, que ha sido, 
por lo tanto, bien, denegado por la Cámara Federal, 

Pido a V, K. se sirva así depararlo, desestimando la pre- 
sente queja formulada por don José Melillo en autos con Adolfo 
Silvano y otros, sohrc reivindicación 

llorado K. ÍAirrcta. 



FALLO OK LA CORTE SI" TREMA 

Buenos Aires, Agtmo 4 de 1930. 

Autos y Vistos: 

Kl presente recurso de hecho traído, por denegación del ex- 
traordinario en el juicio Melillo José con Adolío Silvano y otros, 
sobre reivindicación. 

Que la conciencia de la justicia federal para entender en 
la causa de la referencia, fué declarada en razón de las personas 
y no tle la materia, sin que en momento albino de la tramitación 
del juicio se haya opuesto excepción pertinente de incompeten- 
cia fundada en esta última instancia. 

Que el fundamento aducido, para promoverla después de 
dictada la sentencia definitiva, o sea la falta de atribuciones de 
la justicia federal para entender sohre asuntos ya resueltos defi- 
nitivamente en otras jurisdicciones locales, no afecta el fuero 
ratione pasóme sino que forma parte del fondo del pleito mte ha 
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piulido resolver el Juez y la Cámara a-tjuo, si le hubiera sido 
planteada oport unamente. 

Que en estas condiciones, son aplicables al de autos las con- 
sideraciones (|e la resohtdón de la fecha, pronunciada en el re- 
curso de hecho, promovido en el mismo asunto. (Exptc. 33 L. 
VII de esta Corte). 

Por estos fundamentos y de acuerdo cun Id dictaminad» por 
el señor Procurador General, se declara improcedente la í|ueja. 
Xotifíquesc, devuélvanse los autos principales con transcripción 
de ta presente y archívese previa reposición del papel . 

J. FlGUEROA ALCORTA. ROBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalle 
— Antonio Sagarxa. 



Don Jos* Mcíiilo en autos con don Adolfo Silztino y otros, sobre 
reivindicación. Recurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, en un caso en que la cuestión federal que se preten- 
día traer a la jurisdicción revisora de la Corte Suprema, no 
fué invocada durante la controversia judicial, apareciendo 
[llameada recién después de pronunciada la sentencia que pu- 
so fin al pleito dentro de la -justicia local, y |H>r lo tanto ex- 
temporáneamente a los fines del mismo. 

Caso: Ua explican las piezas siguientes: 
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UJCTAMF.\* DEÍ- PROCl HADOR CESERAL 

Bueiifs Airts, Julio 30 de 1930- 

Suprema Corte: 

Examinadas las constancias de los autos principales, advierto 
que no resulta en manera alguna planteada en el caso, tú por con- 
¿tgü¡énr¿i resuella ninguna cuestión fuleral que pueda autorizar 
ta ínten>osición del recurso extraordinario (te apelación para an- 
te \ \ E. que aeiu rda el art. 14 tic la ley número 48, 

La materia del litigo se redujo a cuestiones de liecho y prue- 
ki v a la interpretación y aplicación de dis^sicinnes del Código 

Recién aparece la cuestión tcdcral propuesta después de dic- 
tada por la támara Federal de Apelación de la ciudad de I-i 
Plata la sentencia definitiva de fs. 393, al iuUn»oner el vencido, 
a fs. 402, el recurso extraordinario para ante V. E. 

Pero, como lo ha dicho % E. en el casi» c|ue se registra en 
la página 4K del torno 151 de sus fallos con arreglo a lo precep- 
tuado por él articulo 14 de ia ley número 48 y pt.r e! art. 6* de la 
ley número 4055, sólo podrá deducirse para ante esta Corte Su- 
prema el recurso extraordinario, mando en el pleito se haya plan- 
teado alguna de las cuestiones de carácter federal enumeradas en 
los tres incisos del recordado art. 14 y concurran las demás con- 
diciones que allí se mencionan.- 

En el desenvolvimiento de este principio de la ley V. E. ha 
declarado uniformemente que la cuestión federal debe ser pro- 
puesta a la decisión de los jueces en las instancias ordinarias del 
litigio, antes de la sentencia definitiva; que las cuestiones de 
constitucionatidad (pie no se lian detjatido ante los tribunales or- 
dinarios y se suscitan después del fallo de éstos, y con motivo 
del fallo, no autorizan el recurso del art. 14 de la ley X* 48; y 
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que el planteamiento de la cuestión federal delie hacerse eti con- 
diciones tales que habiliten al tribunal de última instancia en el 
orden local a pronunciarse sohrc ella en la sentencia definitiva. 
( [*altos, tomo 104, páginas 146 y 147; tomo 107, pág. 273; tomo 
110, pág. 85: tomo 112. págs. 131 y 168; tomo 113, pág. 36; to- 
mo 1 14, pág. 442 y otros) . 

Xo basta, |x r consiguiente — eontinnó dicienilo V. E. en 
el recordado caso del tomo 151, pág, 48 — cjne la decisión final 
desconozca nn derecho de carácter federal. A los efectos de la 
procidencia del recurso es indispensable que ese derecho haya si- . 
do invitado |»r vía de acción o de excepción como punto com- 
prendido en la icontroversía. pues sólo de esta manera queda in- 
troducido en el juicio y puede ser materia de pronunciamiento. 

En el presente caso, como ya lo he advertido más arrilm, la 
cuestión de derecho de carácter federal no fué invocada durante 
la controversia judicial, razón por la que tampoco fué materia 
del pronunciamiento sobre el cual se pretende interponer para 
ante Y. E. e! recurso extraordinario de apelación, que ha sido, 
por lo tanto, bien denegado por la Cámara Federal. 

Pido a V, E. se sirva asi declararlo, desestimando la pré- 
senle queja formulada por don José Melillo en autos con don 
Adolfo Silvano y otros, sobre reivindicación. 

Horacio /?. Larrcdt. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hemos, Aires. Aji«slo 4 dtí 1 0,111 . 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho traído por el procurador don I'edro 
Boffí en representación de don José Melillo en autos, éste, con 
Adolfo Silvano y otros, por reivindicación: y 
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Considerando : 



Que la Cámara a-quo no lia hecho lugar al recurso extraor- 
dinario deducido por el apelante *a mérito de no estar compren- 
didas las causales invocadas i>ara fundarlo en el inciso 1» del 
artículo 14 de la ley -!S, por no haberse puesto en cuestión en el 
pleito atgún título otorgado por ley o autoridad nacional, ni $ 
el inciso 3* del mismo, por no haberse discutido en el juicio la 
inteligencia del artículo V de la Constitución Nacional ni de las 
disposiciones de la ley N v 44. 

Que es condición indispensable i>ara la procedencia del re- 
curscTextraordinario, como se desprende del propio lcxto del ar ' 
tículo 14. que la cuestión íederal invocada por el recurrente na- 
va sido propuesta y cuestionada en el pleito y la decisión apela- 
da sea contra la validez del título, derecho, privilegio o exención 
fundados en la Constitución, tratado o ley del Congreso. Asi 
lo requiere la naturaleza de aquel recurso que debe versar sobre 
un pronunciamiento concreto para que la Corte Suprema pueda 
confirmarlo o revocarlo, después del debate judicial respectivo. 
Aceptar la pretensión del anclante, do traer por la vía extraordi- 
naria ante este Tribunal, las cuestiones que las partes formulen 
después de un fallo definitivo, sería alwir la puerta a articula- 
ciones nuevas no difíciles de promover en presencia de un fallo 
adverso. 

í.os recursos se deducen respecto de los puntos que las sen- 
tencias resuelven, o que han omitido resolver, una vez planteados 
oportunamente durante el pleito, de modo que puedan ser ma- 
teria de pronunciamiento por los tribunales» inferiores. 

Que estudiados los autos, que se tienen a la vista, no se des- 
cubr t ren ellos que el apelante haya formulado, antes de la sen- 
tencia definitiva, la cuestión que presenta interiormente sobre 
interpretación del articulo 7 de ta Constitución Nacional y su ley 
reglamentaria X« 44. ni aún en los fallos de 1» y 2> instancia se 
advierte que se haya hecho referencia a dichas disposiciones. 
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De modo, que e! recurso traído, sé referiría a una cuestión 
no propuesta por las jorfes ni aun resucita u omitida por la sen- 
tencia afielada» circunstancias que lo ponen fuera de) alcance de 
los artículos 14 de ta ley 48 y 6 ¥ de la 4055 que se han invocado 
para deducirlo. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se declara improcedente la queja. 
Xotif límese, devuélvanse los autos principales con transcripción 
cíe la presente y archívese, previa reposición del pa|>el . 

J, FlGÜEftQA Aí-CORTA. — ROBERTO 

Repf.tto. — R. Grrno Lavallf.. 

— ANTONIO SAriARKA. 



* 

Señores Ravim y Compañía contra el Gobierno Xaeional, sohre 
devolución de derechos de Aduana. 

Sumario : \i\ gravamen establecido por la ley 11.274 alcanza 
a lodos los productos o frutos del pais enumerados o no en 
la nómina del artículo R i 

Toda resolución o decreto adminísirativn que a titulo 
de reglamentar dicha ley extienda sus efectos a otros artícu- 
los <le los gravados por aquélla, sería al ñert amenté incons- 
titucional como violatorios de los principios consagrados en 
los artículos 4' y 67, inciso 1 y 86. inciso & de la Girta 
Fundamental. 



Caso: Lo explica el siguiente: 
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ButtKW íVire* Agosto 4 dtf 



Vistos: 



K.sta causa seguida J*>r Kaviua y Cía. contra la Nación, 
por devolución de derechos de Aduana ; y 

Considerando : 

Que el actor ha pagado bá}6 protesta la suma de 2.o76 pe- 
sos oro. que la Aduana de la Capital le cobró como derecho de 
exportación por el envío al exterior de varias remesas dr rner- 
eaderias (máquinas aficofes y otras) aplicando, al efecto, la 
ley X' ííMk 

Que fundado, aquél, en que dicha ley rige solamente para 
los productos o frutos del país detallados en el articulo i* y en 
que las cosas enriadas no están comprendidas en la nómina, 
reclama la devolución dr la suma pagada por esc concepto. 

Que contestando la demanda el señor Procurador Fiscal 
ha sostenido (píe la Aduana procedió correctamente, en el caso, 
y con fundamento en el decreto de 26 de Marzo de 19 1S regla- 
mentario de la ley citada y cuyo articulo 1S dice: "tpie él áp 
recho de 2 % Be cobrará sobre todo articulo, productos frutos 
o merca* [crias que salgan i«ira el exterior", alegando además en 
su favor el articulo 14K de las ordenanzas de Aduana que no 
permite reclamo alguno sobre cuestiones de aforo, una ve/, des- 
pachada la mercadería . 

i Jue nt> habiendo hornos controvertidos. la cuestión substan- 
cial jnMí/r versa sobre la interpretación de la ley N* U.274 en 
su articulo 4. 

Oue el mismo asunto ha sido estudiado iti extenso por esta 
Corteen el íall" que se registra en el tomo 151. púg. 34í». cuyos 
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f un dam cutos lia invfKado equivocadamente el señor Juez a-tfiw 
fiara rechazar la demanda. 

Oue. en efecto, en aquella ocasión, si bien el Tribunal de- 
claró que el gravamen de la ley alcanzaba a todos los productos 
fruto* tic! país enumerados o no en la nómina del artículo I 1 - 1 , 
en modo alguno, directa ni indirectamente, ha resuelto que los 
derechos de ex] portación gravan todo artículo que salga del país 
]wjt las aduanas de la República. Tal conclusión no puede ol>- 
tenerse de considerando alguno ile la sentencia referida ya que 
ella fué bien clara al asentar, '"que no existiendo en la tetra de 
las leyes examinadas precepto alguno que ixrmita suponer que las 
palabras productos y frutos del i>aís. aludan, exclusivamente, a 
los derivados de la ganadería y de la agricultura, siendo por d 
contrario la interpretación amplía del concepto..., es evitante 
que el decreto del I*. E. y la tlecisión de la Aduana que refie- 
ren el alcance del artículo 4* a los frutos y productos de origen, 
vegetal y mineral, es ajustada a la ley...". 

Que no puede tampoco cohonestarse la resolución apelada, 
con los antecedentes legislativos de que se ha hecho mérito en 
ella va que el Diputado Echagüe, al informar, oportunamente, 
el proyecto que se convirtió en ley se refirió a los artículos de 
exprit íación, refiriéndolos siempre a los frutos y productos del 
país, que son los únteos a lo? cuales puede atribuirse aquella ca- 
lificación, no comprensivo por cierto, de cualquier mercadería 
que salga del país, aun cuando aquella consista en objetos impor- 
tados y no sujetos a transformación o elaboración alguna dentro 
del país. 

One, en consecuencia, toda resolución o decreto adminis- 
trativo que a titulo de reglamentar la ley su b-j 'tul ice extienda sus 
efectos a otros artículos de los gravados por aquella, sería abier- 
tamente inconstitucional come» víolatorios de los principios con- 
sagradas en ln<* artículos 4, f*>7 inciso !\ y Sí> inciso 2~> de la 
t'arta Fundamental . 
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( >ue no se ha desconocido en antes la especie de los artícu- 
los gravados, cu el caso, resultando de la documentación acom- 
pañada, o presumiéndose de aquella, que se trata de maquinarias 
no fabricadas en el i>aís y de sus implementos . 

Que no es aplicable, al sub-Hte, el artículo 1-W de las orde- 
nan^ de Aduana por cuanto las cuestiones planteadas no se re- 
fieren al aforo, calidad, averia, íalta, merma, robo, perdida o 
cosa semejante relativa a la mercadería exportada, como deter- 
mina aquella disposición. 

Por estos fundamentos y los concordantes y ]>ertinentes del 
fallo citado, se revoca la sentencia arlada de fs. 45, sin cos- 
tas por tratarse del recurso extraordinario. Molifiqúese y de- 
vuélvanse, debiendo reverse el papel ante el Jugado de pro- 
cedencia. 

I. F 10 U ERO A ALCORTA. — ROBERTO 

Rkpetto . — R. Gr i no Lavallk . 

— ANTONIO S-MíAKNA. 



Poní mtór OmMy lontm ci Gobierna \WiomtL sobre repe- 
tición de «na suma de difiero. 

Snmtrh: 1* E xisiiendo error en la clasificación de la mercade- 
ría y dentro de la itilcli-enda del artículo 434 de las Orde- 
nanzas de Aduana, los únicos responsables son los emplea- 
dos .le la Aduana que intervinieron en la operación, l-a Na- 
ción del*, pues, devolver lo indebidamente abonarlo y por 
élla percibido o>mo consecuencia de dicho irmr. 

2* A los efectos fiel recurso autorizado jmu* el inciso 
2' articulo 3* de la ley 4.055, del* entenderse que los 
de que habla este artículo son los definidos por el 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



ttl 



artículo 1» c!c la ley 1 . 130, y liara determinar, a los fines 
de aquella disposición legal, si una obligación o valor dis- 
putado excede de cinco mil pesos, no debe convertirse el oro 
a i*apel ni reducirse a oro las obligaciones a papel moneda , 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

fcaCJX>3 Aires, Junio ' de 1929. 

Y T Vistos: 

Ijis promovidos ix>r Ford Motor Company, contra la .Na- 
ción, sobre repetición de una suma de dinero; y 

Considerando : 

lv Que la parte tfetora manifiesta en su demanda de fs. 7 
haber recibido y documentado bultos introducidos por el vapor 
"Crefthon Hall" y entre ellos treinta y cinco cajones con veinti- 
dós mil seiscientos kilogramos de resortes o elásticos jiara c*>- 
ches, cuyo despacho solicitó por manifiesto N* 33.080 el 23 de 
Febrero de 1923, manifiesto que quedó cancelado el 24 de Mar- 
zo del mismo año por el pago de treinta mil novecientos sesenta 
y un pesos, diez centavos moneda nacional, en concepto de dere- 
chos y servicios, retirándose la mercadería de la jurisdicción fis* 
cal para destinarse al uso que se tuvo en vista al introducirla. 

Agrega que la Contaduría General de la Nación formuló a 
ese manifiesto el reparo N* 3822 por supuesta diferencia entre el 
aforo aplicado por el Vista y el de la partida 370 del arancel, a 
la que, según su entender debió llevarse la mercadería docu- 
mentada. 

Expresa que dicho reparo es ilegal atento lo dispuesto en el 
articulo 434 de las ordenanzas fie Aduana, cita en apoyo de su 



191 FALLOS m LA CORTE SI.PREMA 

derecho el dórelo del Poder Ejecutivo Nacional de fecha 11 de 
Diciembre de 1W v i>ide se condene a ta Nación a devolverle 
la suma de seis mil novecientos cuarenta y siete pesos, ochenta 
centavos moneda nacional que abonó leijo proteja con motivo 
del mencionado reparo. más sus intereses y las cosías del juicio. 

Contesta la demanda el señor Procurador Fiscal a fs. 38 
manifestando que en este caso no se trata de una cuentón # cla- 
sificación de mercerías sino de aforo, es decir, de determinar 
la partida de la tarifa de avalúos a que corresponde esa merca- 
dería desde que ella puede estar bien clasificada y hallarse com- 
prendida en dos o más partidas. 

V^re^ cpie ta mercadería fie referencia so baila aforada en 
la partida 370 v no en la 1429 y que por lo tanto el reparo ha 
sido bien efectuado con arreglo a lo dispuesto én el articulo 26 de 
la ley X* 11-281 . 

Termina solicitando el rechazo de la demanda con costas. 

2* Oue según resulta de autos, la actora solicitó el despacho 
de veintidós mil seiscientos kilogramos de resortes o elásticos pa- 
ra coches, los que fueron aforados por el Vista en la partida 
142*) de la tarifa de avalúos que dice "elásticos para coche". 
Pero ta Contaduría General de la Nación consideró que el aforo 
que correspondía era el de la partida 370. AJiora bien, esta úl- 
tima dice textualmente: "piezas para carruajes o carros (ejes, 
en-nmajes, cubiertas, frenos, etc.)!", de manera que si la mer- 
cadería fué clasificada como ' elásticos para cnches". en vez de 
serlo como "piezas para carruajes o carros es evidente que tue 
mal clasificada aunque bien aforada, pues el aforo de la par- 
tida 14*> era el que le correspondía por ser el que coincidía exac- 
tamente con la das. í i ación hecha. Por lo tanto para que la mer- 
cadería de referencia fuera aforada en la partida 370 lmhiem 
sido necesario que hubiera tenido distinta clasificación de la que 
u,vo. Y como el articulo 434 de las ordenanzas de Aduana e>ta- 
blece que ' no podrán ni la Aduana ni el comerciante retamar 
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contra la clasificación de los artículos después de salir éstos <lc 
la Aduana, debiendo satisfacer al Fisco, los empleados que ha- 
yan intervenido en la clasificación, las cantidades que por cuija 
"suya haya dejado de i»erciliir \ es indudable que los únicos res- 
ponsahJcs en este caso, si es que efectivamente la mercadería 
fué mal clasificada, son los. empleados de la Aduana, pe in- 
tervinieron en la ot>enición . 

Kt articulo 26 de la ley N* 11 .281, citado por el señor Procu- 
rador Fiscal, no es aplicable en este caso, en el que, si algún error 
ha existido, ha sido como se deja dicho el di* clasificación y no 
los de cálculo, liquidación o aforo, que son a 1os que se refiere 
esa disposición legal. 

gf Que e! decreto del Poder Ejecutivo Nacional de fecha 22 
de Diciembre de 1903, citado por ambas lurtes, declara qlae el 
error <Ie aforo consiste en la aplicación a mercaderías documen- 
tadas a despacho con arreglo a la tarifa de avalúos, de una par- 
liria f[uc no corresponde, de un valor legal distinto al asignado 
por el arancel o del valor declarado, y como en este caso la par- 
tida que se aplicó era la que corres[xmdía, de acuerdo con la cla- 
sificación efectuada de la mercadería en cuestión, no es posible 
sostener que haya existido error de aforo, lo que seria necesario 
para poder reclamar a la aetnra el pago de la diferencia exis- 
tente entre la cantidad alonada y la que le correspondiera pagar 
en su caso. 

Cor las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
la Nación debe devolver a Ford Motor Compauy. la suma de 
seis mil novecientos cuarenta y siete pesos ochenta centavos mo- 
neda nacional, más sus intereses estilo Haneo de la Nación Ar- 
gentina desde el día de la notificación de la demanda, sin costas, 
por no encontrar mérito suficiente para imponerlas a la parte de- 
mandada. — Saúl .\f. Escobar. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Febrero 12 de ]««<). 

Y Vistos.: 

No habiéndose discutido en autos que el pago efectuado por 
la actora haya sido bajo protesta, atento lo establecido por esta 
Cámara en los casos B. Herrán y Cía. y Ford Motor C\ falla- 
dos en Septiembre 2 de 1925 y Julio 12 de 1929. respectivamen- 
te, y otros, se confirma por sus fundamentos la sentencia apelada 
de ÍS 64, que declara que la Nación déte devolver a la Ford 
Motor C la suma de seis mil novecientos cuarenta y siete pe- 
sos con ochenta centavos moneda nacional con sus intereses des- 
de la notificación de la demanda. Con costas de amtias instan- 
cias [>or su orden. — Marcelino Escotada. — José Marcó, — B. 
A. Xitzar Anehoraia. — Rodolfo S. Fcrrcr. 

PALLO DB LA CORTE SUPREMA 

Buctioá Aire?. Agosto 4 de l'WK 

Vistos : 

Ksto* autos seguidos por la Ford Motor Company kontra 
la Nación. |>or cobro de pesos, venidos en apelación de la sen- 
tencia de la Cámara Federal de la Capital ; y 

Considerando : 

Ouv la observación al recurso concedido, por no alcanzar 
la suma demandada de 6.947 pesos nacionales, a la de 5.000 pe- 
sos oro fijada como mínimo para justificar el de apelación or- 
dinaria, no es aceptable, ñor cuanto, como reiteradamente lo ha 
declarado esta Corte, para determinar, a los fino del inciso 2*, 
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art. 3* de la ley N* 4.055, si el valor tic una obligación o interés 
disputado alcanza no a dicha suma, no del*- convertirse el oro 
a |>apel ni viceversa. (Fallos, tomo 155, páff. 206 y otros an- 
teriores ) . 

En cuanto al fondo : 

íjue tratándose de un caso regido i>or el artículo 434 de las 
inzas de Aduana, toda ve/. <jue, alionados los derechos co- 



rre* jHindienl es a la clasificación y aforo res|wctivo, las merca- 
derías salieron de la Aduana, como lo demuestra la sentencia de 
I» instancia y por lus fundamentos concordantes de ésta, re- 
producidos por ta Cámara a-qtto, se conf irrua el fallo é& fs. 77 . 
Sin costas, en atención a la naturaleza de la causa. Notifiqnese 
y devuélvanse. 

J . FlGUEROA Al-COHTA . — ROBERTO 

Rf.petto. — R. Guido L avalle. 
— Antonio Sagarna. 



CompaüUi Mendocina de Petróleo votitra la Pnwinan de 
dosa. por exención de papo de canon minera y 
tfe mina; sobre aprobación de HquidarióiK 
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Himnos Aires* Afcoslo f> Av 

Y Ykins: 



liquidaciones presentadas por las partes reFcrmU'S al 
canon íuinira a pagar f$r¿r la actnra: y 
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Considerando: 

Que ta sentencia de esta Corte Suprema en el pleito de au- 
tos, de fs. 689, lleva f celia 2 de Junto del año en curso y fué 
notificada a las partes en 6 fiel mismo mes y auo (fs. 690 inci- 
ta) ; y el escrito de la actora referente a los términos dentro de 
ios cuales deliían fijarse las cuotas del canon minero, se presen- 
tó en 20 de Junio (fs, 693). vale decir, fuera de la oportunidad 
en que el único recurso viable contra el fallo, el de aclaratoria, 
pudo presentarse, (art. 232 de la ley N" v 50) . 

Que !a sentencia dice con claridad, en el número II dc^ su 
parte dispositiva. "Que la misma (la Compañía Mendocína de 
Petróleo) está obligada al pago del canon minero que establece 
el art. 4, inciso 1* de la ley ¡t* 10,273, desde la transferencia a 
la Compañía Petrolífera de Cacbeuta hasta la readquisición ple- 
na del dominio por virtud del fallo judicial que declaró válido 
el contrato de compra venta y procedente el pacto comisorio, 
{'art. 1371 del Código Civil)"; y como en autos consta (fs. 694 > 
que ese fajjo judicial fué dictado por la Cámara Federal de la 
Capital en Julio 3 dé 1929, no es ix>sible referir la obligación de 
IKigo del canon a otra fecha y otro acontecimiento, como pre- 
tende la actora, que tampoco planteó esa cuestión subsidiaria en 
la íitrs coatestatio. 

Qtte siendo d canon minero signo del nnhiitfs domini, como 
se lia dicho en el fallo de cuya ejecución se trata y lo sostuvo la 
actora. v no mero recurso fiscal ni tampoco retribución o com- 
pensación i«>r la explotación minera, no pudo ser óbice a la de- 
claratoria de su procedencia durante la ilegal ocultación ¡.mher- 
nativa. por el efecto retroactivo de la reivindicatoría. 

Qxiv habiéndose sulcitado explicables dudas sotire las anua- 
lidades comprendidas en la obl ilación de pago del canon y pre- 
sentado la misma representación de la Provincia de Mendoza su 
liquidación veinte dias después de notificada la sentencia (te. 690 
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vuelta y 697 vuelta), es justo referir el plazo de cumplimiento de 
la misma a la resolución judicial eme lije el monto adeudado. 

En su mérito se resuelve: T Desestimar la pretensión de la 
l"oni[\tñía Mcudocina de Petróleo contenida éá¡ el N y 2 de su pe- 
titorio de fs. 692 vuelta. 2" Aprobar la liquidación presentada por 
la Provincia de Mendoza a fs. 695 y 697. 3* Intimar a ta Comí*- 
ñía Mendocina de Petróleo a pagar en concepto de canon, en el 
término de dos meses, la sttma tic doscientos un mil cuatrocientos 
cincuenta pesos moneda nacional, desde la notificación de la pre- 
sente, bajo el apercibimiento de ley y del fallo en ej 



J. FlíU;£ROA AlXORTA. — ROBERTO 

Rki*htto. — lí. Guiño Lavalle. 
Axtoxio Saga r na. 



Doña Raquel Abclla de Colambres, sobre protocotfciieión, reettrso 
ile Ueeho* 

Sumario : En el concepto legal se reputan Tribunales Superiores 
a los efectos del recurso extraordinario del articulo 14 de la 
ley N* 48, los llamados a pronunciarse en última instancia 
y sin recurso alguno i*ara ante otro tribunal local. l*a Su- 
prema Corte de la Provincia de Huenos Aires, resolviendo 
un recurso sobre inaplicabilidad de ley. no es el tribunal de 
última instancia a que se refiere el artículo 14 de la ley Ñ« 
-kS, p¿$s ella viene a carecer de jurisdicción jmra resolver las 
cuestiones referentes a ta Constitución y l-eycs Nacionales. 
En el cuso, el tribunal de última instancia para la decisión 
de las cuestiones federales es la Cámara Primera de la ciu- 
dad de La Plata, y es procedente, en consecuencia, el recurso 
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extraordinario, si es interpuesto de acuerdo a lo establecido 
por la ley y consagrado por la jurisprudencia constante del 
tribunal . 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DFX PROCURADOR GENERAL 

Buciv.s Aires, Julio 30 Je 1930. 

Suprema Corte : 

Examinadas tas constancias de los autos principales del jui- 
cio seguido ante la justicia local de la Provincia de Buenos Aires 
por doña Raquel Atolla de Colombrcs sobre protocolización, se 
advierte que durante la substanciación del misino fueron propues- 
tas por el recurrente varias cuestiones de derecho federal, como 
ser; que ta liquidación de los impuestos provinciales, tal como ha 
sido practicada en este caso por la Dirección General de Escuelas, 
es violatoria de los arts. fi7. inciso 1 1 y 108 de la Constitución 
Nacional, jmr cuanto desnaturaliza una disposición del Código Ci- 
vil dictada en uso de facultades privativas de la Nación : que tam- 
biúi viola dicha liquidación la garantía del art 18 de la Constitu- 
ción Nacional purqui- importa aplicar penas con efecto retroacti- 
vo: y, por último, que contraria igualmente el art. 17 eje la misma 
Constitución, pues al exigir una contribución mayor del 50 f /¡ de 
los derechos cuya inscripción se solicita, incurre en una verdadera 
confiscación. 

Como la sentencia dictada a fs. 93 por la Cámara Primera de 
Apelación de La Plata ha sido contraria al derecho invocado por 
la parle de la señora Abella dé CoU «ubres, ésta interpuso a fs. 97 
d r ocurso extraordinario de apelación que autoriza para ante V, 
E. el art. 14 de la ley número 48. el que fué denegado por la Cá- 
mara en virtud de que. a juicio de dicho tribunal, el pronuncia- 
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miento aludido no reviste carácter de definitivo, *'ya que — di- 
ce — la resolución denegatoria de fs. 99 ha sido suseqrtíble de 
modificación mediante el uso de los recursos procesales confe- 
ridos para ante la Suprima Corte de la Provincia", 

Pero, explicando el alcance fie los términos del art. 14 de la 
ley V 48. V. E. tiene resuelto que por los Trilninales Superio- 
res de la Provincia y de la Capital debe entenderse aquellos en 
que puede tener lugar la decisión final del juicio en lo que se re- 
fiere a la cuestión federal en él planteada. Y es así cómo esta Cor- 
te ha declarado que en el concepto legal se reputan Tribunales Su- 
periores, en cada caso, los llamados a pronunciarse en última 
instancia y sin recurso para ante otro tribunal local. (Fallos, to- 
mo 66. páginas 257 y 346: tomo 103, pyna 153: tomo 147, pá- 
gina 427). 

En presencia de los antecedentes relacionados y teniendo, 
además, en cuenta, como lo ha declarado V, E„ "la Suprema Cor- 
te de la Provincia de Buenos Aires, resolviendo un recurso sobre 
inaplicabilidad de ley, no es el tribunal de última instancia a que 
se refiere el art. 1 4 de la ley N* 48, pues ella viene a carecer de 
jurisdicción jwira resolver las cuestiones referentes a la Constitu- 
ción y leyes nacionales. (Fallos, tomo 113, página 381; tomo 
1 14, página 16; tomo 1 16, página 138; tomo 118, página 338; to- 
mo 149, página 427) : es de toda evidencia que, en el caso, el tri- 
bunal de última instancia para la decisión de las cuestiones fede- 
rales ha sido la Cámara Primera de Apelaciones de la ciudad de 
La Plata. (Fallos, tomo 153, página 46). 

Siendo asi, el recurso extraordinario de apelación para ante 
V. E. interpuesto a fs, 97 de los autos principales, ha sido nüil 
denegado, par lo que corresponde se sirva V, E. declarar proce- 
dente la presente queja y disponer la aiwrtura del recurso, de 
acuerdo y a los efectos de lo dispuesto en el artículo í¥ de la ley 
número 4055. 

Horada R. f. arreta. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

liucnns Aires» Apostn 11 de 1930. 

V Vistos: Por los fundamentos del ¡interior dictamen del 
señor Procurador General, se declara admisible la presente 
queja. 

En su mérito se concede el recurso extraordinario, ponüu- 
dosc los autos cu Secretaria a los efectos del art. 8? di !a ley 
número 4055. Señálame los Lunes y Viernes o el sámente día 
hábil si alguno de aquellos no lo fuere, para notificaciones. Há- 
dase sal>er, repóngase el papel. 

J. Figieroa Alcorta. —Roberto 

lÍEPETTO. — K. GriUO LaVALLE 

— Antonio Saoarna, 



Don Juan Luis- Crhisco m los autos sudarios «Y don Cumllo y 
doña abruma Arres<yfj»r CcUia o, sobre protocolica- 
Ctán. Recurso de hecho. 

Sumario : Se reputan Tribunales Superiores de Provincia a los 
efectos del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 
4S. aquellos en que puede tener \$0t la decisión final del 
juicio cu cuanto se refiere a la cuestión federal planteada 
en él (tomo 147. página 427). La Suprema Corte de la 
provincia de Buenos Aires, resolviendo un recurso sobre 
iuapücabilidad de ley. no es el tribunal de última instancia 
a que se refiere d articulo 14 de la ley 48, pues ella irífflé 
a carecer di* jurisdicción pnra resolver las cuestiones refe- 
rentes a la Constitución y leyes nacionales . Siendo, en e! 
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caso, irilmiial de última instancia para la decisión de las 
dicciones de urden constitucional oportunamente plantea- 
das la Cámara Primera de Apelaciones de I-a Plata, procede 
la queja y consiguientemente el recurso extraordinario que 
motivó aquel la. interpuesto d™ acuerdo a lo establecido por 
la lev y consagrado por la jurisprudencia. 

Caso: Lp explican las piezas siguientes : 



hktamkx oasfc í'RocrkAiwm ckxkkal 

Bwnos Aires. Julio 10 de l fJ 30. 

Suprema Corte : 

Al denegar la Cámara Primera de Ablación de la ciudad 
de I.a Plata a ís. IOS de los autos principies el recurso extra- 
ordinafio de apelación para ante V. E. interpuesto a fs. 107, 
contra la resolución dictada a ís. 10+ f>or dicha Cámara, declaró 
que "existiendo medios procesales mediante los que el recurrente 
puede obtener la anulación o revocación del fallo**), la sentencia 
de ese Tribunal que motiva el recurso no es definitiva. 

Kn presencia de esta declaración, que debe ser aceptada por 
Y. IL. porque no es dable, en la instancia extrann imaria, entrar 
al examen de las leyes provinciales de procedimientos, no cabe 
atril mirle a la referida resolución de fs. 104 carácter definitivo 
a los fines del art. 14 de la ley 48 y su correlativo el 6» <te la 
número 4055, conforme a la doctrina sentada por V. E. en casos 
análogos. Fallos, tomo 116, |iág. 21 S. entre otros. 

Pur tanto, soy de opinión que corresponde desestimar ta 
presente queja formulada por don Juan Luis Celasco en los autos 
caratulados "Celasco. don Camilo y doña Cipriana Arreseygor de 
Celasco (sucesiones). Protocolización". 

Horacio tf. Larrcta. 
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PALLO PE LA CORTE St'PKEMA 

Butsxa Aires, Agosto 11 de 1930. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que la Cámara I limera de Apelaciones de la ciudad de 1.a 
Pialaba denegado el recurso extraordinario deducido auto ella 
por el allante fundado en qtie la sentencia que lo motiva no éS 
definitiva por existir medios procesales que permitirían oirtener 
la anulación o revocación del fallo . 

Oue esta Corte, interpretando el art. 14 de la ley núm. 48. 
tune' "reiteradamente resuelto que l*>r tribunales superiores de 
provínVia y de la capital del* entenderse aquellos en que pueden 
tener lugar la decisión final del juicio en cnanto se n íicre a la 
cuestión federal planteada en él (lomo 147, pág. 427 ) . 

One si como no parece dudoso, el medio de obtener la anu- 
lación o revocación de la sentencia a que alude la Cámara, es el, 
de una apelación a la Suprema Corte de la provincia, este 1 n- 
tutnal lia decidido va la cuestión declarando "mte la Suprema 
Corte de ta provincia de Buenos Aires resolviendo un recurso 
.obre inaplicabiiidad de ley. no es el tribunal de última instancia 
a que <c refiere el art. 14 de la ley núm. 48, pues ella viene a 
carecer de jurisdicción para resolver las cuestiones referentes a 
ta Constitución y leyes nacionales" (tomo 149. pág. 427: tomo 
153, pág, 46). 

Oue en tales condiciones es de toda evidencia que el tribu- 
nal de última infancia para la decisión de las cuestiones de orden 
constitucional oportunamente planteadas en la cansa, lia sido la 
Cámara Primera de Apelcioncs de la ciudad de La Plata. 

En su mérito, se declara procedente la queja y consiguien- 
umente el recurso extraordinario que motivó aquélla. Pónganse 
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los autos en la oficina a los efectos ftél art. 8? de la ley uúm. 
4055. Señálanse los Lunes y Viernes o el siguiente dia hábil si 
alguno de .v indios no lo fuere para nulificaciones en Secretaria. 
Hágase saber, rt-póngnse el ]xi|TeL 

J. Fi^lxííoa Alcorta. — Robkkto 
Repktto. — R, Guido La valle. 
- - Antonio Sacar na. 



Don Ricardo Achával contra la provincia de Santiago del Este- 
ro. Sobre interdicto posesorio. 

Sumario : listando el actor en posesión del canuwj motivo del 
interdicto, puede ejecutar un él los actos a que le da derecho 
su condición de poseedor. 

Caso : Se solicita!» por el apoderado de la demandada se librara 
oficio al Juez Federal de Santiago del Estero |)ara que, a 
su vez, oficiara al Juez de Taz de Gramilla, departamento 
Giménez de la misma provincia, a efecto de que se intimara 
al actor o a sus representantes se abstuvieran de todo tra- 
bajo de explotación de bosques dentro del campo materia 
del interdicto. 



resolución de la corte suprema 

Buenos Aires. Agosto 11 ilc 1M¿0, 

Tratándose de un interdicto posesorio iniciado por don Ri- 
cardo Achával contra la provincia de Santiago del Estero en el 
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que de acuerdo con tas constancia* de autos aparece el actor 
en posesión del campo en el cual se efectúa ta explotación de 
tasques, lo que prima- facie no es sino ejecutar arto, a que le 
da derecho su condición de poseedor, no ha lutfiir. 

RmiErro Reh-Tto. — R. tli'tno La- 
valle. — Antonio Sacar na. 



— 



Dan Man o m*mte gfftftfe ^ntra M pmwé* é $»mm & 
res, sobre derohteión de dinero. 

Sumario: V Xo corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Curte Suprema entender en el conocimiento de una causa 
sobre la legalidad o ilegalidad del impuesto de contribución 
territorial cobrado al actor en la provincia de Buenos Aires 
y fie los procedimientos observados al respecto por las auto- 
ridades o emplearlos encardados de su cobro, dado que. co- 
mo ya lia sido declarado en regidas decisiones, las pro- 
vincias en ejercicio del i>oder no delega;- de la Nación, 
tienen la facultad de Wr recursos para el sostenimiento 
de su vida autónoma v fomento de sus servicios públicos y 
de su riqueza, tejo el criterio libre de sus legislaturas i>ara 
dictar las leyes necesarias, sin otra exigencia que la de con- 
rumiar c.tas, a las -aramias generales de la Constitución 
Nacional, único punto que puede ocupar la atención del 
tribunal, careciendo este, como carece, de atribuciones para 
examinar Jos impuestos locales en orden a otras circuns- 
tancias referentes a sus formas u oportunidades de su per- 
cepción. Fallo.: tomo 95. pág. 327 ; tomo 105. p%. 273, 
considerando 3»; tomo 147, pag. 402; tomo 150, páj;. 112: 
lomo 151. pfe. 359: articulo* 104 y siguientes de la Cons- 
titución Nacional; 16$ l". 150. 
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2* L.i circunstancia tic halarse conferido traslado de la 
demanda, no importa que se haya ddridido con carácter de- 
finitivo sobre la com^tencia, admitida sólo en cuanto hu- 
biere hlgar por derecho. Faltos: tomo 7. pág. 373; tomo 
140, pag. 34. 

Casa: l.o explican las piezas sigu temes : 



DICTAMEN PKL PROCIRADOK «EN CHAI. 

■ 

Buenos Aires, Jttniu 7 di.- Ríu. 

Suprema Corte: 

Invocando la jurisdicción ordinaria de esta Corte Suprema, 
don Marco Antonio Chiappc instauró la presente demanda con- 
tra la provincia de Buenos Aires para que se la condene a la 
rectificación del avalúo practicado respecto a varios predios ru- 
rales de su propiedad, asi como a la devolución de diferentes fu- 
mas de dinero pagadas de más. bajo protesta, todo ello por apli- 
cación de la ley provincial número 3901 sobre impuesto in- 
mobiliario. 

Producida a fs. 22 la información tendiente a acreditar la 
jurisdicción originaria de V. Iv. por razón de las personas, el 
señor representante de la provincia de Hítenos Aires contestó la 
demanda sosteniendo, entre otras defensa», que V- % carece de 
conii*tenc¡a para decidir sobre si es o no equitativa la contribu- 
ción territorial cobrada al actor y sobre las supuestas infraccio- 
nes a la ley provincial rmm. 3901. porque está fuera de la ju- 
risrjiítión de V. K. todo lo relativo a la interpretación de las 
leyes impositivas de una provincia. 

Estimo que el conocimiento de L. presente causa es ajeno a 
la jurisdicción originaria y exclusiva de V. K. 
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ln efecto, lo que en definitiva reclama el actor en esta 
causa a estar a los términos de la demanda y de las protestas 
te.timoni.cSa. a ís. X 5. 6 y *. es la devolución de suma, de 
dinero que. a titulo de impuesto, se le exigió indebidamente, a 
«„ nHHln de ver. «mu. consecuencia de una errónea interpreta- 
don de la ley local respectiva, hedía por las autoridades admi- 
nistrativas de la provincia demandada. 

Y Ú tiene va fijado claramente el concepto de que el fuero 
or»iario de esta Corte procede ^ razón de las personas "en 
las causa, civiles nacidas de estipulación o contrato . cuando 
„na provincia es demandada por el vecino de otra o por un 
ciudadano extranjero, y por razón de la materia, cuaudo en igua- 
les condiciones se demanda en virtud de artos que se dicen 
violatorios de una «aramia consagrada !»or la Constitución .Na- 
cional. (Fallos: tomo 140, pág. 34). 

Pero en el caso de autos no se trata de una causa civil 
derivada de estipulación o contrato, pues el col.ro de un im- 
puesto por s u naturaleza misma, no puede constituirla galios 

de V. E.. tonm 153. i-r-JU) : «¡ * tin **? c " 

la jnrisdicción de V. & proceda en razón de la materia, desde 
¿ denuncia se fimda en primer término, en la circunstancia 
de haber las autoridades administrativas de la provea deman- 
dada, interpretada y aplicado erróneamente la ley loeal nume- 
ro 3901 . 

I L acción va dirigida, como se ve. contra el listado provin- 
cial en su carácter de poder Tilico, que ejercita funciones de 
tal al crear impuestos y aplicarlos; y como lo dijo V. E . en to 
¿U* citada del tomo 140. pág: 34. los tribunales nacionales ca- 
recen de jurisdicción para juzgar la validez de tales leyes y de 
tas actos v procedimientos de 1os funcionarios encargados de su 
aplicación y cumplimiento. 

No Obsta a esta conclusión la circunstancia de haberse in- 
vocado en la demanda la dicción del artículo 16 de la Cons- 



■ 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 



207 



titución Nacional, pues tal invocación no apa race haber sido he- 
cha, dada la fomia en que el punto ha sido planteado, con el fin 
tic nielar la incDiisiiEticioiialídad de la ley número iV^Gl, sino 
de una manera incidental y subsidiariamente, con el pro|H>>úo 
de demostrar la efectividad del error cometido por las autorida- 
des provinciales en la interpretación y aplicación que hicieron 
de la ley mencionada: y este análisis, por su naturaleza, previo 
de ta ley provincial, está fuera de la jurisdicción, de esta Corte, 
según lo declaró V. E. en el antes recordado caso del tomo 
153. pág. 214. 

Por lo expuesto, soy de opinión que la presente causa no 
corresponde a la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema 
y que corresponde se sirva Y* E. asi declararlo. 

Horacio R, Luneta. 



FALLO t>E LA rOKTIÍ Sl'PkEM A 

Hucnos A iros, Adusto ti de 1930, 

Y Vistos: l-a excepción de inconif»eteiieia de jurisdicción in- 
terpuesta |K>r el doctor I*arry. representante de la provincia de 
Buenos Aires, en la demanda instaurada contra dicha provincia 
l>or don Marco Antonio Chiappe. sobre devolución de dinero; y 

Considerando: 

Que. como lo tiene establecido esta Corte al decidir en casos 
ajiáíogos a! presente y de acuerdo a lo que prescrilie el articulo 
100 de la Constitución Nacional, que el conocimiento de todas 
las causas que "versen solire |>ttntos regidos por ella" corresponde 
a la justicia nacional, esto es, que por razón de la materia las 
contiendas de "carácter constitifckmar competen a los tribunales 
de la Nación, sin perjuicio de la jurisdicción que ejercen por ra- 
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zón de las personas en "las causas civiles derivadas de «litación 

O rom rato". _¿ 

<>,. dentro de esta doctrina comanda desde el fallo del 
„„„' ^ :n v reiterada en decisiones ,x>sicnores - fallo». 
Z í :í7:«'; W. ,««. «1 : — 140. ,« 8 . * : tomo 

, . m v ton,., 153. 1«iff. 214 - « ■» «í»*> 

1 que el ínero originario de esta Corle procede ,.„r 
U " de d neV— en las cansas civiles nacidas de est.pula- 
éS a entra." -ando nna provincia es demandada por el wcron 
é otra n ,«r ciudadan,, extranjero, y por ra,on de h mate na 
round- en redes con.l.ci.mes sea demandada .„ v.rttul . e ac > 
¡tó se dicen violatorio* .le una garantía consagrada por U Cus- 
tí ilición Nacional. 

r.ne. en el caso de amos, no se trata evidentemente de una 
ea„su~civil derivada de estipulación o % 
„„ impuesto por su ..atúrale» misma no puede cünst.tu.rla . n 

c„ a,.ón de La materia, desde que. con h. demanda se ,« ff fe « 
ri ,.,iiicaci,>n ,W «alto practicado por la Ihrcccmn de Kenu 
,1 c provincia res,>ec,o a los predios rurales menconado e 
iLlenv .da. a los cuales sólo puede atril.nir.se es un valor f«»« 
fiumvi.ro de $ 350 la hectárea": y "la devolución de las drfe- 

ücia uc existen entre el importe del impuesto .nmolnnarto y 
Tía contribución par» caminos que .«» 
L» los años 1327 a 29 y el que corresponda ap teado ota 

rr'valuación cquitati™ como la indicada prcccdcntcmett.c 
L autoridades encardas de !a operació, , 
S£ n,anera a. aplicar la ley de que se trata, ^^f^ 
prefación * resultó perjudicial a los .««creses 

iderar como "terrenos", "íracc.ones de campo ■ 
^proporcionados, por otra parte con la avaluación de los can, 

pos linderos. 

Ouc no obsta a la conclusión anterior la circunstancia de 
yut uuu j_ ttní i ft i art i6 de la Constitución 

Haberse invocado en la demanda el an. iu uc 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



2CI» 



Nacional, pues tal invocación no a|wircce haberse huello, dada la 
forma en que tí punto ha sido planteado, con el fin de alegar 
la incoiiálítiicionali«l!itl de la ley ítíHU que es la aplicada en el 
caso pnr Jas autoridades administrativas de la provincia, sino 
subsidiariamente y para la hipótesis de que del examen del con- 
tenido de la ley so arribara a la conclusión del error cometiilo por 
las autoridades provinciales en la interpretación y aplicación que 
hicieron de la tej, local mencionada. Y bien: tsie análisis, por su 
naturaleza previo de los procedimientos de las autoridadis locales 
en la aplicación de la lev, está fuera de la jurisdicción de la Corle 
(Fallos: tomo 153, pág, 214). 

Que, en efecto, la justicia nacional carece de competencia 
jiara conocer de la legalidad o ilegalidad del impuesto que se ha 
exigido y de los procedimientos observados al respecto por las 
autoridades o empleados encargados ele su cobro, desde que, co- 
mo lo ha declarado esta Corte en repetidas decisiones, las pro- 
vincias en ejercicio del poder rio delegado de ta Nación, tienen 
la facultad de crear recursos liara el sostenimiento de su vida 
autónoma y fomento de sus servicios públicos y de su riqueza, 
bajo el criterio libre de sus legislaturas para dictar las leyes ne- 
cesarias, sin otra exigencia t|uc la de conformar éstas a Jas 
garantías generales de la Constitución Nacional, único punto que 
puede ocupar la atención del Tribunal Creciendo este como ca- 
rece de atribuciones para examinar los impuestos locales en or- 
den a otras circunstancias referente^ a sus formas u oportunidad 
de su percepción (Palios: tomo 95, pág. 3?g lomo 105. pág. 
27 X considerando 2?\ tomo 147, pág. 402: tomo 150, pág. 112: 
tomo 151, pág. 359, arts. 104 y siguientes de la Constitución Na- 
cional; ÍÉ tí, É 150). 

Que por lo tiernas la circunstancia de haberse conferido tras- 
lado de la dunanda. no importa que se haya decidido con carácter 
definitivo sobre la competencia, admitida sólo en cuanto hubiere 
lugar i*>r derecho i Fallos: tomo 7, pág. 37.1; tomo J40. pág. 
M citado) . 
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En su mérito y <Íe con formulad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se hace lugar a la exección de in- 
competencia de jurisdicción opuesta por la provincia deman- 
dada, por no correspontier la presente causa a ta jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte, con costas, Notifíqucse, remugase el pa- 
pel y o|K>rtunamentc archívese, 

J. Fmíi-eroa Alcorta. — Roberto 
Repetto. — K. G ir ido La valle. 
— Antonio Sacar na. 



Dún Adolfo E, Canalc contra la Empresa del Ferrocarril del 
Sxtd, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario, aún cuando se 
havan puesto en lela de juicio el artículo 39 de la ley 2873 
y el inciso \ v de su decreto reglamentario, si las cues- 
i iones planteadas a su respecto se han resuelto por razones 
de hecho y pruel» — que son ajenas a la índole del recurso 
— pues, en tales condiciones no puede considerarse que se 
haya tratado una cuestión federal derivada de la interpreta- 
ción de una ley nacional. 

Caso: Lo explican las 1 piezas siguientes: 
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mrr.\Mi;.\ del ntucruAnuK (üíxkkaí. 

Buenos Aires, Julio 2 de Í930. 

Suprema Curte: 

En iu causa seguida por don Adolfo E. Canate contra la 
Emprima del Ferrocarril del Sud, solire indemnización de daños 
y perjuicios, ha sido materia de discusión la interpretación de 
disposiciones contenidas en la ley nacional número 2873 y regla- 
mento respectivo, habiendo sido ta decisión final de la Cámara 
Federal de Ablación de la Capital contraria al derecho invocado 
jx>r la recurrente y fundado en dichas disposiciones legales. 

Existe, asi, el caso federal y. de acuerda con lo resuelto por 
V. E. en casos análogos, el rectirso extraordinario de apelación 
procede, atento a lo dispuesto por el artículo 14 de la ley |f* 48. 

lia sido, pues, en mí opinión, liten concedido para ante V. E. 

En cuanto al fondo del asunto, adhiero a los fundamentos 
que sirven de liase a la resolución dictada por la Cámara Federal 
por considerar que la interpretación míe en ella se hatue del ar- 
ticulo 39 de la ley número 2873 y articulo 178, inciso I* del Re- 
glamento respectivo, es ajustada a derecho. 

Soy, por ello, de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada, en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio /?. Larrcta. 



FALLO HE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 11 de 19.». 

Y Vistos: 

Los presentes seguidos jkm- Adolfo E. Canale contra la Em- 
presa del Ferro Carril del Sud por indemnización de daños y per- 
juicios provenientes de la pérdida de equipaje; y 
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Considerando: 



One ,i bien es cierto ¡pé cu la causa se ha puesto cu teta de 
ii.ici.Tel artículo 39 de la Ley 2873 y el 178 inciso 1» de su de- 
creto reglamentario, las cuestiones a este respecto se han resuel- 
to por razones de hecho y prueba* ajenas al recurso extraordi- 
nario Fn efecto, la sentencia cu recurso ha decidido qitc en el 
ca«i. es procedente v posible la prueba del valor clel equipaje 
prnlido y analizando ésta la ha declarado etica? en parte, atalu- 
zando la sentencia en estas dos circunstancias. 

One en estas condiciones no puede decirse que se lui- 
U tratado una cuestión federal derivada de la interpretación de 
¿na lev nacional, toda vez que sólo se ha aplicado esta de acuer- 
do con los hecho* que la Cunara a^uo ha considerado proliailos. 

Por esto, declárase rió halier iugar al recurso concedido. No- 
tifícese y devuélvanse, reuniéndose el papel en el Juzgado <le 

J. FlfitKKOA ALC'OBTA. — ROUKHTO 

Rkpktto, — R. Guii» Lavalle. 
— Antonio Sa(;arxa. 



A$mtc y cufié* dd vapor "Mar Manco", apié*4* dü una reso- 
lución tic J Juana. 

'$m&bi 1'' l a resolución que establece que como valor de la 
mercadería decomisada <lehe considerarse el atrihtndu a ella 
a los efettos ádüañeros y no el corriente en plaza, puede re- 
virarse |M>r la Corte Suprema por tratarse de la interpreta- 
ción dada, en sentencia definitiva, a un articulo de la lev 
nacional número 11.281. 
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2* No refiriéndose el articulo 69 de la ley 11.2K1 al 
valor de las cosas según nuevo avalúo practicado a posteriori. 
deba de entenderse, lógicamente, tute se ha referido al valor 
determinad» por las autoridades aduaneras a los efectos del 
aforo. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

KESOLL'ClÓX DE LA AD M t XISTRAC1Ó tí DÉ A1HWNW 

üutil^s Aires. Jimio ft di* 1929, 

Y Vistos; 

De conformidad con las precedentes conclusiones del dic- 
tamen del Asesor Letrado y dis|)OSÍciones legales citadas, 

Se resuelve: 

Comisar la mercadería en infracción e imponer a los agentes 
del vapor "Mar líianco" una multa igual al valor de dicha mer- 
cadería a heneficío ríe los autores del parte, sin perjuicio de lo que 
al Fisco corresponda. Hágase saber. Fase a Liquidaciones y Con- 
trol y Pagos a sus efectos. Repóngase el sellado, cumplido ar- 
chive se por Asesoría y Sumarios. — L. A. Meta. 

SENTENCIA DEL JL'EZ FEDERAL 

Buenos Aires» Noviembre 18 de 1929. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos y los del dictamen Fiscal se confirma 
con costas la resolución administrativa de fs, 9 que impone al 
agente v capitán del vapor "Mar Bianco" la pena de comiso ele 
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la mercadería en infracción y una multa igual al valor de dicha 
mercadería a l>enef¡cio de los autores del parte y sin perjme.o de 
lo que al Fisco corresponda, entendiéndose que como valor de la 
mercadería déte fijarse el establecido por la Tarifa de Avalúos 
c,ue es Ley de la Nación. Notifiquen repónganse las fojas y de- 
vuélvanse. — Mitfttfí Juntih. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Marzo 12 de 1930. 

Vistos y Considerando ; 

La infracción que motiva estas actuaciones se encuentra 
tomprolsida. como surge de autos y los establece debidamente la 
resolución del señor Administrador de Aduana. 

U jurisprudencia que se invoca no es de aplicación al 0b 
jttdkc Este tribunal tiene decidido que cuando la mercadería se 
encuentra en sitios o locales que no son de uso exclusivo de 
tripulación, es decir, en aquellos en que también tiene entrada 
él pasaje, no procede la imposición de pena al taque. Ello no 
ocurre en el presente caso, en que la mercadería fue hallada en 
el depósito de materiales tiara máquinas, sitio en que no intervie- 
nen t»ara nada los pasajeros. 

Además, el recurrente pretende que la multa que se le apli- 
lea *'sólo puede ser por el valor real de la mercadería en la plaza 
y no |*>r el cjuc arbitrariamente le asigne la Aduana". 

Tal pretensión no puede prosperar por cuanta el valor de la 
mercadería, a los efectos aduaneros, es el señalado por el Vista 
con arreglo a ta Tarifa de Avalúos. El valor real en plaza podra 
tener relación con la pena de comiso impuesta al dueño de la mer- 
cadería, toda vez que éste puede hacer atiantlono de la nnsmn : 
pero en modo alguno puede ser considerado como el valor de la 
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mercadería a fin de determinar la multa que se aplica a) agente del 
vnpor de acuerdo con et art, 69 de la ley número 1 1 .281 . (Fallo 
de esta Cámara en la causa de Luis Xicol, Octubre 16 de 1929). 

Por ello y sus fundamento*, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de fs. 70 y, en consecuencia, se condena al comiso 
de la mercadería hallada en infracción a bordo del vapor "Mar 
Bianco" y se impone al agente, en su carácter de representante del 
propietario del buque, una multa igual al valor de dicha mercade- 
ría, a Trcneficio de los denunciantes y sin perjuicio de lo que al 
Fisco torresponda. Devuélvase. — José Marcó. — Marcelino Es- 
catada. — R. //. Nácar Anchorena. 



!'KT.\MEN DEL VROCfttADO» GENERAL 

Buenos Aires, Junio 3 de 10J0. 

Suprema Corte : 

La determinación de si el lugar donde fueron halladas las 
mercaderías de que se trata en este expediente, es o no un sitio 
reservado a la tripulación del tiuque, es cuestión que no admite 
revisión |Kir esta Corte Suprema en el recurso creado ]x>r el art 
14 ríe la ley N* 48, torla vez que e) fundamento de la decisión es. 
a ese respecto, de hecho y prueha, y no de derecho federal, como 
lo exije la citada disposición legal. El recurso extraordinario pa- 
ra ante V. E. interpuesto a fs. 86 es. pues, en dicha parte, impro- 
cedente. i>or |o que considero que ha sido bien denegado . 

Pero, por lo que hace a la cuestión relativa a la norma que de- 
lie oliscrvarse en la apreciación del valor de Ta mercadería, estimo 
que, habiéndose puesto en discusión la inteligencia de una dispo- 
sición dé las Ordenanzas de Aduana y siendo la resolución defini- 
tiva de fs. 83 contraria al derecho que la recurrente fundó en di- 
cha disposición según la interpretación dada por ella, el recurso 
extraordinario para ante V. E. interpuesto a fs. 86, en cuanto se 
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relaciona con el mencionado punto, es procedente, por encuadrar 
ti taso dentro ríe los términos del artículo 14 de la ley nunu .-m 4*. 
y que, (Kjr consiguiente, lia sido mal denegado. 

En cuanto al fondo de la indicada cuestión pido a V. E. que. 
twr los fundamentos pertinentes de la sentencia de fs. $S y los 
concordantes aducidos por el Ministerio FUcnl. se ^irva confir- 
mar dicho fallo en la parte que ha !>odido ser materia del recurso 
interpuesto. Con costas. 

llorada fi. iMrrcta. 



PALLO m LA CORTE SVPREMA 

rttirtioi Aires, Agosto 11 di 1930, 

Y Vistos: 

El presente recurso de hecho en ta apelación del agente y ca- 
pitán del vapor "Mar Uianco" de una resolución de ia Aduana. 

Considerando: 

Que la resolución apelada en cuanto estahlcce que el lugar en 
M ue * hallo ia mercadería en infracción es un lugar reservado a 
lo S empleados del buque, como dice el articulo 09 de la ley nu- 
mero 11.281, cmwiituve una cuestión de hecho, ajena a la limita- 
ción del recurso extraordinario y por consiguiente fuera de la ju- 
risdicción respectiva de esta Corte. 

Que la misma resolución en cuanto estahlece que como valor 
de la mercadería (tacomiwda del* considerara el atrilmido a ella 
a los efectos aduaneros, y no el corriente en plaza, puede revisar- 
se por esta Corte por tratarse de ia interpretación dada, en sen- 
tencia definitiva, a un articulo de la ley nacional citada y en con- 
tra del derecho fundado en él por la parte apelante. 
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Que entrando al fondo del asumo, por no ser necesaria mayor 
substanciación, y en atención a que el articulo discutido, 69 de la 
ley 1 1 . 281 , no se refiere al valor de las cosas según nuevo avalúo 
practicado a posieriori, debe de entenderle lógicamente que se ha 
referido al valor determinado l»or las autoridades aduaneras a los 
ef Ortos del aforo 

Por estos fundamentos concordantes con lo dictaminado por 
el señor J*rocurador General, se declara improcedente la queja en 
r dación a la cuestión de hecho mencionada y se confirma la sen- 
tencia de fs. 83 en la i>arte que se ha admitido el recurso. Noti- 
fiquese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

FlGUEROA ALCÜRTA. — ROUERTO 

Reprtto. — R. Gi'ino La valle. 
— Antonio Sacíarxa. 



Sociedad Anónima fia ni y li'onmcr Limitada* (en liquidación), 
contra el Ferrocarril Central Córdoba, salve dei'ofneión de 
dinero cobrado por c.rccso de fletes, ftccnrstt extraordinario. 

Sumarlo : Xo procede el recurso extraordinario del artículo 1+ de 
la ley numero 48, contra una resolución que reconoce y acuer- 
da el privilegio del fuero federal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCU RADOR (iKNKNAL 

Uueims Aires, Julio 30 de 1930. 

Suprema Corte: 

En ésta causa seguida por la Sociedad Anónima Huní y 
Wormser Ltda. (eii liquidación) contra la Knipresa del Ferrocarril 
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Central Córdolu sobre devolución de exceso de fletes, se ha dis- 
cutido la interpretación y aplicación del articulo 9» inciso & de 
la ley número 10.(>50, y habiéndose pronunciado la sentencia ape- 
lada de fs. 251 contra la exención tjue la actora fundó en la inter- 
pretación que ella entiende del* darse a dicha prescriju-ión legal, 
estimo tute el recurso extraordinario de apelación que se ha in- 
terpuesto para ante V. E. y que ha sido acordado por la Cámara 
Federal de esta Capital es procedente, por encuadrar dentro de los 
términos del artículo 14. inciso 3* de la ley número 48. 

En cuanto al fondo del asunto adhiero a las consideraciones 
expuestas por la Cámara Federal en su decisión de fs. 251, asi 
como a las que sustentan el fallo dictado en primera instancia a 
ís. 220. y en su mérito, soy de opinión que corresponde confir- 
mar la sentencia apelada, en la tranque ha podido ser materih 
del recurso extraordinario interpuesto. 

Horacio A\ Larrcla. 
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Buertm Aires, Ago*W 11 de 1930. 

VÍ9tOS : 

F.1 recurso extraordinario concedido a ta parte actora en el 
presente juicio seguido por Huni y Wunuser contra e! Ferrocarril 
'Central Córdoba; y 

Considerando : 

< íite el demanda* lo ha opuesto en su oportunidad la prescrip- 
ción <íel art. 9 inciso (f de la ley número 10.650 y ta sentencia de- 
finitiva recaída ha resuelto favorablemente la cuestión, aplicando 
la lev invocada, de modo que para la procedencia del recurso falta 
uno 'de los requisitus esenciales, o sea que la decisión apelada sea 
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contra la validez del titulo, derecho, privilegio o exención funda- 
do en aquélla, (artículo 14, inciso 3 V , ley número 48) , 

Que el agravio que la sentencia infiere al apelante no invo- 
lucra necesariamente una cuestión de Carácter federal desde que 
aquél consistí* en la aplicación de una ley nacional que se declara 
prevalentc sohre toda otra disi«>sición. afirmándose así la supre- 
macía de una ley del Congreso. (Fallos, tomo 101. pág, 70; tomo 
147. pátf, 147; tomo 155, pág. 322 y otros), 

IVr esto y los fundamentos expuestos en el escrito de fs. 257, 
oido el señor Procurador General, se resuelve no haber lugar al 
recurso extraordinario comedido. Xotif íquese y devuélvase, re- 
póngase el papel ante el inferior. 

J. l'V.l'EKOA AlcokTa. — Roberto 
ReI'ETTG. — R. G#ÍB0 1. A VALLE, 

Antonio Sagasna. 



Lamport y II olí Umitúáa, apelando dr w«á nsohu ithi de Admnut. 

Sumario: La cuestión referente a saber, si una multa impuesta 
por una infracción aduanera es la que corresponde o no, es 
nna cuestión de hecho que no puede ser revisada por la Cor- 
le Suprema en el recurso extraordinario qne autoriza el ar- 

tkulo !4 de la ley número 4S, 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 
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KHSOMV1ÓX UKL MlNLSTKO DB HAClKNllA 

BtieOM Aires, Noviembre 23 de 1<ÜS. 

Vista La ablación deducida í>or los sefe« & Wcigsl Mu- 
ñoz v Lucio Caro, empleados de la Aduana de la Capital, de la re* 
solución fin la misma que sobresee su denuncia por una cantidad 
de mercaderías encontradas en el compartimento destinado a la 
peluquería del vapor "Vcim\ el que estala abierto m haberse 
cortado el piolín que unía los lacres puestos entre la puerta y el 
marco de ésta: como asi también por un aguato de radiotelefonía, 
34 tubos de ácitlos liara fotografía y 8 tiomboneras encontradas 
en un camarote de un tripulante; atento lo actuado; y 

Considerando : 

m 

Que, al violentarse el piolín de referencia se ha cometido una 
infracción prevista y penada. 

Que 1a circunstancia que contempla la resolución impugnada 
de que los sellos, no obstante haber sido mal puestos por los em- 
nleados aduaneros, acrecieron intactos, no hace al caso, puesto 
que el cierre se había violentado ; pudien. lo por lo tanto extraerse 
las mercaderías, deseml Aireándolas clandestinamente : y esta pre- 
sunción es lógica si se tiene en cuenta que el bu<|ue nitro el 25 
,le Abril último v la visita de fondeo se practicó el 30 del mismo 
mes, y más hrce presumir que ha sacado mercaderías de a bordo 
por la circunstancia de encontrarse varias cajas vacias. 

Que. |»or lo «pie toca a los efectos encontrados sin manifestar 
en mu camarote de un tripulante, no concurre ningún motivo exi- 
mí me de pena. 

One al pedir el capitán del buque el cierre del compartmten- 
m dnieluciucTÍa en los términos del art. 141 del decreto reglamen- 
tar ¡o de la lev número 1 1 . 281 . contraria k obligación de cuidar ese 
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cierre, por loque, habiéndose constatado su violación, se ha hecho 
pasible de la pena a que se refiere el art. 142 del recordado de- 
creto . 

J\>r lo expuesto y de conformidad con lo dic 

el 



K\ Ministro de Haciuitia. Resuelve: 

Revócase la resolución ajelada, declarándose caídos en co- 
miso nidos los efectos de que tratan estas actuaciones. 

Impónese al capitán del vapor "Vetris" la multa que pres- 
cribe el art. 142 del Decreto Reglamentario de la ley 8* 1L28I. 

Pase a la Aduana de la Capital a sus efectos. — Molina. 



SENTE XI I A DEL JUEZ FEDERAL 

BueacH Aires. Nm-itrmhri: 15 tk 1W. 

* ■ 

V Vistos : 

IVr sus fundamentos se confirma, kun costas, la resolución 
del Ministerio de Hacienda recurrida de fs. 32, que impone .i 
Lamport y Holt el combo de los efectos de que st: tratan en es- 
tas actuaciones y al capitán del vapor "Yetris" una multa como 
la que prescribe el articulo 142 de la ley número IL2SJ . Noti- 
fiques**, repóllense las fojas y devuélvase — Miguel L> Junius. 
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sentencta de cámara federal apelación 

líntíuis Aires. Marm 2íi *[t: l'Jjl), 
Visms y Considerando: 

Kl litch.i de que los interesados se acogieran al ftppfósfe que 
acuerda el art. 141 del decreto reglamentario de la ley número 
ti. 281, liaren que queden sometidos a las exigencias y penali- 
dades que constituyen las condiciones requeridas para el goce de 
tal beneficio. 

Siendo así, los recurrentes no pueden disentir la legalidad de 
1?. sanción impuesta, fundada en el art. 142 del citado decreto re- 
glamentario. 

P6* lo demás, la infracción míe se discute siempre se halla- 
ría comprendida dentro de lo previsto ñor los arts. 1025 y 1026 
de las Ordenanzas de Aduana. 

Por elln y lo alegado inir el si ñor Procurador Fiscal de Cá- 
mara, se confirma, con costas, la sentencia apelada de ís. 81. 
que condena al comiso de la mercadería de que se trata r impone 
al capitán del vapor 'Yetris" una multa de mil pesos oro. De- 
vuelvan^. — José yfan-ó. — Marcelino F.Jrahida. — S, A. 
?ot . i m horma, 

FALLO DE L.\ COR TI" R l'KFUA 

Butiros Aires. AroíI" 11 <U- l')3<>, 

Y Vistos: 

üis presentes promovidos por Lamport y Holt Uda.. sobre 
inírSecioíl aduanera, venid os «* recurso extraordinario tle la sen- 
tencia dictada por la Cámara Federal de la Capital : y 
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Que la única cuestión a resolver. dada la naturaleza de la 
apelación concedida es la referente a las facultades de) P. E. para 
criar penas de multa*, sin autorización legal, ya que toda cuestión 
de hecho está excluida de la revisión de esta Corte, por la vía ex- 
traordinaria, 

Que. en el caso snb-litc, ¡si hicn es cierto que por la resolución 
del Ministro de Hacienda, confirmada en 1» y 2* instancia se ha 
aplicado una multa de mil pesos oro no prevista en ta ley 810, no 
lo es menos que la atribución para aplicar dicha multa, en trans- 
gresiones Como la de autos, se encuentra reconocida |x>r el artícu- 
lo 69 de la ley N* 1 1 .231 que dispone; "Cuando se encuentren a 
1 ionio de los buques y en ]R>dcr de empleados de los mismos o en 
los compartimentos que les son reservados, mercaderías no ma- 
nifestadas con arreglo a las Ordenamos de Aduana, además de la 
pena de comiso, los administradores de renta aplicarán al buque 
una multa igual al valor de dicha mercadería". 

Que la multa del caso sólo lia sido impugnada en relación al 
articulo 10S6 en cuanto éste prohibe a los administradores, apli- 
car penas mayores que las determinadas en las Ordenanzas. 

Que la cuestión, a saber, si la multa impuesta es la que co- 
i-responde o no, es una cuestión de hecho que no puede ser revi- 
sada por esta Corte en el recurso extraordinario que autoriza el 
art, 14 de la ley número 48. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia de fs. 90 en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. Nolifiquese y de- 
vuélvase, repuliéndose el papel ante el Juzgado de su procedencia. 

J. FlCl'F.ROA Al AORTA. — RoilKKTO 
RePF.TTÜ, — R. G tí IDO I -AVALLE. 

— Amonio Saca* xa. 
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ümi Oria Larsen, (su amaino civil), C'otttiauia ííp C0Mfmx¿® t 

Sunwio: \ v N<« atribuyéndose ni um» ni otro de los Jueces com- 
petencia para entender en los mismos procesos falla la mate- 
ria SMispensaMe para trakar una contienda de competencia. 

2? Un contiendas de competencia sólo pueden referirse 
a juicio p^ndiérítés y no corresponden a los ya fenecidos. 

i 

f \tso : Lo explican tas piezas siguientes : 



hKTAMKX OÍ-.T. F'KOCl RAHOR (1ENKK.U. 

BtWUOí Aires. Aposto 4 de l§Mí 

Suprema Corte: 

\nt.- el jm ¡fe Primera Instancia y Cuarta Nominación en 
fe Civil v Comercial de Córdoba don Orla Ursen se proent» 
con fecha V de Octubre del año ppdo., haciendo cesión de bienes, 
i cuvo efecto pulió la apertura de su concurso civil, la que fue- 
drenada m H mismo día. continuando la substanciación riel jm- 
Insta ordenarse, por auto de fecha S de Abril del corriente ano, 
la venta efi subasta pública de lo* bienes del concurrió, coiw- 
temes en un inmueble vn U Cumbre. Deparlamento Pmnlb. de 
h Provincia de Córdoba. 

Fmn-tant... el apoderado de h señora Ktizabetn lícairfce 
Rrown de Maelaehlan se presentó el dia <> de ( k tnbre del ano 
ppdo. ante el Tufado de Primita Eftstancia en lo Ovil y í mntrr- 
cial de la Secuela Nominación de la ciudad de Rosario, provmc.a 
de Santa I V. iniciando ,u el carácter de acreedora lupoUctria ®*e 
atribuvó a su representada, una i-jecucióu contra el mismo Una 
T ¡usen en cuvn juicio, después de dictada la sentencia de trance 
v remate, de tedia 22 de Noviembre pifc se dórelo y llevo a 
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eat>o k\ reñíate de í:i propiedad del deudor ubicada en 1.a Cumbre; 
Aprobado el reman* y oblad»» el precio mt el comprador, se le dio. 
con fecha 15 de Abril del corriente año. la posesión judicial del 
bien ejecutado, sin oposición ninguna {diligencia de fs. N*O t en- 
contrándose actualmente pendiente la operación de la escritura 
judicial. 

En estas circunstancias la representación de la acreedora hi- 
potecaria, señora Itrnwn de Maclachhtn, tuvo conocimiento por 
notificación judicial que se le hizo, de que el mismo bien raíz 
ejecutado y vendido en el juicio ejecutivo ante el juzgado de la 
ciudad del Rosario, seria sacado á remate por orden del juez 
del concurso civil formado al señor Larsen en la ciudad de Cór- 
dolKi. Con tal motivo la representación de la acreedora hipote- 
caria se presentó ante el juez del juicio cjürutivn radicado en 
el Rusario dando cuenta del hecho y pidiendo ípie dicho magis- 
trado promoviera al de Córdoba cuestión de competencia, "invi- 
tándoln a inhibirse de obrar" en ei concurso civil de don Orla 
Larsen "todo procedimiento que tienda al remate del inmueble", 
ya eejeutado de propiedad de Larsm. 

El juez de Rosario accedió a la petición de la parte de iirovrn 
de Madaehlan. dirigiendo al de Gmlolu el despafifeii en el sen- 
tólo indicado por aquélla; y vomo il referido juez de Córdoba 
se negase al pedido formulado por el del Rosario, dieron éstos 
por tratada una cuestión de competencia que someten a la de- 
cisión de V*. E. 

Esta es la relación suscinta de las constancias tic [os expe- 
dientes remitidos a \'. I".- de la que. a mi juicio, se desprende 
inaniticí-t ámeme la ¡nexistemáá de cuesiión alguna de compe- 
tencia (pie corresponda a V. E. dirimir, dado que, para (pie se 
produzca tal cuestión, es menester que se haya candi, conflicto 
entre dos o más jueces con respecto a cual de ellos corresponde 
conocer en un juicio determinado o bien porque esos jueces de- 
clinan su jurisdicción para entender en un mismo juicio. 
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Kn el presente caso, ni el juez del Rosario se atribuye com- 
petencia para entender eti el concurso civil de Larsen, abierto 
jwir el de Cordol». ni ésto, reclama de acmé! el conocimiento 
del juicio ejecutiva seguido [>or la señora Urown de Mcalachlan; 
y >iendo asi falta, pues, la materia iiidisi>ensable liara tratar la 
conlientla de competencia que los mencionados jueces entienden, 
equivocadamente, balarse producido y someten a la decisión de 
\', E. (Fallos: tomo 152, página 428). 

Eit consecuencia, estimo que corres pande se suva V. E. asi 
dechrarlo. y mandar se devuelvan las actuaciones a los res- 
pectivos jugados de prudencia. 

Horario R. I.arrctu. 



JALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lluoios Aires, Agosto 13 de PJJO. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia promovida a un Juez en 
J (l C ivil y Comercial de la ciudad de Conloé por otro de igual 
clase de la ciudad de Rosario a fin de que el primero se inhiba 
de proseguir las actuaciones tendientes al remate de un inmueble 
ni el concurso civil de don Orla Larsen. a quien se le ha seguido 
juicio ejecutivo sobre ti mismo inmueble ante el Juez exhor- 
tante: y 

Considerando: 

Que como acertadamente se observa en el precedente dic- 
tamen del señor Pn curador General, ni» se ha trabado en el caso 
ta contienda de competencia a que ambos jueces se refieren, pues 
ñllgtinn de los dos pretende otra jurisdicción que la que ejerce 
en el juicio resi«ciivo. limitándose la controversia a la preten- 
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sión desestimada del exhortante de que se paralicen las actua- 
ciones itcl juicio de concurso (Fallos: Lome» 152, p% 428). 

Oue |*>r (ó demás, y Según resulta de las constancias de 
autos, el juicio ejecutivo ha terminado |>or sentencia de trance y 
remate y el inmueble ha sido transferido a tercero en subasta 
pública, y en tales condiciones, de acuerdo con la reiterada ju- 
risprudencia de esta Corte, no hay en el sub-judice contienda 
posible, toda vez que las cuestiones de compctcnHa sólo pueden 
referirse a los juicios pendientes y no comprenden a los ya fe- 
necidos (Fallos: tomo 1 54, pág. 216 y tos allí citados), 

l'or ello se declara i¡uc in> existe en el caso contienda de 
competencia que esta Corte deba dirimir. En consecuencia, de- 
vuélvanse los autos a los jueces res|)ectiv<» . Repóngase el papel. 

J- FlOUPJtOA Al.COKTA. — ROÍIKKTO 

RErKTro. - R. Girino Lavallk. 
— Antonio Saoarna. 



Fisto Xttaomrl eontm hi Compañía fJoyd's Londres, sobre co- 
bro de pesos. 

Sumario: XV ^improbándose que lo.s demandados pOí el iinjumc 
del salvamento de un buque tengan una vinculación tal con 
éste, que pudiera jurídicamente hacerlos responsables de 
esa suma, procede la defensa de falta de personería opues- 
ta, lo que no varia por haberse pretendido tardíamente que 
er;m ¡¿estores de negocios ajenos, ni la intervención "a pos- 
ttriori" del acto del salvamento que estaría encuadrado en 
el propósitn de pgp Jior subrogación qne prevé el artículo 
768 del Código Civil. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL J L'EZ FEDERAL 

Buenos Airo. Xovicíilm: 25 de 182Í 

V Vistos; Kstos autos caratulados "Fisco Nacional contra 
Cüini-añía Lloyd's Londres, sobre cul.ru de [yesos", de cuyo es- 
tudio resulta: 

[i k, ^or jfrociirador F¡*ml a fs. 1 inicia demanda con- 
ira la Compañia UoydS Londres por cul.ni de la suma de trem- 
ta y dos mil pesos moneda nacional, sus intereses y costas. 

Manifiesta que esa suma son los gastos en concepto de sal- 
vamento dea ra¿or griego "Anwón", varado en condiciones # 
íiciles en ti borde extremo del trauco LoIkk. y que se adeuda 
deídc el 26 de Mavo de 192í>, en que se formuló la relaoon de 
los gastos expr^dos. todo lo que en detalle consta en el en- 
diente administrativo que acompaña y al que se remití-. 

Funda la :*ctóu en el articulo 1.305 del Código de Co- 
mercio y sus concón lames. 

>, a ís, 4 los señores Edward Cooper and Son piden el 
rechazo de la demanda, con costas. 

Manifiesta,, desconocer la Conuwiñiu Lloyd's Londres con- 
tra la que se inicia la demanda y carecer de relaciones con esa 
entidad para representarla ni juicio o fuera de el. 

nicen que <¡ se quiso demandar al Lloyd's Londres no tie- 
ne* la representación de éste para intervenir en juicio, pues solo 
Sba sus agentes para auxiliar a tos miembros de d,cha odo- 
ración m inermes, .latos y consejos en los asuntos marítimos 
en que puedan i-star interesados. 

Fn b hijHrtcsis que tuvieran la representación á¿ Uoyd's 
landres para estar en juicio. la a*ión contra ,.yorporac>.m 
también serla imprudente. pfflp* desconocen la relación de de- 
recho en virtud de la cual la demanda el Gobierno «le la Nación 



- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 229 

y aseguran que dicha entidad m encargó el salvataje del vapor 
"Aniazóif ni es propietaria o armadora del mismo. i>or lu que 
oponen la falta de acción en el actor. 

ÍYir último y siempre en la hipótesis (pie tuviera la repre- 
sentación del Lioyds Londres para estar en juicio, manifiestan 
que el salario que se pretende cobrar es exhorbitante porque se 
trata de un servicio de remolque y no de salvamento. Agregan 
que como agentes riel Lloyd's intervienen para controlar Infchos 
en que está interesado alguno de sus miembros, pero carecen de 
facultades para obligarlo a menos de que reciban instrucciones 
expresas al efecto, y en el presente caso su intervención fué 
sólo de vigilancia para informar a los interesados. 

el juicio a prueha, se produjo la certificada por 

a fs. 




Considerando: 

\ v Los señores Edward Cooper and Son, a quienes se les 
notificó la demanda a pedido del actor (fs. I vta.), alegan no 
tener representación del Lloyd's de Londres j>ara estar en juicio 
v ratificando esc concepto el señor Leonardo Cooper, a fs. 54, 
al contestar la 7» posición del pliego de fs. 53. dijo: "que no son 
representantes sino agentes del Lloyd's y que por esta circuns- 
tancia y por haberse nombrado en la demanda a Edward Cooper. 
l*or eso la ha contestado". 

En autos no se ha justificado que el Lloyd's de Londres 
fuera propietario, armador, agente o consignatario del vapor 
griego "Amazótf o "Amazona" en ej viaje a que se refiere este 
juicio, ni tampoco representante de su capitán. 

3c La representación que la ilvmand. atribuye a los seño- 
res Kdward Cooper and Son al pedir que se les mitificase la 
acción contra la Compañía Lloyd's de Londres, no aparece acre- 
ditada ni por instrumento que pueda considerársele mandatarios 
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m aautttos judiciales (arts. 4 y 5 de fe H> 30 J. ni representan- 
tes ¡¿¿ales de una sociedad constituida en ¡raía extranjero (arts. 

Cúd. de Comercio), Tanqíoco se ha comprobado que los 
SCñóres E&ward Gooper and fon tuvieran facultarte expresas y 
especiales del Llovd's Londres para tratar en su in.ml.rv con el 
Gobierno el asunto en cuestión y aunque las hubiera tenido dicha 
circunstancia pot sí sota no los habilitaba para contestar h pre- 
gente acción. 

4' TW otra parte, de SU simple calidad de agentes dd Lloved 
de Londres no surge su representación para estar en juicio por 
esta entidad, máxime teniendo en cuenta une no se ha justificado 
que sus fines sean hacerse cargo de las obligaciones correspon- 
dientes a buques sus armadores, propietarios o capitanes (in- 
forme de fs. SO contestando lo? puntos indicados a ís. 59; de- 
claraciones de ís, 68, ?Í 75 y expediente pregado "Basólo 
l-nmcisco O. contra V. EL (lievaltier Routcir, secretaria de la 
Exma, Cámara, fs. 2- c.>. 

5» Kn tal sil «ación, ¿nulo evidente que en estos autos los 
añores l-l C.ojur and Son carden de la representación de la 
demandarla ]>ara esfcr per ella en juicio, es innecesario 9ftthr 
y pronunciarse sobre las demás defensas planteadas en la litis 
contcstatto. 

l'ur las precédeme* consideraciones, fallo: haciendo lugar 
.i ía falta de personería propia invocada por los señores Edward 
Ctíop& and Son. Notifiquese. repóngame la- fojas y archívese. 
— íiduardo Sarrni uto. 



SENTENCIA HE LA CAMAAA iTOKUAl. DE AI-EI..VIÚN 

Buciu>s Ain-*. Míivm JF de 
V Vistos : ¿ 

l'or SUS fundamentos se t&níirma l.i sentencia apelada dí- 
te 106 que hace lugar a ía falta de personerki propia humada 
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por l«ts señores Edward Gmper and Sun en e-te juicio promo- 
vido por i Fisco Nacional contra la Coinj^mía Lloyd's Lon- 
dres, sobre cobro *lc pesos. Repónganse las fojas en primera 
infancia. — José Marcó. — Marcelino ¡iscalcula. — /?. . f. A*<f- 
rjr .Indioraia, 

PALLO DE LA CORTE Sl l'KEMA 

liuenos Aire*. Agosto 18 de Í93Ú. 
Y Vistos : El recurrí ordinario de apelación interpuesto por 
el Ministerio Fiscal contra el falle» de la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital, en el juicio del Fisco Xaeional contra 
la Compañía Lloyd's Londres, pop cobra de pesos provenientes 
<le1 salvamento del vapor griego "Amazón", y 

Considerando : 

Que los servicios de salvamento fueron requeridos por el 
capitán de dicho vapor a su agente en Bahía Blanca don Ro- 
dolfo Gómez, (juien los solicitó — a su vez — a la Prefectura 
de Bahía Blanca — informe oficial de fs. 76 vuelta — ; Gómez 
no tenia ninguna vinculación de derecho; con la demandada y era 
representante, en la dicha ciudad de Bahía Blanca, de Gaddo 
Cappayli, agente en el lito de la l'lata del vajnir " Amazón" — 
fs, 67, pregunta 4». 

Que el vapor aludido vino consignado a su agente Gaddo 
Cappagli — fs. 17 vuelta — y la carga o mercadería condu- 
cida a J, J. Drysdale y Ga, — f s. 25 — sin que ni en la docn* 
mentación del huque, ni en los registros oficiales, ni en íorrri& 
auténtica ninguna conste que dicho vapor tuviera vinculaciones 
con la pane demandada como para que sobre ésta gravitara la 
deuda por los servicios prestados a aquél y que se jcobran de 
acuerdo con el :¡rt. 1.305 del Código de Comercio. 
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Qtu es exacto que el an. _>_NS del Coífigp Civil consagra la 
rt^pon-ahilidad de! mandatario para la per^na "que se ericar- 
g«c, & mandato, de las gestiones tic un negocio H ,a " flir ^ ta " 
todireetami/nte »c refiere al patrimonio de i-tro**, pero en autos 
tío ajiarece que el Uoyd*s de Londres haya otorgado <n turma 
su representación a Kdward Cóoper apj Son para (Jiie Ib cons- 
tituyeran responsable p& na servicio «ine elW no pidieron, c- 
mo queds dicho t-n tos atiteríores coaaMeraníIos y es precisanien- 
ese redan» de serví™ * el que h$km lea racter izado la "ges- 
tión «Je iu-rucíi* ajenos' 1 que se invoca, no en la demanda, s?no 
en el alegato <1e hien prelado, l-i actuación ck l "noper en lK»|t- 
hre de! Uovds d posterior! del acto del salvamento, cataría <n- 
Guailrado en el propósito de pago por sul-ro^ación que pjevé en 
v\ articulo 768 del Cóágo Civil y su fracaso no pudo Ufarle con 
Obligación legal hacia el aeíeedfiff , 

i hje teniendo en Bahía Ufanea y Bueno* Aire* sus agentes 
el vapor "\ma*rm". a ellos correspondía que se dirigiese el re- 
clamó administrativo previo y la ínterin,- demanda judicial, pues, 
tuvk-e o no poder el señor Córnea, él requirió el servicio de sal- 
vamento v en cunsecuerteia, como locación de M*vtrfw » como 
... .tióu é ttegfK-ios ajenos t^aba en condícloaes de responder 
jurídicamente: tocio >m perjuicio de las re.-poi^ilidade. que 
jtttílkteu corresponder a los consígtmtariOs del vapor y de la car- 
ga, segó. preceptos del Titule XII! del Líte* ttl Id < 

tlí^í* de Comercio. 

Cor lo expuesto v tas Euncíaínentos del fallo de Es. HX.. se 
coufirtna ia sentencia recurrida? sin cosía*, tenientju ^ míettta 
f mc la intención de ios demandado, en las admmis- 
traiiva^ que originan él pleito hacen excusaba el error A ia - 
manda. Kotiííquesr y devuélvanle los auto*. 

f . FigüEroa Alcor ta , — K, GvlVÓ 
].\\ mJL. — Axmvin S\<:u\A. 
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I>oii Francisca J. Mnracdah contra h Vújü Naeicnal Jnhtia- 
cimtt's v f*t nsttn¡i s tic Bmpk&dm / ; < rr*vhtrU>s. sahr,' ¡ubi- 
taitón pftr mv&tidfs. 

SuittítHQ: Acreditados por un empleado ferroviario sus servicios 
por más cíe trece anos en tina compañía, anteriores a su rcin- 
§rr<i a ta misma, y debidamente demostrada *u incapacidad 
para el trabajo; la circunstancia d<- balier pregado dicho em- 
pleado nuevos servitios. durante un lapso de tiempo (ocho 
i n m- t u r! ,m- i ■ . ;t a t -le reinan ti earáciec de 1"-. nm 
nencia requerido por la ley y excluye la posibilidad de <mc la 
inhabilitación para el trabajo existiera en la ferlta de la rein- 
corporación y por tanto procede le -ea acordada ta jubilación 
por invalidez que solicita, 

Caso* Lo explican las piezas siguientes: 



HCÜÜLUeiÓS W. l.A CAJA FERROVIARIA 

Bitcttos Aire?, 1 >k-ic<n!>re 1" <le 1029. 

Vistas estas actuaciones, atento los fundamentos del preee- 
dente ílesj achü de la Comisión de Juí -ilaciones, no obstante lo dio 
laminado por la Asesoría Lcjial y de bmíormidad Con lo acor- 
dado por el Directorio eii su sesión del Jo ríe Noviembre ppdo., 

Se resuelve: 

I" N*o bacer lutpir al pedido de jubilación por invalidez for- 
mulado por el empleado del Ferrocarril del Sud. don Francisco J, 
Murar; ^ »le. 

J- Notífiipiese y archívese. — /. iirivio, 
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SENTENCIA !>F LA ( "AMARA l'F.MERAI. DE APELACIÓN 

lliifii-i- Aire, Juniu l ' ik l'tf», 

Vistos y Considerando : 

T)c los informes del Departamento Xaeional de Higiene y 
Cuerpo Médico de la ( aja no resulta compn rfiaclo que la incapa- 
cidad tísica dé Muracciote hayase producido durante ti breve 
de tiempo *iue prestó servicios en el Ferrocarril del Snd ; y, por el 
Éótitrtó, ibda su naturaleza, lo verosímil es < t iu- existiera antes 
i Je su rciiieor| «ración al servicio. 

Por ello, se confirma la resolución apelada de fs. ^4 que dc- 
nie-a la jul .ilación |ior invalide/, pedida por Francisco J. Muraccio- 
Le, Devuélvanle sin más trámite. — Jm Mure ó. — Marevhnt. 
Escotada. - H. .4. Umár Mcímem /. fe - 
.V. Ftrrer. 



TMCTA.M KN DEL PROC i KAtMJk GENERAL 

liuenn* Aires. Jiifin 21 ^ ¡m 

Suprema Corte: 

E„ ] a causa soJwe jubilación solicitada de la faja Nacional 
de Jubilaciones y Pensione* de Empleados Ferroviarios por (Ion 
Francisco Mur acetóle ha sirio materia de disensión ta imerpreta- 
ción de disposiciones eoutcnida> ai la ley X* 10.650, habiendo si- 
do la decisión final de la Cámara Federal de Apelación de esta 
Capital contraria al derecho invocado por el interesado, fundado 
en dicha ley. 

Kxisic, asi. tt caso federal y de acuerdo con lo resuelto por 
V. K. en análogos, el recurso extraordinario de apelación 

procedí-, atenl» a lo dispuc-to por el artículo 14 de la ley X* 48. 
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lia sido, titics. en mi opinión. bien concedido. 

l'.n ¿'tnnto al fatulo fiel asunto, advierto que el empleado fe- 
rroviario Munteciole, que estuvo al servicio de la empresa del Fe- 
rrocarril del Sttd hasta el 30 de Jimio próximo pasado, después 
íte lialier prestido más de cinco años de servicios en otras díte* 
rentes impresas ferroviarias de las comprendida* dentro del ré- 
gimen de la ley \- LO. 650, fue declarado, a su propia solicitud, 
imposibilitado para continuar en ti ejercicio de su empleo o de nim 
compatible con su actividad habitual o preparar iún comprobada : 
que el concurso de dichas circunstancias colocaron a Muraceiole 
«entro di- las condiciones requeridas i>or el art. 20, inciso l v de 
la ley mimero Iü.f'óO para tener derecho a la jubilación por in- 
valide/, y que ni Jos términos de esa dis]>osieÍóu legal ni los de 
otra aplicable al caso autorizan, a mi juicio, a interpretarla res- 
trictivamente, en el sentido de que, por el hecho de presumirse 
que rxUliese la invalide,; antes de efectuarse la rvincorpi iraeión 
.¡el interesado al servicio ferroviario, ^xto después de prestados 
más de cinto años de servicios conmutables, pueda considerársele 
excluido del beneficio que el citado art. 22 acuerda, no obstante 
que. como ocurre en el presente caso, aparece legalmente de- 
clarada la invalide/, encontrándose el interesado en la situación 
y con tmlas las condiciones previstas y determinadas en dicho 
artículo. 

De consiguienu . considerando además, que de acuerdo con 
lo dispuesto en el apartado final del articulu 2'* y en el art. 20 
de la ley núiu. 10,050, deben ser computados todos los servicios 
anteriores a la sanción de esa ley, aunque hayan sido discon- 
tinuos, estimo que corresponde revocar la sentencia apelada de 
ís. 112 y declarar que el emplearlo ferroviario don Francisco 
Municciole tiene derecho a la jubilación por invalidez, de acuer- 
do con lo dispuesto en el art, 20. inciso 1» de la ley número 
10.050 y dentro de las condiciones establecidas en el articulo I o . 

Moruno R. Larrcfd. 
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KU-LO t)K LA l'OKTK Sl'PKliMA 

bueno* Aires. Aii'.^t" -<» Hr l'tfu. 

V \istu>: Este jutcin seguido por dotí Francisco £fttnfe* 
dote sóíitítanlp su jubilación, vetiido por refcárso eStmordí- 
nario; y 

Considerando: 

Q«é, liándose de un empleado actual »me ha figurado en 
ios cuadril del F. C. del Su*l desdé ti 3 d<s Oetufac de 192S 
Ituia el 30 ,1,. Junio de ios serbos anteriores al r de 

Fuero de 1913 deben serte computados de taátatváásá con 10 
dispuso ,kit los artái 2* de ía ley núm. 1U0S. del 4S y 26 de 
U núui. y lo resuello indinamente i^r este l r.hunal 

,. n la M-nteneia remirada «ni el tomo 154. pág. 355. 

Que, acreditados en favor del solicitante 13 anos, 9 meses 
y 28 días de servicios anteriores a su reíngttíSQ al F. C del Sud. 
y la incapacidad para el traUiju derivada de los iuíonues mé- 
dicos corrientes en auto*, se- encuentran reunidos en el cas,, 
los extremos eidgto por el art. 20. inciso 1" de las leyes 10/*0 

y \\m> 

, »„,. [a circmiMaiK-w de .<iie el empleado haya prestad*, scr- 
m& mmm oefeo meses en el H. C. del Sud le «la al reingreso 
el carácter de- inmanencia requerido jwr el art. -V de la ley. y 
excluye la posibilidad de que la inhábil i Luión para el trabajo 
exigiera cu la fecha de la reincorporación. 

Kn su mérito y por los fundamentos del dictamen del se- 
f,»r Procurador Cienera!. se revoca la sentencia apelada, decla- 
rándose qué don Francisco Muracciole tiene derecho a jubilación 
por invalidez. Noli fin, m-e y devuélvanse, 

J, ÍMt.lKRoA Al.iOkTA. - KottRKTO 

Kki'ktto. — U. Qfcitao Lavmam, 
— Antonio Saharna. 
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thw José Mafaiflnii contra ta Praimcía (/.' Santa /Y. por iiidctu- 
itizaaÓH th- ihiiios y i^rjuu'Hfi. 

Sumario; V- VA dejar a salvo "los daños y pirjnicios derivado- de) 
ludio cid desojo, respecto del lermiu cnrr^Hm-iú nie a 
la ampliación '. no importa fttí prej tiramiento sobre la pro- 
cedencia y justicia tfc h acción en -i, y de la indenmiwcióii 
consiguiente; significa tan sólo que el pronunciamiento en 
«I interdicto debe limitarse al fin policial que informa ese 
procedimiento oclrnonlinario ¡ restablecer las cosas al estado 
rmterior. quedando el interesarlo en libertad de proseguir en 
juicio apáirte, ordinario, lo qitc crea corresponden c en jus- 
ticia. 

y SÍ hulíO culpa concurrente y nuilun. tal silitncióu ha- 
ce ¡inproci dente el que uno de los culposos sea indemnizado, 

.v Los Estados no responden por actos de su- 
en ..hr:mrl.i en el ca«-:írler i|e "tmder público"'. 

Caso : Lo explica el siguiente: 



PALLO 1H* LA CORTE SUPREMA 

Uui-nii', Aires. AkoM'j -U He IWO. 

V \*ímo>: 

Lo* del juicio promovido por don José Malugani contra la 
1 Wincia de Santa Fe. por indemnización de daño* y perjuicios; 
de los (pie resalía; 

Hl procurador don Alfredo Xúfiez Martínez, con poder fias- 
tante de don José ^latuguiii, se presenta invocando una s,enteii- 
cia de esta Curte Suprema eti el interdicto fie despojo que su man- 
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fiante entáijUV coi uní Santa Fe por apertura i lejía! dé un canutíó 
en tierra de su prupiedad : dicha sentencia hizo tuyar al inter- 
dicto ccmdeiKM&Áp ai demandado a rcsftítttif la tierra objeto «leí 
despojo: y. t il auto ainptiat«»r¡o~aclaratono de Agosto 22 tic 19,27. 
dijo la ¿Orte que su dejaba a salvo a Maluuaui los * taños y per- 
jtiicío^ emergentes. Los perjuicios réatea bótisiéteti "en la des- 
trucción de ki- sementeras que había en la tierra cuando se abrió 
él caininn; la privación de esa misma tierra desde la apertura 
de] camino — 7 de Octubre di- ®M basia la restitücBn en 
1.1 de Abril de 1"2S; la merma tute sufrió Ja sementera en la tie- 
rra íjlte se dejó al descubierto y o uno consecuencia del tráfico e 
intromisión de toda clase d- animales '. Fstima en diez mil pe- 
-os más o menos los perjuicios y fundado un el art. del Có- 
digo Civil, pide que se condene a la demandada a payar la can- 
tidad que fijen peritos y las costas ífs. A t . 

Justificado el fuero y notificado el GoMerUO de Santa Fe, 
se o.mcstó la demanda i-.r don Luis U. de J Hondo en el sentido 
de su improcedencia, pues el fallo recaído en el imerdii to, base 
de los daños v perjuicios invocados, sólo fué parcialmente favo- 
rable al propietario, pues desestimó la acción en lo referente al 
caniin.» o callejón de existencia anterior y que sin derecho ha- 
bla cerrado Malu^am. y eximió de costas a fct IVovineia.cn aten- 
ción al resultado del mismo. Cita varios considerando* del alu- 
dido fallo ni que se pone de manifiesto la ilegalidad del cierre 
realzado jxír Maluyatn de un camino de vieja existencia. Sos- 
tiene, además, leo» los art*. 36 y 43 del C&tigo Civil, que no se 
puede ejercer la acción de daños y perjuicios actual porque la 
Provincia de Santa Fe es una persona juridica — art. iUciso 
2" del Código eitado — y no responde por los supuestos delitos 
ríe Mb representantes. Invoca, también, la jurisprudencia de esta 
C(>rie: y h falta de comprobación de los daños efectivos que lia- 
1 irían sido consecuencia del de>poio, hde el rechazo de la de 
manda, om costas ( fs. Un . 

Abitrta la causa a prueba (fs. 22 vuelta L las panes produ- 
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jerou la que corre de f& 2,1 a 55. Sottc cuyo mérito alearon a 
fs. í*S y 72, residí t Vilmente. llamándose "autos jxira definitiva" 
previa redición i>n Junio 27 de! ano en curso < fs. 73 vuelta) y 
quedando en estado de sentencia en Julio 25 ( f s. 75 ) ; y 

Considerando ; 

Que el auto aclaratorio dictado por esta Corte Suprema ni 
el interdicto de dcs¡xijo, base de esta demanda, en cuanto expre^ 
-ó (pie "los daños y perjuicios deriva* los del hecho del despojo 
respecto del terreno corrcs|M judíenle a la ampliación, se le dejan 
a saleo al peticionante" (fs. 2.Í2 vuelta, Agustu 27 de 1927) no 
imjiorta un prcju^ainicnio solire la procedencia y justicia de la 
attión en sí y de la indemnización consiguiente; significa tan sólo 
que el pronunciamiento ni H interdicto debe limitarse at fin \»t- 
licial (pte informa ese procedimiento extraordinario. restablecer 
las cosas al estado anterior", dejando al interesado la o|K)rtuní- 
#lad de perseguir en juicio aliarte, ordinario, lo que, como com- 
plemento o consecuencia, él crea corresponderle en justicia: no 
da ni quita derechos, fie manera rjtic, aún cuando el Juez del po- 
sesorkj nada diga y aún cuantío w nit iítie a dejar expedita la via 
ile indemnización, ello carece de trascendencia. 

Ks exacto míe esta Corte, haciendo lu<;ar al interdicto de des- 
pojo que Mahuíani promoviera contra Santa Fe, dtclaró que es- 
ta provincia, o sus autoridades, habían realizado un exceso de 
autoridad, privando al actor de su propiedad sin el deludo juicio 
de ley, pero también declaró, en el mismo pronunciamiento, que 
Malugani estala incurso en similar arbitrariedad cerrando sin 
dercehu, y sin autorización de nadie, un camino de existencia in- 
dudable. Dice el aludirlo fallo : "Que las vías de comunicación, 
llámense caminos, calles o callejones, cuando han sido incorpora- 
dos ; ¿l uso y kocc común, con el asentimiento de las autoridades 
y de los propietarios déstfc tiempo inmemorial, como ocurre en 
el caso de autos, se convierten en bienes del dominio público de 
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acuerdo o,u los arts. 2.U! y 2.V40 ítt|fc»S 7 del Código Civil y 
m por consiguiente, inalienables, impresenptmles y no pm®, 
por eso mismo, ser objeto de posesión ni «enerar interdictos po- 
sesorios t,i tavor de loH particulares. V tal es el prmcquo que 
corresponde aplicar al presente interdicto en lo relativo al cali* 
m M existencia ha reconocido Malugaui, en la |*ne del m.s- 
¿ 0i :t |amhrada v errada por él" y la parte deriva dice que 
d interdicto "se descomía en relación a la yartc del callejón (f*. 
||S v.ii lía y 230 vm ha de los autos pctfrporados Cüim> P™ djal ■ 
< )„e .i a tónfias parle. se les declara imtirsas en exceso in- 
Ki¿ » ,e decide, en re.luhd. c,ne an.l^ deben dejar rcstahleet- 
das ta. cusí, en la, e-.ndicU.ues en que se encontraban cuando 
UaltiRaiii cerró el callejón, la circunstancia de la culpa concurren- 
te y «mima se opone a la pretensión de que uno He los enlpu-s 
.tu indemnizado, pm. ha.ta en los delitos de injurian del de- 
recho criminal, está consagrada la Vontpensaaon eximente 
- ir t 116 del Codito Penal — tanto más cuanto que el uno. e 
Gobierno de Santa Fe. procedió - en prineipi, y en cuanto al 
restablecimiento del camino anterior - en ejercido de su fun- 
ción de pm 06» y <m° i* rsOÍUl í tóm t^mM g 

m Íno que pudo rechazar la fuerza con la fuer, .a (art. -4/0 del 
l/ódi-o Civil ) - Por eso se le eximió de las costas del juicio. 

< m el ftfefgfi cometido por las autoridades ele Santa Fe. 
en ejercicio de su función policial de establecer el traiiMto per- 
turbado por Maliu-am. no autoriza la acción )>or daños y perjui- 
cio* como lo ha declarado la constante jurisprudeneu de esta 
Corte. (Fallos, lomo 99. pá-, 22; tomo 15$, 1*8 >. 

En su mérito se resuelve: absolver a la Provincia de Santa 
Fe de la presente demanda; sin costas por la naturaleza del jui- 
cio. H fu-ase saner, repagase el pa,icl y oportunamente archiven. 

1. FHU-KKOA AlXORTA, — KotUvRTO 
ReI'KTTO. H. GViVO LvVAT.LI-, 

¿* Antonio Svíarna. 



Don Carlos F. Sehuster y doña Josefina Bonnet de Sehuster en 
autos con el Banco Comercial Argentino, sobre cobro de pe- 
sos. Recurso de hecha. 

Sumario : La ley fundamental al establecer que ningún habitante 
ite la Nación puede ser sacado de los Jueces designados por 
la ley antes del hecho de la causa, ha entendido proscribir 
las leyes ex fost facto y los juicios por comisione* especiales 
paru el caso, sacando al acusado de la jurisdicción perma- 
nente de los Jufifces naturales para someterlo a triliunales o 
Jueces accidentales o de circunstancias; y tales garantías no 
pueden estimarse violadas cuando los Jueces de la Capital 
determinando sohru su propia competencia aplican sus leyes 
y establecen dentro de ella 
su <|ue se les somete. 

siguiente : 



Buenos Aires, Agosto 22 de I9J0. 
Autos y Vistos; Considerando: 

Que según aparece de la exposición presentóla por el ape- 
lante de hecho, la «snlutión dictada por la Cámara úc Apelacio- 
nes en lo Comercial de la Capital, en É juicio seguido por el 
Manco Comercial Argentino contra Carlos F, Sehuster y Joscla 
Homiet ele Sehuster i>or cobro de pesos, "ha desconocido el fue- 
ro de atracción del juez de un concurso civil, declarando implí- 
citamente la comi*tenc¡a del Juez ordinario en lo Comercial de la 
Capital Federal, sacando de su conocimiento natural, un juicio, al 
Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de La Plata, 
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donde se tramita dicho concurso" ; es decir, una cuestión regida 
por una ley local de carácter procesal como es la de Organización 
de los Tribunales, extraña por tconsiguiente al recurso extraordi- 
nario de puro dereclio federal que autoriza el art. 14 de la ley 
numero 48. 

Que en cuanto al art. 18 de la Constitución Nacional, cuya 
inobservancia se alega, cabe observar, que al establecer la Ley 
fundamental que ningún habitante de la Nación puede ser sacado 
de los Jueces designados por la ley antes del hecho de la causa, 
ha entendido proscribir las leyes ex post jacto y los juicios por 
comisiones expresamente nombradas para el caso, sacando al acu- 
sado de la jurisdicción permanente de los Jueces naturales para 
someterlos a Tribunales o Jueces accidentales o de circunstancias : 
y tales garantías no pueden estimarse violadas cuando los Jueces 
de la Capital determinando sobre su propia competencia aplican 
sus leyes y establecen dentro de ellas el competente para conocer 
el caso que se les somete. (Fallos, tomo 123, página 354, entre 
otros) . 

Por ello, se declara no hniier lugar n ta Queja interpuesta. 
Noli tic [líese y archívese. 

J, Fiiíi-kkoa Alcorta. — Roberto 
Repktto. — R. Orino Lavalle. 
— Axtonio Saciar n' a. 



Ihm Jorge fiarry en autos con el /**. C. C. de Hnenos Aires, sohe 
cobro de pesos por dez'ohuión de fletes por demoras cu d 
transporte. Recurso de hecho. 

Sumario: \' f El alcance que haya podido atribuirse a los artículos 
104 y 108 del Código de Procedimientos de la Capital, es una 
cuestión estriña al recurso extraordinario, por ir:it;.rst de la 
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rión y aplicación de disposiciones de orden procesal 

2* No hasta la invocación de cláusulas constitucionales 
para la prttedencia del recurso autorizado por el artículo 14 
de la ley número 48: para ello es necesario que la ctáusufc 
constitucional guarde con la cuestión debatida una relación 
directa e inmediata de tal manera que la interpretación que se 
de a dictia cláusula, pueda determinar ta resolución del litigio. 

Caso : Lo explica el siguiente; 
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Autos y Vistos; Considerando: 

í >«e según aparece de la exposición presentada por Q 
lanu "de hecho, la cuestión debatida en el juicio seguido por don 
loáge Barry entra la empresa del F. C. C. de Buenos Aires, 
por obro de una suma de dinero proveniente de devolución de 
fletes por demoras en el transporte, ha sido resuelta en las ins- 
tancias ordinarias del pleito, limitándose a declarar la improce- 
dencia de la demanda por considerar que la escritura de cesión 
otorgada a favor del actor a liase de la cual se inicial* la deman- 
da adolecía de defectos que invalidaban su eficacia legal; es de- 
cir, «ustiones de hecho y de derecho común, ajenas por consi- 
gnante, al recurso extraordinario, atento lo que dispone el art. 
15 de la ley número 48, * 

Oue en cuanto al alcance que haya podido atribuirse a los 
arts lo* y 108 del C. de P. de la Capital, es de observar que 
nml.icn <on cuestiones extrañas al recurso intentado, por tratarse 
de la interpretación y aplicación de disposifciones de orden proce- 
sal local, (art. 14. ley 48 citada) . 
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Que eti cuanto al art. 18 de la Constitución Nacional, cuya 
in«t»servancia se alega, procede agregar que no l»asta la invoca- 
ción de cláusula* constitucionales para la procedencia del recurso 
autorizado por el art. 14 de la ley 48 referida; para ello es nece- 
sario que la cláusula constitucional guarde con la cuestión deba- 
tida una relación directa e inmediata, de tal manera que la inter- 
pretación que se de a dicha cláusula constitucional pueda deter- 
minar ta resolución del litigio, lo que no ocurre en la especie 
sub-lite. 

En su mérito, se declara no lialwr lugar al recurso interpues- 
to. Notiftquese y archívese. Rep. la foja. 

J. Fkueroa Alcwm. — Roberto 

REPETTO, — R. GflTJO L AVALLE. 

— Antonio Saiíarna. 

(1) En la misma fecha se dictó idéntica resolución en el joicb se- 
guido entre la. mismas partes. I*>r cubro de $ provenirme de 
igual motivo. 



Ferrocarril del Oeste de Rúenos Aires contra la Municipalidad 
de ta Capital, sobre repetición de ttm suma de dinero. 

Snnuirio : 1* Procede el recurso extraordinario si la interpretación 
y aplicación del articulo $> de la ley 5315 y V de la ley 10.657 
fué discutida, pronunciándose ta sentencia arlada contra el 
derecho o exención que la actora íundó en la interpretación 
que ella entiende debe darse a dichas preserqttiones legales. 

2* En lo que respecta al pago de pavimentos en las plan- 
tas urbanas, la obligación de los ferrocarriles está limitada 
estrictamente, al que. en proporción corresponda i>or hs es- 
taciones, de acuerdo al concepto del impuesto único revelado 
en la ley número 5315. 



Caso; Lo explican las pie/as siguiente*: 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Agosto 1« de 19». 

Los pronK.vi.lo* por la empresa del Ferrocarril del Oeste de 
Buenos Aires contra la Munieipalidad de la Cap-tal, sobre repe- 
tición de una suma de dinero; y 



» One la aclora manifiesta en su demanda de fs. 3 que ha 
«gado bajo protesta a la demandada la cantidad de un mil no- 
vecientos novema y do» pesos con sesenta y ocho centavos m n. 
en concento de importe del pavimento ronstro^ofren.e al .e- 
rrenoXdo en esta ciudad, «lie Risso entre Yerta , 
de la empresa, en el que hubo necesidad de constru.r un tome- 
do, ,»« los obreros de los talleres de Limera . 

Expresa que el cobro de esa suma es improcedente, a estar 
. lo quTestaWecen las leyes 5315 y 10.657 ta que consagran 
la exoneración del impuesto del pavimento de que se trata. 

Solicita se haga lugar a la devolución de la indicada suma, 

cotí 

intereses y costas. 

Contesta la Municipalidad demandad, a fs. 13. expresando 
„„e. lectivamente, realizó la acora el pago de refemK». pero 
£e no procede la devolución perseguida, porque e 
1 , un terreno de la empresa delicada a una act.vulad comp cu- 
mente ajena a la explotación ferroviaria y que las leyes 5315 y 
7o 657 no comprende a los gravámenes en tales cond-emnes. En 
su mérito, pide se rechace la demanda, con costas. 

* Que al resolver esta causa observa el suscripto que existe 
conformidad de partes en cuanto a los hecho», por lo que resta 
solamente aplicar el derecho pertinente para dirimirla. 



m 
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Establee* la ley 10*657 que la exoneración de impuestos san- 
cionada en la ley 5.315, no comprende la contribución de pavi- 
mentación en las plantas urbanas, en la proporción que corres- 
ponde a las estaciones, por manera que no tratándose de estación 
el terreno destinado a comedor de obreros de referencia, es evi- 
dente que no rige la exoneración de impuestos que pretende la 
adora. 

Y aún cuando se tratara de una estación, es et caso de seña- 
lar que no se discute en la litis trabada, del derecho de la empre- 
sa a construir el pavimento con sus propios medios, sino de no 
l>agar el construido, y precisamente la ley 10.657 ordena dicho 
pago, esto es, preceptúa con claridad un orden de cosas totalmente 
contrario a lo que la empresa adora procura hacer decir a dicha 
ley. 

Por lo demás, no obstante la simplicidad del asunto, riguro- 
samente contemplado en Ja ley 10,657, bueno será traer a cuenta 
en esta ocasión los fallos de la Suprema Corte del tomo 154, pá- 
ginas 57 y 71. con el fin de dejar agotada la materia en debate. 

Por las consideraciones que preceden, fallo : rechazando la de- 
manda instaurada por la empresa del Ferrocarril del Oeste de 
Buenos Aires contra ta Municipalidad de la Capital ¿obre repeti- 
ción de una suma de dinero pagada en concepto de pavimentos de 
que se ocupa el escrito de fs, 3. Castas por su orden atenta la 
naturaleza de la causa. Notiftquese, repóngase el sellado y opor- 
tunamente archívese, previa devolución del expediente administra- 
tivo agregado a su procedencia. — Saúl M. Escobar. 

SENTENCIA PE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Air». Abril ¿8 de 1930. 

Vistos y Considerando: 

Que en el art. 1"? de la ley 10.657 al referirse a la exonera- 
ción de impuestos establecida en el art. 8 de la ley 5315 se indita 
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_ • n ^ lft contribución cié pavimentación en las 
entre otras excepciones la comnoucun y- smfa* 
plantas urianas en la proporción que corresponda por las estaño- 

«minarar con ta* vi» el comedor par» obreros a que se «««reto 
equiparar , ,■ j, - mear la contribución 

demanda. Si las empresas están obhgadas a paga 
de navimenufción por la. estaciones que Uenen en a P»"»»* 

™„ a.l r ,a correspondiente a cuakpner otro 

éstos no pueden considerar* eximidos por el art.culo 8> de la ley 

número 531 S. . 

Por ello, se coníirma con las costas de esta ms.anoa la sen 
tenciade f s. 37 que rechaza 1» demanda instan™!» 
de. Ferrocarril del Oeste de MAggglW ffig 
<le la Capital. Devuélvanse. — 
Wfl. — /*■ A- N<t ~ ar Anchorcna. — /. » 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 31 de 19». 

Suprema Corte : 

de Buenos ."ures coi» Ji^ntido h interpretación 

petición de una «una de omero, se ta ** u *™ " ' ' ¡"T^ M 
aplicación del articulo » de 1» ley nomem 531S , dd »rt 1 « 
L g número .0.657 ■ y habiéndose | 

h da de f s. 50 contra fj^^^ dicha, pres- 

en 1. imerpretacum que ^^g^^L^ * »pda- 
oripciones legales. «Un» «*á ta sldo acorda- 
ción que « ha mte ^,^ ra J^ e c ^ Í pídeme, por en- 
do por la Cámara Federal de esta Capital es pw« r- 
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cuadrar dentro de los términos del articulo 14, inciso 3* de la ley 
número 48. 

Y en cuanto al fondo del simio : 

• 

La ley número 10.657, modificatoria del art. & de la ley nú- 
mero 5315, declara que la exoneración de impuestos establecida 
por el último de los artículos citados comprende, además de los 
impuestos propiamente dichos, las tasas, contribuciones o retrilm- 
ciones de servicio cualquiera que sea su carácter o denominación, 
con las excepciones siguientes; í v La provisión efectiva de agua 
corriente y servicio de cloacas, y 2\ contribución de pavimenta- 
ción en las plantas urbanas, en Ta pro|R>rción que corresponda por 
las estaciones. 

Las empresas ferroviarias están, pues, según el principio ge- 
neral introducido por el artículo t" de la ley número 10.657. exo- 
tic radas del pago de la contribución de pavimentación, con la sola 
excepción de la que. cuando la obra se efectúe en la planta urba- 
na, se relacione con la pro|xjrción que corresponda por mis es- 
taciones. 

En el presente caso la suma de dinero cuya devolución per- 
signe la empresa ferroviaria actora, si bien le fué exigida como 
contribución de pavimentación en planta tiritaña, no lo fué en la 
proporción que ¡correspondiese a alguna de las estaciones de dicha 
empresa, sino en la proporción que corresponde a otra clase o gé- 
nero de dqiendencia. anexa a sus talleres, destinada a sus obreros 
y operarios y que no está comprendida dentro de los términos de 
la excepción del inciso 2* de! artículo 1* de la ley numero 10,657. 

De abí, que a mi juicio, la empresa actora tenga derecho en 
el caso ile autos, a ampararse de la exoneración de impuestos 
que, como principio general, acuerda el art. 1* de la ley núme- 
ro lp,657 a todas las empresas ferroviarias, y en tal virtud, dan- 
do por reproducidas las consideraciones legales de que se hace 
mérito en el memorial de fs. 56, a las que adhiero, soy de opi- 
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níón quu corres|xmdt se sirva V. E. revocar la sentencia arla- 
da de ís. 50. en la parte que lia podido ser materia del recurso 
extraordinario interpuesto, 

Horacio R. Larrcta. 
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Buenos Aire», Agosto 21 de 1930. 

Vistos : 

El recurso extraordinario traído por la empresa del Ferro 
Carril Oeste de Buenos Aires en el juicio cine sigue contra la 
Municipalidad de la Capital por devolución de una suma de di- 
nero; y 

Considerando: 

Que el espíritu de la legislación ferroviaria en lo que respec- 
ta al llago de impuestos, ha sldu el del impuesto único, como se 
revela en la ley número 5315 . 

Que la 10.657 afirmó ese concepto comprendiendo en la 
exoneración, además de los impuestos propiamente dichos, "las 
tasas, contribuciones o retribuciones de servicios, cualquiera que 
sea su carácter o denominación", exceptuando únicamente de 
aquella exoneración, "la provisión efectiva de agua corriente y 
cloacas, y la contribución de pavimentación en las plantas ur- 
banas en proporción que corresponda por las estaciones". 

Que con estos antecedentes no ¡Hiede incluirse el pavimen- 
to construido, en el caso de autos, dentro de aquellos sujetos a la 
contribución proporcional de la empresa del Ferro Carril actora, 
ya que na estando especificado entre los que deten ser abonados 
en parte jjor aquella, su exoneración resulta del texto de 1a ley 
númro 10.657, art. 1*. 
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Que los escritos presentados por la demandante, en el curso 
de la causa, abonan la interpretación que se deja sentada, de 
acuerdo asimismo con el precedente dictamen del señor Procu- 
rador General . 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia de fs. 50. en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. Xotifíquese y 
devuélvanse, reponiéndose el papel en el Tribunal de origen. 

J t FlCUEROA ALCORTA. ROBERTO 

Repetto. — R. Guipo Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 



Sonto Scujlimbcm: su extradición, a solicitud de ta 
reino de Italia. 

Sumario: Procede acordar la extradición solicitada por el Gobier- 
no de Italia, de un condenado por sentencia ejecutoriad*, a 
la i*na de tres años y seis meses de reclusión por cuanto 
dicha sentencia no está sometida al beneficio de revisión o 
reapertura del juicio que antes consagraba el artículo 543 
del Código de Procedimientos en lo Criminal de Italia, por- 
que el artfculo 475 del Código sancionado en 1912 limitó 
ese lítneficío a las condenas superiores a la impuesta en el 
presente caso. 

Caso : Lo explican las piezas siguiente» : 
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JUEZ FEDERAL 

Agosto 10 de tW9. 



Estos autos seguidos a solicitud de b Embajoda del Reino 
de Italia por la extradición de Santo Saglimbene, condenado en 
rebeldía i*>r el delito de violación de Cavarra Catena a la pena 
de tres años y seis meses de reclusión ; oída su declaración, b de- 
fensa presentada l*ir su defensor y b opinión fiscal; y 

Considerando : 

lv Que con b solicitud de extradición se han acompañado 
bs recaudos determinados en el art, 12 del tratado de extradi- 
ción celebrado con el Reino de Italia, aprobado por b ley 3035 
y ¡canjeado el 14 de Noviembre de 1900. 

2* Que el delito que motiva el pedido está comprendido vn 
los que se enumeran en el art. 6' de dicho tratado y que dan lu- 
gar a la extradición, habiéndose, asimismo, establecido la iden- 
tidad del encausado mediante su propia declaración corriente a 
fojas 55. 

P Que el señor defensor de! encausado se expide a fs. 63 
Oponiéndose a que se haga lugar a la extradición, articulando 
tas siguientes defensas: a). Que no se han acompañado entre los 
recaudos copia autenticada de las disposiciones legales aplicables 
al hecho acusado según U legislación respetiva, pues que entre 
ellos a fs. 17, 19. 21. 23, 25 y 27. sólo se agrega una copia en ita- 
liano de las disposiciones legales que se dicen aplicables al caso, 
sin firma y sin haberse autenticado de acuerdo a las prácticas del 
derecho internacional, por lo que carecen de valor; b). Que Sa- 
glimbene ha sido condenado sin ser oído, lo que afecta mviobbi- 
lidad de b defensa en juicio, derecho Iconsagrado por el art. 18 
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de la Constitución; c). Que la sentencia fué dictada el 9 de Di- 
ciembre de 1925 y en consecuencia la pena de tres años y seis 
nn:scs se encuentra prescripta. de acuerdo al art, 65, inciso 3 V 
del Código Penal, por io que de acuerdo al art. 8 del tratado con 
Italia no procede la extradición. 

4* Que el señor Procurador Fi*:a1 en su dictamen de fs. 05 
contestando las cuestiones planteadas por la defensa, estima que 
debe hacerse lugar a la extradición. 

5« Que, en primer término del* desecharse la cuestión plan- 
teada \nr la defensa respecto a la falta de autenticidad de la co- 
pia de la disposición legal aplicable al caso, y que corre a fs. 17, 
19. 21. 23, 25 y 27, pues que habiendo sido presentada dicha co- 
pia por la Kmljajada de Italia juntamente con los demás recaudos 
acombados a la solicitud, y habiéndose pasado por el Minis- 
terio de Relaciones Exteriores a la consideración de los Trie- 
nales, su autenticidad se hace indubitable, como lo ha resuelto 
la Suprema Corte Nacional en el tomo 102. pág, 334; tomo 103, 
pág, 126; tomo 117. pág. 137; tomo 130, pág, 377 

6* Que en lo que respecta a la segunda cuestión propuesta 
de halarse Condenado a SaglímUene sin ser oído, lo que afecta la 
garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio establecida 
por el art. 18 de nuestra constitución, corresponde decir que di- 
cha garantía no se encuentra afectada, pues que la condena dic- 
tada en rebeldía por ta* tribunales italianos lio tiene el carácter 
de definitiva, ya que la ley procesal italiana establece que a pe- 
sar de esa condena, el acusado en caso de presentarse o ser ha- 
bido será nuevamente juzgado, previa su audiencia y defensa, 
procediéndose a dictarse nueva sentencia. (Art. 543 C. de Pro- 
cedimientos Penal del Reino de Italia) . 

* Por tal circunstancia, al condenado en rebeldía por los tri- 
bunales italianos no puede considerársele como condenado, sino 
como imputado, y concediéndose la extradición en esta calidad 
"éste hará valer ante los jueces competentes del i>aís requirente 
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las execciones y defensas con que cuente". (Suprema Corte 
Xaritmal. tomo. 90, pág, 421 ; tomo 114* nág. 2(>5. 271 , y 395). 
1.a condena en rebeldía, entonces, no obsta a la extradición que se 
solicita . 

7* Que el art. #> deJ tratado de extradición con el Reino de 
Italia dispone que la extradición no será acordada cuando se- 
gún las leves del listado requiTente o las del país en que el reo se 
refugtare'se hubiere cumplido !a prescri^ion de la acción penal 
o de la pena. 

Sostiene d señor defensor del encausado, que se ha cumpli- 
do la prescripción de la pena de acuerdo al Código Penal Argen- 
tino, pues la sentencia condenatoria fué dictada el 9 de Diciembre 
tle 1925, i>or lo que liabría transcurrido más de los tres anos y seis 
meses a que fué condenado, lo que hace prescribir la pena de 
acuerdo a lo dispuesto en el art. 65, inc. 0. de nuestro Código 
Penal. 

Caín-, ante todo, establecer que en el caso, rige la prescripción 
ile la acción penal y no do la pena ; pues, como se ha expresado en 
el considerando anterior, la condena dictada en rel»eldia contra 
Sagíimberie, lo autoriza a reabrir su proceso y obtener una nueva 
sentencia. No existe, pues, sentencia definitiva por lo cual no está 
en situación fie condenado sino de procesado, y en tal concepto la 
únicr, prescripción que puede considerarse es la de la acción penal, 
como Wm$k te 1,11 ^suelto ta Excma. Suprema Corte Nacional. 
(Tomo 110, página 412). 

V dicha prescripción de la acción penal no se ha cumplido. 

Se le imputa a Saglímlwne el detito de violación de Cavarra 
Catena. de 18 años de edad, usando de fuerza contra ella, delito 
cuva proa máxima es de quince años de acuerdo al art. 119 de 
nuestro Código Penal. La adetón jienaí se prescribe, en el caso, a 
los doce años contados desde el cita en que se cometió el delito, 
(art. 62. inc. 2* y art. 63 del C. Penal) . V resultando de losare 
can e los acompañados que el delito se habría. 
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Febrero de 1924. es evidente que dicha prescripción aún no se ha 
operado. 

8* Que por otra parte, si se entendiera, como lo sostiene el 
señor defensor, que corresponde aplicar las disposiciones de nues- 
tra ley pertinente a la prescripción de la pena, ella lamisco se ha- 
bría operado. 

La pena imjmesta a Saj?limbene es la de tres años y *ers me- 
ses de reclusión, pena que por nuestra ley penal se prescribiría 
en un tiempo i^ual ; ello es. a los tres años y seis meses contados 
desde la media noche del día en que se notificare al ffó la sett- 
tcncta firme o desde el quebrantamiento de la condena, (Art. 65, 
inc. 3' y 66 del C. Penal). 

La sentencia, según resulta de su copia acompañada, y que 
corre traducida a fs. 2. fué notificada a Saffltnihene, de acuerdo 
con la ley italiana, el día 24 de Febrero de 1926. 

En consecuencia, la prescriiKión ríe la pena empezaría a co- 
rrer desde el día 24 de Febrero de 1926, y no desde el 9 de Di- 
ciembre de 1925 (facha en que se dictó la sentencia), como lo ex- 
presa la defensa. 

Siendo asi, desde el 24 de Febrero de 1926 hasta el 3 de Ju- 
nio del año corriente fecha en que fué detenido Santo Safjlim- 
Iwnc (fs. 49) no se han cumplido los tres años y seis me>es nece- 
sarios para la prescripción de la pena. 

9? Que t.si también, aún cuando no se ha alegad o en la Éansá 
la prescripción de acuerdo a la ley italiana, cabe decir, que tam- 
poco se habría producido ni la prescripción de la acción penal 
(art. 91. int. 3' y 93 y 331 del C. Penal Italiano), ni de la pena 
(art. 95. inc. 3" del mismo código) . 

l'nr e^tas consideraciones y las concordantes del Ministerio 
Fiscal, fallo: rechazando Lis defensas opuestas por el señor de- 
ft-nsor del requerido Santo Saplimbene y acordando en coiisi- 
cuencin su extradición solicitada |x>r la Embajada de Italia. A 
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sus efectos póngase en su oportunidad al detenido a disposición 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que se remitirá d pro- 
ceso original, dejándose constancia su f ¡tiente. Notifíquese. — 
A. Lascauo, 



SEN TES CIA DE LA 



CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 



Y Vistos : 



Los de apelación interpuesta contra la resolución dictada a 
f s. 66 por el Juez Federal de Mercedes, en la solicitud de extra- 
dición presentada por la Eml>ajada de " 
glimbene, por 



Que estando en forma los recaudos exigidos, como lo demues- 
tra la* sentencia de primera instancia, y plenamente acreditada la 
identidad del reo, corresponde decidir si se ha operado la pres- 
cripción de la pena, invocada por la defensa, de acuerdo con el ar- 
ticulo 8* del tratado vigente con Italia, por ser desde luego indu- 
dable el carácter de penado y no de imputado del requerido, ame 



las leyes de aquel Estado . 

Out\ en efecto, según el artículo +75 del Código de Procedi- 
mientos Penal de Italia, sólo cuando se trata de un Condenado en 
contumacia por la Corte de Assises a una pena restrictiva de la li- 
bertad personal de duración superior a cinco años, procede so- 
meter al reo. preso antes de la caducidad de la acción, a un mií- 
vo jimio en forma ordinaria, quedando sin validez la sentencia 
dictada en contumacia. Como en tales casos esta sentencia en rc- 
Iwldía deja en vigor la acción penal y del*- ser anularla la conde- 
na mediante la renovación del juicio impuesta por la ley cuando 
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el reo cae en poder de ta justicia antes de la caducidad de aquella 
acción, -se explica el fundamento legal con que la jurisprudencia 
de ia Corte Suprema ha considerado como imputado a los indivi- 
duos que, condenados en rebeldía, tenian derecho a ser juzgados 
<k- nuevo bajo la legislación procesal de Italia, vigente a la fecha 
de esas decisiones, hoy modificada por su nuevo Código de 1912. 

Que jx>r e*ta ley no es posible extender el carácter de impu- 
tado a un condenado como el reclamado -;n esta solicitud de ex- 
tradición, que si trien ha sido juzgado en rebeldía, lo ha sido por 
el Tribunal Penal de la Ciudad de Catania, y no jx>r una Corte 
de .Wises del Reino, aparte de que la pena impuesta, de tres años 
v medio fie reclusión, es inferior al mitiimun establecido para que 
las contienas en rebeldía de dichas Corles no extingan la acción 
;ienal por el delito cometido. 

Que no existiendo contra la sentencia dada en contumacia 
del requerido más que el recurso de apelación, como lo disponen 
los arts. 478 y 497 del I*rocedimíento Penal Italiano, recurso que 
excluye en absoluto la renovación del juicio en presencia del reo, 
renovación inherente con menor o mayor amplitud a los recursos 
acordados por los arts. 497 y 475 del citado Código, y habiendo 
quedado, por otra parte, ejecutoriada esa sentencia el 28 dt Fe- 
brero de 1926. según se hace constar, resulta indiscutible el carác- 
ter de condenado del subdito reclamado i>or Italia, como se ex- 
presa en la solicitud, para la expiación de la pena. 

Que la prescripción está cumplida ante las leyes argentinas, 
aplicable al caso más favorable, de acuerdo a lo estipulado en el 
art. 8" del convenio con Italia. El inciso 3 ? del art, 65 de nuestro 
Código Penal disjione que la de reclusión temporaria se prescribe 
en un tiempo ¡¿¿nal al tic la condena; y como esta fué de tres años 
y medio, el término para la prescripción de la pena habría venrido 
el 29 eU- Agosto de 1929, a contar desde la fecha en que la senten- 
cia quedó ejecutoriada ante la ley italiana, según el respectivo 
testimonio. 
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_¡B la prescripción de la pena no se interrumpe, tic acuerdo 
con el vidente Código Penal Argentino. l>«r los hechos previstos 
en el art. W> del Código Piñal Italiano, esto es. como en él se es- 
tablece "por cualquier acto de la autoridad competente para la eje- 
cución de la sentencia hecho conocer legalmente al condenado; y 
en las penas restrictivas de la libertad la interrumpe, adema», el 
arresto del condenado verificado para la ejecución de la respec- 
tiva sentencia". 1.a captura del rn> pudo interrumpir la preserip- 

Pcnil 



en 




Que en consi cueneia, hay í[tie concluir que no se ha produ- 
cido interriquión alguna de la prescrqxrión. desde que no se ha 
cometido por el reo. antes de vencido su término, otro delito, úni- 
co antecedente que la habría producido de acuerdo al art. 67 del 
Código Nacional y, a la vez, del art. % del Código de Italia, siem- 
pre por éste que el nuevo delito fuese de la misma índole del que 
motivó la condena. 

Por estos fundamentos: Se revoca la resolución afielada y no 
se hace lugar a la extradición solicitada. — V. Pcnci, J. B. Echc- 
R. A. I.ctfnkamón. 



DICTAMEN Oi I. PROCURADOR GENERAL 

Iludios Aires. J iilin Mi di Ift». 



Suprema Lorie: 



Por los fundamentos de la sentencia de primera instancia de 
f s. 66 y consideraciones concordantes sostenidas por el Ministerio 
Fiscal, pido a V. E. quiera servirse revocar el fallo apelado de 
fojas 80 y hacer lugar a la ixtradicción de Santo Soglimlíe- 
ne. solicitada ,>or tas autoridades italianas. 

Horacio /?. Ltirn tn, 
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iSiiL-n-is Ain-i, Agosto 11 *lf 

Y VMé&\ U extradición de Santo SayíimUnc, solicitada 
l»« ir ti (¡obierno de Italia, cuyas actuaciones vienen en tercera 
¡(íStafteía ordinaria por apela ión «Id Mintsteri» Riscal contra el 
falto d. la Cámara l ; cdcrat dé Apelación de La Plata míe dene 
jíó el pedido de extradición : y 

Considerando ; 

- Que, ctínfomie resulta de h >> documentos aconi| uñados en 
reeaudn d< la demanda y di* conformidad enn el trataítü exis- 
tente etltfc los do* paise*. Sagliml>etie es un condenado poí sen- 
u-ncia ejecutoriada a ta pené di- ire> años y >cis meaes de re- 
clusión — fs. 4 y (*■ 

( ><k dielia semencia no está sometida al beneficio de re- 

- - 

visión i» reapertura de juicio que antes consagraba el ari. 543 
del ( ~m Líl*i a líe Procedimientos en lo Crimina] de Italia, pnrque 
el an. 475 del Código -aneionado en P'12 limitó ese beneficio 
a condenas -npciiorcs a la imjuirMa a Sajjlimbene, 

<Jnc. en efecto dielm artículo 475. <|iie etl el proyecto del 
Ministro Fíitoccttiard Aprile llevalu el niíin. 550, dice textual- 
mente: "fiiandn ■! condenado en contumacia por la Corte de 
Wi>es a la pena de la crjjáslula u a otra pena restrictiva de la 
libertad personal superior a cinco años, o a la interdicción per- 
petua para caraos públicos, se presente o saa arrestado antes 
míe la ao.ión penal se liaya preseriplo, se tendrá como no pro- 
nunciada la condena y se procederá a un tirata juicio con tn- 
terwiieiiin ,Je lo- jurados"; y aplicando e*ta modificación decia 
ti Relator M orlara: "Proe« diendn C0í) oportuna cautela ;i pre- 
venir casos de contumacia maliciosa, se da al condenado por sen- 
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tencia efe tmm< W¿ga prokuorios de t *:iil- 

pación Ul posibilidad «le hacer reabrir el juicio, 
L <*rMfi7<'M<w ,/r riYr„, ynirv./mf. Gmí. »U Señóla l^nva . 
Serie UI; Volumen UL páginas P y 1*6: Volumen !\. pa- 
gina* 312 y 401. 

Om m rtwxlificacHíii hace inaplicable al tfiMAe la jwwr 
pru<leneia «le esta Corte contenida en los tomos 
114 págs >»5. 271 v 3®§¡ <|ue se lia citado por el Ministerio 
Fiscal v d fall«> «le primera instancia, porque ella es anterior a 
1912, fecha de la sanción aludida y lasada m la amplitud del 
anterior articulo 543. 

|W di., y los fundamentos de la sentencia rciurrida. nido 
el señor Procurador llc.ieral. se confirma. Hádase saber, ikjii- 
K asc en libertad al detenido y devuélvanse. 

|. Fmt'EHOA A t. CORTA. — KílHEttTO 

Rkpktto. — K, firmo 1. avalle. 
— Antonio Sai: aun a. 



/),„-,„ Maniata Tism i* '"'"™ ** ****** T 
l,r, divorcio y * í"»«»'«''<' rfr 

ll'lll'k 

.Vi».,«*rí,.: Corresponde al Jue, del domicilio conyugal, o sea. el 
del lugar dónde resule el es,«>s«» cun su familia, y tiene el 
asiento real «le sus negodos. el eiiiender cft un nuco de 
divorcio. 

Caso : Lp explican las piezas siguientes; 
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ItUT.WKN OLI, l'Km I KAIKIH U-.MiKAl. 

Kiicim* Aires, Juiin 22 de 193b, 

Suprema Corte: 

Doña Manuela Tisera de I la!! entabló contra su impuso (fruí 
Ernesto A, Hall juicio de <livfireii> y separación de bienes ante 
el Jileado <Ie Primera Instancia en lo Civil y Cona^ial de ta 
quinta nominación de la ciudad tk'l Rosario, y a fs. *> de loa 
aul* ^ rrsiK-ctivos solicitó que dicha demanda tue?c nulificada 
al referido esposo en la residencia ipie éste tenia en Arias, pro- 
vincia di- t órdoha. 

Practicada ota diligencia, el demandado requirió del Señor 
d( Primera Instancia y 5" Nominación en lo Civil y Co- 
mercial di la ciudad «ie t 'órdoha. promoviera al de Rosario cues- 
tión t\v competencia por inhibitoria a fin cíe que este último se 
separar-e del conocimiento de ta causa en razón fie corres|ioiider 
A juez, de su domicilio, o sea al de Córdoba, intervenir en la 
misma, 

Entablada inhibitoria y subslanciadn el res| activo incidente, 
ambos magistrados han mantenido su jurisdicción píira enten- 
der en la demanda, planteándose así la contienda de competen- 
cia que a Y. E. corresponde dirimir de acuerdo con lo depuesto 
en el arL 9, me. d) de la ley húmero MÜÍ-. 

I'.u el expediente tramitado ante el Juzgado de Córdol»a t se 
ha acreditado con pruelia testimonial c[ue el demandado tenia no 
sólo al tiempo de iniciarse la (temática, sino piir lo menos, desde 
diez años atrás, sn domicilio; COA toda su familia, en Arias, 
departamento MaiVos Juárez de dicha provincia (le Córdnlia. 
uniendo tamliién en ésta Huías mi> propiedades. Man declarado 
en el sentido indicado, de una manera asertiva y conteste, además 
dil testigo Martin V. Rampini. los diputados provinciales seño- 
re^ don Carlos Stattííer y Pablo lira*., .monte. 
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Kn cambio, en é exjK diente tramitado en el Juzgado <kd 
Rosar») no se ha ofrecido ni producido proel» de ninguna es- 
pecie que destruya los hechos alegados por el demandado ni que 
corroí Kire la afirmación contradictoria de la aetnra. 

Kn tal situación, dcbkndo las acciones de divorcio inu li- 
tarse en el domicilio de los cónyuges, o sea del marido, donde, 
con arreglo a la ley. la mujer casada tiene su domicilio, aún 
cuando se halle en otro lugar — art. 90. inciso 9* y 261 del Có- 
digo Civil y faltos de V. K. tomo U8, ingina 185; tomo 130. 
página 439; tonm 142. página 400; y no siendo aplicable a este 
caso las consideraciones que expresan los fallos de esta Corte 
que se registran al tomo 151. pagina 34? y el tomo 155, página 
de la colección respectiva, por no concurrir en el presente las 
circunstancias escales que determinaron la jurisprudencia sen- 
tada por V . E. en aquéllos, soy de opinión que corresponde di- 
rimir ta presente contienda en favor de la competencia del Señnr 
Juez de Primera instancia y 5* Nominación en lo Civil y Co- 
mercial de Coi loba. 

Horacio K. Lamia, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Agosto II do l ! J3u. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia |*>r in- 
hibitoria, tratada entre un Juca de Primera Instancia en lo Civil 
y Comercial de la ciudad de Córdol>a y otro de igual clase de 
Rosario, provincia de Santa Fe. para (conocer en el juicio de 
divorcio y separación de bienes promovido por la señora Ma- 
nuela l isera ríe Hall contra su esposo don Ernesto A. I lall ; y 

Considerando: 

One establecido por expresa disposición legal (art. 261, Có- 
digo Civil) que el conocimiento de una demanda de divorcio 
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comete ;il ftítz del doínfcífia ib los cónyuges, ptíjcecle determi- 
nar en la presente contienda si el domicilio conyugal está radi- 
cado en la ciudad de ffosafio o tn la de Córdoha. y si esa radi- 
cación i).. res|Hmik- al propio <k* impedir u menoscabar et ejtr 
eieio de la acción personal de que se ir;it;i. 

One las coustanttas de los auto* m trámite acreditan ante- 
cedí lites constitutivos de una comprobación $sm del domicilio 
conyugal en Arias. Depariiáftieriid dé itsreOS Juárez. Provincia 
• le Córdoba, donde desde hace diez años, por lo menos. reM«lc 
el demandado, tiene mis propiedades y iiigoei.*. y donde la mi- 
nia m<m liü pedido M ue le sen notificada la demanda, 

Qu< el conjunto de circunstancias de tiempo y de faga* Re- 
lativas a la constitución del domicilio referido, desvirtúan nula 
presurtVióu de una residencia accidental encaminada a enervar el 
brecho de la norte aetnra, atenta ta relación Jefa] de dependencia 
que tiene el domicilio conyugal del domicilio del marido. 

tjrn- habiendo^ pues. dfapostra<lo. corno muda dicho. i|tie 
el d- mandado por la acción personal de divorcio que se ejercita 
en eslos autus, está radicado en la provincia de Córdokn y mte 
su domicilio es el conyugal, puesto que la mujer casada lien- el 
émm$m Cid maridn Uod. Civil, m. «*>. h*. <* evidente 
qué el '.-aso en contienda corresponde a la juris liccióu déj Juez 
dél domicilio de referencia. 

Btt SU mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General y la jurisprudencia une invoca: Fallos, tonto 
11% pág. 18$; tomo lm pág. 4M: tomo U2, pág. 4ÍX1. entre 
otros. ,t declara que el Juez competente iKira conocer en esta 
causa es el tle Primera Instancia en lo Civil y Comercial de C or- 
doki. a qUÍen consecuencia se remitirán los autos, avisándose 
al Jui/ de Rosario en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

J. Fim KKOA Alcokta. Roukkto 
Rffetto. — R. Gnno L avalle. 
— Antonio Sacar na. 



CompAi General de Ferrocarriles en /«i Pr&wxm de Buenos 
. fópj t-rjjj/r.í ef ímiÍt'c nh- Mactotoat, sohe dci'oluáon de s¡t- 

.s'jíjíkíí fc: '! Varándose (te un permiso administrativo, es al Poder 
Kjccuiivo, une concede a quien corresponde, en casos como 

el présenle, determinar el precio que la administración debe 
percibir, aplicando, a tal fin. el crin rio imperante acerca fie 
otras fttttitriííacidnes de igual naturaleza. 

Castt: l.« explican las pic/.as siguientes: 



SKXTKSflA WL JI^EZ l : EJÍE K A I . 

Rucimu Aires. Juti.. H) de 1929. 

Y Vistos: Los promovidos por la Compañía General de 
Ferrocarriles eu la Provincia ele Buenos Aires contra la Nación 
sobre devolución de derechos de guinche indebidamente cobra- 
dos; y 

Considerando : 

1- Que la aclara manifiesta en su demanda de fs. 7 que el 
decreto "del Poder Kjcciuivo de fecha Obrero 30 de 1W», 1c 
concedió el derecho de instalar guhfches en la ribera Norte del 
Riachuelo, estableciendo entre oíros requisitos, el del |*g0 de 
un jh-so moneda nacional i*»r mes y por cada veinticinco metros 
cuadrados o fracción ocupados pir cada guinche, en virtud de lo 
dispuesto en el inciso é del art. 29 de la ley de sillos. 

Agrega que instaló seis guinches Él las fechas <|ue Índica 
y con arreglo al dórelo de concesión citado, recouocia adeudar 
al bisco cuatrocientos trece pesos moneda nacional, pero la Di- 
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rccctón General del Puerto fie Unenos Aires Ir lia practicado una 
liquidación en la que le cobra Güijes mil doscientos cincuenta pesos 
moneda nacional por metro cuadrado y por mes desde las fichas 
de in>iahición hasta A dril 23 fie 191.1. ápH^Uido el decreto del 
I*. I*:. de techa Abril .10 de 1K9?, lo que un puede ser por no 
tratarse de uti dtereto de carácter general, sino particular, que 
establece las condiciones du una concesión, no legisla para lo fu- 
turo y ii" se estableció en el de concesión de la actora techa Fe- 
brero 2(1 de VKVk que regiria el de Abril M) de 1¡*)7, 

Invoca diversos artículos ilel Código Civil y termina solici- 
tando se condene a la Nación a devolverle la cantidad de diez mil 
ochocientos treinta y siete pesos moneda nacional ahuilados lia jo 
protesta, con intereses y costas. 

Acusada la relieldia tle fs. 10 por la actora. en razón de no 
haberse contestado la demanda, solicita prórroga el señor Pro- 
eurador Fiscal a fs. 20, que le es acordada por el señor Juez 
ductor Zavalia a fs, 20 vta. y arlada esa providencia por la 
actora a fs. 21, resuelve la Cámara a fs. 24 dejarla sin efecto en 
Feht-ero 12 de i$2$. 

Firme esa resolución y notificada a ambas partes a fs. 24 
vía. con frt ha 9 de Marzo de 1025, presenta el Procurador 
Fiscal el escrito de fs. 4f\ contestando la demanda con fecha 
Abril 27 de 1925 y mediante auto del 29 del mismo, a fs. 50 
tiene por contestada la di manda el señor Juez de la causa, doc- 
tor Ferrer. 

Hn mérito de lo expuesto, piensa el suscripto que la de- 
manda no ha sitio contestada en tiempo, y que en ri^or de ver- 
dad no hay litis trnlmda y a fortiori si se tiene en cuenta lo dicho 
por la actora a fs. 51. 

Sin embarco, si se llegara a reputar que hay litis trabada, 
se puede observar que el señor Procurador Fiscal expresa a fs. 
46 que el decreto de Febrero 20 de 1906 se ocupa de muelle y 
no de guinche y lo mismo ocurre con el de Abril 25 de 19tVi. 
que habilita el muelle que la actora construía. 
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Advierte que en esa época estaban en vigencia los decretos 
de Abril 30 de 1S97 y Febrero 23 de 1904. referentes a la re- 
glamentación de concesiones fíe guinches, amitos de carácter 
genera] y por lo tanto ta liquidación que objeta la actora es arre- 
glada a derecho. Señala que la actora confunde el precio del 
arrendamiento del lugar que oeu'ialja y que (contempla la liqui- 
dación, con el impuesto establecido en la ley de papel sellado 
número 3199. <|tie se ocujwi de exigir un peso moneda nacional 
mensual por cada veinticinco metros cuadrados o fracción |H>r 
los permi>os de uso accidental de ribera. 

Solicita el rechazo de la demanda, con costas. 

i" Que al resolver el suscripto esta vieja causa, llegada al 
Juzgado cu Octubre 24 de $28, observa «pie la misma parte 
actor a reconoce en su alegato a fs. 57. que el decreto del Poder 
Ejecutivo fecha Febrero 20 de 1906 no le concedió el derecbo 
de establecer guinches, sitio un muelle. 

Kilo sentado, cabe hacer notar que la adora instaló sin de- 
recbo en Abril y Septiembre de |90u. Mayo. Agosto y Octubre 
de 1909. las guinches referidos - ís. 7 vta. — y al pedir al 
Poder Fjceulivo se regularizara su funcionamiento, se dictó el 
devmo «le fecha Fuero 12 de Ni 4. fs. 41. en el cual se hace el 
perfecto distingo entre lo que debe pagarse por arriendo de los 
terrenos que ocupan Jos guinches y lo cpie establecía la ley de 
papel sellado. 

Por lo flemas, el decreto de Abril 30 de 1897. lia podido ser 
aplicado a ia actora en razón de lo que dispuso el de ficha 23 
de Febrero de 1904 — fs. 43 y 44 — , pues le comunicaba carác- 
ter general al primero y queda ya dicho que en Febrero 20 de 
I90í„ la aelora carecía de concesión ]iara instalar guincho y re- 
cién en luiero 12 de 1914 pudo d<V¡rsc que se le consintió un 
derecho a semejante instalación . 

Por lo tanto, en sentir del suscripto ta liquidación de fs. 1 
en la parir impugnarla por la actora se ajusta a los hechos y a 
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1.*- decretos citado* y armoniza con los principios de derecho 
público <|<ie ri^-u iMa> relaciones tlH poder administrador con 
las personas " entidades que utiii/au limones de terrenos ni 
¡os puntos • > rilieras euu fines, cti terminad»*. 

El di-rceho que a|is^ a ta Nación es indiscutilde dc>de el 
j unto cíe v ista del déflfcho constitucional y administrativo, ya que 
]«,! órgano de! Poder KjiCUtívo accedió a lilla solicitud de la 
actofa, primer., para construir un muelle y luego para instalar 
Huinches, cuya- C01ice*ibiies han podido >m duda alguna que lar 
al criterio del poder administrador en ludo l«> o.ncer- 
uíeiUe a tiempo de duración, prtciu a pa^'ar |mr ocupación de 
la (ierra pública, i orina di excitación, facultades, requisitos, 
t 7 ... éi%» y eonm quiera que im lia promediado un entúralo del 
derecho civil entre la Nación y la acuna, t i caso debe ser juzgado 
uní arreglo a lo que >e desprende de lo> actos administrativos 
condénsanos en los decretos aludidos, y no por los ptéceptos del 
Código Civil que rcgláittéitfíirt las relacione- de individuo a in- 
dividuo. 

Tumi -o. le e- dad., al irilumal liaeer-e ear^o de la injusticia 
repulíanle de cobrar tal u cual tarifa, omiu lo estañe la activa, 
pues ello es o^a $m e-capa a la esfera rlc airiUieioms del poder 
judicial, míe nada ludria resolver lamppeo acerca de la come 
üiencia de b que se le cobra a la adora mi virtud del decreto del 
Poder Kjecutivo de- fecha Julio 2 de M2 í-. U& 10 y wclta. 

por las consideraciones que preceden, tallo: rechazando la 
demanda instaurada m (■ l'"»"pañía Cuural de l-Yn oearrile* 
en la t'rovinna de Huellos Aitm contra la Nación, ^..l.re devo- 
lución tle suma de dinero COIlMda V*? derechos de ocupación de 
terrenos cpll gtttttcÚes. Sin costas atenía ta naturaleza de la 
causa tíottfífiueje. r^ngftSK? el seifa^o y oportunamente arehi 
VGSte, previa devolución del expeliente administrativo a-á'i:ado. 
a mi procedencia. San! M. liscobar. 



SI-NTKXt IA DK |.A Í'ÁMAHA PKllKKAl, ÜK AI'lXA» ÍÓN 

BoetMH Air.-, Abril 25 de 1930, 
V%tos y Considerando: 
Por IiuIkt vencido el término »m conlcstar la demanda, la 
aemra atusó fcfwW© al Procurador Fiscal d mismo día que este 
ixflia prórn^a |>ara luurrriti í fs. 20). Fl juez concedió la pro- 
rroga, umvevend* al l*c» de rebeldía: "Fstése a 1.» proveído 
en la fecha ". Apelado ti auto de prórroga í«¿ revocado por esta 
( amara por haberse hfchii la solicitud fuera de termino (fs. 
24 t y devueltos los autos, la adora no insistió en que se declare 
la rebeldía, I I IWurador Fiscal presentó tintinees el escrito 
de ís. 4fp. du contestación, y el Juca decretó a fs. 50: "Por con- 
tenida la dnuaiuUi ". resolución que im fué ohjelo de re- 

ntrsu al-uno de la parit- actnra. h on¿- se limitó a la observación 
dt fs. 51 Siendo así. delie teñese pur contestada la demanda. 

|»nr !<« demás, esto no altera mayormente la situación de las 
partes en el sub-lite, dada la con testación y que sejííill el artículo 
185 de la ley 50, el actor deliera | miliar siempre los extremos de 
SU demanda. 

Fn cuanto al fondo del asunto, por <n> fundamentos y lo ex- 
1l1u >t.. eiineordanienunte por el señor Procurador Fiscal de tá- 
nwrn. a fs. 85. se confirma la sentencia apelada de ís. debien- 
do alionarse las rusias po* su orden. R»i «ájanse las fojas en pri- 
nura instancia. - fb$¿ Mtircó. — Mamlnio Kst tifatfa. — & ' 
.Viui/r . lítt hui't nii. - ^. f\ l.mui. 



VMA.O IIK LA l OKTK SL'PRK M A 

Butilos Aires. A®P*tó 25 tic 1930- 



Y Vistos : 



1J presente juicio seguido por la Compañía General de Fe- 
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rrocarritca en !;i l'mvineia de Unenos Aire- contra la Nación, 
xilirt- devolución de una suma pagada; y 

Considerando : 

(Jih- los i mu lamentos del (ktrtto del I'. K. fecha Huero 12 
de t$14 i ís. 41 j y la disposición del de 30 de Aliril de 1S*>7 (f*., 
43 L bastan pora sustentar la sentencia en recurso y constituyen 
antecedentes administrativos suficientes para justificar la Liquida- 
ción impugnada» tuda vez mu- tratándose de un permiso adminis- 
trativo, es al IV K... que concille, a ipiien corresponde, en casos 
como el de autos, determinar el precio que la administración del>e 
percibir, aplicando, a tal fin. el criterio imperante acerca tic otras 
autorizaciones de igual naturaleza. 

I'or v-U*. concordante con las razones expuestas en el fallo 
de 1* instancia, se confirma el de fs. SS. Noti Tupiese y devuél- 
vanse, reponiéndose el pajnl en el juzgado de origen. 

J. Im«;i'kroa Alcohta. — lí. (¡t ino 
I-avallk. — Antonio Sacakna. 



íhtn tirifjorio {iutwrrt'z contra fu Compañía Hispano .-lint-rica na 
tic Elcctricid-aá, por dti'ütuth'm de ttincro c ¡uconstttuciontíli- 
útut de ley. 

Quinario : I" La Municipalidad ilc la Capital se encuentra autori- 
zada por su Uy iirjjániea para proveer al establecimiento de 
aguas* corrientes, usinas y servicios análogos, ya sea por cuen- 
ta del di-trito o por empresas particulares, mediante las con- 
cesiones cnrres]MJudientes. Tales concesiones se hacen en in- 
ri u-s general del púMieo y es |mr eso que ellas establecen 
condiciones uniformes ijue el concesionario no puede modifi- 
car porque representan para él una obligación contraída con 
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la amurillad pública en cuya delegación actúa y ln> | «menta- 
res que contratan con la E$a|J*eS» cotí:esiouaria carecen del , 
derecho de discutir la> condiciones de la oferta, pues l"» tér- 
minos en que se le presenta son definitivos y obligatorios 
muñirás no sean mollineado* por las mismas autoridades que 
i-oucnrricri.ii a su determinación. 

2» El deruho a cobrar ;d actor que ha aceptado el ser- 
vido de, luz, la suma reclamada en concepto de control y de 
conservación del medidor, fluye de la naturaleza y de los tér- 
minos ile la concesión que lia sido otorgada por quien tenía 
Ciidiintencia fiara ello. 

&. Los derecho* emergentes de una concesión de uso so- 
bre un bien del dominio público o de lus que reconocen como 
una delegación de la autoridad del listado, se encuen- 
tran protegidos por las garantías con>agradas en los artículos 
l-l y 17 ile la C onstitución, como pudiera estarlo el titular 
de un derecho real de dominio. 

4* El cobro ef ti; Miado a tos consumidores jior las compa- 
ñías de elictricidad por concepto de control de medidores, de 
acuerdo a lo establecido en las concesiones respectivas acor- 
dadas por la autoridad competente, es legal y no vulnera niu- 
«¡una garantía constitucional. 

Caso: Lo e>p' : cau las piezas siguientes: 



SKNTKNCIA OKI. ALCALDK 

lluetins Aires, Junio M) tlv l'>30. 

Autos y Vistos: 

l'ara resolver la presente demanda promovida por don Gre- 
gorio Gutiérrez contra la Compañía Hispano Americana de Elec- 
tricidad, jior devolución de suma de dinero. 
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l-'.n el acta de fs. 7 y S, el ac$or redama devolución de la 
suma «ie seis pesos o mi cuarenta y nueve centavo- moneda nació- 
nal ($ o.4 f > tu o » que k fué cobrada indebidamente en concepto 
CÍB "control v cnii^rvatiiin del KM didnr", s<'bre el servicia de Utz 
,1,1'tvn-., de ¡a casa calle Defensa 4ÍXJ, sosteniendo que esc r^afgo 
es ineorótítuadttaí, ya -pie ta jffimpaiia no está alomada p«r ley 
para i fectuar ese cwlirn. siendo la ordenanza numiei|-al de conce- 
sión que establece la oh%aStün de tos coñsuWMOfes de efectuarlo, 
contraria a lo díiptieáfeo tn los 4'\ 17 y 1" de la Cotísífeutíon 
Nacional: i-or-pte la Municipalidad carece de atribuciones para 
mar hnpnt >to>, tanto muios cuando no sean iguale* jura todos, 
ni contrÜiueiQnes de servirios; cttáttílo tal se*v&fo W I*"'* 1 *- 
lo «j¿ octlrfé en la c-pecie, ya «|«e el medid- .r no funciona en 1*- 
itefieio del cliente stiín en beneficio excWvo ge la empresa y 
por.pa esa ouuribueióu no puede pilsiderarSC válida por el hecho 
de mu ál -oh itar la corriente Eléctrica, los elii nte- *e allanen at 
pa^,. de la inicua, dad- que. tratándose de un servicio ptiblico 
(rn* puede considerarse como de prinu-ra necesidad M paeo y la 
realidad di la prole-ta aceptarla. Pide interese* y eosn-. 

T a di mandada, en SU exleiw» expo-irióu de fe. 13, 14, 
15 j lo. que hace (per iuu-nm-dio de SU apoderado, dmi José Le- 
brero, pide e! rechazo de la demanda con Cosía*. Reeonoee previa- 
menté ta eftCti^i M d. i flflgti y la realidad de la prou-Mii heeha por 
el actor al efectuarlo. K.vpresa que (a compañía está autorizada 
por el finido apartado del art, li -leí contral- -le concesión ce- 
je I it.mIi , con la Municipalidad de la Capital, para exiffif al act-.r ta 
sunw qw fejííte: que íattw el actor como todos lo* que solffct-- 
ran ¿1 servicio, se someten al intrato de concesión que de haber 
.,d. ley pitra lá* partea que ib celentaron, Municipalidad > Com- 
pañia. pa.a asi. P'-r vivan de la adhesión del consumidor* a ser 
también íe> l»ra jas relación,- mire este y la empresa concesio- 
naria ; qü< j*íir ello loü jueces nO pindén apartara -le lo íliu SI di- 
pune para privar a una de las parte- contratantes de to -pie el eon- 
traíí U acuerda |*trqi# h * di>| «Aciones de un convenio dé esa 
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naturaleza, forman un todo armónico y están vinculadas las unas 
con tas ..ira-, tío siendo posible Sí#rinñr una de ellas sin alterar 

la wmmfa &m4 tk> ,as < km;W; *i* |e d ^ mri,í > conservación 

iltl medidor representa |»ara la compañía un gasto iin|mrtaule. cu- 
yo torcimiento se ha esiablendo "a foríak" ; une el aludido m r- 
victo "i - pre-ta cumpliendo om unías las medidas necesarias p&* 
mantener y conservar los medidores en estado «le perfecto tuniao- 
uanmmo. "de acuerdo con la ordenanza municipal sancionada el 
m de lanero de V>25 y reglamentada por el l)einirtatuento Kjieu- 
iivo con tedia 7 de Marzo de 1929 ¡ q« los medidores se usan 
pim poder prestar a los clientes il suministro de energía eléctri- 
ca, de modo «jut* existen nada más que en lieneficio y a los fines 
de 'prestar a aquellos ese servicio : que la ordenanza municipal de 
Concesión no es contraria al arl. V* de la Constitución Nacional 
,,or.[ue la autoridad al arida por la ley para fijar las tarifas de 
| ( >s servicios públicos, es la Municipalidad ríe la Capital, y. en eon- 
«munria. las ordi lianzas que ella dicta tienen carácter le K al e itl- 
disculibli : tampoco lo es al an. 17 de dkba í Wstitucióu. pormie 
la couit«iñia no pretende privar al actor de su propiedad, sino co- 
brarle el preció dt- un servicio que le presta, p&&6 fijado en las 
larifas aprobadas por la Municipjilid.id de ta Capital ; y lio es aten- 
tatoria tamp.-o. de lo dispuesto por el arl. 4'-' de la Con-t Unción 
Xaiinnal. pon pie ií" se trata de un impuesto, sino de uno de los 
elementos ,,nr inl^ran el precio de la corriente suministrada pol- 
la compañía : y 

■ 

Considerando: 

]" Hue el an. \2 p0ts i" de! contrato de concesión ..toreado 
p..r la Municipalidad de la Capiial a la compañía demandada es- 
tablece n ue "el control y la Conservación del medidor se liara 
siempre por la compañía pómulo c! coH.utm¡<I<>r for este 
ti', 1 1 cenlavo" i 

Kste contrato celebrado R0t la Municipalidad en virtud de 
facultades que le son propias y en mira de un «Iferís general es 
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1 1 único que delie regir las r daciones entre el actor y la deman- 
dada : y tajo esas condiciones — ley de las partes, según el art, 
I V*7 di t Código Civil — se ha comprometido la demandada a pro- 
ducir y vender energía eléctrica (ordenanza del 9 de Diciembre 
fie IVÍOi. 

Kt vecino que solicita, ¡Kir consiguiente, ta energía eléctrica 
se ¡somete voluiitariaimmc a las condiciones de este contrato- 
eoueesióu y hace suyos todos los Itcnef icios reservados por la aii- 
torídad re.-peetiva en ese contrato y se obliga a soportar todas tas 
obligaciones t[ne el mismo le imjMiue. por tratarse de obligaciones 
recij "rocas, 

Ks en virtud de esa concesión que el actor debió pagar las 
facturas en las cuales se especifica la partida por control de mc- 
dtdor; y asi también la dtmandada legítimamente, por estar debi- 
damente autorizada para ello, verificó el cobro, lo (|nc demuestra 
que cMc ;)<■ es ilegal y que rl |>ago no ha sido indebido. 

"Ksas cantidades constituyen parte del precio de un bien que 
recibe y de un servicio que le presta la compañía concesionaria, 
conforme a una tarifa boinologada por el coneedrnte que es ta 
Municipalidad de acuerdo con el criterio relativamente privativo 
de ésta sobre la justicia y ra amabilidad de esa tarifa". (Corte 
Suprema. Vantoruo Benjamín v. la demandada, c tciubre 9 
de 1929). 

"1**1 presente caso es distinto al de la* tasa^ desde que éstas 
en principio, ikben ser proporcionadas al servE.io que se presta. 
I.a ib mandada, en cambio, mediante delegación de la Municipali- 
dad, real i/a un servicio dentro de límites y condiciones explícita- 
mente fijados y median le tarifas oportunas y debidamente apro- 
badas", I sentencia citada j . 

Si la demandada, |«>r consiguiente, se obligó a producir y 
vi nder corriente eléctrica, mediante las tarifas establecidas, y si 
mi particular se resiste al pago de cualquiera de tos renglones que 
la componen, puede negarle la 'otnpañía a ceder el uso de esa 
corriente, sin que el concédeme, en este caso la Municipalidad, 
piu la ohitgnrla a elle», no míe lando al ador otro camino que re- 
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muiciar voluntariamente a gozar de @*DS l>enef icios, jKira 1il>rar.se 
a su t unió de la ol digación de pagar la tarifa convenida. 

2" Además, cíhi el informe de la Municipalidad de fs, 29 y 
Siguientes y de las declaraciones de lus testigos Uarreiro, Carlhi- 
U< y I Vdeinonte. la coiniKUiia lia justificado que efectúa el servi- 
eio de conservación y control del medidor. 

3 V Por último, de lo expuesto resulta, que con el coliro que 
efectúa la cnmtiama.no se vulnera ningún derecho de tos que la 
Constitución garantiza, pues sólo se |x-rcil»e una suma que furnia 
parte del precio de un servicio prestado por la demandada al ac- 
tor di acuerdo con la concesión que le fué otorgada |K»r autoridad 



p pnqK'tente 
) se l 




a hacer lo que la ley no manda (art, 19 de 
invocado) porque la concesión, ley aplicable al 
autoriza el cobro efectuado, ni se trata de un im- 
puesto que se le exija, casi» en que pudiera ser aplicable el art. 4*. 
Minos aún puede decirse que esté afectada la garantía del art, 17. 
pues no se trata de privar al actor de su propiedad, sino de ex¡- 
fíirh simplemente el cobro del valor de una prestación que ha re- 
cibido. 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando la demanda pro- 
movida con costas v se regulan en un peso el honorario del doctor 
Néstor Miguens y eti igual suma los del procurador dnn José 
Lebrero. — Toimis dtcfiticarnc. 



lUCTAMKN I1KL t'ROt'l "KAfKIR CKXKHAI. 

Huem* Airtí. Agotto 7 



tjíi resolución dictada por el señor Alcalde de la sección 2* 
de esta Capital a ís. 37 del presente juicio seguido por don Grc- 
gnrio Gutiérrez contra la Compañía Hispano Americana de I-'lec- 
rc devolución de una suma de dinero, tiene, de acuerdo 
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con lu dispuesto en el arL 5" de la ley N" -W). carácter tk-f inilivo. 
por no exceder dt* doce [¡esos el valor del litigio. 

Kn su consecuencia, habiéndose impugnado cu t->lt- caso, co- 
mo contrario a la Constitución Nacional, ti aeu» de administración 
u ordenanza municipal eti cuya virtud se exigió rl pago que se 
trata de repetir y siendo el falto antis aludido favorable a la vali- 
de/ di dicha ordenanza ó acto de administración muntcijiaK el re- 
curso extraordinario de apelación para ante V. E.. interpuesto a 
ís. 43 es pnreedente y ha sido liien concedido ]Mir el señor Alcalde 
por encuadrar dentro de los térniiitu> del arL 14, ine. 2" de la 
ley número 4S. 

Kn cuanto al fondo fiel asunto: 

La !>ani a.tora sostiene que el cobro de la cantidad de ditu- 
n. rjite le fué exigida |Kir la coniiuñia demandada por concepto 
dt control y conservación del medidor, contraria la disposición del 
arL 4' ile la Constitución Nacional, "que sólo admite como obli- 
gatorias |ara los contribuyentes las contribuciones que equitativa 
> pritporeionalmeiilt' a la población imponga el Congreso"; que 
también viola la disposición del arL 17 de la misma Constitución 
"-e-ún el cual ningún habitante de la Nación junde ser privado 
de su propiedad sino en virtud de sentencia fundada en ley": y 
qm\ pn[- último, mi existiendo ley alguna que autorice a la com- 
pañía a eíictnar el coliro en cuestión, esto vulnera igualmente lo 
<JÍ5pjltesto ni el arL I 1 ' ile dicha ConsiJ ilición, en cuanto establece 
que nadir está obligado a hacer lo que la ley no manda ni privarlo 
lie lo que ella no prohibe. 

Kntiiudo que tales impugnaciones son infundadas. 

Eli primer término, es ineficaz la impugnación que formula 
rl actor en base de Í0 dispuesto en el art. 4" de la Constitución 
Xaciiiual pirque no se trata en el .nt!> /m/uv del cobro ríe impues- 
tos sino del pago de un servicio prestado por la demandada. í Fa- 
llos de V. tomo 155. pág. 410}. Kl actor no pagó ninguna 
cantidad al Kstado ni lo qtte pagó a la eompañia demaiulada por el 
concepto que se i sores» e« ta demanda ingresó al fondo general p 
especial con que se atienden los servicios de la Nación o de la Mu- 
nicipalidad de la Capital. Ésas cantidades constituyen el precio 
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<k' un servicio que l;t compañía prestó según así lo aseveró, y cuya 
efectividad si bien fue negada i>or el actor, ha quedado reconoci- 
da en el fallo apelado, sin que este punto pueda ser materia de 
rt visión un esta instancia extraordinaria. [>or relacionarse con una 
mera ¿ueslión de hecho. 

Tampoco resulta justificada la impugnación que se liace con- 
sistir en que el cobro cuestionado es violalorio fie los derechos con- 
dados por el art. 17 de la Constitución Nacional, totla vt . ilut- 
en dicho acto tío medió desojo privación de la propiedad IU 
ctin fijación de hioms para que hubiese sido necesaria una sen- 
tencia fundada en ky . I'or lo demás, según lo ha declarado V. E. 
reiteradamente, las ;oní ideaciones prohibidas por la citada dis|>o- 
sición constitucional se refieren a medidas fie carácter personal 
y de fines penales, por las que se descuidera a un ciudadano de 
sus bienes: es la confiscación del n G*>dígo Penal, y. en el sentido 
amplio del an. 17. el apoderamiento de los bienes de otro, sin sen- 
tencia fundada en ley o JH*r medio fie requisiciones militares. 
t Fallos, tomo 105. ft% 50: tomo U7, pág. 212 y otrosí . 

Kn cuanto al reparo lasado en que no hay ley que autorice a 
la cuiupañía demandada a efectuar el cobro cuya devolución se 
per^m % basta para percibir su innocuidad, Vnnsiderar fpie. por 
su ley t irónica, la autoridad municipal »e halla facultada para ce- 
lebra! todos hs actos inlu rentes a la provisión del alumbrado pú- 
blico del municipio y al establecimiento de aguas corrientes, usi- 
nas y servicios análogos, ya sea por cuenta del distrito o por em- 
prisas particulares, y <|iie es en el ejercicio de estas facultades que 
la Mnnieipalidnd otorgó a la compañía demandada la comvsitm 
del servicio cuyo pago M fi&É requerido al actor cotí forme a una 
tarifa homologada per el concédeme, de acuerdo con el eriierin 
relativamente privativo de éste sobre la justicia y racionabilidad 
de esa lariía. ( Fallo «le V. K. citado, del lomo 155. pág. 410) . 

I'rir tanto y adhiriendo a las consideraciones sustentadas por 
la eumpafñu demandada cu el memorial presentado a ís. 52. soy 
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de opinión que corresponde se sirva V. K. confirmar ía resolución 
apelada de ís. 37, en cuanto ha podido ser materia del recurso 
extraordinario interpuesto a ís. 4.Í. 

Horacio R. Larrcta. 



KAU.0 DE LA 1 OKTI-; Sl'PKKM A 

Riktios Arrtrs, Agosto 25 di- 1W0. 

\" Vistos : 

\ : Mn causa seguida jior don Gregorio Gutiérrez contra la 
Cía. Hispano A. de Klectrieidad jxir devolución de pesos venida 
a esta Corte |Hir recurso extraordinario: y 

Considerando ; 

(Jut el nombrado Gutiérrez reclama la devolución de la su- 
ma de $ 6.49 cts. que le fué cobrada por la Compañía Hispano 
cu concepto de control y conservación del uudidor, basado: a) en 
q$e no existe ley allí ti na (me autorice a la compañía a cobrar esa 
Mima, siendo |>or consiguiente la Ordenanza Municipal de Conce- 
sión cniiiraria al art. Í9 de la Constitución Nacional, d cual dis- 
jxhu que nadie está < ¡Migado a hacer lo que la ley no manda ni 
privado de lo que ella no protidie; h) en que la disposición res- 
pectiva de la ordenanza es también contraria a lo dispuesto ]>or 
el art. 17 de la Constitución en cuanto priva a los consumidores, 
sin lev que lo autorice a ello, de una parle de su dinero que no por 
representar una pequeña cantidad deja de ser digna de protec- 
ción; c ) en que la contribución seria contraria a lo dispuesto por 
el nrt. 4* de la Constitución Nacional. 

(Jue il art. 12 del contrato de concesión celebrado entre la 
Municipalidad ríe la Capital y ta Conqiañia Hispano Americana 
dé Kleeiricidad en el cual se funda ésta ]>ara legitimar el cobro 
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de una suma mensual cu concepto di control y conservación tle 
medidor, se halla concebido en los términos siguientes : "el control 
y la conservación del medidor se hará siempre por la compra 
pagando el consumidor por este concepta medio centavo de pe- 
so oro sil lado por kilo wat t-hora consumido, quedando fijado co- 
mo mínimo por medidor la cantidad di- $ 0.25 oro sellado por 
mes y el de $ 0.70 de la misma moneda como máximo" . 

Que si bien es exacto que no existe ley ni ordenanza espe- 
cial por la cual sil autorice a la Compañía Hispano Americana a 
cobrar suma alguna en concepto tle control de medidor, too es me- 
nos cierto (pie la cláusula del ari. 12 forma jarte de una conce- 
sión, esto es, de un acto jurídico del dtreclio público celebrado 
entre la Municipalidad de la Capital y la Compañía nombrada 
por el cual atpiella ha delegado en esta la facultad tle explotar 
por su propia cuenta el servicio de lúa eléctrica dentro de la ciu- 
dad de Unenos Aires proveyéndola a los |>articularcs (pie la so- 
liciten dentro tle las condiciones que en la misma se especifican. 

l^i Municipalidad de la Capital se encuentra autorizada «fu- 
sil ley orgánica para proveer al establecimiento de aguas co- 
rrientes, usinas y servicios análogos ya sea |M>r cuenta del dis- 
trito o por empresas particulares (art 46, inciso 2>. ley núme- 
ro 1260). Y la forma tle la concisión como medio de realizar 
los servicios públicos en concurso con el capital privado se en- 
cuentra es[>ccialmente autorizada |>or el inciso 16 del art. 67 de 
la Constitución Nacional, cuya última parte autoriza al Congreso 
a llenar los fines tle prosperidad, adelanto y bienestar público 
por concesiones temporales de privilegios. 

ÍJue otorgada la concesión por los poderes públicos y veri- 
ficadas las instalaciones necesarias i>ara el funcionamiento según 
el objeto tle acpielta, no quedan por esa sólo obligados a pago 
alguno los habitantes de la comuna. Se requiere su consentimien- 
to respecto tic la prestación del servicio organizado i>or la conce- 
sión, consentimiento o aceptación que no por producirse ordina- 
riamente en forma tácita tiene menor fuerza obligatoria, 
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Que las concesiones se hacen cu muría del público y es l>or 
eso que ellas establecen condiciones uniformes que el concesiona- 
riu no puedt modificar porque representar) para Q una obligación 
contraída con la autoridad pública en cuya delegación amia. In- 
versamente los particulares que contratan con la empresa conce- 
sionaria carecen fiel derecho de discutir las condiciones de la nf cr- 
ía, pues |ns términos un que se le presenta son definitivos y obli- 
gatorias mientras no sean modificados por las mismas autorida- 
des que concurrí*, ron a su determinación, sea usando por ello de 
facultades reservadas en la concesión o por acuerdo con el conce- 
sionario <i de pba modo legítimo. 

Que en estas condiciones el derecho de cobrar al actor que ha 
aceptado el servicio de luz la suma reclamada en concepto de eon- 
trnl v de conservación del medidor, sino i mcrge de una ley espe- 
cial fluye en cambio de la naturaleza y de los términos de la con- 
ci - ido que ha sido otorgada por quien tenia competencia para ello 
a mér¡t<< de la autorización legal de que se ha hedió mención con- 
tenida en la Ley * >rgánica Municipal. 

( )ue. esta forte ha declarado que lo* derechos emergentes 
de una concesión de 11 -o sobre un bien del dominio público ó de 
las que reconocen como causa una delegación de la autoridad del 
Estado (empresas de ferrocarriles, tranvías, luz eléctrica, teléfo- 
no, explotación de eauaU>) >e encuentran tan protegida- por las 
garantías consagradas en los arts, 14 y 17 de la (.(institución co- 
mo pudiera estarlo el titular de uu derecho real de dominio, V no 
puede Ser de otro nítido. La realización de los grandes fines de 
bienestar y pmgroo material de una ciudad por el concurso de 
los capitales privados mi seria factible si el contenido de. las con- 
cestones mediante las cuales aquéllos pueden lograrse, debiera 
ipudar librado al inicio o al arbitrio subsiguiente de las personas 
en cuyVhcncíifi.. se lia querido precisamente organizar el servicio 
público de que >e trata. 

Lr> prohibición de alterar la- obligacinm s que nacen de Jos 
eon!into> es general y aplicable a las convenciones de todo orden, 
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es decir, tanto a tas realizadas entre pnrt ¡ciliares como a las con- 
certadas entre éstos y los lisiados (Willoitjdiby, tomo il, 49i, 
páf;. 8^.)-; liá jurisprudencia americana es concluyeme sobre el 
punto y salvo el taso fie his licencias administrativas |wjr las cuales 
si man facultades revocables a volunta*! del Kstado ye ha entendi- 
do sienii>re con la opinión de Marshall. emitida en el caso de 
Retener v . I 'eek í> Craneli S7 que euaiido el estado contrata o ce in- 
viene enn los particulares, no le es permitido revocar o anular sus 
propias concisiones sin cumplir coti los requisitos exigidos por el 
princii>io de la inviolabilidad de la propiedad, (Fallos, tomo 145, 
pagina 307. 

Quv si de acuerdo con las preeedenies apreciaciones la Muni- 
cipalidad de la Capital un podría alterar o modificar sin indemni- 
zación las clausulas convenidas en la concisión contra la volun- 
tad del concesionario, desde ijue ellas encierran y definen el de- 
recho que le ha sido acordado, es evidente que tampoco los parti- 
culares f|ue han contratado el servicio organizado por la concesión 
pmden imponer modificaciones que en el fondo imiMirtarían des- 
conocer a la? autoridades el derecho de que han usado al conve- 
nirla . 

gttó, esto no significa dejar librados a los habita mes de la 
comuna a la exacción o a la exph ilación ilimitada de los concfc- 
sbnarios. desde que sus intereses y sus derechos han debido ser 
considerados tanto como los del capitalista en los estudios previos 
» la eoueesión hecho por sus representantes edilieios ka jo el con- 
tralor indispensable de la publicidad y de la opinión púl.liea y om 
il aporte de las oficinas técnicas, 

ÍJue por ultimo, la coiupañia concesionaria no impone sus ser- 
vicios con carácter olili-jaiono. Klla se limita a formular a tos 
habitantes una oferta de contrato sobre provisión de lu/: cuyos 
términos se encuentran constituidos por el derecho que le otorga 
la concesión. Aceptada la oferta \hit el uso de la enerada eléetri- 
ca se hace de inmediato obligatorio el pa»o del precio ajustado 
entre el concesionario y el pojer público municipal. En presencia 
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de |o dispuesto ]Mir el art, 11^7 del Código Civil do puede soste- 
iut el recurrente que no está obligad" a hacer lo que fió manda 
la ley ni privad" de lo (¡ue ella no prohibe, pues existe en el caso 
la (¡lie él mismo sr ha dado al celebrar la convención mediante su 
adhesión a las estipulaciones del acto administran vi» celebrado 
entre el concédeme y el concesionario. 

íjue siendo la suma payada una consecuencia del contrato de 
adhesión celebrado entre el apelante y la empresa no existe pri- 
vación alguna de parte de su patrimonio en el sentido del art. \7 
de la Constitución, pues esta garantía sólo funciona cuntido un 
medía cansa jurídica creada j>or el mismo titulo del patrimonio 
que la invoca en su beneficio. Ku el caso de autos la privación 
estaría representada por el importe del pago verificado jtor Íjii- 
tiériez en concepto de control y conservación del medidor, pero, 
como el derecho a exigirlo se lo atribuye la concesión a la empre- 
sa respecto de toda |tersona que usa la energía eléctrica, vale de- 
cir, en relación de toda ptrsona que contrate con ella, dentro de 
los términos preestablecidos |)or la concesión, es visible la existen- 
cia de causa jurídica para sustentar el l»ago. 

One la invocación del art. 4" de. la Constitución Nacional 
hedía por el d< mandante para fundar la ilegalidad del cobro ca- 
rece di aplicación ni caso, pues no guarda relacióti directa ni in- 
directa con la materia de la causa. Aquel articulo señala, cu efec- 
to, ini re Iris recursos destinados a formar el tesoro nacional las 

* 

contrilmciones que equitativa y propnreioualmenie a la población 
riupdiiga el Congreso (leneral: la exigencia de la proporcionali- 
dad >c refiere al impuesta y es evidente. como se ha dicho, que la 
cantidad ebrada por la compañía no reviste ese carácter. Asi lo 
resolvió e-ta Oírte en el fallo rcgisiradn en el lomo 155. página 
-41H, en el cual di spués di' negar que lo cobrado por el concesio- 
nario tuviera carácter de impuesto, agregaba: esas canlidarles 
constituyen parte del prei'io de un bien que recibe y de un servi- 
cio ijiii" pn-^ta la compañía concesiuiiaria. conforme a una tarifa 
homologada por el concédeme que es la Municipalidad, de acuerdo 



con el criterio relativamente privativo de ésta sohre la justicia y 
resjMiiisaliilitlail fie esa tarifa. 

(J ue el antecedí nte invocado por el actor constituido por 
una resolución de este Tribunal declarando la inconstitucionali- 
dad pedida en esta causa» no existe, como resulta de la simple 
compulsa de la sentencia puMieada eu la página 4KS del tomo 155, 
la cual se limita a confirmar la del señor Alcalde en la parte rela- 
tiva a la coiistitucionalidad de la lev número 11,110. única que 
bahía sido materia de ablación. 

Ku mérito de estas consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
taminado y pedido jxir el señor Procurador (leneral se confirma 
la semencia recurrida en la parte que ha podido ser materia del 

J. FKHKHOA Al.COKTA. — RoflKKTO 
RlíPKTTO. — K. I ¡UlPO L A VA U.K. 

— Antonio Sagarka. 



$$ñiOve$ ffartcneck, Proskc y Compañía contra la Xariiiu. sobre 
rubro de pesos. 

Sumario: Las actuaciones fiel mismo asunto, posteriormente al 
fallo requerido, y destinadas a liacer ef<ctiva la sentencia 
recaída, no pueden dar lugar a nuevas sentencias definitivas 
en el concepto del artículo V de la ley 4055. pues son mi ras 
resoluciones procesales derivadas de aquella decisión, encami- 
nadas a determinar el cumplimiento efectivo de la misma. 



tasó: Lo explica el siguiente; 
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KA1.1JO DK LA CURTE St .TKKSlA 

líuetu* Aires, Alisto 27 de VKMi. 
Vistos y Considerando : 

Que la presente cansa sohn- cobro de |*sos por saldo de su- 
ministros c* interés* s fui- substanciada y resuelta por senn-ncia de- 
finitiva pronunciada a fojas ,V9; esa decisión fué confirmada en 
lo iirineitml por la Cámara Federal de Apiadó» ele la Capital 
f fojas 50 » ; y habiéndose interpuesto el «-curso autorizado por el 
art. 3". inciso 2S de la ley númtro 4055, esta Corte a fojas 56 con- 
fimió laminen en lo principal la sentencia recurrida. 

Que devueltos los autos al juzgad» de origen, se ha prodtf- 
eido una incidencia sobré el tipo, de interés que debe computarse 
en la liquidación presentada, la tute ha sido resuelta en la forma 
mu? se consigna a fojas $8 y fojas 71. 1$ que a su ve?, motiva el 
recurso deducido, fundado en el art. É ,lt * ,u k *>' X ' J 4055 cim,,a - 

Que con arreglo a ln que establece dicho precepto legal, la 
Curte" Suprema conocerá en última instancia de los recursos que 
se interpongan de las semencias definitivas de las Cámaras Fe- 
derales de Apelación en los casos cpic la misma enumera. 

(Jue de los antecedentes ya relacionados se desprende en for- 
ma inequívoca «pie la sentencia definitiva «pie puso fin a la causa 
es ta dictada por esta Corte a fojas 5o sobre el fondo tkl asunto, 
y que la resolución apelada sólo ha decidido una mera incidencia 
suscitada con m»liv» de la ejecución de dicho fallo. 

Que. como lo ha declarado este Tribunal al dteidir un caso 
análogo, "las actuaciones del mismo asunto, posteriormente al fa- 
llo requerido y destinadas a hacer efectiva la sentencia recaída, no 
pueden dar lugar a nuevas sentencias definitivas en concepto del 
artículo ¡j¡* de la lev número 4055. pues son meras resoluciones 
procesales derivadas de aquella decisión encaminadas a determi- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 263 

liar t'l cumplimiento i lectivo de la misma". (Fallos, tomo 123. 
página 3.10; umm 134. pág. 2)4 y tomo 13o. gr¿$ 

Por ello y ohI<» el señor Procurador < ¿enera!, se 
procedente el recurso interpuesto. XotirUiiiest- y 
hiendo reponer!» el |wi|K'l ante el Juzgado de origen. 

J. FioiKkOA Alcokta. — Roberto 
Retktto, — R. (írioo Kavai.ij-. 
— Antón jo Saga una. 








Pon Mujm'l Aróos contra la Provincia (fe Tncomán por cobro ir 
pesos. Incidente sobre tacha de t estufo. 

Sumario: Refiriéndose la tacha a la persona del testigo y no a 
fas situaciones que hayan podido conocerse a raíz de la de- 
claración del mismo, delie ella formularse y producirse la 
nspectiva pruebo dentro fiel término señalado |>ara le» prin- 
crjial. de conformidad con lo dispuesto i*ir el 
de la ley número 50. 

Caso : Lo explica el 

I 

kKsor.rnÓN ok la cumtk srrkKMV 

Btwno* Aires, ARostn *J tic 1930 

Y Vistos : 

La incidencia producida por el representante ¿le la Provincia 
demandada sobre tacha del testigo Ricardo Viejas, hijo; y 



Considerando : 
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One el mencionado testigo ha swlti lachado en la audiencia 
a míe se refiere t i acia de fs. 182 por "amistad intima y servicios 



y no a las 



( Jm* rettriéndosie la tacha a la persona del 
>itiiatiiiiu-s ([lie hayan podido conocerse a raíz de la declaración 

ki drm n» del término señalado |>ara lo prineijia]. di conformidad 
ron lo dispuesto por el art. 124 de la ley número 50. (Fallos, to- 
nto X. página 200: tomo 31. página l#í. 

Que el término total de pruelwi determinado i*>r el artículo 
92 de la Ley Nacional de I Wedimientos, acordado en la presen- 
te cansa. In vencido el 27 de Mayo del corriente año. se<;ún así 
se iiiíiirnia rn este acto por el secretario; di 1 donde rrsulta í|tte si 
lnrii la tacha se formulo dentro del mismo (Mayo 14. fs. 1X3), 
la prueba a su respecto se ofreció extemporáneamente ( Mayo 30, 
h. 217). 

Por eííoi no se hacr lugar, con costas, a la tacha formulada 
a f>. IXJ. l lágase salwr y 




f PfGUEROA VLCORTA, — li . UjEíl 
Lavalle. — Antonio Sacar na. 



NOTAS 

Ion fecha primero de Agosto de mil novecientos treinta fué 
confirmada por la Corte Suprema la sentencia pronunciada ]wr 
la ( amara Federadle Apelación de La Plata, la eme condenó al 
procesado Juan liicltcverría a sufrir la pena de <|iiñice años de 
¡prisión, accesoria^ legales y costas, en vez de la de diez y ocho 
años de la misma pena (pie le fuera impuesta |>or el Juez Letrado 
del Territorio Nacional del Rio Negro, Como autor del delito de 
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homicidio perpetrado en la persona de José Cañunir. cu San An- 
tonio Oíste. jurisdicción del expresado territorio, el día 5 de Fe- 
brero tle 1928. 



Kn la misma fecha la Curtí- Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado (>or el Procurador General, declaró improcedente 
la tpieja deducida jmr J i isé Infantino en la causa seguida en su 
contra por el supuesto delito de estafa, en razón de que, exami- 
nadas las constancias del ex|>cdiente pritici|>al. lio resultaha la 
existencia de antecedente alguno que pudiera autorizar el «curso 
extraordinario criado por e l artículo 14 de la ley 4K, y era de 

a lo afirmado j«ir el recurrente, éste 




no eomiKirecio al informe i» roce decretado por el tribunal 
el que por lo mismo no tuvo lugar, y no pudo, por tanto, ofrecer 
oportunidad ninguna para que el interesado plantease en forma 
legal la cuestión de derecho federal que pretende halier suscitado; 
agregándose, además, que el auto decretando el sobreseimiento 
provisional, no tiene carácter de definitivo, pues, conforme a [o 
dispuesto en el apartado segundo del art. 436 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal» "deja el juicio abierto hasta la ajia- 
rición de nuevos datos o comprolíantcs, salvo el cuso de pres- 
cripción". 



Kn el juicio promovido por el Fisco Nacional contra YVilson 
Sons y Cía. Ltda., sohre constitución del trilmnal arbitral previsto 
en el artículo 1269 del Código de Comercio, con motivo de una 
colisión ocurrida el 3 de Abril de 1924 entre el buque inglés "Clif- 
lon Hall" y la chata del Ministerio de Obras Públicas de la Na- 
ción "331 íí'\ en el kilómetro 1 ¡«00 del Canal Stid del Puerto de 
la Capital, resultando dicha chata con diversas averías cuyo im- 
porte de reparación ascendía a la suma de $ 5.630.21 m¡n.. el se- 

1a causa declarando owrada 
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la prescri|)ción acción instaurada, *ítl razón ilel tiempo transcurrido 
entre la fecha del accidente, antes mencionado, y la fie la iniciación 
ds la demanda. Oetuhrc ] I de 1<>27. Arts. S45 y «52 tkl Código de 
CojuetVio, ordenando <mc tas o islas fuesen Rutadas por su orden, 
atenta la naturaleza de la M y el «enero de defuisa opuesta 
p.»r la demandada; sentencia que fué confirmada \**r sus funda- 
mentos por la Cántara Federal de Ablación (fe la Capital, Ete> 
vtiám los autos mi apelación a la Corte Suprema, el tribunal, con 
fecha 4 de Agosto de 19.30. continuó, a su vez, por sus funda- 
mentos, la sentencia recurrida. 



■ |u la misma fecha se declaró improcedente la queja deducida 
jn,r el penado Juan IVsio apelando Ue una resolución «le la Cáma- 
ra en lo Criminal y Correccional de la Capital, cu razón de no tra- 

los casos previstos en los artículos 14 de la 




Cnn fecha seis, no se hizo lugar a la queja dilucida por do- 
ña Rosa T. di Cilaudi en autos con la Caja Nacional de (ubila- 
eioiies y I 'elisiones de Kmpleados Ferroviarios, sobre pensión, en 
razón de que la sentencia ncurrida de la t ámara Federal de A pe- 
lación de la l "apila!, se había limitado al decidir la cuestión deba- 
tida a analizar puntos de hecho y prueba, ajenos |Ktr consiguien- 
te, al recurso extraordinario intentado de acuerdo a lo que pre- 
ceptúa el articulo 14 de la ley numen» 48. 



Fn la misma fecha y por los fundamenta del dictamen del 
Procurador General, no se hizo tugar a la queja deducida \*>r don 
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José Iglesias en autos con la Caja Nacuma i de Jubilaciones y 
I 'elisiones de Knipteadus E*errov ¡arios, sobre jubilación, a mérito 
de míe la queja ¡w>r apelación denegada, aparecía interpuesta des- 
pués úr vencido t! perentorio termino de tres (lias tpie establece 
él artículo 2M tK- la ley nacional número 50. 



le conformidad con lo dictaminado jior 
el Procurador (¡cuera), se declaro mal concedido |Jor la Cámara 
Kedcral de Ablación del lí osario, el recurso deducido por iiric 
A. I'uleston. en la causa seguida en su contra, |*or supuesta de- 
fraudación, {lado (pie la sentencia recurrida al hacer lugar a la de- 
clinatoria de jurisdicción opuesta, había decidido la cuestión por 
razones de hecho, prueki y de derecho común relativas a la cali- 
ficación legal di| hecho incriminado y a la determinación del lugar 
de su perpetración. 




fin la causa criminal seguida contra Kamón Castillo |>or el 
delito de homicidio penetrado en la persona de Juan Borelli. he- 
cho ocurrido a boMo del vapor nacional "Kio Neiuiuén". frente a 
ciudad {leí Rosario, e] día V de Marzo de 1 l >29. el Juez l'ede- 
1. falló la causa, condenando al procesado a sít- 
anos de prisión, accesorias legales y 
costas, sentencia «pie fué con firmarla por ta Cámara Federal de 
Apelación de la fttísma jurisdicción. [llevados los autos en gra- 
do de ajH'taetón, la Corte Suprema, con fecha 6 de Agosto de 1*1.30, 
de con formulad con lo dispuesto i»or los artículos 40 y 41 del Có- 
digo l\ nal, reformó la sentencia apelada, imponiendo al proce- 
sado la de veinte años de la misma pena. 



Con fecha ocho la Corte Suprema, de conformidad con lo dic- 
taminarlo |*ir el Procurador General, declaró improcedente la <|tte~ 
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ja deducida pur doto Cú'iln Mitigo nmtra la Compañía General de 
FF. CC\ en la Provincia <k* Buenos Aires, sobre devolución de 
ílries, en ra/ón de (JUÍ? sentencia recurrida de la támara de 
Apelaciones en le. Comercial de la Capital, bahía decidido la cau- 
sa en base exclusivamente de fundamentos de hecho y prueba y 
de interpretación y aplicación de disposiciones de derecho cfnnún 
relativas a la falta de acción de la parle actora para reclamar, a 
simple titulo de cardadora, 1f»s excesos de fletes que afirma se 

demanda, 



Eii once del mismo no se hizo 1nj¡ar a la queja deducida por 
Úoa l.uis Di Gandió en autos con don Juan Pintees, sobre de^alo- 
jannuitii. \mr aparecer de la propia cx|HJsieión del recurrente que 
la resolución motivo de la queja, dictada jior e! Juez en lo Civil, 
se haliia limitado a declarar mal concedido un recurso de apela- 
ción interpuesto |>ara ante el mismo, es decir, había decidido so- 
Ijre cuestiones regidas por una lev procesal, todo lo cual es ajeno 
al recurro extraordinario de puro derecho federal que autoriza 
el articulo U de la ley número 48. 



Con fecha veintidós de Agosto, la Corte Suprema, por los 
fundamentos y consideraciones del diclamen di! Procurador Ge- 
neral, declaró improcedente la queja deducida por don Alfredo 
Borjes en autos cotí la Caja Nacional de Jubilaciones y IV lisió- 
les fie Empleados Ferroviarios, sobre devolución de aportes, en 
razón de rpte. abarte de ojete la resolución dictada |ior la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital haliia quedado ejecutoriada, 
el recurso interpuesto, lo fué vencido el término que a tal efecto 
acuerda el articulo 2.51 de la ley sobre Procedimientos Federa- 
les número 50. 



En la misma fecha y por los fundamentos del Procurador 
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iuv.il m declaró improcedente la íft»e|a deducid-i ¿«fia A,;in:i 
l.rt^avcllv de Lamino e hijos 'Matones, eñ sustos con don Pedpo 
Outúiio. solirc iitii r#Cto d? recobrar, etl ra/ón dfi que la resolu- 
ción rect^rida tÚ Juez Letrado, Ao era la sentencia definitiva a 
(l tn se. refiere el articulo 14 de la ley número 4S, dado «jin se 
ÍMqM de til) sitnpk- aiihP iinterloeutorio destinado a dar Liniipli- 
imVntn a una sentencia ejecutoriada que habia puesto íisi al pleito ; 
agregándose, además, que la tWte SupreíWa no t rilan ni de 
apelación di- las >eiilencia> que dirtetí los Jueces Letrados de los 
Territorios .Nacionales, pues el interesado debió ocurrir, previa- 
mente, a la Cámara Federal nspictiva. y no traer din-clamen ir 
el reeiirsn a división del tribunal, como lo ha heehn. 



ICn veintinueve de Agosto de mil novecientos treinta, no sr 
hizo lugar a la queja deilucida por don Valentín Santa María, en 
la causa seguida en su contra. \*>r desacato, dado que. no habién- 
dose exprisado al iuter|Mnnr el recurso para ante la Corte Su- 
prema, que se trátala del extraordinario autorizado i>or el art, 
14 de la ley número 48, debe entenderse que se ha inuipuetfo 
el ordinario, y este es improcedente |H*r no encontrarse el caso 
Ciim] .rendido en ninguna de las situaciones previstas por el articu- 
lo .V de la ley 4055 : agregándose a mayor abundamiento, que no 
basta la simple invocación de "por considerar cuestionados prin- 
cipios consagrados |>or la Constitución Nacional" para la proce- 
dencia del recurso del art. 14 de la citada ley 48. pues para ello e^ 
necesario que se indique qué principio constitucional is el vulnera- 
do y que éste guarde con la cuestión deliatida una relación directa 
e inmediata, de tal manera que la interpretación que se dé a dicho 
principio constitucional, pueda determinar la resolución del liti- 
gio, lo cpie no ocurría en la especie siib lite. 



fallos ol la ohül st'PRKMA 



. ti tH-tftiíitt sobre rt'coiUH-imh'üío r/i7 (¡nkwnio i'nn-ith uti <Ír til 

Kn límenos Aires, a diez dias < k* septiembre de mil novedento-. 
treinta, reunido?, en acuerdo extraordinario los señores Minis- 
trns fU* la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctores elcin 
José FícuiriKi Alcorta. don Rotiertu Kcpciio. don Ricardo l ruido 
I .avallo, y don Amonio Sarama y el señor Procurador lícncra] 
de la Nación doctor Horacio Uodrii^ue/ I-arma. con el fin de 
tómar eii consideración la comunicación dirigida por il señor 
rn-i lrim del Poder Ejecutivo Provisional, Temóme ( ¡enera! 
d"ii Jo-é I*". L'rilutru. haciendo saltcr a esla (."orte la constitución 
di un gobierno provisional para la Nación, dijeron: 

t (Jue la Mi-odicha comunicación poní- en conocimiento 
oficial dé osla <5bñt Suprema ta conjunción do un ^oliicrno pro- 
vi-ional emanado de la revolución iriuníanie do f> de Septíunbre 
del corriente año. 

i" <Jue i >e ^ohierno se encuentra tu posesión do la> fuerzas 
militares y policiales necesarias phrá aaéguraf ta paz y el orden 
cíe la Nación, y ñor consiguiente para proteger la Tiheriad, la vida 
y la propiedad de las personas, y lia declarado, adunas, en actos 
público*, oue mantendrá la supremacía de la Constitución y de 
las leves del país, Ui el ejercicio del poder. 

Qüe tale* anu cedernos caracterizan, sin duda, uu gobierno 
de hecho cu cuanto a sü constitución, y de cuya naturaleza par- 
ticipan los funcionarios mío lo integran actualniiute o míe se 
designen en lo sucesivo con lorias las consecuencias de la doctrina 
de los ¡ruínenlo* ^ fació respecto a la posibilidad de realizar 
válidamente los acto* necesarios para el cumplimiento de los 
finos perseguido- \mt él. 
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( í«e esta tórte ha declarado, re§j^cto de los f^eicinarios 
de hecho, "que la doctrina constitucional e internacional se 
uniforma en el Mundo de dar valide/ a sus actos, cualquiera que 

pueda ser é vici K tieieneia de sus nombramientos G w su 

elteción, íuiuláudioe ni razones de poliíiu y de necesidad y mu 
ti fin cíe mantente protegido al público y a l»s individuos cuyos 
intereses puedan ser afectados, ya que no les hería posible a 
estos últimos realizar investigaciones ni discutir la legalidad de 
las dt sigilaciones fie funcionario* que se hallan en apárenle |mse- 
síon -le sus poderes y íuut iones, - Constantiueau. "Public 
Oííieers and ihe Kactu Doctrine" — Fallos: lomo 1«Uí- 

í lúe. el j-obíenio provisional t|ue acaba de constituirse eii el 
país, is, pues, un gobierno de fuete» cuyo titulo no puede ser judi- 
cialmente discutido con éxito por las personas en cuanto ejercita 
la función administrativa y política derivada de su i*>sesión de 
la fuerza auno resorte di orden y de puridad social. 

One ello no obstante. si normal izada la si litación, en el des- 
envolvimiento de la acción del gobierno de íacto. los funcionarios 
t|ue lo integran desconin'itran las garantías individuales o las de 
la propiedad ti otras de las aseguradas por la O institución, ta 
Administración de lustieia encargada de Itacer cumplir ésta las 
restablecería en la* mismas condiciones y con el misino alcance 
que lo habría hecho con el l'oder Ijccutivo de derecho. 

V ésta Última con.Hisión. impuesta por la propia organización 
del l'odtr Judicial, se halla confirmada en H caso p«>r las decla- 
raciones del gobierno provisional, que al asumir el cargo se ha 
apresurado a prestar el juramento de cumplir y hacer cumplir la 
C'ouslíl lición y las leyes fundamentales de la Nación, decisión 
que comporta la consecuencia de hallarse dispuesto a prestar el 
Luxiiiu úi la íuer/a de <pte diseñe para »bi<ncr el cumplimiento 
de las sentencias judiciales. 

En mérito fie otas con sideraciones, el Tribunal resolvió 
acusar recil*» al gobierno provisional, en el dia. de la comunicación 
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de referencia mediante el eiwto de la nota acordada, ordenando 
SC publicase y rt-uistniM 1 eti «1 libro correspondiente, firmando 
pbí ame mi tic que doy fe, --- 

J, l ; n;t mth\ Alkhíta. — Roberto 
Kepktto. — K. Gvim 1.a valle. 
— Axroxto Sauakna. -- Hora- 
cio R. Larreta, - Kaí t. ÍÍIMK- 
nm¿ VfUKi.A, sccruario. 



En la ciudad di- l!ueiu>s Aires, a diez y nueve jttias del lites 
•le Septiembre éé mil novecientos treinta, reunidos en aemrdo 
extraordinario, Icis señorea Ministros de la Corte Suprima de 
Justicia de la Xacion. di>etorcs don José í ; Ruerna Aleorta. don 
Roberto kepetto. dbn Kieanlo Güído La valle y cloú Antonio Sa- 
rama, procedieron a tornar ui consideración la nota del (¡obier- 
ix» Provisional fie la Nación por la que se reconoce el den dio 
■ le está Corte para elegir su Presiílente. metí imite el eju'-icio de 
facultades propia-. 

' Ule >i liini los antecedentes easu ti*, abonan "*-ta tesis, 
por cuanto d cargo de referencia lia sido siempre ¡pírosisto por 
nomln-an íient i> emanado del Poder Kjccutivo. es t vi lente, >iu 
uubargo. (¡ne tal atribución ejercida basta abura ]>or el l'resi- 
i lente "le la Nepublica. im deriva de fundamento alguno consti- 
tucional ni Itgal, y en cierto mudo afecta, sin atendible justifi- 
cativo, el principio de la independencia de los Poderes, una de 
la-* ktses esenciales de las instituciones políticas que nos rt;en. 

One la aquicseuicia de la Corte Suprema al respecto. ha 
obedecido >in duda en el pasado, y respondía en el caso actual, 
al pru|n')s¡tu concordante con su índole esencialmente moderado- 
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ra de conciliación y de armonía ron los otros poderes de| Estado, 
de mantener su actuación a cubierto de rtj^es o conflictos tanto 
menos justificado* cnanto más difíciles de allanar en el terreno 
de ta ley. 

Que a mérito de las <eon sideraciones precedentes, y alema 
la comunicación aludida, >e resuelve pn>ecdcr en el acuerdo dé 
la fecha, n practicar la elección de 1 'resiliente* de esta Corte Su- 
prema, cargo que se o Diferirá con carácter vitalicio, debiendo 
el electo prestar juramento ante el mismo Tribunal el día y hora 
t j lie al efecto se designe, ordenando se publicase y regístrase en 
el liliro rorrespondit ote. ftrmrmdo por ante mi de (jue doy fe. — 
I. Kmii kkoa Amorta. — RÓBÉRT0 Iíkpktto. — R, (inoo Ka- 
vai.lk, — Antonio Saoarna. — Carlos ih:l Campillo. - 
k\vi. (ijmkn'k/. Viokla. secretarios. 



Kn la misma fecha del acuerdo míe antecede, y cu cumpli- 
miento de lo que en él se dispone, procedióse a practicar la elec- 
ción de Presidente di- esta Corle Suprema de Justicia de la \*a- 
cioii, cargo que. ron el carácter de vitalicio que allí se expresa, 
fué conferido por el voló de los señores Ministros ductores don 
Roberto Kepetto, don Ricardo Guido I .avalle y don Amonio Sa- 
líanla, al señor divtur don José Figucrna Alcorta. quien prestara 
juramento ante este Tribunal el próximo tunes veintidós del co- 
rriente, a las quince horas, ordenando se publicase y registrase en 
el libro correspondiente, firmando por ante mi de que doy fe. — 
J. Kk;ikkoa Alcorta. — KoitivRTo RkpivTto. — R. firmo La- 
VALt.K. -■ Antonio Saoarna. — Carlos DEL Campillo. — 
Rai'l (mmknhz Vioi-la. secretarios. 



Se hace constar que en el acto precedente, el señor Ministro 
Decano, doctor José Figueroa Alcorta, votó |«ira I 'residente vita- 
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lieio é<e la Otrtv Suprema de 
(pbüi Roberto Repetí". IJfiim» fe. 

¡Rfltíí Gimtnec I hlcta. 



ta Nación, por ti doctor 



— 



pi&ii .Wwrto Tíamta contra ta Proprncío éc Bitpnm Aircs> $o- 
/'ív t/ttfioa v /•t'iyiíiTíí'.v. 

Smunrio: \\i habiendo sido ewcdidos los treinta días concedidos 
l«ir ta -enteneia para í|iu* ti Gobierno Provincial |jnicwlrcrn 
a la reculación de los honorarios, según resulta de tas c< Dis- 
tancias de amos, la acción jx>r daños y per juicios derivados 
det iueunipliniitnto tlt- la oblación de hacer, no puede pros- 
perar. 

Citan l.o explica el siguiente: 

I- AÍ.LO t)E LA COKTK Sl'PKKMA 

Buenos Aires, Scplicmbíc 24 4i* IWO. 

Y Vistos: 

El juteto de do» Alberto Taiana contra el Cmliierno de la 
Provincia de filíenos Aires por danos y perjuicios, provenientes 
de incumplimiinto de obligación de hacer: y 

Uésnltantlo: 

Qiía el ingeniero flon Alberto Taiana se prc~etu:i, etí 1S de 
Marzo de !'L H ) — fs. 1 a 3 — mani testando haber seguido ante 
esta i'nrw un pbito Vontra la Provincia de Buenos Aires, por co- 
br.. de hi «nurario:, emerjíentcs de estudios, trabajos e informes 



• jiH'. en -n cnli« huí de ingeniero y jmr especial comisión del de- 
mandado, realizó en la Provincia: que ésta fué condenada a i»a- 
gar 1<i tjiir regulara el Poder Kjeeulívo ni acuerdo de Ministros 
dentro del término ilt- treinta días de notificada la semencia, re- 
solución que no fué cumplida en el plazo fijado, |Hir lo que, de 
acuerdo con los artículos f>25 y ni*» del Código Civil está incursa 
eti la sanción de daños y perjuicios; rute es lo que ahora demanda 
y los cuales estima en quinitiit u> siete mil quinientos cincuenta 
y nueve pesos vou cincuenta y cuatro centavos moheda nacional. 
Los hechos Ctl que basa su acción constan en el expediente alu- 
dido sofóre cobro de honorarios. 

Justificada la competencia originaria de la Corte y corrido 
el traslado de ley a la Provincia fie líueuus -Vires — fs. 3 a 5 — 
ésta contesta a fs. 14 diciendo: One procede el rechazo de la ac- 
ción porque no ha habido mora ni incumplimiento de la senten- 
cia de la Corte, pues, pronunciada é>ta. el actor pidió aclaratoria 
que determinó una demora: después, y |«irn el debido cumplimien- 
to de lo ordenado, el representante de la Provincia pidió d envío 
al Ministerio de Obras Públicas de la misma los planos y expe- 
dientes que debían tenerse en vista para la fijación de honora- 
rios, lo que se ordenó pero se retardó en cumplir; ijtte llegados 
esos elementos de juicio, el Gobierno cumplió lo resuelto por la 
Corle — en término — en decreto de 20 de Abril de \ ( >*K In que 
fué debidamente comunicado al Tribunal: que la actual deman- 
da carece, pues, de liase: y que si hubiere lugar a inte, ses por 
mora no culpable, la Provincia no líuenos Aires está dispuesta 
a pagarlos en la ejecución de stnTei,.'ia •» en este nuevo pleito, 
según la Corte lo decida. 

One se abrió el juicio a prueba — fs. 18 vía. — fas partes 
produjeron la que creyeron conveniente a sus derechos: se pro- 
dujeron los respectivos alegatos de. bien prolvtdo a fs, ni y ó3 
respectivamente; se llamaron autos para resolver y quedó el plei- 
to en estado fie tallo ; y 
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I < in-idcratid< i : 

Jv (juc este ÍÍf%fO l*as;i en el incumplimiento (leí Wto d« 
!íi Corte ¿ft el juicio entre las mismas parte- por cobro de ho- 
norarios, poí lo i|tiv. és «eccsáiw el üBgltitNtt ííá #&<3 pmm®®*- 
miento y de la> Éremiitacíuties proee>aU> interiores destinadas ;i 
SU notificación y cumplimiento para dednVir de ellos sí hubo dolo, 
culpa, tvegligeíida o e*fdr inexcusable de la demandada, une jns- 
tií»i|iu el reclamo de .laño* y peí juicios conforme a los principios 
y preceptos Urales que se invocan u otros cuya aplicación pro- 
culi. 

i 

2" < hie. del c\|i!f líente mencionado y une forma pane — 
ciiinn i .niela del presente, aparecen las siguientes n instan- 
cia*: nt Scnnneia de fs. 282, de 17 de Diciembre de l l )2K; h) 
Notificación de la misma en 21 del mismo mes* v año — ís. 28f* 
y vuelta o Pedido de aetoratnria de Taiana cu 22 de l>i- 
eiemhre. fs. 2W>: d í Resolución de la misma en 31 de Diciembre, 
fs. *>- vta. : t ) Notificación a tas partes en h de Febrero de 1929, 
fs. _*'2 vta.: i \ Pedido de] Dr. Parry de envío de pianos y ex- 
pedientes al .Ministerio de la Provincia jtara regular en 7 de 
Febrero, fs, »l Resolución de envío de 18 de Febrero. ís. 

1H Notificación a las | Kiries en 22 de Febrero, fs. 2«>3 vta.; 
i) Reiteración del pedido del Dr. Parry en 13 de Mar/o y reso- 
lución de la misma ni 18 de dicho mes. fs. 297 y vuelta: j ) Co- 
pia del decreto del Poder Kjeeiiiivu de la Provincia de Ibteuos 
\iri s rehilando Í6s Honorarios del Ingeniero Taiana de 2ü de 
Abril. ís. 3(X>: k> Irrito del representante de Taiana objetando 
por extemporáneo ese deVreto en 2** de Mayo, fs. 305: 1) C on- 
tcstaeióu del representante de la provincia en 18 de Junio, fs. 
311 ; ti ¡ Certificado del Secretario sobre notificación etc., de 23 
de Jubo, fs, 316. 

3 V One si esta Corte resolvió, en el fallo de 17 de Diciembre 
de t<)28: "(Jue los tralwjos (pie deben tenerse en cuenta para 



DK JISIICIA l»K I.A NACIO X 297 

la regtvlacíón de Mitos honorarios son los que se detallan en 
la di manda v musían tu !-■> respectivos planos y expediente* 
administrativo* que se liinm a la vista, re-distados por el In- 
quiero Tainna" í>. 2*5 parte dispositiva. e> indudable 
que esos elemento* de juicio debían ser muñidos a la autoridad 
uieargada tic hacer el justiprecio de los traliajo* cuestionados 
\ rt conocidos cuino de legitimo cobro. Ninguna duda puede 
aparecer sobre este particular, y ambas l>artes estallan interesa- 
da* en el cumplimiento de la condición a que la Corte sometía 
la regulación de honorarios y que mi ha pmlkln entenderse cerno 
un sometimiento del V. K. de Buenos Aires, al delier de cons- 
tituirse eH los estrados de la Oírte para examinar aquí los alu- 
didos expedientes y planos. 

4* Q ue la Provincia de Buenos Aires no ha sido negligente 
en el cumplimiento fie la obligación que le correspondía, de oí* 
tener el envió de los prenienctonados elementos de juicio, como 
surge con toda claridad de la relación circunstanciada de actua- 
ción^ posteriores al fallo de 17 de Diciembre. Kn efecto, ;q»e- 
nas notificado su apoderado de la resolución recaída en el recur- 
so de aclaratoria del actor — " y 7 de Febrero respetivamente — 
fs. 292 vta. y ÉÍ¿ autos agregados — solicita la remisión de pie- 
zas del expediente al Ministerio de I >bras Públicas, a lo que 
se províe de conformidad, letra g> del considerando 2* de esta 
sentencia, y como en 13 le Marzo no se había eíctuado esa 
remisión, reitera su jiedido anterior — letra i) considerando 3', 
después de lo cual, y favorablemente resuelto, se remitieron en 
fecha Mam) 13. según resulta del certificado de Secretaría de ís. 

— . cantados desde entonces, los treinta días concedidos i»u- 
ra regular, no fueron excedidos jior el \*. E. 

5- Ouc lampff:o puede imputarse a la Corte o a sus de- 
pendí ncías el retardo sufrido por la remisión He plano:, y ex- 
pedientes a la Provincia de Huellos Aires, pues, como informa 
Secretaria y consta de los autos del juicio anterior, jnir cobro 
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tic honorarios aparte del recurso ele íitlaniioíia - el repn- 
semantr de. Tajan* intervino en ta regulación de sus hutiura- 
r j os — ¡\. — lii ( |uf, naturalmente, obligó a tener a la 
vista nulas las consúmelas del pleito (ara apreciar en forma 
l<is trabajos realizados. I'oj otra parte, en ningún momento a|*a- 
rtre el actor nrgieudu el procedimiento de ejecución de sen- 
i encía, 

f.' One de lo expuesto — y aun referida la cuestión, cwih» 
la plantea el actor a cuillplíniieiilo o incumplimiento de una 
'■•■Misión ile hacer" ' — recular h* inorarlos — no se ha demos- 
trado que el ¡demandado y obligado fuera mu i su. jmr causa in- 
excusalilt, en el cumplimiento de la prestación debida; los ans. 
'►JS v del Código Civil hablan de "imposibilidad ptr culpa 
del deudor" u negativa o imposibilidad sin violencia personal 
del mismo en el entupí imientu, lo que no ocurre en el suh-lite, 
porque, como queda expresado. m> hulio culpa ele parte de la 
IWincia de líueims Aires en el retardo para remitirle los 
ex| tedíenles y los piamos indispensables según la sentencia de la 
Curie, y piprque el gobierno ni se ha negado a regular ni ha 
sMo necesario ejercer violencia ninguna para que regulase.. La 
invocación del an" f>25 es ineficaz, porque ella contempla ohli- 
Aciones surgidas de Cuerdo con "la intención de tes lurtes" 
y aquí se traía fie un plazo jiarn resulver. similar al que Fija 
;> lus peritos - i arbitros, al margen de li.s acuerdos u desacuerdos 
d< lus particulares interesados y con el sólo concepto del orden 
publico procesal, que invariablemente consagra el derecho y el 
trámir*' previos del pedido de "pronto desdicho" . Pero, siem- 
pre, dentro dé la tesi- adora — cuino obligación de hacer el 
"tiempo prupiu" estuvo condicionado, como se ha dicho pre- 
ci'dentenuntr. |ior la posesión de los e\| «dientes y planos por 
parte del Poder Kju.ulh b t para la justa regulación de traba- 
jos que en eMis planos y expedientes construí, 

Kn su mérito se desestima ta demanda y se declara que. el 
Gobierno de la Provincia de tíñenos Aires cumplió en tiempo 
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y forma la obligación impuesta di- regular honorarios al actor. 
Sin costas, atenta la naturaleza de la causa. Hádase saber, rcjtón- 
gase el papel y archívese. 

j. wmmm auokta, - hummo 

Saoakna. — M. A. Xazar An- 

l 'II OH ív NA. 



/ffíTíí/ lAtttrhuhi M. tle Santos Lobo, en el juicio sucesorio de 
tía ti Francisco Murtinho, sobre dilUjciUMinienta de un 
exhorto. Recurso de hecho, 

Suuutrttr: P No ts susceptible de ser revisada por la vía del re- 
curso extraordinario, ¡a resolución <|tie estableció la inapli- 
Utbilidad de la ley 11.2S7 por falta de promulgación y ac- 
ción, y rechazó la impugnación de invalidez constitucional, 
si tal fallo fué consentirlo y ajelado |Hir las costas. 

2* N'n puede impedir los efectos <le dicha aceptación, la insis- 
tencia posterior ui el mismo alegato, |Miniue elli> carece de 
c tí: acia para hacer revivir una cuestión (pie ha tjuedndn 
dímiiiada de la litis, ni la falta de interés alegada, porque a 
l'» efectos del delate en la segunda instancia, la cuestión 
de inciiiwiUicionalidad era de primordial importancia para 
ijuien la promoviera, y al apelar debió, en consecuencia, de- 
jar a salvo su disentimiento con la decisión en lo que res- 
pecta a ese punto de fundamental interés para la causa. 
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DIfTAMKN mil. l'HOi 'VKAOok (¡i-! N J.K Al. 

Hiu-iios Aires, IJicinubrr iS tk- l'J_*>, 

cne-tiones motivan el presente i'i curso de hecho <pie. 
por deleitación del extraordinario de apelación, so lia deducida 
ante Y, K. en el exhorto del Juzgado de 1'rovecdnria y Residuos 
fie laviudad de kio de Janeiro I Hstado* Luidos del Brasil) li- 
Iiradn ni los autos testamentarios del doctor Kraneiseo Muriinuo* 
solicitando una muiíieacíSfl y ((tu- tramita en el Juzgad» de Pri- 
mera Instancia tu lo Civil, de la Capital de la Nación. 

L'na de dichas nie-t iones se refiere a la aplicahilidad al caso 
tic aut.j- ifc la ley 11,2*7. en ra/ón dé fa fmM S*¡ 'l»e 1:1 11lis_ 
raa riitn'i en vigencia, y la otra a la ineoiistitueionalidad dd ar- 
tíeuío 30 ¿te elidía ley, 

K-fa ultima cuestión, única *[W podría motivar la interpo- 
sición ilrl recurvo extraordinario de anidación sohre n test iones 
rfje puro derecho federal que autoriza el articulo 14 de la ley 
48, lia «pudado eliminada de la causa, ionio acertadamente se 
a firma t-n tus semencia de fs. ]<W. en ra/ón de hallarse ujccii- 
tnjiuda la declaración jialicial i|nc recoiif>cia la cunsiiiiicimialídad 
del precepto lega] referido. 

Kilo ítaee inaceptable un imevu pronunciamiento de \". K. 
al respecto, 

J-'.n cuanto a la primera cuestión, la referente a la furnia y 
oportunidad t-n <pie la ley II .2H7 lia sido publicada y lia entrado 
en vigencia, m cuestión ajena al recurso federal aludid", inda 
m «|u* la misma lia debido resolverse, necesariamente, por ra- 
zones de hedió y pnielia y )>or interpretación y aplicación d< 
disposiciones de derecho civil ( artículo 15. Tey 4* citada U 

So\. ).or ello, de opinión ipie el recurso interpuesto para anle 
V. K. ha sido biéfl denegado y míe es improcedente, por tanto, 
H hecho traido a esta Corte Su t trema. 

Horado I\\ Lanrtit. 
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llutims Aires Septiembre 24 de V>M), 

Autos y Vistos: Kl nfur>n de IhvIio por deleitación del í k- 
iraunliti.'iri* i interpuesto por el representante <le !>* Laurinda 
M. de Santos jUjjfcg contra sentencia de la Cámara Civil Secunda 
• le *>w Capital, recaída tu el cxp( diente solire ditij;eueiamiento 
do un exhorto <lcl Juez ame el cual <e tramita en Kio de Janeiro. 

Cuido* del líra>íl. el juicio sucesorio di 1 Sr. Knui- 
ci-.ro Muriinlio ;.y 

Considerando : 

Quv aliii-rtii en Kio de Janeiro el juicio testamentario «leí 
referido Sr. Muniulio y declarada heredera la instituida Señora 
de Santos Lulii'. el Juez de h sucesión exhortó al de turno de 
isla Capital pnra míe notificara al representante de la "Kmpresa 
Malte I .araiyeira" que dehia entregar al apoderado (le la su- 
cesión sirte tttil sciseivHttis cíñate níti y itnu acciones <*/ pori\uittr 
de iHi lut Sociedad y tic itdor de eiett pesos cada una. 

( Míe notificado, a los efectos de la aplicación del impuesto 
sucesoria, ti representante del Consejo Nacional de Kducaeión, 
éste formulo la liquidación del caso aplicando la ley de im- 
puesto a las herencias N" II. -?S/. que impugnó el represéntame 
de la sucesión, (rallándose asi la incidencia que Ivi sido man ria 
del pronuuciaiuiento traído a la decisión de esta Corte por vía 
del recurso de fpieja cjue se examina. 

< li-ie a mérito de las constancias de autos, procede pues con- 
siderar como punios do partida del caso en cuestión. Ihs si- 
guientes : 

a) One la ley 11.21*7 fué impugnada por el recurrente', 
en jirinier término como inaplicahle j>or falta de ftrom ulgación. 
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v en st^undu término corno inconstitucional p<»r lo tp><' L ' SKl_ 
tttyé ¡SM artículo 30, 

1») íjuc el Juez de P Instancia resolvió en contra de la 
httpugílációri de invalide/ constitucional y tn pró de ln relativa 
a la iuaplicaliilidad de ln citada ley. 

p-. ■ 

Oik el reprt sentante de la sucesión consintió ese fallo, 
y apeló sólu | m tr las cusías. 

Que ante estos hechos, queda de manifiesto la evidente 
aceptación pir parte del recurrente del prnnunciaiuienio que des- 
estima en términos expresos la tacha de incoiistitucinnalídad 
ipii opuso a la cláusula legal aludida, sin (pie valgan para im- 
pedir los efectos de dicha aceptación, la insistencia posterior en 
el mismo ájégatO, pop pie ello carece de eficacia (tara hacer re- 
vivir una ¡cuestión que ha quedado diminada de la lilis, ni la 
falta de interés qilv se ale-a. porque a los efectos del dehite 
en ik segunda instancia, la cuestión de ineonstitucionalidad, co- 
mo lo demuestra el resultado del pleito, era de primordial im- 
portancia para quien la promoviera, y al ajiclar dehió en con- 
secÜencía dejar a salvo su disentimiento con la decisión del a 
í|iin en e-e punto de fundamental interés pira la causa. 

( hv llevados en tales condiciones los autos ante la Cámara 
y apreciando ésta debidamente la situación lejíal creada por los 
antect denles relacionados, lia considerado el caso liajo el URICO 
aspecto que se le ha sometido; eslo es. el de la aplieahilidud de 
la ley X" 11.2K7. y lo ha resuelto en -finido afirmativo por 
apreciación de elementos de pruel>a y de hechos que en su om- 
ce|ii«. di muestran que la ley fué válidamente promulgada con 
íintcrioriíüid a la fecha ni que se exteriorizó la transmisión gri- 
luiia di luenes de que se trata. 

* hu ésta deeisidn no define ni comprende Cuestión federal 
albinia, h-> o por lo tanto susceptible de ser revisarla por via del 
n curso extraordinario, que ha «¡do hien den* «ado. y t-n con- 
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sicueneia. la queja es improcedente y asi se divlara. Xuiifiqucse 
y archives*,, devolviéndose al tribunal de nriciín los autos ve- 
nidos por vía de informe, con transen ]**ión fie la presente reso- 
lución. Nt-pón^ase el papel. 

J. Fim'KKOA AlAOkTA. - KoRKKTO 
KkI'KTTO. — AxTONtO S.UUKNA. 

— Kn disidencia: K. Bi ííílé I.ava- 
i.lk. — Amti ko M. Has. 



lítSlOHXl lA : 

Autus > \ i-sms: Ui queja por denegación del recurso extra- 
ordinario deducida por la n presentación de doña Laurinda M. 
di Santos U1m> in los autos sol»re dilitfcneiamientn di- un ex- 
horte t; y 

Considerando : 

Oiu la resolución del tribunal ile 2* instancia en la parte, 
ijiu declara aplicable para la liquidación del impuesto sucesorio 
suli-judiee la ley 11.2N7, no ha podido ser materia del nttirsn 
extraordinario, por hallarse aquélla fundada en circunstanei;is 
de hecho e interpretación di- disposiciones de una ley local, cual 
es la citada, y de acuerdo con lo dispucstn en el artículo 15 du 
la ley 4X. y la jurisprudencia constante de esta Corte, (Fallos; 
Tomo 144.' páj;. 37: lomo 14a. pág. 3a: Tomo 72. pág;. It 
tf¡e muctios otros i . 

Q U€ si bien es cierto ijiie el recurrente no apeló la sentencia 
di- 1" instancia en . uatiio és¿a declaró ¿pie el artículo M) de la ley 
11 JK7 no es inconstitucional, la omisión se explica por la cir- 
cuuMancia de que dicha sentencia leerá favorable un lo sulistan- 
eial riel pleito. >s decir, en la parle que en aquélla se resolvía des- 
apruisir la liquidación ile autos, olijeto principal de !a -.ciióu 
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concretada a f>. 4tt en l;i petición siguiente; . "y cii definiti- 
va tute el Consejo Nacional de Educción modifique la líqui* 
dación de Es, 3& practicándola ion arreglo a la U y 10.219* cotí 
cosías". 

( Jiu ii< ; i - meww cierMí que <■! apelante, cumpliendo mi "de- 
cidido imiiMjsítü de llevar el recurso ante la Suprema Oírte de 
Justicia Níieinnar manifestado a fe. 4S. lo i|iie ya iin^Kirtii tma 
reserva expresa a ese respecto, renovó la cuestión federal en 2» 
insiancia al expresar agravios ante la Cámara a uno ( ís. *»5 l y 
:lum ta amplio refiriéndola al articulo U7 incisos M y l g . de modo 
que ésta no lia podido eludir el pronunciamiento del caso so prt- 
tíSjÉtO de ipie la sentencia de !• instancia estalva consentida, (oda 
ve/ tpie >e hallalia en presencia de la misma cuestión, oportuna* 
mcnie planteada ante su jurisdicción, que hubiera piulido re- 
solver en parte, aun con prcseindeueia del pertinente fallo del 
Jiu/ a qiim desile mu- la* cuestiones federales, pueden ser for- 
muladas siempre une días estén a tiempo de ser consideradas 
i n ia sentencia definitiva. 

Qlii la falta de pronunciamiento expreso por la Cámara 
a t [tio. sobre la cuestión federal sub-lite no es óbice para la pro- 
cedencia del recurso extraordinario, pues dieha omisión <1;1h' 
reputarse como una decisión tacita cu contra de las pretcnsiones 
dtl apelante de hecho, llevando otra interpretación al absurdo de 
une los Triliuualis infirinres, podrían hurlar, callando sobre las 
cuestiones pknteaxtás. b sabia institución del recurro extra- 
ordinario. 

< Jiu Ctl casos dudosos, contó el presente, en une se lia pues- 
to ríe rila ve por ambas partes v \ propósito de traer la cuestión 
di inciíiistiincii malilla I liarla los estrados de esta Corte, cuino 
intérprete final de ta Carla Fundamental, la elución en favor 
■ li {a procedencia del recurso extraordinario se impone, sobre 
todi cuando elh puede apoyarse en los antecedente* manifiestos 
di I' ean»a. él tí espíritu de las leyes y en h ninsprudench 
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aplieal.lt (Ley 4S, ttfP 14 ■ Palios: Tnnm 102, & ; Tomo 

115. pá¡j. 411: Tumi. I U. ]>% 429). 

Qiu' la cosa juzgada, aducida en rl considerando 5" de Ja 
stinenei," recurrida, tamaleo es óbice pala la solución que pm- 
ptmñ los considerandos precedentes, porque N sitl " 

Cf) «testa durante la litis y sí sólo invocada por la Cámara a quo. 
oficiosamente t«ira negar el recurso extraordiiiano en cuyo ta- 
so mu puede impedir este remedio legal, une tu. se ha referido 
a CÜcha cuestión. 

Que a mayor abundamiento, la parte del Consejo Nacional, 
h?. sometido expresamente el cnso federal de autos a la resolu- 
ción de la Cámara a <|iio. y |ior consiguiente a todas sus coiir 
Miiuncias dentro del procedimiento, como se demuestra elara- 
nunte en los conceptos tjiie se transcriben de su memorial de 
ís. <J1 : "Dos son las cuestiones qne V. É, delie resolver en estas 
acutí*, icnes; una h referente a la ley que delw ser aplicada til 
la liquidación del impuesto a la herencia y otra a la iiieousti- 
liciotiatidud del art" 30 de la ley 11,287. aplicada en el caso de 
autos en virtud de estar domiciliada en el extranjero la here- 
dera intimida eti el testamento". Agrégase, pues, las razones 
circunstanciales que se han enunciado pata aceptar el recurso de- 
negado, la conformidad de la propia parte favorecida con que el 
caso ftdcral subsistía después de la sentencia de primera ins- 
tancia. 

í»or estos fundamentos y nido el Señor Procurador (kmral, 
m declara procedente esta queja y. en ciíiisecueneía. autos, pu- 
niittdosL- éstos en la oficina a los eítetos del art v S de la ley 

4055. 

K. firmo Lav.u.i ft, 
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DISlhKM I A : 

Y vistos ; 

Kl rceiir«< de ludio, i » denegación del extraordinario, in- 
u-rptie>n. pi ir doña Lauriuda M. de Sanios I.olm. entura la sen- 
tencia dt- ta Cáiiiíira Civil Secunda de la Capital, fecha 14 
dt < tetubre de V*£K maiila en el expediente >ntire dili^eiicia- 
n liento cíe un exhorto ííel Juez «le la Ciudad de Ría de Janeiro,. 
]>t;ul«is Cuidos »lr] lírasil. ante el cual -e tramita el jnieiu >uce- 
-orio de! Sr. !*ratvt-eo Murtinho. de los (|iie resulta: 

(jne fallecí' lo o» la ciudad de Río de Janeiro el referido 
Señor Murtinho y declarada heredera instituida del mismo Doña 
Lauriuda M. de Santos Lobos, el Juez, de la Proveeduría y Rv- 
sidúos fie ta K 'indar I de Rio, exhortó al di- turno de esta Capital, 
para mu* se n«itiíicara al representante fie la Sociedad Anónima 
"Kmpresa Malte Lai^igeira", que dehia entregar al represeutan- 
U fk- la s-ueoióii sirte mU seiseieuttis eíneneuto y tttnt oe f iones til 
p&riiidor, tí. 1 dicha Súcfatjfati y de z\dor de cien pfsm oro rirnV 

Ilihh 

tjue aplicando ta lev de impuesto a las herencias X" 1 1 .2^7, 
el representante fiel Consejo Nacional de Kditeación, formuló la 
!i<|uid;Hou del impuesto hernÜtarñi. 

Otte el representante de la succión, observó la lifruiilaeion 
fundado m «lo- conceptos fundamentales: 

1 'jue h lev aplicable no ora la 11.2*7, sitio la 10. 2VK 
arguyendo al efecto, <|iie el acto mu* exteriorizó ante autor idade> 
argentinas la transmisión hereditaria, fué áktefitir a hí fUiMictt- 

i toil válido í/i- til prfflWm, 

3^) rori|tie, en todo i-a-o. el arf 30 de la ley 11.2*7. en 
qüe el I '"iij;rt-n cuno I .ej-i-hiura local para la Capital ha du* 
pircado el impuesto, f.mi tos twrettoros qtte viven eit el eétmt* 
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ti >o i « fl instante th- ftíiltttr ti autor dt hi sititsión, c* un óbice 
al ejercicio dte la íae¿W dd mismo Congreso cuino Le^lalura 
Nacional, de "proveer lo conducente a la prosperidad del país". 
Ü ta "iniiHiriación de capitales extranjeros . . y a la "reída 
mentación del comercio exurinr o iutcrprovineiar (Artos $ 
inciso 12 y (# y IOS C N„ siendo at misino tiempo repita 
nante a las garantías de la misma pra "ejercer I* «la' industria 
licita '. "entrar y salir libremente del ikús" y de "tentar", i » 
"igualdad de condiciones para nacionales y extranjeros" (Arts, 
14. 20 y 25 C. X.| ; a la "igualdad de tos impuestos" que con> 
sagra el arC 18 y al "derecho de propiedad", que proteje el 1/. 
\mr tratarse de un impuesto de carácter eoníiscatnrio. 

Impresa, con tal unitivo, el representante dr la sucesión su 
decidido propósito de "lUvar el recurso ante la Corte Suprema 
de justicia Nacional, si la resolución del Tribunal i >rdinario tle 
esta Capital fuese contraria a la aplicación de la> leyes 4712 y 
1914, o decidiese la aplicación del arf 30 de la ley 11.2S7". 

Oue ti representante del Consejo Nacional de Kdueación. 
-sostuvo a su ve/ la pr> jcedencia de la aplicación de la ley 1 1 .287, 
como asimismo la eoiistituctonalidad del art-' M) de la misma, 

Que el Juez de 1" Instancia en auto de f odia 12 de Dieiem- 
life d( en conconlant ia con lo articulado por la oponente, 

declaró aplicable la liquidación del impuesto hereditario en el 
erso suh-judicc, la ley X" 10.219, fundándose, -jara ello en n>- 
cvHstautias de hetho y W intcrprrtaaón dt rtt/ias éc derecho 
común, haeieiulti ltipir en consecuencia a las observaciones for- 
muladas la planilla del C. N. ele Kdueación. sin tosías: a pesar 
<1r io cual, y de ser innecesario, entró a considerar las taclias de 
tucotisitincíonalidad aducirlas, en contra del art v .10 *le la ley 
I1.2N7 prmunciálldosf por hi constUmumal'uLui ríe di lió ar- 
tíenlo. 

One ti representante del C. N. de Kdueación ariefó por el 
toiiclo fie la seutcncii; v el ai>oderado del heredero pur la falta 
• h condenación , n costas de ¡itpiél: «0 ohstante lo eiial. al iu- 
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fonnar eíi 2* hwancia reiteró su pedido de declaración de »i- 
cousfitucioaalidad </•■/ *irP /, ( y 1 IJX/ pitra el cuso hipotético 
de if!ti r fu i 'amara lo declarase aplicable. 

Qtte (a ( amara ti vil 2 g i.a feallo de ficha 14 de ' icuihre dé 
I' 1 *-. rev-«m la p-miIlh-íóii de 1* hisiauHa, dcclarandd aplicahle 
1-| f*?J H .2K7. por circunstancias de heclm e interpretación de 
deposiciones del V. Civil, oial)ltcit luln además, que; ii" lia- 
lm tul, > ; d.. recurrí h p.,i la partí- interesada la declaración del 
failjít «le 1» Instancia, dr que dicha ky no adolece de inconstitu- 
cwíwfíéid, existe cosa juzgada, pst lo cual im corresponde pni- 
miuciarse a su respecta. 

tJti(i deducidn a irhuIh'i' del heredern de la sucesión de ítae 
su traía, y para ante esti? Trilmnul. el recurso extraordinarin que 
legislan ios artículos N -le la ley 4S y 6» di la ley 4"55. la l.H- 
uiara n.» hi/. ( Ui-ar al misin... t-n razón de existir, a mi juicio, cosa 
inzuid:' por falta tic apelación a <¡ur se ha hecho referencia. 

< }\u en tales circunsraneias. se présenla el nrwr.fíi r/r ftechtii, 
sobre í¡«c (lehe pronunciarse rl Tribunal : 

}' .oitsid erando. re>pect«> al ini-uni: 

1 ■ Qué la resulueión del Tribunal de 2" Instancia, tu 
cu j 01 o fundado en tfcctmsfaneias de hecho, e interpretando dis- 
ppsieiútfes de la ley común, y del Congreso en su carácter de Ic- 
> \slatura UnaL como son las impttsitiras para la Capital l'cdcral. 
detiara apfieahle para la hijuidación del impuesto, sucesorio, eu 
'•1 i'a-n sit ! '-ii'diee, la k-y 11.2S7. no ha ludido -t-r materia del 
recurso extraordinario, cu prcseivaa de la dispuesto |«or ti ar- 
ticulo 15 (2* parte i de la ley X" 4í\ y la jurisprudencia inva- 
riable de esta Curte (Tallos: 'Inmo 144. páj^. S7 : Tonja 14.1, 
¡a^. $$$ Toum 71. pá». ,Í07 y muchos otros 

2" t tjut: queda entonces úuieamtnte, por resolver, si el 
itMirsn procede, en cuanto por ta resolución recurrida. Se de- 
ilaró: qite el tallo de I" Instancia hahia decidido la val i ticte del 
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urP de la Uy 11.2*7, objetada como repugnante a dk'ersas 
flámulas tic la Constitución Xaeional y establecía a la vez. i|uc. 
tío a|H-1a«hi c>a purie de la resolución, haliia sido eoustntída, exis- 
tiendo ©osa juzgada a su respecta, por lo epte deliia considerarse 
tinmi definitiva. 

3") í >uc es cierto que para la procedencia del recurso ex- 
traordinario es indis] >ensal>le que la cláusula GOnstitlteional huí* 
se dice violada haya sido o fortuna mente invocada y tliseutiiia éu 
el jnkio, de tal numera aue el tribuna! tic última instancia- haya 
podido ptounmmise sobre ella. (Fallos: Tomo U7, pá¿,'<. I'd 
\ 345 > : pero preeisamt nte una cuestión previa que está llamada 
í- resolver cMc Tril.mial. i*, si romo ln dice la Cámara C ivil 2". 

liabia omisenlidn el fallü de 1 M Instancia, en cuanto 
a b declaración de consi¡tm*ioii;ilidnil clp la dÍsi»osieióu impm;- 
intla: o >i, púff d contrario, /í(JjÍíj r. itfj&fó*. ir en conoc- 
en mía tallo consentido a ese respecto. Como lo sostiene él re- 
Cúrrente, en cuyo caso el tribunal de 2* Instancia, omitió inde- 
bidamente mi prnnui/.iamienio sobre el punto en cueMión. 

4 ) <_>iie a cstt respecto, es preciso considerar: a ) <Jue de- 
clara-la p-»r el Juez a atio. la api ¡oibilidad <le la ley 10,219, ira 
tonmí«itio e improcedente su pronuueiamicnli . sobre la cons- 

bi One, aceptadas en SU totalidad las pretensiones del re- 
currente, con ta itesu probación tic la planilla objetada, la derla- . 
ración abstracta del fallo sobre la constitucional i dad de la ley 
tl.2ív (pie se declaraba no reidr el ¡caso, no le causaba agfítmfo 
y por consiguiente no hubiera sida procedente recurso alguno a 
ese respecto. 

c) Otu la circunstancia de que el Juez, haya consignado 
la referida dechmu ióñ abstracta, no solamente en el considerando 
l de su -emenda, sino también en la pute dispnsitiva, no mo- 
difica carácler de la misma, ya que. lo míe constituye cosa 
juzgada en la senteifcia. es la decisión relativa a la cosa o d- recito 
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sobre lo que versa la litis, y no los f (inflamemos jnridfÉos en 
que aquélla se I*asa, 

5''» t >ue f>or lo unto, el opunentc a la liquidación «Id 
Consejil, gne era desaprobada, ordenando rehacerla ¡tmt'antente 
da acuerdo a ta ley w¡¿ÍP t t,r $ sQStemda, no sufría gravamen 
ahituia tfitc auJorfcase ct recurso que se pretende debió deducir. 
[tara no dejar cu» la eficacia de cosa juzgada, la declaración abs- 
tracta de eonstitncionaHdád de la ley H . 287, 

6*1 ' :| cuestión de inconstiliicionalidad fué plantea- 

da por el recurrente en 1* y 2* Instancia, es décir, en condicio- 
nes de ser discutida, como lo fué. y de ser resucita en l"s pro- 
nunciamientos res|>cclivos de aquéllas, 

7-> Ouc, esto sentado; y habiendo quedado desestimadas 
de hecho por el fallo de 2* Instancia, las pretensiones del re- 
currente, que. en oportunidad, objetó el articulo .10 de la ley 
11.287. como repuj ante a varias cláusulas de la Constitución 
Nacional, no (nidria dejarse sin amjwro un derecho tan tunda- 
tmnlal como el que consagra c) recurso ame la Corte, cuando 
no hubo negligencia ni omisiones legales en el recurrente, pe ir 
lt que dek declararse que procede el recurso deducido: \rt" 14 
Inc. ? Ley 48 y & Key 4055. 

S'-'j < >ue esta conclusión en nada >e contradice con la re- 
. Jucióu de este Tribunal. Tomo 137. pág> 93. en cuanto declara 
"qtu la existencia o no en general ele la cosa juzgada es un pun- 
to de doctrina de derecho común y procesal, ajeno al recurso 
• xtraiirdinario. pues ella se refiere, según lo dicho, a fas deci- 
siones concretas de h sentemía. 0i relación a ia cosa o derecha 
disentido, y no a las con^deraeiones abstractas o interpretacio- 
nes legales aducidas en el fallo, |>ara su pronunciamiento. 

V. ctt Vuatlfí) al fond<» del asunto, respecto a la> diversas 
objeciones de incimstiluciotialidad optiestas al art" 30 de la ley 
11 .2^7, única- que han podido ser materia de) recurso. 
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Considerando: 

Que Tfis |m Hieres que a las provincias acuerda la Constitu- 
ción tu inaieria inq»osit¡va, dentro de su* respectivas jurisdic- 
ciones, pertenecen al Congreso, en su carácter de Legislatura 
lucal. en todo el territorio de la Capital de la Nación (ArC 67 
Inc. 27 C. N\>, 

íjue si bien los arts, 67 Inciso 12 y 16 y 108 di la Consti- 
tución invocados atribuyen al Congreso, como Legislatura Na- 
cional, la facultad de resolver lo conducente "a la prosperidad 
del |>aís" e "inenr]K. ración de capitales extranjeros" eu\. es in- 
dudable «nie. la posibilidad de que el impuesto especial a los 
herederos residentes en el extranjero creado por el art* 30 de 
la lev 11.287 pudiera constituir, como lo sostiene el recurrente, 
un error económico, contrariando los fines expresados y des- 
viando del i«*ís el capital extranjero, ello no constituye un nbire 
adinisililt cu contra de la validez de la ley ni i»emiite la in^e- 
rene¡;> fiel l'odcr Judicial de la Nación siempre que dichas leyes 
ni. vulneren ni destruyan, derechos garantidos por la propia 
Constitución, "l-is cuestione:, que atañen solamente a h conve- 
niencia o justicia del impuesto, ha dicho este Tribunal en los 
tallos de los tomos 100. 62. considerando 13 ; y 147. p%. 
402 — son ríe competencia del pf*ier encardado de la sanción de 
h. h-\ impositiva, y están sillar diñados exclusivamente a su dis- 
creción y acierto, pues, como decía el Jue* Ficld de la Suprima 
Corte di li* Kstados Cuidos: "la injusticia, los inconvenientes 
o ta injusticia de las leyes de los Estados, no constituyen nece- 
sariamente una objeción a su validez constitucional". 

Oite la facultad de las Legisla! tiras de IW'iueia, o fiel Con- 
greso en la Capital, jai» gravar la trasmisión hereflilaria. en Cor- 
tur. pmjíresiva en relación al monto de los bienes objeto fie aqué- 
lla. r«íu que tales impuestos puedan considerarse repugnantes a 
la «aramia de los arts. 14, 17 y 20 de la C. Nacional, se en- 
cuentra consagrada, por la práctica constante, la opinión de lo* 
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tratadistas y la jurisprudencia uniforme de los tribunales, entre 
multíplés o insiriera* ione^ i*ir el antecedente que. al sancionarse 
la Constitución Nacional, y con motivo de Ips dekilct a que 
• tic ra lugar sit artículo 4". reconocióse expresamente como una 
de las Mientas de reeursos para tas provincias, él impuesto sobre 
las herencias, al lado dé las de patentes, papel sellado y Oteos. 
(Fallos: Tomo 115. pág. 111. Considerando 2") , 

Que el gravamui del art* 30 de la ley 1 1 .2X7 establecido t*>r 
el Congreso, en su carácter de Legislatura local, sobre bienes 
radicados cu está C apital, y en el acto de su trasmisión, en una 
de las furnias establecidas por el C. Civil, ninguna relación guar- 
da con la reglamentación del comercio exterior o Ínter-provin- 
cial, como tu sostiene el recurrente, sitio que iiiq>orta el ejerci- 
cio legitimo de la facultad fie imponer sobre todas tas cosas que 
forman parir fie su riqueza pública, sin violar tampoco las pro- 
bibidinus tle carácter fiscal consagrados m los art ítalo* 9, 10. 
II y IOS de la C. Xacional. 

Kn un caso análogo, (Bollos, tomo 147. página 402), este 
I 'nburial ba dicho: "Kl hecho de que se recargue el impuesto 
iiniii tbitiario, cuando los propietarios respectivos e*tén radica- 
dos fuera fkl país, no desvirtúa su carácter eminentemente real, 
sobre bienes situados dentro de la Provincia y sujetos a su in- 
'fi-nitiblc jurisdicción^ 

Ouc el impuesto especial fie que se trata, at duplicar ta ta- 
sa general cstahkeída cu los casos de trasmisión hereditaria. 
pitra los lirrctteros r,\ihtentps vit e¡ twtrtiujrrn, no afecta tampoco 
( I principio de ta "igualdad en los impuestos" qué a-tgura el 
nri. 1 *" i fie la G ■nMÍtm'ión, pues seyún doctrina Hoy ya ittfron- 
tm vertible, y lo tiene resuello invariablemente esta Corte, ello 
-« il<> significa <pic "en condiciones idénticas se inip<>ligatl gra- 
vamcucs igtudes a todos los contribuyentes, sin excluir, en con- 
i^íieticiií;* la iliit'ft-iuhirion frpgrestya i/<7 impuesto, mediante 
su distribución en categorías razonables, sin un propósito di' bos- 
tílidad contra determinarlas personas o clases, y que responda a 
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una finalidad tcotiómiai o social, o mía es sin duda, y de alta 
previsión, la de combatir é ané^swó del país, de las pcr- 
>iniíi-- ijnt' viven de las riquezas acunmladas y mantenidas bajo 
-ii at|i] i;m i. v acrecentadas om il esfuerzo cninúu de la colec- 
tividad, í Kallos, i'»tno 132. página 4U2 t y onio 147. pág. 407*, . 

*.h\i ti impuesto en cuestión, en nada afecta, nra» 1" m# 
tiria- el oponente, la igualdad de trato, para nacionales y ex- 
tianjeros, asi gnrada |>or il art. 20 de ta Constitución, ya «¡ut- 
ct se encuentra establecido, un igualdad de condiciones («ira 
ti idos los herederos residentes futra del país, sean illas nacio- 
nales o extranjeras. 

íjue tampoco pugna el att 30 de la ley 11.2M7 al gravar 
t'spccialmenU a fos herederos que residan fuera del j>aís, nm 
el 14 de la Constitución, en cuanta asegura, la "libre entrada 
v salida del mismo", núes como, en un casa análogo se estableció 
eu el fallo del tomo 147, pág. 402 (considerando final) "inde- 
pendientemente fie que ese dercelio fundaiuenial no es absoluto, 
cal»e observar, que, en el caso se trata de un impuesto directo 
sobre bienes inmuebles, que no se aplica por el hecho de en- 
trar, transitar, permanecer o salir del territorio argentino, y 
qüe solo recarga a los contribuyentes, que residan tofj carácter 
f Humánente fuera de ta Ke|Mjblica, es decir, que no ejercitan 
ninguna de las facultades acordadas |x>r el precepto constitu- 
cional aludido, y de cuya violación se quejan". 

Que. por último, en cuanto a la objeción de ineonstitncio- 
nalidad. fundada en el carácwr eonfiscatorio del impuesto, por 
absorber en conjunto más o menas 27 aja del valar de los bie- 
nes a trasmitirse en la República, si bien es exacto que como lo 
tiene establecido esta Corte (Fallos, tomo 98. l«igs. 37 a 39 y 
tamo 115. pág. en cfmcordancia con decisiones análogas 

de la Suprema Corte de los listados Unidos (Knowlton, Moore, 
178 U. S. 45 ), a pesar de la falta de una disposición concreta 
de ta Constitución, en relación al limite preciso a que pueden 
elevarse los impuestos directos en relación al valor de tos hie- 
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nes gravados^ existe, sin iluda, autoridad tu él P, Judicial de 
h Nación |iTira deelararlos inapeables cuando Mollifican una 
exacción eoiifiscatoria". afectando vi derecho fundamental de 
propiedad que consagra* es indudable también, que. a fah:t 
éb norma* precisas al re^peetn. dula: decidirse cada casi», aten- 
diendo a las circunstancias que lo rodean, en relación a los elec- 
tos es|HciaU-!< de la incidencia del impuesto, y a los propósitos 
económicos o sociales que determinaron su implantación. 

One. esto sentada, y si bien éti principio, y tratándose de 
impuestos ordinario*, un gravamen que excediera del 25 *■ del 
valor de los bienes afectados pudiera considerarse de carácter 
COiifiscatorio, y en ojkisícíóu a la garantía del art. 1/ de la Cons- 
ntueiún Nacional, es preciso cnn*iderar : que en el caso sith- 
¡ttditCt Vilo resultaría excedido en una mínima proporción el 
percentaje enuiicia<lo. en razón de tratarse de herederos fie sera- 
do lejano v de la duplicación éel impuesto. ]hit causa de la 
trasnii>ión a perdonas residentes fuera del |«üs, $00* esj>eeial 
establecida, según lo dicho. el r! ¿ Congreso, cota altos fines 
de defensa económica mí país. Es de hacer n<itar. ]x>r otra par- 
te, qne tomando como Itasc el dividendo de las acciones en los 
últimos afhis, el impuesto sólo comprometería las rentas corres- 
imudieiites a tíos años y medio. (Informe, fs. 23). 

ir demás, liberar a la recurrente de la rarga especial del 
art. 30. en razón del quantum que asemdería agregada al im- 
puesto ordinario a la herencia, importaría dejar en su totalidad 
sin efecto un impuesto que este 'tribunal ha declarólo, en oíros 
i-iMis, armónico con los principios de la Constitución Nacional. 
(Fallos, tonto 147. página 402). 

IW estos fundamentos, y éOU respecto a las cuestiones que 
han podido >er materia del recurso, se resuelve: eoníirniar la 
sentencia recurrida de la Cámara Civil 2», en cuanto declara 
qtie el impuesto suasorio debe aplicarse, en el caso ¿nh-¡mlki\ 
cíe uniformidad a la planilla formulada por el C\ X. de Educa- 
ción, y que corre a fs. 40 de tos autos. 

Art tro M. H.vs. 
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Sumario instruido por la comisaria 15, ton motivo del delito de 
hurto, del que resultó damnificado e¡ fimhtijador d t - fu AY- 
piffitím de Chile, doelor José J-nweisco ( nrjoh. 

Sumaria : Tratándose de un delito común cometido en la vía 
pública cu perjuicio de un re prese Man te diplomático extran- 
jero, y irá apareciendo indicio de culpabilidad «pie puida st-r 
imputable a alguna de las t*rsonas <pie com|>onen 1a lega- 
ción, (artículo 21. Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal y t% inciso ,V de la ley 48), ni resultando así afielados 
los principios e inmunidades de dicho representante, no co- 
rrtsiH.ink- la causa a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

s 

DICTA MKS HE!, PROCCRAPOR fi EN ERAL 

Buenos; Aires, Stptiewhre 5 t1c P>30. 

Suprema Corte: 

ka policía de la Capital, obedeciendo a lo dispuesto por el 
lucí de Instrucción en lo Crimina! y Correccional dé la misma 
Capital, eleva a V. E. para su conocimiento, el presente suma- 
rio (pie se inicia con motivo del hurto tic una piel de propiedad 
dd si ñor Kmliajador de Chile, don José Kranci.wo Urrejola. 
t|uc éste usaki en el interior de su automóvil, de donde fué 
sustraída por autores desconocidos. 

En el estado actual del procedimiento no acrece indicio 
dt culpabilidad ¡pie pueda ser imputable a alguna de las personas 
«pie o imponen la legación, indicadas en el artículo 21 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal y artículo 1*', inciso 3* de la 
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ley nacional numero 4K, no resultando asi afectados los privi- 
legios e inmunidades dd señor KmUijador. reconocidos i»or el 
derecho interna-i. mal contó lo exi^e d articulo 101 dé la Gms- 
titnción. 

Se trata ite un delito común, <|ue ni siquiera aparece co- 
nu-tido dentro del local de la Emltajada. sino en la vía púMiea, 
donde estatal estacionado el referido vehículo. 

\'i por razón, pues, de las perrunas o fie la naturaleza del 
acto denunciado, corresponde esta causa a la jurisdicción ori- 
ginaria de V. E. en los términos en que la establecen las* dispo- 
sicjuties leíate* preindteadas. 

Soy. por ello, de opinión fjiie corresjjonde devolver estas 
actuaciones a la Pulida di- la Capital a los efectos que corres- 
pi nula . 

ííontt 'm A*, l.ürn'hi. 



I'AT.I.O OK Í.A CORTE sri'KEMA 

Buenos Aires. 5ei>iknihrc 2t> de feSSfif; 

Amos y Vistos: 

l'or lüs íutidamentos del precedente dictamen del señor 
Procurador < ¡enera!, y uo apareciendo, liasta el presente, actua- 
ción alguna que justifique la jurisdicción originaria de esta Oír- 
te eim arnijlti al art. tí 10 de la Constitución, devuélvase Ta cati- 
ra a la Policía de la Capital, sin |htjiücío de la intervención del 
Tribunal si ocurriese él caso. 

J. FrcriíHOA Alcorta. — Kohehto 
Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Saoakna. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



317 



X< »TAS 

Kn cinco de Septiembre de mil novecientos treinta, la t ur- 
te Suprema du:laró improcedente la queja inurpnesta por duii 
José Rafael (¡areia, contra una resolución de la Cámara # U- Ape- 
laciones én lo Criminal y Correccional de la Capital, por no 
aparecer de la propia rx]to*iujóu del recurrente, que éste hubie- 
ra deducido fjü£ ante el Tribunal, recurso alguno que le hubie- 
se sido denegada. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida [Hir 
don Küore De lionis y otro, en autos con los señores Domingo 
N'orvogtia y Cia. f sobre cobro de pesos, |)or aparecer de la ex- 
posición de los recurrentes que la resolución dictada |>or el Tri- 
bunal de alzada, se había limitado íi declarar perimida la ins- 
tancia por la simple aplicación e interpretación de la ley núme- 
ro 4550. complementaria del Código de Procedimientos, asi 
como también de las números 41 2X y 11.290, que son de ca- 
rácter procesal y de orden local, es decir, ajenas al recurso ex- 
traordinario previsto en el articulo 14 de la ley número 4*S, con 
arregle t al artículo 15 de la misma y a la jurisprudencia esta- 
blecida en casos análogos. 



lili diez y nueve del mismo río se him lugar a la queja de- 
ducida por Adolfo Silíterstein, en el pnfceso seguido en su coe- 
tra. por daño intencional y tenlativa de incendio, \hh aparecer de 
la exposición presentada por el apelante, que la resolución dicta- 
da por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccio- 
nal ríe la Capital, se había limitado, en el caso, a di clarar la 
competencia del Juez Correccional para intervenir en el proceso, 
en contra de la pretensión del rt cúrrente que sostenía la com- 
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pcn-ticia del Jue* de Iiirtriurción. es decir, bal na decidido sobn- 
cjejipne? regidas por una ley procesal de orden local, ajenas 
por consiguiente al recurso extraordinario de puro derecho íede- 
ral; < An. 14. ley 48;, 



lin veinticuatro del mismo la Corte Suprema por los funda- 
metWé del dictamen del LWurador General, declaró bien de- 
negado por la Cámara de Ablaciones en lo Criminal y Corree- 
c fonal dé la Capital, el recurso extraordinario deducido j>or el 
Jefe de PüHchi de la Capital, don Juan J. Graneros, en la que- 
rt -lia incoada en su contra, con motivo de los sucesos acaecidos 
en la 1'laza del @nóe¿ en razón <fc rjué la uniforme y reiterada 
doctrina relativa a la procedencia del expresado recurso a que 
se refieru el artículo 14 <ie ta ley 4H y 22 del Código de l'roce- 
ílliilieitips en lo Criminal de la Capital, lia establecido ( | U e el 
(Stóq federal í|ue puede motivar dicho recurso, y por ello ta in- 
tervención del Tribunal juira revisar las sentencias de los Tri- 
buna ks Superiores a (pie el mismo articulo se refiere, del* re- 
sultar claramente planteado en los autos, v en condiciones tales 
i|iu permitan a la justicia local pronunciarse sobre su proceden- 
cia, y no kastar. tampoco, la invocación de garantías acordadas 
(Kir ¡a Constitución Nacional, si no se demuestra la relación di- 
recta t- inmediata míe exista entre las mismas y el caso resuelto, 
demostración que Sebe hacerse en oportunidad legal, es decir, al 
deducir** el recurso extraordinario ]wtra ante ta Corte Supre- 
ma: abrigándose, además, que ni en primera ni en segunda ins- 
tancia de ta cansa habíase planteado cuestión federal alguna, 
que pudiera autorizar la ablación interpuesta. 
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lh>¡¡ Valentín Rubio contra ti Gobierno Xaannal, sobre répeh 
ticiott f/f una siihm dé dinero,. 

S lunario: \ v No procede la repetición imanada por el fiador 
de quien (aún cuando éste fuera menor de edad» celcliró 
con el Gobierno un contrato [tara la explotación de maderas 
en el Chaco, por tratarse en el caso de ufi ci nitrato ininuni- 
nado de los míe prevé el artículo 1143 del Código Civil, re- 
gido |wr el derecho administrativo conforme a la lev 4K>3 
y decretos reglamentarios, no lialiiétidose ni pedido ni ne^i- 
do la jppscsiÓii de la tierra, ni pudtendo el concesionario de- 
jarlo sin efecto pot su sola voluntad )mr no con venirle o 
por otras causas ajenas al contrato mismo o rpte i>or lo me- 
nos lió resulten ser una condición fiel mismo. 

2* l-i rq>etieión del* tan sólo comprender el ñutirle 
de las anualidades pagadas con posterioridad a la declara- 
ción de cancelación decretada por el Gobierno. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JIT.Z FEDERAL 

[liiciiíis Airvs, < Xetobrtr 10 ik VW. 

V Vistos: 
Kstns autos, de cuyo estudio resulta: 

1-' Don Kolu-rtu Garlier por dotl V alentín Ktiliin demanda 
al Gobierno Nacional por repetición de la suma de S l.í.703.10 
tglfjg. Jugada l M »r su mandante como fiador de don José D. Cu- 
yas en el juicio i|ue a amlios les promoviera el Fisco, sus ínte- 
reses y las costas. 
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Kxprexi que vi .1 de Kiier-. «le VKVi Cuya* ct-k hr«V un ¿Op- 
tra!" con la himvitxi de Tierras y Colonias a Im O* explcltat 
in.UHi lr.-eiana- de Wque- un* fueron licitadas el 11 de Di- 
itcmbre di y su ¿ÉÉÍÍ* se constituyó fiador del cumplimien- 
to qué al mismo daría tuyas. 

I.n rw:7 é>te renunció la concesión obtenida pnnpic é Go- 
ííiiriu* n«.' cumplía >u> ohli^aeiotu s y no obstante dicha renun- 
cia legalmente válida, por decreto del año l'KW el demandad* • 
■ ] t — | >n — - practicaran las liquidaciones que habrían de servir de 
liase a la eid mió». 

Kl Gobierno, haciuido caso -nniso de la renuncia o sea ta 
inexistencia de un contrato explotó los Uranos olí jeto de la 
concesión \ dejó de cumplir por su parte el convenio al no poner 
al -.eñor Cuyas en |H>sesión de las tierras, quien por ello no 
pLtdé entrar a explotar la concesión, 

Agrega que a pesar de lo estipulado en el articulo 5" ilel 
convenio sokre la fijación del precio de 1a> maderas a objeto de 
liquidar al Fisco sn parlici]>acLÓii, el Gobierno directamente por 
si y ante sí la determinó por lo que en la ejecu.ión se opuso la 
inhabilidad de título que no prosperó por razones de orden pro- 
cesal , 

Funda su derecho en los artículos 505, 524, 2 l> parte: 525. 
627, 1311 y concordantes del C. C ivil y en el 278 de la ley W 50. 

+ Kl >eiW Procurador Fiscal a fs. 7 pide el rechazo de la 
demanda, con costas y niega todo lo expuesto por el actor que 
expresamente no reconozca. Manifiesta ser verdad que Rubio 
y Cnvás firmaron Un contrato con la Dirección de Tierras jxi- 
ra explotar 10.000 hectáreas do bosques en el territorio de Kor- 
mosal |wro no es cierto que I'uyás en 1907 remnt.-iara a la con- 
cesión porque el Gobierno no cumplió con su obligación, pues 
l.i contrario resulta de tm escrito de dicho señor de fecha 11 
de Junio de dirigido al señor Ministro de Agricultura, en 
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rl t|ttc i>or razones personales de conveniencia pidió se 1c rele- 
vara fie tudo cargo y se declarara caduca la concesión. 

El Gobierno entendió qu€ el contrato se había liecho para 
cumplirse y atento el abandono de la tierra hecho \h*t Cuyas y 
la falta de pago de los derechos fiscales declaró el 7 de Octubre 
de 1909 caducos los contratos de explotación forestal, cmre los 
íjuc se hallalm aquél. Mandó iniciar las acciones pertinentes y 
se formularon tas planillas de liquidación de la detula de Cuyas 
con arreglo al contrato, cargándosele el 12 T i sobre el mini- 
nium del material que debió extraerse — un jrnil toiielatlas a 
contar de los ocho meses de firmado el contrato — y determi- 
nándose como valor del material la valuación que anualmente 
cstahlcvió la Inspección de Bosques, respecto a los pnxluctos 
maderables explotados o que debieran explotarse, tomándose 
como base el precio comercial corriente en el puerto de cintar- 
que o que debieran emliarearse los productos, tic acuerdo al 
contrato. 

La liquidación debió hacerse necesariamente prescindiendo 
de la conformidad de Cuyas, porque este almidonó la tierra y 
se desentendía de ella y del contrato, y. agrega, que el Gobier- 
no no ha sido debidamente resarcido del |>erjiiicio sufrido, pues 
si Cuyas hubiese explotado la concestón, habría percibido el 
porVeiiiaje cor respon diente al máximum del material extraído. 

Invoca los arts. 1197. 495. 497, 505, 511. 312 y concor- 
dantes del Código Civil. 

.V Abierto el juicio a prueki se produjo ta certificada por 
el actuario a fs. 42 vta. y alegaron tas partes a fs. 45 y ís. 52. 

Considerando: 

1- líu el juicio ejecutivo seguido por el Fisco Nacional con- 
tra don José l). Cuyas y don Valentín Rubio sobre cobro de 
i vesos, que corre por cuerda separada, consta que el ñll imamen- 
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te nombrado, COirio fiador del primero, ingó en Alisto 24 de 
1925 la suma «le trece mil setecientos tres pesos cotí diez centa- 
vos moneda nacional, y en tal virtud tiÉüe derecho ;i deducir el 
presente juicio ordinario de acuerdo con lo preceptuado eti el 
art. 27S de la ley número 50. 

3' Dicho pago tuvo por causa la liquidación corriente ac- 
tualmente a ís. 99 de la ejecución, practicada pur la División 
de Contabilidad de la Dirección de Tierras y Colonias como con- 
secuencia del decreto del Poder Ejecutivo de Octubre 7 de 1900. 
iti serte a ís. 12.Í del ex peí líente administrativo lí. 3202-1912. 
■ pie corre por cuerda separada , según el cual se declaró caduco 
él contrato de explotación forestal de 10.000 hectáreas en el 
territorio de Kormosa, celebrado por la Dirección fieneral de 
Tierras y Colonias con el señor José D. Cuyas, fia^lf > del actor, 
el 3 de Knero de 1906" y teuyo contrato está agregado a fs. 9S 
de ta ejecución que siguió el Fisco Nacional, 

,í* Kl fundamento del mencionado decreto de caducidad 
es el de «pie el señor C uyas no se presentó a efectuar el j*ago de 
1o> di recluís fiscales que con arreglo al contrato le corresjion- 
di;', alionar >ohre el mínimum de material que debía extraer ni 
efectuó en el lote ipie le fué concedido t rala jo alguno de ex- 
plotación y aunque ni el referido decreto no se expresa el fun- 
damento legal en virtud del cual el 1*. E. decreta la caducidad 
del contrato celebrado con el Nado del demandante, no calic ilu- 
da que ella fué decntada en presencia del art. del contrato 
que respecto al pago de los derechos a cargo del señor Cuyas 
estabilice: "En caso de incurrir en mora por segunda vez podrá 
el B, E. di clarar rescindido este contrato ipsa jacto, sin más 
trámite y sin dar Ittgar a reclamación ni indemnización de nin- 
gtttl género". 

4" El I'. I 1 ., at celebrar por intermedio de la Dirección de 
Turras el contrato mencionado con e! señor Cuyas, ha actuado 
ni el carácter de persona jurídica, cMo e», como sujeto del de- 
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reeho oinnni y |*>r lo tanto todas las consecuencia* del misino 
cK1k.ii contemplarse a través de las disposiciones i¡ertinentes del 
Código Civil. ASÍ 16 ha estallido la Corte Suprema en la na*. 
167 del torno 14.1 de sus fallos, refiriéndose a un contrato de 
venia de tierra y cuyo principio es aplicable al mtb-judkc, que 
versi sobre tino de explotación de Imsques. "Oue respeto a la 
rescisión cabe observar desde luego, que tratándose de un con- 
trato del dereehn civil en que el Estado interviene como per- 
sorta jurídica, eí juzgamiento de las cuestiones que surjan entre 
las lurtes sobre el alcance de las cstipi daciones celebradas o so- 
bre falta de cumplimiento de las mismas i«r alguna de aquéllas, 
V-orres(«>nde a la Justicia Federal". 

De manera que el decreto de Octubre 7 de 1907 dictado 
por el Poder Ejecutivo no puede tener legalmente por efecto la 
caducidad o rescisión del contrato suscripto por Cuyas, que ne- 
cesariamente debi«> demandarse judicialmente, en mérito de lo 
dispuesto eti los arts. 1301 y 1304 del Código Civil y resuelta 
ella jmr culpa del mismo, recién el tiohienio pudo formular 
e| cobro de la suma de dinero a que se creía con derecho como 
* cnnsdcuencin del contrato incumplido. 

Eií la ley 4167, en el decreto reglamentario de Noviembre 
27 de ni en e! contrato de Cuyas, nada se establece sobre 

la |iosesióti de las tierra* jvira la explotación de bosques |ior lo 
cjiie es indudable que ella debió ser dada al señor Cuyas como 
acto previo al cumplimiento de las obligaciones de éste, en pre- 
sencia de la naiuraUva del convenio, casi puede decirse de arren- 
damiento, y de lo dispuesto en los arts. 1502 y 1514 del Código 
Civil. Tan delie ser esa la verdadera interpretación de tas obli- 
gaciones estipuladas en presencia de lo establecido en el art. 
1 198 del citado Código, que el í». E. al dicta? posteriormente el 
4 de Octubre de 1906 un nuevo d<*relo sobre explotación de 
lasques, ha dispuesto cu su art. 22, que: "Una veje aproladas 

el \\ E. las propuestas que resulten más convenientes, se- 
gún las oficinas del ramo, se extenderán los contratos definí- 
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tivos con arreglo a ht. dts|iosicHnies vigentes y los adjudicata- 
rios podrán proceder a I * explotación previo acto (fe entripa del 
terreno p( »r el ¡íi^péétfrf del distrito forestal que corresponda, la 
que deberá hacerse dentro del término máximo $e 90 «lías, de- 
biendo oniurx- il plazo i utríi los efectos del contrato desdi la 
fecha de dicha entredi" 

l mitre decir, pues, que mientras el < iohierno no diera ta i" 
sesión del lote de i ierra al M-ñor t uyas, éste no piulo comenzar 
];l e\ i ilutar ion de bosques convenida y hasta entonces no era 
practicable la liquidación de los derechos (|tie debía aleonar de 
acuerdo al contrato. 

5* Hn su alefato el actor ¡moca la nulidad del contrato ce- 
lebrado por Su fiado i»or cuanto sostiene que este era menor de 
edad en la fecha que lo suscribió. Esta circunstancia no se ha 
acreditado legalmente en autos ni |HMlría tomarse en considera- 
ción ñor no haber sido plantead» en la titJs coiltestútio. 

<»■■ liesptftn a la* demás cuestiones invocadas ni la demanda 
para justificar la. improcedencia del cohm de i«?sos hecho eíee- 
tiv. cu la ejecución del Ki-eo. corresponde tener presente que 
celehrado el contrata con C*n>:i> el ¿ de Huero de I'**» a í*. 222 
vía. del expediente agregado X" ,liG\MM"U. se informa. 'que 
según lo expresado cu la nota del señor Cuya* t$k obra a f s . 
<JK. y r!e los informes del jefe de Bosques y del Director < k'- 
ncral dt Tierras, -e presume que el señor Cuyas no fué puesto 
en jiosesión del lote citado'": y a ís. lOt consta expresamente 
que éste no fué ocupad»», siendo |*>r lo tanto inexacto lo afir- 
mólo al contestar la demanda de que la tierra fuera aUmdouada. 
pue> lógicamente, esto m* pudo ocurrir -i dicho señor nunca tu- 
vi i la i mse*. ton . 

7'' Por "tira parte, en la hipótesis de que el señor C uyas hu- 
biese estado en posesión del lote a que se re feria sif contrato, 
según se informa a fs. de las actuaciones administran vas. re- 
-nlta "qtu- por decreto de techa de agosto de se autoriza 
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"al Ministerio de Obras Públicas («ra extraer las ntaik-ras ne- 
"cesarlas jwira la construcción de puentes. íijíndi*se irna >u|ht- 
"íieie que |Hir tus limites indicados corres|ionde a l*»> Iote> eadu- 
"cados por decreto del 7 de octubre di* VM,Y)". 

Kmc decreto. e««nio -e lia visti». comprendió al Ime del se- 
fli ít Cuyas, de donde se sigile que estatuto en vigencia el pm- 
Iratn de este señor fie fecha .l de cuero de I 4 **», una de la-- par- 
les contratante*, el Poder Ejecutivo, que estaba "Migado -i^jún 
el art. 1515 del Código Civil a garantizar a la otra el libre »oo 
de la tierra a los fines convenidos. di>]*inc |«tr -u cumia di k«. 
misma con otro objeto diversci y ajeno en alisoluto a las activida- 
des (|ue del na desarrollar el señor Cuyas. 

Nótese <|ue este acto di- gobierno ocurre en a¡ Kisto .1 de 
1 **i V dr Tiianera que nuieho tiempo antes de que C uya-. 1 «diera 
se declarase caduca su concesión en junio 1/ de P*07 í iV '*K 
del i xp. atlni. ) ya estala en la ini|N oibilidad de explotar su lote 
en la forma convenida debido a un hecho míe, indudablemente, 
importaba por parte del [\ K. el incumplimiento del contrato 
fart. (r27 del C. C>. 

Ku electo, el (¡nhicruu autorizó al Ministerio de * mras IV 
hlicas a extraer maderas del lote concedido a Cuyas, es decir, a 
hacer lo que era único fin del contrato en cuestión, y al tomar 
esa disposición, que es un acto posesorio según el art. 23K4 de! 
Código Civil, hahitttaki al fiado del actor a invocar la taha de 
cumplimiento del contrato por izarte del dcmaniíadu en e-tt*- 
autos. 

8* üe lo expuesto se concluye fjue por no halier estado el 
señor Cuyas en posesión riel lr>te que se le acordó y \**t haU-r 
dispuesto del mismo el Gobierno casi en tos comienzos de la vi- 
dencia del contrato, el señor Cuyas estuvu inipoaibfiitade de cum- 
plir sus ni ilinaciones y el Poder Ejecutivo al faltar a las suyas 
no ha tenido dertcho de formular la recordada liquidación cuyo 
cobro hizo efectivo en Ta ejecución qtte motiva la préseme de- 
manda. 
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<*' Finalmente, declarándose extinguida o sin causa la obliga- 
ción cuyo cumplimiento se exigió en la ejecución, es procedente 
i-la acción tic repetición deducida por el actor en su carácter de 
fiador de José IX Cuyas (arts. 505 última parle; 52 J . segunda 
parte y 525 del Codito Civil). 

I'ot las consideraciones nue anticeden. fallo; declarando 
que el (joliieruo de la Nación eslá obligado a devolver al señor 
\"alcnitii Rubio la suma fie trece mil setecientos iris pesos con 
diez cení íi vos moneda nacional. c< •!• sus intereses desde la no- 
tificación de la demanda. Las cosías se |iagarán por sn orden, 

fui mudo .Siinitü-utc. 



SENTENCIA UE LA CÁMARA F HUERA L 
Y Vistos: 

Siendo ajustada a derecho la sentencia de t's, 5o se la confir- 
ma en todas mis parles, sin costas. jMtr no haU-r mérito para im- 
|Hiiterlas al Fisco. — Jas,'- Mtircó. — Marcelina /;VrciíWft. — />'. 
. 1. Vitar Jítt hítn iM. — J. l\ í.nmt, 



líiitnoí Aires, Octubre I* de 1*>J0. 

Y \'i>to>: 

Los del juicio de Valentín Rubio contra el (íoliierno Xa- 
einnat por devolución de dinero pagado en juicio ejecutivo en 
concepto fie derecho de explotación fiscal, venidos por apela- 
ción ordinaria contra la sentencia de ta Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital t|ue hizo lugar a la demanda; y 



í >m el contrato celebrado entre el ( rnhuruo Nacional y el 
señor losé I>. Cuyas, para explotación de maderas tu el Chaco, 
cuyo instrumento corre a ís. del expediente del juicio eje- 
cutivo dél Gtít>ÍenH> contra Cuyas, agregado qontó fundamento 
y ornio prueba: itfi es un contrato de arrendamiento ni en la 
Íi-tra ni mi el espíritu de las prestaciones a que mutuamente se 
obligan las partes, riiiim I" entienden el actor y los í:illos de 
primera y segunda instancia (Cap. III del alegato de bien pro- 
bad", fs. 46 vta. — Sentencia de 1* Instancia, considerando .V. 
ís. W vta. Sentencia de 2" Instancia <pg confirma por sus íuu- 
dauuuios la de primera l. Kl art. 14"2 del Código Civil define el 
aludido contraU» en lo> siguientes términos: "Habrá locación cuan* 
do dns parles se obliguen recíprocamente, la una a conceder el uso 
o giK v e ile una cusa, o a ejecutar una obra, o prestar un servi- 
cio; v la otra a pagar por este uso, goce, obra o servicio, un pre- 
cio di terminado en dinero" y aquí se concedía a Cuyas, en pro- 
[iie< lad. la madera que extrajese del lote de tierra indicado en el 
contrato, sin derecho al uso y goce de la tierra y con la obliga- 
ción de pagar, en dinero, el ¡2 '% del precio fijado a la madera 
extraída. Por lo demás, los árimles de un lasque no son frutos 
ni pn duelos ordinarios cuyo consumo o apropiación corresponda 
al locatario según preceptúa el art* 1495 del Código Civil, y, en 
caso de .luda el art. IS de la ley X" 41Ó7 la desvanece porque 
distingue entre la concesión de maderas — primer apartado — 
v el arrendamiento de tierras erni bosques segundo aparta- 
do prohibiendo, en este segundo caso, la explotación salvo en 
lo necesario para cercos y leña de consumo. 

One. como 'en el contrato se establecen obligaciones sulwi- 
diarias par;» el concesionario, como ser: recolección de si millas 
para la Inspección de Bosques — art* 13 — y reposición y 
cuidado de plantas nuevas — arls. ló y 17 — es indudable que 
tampoco es de simple compra venta, sino un contrato innominado 
de los que prevé el art" 1143 del Código Civil, regido por el 
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defecho adutini-irativo. conforme a ía ley X" 41o7" y decretos 
rejdantemarins; pero, ]n evidente es que se traía ¡!e un c< nitrato 
L"i!vTii^tr¡l «te la natnrale/a señalada. 

*Jnc aún fiiando la posesión previa pudiera considerarse un 
requisito iii<li^|K-ii>;il dt* jara el ejercicio por Cuyas de su dere- 
cho de explotación di- madera:-, es plena ta prueba de t|Ue lio la 
pidió ni la i|hí-m>, M-^i'in re>uha de la eontcstaciiltl del testigo de) 
actoT Manuel I, azaro, a !:• ,w prisma del inicrrojíatorio de ís. 
fóri "i.Jut ninguno invo ta |«i>e>ión ponme tu» haciéndole él fe- 
rrocarril ¡iiiuttuat hizo nada', res| «lienta i|ite lia de relacionarse con 
la dada a la pregunta 7", sce;ún la cual "la concesión fué renun- 
ciada por falla i$£ construcción del ferrocarril de Formosa a 
Knibarcaoón q&e se había prometido Iwtjo la presidencia de Quin- 
tana y lo cual fué d motivo determíname de la presentación". 
"*que el negocio no convenía si eso no se real i/al ki" portóte "ira 
mi fiase principal" -- fs\ | f f; y isto está di 1 acuerdo cení la Hola 
de Cttyás corriente a ís. l *S di - l expediente administrativo - le- 
chada en Junio de 1907, donde dice q[üc renuncia a la conce- 
sión por no convenirle il nei;d+ y nt> pon pie el (¡ohiertio faltara 
a ninguna ile sus obligaciones ni le pudiese dificultades o entor- 
pecimiento al pleno ejercicio de sus derechos de concesionario, 
i a rere de i rieíieia y trascendencia jurídica la cuestión referente 
a la caducidad de la concesión Cuyas, decretada por el Poder 
Kjeeuiivo de la X; tetón en l k'tubrc 7 de 1909 — fs. 123 del ex- 
pediente administrativo ; k) porque ni aquí ni en otra oportunidad 
se ha reclamado la subsistencia de dicha concesión, y si ella liu- 
1 ñera suhsisiido. lógicamente mayor sería la resjtoiisaliilidad de 
t'ma-; H) porque esa caducidad no fué objetada por el imerc 
-ai tu y e-ta Corte Suprema ha dicho en mi caso de naturaleza si- 
milar pites -e iratatia de concesión o |ierntíso de cateo mine- 
ro - ■ (¡tte ni la ley, ni la doctrina ni la jurisprudencia reconocen 
a tu- particulares el derecho de otorgarse ]mr sí y ante si plazos 
indefinidos, de privilegios para Ja efectividad de las resoluciones 
administrativas o contencioso administrativas inte les afectan 
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(juicio dé la Compañía de Petróleo de Comodoro liivadavia con- 
tra el Gobierno de la Nación, por nulidad de im decreto de re- 
serva fiscal de zonas ]>etrol¡feras — Junio 9 de I9.ÍU) ; c) i^orque 
eslaha conforme — ■ en cuanto al hecho misino de la cancelación 
del contrato — ■ con la expresa manifestación de voluntad dtl 
propio concesionario; d i porque no so ha argüido, ni iueno> pru- 
hado, que el tiobieruo no quisiera o tm pudiera entupió' su oí ili- 
nación de permitir el desmonte y aprovechamiento di- madera-. 
La nulidad, pues, que ahora se arguye, del arf B* del coittraio de 
concesión, cpie faculta al Gobterria para declarar la caducidad 
tti lo> casos que menciona es inoportuna e innocua desde r|uc la 
siihstaucia de la litis es la resj íoiisahil triad del concesiotiario 
mientras la concesión subsistió, y, por to menos hasta Wh esa 
subsistencia es inohjetahle. 

One es cierto que el precio que Cuyas debía |>agar - 12 '}í 
del valor de las maderas según avaluación anual de la Inspec- 
ción de líosques — debió establecerse ríe aeuertlti con el coti- 
ei sioitario ; pero es también exacto c|iic esa avalución se hizo "to- 
niantio |»or base el precio comerciar corriente en el punió de em- 
barque" o mi forme lo dispone el art v P del contrato, y o> tam- 
bién cierto que no pudú hacerse la avaluación con el concurso de 
Cuyas |Hir deserción de ésie, y han debido aplicarse las normas 
del arC 1.153 del Código Civil concordantes con los aris. 458 y 
■k(5 del Código ile Comercio ¡ que es lo que se ha hecho. Las li- 
quidaciones a Itase de la cantidad mínima de maderas que el 
concesionario dibía explotar, fueron hechas y notificadas opor- 
tunamente a este — fs. 119 a 123 del cx|>cdieuie administrativo 
— sin que |Jor su fiarte se hiciera ninguna objeción, y no puede 
aceptarse, sin llegar al absurdo, que las fiarles puedan f titular 
en el menosprecio de sus obligaciones el mejor derecho jwira 
anular tos contratos correctamente concluidos. Con razón observa 
el Ministerio Fiscal que la circunstancia alegarla f>or Cuyas para 
desobligarse "de no ser remunerativa la explotación forestal del 
tote" adjudicado es inaceptable, porque ella implica la ineficacia 
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misma de. las normas jurídicas más deméntale* a las que. no 
f«M actuar como -imple ueffsóiüi jttñÚkík fifeitó menos derecho eJ 
Estafe. 

Une Üó está prolwlo «pie ti C„ .bienio trabajara Cfl su benefi- 
cio, ni (I de tercero, eti d lote N' 2 de U.s«|iie> adjudicad.» a 
( uva-, ni menos que. ni el caso de turnarse alguna porción mi- 
nima di madera "para i mentt^ - '. ello íuu>íiIí* t:l a Cuyas la ple- 
nitud íl< ejercido de su derecho éfi el radío tic lU.OtX) hectáreas 
di- bósq«e virgen y tupid»» cuino era la región concedióla. El de- 
creto de Agoáo S de l'Hh¡. autorizando al Ministerio de Obra- 
Públicas para extraer maderas erni destino a puentes, no fija con 
precisión, eon deslinde, claro, el Inte N" 2. pues éste no está 
limitado por Mtucci, Mihauodeh y "La l'ormosa ". Sfgtía el pía- 
ii" oficial de ts. 107 del expediente administrativo y el informe 
del Seeretaríu de la Dirección Cvneral de Tierras, corriente a 
í>. 222 del mismo expediente, se refiere a la totalidad de las 
concesiones declaradas caducas en Í909 y no e>- especial a la 
de Cuyá-. La pmeha debió consistir en la demostración de ipic 
se sacó madera del lote 2, y que Gryás protestó: que es lo qt«¡ 
ttó s t hu hecho. Se comprende fácilmente que la madera nece- 
saria para puentes, en un ordéü normal de est;i clase de »>l>ras de 
vialidad, tiene que ser de cantidad mínima. ca$i despreciable, con 
relación a la contenida en miles y miles de hectáreas de bosques 
ca>i vírgenes como eran, en la fecha del decreto de omr^amieiUo 
de esas maderas al Ministerio de Obras Públicas, las concedidas 
a N"a»'»n. (larda. Cuyas y i tiros; y no hay por: qué presumir, a 
falta de protesta del interesado, que esa pequeña cantidad se ex- 
trajera del lote X" 2 y no del .1. 4. 5 ó 6. 

< me en esto?, autos se ha desconocido al P. K. la facultad de 
declarar por si mismo rescindido el contrato concesión que cmis- 
timvi el antecedente del juicio, asi como también el »leréclu> ejer- 
citado pur aquél 'le practicar la liquidación de los daños y perjui- 
cio- representados por la inejecución del contrato. 
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IJue, el l*ÍM*o. cuando contraía cuino persona jurídica .se 

ion- lo y 111 las procesales respecto a la manera legal «le hacer 
las responsabilidades hiht¡>uiu-s de la inejecución de 
y debe. por consiguiente, recurrir ii los 
jueces para (pie éstos examinen la relación r le- derecho, las cau- 
sas de incumplimiento y el alcance y monto de las indemnizacio- 
nes correspondientes. 

de estos autos el juicio previo dentro del cual tales cuestiones 
se hayan dcliatido, no lo es menos que lanío las relativas al in- 
cumplimiento tle la concesión por parte del concesionario y a la 
caducidad de aquélla como las referencias al criterio para fijar 
la indemnización han sido examinadas por los jueces en 1;is ins- 
tancias del presente litigio, y esta Corte at hacerlo arrita'i a la 
conclusión de (pie la liquidación que sirvió <le Ikisc al juicio se 
ajttáta a lo convenido por las | martes y a la> disposiciones civiles 
que rigen el caso — arts, 511. 51 o * y 52(1 del Código t "¡vil . 

(_>ue en estas condiciones. lejos de hakr reconocido las sen- 
Inicias la facultad del I*. K. para declarar y*>r -\ la rescisión 
del contrato y fijar el monto de la indemnización proveniente 
fiel incumplimiento, han establecido el derecho del Poder Judicial 
para revisar los decretos respectivos, lo cual im|>orta la posibili- 
dad de admitir o desconocer la justicia con que aquél haya pro- 
cedido en cada caso, Fallos: Tomo 148. pág. 115, 

*hie aún cuando fuera exacto, con ni se afirma en el alefato 
de f& 45. que el deudor ilou José Damián Cuyas fuera menor de 
edad al celebrarse el contrato con el Fisco, la obligación sería 
.siempre válida para el fiador de acuerdo con lo dispuesto i>nr 
el arr 1994 del Código Civil ultimo inciso. 

One de las mismas consideraciones expuestas se desprende 
que la justicia del cobro efectuado por el Gobierno a Nuhio. 
como fiador de Cuyas, no puede ir más allá del término que 
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aquél diera al comían > de concesión, es decir, sólo hasta VM* 
iisctusivt, ui f|iu lo declaró eam-clado, pues ni el msiniinetno 
de la dicha cimeesióji se autoriza, exprima ni tácitamente, la in- 
demnización total |mr ios cilio i años de vigencia desde que i'l 
art" *ólo habla de hacer efectiva la fianza "hasta cubrir el 
nimitri de la suma adeudada", ni so lia argüir lo ni demostrado 
míe. con posterioridad a la rescisión, el t ¡ohienio sufriera jn-r- 
¡tticiOfi ino invenientes en la libre disolubilidad o aprovécha- 
me uto de los liosmtes objeto tle la concesión Cuyas. 

Elí SU mérito se resuelve: Reformar la sentencia recurrida 
limitando la devolución ordenada al GoMérno, al importe de las 
dos últimas anualidades de la liquidación de tV 09 del juicio 
ejecutivo — años IQIG y 1**11 — con mis intereses líesele la 
nulificación de la presente demanda a estilo de tal que cobra 
<1 Naneo de la Nación Argentina. Sin costa*, atento el resultado 
riel Juicio, rtágase sato*. Repóngase el pafeél Devuélvanse los 

Roberto Kkpktto. — R. Girino I.a- 
vallk. — Antonio Sagarna . 



/í t /mv ¡ir h i'nn'iiuin tic Manioca contra pon Jom' Hipólito 
1. encinas. .íiV'íy cr^n* f /c /u\fi*¿í. 

Situtárm: Las conclusiones de hecho a míe llega una sentencia, 
refinuies rd domicilio u nacionalidad de Icis litigantes, son 
ajenas al recurso extraordinario. 

l'ti.nt; Lo explica el siguiente: 
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mt t.nmkn nr.L i-rocikador i;i:xeral 

BtKftos Aires, Si'inii «iliri -5 cíe 193KK 

Suprema Corte: 

Como articulo previo a la contestación de la presente de- 
manda míe. por cobro ordinario <le pesos Je instauró el líaum 
de la Provincia ile Mendoza, sostuvo el doctor Just* Hipólito I .en- 
cinas, tpie de acuerdo con lo dispuesto en el artículo J", fheísa 
2* tic la ley \*'' 4S. c! caso rómpele a la justicia federal por tra- 
tarse de «na causa mM vecinos de distintas provincias. 

Al efecto, el doctor [.encinas afirmo estar avecinado tu esta 
Capital Federal, circunstancia que fué negada por el Naneo actor, 
míe. a mi vez. sostuvo míe ti demante u nia su domicilio en Men- 
doza, 

Asi suscitada la incidencia y después de producida \v>r ani- 
llas parles ta prueba tena del lucho controvertido, esto es, ti 
domicilió del doctor I .encinas al tiempo de pnw lucirse esta de- 
manda, la cuestión fué decidida, en 1* Instancia. \»>r el señor juez 
de Comercio de Mendoza (ís. \W), "no haciendo lu-jar a la ex- 
ección de incompetencia interpuesta", resolución <pie. por haber 
sitio apelada, fué c< ni í¡ miada ( fs. tS) W 1:1 Ritmara de Apela- 
ciones en lo Comercial y Criminal de la misma ciudad de Men- 
doza. 

Sejjúii los términos expresos di* la resolución de este Último 
Tribunal Superior, resulta de las probanzas producidas en autos, 
de un modo incoiitrovertihle. míe el demandado doctor Keiuinas 
es vecino de la l'rovíncia de Mendoza y «pie. en consecuencia, 
ilícito exeepcioiiante carece de toda razón legal para declinar la 
jurisdicción de los tribunales de esa provincia. 

Conforme se desprende ta relación de los antecedente"; epte 
informan el caso, ta decisión recurrida aparece fundada en la 
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apreciación de hechos y prncha acerca del domicilio de las par- 
tes y resta lia la cuestión por aplicación fie disposiciones del Có- 
dtgo Civil, constituyendo una di-cisión que esta Corte no puede 
rever en el recurso extraordinario, pues sus fundamentos son 
ajenos al mismo, según constante jurisprudencia y expresa dis- 
posición legal m. 15. ley \'" 4S y fallo de V. K. K-mu 14,V 
pág. -JOfi. 

Om motivo ile ote mismo caso. V". E. reeordó que. resol- 
viendo numerosos raso* análogo- ha dejado establecido míe la 
ptiieba de un lacho invitado en autos («ira fundar el fuero fe- 
deral, es ajeno al recurxi extraordinario í Fallos tonto U, pa- 
gina 8M ) ; i|tte el recurso extraordinario es improcedente coulra 
amencia que rechaza el fuero federal invocado, fundándose ni 
la falta de prnelia de la distinta nacionalidad o vecindad de tos 
partes (fallos;: tomo 114. página 2<>; mino 115. página 34o; 
ionio 117. página ISfi j : y que las conclusiones de hecho a que 
(fega tina serituicia. referentes al domicilio o nacionalidad de los 
litigantes, smi ajenas al recurso extraordinario < Fallos : tomo 
lOÍ, pagina 1 .V» : tomo Ul. página M: tomo US. página >M>. 
filtre otros». 

IW coiisijíutenie, el n curso extraordinario de apelación pa- 
ra ano- V, i. morpue>lM a ís. US, ha sido mal concedido y 
corresponde se sirva V. E. asi declararlo, mandando que. sin 
má> trámite, estos ftttlOS sean devueltos al tribunal de origen. 

iftrracifl K. Lurreht. 



I ALLO DE LA CURTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre V de I» 

Por los fundamentes ¡del precedente dictamen del Señor 
Procurador General, que establece los hechos y la apreciación 



It-jíal de los mismos con arreglo a las ccmstancias (te autos, se 
rit clara improcedente el recurso y en consecuencia mal concedido 
el que se dedujo pata, ante esta Corte Suprema. Xotiíitjttcse, re- 
póngase el i«í|K'l y devuélvanse. 

J. Fl<U EROA AlXORTA. — KoHIiRTO 

Rkpetto. — R. Guido I, avalle. 
— Antonio Sagarxa. 



Ihm Gititientto Morsttnít r mitra ti Htíbunm Xadmuil. sobre itiiii- 
pliinn ato tii- i nútralo y exeritununm. 

Suimrío: La Nación no está obligada a otorgar título de pro- 
bidad al arrendatario que no cumplió con la ul ilinación <!c 
atender personalmente la tierra arrendada, es decir, "los traba- 
jos cpit exjjgie su explotación" y que >ólo Jo \ñm |>or intermedio 
de >u apoderado, pitr cuanto el artículo 13 del remíralo, encor- 
dante eon el 55 del decreto reglamentario de la lev ( 41ó7 ). exige 

La 110 explotación |>ersonal im|mrta una operación equívoca, 
un acto ilegitimo de especulación en perjuicio del aeervo fiscal 
y de la prosperidad del píiis, reprolado por la ley y per el con- 
trato. 



FAtJ-O-S 1>K !.A CORTE SI TREMA 



SENTENCIA DFX JVE7. FF.DKKAI. 

Bultos Aire». Junin IN ilv l 1 '-». 

■ 

í.ns promovidos jkjt (¡uillcrni» Morstadl contra la Nación. 
»ém cumplimiento de contrato y escrmiarición. 

t". moderando; 

l f ha- t-1 ador mamtuMa en -u di-manda de ís. 5 haln-r ee- 
M.rado "c-.íi la Nación i>or internuilin de la Mtó&i M 
iU Tii Tras el o nitrato <pie acompaña, cu virtud del cual la Xa- 
cm arrendó |«»r chico años el lote 54 M (lt ' 
( nu. zona Norte del rio Santa Cruz. estipulándole las condi- 
ciones del arrteiuto. pago, mora, mensura. expl» nación, denclio 
;» o mitra, etc.. .pie dicho a nitrato contiene, 

Kxpresa «¡tu ha dad., pleno y oportuno cumplimiento a todo 
euantó se ob%éi pites t&gjb los arrendamientos, pohló. el campo. 
v« riíieó !a mensura y ejercitó sti derecho ;i compra tic la mitad del 
iutctu -ámlole la Nación esle derecho — a (wsíir del diclamen 
írm.raUt al actor emitido jxvr el señor Procurador del Tesoro — , 
iin diantt un dicreto del I'- ¡£. míe *e basalwi en ilinaciones e\- 
trmp.>r;'inia>. cuantío ffi realizadas con espíritu parcial. 

\grfcga une ftK- desalojado del Me |K.r orden del Ministerio 
de Ají riath ura y «pie no se hizo liijiar al ludido de reconsideración 
interpuesto acerca de la depilatoria de su derecho por parte 
del & \L 

Deduce, pues, di manda a fin de que la Nación sea conde- 
narla a e-erínirarle la mitad K>le del lote 54 de la zona Norte 
del n.i Santa t ni/, y así lo pi'le. con costas. 

> ( ,!neinuada ta cue>iión planteada a Es. 11 vuelta por el 
señor IWuradnr Ffefca'1 acerca de la necesidad de venia para 
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dunandar a Ta Nación, con los autos de ís. 15 y 21, contesta 
la acción el señor I 'meurador Fiscal a fs. 37. expresando que el 
articulo 10 tlrl o nitrato establecí' una obligación condicional *[v 
vender la tiirrcu una vea satisfechos ciertos requisita por el ac- 
tor \ como no fueron cumplidos, la obligación de venta queda 
>in efecto. 

A^re^i que toda cuestión entre pane* debe ser resuella 
administrativamente según el articulo 1/ de] coniralo. y de coti- 
siguienn ningún tribunal de justicia puede rever pronun- 
ciamientos del IV F. en este caso. 

Señala que la caducidad del derecho a compra del ador fué 
di clarada por decreto de noviembre (> de 1 ( LM por íaln de cuni- 
10 de la;* obligaciones estipuladas en el o nitrato, según 




Y lítelo de insistir en 
con cosías la demanda, 

2" Que en lo relativo a la falta de potestad de los tribuna- 
les de justicia de que >c oeitjia el señor Procurador Fiscal, al 
contestar ln demanda, para juzgar el presente caso, el suscripto 
se aliene que la justicia federal es competente para conocer y de- 
cidii en los juicios que contra la Nación se deduzcan, por CUtn- 
|itimiento de las ohhgacii mes emergentes de un ct nitrato de arren- 
damiento y compraventa de tierras de la Nación. 

Sobre el punto, el suscripto se remite en un lodo, a cuanto 
expuso en mayo 15 de 1 *> 1 K. caso Julián l'uerla v. Nación. " (Ja- 
ceta del Foro", número (05, y en el caso Parsqns Horne v. Na- 
ción, con techa febrero 17 de Í9\V, confirmado por la Cámara 
Federal en julio l v de l n d9 y |x»r ta Suprema Corle en noviem- 

de la Suprima Corte, tomo 130. página ¿SO 

mde |Kir la tanto desechar la observación prcaludida 
de la falta de potestad de los t 
y decidir en esta causa. 
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,V ( Htr di los (impiu* urmhio- de la *liti^ contestntio" y 
actuaciones administrativas a^reyadas a estos autos, se desprende 
que la caducidad declaróla i«.r el decreto del I'. & tóki no- 
viembre o de 1 4, -M, se funda únicamente en la circunstancia de 
lié haberse fiado jnir jarte del ador cumplimiento a sus * *1 
cionc* di i mi ilación une contempla el contrato de fojas I en mi 
artículo 4". 

1.1 citado decreto indica fe, 414 lápiz rojo, asunciones 
a^n^nda* «|iie las inspecciones veriíieadns en 1<>U, l l HS y 
1**22 coniluci'ii a b condición de que debe cndttcaw Ja con- 
cesión acordada a! actor, ]**r no hnher llenado en forma tas obli- 
gaciones del contrato, aludiendo con esto a lo concerniente ni 
artículo 4", toda vez «pie no se hace cuestión en este pleito de lo 
relacionado con los pne.os del arriendo, realización de la mensura 
\ demás condiciono fijadas en dicho contrato ele ts. 1. 

Y bien: de isas actuaciones administrativas resulla ífllie por 
ilícriK» ilel I*. K. fecha ntivieinlire 9 de l'X)7 se le acordó el lote 
fie referencia en arriendo al actor con derecho a compra, extern 
diéndosc el contrato el flia 16 de ese mes y año, adviniéndose 
til el mismo, que "n los efectos de los términos que jara el cum- 
plimiento di- las obligaciones del arrendatario, se establecen en 
lo- artículos de este contrato, se hace constar que la aproba- 
ción del mtMUo se ha dteruado por el V. V.. el din treinta de no- 
viembre de 1*107 «n el expediente respectivo ". 

K1 ador proeuló en 18 .¡e febrero de 1910 a la Dirección 
■ ie Tierra* y < olotltas testimonio de lo actuado en 1n i niU*rna- 
eión <le Sania < ni/ tendiente a justificar la introducción de ga- 
nados y iMiblacioues <le mi pr. ¿piedad cu la tierra arrendada, de 
acuerdt con lo establecido en el artículo 4* del contraté 

Kn atención a ello, se pfodujo v \ informe de Contaduría y 
rli Dirección de Tierras y Colonias, resolviendo el señor Mi- 
nistro .le Agricultura ordenar en agosto 9 de 1910 se aceptara 
el ¡a^o (fe la tercera cuota del arrendamiento, lo cual se verifico 
. u ¿| tic ese mes y año. 
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Km oetnbre 2o de 1**1 1 et l\ H. dicta un (kmtn aprobando 
la mensura del ít-u- 54. y ni noviembre 2* de l l M2 et ador ejer- 
cita mi derecho compra, constando haljer si :1o jaculas lotal- 
mentt las cinc- cuelas de arrendamiento cu noviembre Mi <K- 
l'íll ver fajas 21. 22 y vuelta. 27. 30, .í.í y vucha. 34. 37 
y vuelta. ,W. ój. <o y o7 actuaciones adjuntas numeración Me- 
sa tle Km nula*. 

Lis inspecciones practicadas por Helio cu 1**13. |mr la co- 
misión ilc 191. S y por Valle jo en l'U2. Iteran a la conclusión de 
f|iu* el actor no ilió cumplimiento a sus obligaciones estipuladas 
en el articulo 4" ilet contrato y en liase a tales inspeccionas se me- 
ló d decreto de noviembre de l'>23 de caducidad, mantenido ni 
ludas sus janes |ior el de julio 2H de 1**25. 

d< que el decreto de caducidad que motiva esta causa, se fundó 
en i ii:>] lecciones hedías en 1**13. y !**22. esto es. cuando ya 

se había extinguido el pla/o de videncia del contrato de arren- 
damiento de foja» 1. el que venció el 30 de noviembre de 1**12. 

Este Contrato impuso al actor ta obligación de "explotar 
personalmente la tierra arrendada, con ganado-* de >u propiedad 
de un valor mínimo de dos mil pesos m u. m cada le^u i kilo- 
inéiriea, dentro de los dos primeros años de la videncia det con* 
trato y a invertir en una o más poblaciones la suma de linimen- 
tos pesos por cada legua arrendada" — articulo 4" — , estable- 
en ndo el articulo 5" ijue "la justificación de lo> capitales en ha- 
ciendas só|«i será aceitada por medio de Tas marcas y señales de 
la propiedad del arrendatario, puestas en las haciendas y debida- 
mente registradas ante las autoridad* s que corre>| mhm la del terri- 
torio", asi como también se estableció en el articulo ó" que "al 
al>ou;irse la tercera cuota adelantada, et arrendatario deberá acre- 
ditar, con coraprobautes <pic exhibirá ante ía Dirección de Tie- 
rras y Colonias, que lia introducido el capital limpio | que se 
xtiert el artículo 4- de este contrato, cuyo nquisito no se 
admitirá el pago de la misma, quedando éste re-cindido sin más 
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liien. ptte>. De Tu dicho anteriormente se deduce que el actor 
dió cumplimiento a 1» determinado eu el articuló 4' < !*- mi o nitra- 
to úimííícó 1»» extremos del arti.ulo 5" y la ai linini-t ración ua- 
t-ional dehe tialier necesariamente entendido que el arrcndatariu 
acreditó el cumplimiento de sus aludidas n( ilinaciones al admi- 
tirU cfl EMÜ expresa el [Jago & la Utrera cu»la adelantada 
de arrendamiento. 

Con esto, a juicio del >uscrirrto, qtiecliüi terminad» il asunto 
<jin lignha al arrendatario om la Nación, la que por lugano tic mi> 
n jirr^cdtnnti--. r'nmi-mnno-.. empleado- y ajenio torno la in- 
tervención ijiu- le correspondía en el trámite de ludas las dili- 
^«etas jíeytínetités. a las t|tu- nadie halló rc|»ro alpino que, "l M1 " 
mi rti mi opon unidad delñda, vale decir, durante la vigencia 
del contrato de arn ndatuíi-ntu. » sea de-di- iinviiinhrv W cte 
¡Mi/ .» itoueniUre .11 > de T'U. 

Plantead»* el easo en la t orina que le corres^ junde y «|iic 
ain eedt. u cuerda el Mi*TÍpio que la Suprema Curte tiene re- 

-urit i jiiieio ,|tie guarda sÉgpalar analogía cu el presente. 

»n <| l.-ui.. 115, pagina -íll de >» colección, 

la circunstancia di- halier-c encontrado abandonado el luir en 
cuestión, cuando se praplieó la ultima in>peceión de qiio informa 
la Dirección de Tierra* y Colonias a í>. í$ y en la que se hui- 
da también el demandado - Gobierno Nacional — |>ara oponer- 
le a la demanda, no puede influir en la decisión de este plei- 
to porque cuando por primera vez m (licito el actur el titulo 
definitivo imit haber cumplido dentro ríe tos dos «mus las obli- 
gaciones de j* filiación v cultivo que le impinia el contrato. ...... 

adquirió irrevocablemente el derecho a la escrituración culi arre- 
i*1o a l«i dispuesto por el articulo 3 V de la ley 41fi~. lo del de- 
creto reglamentario de la misma y ll del liuletu provisorio, y no 
puede *er privad» de él. *in violación de dichas disposiciones'". 

K-tima el suscripto que el presente ea>u encuéntrale alcan- 
zad» por lo resuelto p»r la Suprema Corte en dicha opnrumi- 
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<l;n1, a-i como tamliien que esiá regido por los artículos 4" y 9* 
de la lev 41 (.7. ari ¡culos .K incisos í» 1 -' y & 4.V. -44 y 4* del fós- 
enlo reglamentario de noviembre W <lc l'Xtfi y II 1 '/ y 1193 Gi> 
(li^*> C-ívil y de consiguiente puede prosperar la acción ins- 
taurada. 

A mayor abundamiento, y via de doctrina, d suscripto 
trae a cuenta lo que resolvió con lecha julio 25 tic W2J en el 
juicio I 'tirria, v. Nación — considerandos quinto "in fine" y 
scmo — recavendn confirmatoria plena y -m reservas de la 
Suprema (."orle con fecha abril 2*' de 1^25 lomo 1 4.1. in- 
gina 154, 

I* Que no balado opuesto la Nación más defensas al ira- 
liar la "litis" i|itc las expuestas al contestar la demanda. un ¡me- 
líe el suscripto contemplar el asunto desde otros punios de vista 
y poi lo tanto debe concretar la decisión presente a b que re- 
sulla de autos hasta esta ojMirumidad. 

I'or las consideraciones que preceden, fallo: haciendo lu- 
gar a !a demanda deducida por (iuíllernio Morstadt contra la 

contralo de ís, 1. acordándole al actor en venta la mitad le Vi 
tierra primitivamente arrendada, con arreglo a lo que dicho con- 
trato, ley 41f»7 y decreto reglamentario de noviembre 8 de 1906 
establecen, Sin costas, alentó l<i resuelto |>or b Suprema Corte 
en casos análogos. Notiíiquese. remugase el sellado y oporlu- 
namente archívese, previa devolución del cuerpo de eNpedietiii- 
administrativos adjunto a su procedencia. 

Suíit M. Esi obttr. 
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SENTENCIA DE LA CAMAMA FEDERAL 

Visto-, y Considerando: 

1'-' Se demanda d emnplimit ulu de un comrafo de compra- 
venta ele tierra fiscal y se pide (pie si* eondmc al Col-k-rno de 
la Nación a escriturar a favor de don (¡uillernin Mnrstadi la 
mitad Hsif del lote 34 di- la zona Norte fiel rio Soma Cruz, u-- 
írítorio nacional del mismo n«»iijhrt. 

Corresponde averiguar previamente si la acción estalja jifts- 
eripla cuando se inició el jnieio, cuino 1n sostiene al expresar 
agravios el señor Procurattor Pisca] de Cámara, cu razón *W 
hafcfr transcurrido tftircfe los diez años fijados yo? el art. 41)2,1 
tfcl GfcfigQ CMli ya se cintile ese termino árnik la fecha del 
contrato, o desde la toma de posesión ele ta tierra "i desdo i-l 
vencimiento cid misum. Setftm el representante del actor, debe 
comenzar a contarse ti termino para prcscrilnr desde la í celia 
del decreto de caducidad, año I92,í; y auui|uc se contare desde 
d vencimiento del contrato, año 1 la acción no s-* lialiria 
proscripto, jtorepte destilé 1913 hasta Morstadl lia estado 

ausente dd jiais y t*ti tal si i nación d término de la prescripción 
i - de veinte años de acuerdo co» lo «pie dispone d mismo art. 
40-M del Código Civil. 

2" Corista di* autos que el lt> de nrivit-mlire de PJ07 don 
Guillermo Morstadt, representado por ib ni Ernesto Hounré, ee- 
ldnó con la Dirección ( ieneral de Tierras y C olonias dd Minis- 
terio ile Agricultura, contrato de arrendamiento jtor el lote de re- 
ferencia, compuesto de mía superítete apr tximada de veinte mi! 
hectáreas. |»or d término ile cinco antis a contarse desde la fe- 
cha de su aprolKición por d l'oder Ejecutivo. A fs. 24 de !as 
actuaciones administrativas corre un decreto de aprobación, te- 
dia .>(' de noviembre de ai piel año. 
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Estahíece el articulo lí» drl contrato, que cumplidas h.í 
obligaciones tk l mismo, l*I arrendatario tundra derecho a com- 
prar a su terminación la mítarl riel terreno ar mu latín. 

lomo la acción deducida is. se^ún queda dicho, ]h» cum- 
plimiento de contrato en (o que se refiere a la compra venta «Ir 
la tierra, es indudable que desde la terminación de aquél, treinta 
de noviembre de 1912. dehe contarse el término de la prescrip- 
ción, jiorque disde entonces Mor>tadl deducirla para evi- 
tar 7 que se prescribiese. 

\"o es atendible el argumento aducido jnir el escrito de fs. 
115 para sostener que de acuerdo con la corneta interpretación 
del art. 17 del contrato y con tallos de esta t ámara. MorstadT 
no podía recurrir a la justicia sin antes agotar el procedimiento 
administrativo. 

Desde liu'jro. el art. 17 aludido sólo se refiere a las cuestio- 
nes que se suscitasen entre el Cobierno y el arrendatario con 
motivo del ar rendan liento, las que debían ser resueltas admi- 
nistrativamente, y no impedía el ejercicio de la acción deducida. 

Wtr «ira |>arle. los preceptos de la ley V 3 g 52 sobre de- 
manda;- contra la Nación que obliga a rt clamar previamente 
ante el l'oder Kjcculivo. tampoco ul,s * a n la interposición de 
una demanda con el fin dt- interrumpir la prescrii>ción de acuer- 
do cfin el art. del Código Civil: primero, |H>rquc si no se 
ha cumplido el rtquisito dt= la previa reclamación no l*>drá darse 
curso a la demanda, |»ero ella será útil para interrumpir la pres- 
cripción en los términos del recordado nrf. ¿9H6: y sonido, 
porque no debe esperarse indefinidamente la resolución admi- 
nistrativa, desde que el art. 2" de la ley citada, establece el pro- 
cedimiento a seguir en caso de demora. 

m Establecido que la acpiójií^Alorstadl pudo ejercitarse 
desde el M) de noviembre <le l912Tqueda 
que término se 
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Tratándose de acciones personales, la prescripción ordinaria 
es de diez afms entre proentes y veinte entre ausentes, Y cttan- 
ili» el acreedor estuvo pnrte del tiempo presente y vane ausente, 
cada do* años de ausencia se contaría como uno para completar 
los diez <k- presencia, de acuerdo con la rej;la establecida en él 
arr. 4U>2 del Código. 

Como >f h i recordado, afirma il reprenentante del actor que 
Morstadt estuvo ausente del país desde 1**1.1 hasta 1 U _\Í. y pue- 
de tt'iierse por cierto en vista de lo míe resulta, expedientes ad- 
ministrativo* presentados al contestar la demanda y oíneidus 
como pruelia por el señor Procurador l'iscat. 

Siendo así. la acción no estafea preseripta el de noviem- 
bre de 1°25 en que se inició el juicio. 

Xo e> óbice a esta conclusión el que Morstadt. a determina- 
dos fines, haya tenido en el pafe representante que pudo ins- 
truirlo de- la marcha de sus j¡crf iones, pero »i la lev ni la ju- 
r i -prudencia establecen distinción al respecto. 

Es verdad míe una de las razones i>or las cuales el legis- 
lador lija nn término mayor |*ara la prescripción entre ausen- 
ten e> i pie el aeru-dnr se encuentra imposibilitado n en dificultad 
para vigilar mi* derechos y puede ignorar durante largo tiem- 
po ]u tpu: ocurre. IVro no es é>a la única razón, y si la ley hu- 
biese tenido en cuenta sólo eso, habría establecido que la pres- 
en]* ¡ón e^Hfial no rejoria cuando se proKise que el interesado 
habría tenido conocimiento de los sucesos, y no diría, ari. 3W, 
'"habita en la provincia" y "está domiciliado hiera de ella", cir- 
nmstaucia ésta «pie no excluye una pronta y completa infor- 
mación. 

r IW lo (pie lince al fondo del asumo, el señor Procu- 
rador Kiscal de 1* Instancia ha planteado al contestar la de- 
manda, dos cuestiones fundamentales, que reproduce el señor 
Procurador Fiscal de Cámara al espresar agravios: a) es evi- 
dente atento lo establecido en el art. 17 del contrato y en el art. 
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11*17 ihl Código CMI que las partes renunciaron a lodo re- 
curso judicial i-n cuanto se refiere a las diligencias que entre 
ellás Mirgieran acerca de la verdadera interpretación y de la 
furnia de ciiTiiplimit ulo di- cada una y indas las estipulaciones 
contenidas en el contrato; b) carece de derecho el deinandatite 
para reclamar la escrituración de la tierra. )x>rquc el incumpli- 
miento di las olí i ilaciones a cargo del arrendatario fué probado 
en forma indubitable con las prolijas y largas tramitaciones ad- 
ministran \a>, examinadas con acierto y verdad en el decreto 
de fecha 6 de noviemltre <k* 1923. 

Respecto de lo primero, la evidencia que se alega no re- 
sidía fie los términos de la cláusula aludida. La buena fe y la 
equidad son, como observa Pemolonibe, los pitias mejores de 
la inter p reí ación de los contratos, y tío es razonable concluir en 
amulad y launa fe. míe por el contrato de fs, 1 se convino 
en la renuncia de toda acción judicial, dejando librado el cum- 
plimiento de aquél a la voluntad de una sola de las partes. 

En cuanto a la falta de cumplimiento por el arrendatario 
de \ns obligaciones impuestas, cnrrest.tondía al actor la pruclta 
de que cumplió el contrato de fs. I, npirt unamente, y es nece- 
sario analizar los elementos de juiciu traídos a los autos. 

5" Consta a fs. 1 tle las actuaciones administrativas, que el 
26 de enero de l'W» en taltal. Uepública de Chile, don (oiillcrmo 
Mor*tadl otorgó poder a don Santiago Frauk para comprar, 
arrendar y «jcupar del Fisco de la República Argentina campo 
píira crianza de ganado en el lerritorio de Santa Cruz, Le con- 
fiere todas la* facultades necesarias |>ara el perfecto cumpli- 
miento del mandato y ta especial de delegar el poder a la per- 
sona que crea conveniente. 

Kn Rueños Aires, el 22 de marzo de 1**07, Fratik susti- 
tuyó el poder en todas sus paites a don Krneslo Honoré. quien 
después de diversos trámites firmó el mencionado contrato de 
fu. 1 de estos autos. 
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;i >u art. i", la cunta anual * |in- deláa alionar 
el arrendatario ira Ut- doscientos pgttw p"r cada <1us mil "Hu- 
ilienta- hectáreas, y el |«fc^« » debía hacer** por cuotas anuales 
atlrl;ini a. la- de íguál valor' la primera al firmara eJ contrato, 
como >e efectuó, y las cuotas siguientes ;i mis respectivos yett r 
ctniietttos, 

\ f>, del exilíeme administrativo Mi uniré soMío <pi. 
m- le aeeptáta él pago de la tercera cuota por haber-e compro-- 
hado la población. ]iago qiu; se mandó aceptar a ís. 32 vuelta; y 
:i ti. 58 consta tiue el .V) de noviembre (le 1**11 quedó cancelada 
h deuda medianil el pago de !a quinta cunta anual del arren- 
damiento, 

t? H-tahlecc el articulo 4* del» contrato que fe obligad- m del 

lÉíiu de su propiedad, de un valor mínimo de dos mil -icsos en 
cada ligua kilométrica, íleotm de lo> primeros años de la vi- 
dencia del contrato y a invertir en una o más |mhlaeioiies la 
suma de quinientos jiesos por cada legua arrendada. La justifi- 
eaeión de los capitales en hacienda sólo será aceptada, art, S v . 
líor medio de las marcas y señale- de propiedad del arrendatario 
pm Mas en las haciendas y debidamente registradas ante las au- 
t*irir|ade> que correspondan del l<rriiorio. Y al abonarse la ter- 
cer;- cuota adelantada, el arrendatario deberá acreditar, con com- 
prnl.;mte- que exhibirá ante la Dirección de Tierras y Colonias, 
art. que ha introducido el capital propio a que se refiere el 
4', ^¡n cuyp requisito no se admitirá el pago de la misma, 
quedando rescindido el contrato sin más trámite. 

7" Sostiene el >eñor Procurador Fiscal de t ámara al ex- 
presar agravios que el eoncesionario tu ningún momento ha cum- 
plido eoii la i -Micción contratada de explotar personalmente la 
lii i ra arrendada, pues según rebulla del espediente administra- 
tivo, la primera inspección efectuada sólo encontró al trente del 
lote de referencia a mi pariente del señor M'Ql$$acÍt» la segunda 
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o-mprobó qi» ii lote m* hallaba al cuidado de un capataz, y la 
última soto encontró a un peón representando al concesionario. 

La t i.ru- Suprema y rsia Cámara se han pronunciado ya 
acerca de Id íjue debe entenderse pur explotación persuiial, de- 
clarando q»e los fino económicos de la colonización se alcan- 
zan dentro dd espíritu de la ley fie tierra^ con la dedicación |n.-r- 
*oual del colon* >, a ln explotación aurícula, lío siendo necesaria 
su residencia cemtinua. porque es evidente que puede vigilar a 
*us dependientes y obreros violando | leriódicamente el terreno y 
val i rudos*: de caros medios eficaces de información. Puede aj¡ re- 
garle que si dio r> asi cuando se trata de tierras destinadas a 
fe agricultura, con mayor razón 1*» e< respecto a las qué se 
destinan a la ganadería. 

Lo míe la ley y el contrato en sn art. 4" roctamcnle inter- 
pretado finieren, es fpa el arrendatario explote la tierra directa- 
mente, sin arrendarla a su vez, para evitar que se pretenda ad- 
quirirla con meros fines de especulación. 

Otros propósitos. que han estado sin duda erj la meiiie fiel 
legislador, copo el de potifeir territorios desiertfis, se cumplirán 
necesariamente con el hecho de la explf ilación, y los hombres 
que allí se radiquen como depeudieuU s- y foreros para realizar 
las faenas consiguientes serán también facióle* de progreso. 

Xo e> posible entonce*-, sostener que ]»or no haber residido 
en la tierra arrendada el actor no ha cumplido con las obl ila- 
ciones ¡TUpuestas por la ley y por el contrato. 

*S V En cuanto a la obligación de ]>oblar iMti ganados e in- 
vertir capitales en la proportión ipie establece el arl. 4" del c* ni- 
trato, debe declararse suficiente ta prueki ofrecida pút el wétüt 
para acreditar su cumplimiento. 

Kxiste ante IínIo k presunción a su favor que deriva fiel 
hecho de habérsele acopiado e! pago adelantado de la tercera 
cuota fiel arrendamiento, pago que no se le debía admitir sin 
la debida comprobación, como lo establece el recordado art. IV- 
del contrato, 



i:i Directo* de Tierras y Colonias. f>. 32 del expediente 
administrativo, estimó >ufieieiitemeuie acreditada la afirmación 
de. haUer-e cumplido con las condiciones de pol ilación, y el Mi- 
ritjttrft d< Agrienlnira resolvió inte aceptara el pag" ofrecido. 

i:i eéttííícatfq dé ís, SÉ íta> y i7. emanado tic las uiuurídude* 
fltl territorio, ira útil al fin pítipestó y si fto I" ludiiera e$# 
martü laMante, el Ministerio tiabria mandad» pmctleár dfe inme- 
diato una inspección . Lo »nu* <n el >l- expresa aparece v^rro- 
lirado i»nr la- declaraciones «1c los testigos Hugo Uvely y C]au- 
íiio Waring. ís. M y 00 «le estos autos. 

1 )il informe del inspector licllo. expedido en el ano 1913* 
mié >e cita a fs, 5° y fo vía. del expediente administrativo, re- 
sulta qtte el concesionario había invertido en poblaciones los ca- 
líllale- '¿11- debía invertir por el contrato. 

En Oiánto a la- hackmlas. si bien esa ft^pecciSn tto en- 
contró la cantidad «pie el contrato prevé, ello carne de ini|*>r- 
nim ia decisiva, pori|U<* es lógico rpie el arrendatario no está 
obligado a tener en el campo permanentemente el número de 
cabezas determinado. La hacienda puede morirse, o ser vendida 
en pane. -> llevada transitoriamente a o(ms lugares por falla 
de agria de fastos n por cunl.piier otro motiv» inherente a la 
explotación. 

I.;ts inspeccione* posteriores fueron practicadas fuera de 
u'-rmiii". cuando el dt recito del arrendatario a comprar la frac- 
ción rc-irvada estala ya fijad». Argnmento del considerando 
sentencia dé la Corte Suprima, tomo 14¿. pág. .111. con- 
firmatoria de la de esta Cámara. 

|\t estos fundamente* y eoncurd antes fie la sentencia afie- 
lada, >e ta confirma, declarándose que la Nación está obligada 
a cumplir el contrato de l\. 1 acordándole al actor Guillermo 
M.-r-tadt en venia ia mitad de tierra primitivamente arrendada 
coi} afreto a leí «pie dicho emirato, ley 41fi7 y decreto regla- 
mentario de noviembre S de Í0O6 establecen; sin costas, atenta la 
naturaleza ííe tu cuestión resuelta. — Rodolfo S. Ftrrtr. — \f<tr* 
frfhto f.SioUhh. H. .1. $üm AWhmm Et> difidencia: </. 
/'. Lttíhí, 
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Uuv ía ilición, demandada. h:i opuesto en esta instancia 
Ir. prescripción, fundada ni la inacción del acreedor por más de 
diez años, desde que pudú ejercitar la acción hasta ti .10 de sep- 
licmhrc de 1925 que dedujo la demanda, y en la disposición del 
avr. 4<iJ.i del Código Civil <jtu ilice: "Toda acción perenal por 
deuda exigiltle se prescrihe por diez años entre presentes y por 
veinte emre ausentes", 

l ; .1 ador, intre otras objeciones, le afolle que é tétmwto 
del art. 4023 no ha transcurrido, porque de 1V13 a 1**23 ha es- 
lado anéenle de! pais. "í/i afirmación (pie hago — dice — no 
necesita pruelia. porque ella surgí- de las inopias y repetidas 
áfírmaciiiues del I 1 , K. tu el expediente administrativo agregado 
cnum prneUi": en virtud de esa ausencia el (¡ohierno consideró 
que n<i hahia cumplido el contrato y le caducó sus derechos l M) r 
decretu de nuvirmbre o de 1**23; decreto cu el que se afirma que 
'"Murstadt nunca lia residido en el territorio". Cita diversos in- 
formes de las oficinas administrativas en los que se dice: a fs. 
70, f¡ue "vive en Chile"; a fs. VI, ([uc "nunca ha residido en e3 
territorio y actualmente (octubre de IVliíl está en Alemania* 
lo mismo que su a|K.derado Frank" a h. lrrfr, que "ha estado y 
está atiente de la República"; y a 20$, que "ha estado en 

diversos poderes que corren en autos, otorgados |>or él cu el 




pnr comprolwida esa ausencia, es de advenir sin 
emk'irgo que consta de autos que Mnrstadt tuvo representación 
acre-litada durante el lieni|m que titee lm?)Cr estado ausente, ges- 
tinnando constantemente, ante las autoridades administrativas 
del naí*. el cumptimeitlto de la misma utilización qu< 
juicio y cuya prescripción se ha alegado. 
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los flus, ¡uro que estantío cercano,-., podían aquéllos, residiendo 
en tino de lo> lotes, atenderlos personalmente a lo-, dos; caso, 
como se ve. diferente del presente. V es ocioso discutir aquí si 
el colono está ti no obligado a t ral tajar en las labore* acriollas 
con mis propias manos n m basta su dirección y atención personal, 
ya <|tn- atnKas |>osil)¡l¡dade- están excluidas. 

Sostiene el actor que su derecho a comprar quedó fijado 
en 1W. al aceptársele el tercer del precio del arrenda- 

miento, de acuerdo am ^ fl " Contarlo que dice ; "al aho- 
narM la teñera cuota adelantada, el arrendatario deberá acre- 
ditar (pie ha introducido el capital a que se refiere el art. 4*. sin 
cuyo requisito no se admitirá el |«go. tpicdatidn el contrato res- 
i ludido sin mas trámite". 

Si así fuese, seria muy fácil a lo* arrendatarios hurlar la 
ley, l.es tütstaria introducir en ese momento dicho capital y 
retirarlo después, dejando incumplido el contrato en los tres 
últimos años de los cinco que al ta rea. Podría también halief fal- 
tad^ a otra obligación no escrita ni el art. 4". Además, el ari. lo 
expresa claramente que el arrendatario que ha cumplido tus 
oNiiiút iones tendrá derecho ii iti terminal-ion t -tw trato . , . 

Ks pues a esta fecha ( noviembre M\ de 1*HJ> que ha podido 
nacer el derecho cuestionado, acreditando haberse cumplido has- 
ta el fin todas las condiciones. Así ajwirece halterio entendido ac- 
tor v demandada. Kl primen» solicitándolo a ese tiempo ( fs. 56 
expediente administrativo i , y la secunda cuando por medio de 
ta Dirección de Tierras y Colonias, proveyó al ¡tic de la so- 
licitud "Informen Registro, Contaduría e Inspección General". 
Y a raí* de esta providencia, se practicó la ms¡>eceión de Helio, 
a cornil u/os de I*-* 1 3. quien informó (pie el arrendatario residía cu 
Chile y no bahía explotado personal mente. 

111 pago adelantado de la última cuota efectuado un año 
ante- de finalizar el contrato, latiqioco prueki acahadamente el 
cumplimiento hasta el fin de todas las condiciones de adquisición 
del derecho. 
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Líi taita ile observaciones de june de la ailmii ñst ración, 
durante la videncia del contrato <|Ue i ' actor invoca, puede muí 
presunciones a su favor, pero no una prueUi acabada e irrevo- 
estille. «|iu uo admita otra en o mira. De manera que -i al lerim- 
nar el ct nitrato, en ocasión de exigirse el cumplimiento de la 
obligación de venrlcr, la administración descubre recién que el 
arrendatario lia estado en falta durante su vigencia puede opo- 
nérsela. 

Por tos fundamentos expuestos, se revoca la sentencia ape- 
lada «le fs. '»* y se rechaza la demanda; costas |n>r su orden, aten- 
to las circunstancias de la causa. — J. Lima. 

i 

FALLO DE l.A CORTE SUPREMA 

límim* Aire*, (Vnibrt- .1 *W W". 

Con-iderando : 

* 

Ovu la cuestión substancial i|iie. por su importancia y la 
necesidad de sentar jurisprudencia al respecto, corresponde exa- 
minar en el caso sub-lite e* ta que surge del propio contrato dis- 
cutido, a Saber: ai el ador ha cumplido con las obligaciones iinv 
le atañen y que fundamentan la acción instaurada (arls. 1W 
y 13>1 del Código Civil ¡r. 

Ella es esencial, |»or cuanto, *egún el art. \h del contrato, 
depende del cumplimiento de isas obligaciones el derecho del 
¡■i n iidalario a comprar la mitad del terreno arrendado, |>or el 
pncie y condiciones ingertas en el art. 7 f K Dicho derecho, es per- 
sonal \ sólo puede transferirse por vía hereditaria, tal como lo 
declara el art. S, acentuándose este carácter con la declaración 
de ^transferencia apoyada ésta en la rescisión del art. 10, si el 
contrato se cede privadamente o si se celebra por imeriiósüa 
prrxtna. Ks tan constante el móvil de la convención en este sen- 
tido, que en la enumeración de las obligaciones a cargo del con- 
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cesa mario, se puntualiza la "expli tuición personal de- la tierra", 
a 111a- dil jago del arrendamiento, de la ejecución de mensura 
y deslinde, de la introducción de ganados pro] ños. de la inversión 
ik capital cu pnlilacionc?. y de rio cortar árboles sin permiso v— 
[H-cia!, « «Mi naciones estas últimas, expresada* m l<»s arts, 2, 3, 4 
y 12. como complemento de la acción civilizadora. 

.Vi. pues, del cumplimiento conjunto de i-stas ohligaciotu-s 
depeiifle el n c< movimiento del derecho invocado, como lo precep- 
túa la cláusula K» referida, que llalla su complemento en la 13, 
que dice: "si el arrendatario no cumpliera cualquiera de las 
condicione-, tslahlecidas en este contrato, perderá la< cuotas 
obla Sa> y mejoras adheridas al suelo, declarándose éste cadu- 
co". Esta declaración de caducidad es de índole administrativa, 
concordando en 16 demás la cláusula recordada, con las pres- 
crij piones de los aris. 52S, 534 y 5¿> del Codito Civil. 

cjm el estudio de estos autos, comprendido el expediente 
a Immistrativo. agregad" «mr cnerda, demuestra que la cuestión 
iutLuamcutal gira en derredor de "explotar personalmente la lie- 
i ra"', ptjr parte del actor, ya que no ha cuestionado lo atinente 
al pég$ y iiK iisiira. ni se ha hecho objeción de fondo con res- 
pecto a la plena justificación de los capitales introducidos, no 
■ «Lsiante tus reparos formulados. 

<Jue tstrjtO en la contestación de la demanda, pQf d Pmeu~ 
rador fiscal a í>. 37, como etl la expresión de agravios por el 
I 'ri «curador hWal de t ámara a í-, 1 1 2. como en to lo el cuerpo 
«Ir antecedentes administrativos, se ha hecho mérito del incum- 
plimiento de aquella condición impuesta al coticcsionarip, y <N 
ni i sin virtud que Sé menciona el decreto de caducidad del I'. 
K. N. dictado en noviembre de l l >J3, asi comí» la negativa de 
su revousi leración por el misino, m^iiii resulta a 1%. 414 y $15 
riel expediente administrativo ; contándose como excepción el 
dictamen del l'rocuradíH' del Tesoro a ís. 131 vuelta, que con- 
fornu ¡l la jurisprudencia de esta Lorie Suprema, no constituye 
reconocimiento de derechos pnr ni» haber sido adoptado por el 
Estado. (Jurisprudencia Argentina WVI/W 1 !, 
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i >tu- -c ha sostenido, puev i'ii i-*t:t lilis, que MoiMadl en 
iiiiiiiúii momento ha cimipíi !»' en forma mis obligaciones pcrsu> 
líales, como 1<> revelan las diversas inspecciones * íecinadas por 
la I >Íreeeión de Tierra>. I faciendo candil de dicha eiretins- 
taueia. la Cámara IVderal en su seimneia. a ís, 12* vuelta, con- 
siderando 7". al aludir a otros casos resueltos, se detiene a pre- 
ciar t'1 alcauec (Ir la expresión "cx| Mutación persnnar, como 
la ik-clicacwm indi vidual del colimo a la explotación, sin nece- 
sidad de residencia continua, por ser factible la vigilancia de 
los dependientes y ubreras cotí visitas periódicas al terreno • > por 
.iinis medio, eficaces de información. A juicio del tribuna] 
a-mio, lio que la ley y el contrato en su ari. 4 quiere * e> que 
el arrendatario explote la i ierra directamente, sin arrendarla 
a sn vez. (Kira evitar que se pretenda adquirirla e< »ti meros fines 
de especulación". Helando a la conclusión de que. "no es po- 
sil de entonces sostener que. no liahcr residido Bit la tierra 
arrendada, el actor no lia patón! ido con las obligaciones impues- 
tas por la ley y ¡>or el contrato". 

tjue, tu sentido contrario y en forma de interpretación re- 
metí va. la disidencia ilel Vocal doctor Luna a fs. 1JW, hace no- 
tar míe. sentencias confirmadas por esta Curte Suprima, lian 
resintió que no es indispensable míe el arrendataria resida en 
el lote mistóO, por tener concesiones |¡ró\iinas u linderas. que 
permitían la atención personal simultánea, So cual es imposible, 
cuando se ha vivido en é extranjero. Tal variación le aporta 
en consecuencia de una interpretación tan amplia, que permita 
al obligad" ampararse entra la ley y el o nitrato, en perjuicio 
de los intereses confiados precisamente a esa ley y a ese con- 
trato. 

<Jue eorres|H>ndc, en efecto, observar que. en los fallos de 
tsia Corte Suprema qtie han sido mencionados en esta lili-, 
uno ile ellos registrado en el tomo 24, pág. 283. se refiere a ad- 
judicatarios con residencia en el pueblo de la colonia a que jkt- 
teuecía il lote, o en otro inmediato a la misma ;i dos hura', de 
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camino ; lo cual. [»or cierto, permitía vNitar treruenít ir.ciitr 
ambos fot#s % ejerciendo un contralor directo Mihre mi explota- 
ción. Xn era ra/onable. en verdad, exigir a una sola perdona la 
n-ideiieia simultánea en dos ]oie> diferentes de tierra. 1 Cu el 
nirii fallo, registrado en el tomo 10$ pSfc. .111. ta 1'nrtv Su- 
pretiia. concordante con el anterior, >ólo cxíjíc litcudcr perso- 
miíiiit-ntr, aiin<|iie no >c roida cu el Inte pcrmanemenientej es der 
eir. "atender per Mjnaln unte l"> traliajn-* míe exija mi «-xpi» «la- 
ción. ...... '*, pues. >i- trataba de un comprador de un Me cu 

* Otilia y de <»tr«i ni la Colonia lirias, y desde eMe, donde residía, 
podía dirigir sin dificultad lo* irahajo* de aquél» por la corta 
distancia de oehu kilómetro.-. <jhc lo-, se] airaba. 

•_>iu i'Mp lanlii. es del ra^n e< «nei'i-lar la eiu-tión ut 1o> 
giitétttes lOrniiuos: ¿Efl vi Mib-judiee se ha cumplido COlí cMa 
obligación: Caben d<*s MipoMeioiie> a inicie j de este Tribunal: O 
Morstadt ha residido mi la concesión \* en tal caso puede decirse 
íjtie ha realizado una exph ilación personal: o no ha residido, y 
en eMa alternativa cal»e aún distinguir -i por falla de ri -videncia 
constante atendió o no personalmente e-a explotación. Ilccarta- 
da la residencia ame las probanzas de autos, podría hacerse valer 
una dirección |R»r>onal a corta dÍMancia. i|ne lampoeo aparece 
nn»( tatla. ptiés mi acción fué indirecta, a cargo dé apoderado en 
repn entaeióu. Esta inierpreiaeión. pur o ira parte, no puede 
-ir tan tala tpte ftaga perdí r de vísia e! móvil de la ley. pges 

iifi puede substituirse en absoluto el concepto de residencia por 
■ 1 -U- o-rre-pon Inicia , A lu más que autoriza ta jurísprud" ucia 
i a c< m-aderar el factor de permanencia discontinua dentro del 
de residencia legal, lampero, e.s inadmisible míe pueda eouciliar- 
-i la ausencia l^tal con el acto de dedicación personal en la ex- 
plotación, iiti obstante las atenuaciones consentidas en una ac- 
tividad cittc p 11 !* fuerza di be Ser directa. aunque eMa >e verifique 
coii lo* intervalos tolerable* de tiempo y de lu^ar. 

Que este razonamiento, en efecto, tiene su liase inconmovible 
cu la legislación agraria vidente, rute, tiende a resolver el des- 
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tquilihrio eJcisi&íílé entre la extensión territorial y la pobhcioii 
del iiais. Ante semejante d«*pn>|n>rción, muy gafe ha t,s ~ 
ptrarse M solo aumento regáa¡$VQ «fe ésa pohtótói aterra de 
cuya seguridad es garantía el esfuerzo normal ik las autoridades. 
Kinpero. la mayor eficacia y U» medios más electivos surgen 
dé la colonización <le los Territorios, que jirimica el adveni- 
inientM le las corrientes migratorias arraigándolas a su mu lo, 
t limpíese así. el alto pro|»ó>Ho de la Constitución, cuando entre 
las atribuciones del Congreso, establece la de promover la co- 
Inni/ación de tierras de propiedad Mona!. liste anhelo se llena 
con el sistema de las leyes orgánicas de turras, en la doble arción 
i. - poblar y ile crear fuentes de riqueza. 

Mtn «na operación equivoca -obre las tierras del («itriino- 
nin mirona!, no seria acto legitimo, sino de especulación y de 
retardo i nt¿#ro» con perjuicio del acervo fiscal y de la pros- 
bridad del >iis. lln su máxima latitud. <lebe ser consentencia 
di i sa acción .- eiat y económica del Estado, convertir gradual- 
mente esos Tern. irios en Provincias, Ks el régimen agrario 
de la Constitución y \v las leyes vigentes, en pmcura de la asi- 
milación de lodos sus i fiadores a la nacionalidad, para ha- 
cerlos luego de|n Otarios de s i destino, como mejor ciiniplinm-nu» 
de la Ley Fundamental de la . '>eióu. (Arts. 25 y inci** 
14 y 167. 

Oue los hechos constatados en esta lilis Innuestran: V f (}w 
Morsíadt no ha esladn al frente de la explotan m en ningún 
momento, siendo representado por su cunado ti señor hrank. 
IT Oue Murstadt no ha probado liaber realizado siquiera vidlas 
pmódicas al eaui]*. de la concesión, MI"' <Jue MoiXaili. un pu- 
dú de tal suerte hacer factible directamente una relativa vigi- 
lancia de sus dependientes y uhrems, ya que só|.. se mam jaba 
por SU apoderado, como lo declaran Jos testigos del artnr a ís. 

y nS. afincados en el lugar. IV" está aciiiud de Morsíadt 
importa acto de especulación reprobado por la ley y el con- 
tato, Y* Qnv Morsíadt. ha vivido fuera de la lierra fiscal sin 
residir tampoco en el territorio dé Santa Cruz. 
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*Juc. en consecuencia, ti pedido formulado en la demanda 
di- « j se condene a la Nación a otorgar el titulo de propiedad 
al actor, un puede pro>perar, porque el art. [$ tiel entúralo eoii- 
fi irdante con ti 55 del decreto reglamentario de la ley. exige que 
se hayan cumplido totalmente las obligac iones del convenio, pa- 
ra -n otorgamiento, y de los autos resulta, om toda evidencia, 
que rsto no ha f«-nrridn: el fallo riel tomo 143. p$g, 154 de esta 
Oírte Sttpn ma ratifica la tesis expuesta. { Puerta, don Julián 
euntra el l'odcr Kjeeulivo Nacional sohre otorgamiento de un 
Ututo definitivo de propiedad fie un imnuelilej. 

íhie resuelta la cuestión prinei|ial. en e! snitido espre-ado 
anteriormente, no es necesario pronunciarse sohre la prescriin ión 
opuesta t ti secunda instancia, ni aún sobre las otra- |>arlicu- 
larúladts de la cansa, ettya resolución no modificaría el re- 
sultad" de] pleito. 

( hie las costas ddieti alionarse en el urden cansado, en aien- 
eiou a la naturaleza del asunto cuya complejidad queda de re- 
heve i ri la- resoluciones dictadas en las tre* instancias. 

l'or eslos Hiiii1.ittu*iit« y tos concordantes del voto emitido 
por el señor Vocal de la l amara Kedcral doctor Luna, se revoca, 
sin costa-, la -enuncia de H. 125. Xoii tíznese y devuélvanse, 

ROUKRTO KkpKTTO. - \i. GtfiBO La- 
vallk, — 1-1. líri/ (irjÑAxr. 



fló% it'- rtmitt l*itihíti tUHrtiv Ui l*tu*f 'tih*hi di Ni tnfucu, soít,- aiiii- 

Sumaria: \o procede el erníiar-o ríe la finca en que se halla 
instalada la Escueta .Nacional di- Agricultura y Kuologia 
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& Mend'i/.a. pur cuanto |»»r el destino especial que la afec- 
ta. cun>ider:ir>eU' al servieiu pnUlie-. y p..r lo unu. 
ítu ra del eomereÍQ¡ 

tam : Iím explica el siguiente: 

KALUJ IJK LA COKTK Srl'RKMA 

J'-hlIIi^ A iris. Octubre X tU- PJJO. 
Aul.* y \"ÍMu. : Consíderan-ln: 

íjne fie los íní«.rmes n¿jre]4a<!os :t los aum*. resulta <|ue los 
Ierren-* denominados (Juinta Agronómica, eml lardados a ís. 
25 2 vía. si* liallan destinados a un servicio piiMico desde el ano 
IS72. romo que en etlí*S se halla establecida la Escuela N'aeiottal 
ile \j4ncnt1ura y Enología de Mendoza. 

<Jue. por liiiim, y deludido considerarse como íuera del 
comercio, los Nenes del Estado que se ludían al servicio pu- 
blico tiiieniras dure esa consagración, en cuyas comlieioues se ha- 
lla mil lardada la finca. por é destino esi>ecial -pie la aírela, 
límenle declarar 411c tm puede nnl largarse, para ser enajenada, 
cotila seria t u el baso presente. { Articulo?* 24M\ íucomi /". 2336, 
J.W, L\ Civil, Kallos ttunn 98¡ página ^tóh 

J. Fhukkoa Aixokta. — Ronr.RTo 

RKl'KTTO. — U. <~¡t'IUO LaVAÜÉÉ, 

— Antonio Sanakna, — Jii.ián 
Y. Ti: ra. 
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I>fi¡ Arturo Bdreetá contra ,! Gohliruo Wtciomt!. sahr,- rJ- 
vittdiiiutón. 

Sumario: 1 v Tratándose de mi juicio reivindicatorío, de una 
íracejón de tierra de propiedad itc la Nación, situada en el 
I 'ui rii i de La ríala, no puede é>ta o-um cesiotiaria de la 
Provincia de Buenos Aires, según ti luí o invocado y no 
discutido, adquirir *obre el bien eut— tioiiado, mayor ni me- 
jor dereehn qlié el míe tenía su cédeme. ( Prese rij letones y 
doctrina tle los artículos. ¿¡!S&, -jo4. y JfrfÜ *1*-1 l'ó- 

dígO Civil ). 

_'■ Kmanado t i titulo ipie el demandado opone a la acción 
rt ¡vindicatoria de la hiísma provincia cedrnte. representada 
jtor todo* y cada uno df h>s pod'CT*^ irjStitlKtonples, en tanto 
j "punían en la órbita de sus atribuciones, y habiendo el po- 
der judicial reconocido que aijiiél o sus causudiabientes, han 
dt mostrado, -prieta, parifica e iimiu mimpida j>osesíÍórt, con 
animo de dueño durante el tiempo necesario para usucapir, 
tal reconocimiento compromete a la provincia mistria ni él 
pronunciamiento, ya nuc ésta no puede considerarse tercero 
divo-, derechos quedan u salvo, cuando el Ministerio Fis- 
cal la ba representado en las icttjaciones, lia dado su con- 
formidad a las mininas y a la res< tinción aprobatoria. 

3* No puede la provincia i putar valor ai procedimiento 
judicial con Milu manifestar con posterioridad <juc se considt-- 
ta tercero no afielado pnr el mismo, ya t|ite ello residía in- 
conciliable con ta misión y majestad de la justicia, con la se- 
riedad del poder administrador, cirti la finalidad de las leves 
orgánicas y con las tíarantias a la estabilidad di* los de- 
rechos. 
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4" No podiendo provincia invocar tules principios* 
Qo earresffc«ide tampoco su invocación por imrti- de su ci- 
sionaría la Nación. 



Cuso: |/i explican tas 



SENTENCIA BEL JUEZ KEHEH AL 

La Plata. Mayo %$ i\ v VJ2H . 

Y Vistos: 

&los auto> seguidos luir ti líMado Argentino, cohtfa *loti 
Arturo líarceló, sohre reivindicación, de tuyo estudio re-ulia: 

L Qüé él Procurador Fiscal, tn cumplimiento de instruí- 
clone* del Poder Kjceutivo y tu ejercicio <le la representación 
que h confiere ti art. I" de la ley 3367. deduce está ncdóu nrf- 
vindícatóría respecto de una fracción de tierra de propiedad del 
listado, señalada en el plano de fs. 1. etmio Intt N* !íí, con la* 
dimensiones y linderos que allí si- expre.-an, y .«tunda en la Isla 
Santiago, Puerto La Pinta, detentada indebidamente, según afir- 
uta, pur don Pedm triarte. 

11. Funda su acción en <|itc el dominio fiscal nacional sobre 
la tierra "sub lite", emerge dt la compra que hi/o la Nación íi 
la provincia de Buenos Aires, del Puerto La Plata, según con- 
trato "ad referendum", de 21 de agosto de l'-H>4. ratiíi:ado 
|Kir el Honorable Congreso Nacional y Legislatura de Humos 
Aires, |ior leyes 443o y ríe 4 de octubre de 1904. res]M?ctira- 
rtíetlte, ájelos lodos protocolizados en la Kscriixitlfa Mayt>r de 
Gobierno dé la provincia, en 29 dt diciembre de 1904, ante el 
cscriK-mo Gerónimo fi llarros, y en la Kscriltama de ( Hibierno de 
la Nación, en 15 de noviembre de 1911, ante el escrikuio dnu 
Eriftíytt barrido, e inscripto en el Registro de Propiedad de 
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esta Capital. bajo el N 112.445. seri** D. en 2t de diciembre 
• Ir PU1, No acompaña testimonio del titulo .Ir la Nación. p<«r 
no encontrar;.! 1 a *u disposición, tu que hace preM-nte a tlee- 
to> del art. fO de la ley 50. Kxpresa que la provincia de Híte- 
nos Airo. enajenante del puerto, tenía sobre éste el derecho 
originario eje dominio, <|tte "avouocc a los h-tado» particulares 
él art, 2.U2 ínc, I* tk-l Código Civil, desde qiie no há trammil ic ]o 
a h rcei'os e>e dominio ante- de iraiisfcftf'lo a la Nación. Om* 
además, por el art. 1 . según la parte, de la ley nacional X" 44A>. 
-e estableció: "míe el lucho di la cesión fiel puerto, no mío- mía 
"el rceoiioemtiuUo como «le propiedad privada tle lo* terrenos e 
"instalaciones existentes en poder di- jiarttcu lares sin titulo legal, 
"v | k ir el contrario, que la provincia transferiría a la Nación, lo- 
**do^ tos privilegios, derechos y acciones para hacerlos valer en 
"la oportunidad, modo y í orí na que creyere conveniente-". Lo 
quje significa rpie la Nación, además de ser propietaria del 1 'tar- 
to ríe Ijl Plata, es cesionario de los derechos y acciones de |ni- 
sesíón i|nc tenia la provincia, solí re la Isla Santiago, con re- 
ferencia a los detentadles de tierra fiscal o intrusos, sin títulos 
finales, existentes dentro de ella. I -a t radie ion del Puerto de l.a 
Piala se hi/o a la Nación el *) tic octubre de 1 l *U. Añade que 
tanto la provincia como la Nación, han aí i miado reiteradamente 
el dominio y ptíáMH fiscal |Mir diversas leyes, dccrettis. mensu- 
ras, (pie constituyen, al tenor de los arts. 2351, 2.\M. 2445 y 
25i <!e! OVligu Civil, actos públicos e indubitados de pose- 
sión "animus domini", entre ios cuales menciona: ai el decreto 
<lil Poder Kjecuhvo Nacional, de 1/ de diciembre (té ÍWM). orde- 
nando al I >t parlamento de Ingenieros, la mensura de la Isla 
Santiago, que realizó el año Ijj la mensura practicada por 

r\ ingenien i Krause el año 1S"2. en la citada isla; ct el decreto 
del Poder Kjeeutivo de la Provincia, de 24 de febrero de PJ04. 
citando a lo- ocupantes de tierra de la Tsla Santiago para que 
<len tro de un léruiino perentorio se presen taran a las < > ficínas 
d< Ti* ras Publicas, solicitando en arrendamiento sus respecti- 
vos l..tt -, bajo a|ierc¡biiniento de inmediato desalojo jior la fuer- 
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za pública, ottno intrusos; la ley de la provincia, (te II de 
emro cíe !So7. que declaró inajenable?* Iíjs terrenos de la Isla >;m- 
tia^u. exceptuándolos así expresamente de la ley genera I de venta 
di tierras públicas; rl el decreto del Podi r Ejecutivo Nacional, 
de M) de litar/*» <k* t*J05, disponiendo la mensura de los terrenos 
comprendido» dentro del Puerto de La Piala; fl la mensura 
de los ingenieros Virasuro. Kseohar y Herrera, del Pnerto di- 
La Plata e Uta Santiago, realizada el 4 de marzo de 1W7; ¡*) 
il decreto del Poder Kjccutivo Nacional de 5 de octubre de 
l l *U4, fijando el 9 del mismo mes y ano para, la reee|)cióii Náfo 
inventario del Puerto de l-a Plata; h I el decreto del Poder Kje- 
cutivo de la provincia, del 5 de oetuhrq <Je 1**04. coniisionando 
al administrador del Puerto de l,a Plata (partí verificar el in- 
ventario y entrega del mismo. l ; unda también su acción, en lo 
preseripto i>or tu* arts. 2142 inc. 1 , 250T». 2521 im\ 4*'. 2601. 
2602, 2NW. 275K, 275<>, 27<*>. 2442. 24.Í5, 24,W y 24.W del Có- 
tíígtl C ivil, y termina pidiendo que oportunamente se declare 
aquélla procedente, condenando, en consecuencia, al demandado 
a restituir la tierra de que se trata, con los frutos o producto- 
que haya jTrorlucido o podido producir, con cuMas. 

III. fjite a í>. II, antes de contestarse la ilemand;i, el ..rfiur 
Procurador Kíscal, amplia la acción respecte» a la fracción de 
tierra sita en el mismo | «traje destinada como lote 44 cuyr. 
períicie y Mu leros constan en et plano que al efecto se acom- 
juña. 

IV. Que notificado el señor triarte, se presentó a fs. 15. 
man i f estatuto que hace cuatro años más ti menos, don Arturo 
Parceló le promovió juicio por desalojo respceio de los terre- 
nos que se reivindican por ante el Juzgado de Paz de la Knse- 
ttada. en cuyo juicio se convino que lriarte reconocía como po- 
seedor de dichas tierras al señor liarceló, obligándose éste a sa- 
tisfacerle el importe de las plantaciones existentes, entendiendo, 
en tal virtud, que el verdadero ]ioscedor de la tierra que se 
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reivindica « s don Antonio Marcelo. De dfcho tscritn >c dió vista 
ni actor, quien lo Contesta ¡i ís, lo, manifestando que halnéiidose 
nn-ducido en el "snh jiitiu-t" Ui situación prevista jn.r el art, 
27 Si del Código Civil, dirigía >« acción cintra 4on Anuru Har- 




V. Que corrido a éste el traslado de ley. contesta la acción 
l?6f intermedio de mi a^derado, manifestando: a) que c-, pro 
nietáíto exéliísivo y (Hacedor "animu* domiiu ' de una tracción 
de tierra -iuuido en ti paraje deuomifiádb Punía y Monte San- 
tiai->, municipio .h* La 1'laia. de ¿S tartáreas. US áreas y 5* 
eetttiártsis, at^os límites, según ítí titulo de dominio, s-m: "Por 
un costado del trente, el Canal de Fnsenada : |Hir ti utro COSíaHo 
íariiUíén del frente, el arroyo «k-l Coiiíi>co. lindando con terreno 
di- ilnii (use Cal vi fu i |w.r el fondo y custadi ►". Siendo los actuales 
linderos, según tí piano di- mensura, li»> siguientes: al Norte, 
MKtMoii de don L-.n-n/M Anvaria, pat d S«4 Cana 
senada. sea, el río Santiago, por el Kste, el canal ¡Tin 
y ñor el Oeste, ía laguna arroyo de Ja Mulla l <U-in«iniiia<lo> en 
conjunto Armyo de la Multa cu los planos oficiales del 
de Ifl Hala l | ierreno> de don José Cal vino. Que dentro 
límites, se encuentran los llamados K-u- lr> y +4 que 
reivindicar el Estado Argentino, 

Afirma el señor Kareeló. que huko ese iuinuchle. por com- 
pra de las accione-* y derechos hereditarios ijue sobre él teiihn 
doña GrcgoHa < V l,rlíl Mt ' Marcelo y doña .María Flora hacino 
i¡e llarceló, cotilo Miee>ora> de don Domingo F. liareeló. eu 20 
y 27 de diciembre de $0! según tn^ testimonios I y II acom- 
pañados a fs. 20 y 21. <Jue la venta hecha |ior doña (¡regona 
< itiuriu de llarceló fué aceptada o. un. no afectando su- legíti- 
mas por sus demás hijos, como lo acredita el testimonio N" 3. 
Qtte el teslimotiio N- 4 comprueba míe los vendedores fueron de- 
clarados heredero* de don Domingo F. Parceló y que se les dió 
^iOHt:>i*tii ju< lidal de la herencia. Oue don Domingo F. Baiccló 
hu1«« t i n ó rido liien ]*>r compra que efectuó en sociedad con 
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don l* an a i no M. tjÉzíüá a don José l alvino, en Jí» de junio tte 
1885, >ti;ú» escritura acompañada N v 5, inscripta cu el Kc^iMúi 
de la Propiedad, ni M) de jimio de 1885, bajo el X .íll.\ lu- 
hiendo iHir escritura de 12 de diciembre de 1885 1 N" \ í >, «k-»*i:i- 
rado el señor Lc/ica. que la compra aunrior fué hecha exclusi- 
vamente don ['«uniuyo K. ISamló y om dinero de éste. 

(¿uc el señor )os| t. alvino bulto el inmueble por compra 
que en mayi.r cantidad hizo a los señores Juan Antonio y Miguel 
Vilehcs, según escritura que "lira a Íh. ¿06 del registro del ;mu 
I KS5 ante i-1 escribano don llie^u J. Villaíanc. <Jue finalmente, 
los referidos señores \ ilehes adquirieron el bien en cuestión, por 

de más de 40 anos comproliada indi- 
del Ministerio Fiscal y declarada i>or 
sentencia de o de junio de 188^ protocolizada en e! iiiímik» im s 
y año, e inscripta cu el Rehiro de la Propiedad hstjo el N* v ffiá, 
de 1885, haciendo presente que el imnuelile en cuestión va ¡i 
¿juraba en el Registro de Contribución Directa. lajo el X* 
Knsenada. constando en él, que se habían pacido los impuestos 
r^peetivos con anterioridad n la referida protocolización. 

One sctfím la prueba rendida ni el juicio ^ir prescripción 
treinteuaria, don Juan Antonio, don Miguel Vitelics y los pidrcs 
de éstos poseían "animo domim", ininterrumpida, quieta, i^-icí- 
íicaiuente y de kueiia fe el referido inmueble itesde setenta años 
antes de 1885. habiéndolo mejorado, plantado, arrendado en parte 
y dispuesto de sus frutos como dueños y señores de él. pública 
y notoriamente, sin molestias ni contra* licción de ninguna es- 
pecie. Agreda que el señor Arturo II árcelo tionc justo titulo de 
dimiinio de él consolidado |mr escrituras traslativas de domi- 
nio, que datan de cuan uta años, abonados |mh ta posesión * ani- 
mo domiui" en él y sus antecesores, que ha perdurado sin inte- 
rnipciótl, pública, quieta, pacificamente y de buena fe, por un lap- 
so de tiempo mayor de ochenta años, ]M¡r lo cual dicho señor :ienc 
el dominio pleno o perfecto, exclusivo, perpetuo riel inmueble 
que se reivindica, con derecho a poseerlo y gozarlo con arreglo 
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a la* disposiciones de lo> arts. 2J51, 2355. 24 78, 247'i, 24SO. 
24S1. 25(>rt. 2524. JfjOl, 2frf)2, á^íy. 41UÍ, -MM>5. 400*. 4010, 
4015 y 401* * áéí CódjtgO t'ivil, lo 4111' por si sólo liasta para re- 
eln/ar in absoluto, con costas Irt acción; \i\ íjlte el Kslado Ar- 
^enthio carece de titulo y de acción ¡«ira ni vindicar, porque hien- 
do el dominio exclusivo, el invocado por el señor liarceló excluye 
él del actor (art. 250S Código C i \ il > . Qjjste tampoco el actor ttt- 
vi na liaber po^ ido él inmueble referido, porque datando de mas 
de ochenta afii»> !a posesión iiunterruuipi La fifi señor Ilanvíó y 
■»it- antecesores, esa posesión excluye la que |>ara poder reviu- 
• lien'. al< i¿u haber perdido el Halado Ar^emim » (art. 240l del ei* 
i ■*%■•- código; ei que ni el titulo de dominio invocado )Mir el 
actoi*, •< sea, la compra ijile hi¿o ta Nación a la provincia de Btíc- 
Uoa Aires de! I 'turto de La l'lata, se estableció: "ruedan i'oin- 
f ¡rendido en la veiua Io> terrenos. i|iie eti el misino ] d:m< » íiimran 
bajo ¡a denominación di; terrenos fiscal es comprendidos en !a 
tsla y Monte Simiaco, superficie aproximada de trece millo- 
nes de metros, cuadrados, sin perjuicio tic tctfit tutos ticrecht'S tic 
tt'rt'cri*s". de Ir > que se infiere que la Xacitm y la provincia en- 
iludieron comprar y vender en ese acto, solamente las fracciones 
de la l^la y Monte Santiago c|ue 110 tuviesen "otro dueño": d 1 que 
la provincia 110 tenia ni lia tenido nunca el dominio privado sobre 
la íratvion Oeste del anticuo Monte Santiago, porque su ante- 
cesora, la Corona de tápana. se desprendió de él ]>or diversas 
"mercedes reales", lo que le con s tal ja y le consta a su propio 
gobierno, porque ellas se hallan testimoniadas y relacionadas 
en su misma escribanía mayor: c) que la provincia no lia liedlo 
tradición deí inmueble a la Nación, pinato que hal tiendo estado 
cu posesión del hieii que se reivindica don Arturo liarceló y 
Mh autwesares liasia el presente, no lian sido posible "actos 
mal eriales" de la provincia que pusieran ese inmueMe lia jo el 
poder del lisiado Argentino, pues los decretos del Poder Kji'- 
culivo Nacional de 5 le octulire de l l *U4 y del 1'odcr Kj cautivo 
de la provincia de la misma fecha, que se invoca como acto de 
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tradición, sólo impon an una declaración del iradente dé fiarse 
jMir desposeído o de <lar :il ;if lf jti imite la iioscstón tic la cosa, 
]n fjiu con arrezo al art. ¿vK del Código Civil, ito liasta ¡>ar:t 
operar la tradición : f t < qfte según lo ha establecido la Suprema 
Corte Xacional, la ley provincial «le 1¿¡<j7 «pie declaró incoa jena- 
bles fo& n rmins de la Isla Santiago, im lia podido limitar el tld* 
minio fie lo* J i íart indares, ni lia tenido otro prf>i Kjsitti «pie el de 
regular la venta de retazo* fiscales, n» pudieron j adema* ser 
apti.ada a los luchos anteriores jara invalidarlo, según lo dis- 
Ihjih terminantemente el art. 4044 del Código Civil. Asi, pues, 
la ley invocada de 11 de enero de !.<'>/ no interrumpió la po- 
sesión de los Vitches anncesnres de don Arturo I '.árcelo ni >u 
titulo, ni las tierras que ellos poseían y que ahora posee 

Barceló eu condiciones de inenajeiiahles, por lo míe esa invocación 
de la fieman- la, es ineficaz y sufwrflua jara fundar !a reivindi- 
cación ijiic se intenta; gj que las mensuras invocadas fiel inge- 
nien > Krausc fiel aun ItfJJ y de los ingenieros Valentín Vira- 
soro. Víctor M. Herrera y Ju»to Escobar fie 4 de mar/n de 
tW. no han sido practicadas en forma legal, con citación nal 
> jurel La fie los linderos, con publicaciones de tdictns, etc. Am- 
bas mensuras han sirio simples operaciones di- gabinete que co- 
mo lo ha resuelto la Suprema Corle Nacional carecen fie nica- 
eia jiani interrumpir la prescrij>cióii, pues tu» encuadran en nin- 
guno de los actos de interrunq jcíóu natural o civil definidos y 
caracterizados |*ir los arts. ,VJX4 y siguientes del Código Civil: 
li) i|ue el decreto de 24 de lebrero de l*X)4 ]Hir el que se resolvía 
citar a ocupantes de la !sla Santiago ]>ara que dentro de un 
término perentorio se presentaran a la < >íicina cíe Tierras Pu- 
blicas soliviando en arrendamiento sus respectivos lotes bajo 
apercibimiento de inmediato desalojo |Mir la fuerza pública, no 
es un acto interruptivo de la |Kisesión y de la prescripción del 
señor fínrccló. t>orque ello ini|«irtaria atribuir a los decretos y 
papetes adininist-rativQs efectos jurídicos trascendentales que no 

in- 



FALLOS l)K LA COKTK SVi'RLMA 



terrupeión de la posesión se requieren actos materiales de po- 
sesión : i) »iilk*ii«Líari:iinente opone como defensa la de prescrip- 
ción de diez años con launa fe y justo título íjqe autoriza el 
are. 3999 del CocUjjp Civil, defensa ésta ([ta* jkl ral izaría ]á artión 
reivindicatoría, j« irf|ue habiendo el demandado y sus aniecesb- 
rt> adquirido el dominio por prescripción contra la provincia fie 
lÍmno> Aires, ei Kstado Argentino, snGCSdi legal de ella a mé- 
rito de la compraventa del Puerto tle La Mata, que invoca, se 
hallaría en la misma si tuición. según dispone el art. M70 del 
Código Civil. Kn efecto, de la relación le títulos y antecedentes 
indicados, resulta que Cuando el antecesor del señor Hártelo, que 
la tué de don Jns¿ Cal vi fu h compró por escritura pública a los 
Señores Vilche:» el inmueble en cuestión en el año 1SS5, éstos 
tenían ya una posesión personal que se reñir jntaki a mas «1c cua- 
renta anos atrás y habían producido la información judicial dé 
que se ha hecho mérito» aprohada por el Juez doctor Jiarraquiro 
y realizada c¡m intervención del Fiscal doctor Otei/a, quien re- 
presentaba en r>e acto el patrimonio de la provincia de Unenos 
Aires y en tal carácter dio expresamente su adc|ttiescene¡a ]>ara 
fe apruliaciúu de la información referirla. Siendo así el lisiado 
Argentino, no está habilitado imra desconocer un hecho que la 
provincia de Buenos Aires admitió y sancionó por intermedio de 
su representante legal, cuando todavía no se hahía producido la 
trasmisión «le los terrenos del put-rto a la Nación, tfc lo que se 
infiere que el señor Marcelo tiene justo titulo o título lejía), siendo 
indudable la buena fe suya y de sus antecesores en el momento 
de la adquisición. Los títulos traslativos de dominio ya citados 
no timen vicios de forma, por lo que no cabe siqioiier ni admitir 
mala te en Harceló en el momento de la adquisición con arreglo a 
lo dispuesto en el art. 4000 del Código Civil, presii|>onicndo5c 
la biu na te pisterior {art. -UMIS del código H itado l : justo título y 
(«tena fe en Itareeló y sus antecesores que se une en esle caso 
a una jtosestón. que sin contar la de los Vilehes. data del ano 
Í8BS-, es decir que lia perdurado y se ha mantenido hasta el 
pre-etite dnrauie un lapso de cuarenta y un años. 
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l\n OMiMfm-iK*i;i. ya en 1SX5, casi diez años antes tic la 
venta del puerto de ];i Nación, la provincia de Buenos Aires ha- 
bía jit-nlii l<.. si no por otras causas invocadas, jxir lo menos por 
la prescripción adquisitiva (arl. iVWJ). el dominio le la tie- 
rra cu cuestión cjuc ahora pretende reivindicar su sucesor el 
Estado Argentino. Kl Gobierno fio la Provincia no ¡irnoralu es- 
tos hechos' sentirán jciiIc. ya fjue esos títulos estallan inscriptos 
en el Registro fie la Propiedad de la Provincia y el Fisco |ier- 
cíhia iui| mostos de contri) ilición directa por el referido i mime 
ble; j) íinalmento expresa *|tic aunque no mediara justo título 
ni sif|uíera httena fe de parto de don Arturo Marcelo y str- an- 
teci sores, tampoco cubría hacer lu¿jar a la reivindicación qtte 
pretendo el actor. porque su |ioscsión y la fio sus antecesores 
sin contar la fie los si ñores Yilohes, data del ano 1885 y ha 
flnrado cuarenta y un años, bastando con arregla a los arts. 4')15 
y 4016 del Código Civil,- fiara adquirir íHir prescripción sin ju*- 
to titulo ni buena fe. filamente treinta aííos. Termina solicitar- 
do t¡ue oportunamente se rechace la demanda, con costas, si 
después de conocidos los instrumentos que acompaña y oí es- 
crito dé contesta :tóii. el señur Procurador Fiscal persistiera en 
proseguir la acción. 

Corrido traslado al actor, éste lo evacúa a Es. 52 expresando 
(pie los testimonios aeom panados no desvirtúan en lo mas míni- 
mo los fundamentos de la acción deducida p*»i cuanto ni» afiela 
Ins derechos de dominio alegados |n>r el Kstado Argentino. 

Abierta la causa a prueba se produjo la certificada |>or oí 
actuario, a ís. UiK y habiendo anillas partes presentado sus ale- 
gatos, m llamó autos fiara sentencia a ís. V>2 vía., y 

Considerando: 

Primero. One al deducir la préseme acción el actor ha in- 
vocado como título de dominio oí convenio de adquisición del 
Puerto de Ka Plata celebrado entro la Xación y la Provincia fie 
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j>iiriiijs Aires en 29 de Agosto <k* 1'H>4 y ni ti i ¡caí lo jmr la ley na- 
ciotial X" 44.V» y Provincial cíe 4 de < íciubrc efe PHM, tu virtud 
del vn;tt la Nación adquirió d dominio mímente que sobre di- 
chas licrra> ejercía ía Provincia de Buenos Aires. 

Segundo, (¿tic siendo bienes privados del Estado general o 
tje I"- litados particulares (arl. 2M2 rk'1 Código Civil i. I.tó tie- 
rras que estando limadas dentro de sus respectivos limites lerri- 
iorial< s carezcan de dueño, es indudable que fa Nación, como su- 
cisora de Ta Provincia de l! neno* Aires, no necesita a lw efectos 
d< liaeri procedente mi acción, exhibir otro titulo que el (|iic de- 
riva de aquel precepto le^at. a menos íjue en autos se haya acre- 
ditado i]iic ha existido de su parte, o de la de su antecesor, un 
acto fíe enajenación, o cjué el rlomiuio fué perdido por prescrip- 
ción adquisitiva (ans. 2f*Xt y del mismo código) . 

Tercero. Oue el demandado ha solHtado el rechazo de la 
acción sosteniendo ser propietario exclusivo y poseedor "anitnus 
flonirni" di una tracción fie tierra situada en el paraje denomina- 
do Puma y Monte Santiago, municipio de 1.a Plata de 2¡< hectá- 
reas. oS árearf y cení ¡áreas, cuyos linderos expresa, y dentro de 
tos cuales se encuentran los lotes números ln y 44 que el ¡'Mario 
Ar^rntino prelrnde reivindicar. 

í uai to. Une de la pnu-lia instrumental rendida en autos iv 
Mtíta: 1' qtt€ tse inmueble lo hubo el demandado por compra de 
tas acciones y derechos hereditarios que -¡ubre él tenía doña (írc- 
goría < tporto de Marcelo y doña Maria Plora Piaggio de Bar- 
celo, como suf esoras de don Domingo F. Itarceló en 2?J y 27 de 
Dicñmbre de PJH respectivamente ( testimonios de fs. 2(1 v 21 ) ; 
2" que la vetita hecha por doña Gregoria Ojiorto de Barceló fué 
aceptada, declarando que no aféctala sus legitimas. por sus de- 
má'i hijos {testimonio de foja* 2,1 ¡ ; 3 V que dicha señora fué de- 
clarada úiiica y universal henderá de don Domingo F. llarecló. 
sin perjuicio de los derechos del cónyuge superstite. doña María 
|te Piaggio de Barceló. a quienes se les confirió la posesión de 



m jrsTiriA m-: la xackix 



371 



ta herencia (testimonio di* ís. 15): ¥ qué el caucante don Do- 
mitigo liareeló IiuIkj él referido hhn por compra que efectuó eti 
sociedad o m dito Faustino M. Léxica ;t don J^te Cal vinn cu 20 
di Junio de W5 (testimonio dé fs. 27) inscripto étf el Registro 
di la Propiedad de la Provincia el (lia JO del misino mes, haju el 
X* .111 J ; 5 V i|iic aiii fecha 12 dé i Meiemhrc dé 1* s 5 don Faustino 
M. I.i/ica declaró, según instruye vi K'^miih mit » dé i*. _*>. qiu- 
dicha o iin^ra fué hecha eti exclusivo para don Domingo K. j|ar- 
céíá v -■un (mulos |é mi propio peculio: O" une el vendedor tÍ0ti 
José* l "alvino huno éj inmuehle i»ur compra tjjité un mayor exten- 
sión hrao ;i liis señores Jtnii $ptoiHü y Miguel Vilcties. en 20 
di Junio de i testimonio de ís. 125), y 7* que los referidos 
m ñores Vilehcs arif|ttirienni el hícu en Cuestión |Hir prescrii «ciotl 
treintena ría a meneo de la información vendida ante el señor 
Juez di Trímera Instancia en lo livil y ( omerctal doctor Julián 
líarra(|iuro. y aprohada con ta conformidad del señor Agente FÍS- 
eal. en Junio o fie ISS5, según roitlia de la escritura ile pniineo- 
1 i /ación i|ue corre a fs. 12 l J. 

<Jninio. Une imanando esa prucha de instrumentos [uildío 
inscriptos en el Registro de la Tropiidad, que no lian sido redar- 
guido-, de falsos fan. WB del (Vid. Civil ■ y no liah¡cu!osc por 
otra parle controvertido en amos (pie los lotes (pie se pretendí- 
reivindicar tormén pane int errante de ia tracción de tierra cuyo 
dominio invoca i] demandado, es el caso ile considerar ¡si el tíiu- 
lo exhibido jnir el sentir líarceló puede considerarse eficaz ]>ara 
enervar la acción del actor. 

Sexto* íjne a tal efecto ¿lene temr>e jire>mte ipie coinu 
consta del contrato de venia del Tuerto de [:£ Tlata, la provin- 
cia de Hílenos Aires transfirió su» derechos a la Xación "sin per- 
juicio de tejimos derechos de terceros'" (art. 2". última parle), 
lo (pie ohliga a reconocer que ya en ese entonces se tuvo en cuen- 
ta y se ropcló la situación de aquél 1 6a particulares ocupante* de 
las tierras, que rimú- ira mu su derecho a poseer determinadas 
fracciones dt; tierra comprendidas dentro de la zona vendida ex- 
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htl.icndo títulos legítimos v exclu vendo, por consiguiente, esas 
f raedones de la vruta . 

Séptimo. (_>ue >i bien el titulo del demandado imana de una 
información treintenaria. aprobada "en cuanto hubiere lu^ar |ior 
ik'ní.'ho", os indudable que jiarn restarle eficacia como instrumen- 
ta dunostrativo de su finalidad ha <ÍL*btí|i i prnharse en autos los 
vicios insanables de que ]>tu'f la adolecer, nada de lo nial se ha 
hecho, por lu que es forzoso concluir que aquella se encuentra ui 
ígdn su vijjor. 

Octavo. Oue esa información, cuino consta ni el tcsiminuio 
de fs. 129, ha sido producida con intervención del sentir Agente 
l'iscal, quien representando en esc acto el patrimonio de la Pro- 
vincia fie U unios Aires, dió su coníorinida \ |>ara su aprobación, 
circunstancia que ha determinado a la Suprima Corte de justi- 
cia a di clarar en un caso análogo que "cualquiera que sea el valor 
letfal de las informaciones de ente género y aún en la h¡i>ótesis 
fie que en general sus efectos no pudieran contraponerse a terce- 
na que pretendan derechos de dominio sobre el inmueble objeto 
de ella, en razón de no; haber ellos tenidfi intervención en el jui- 
cio, tal no sucedería acerca de la provincia de liuenos Aires, quien 
0*110 queda dicho, ha reconocido de un motlo expreso la exís- 
tíU.-ia dt la invocada posesión treintenaria . Y siendo i slo asi. la 
Nación no estaría habilitada para desconocer nn hecho que aque- 
lla admitió y sancionó por intenueflio de su representante legal 
cuando Indavia no se había producido Ta trasmisión de lo> terre- 
nos fiel Muerto de Lt Plata*" . 

Noveno. (Jue a mayor abundamiento dehe tenerse presente 
que v-v titulo data dil affltj 1SS5, es decir ele más de cuarenta años 
atrás, y que, como (o tiene estahlreido la doctrina, cuando la |w>- 
sisióii se invoca o ni el fin de adquirir et dominio ]Kir prescrip- 
ción treintenaria. el sucesor singular puede tinir su posesión a la 
de su anteferir sin ninguna limitación, va que ella se opera pres- 
cíndicudo del ju^to titulo y Inicua fe del jHiseerlor o poseedores 
Mieesivos (arts. -MU 5 y 4016 del código citado! . 
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Di* manera, pues. que aún en el liifKttético caso de que la in- 
formación mencionada no fuera eficaz como título de dominio, 
siempre probaría la jiose^ón a titulo de dueño (art, -1003) ejer- 
cida pacificamente y sin interriq>etón alguna, desde el día que 
fué aproliada, habiendo transcurrido desde ese fecha liasta el pre- 
sente con exceso el tiempo exigido por el art. -1015 jiara la ad- 
quisición del dominio . 

Décimo. Oue como lo ha dortarado también la Suprema Cor- 
te de justicia en el fallí t citad» precedentemente, "Ja mensura de 
que insirtiye el informe de fs. 80, practicad,! sin notificación ni 
citación de fjowcdnr. no ha interrumpido la pn-seripcíón, pues no 
encuadra en ninguno de los actos de interrupción natural o civil 
definitivos y caracterizado?» jior tns arts. .VW y siguientes del 
Código ti vil". 

Undécimo. Oue ío pro; mi ha expresado dicho Tribunal re- 
ferente al decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia de 24 de 
Febrero de l'XH invitando a los |*oseedores de tierras fiscales a 
solicitarían en arrendamiento "porque sólo importaría demostrar 
con ello W ánimo de h posesión". Pero es míe este "anitints" — 
agrega — no basta para conservar eternamente la posesión citan- 
do otro la tiene materialmente y con el mismo "antmus postden- 
di" como ocurre en el presente casn según ** ha acreditado con 
Uis instrumentos públicos analizados (juicio Fisco Nacional c. 
José VolpMiij, |Mir reivindicación, 

Duodécimo. Que también ha declarado la Suprema Corle 
en el fallo de referencia "que la ley de 1 1 de Huero de 1867, aún 
en el supuesto de que ella declarara nalmcnte la tnenajeuahilidad 
de las t ierras de Monte Santiago, no constituí ria óbice legal para 
la existencia de la prescrqicióti : 1" porque la Provincia de Híte- 
nos Aires en el ct intrato celebrado con la Nación, al enumerar 
los terrenos comprendidos en la venta, ha salvado expresamente 
'*lns legítimos derechos de terceros" sobre la Isla y Monte Santia- 
go, lo cual induce, o que no hubo la inenajenabilirlad que se pre- 
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tende. n qm tu su ca,*!, la ley fué derogada, y T porque cuando 
fué dictada aquella ley. hacía ya mucho liem|>o que había CQliíClT- 
¿ado p poseer el antecesor de! demandado (lo jc|ue en ei 

Stib iiutitt ) como se infiere del contenido de la información po- 
sesoria de que se lia hecho mérito y del reconocimiento de esa 
circunstancia i m ir el Fiscal do la Provincia, ivl derecho a ta po- 
sesión constituía ;¡si un derecho adquirido el año (art. 4044 
(íel CVkiigo Civil i . 

Decimotercero. (Juc filialmente opn ri»spe€tp',,a la nulidad de' 
i i tutu de que lia hechu mérito ti señor Procurador Fiscal cii su 
alegato, di he tenerse ni cuenta que lo que jirohihe el arl. Uóí 
en su i lie. í>" es la compra a los ahogados. procuradores, etc.. de 
los hienes i|iie estuvieran f« litigio, lo que no se ha acreditado 
que haya ocurrido cu el ,vj(7> jiniicc. pues aparte de no haber repre- 
sentado en ese entonces el señor José (.alvino a los señores Vif- 
ches ' ti ninguna contienda judicial, m'ho en un acto de jurisdic- 
ción voluntaria, i-niMa de los testimonios de fs. 125 y 129 que 
cuan» lo se realizó la venta en cuestión, el procedimiento iniciado 
para, obtener titulo supletorio había concluido con la aprobación 
judicial de la información rendida al c ficto. Fu tal virtud consi- 
dera el iníra^riplo que eorrcs|>oin1e desestimar la causal de nu- 
trí iad alegada (anlo más en :m lición a lo consignado en el const- 
derando 0* ref érenle al valor de la información aprokida como 
prueba de la posesión "auimus domiui". 

íjue de lodo ]•> expuesto precedentemente, surjjc con evi- 
dencia ta eficacia del titulo exhibido ynir el demandado para con- 
trarrestar el pretendido derecho del actor, más aíin cuando la si- 
tuación fie las partes litigantes encuadra en la definición clara y 
terminante que contiene el artículo 27**2 del código citado, 

(Jue en cuanto a las costa* considera t! suscrito que ellas 
deben ser a cargo de la parte adora, |*or resultar de aritos en 
fonua inequivoca su falta de rnüón jura litigar, especialmente 
al pre mentarse a fs, 52 st licitando la prosecución del juicio des- 
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pues de conocer Tos antecedentes del título opuesto por el deman- 
dado, y la jurisprudencia sentada al resj»ecto por h Suprema 
Corte, en Jos fallos a que se ha hecho referencia. 

l*or estos fundamentos y definitivamente juzgando, fallo: 
rechazando en todas sus panes la demanrla, con cortas al actor. 
Notifitmese. regístrese y cumplida, archívese , — ff. A. l.cyttt- 
samón. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

La Píala, e\tnx'ro 2fi de Vm. 

Y Vistos: 

Listos autos traídos |Hir el Ministerio Fiscal en ablación de 
la sentencia de fs. 193. 

Por los fundamentos de ésta: y considerando, respeto a lo 
alegado cu esta instancia ; 

Que el vicio del titulo opuesto por el demandado, estaría 
purgado por la prescripción que ta sentencia en recurso ha de- 
clarado, preserifieion que está consentida ya que no hay agravios 
expresadlas contra ella . 

Que por otra pane, el Gohierno Nacional carece de acción 
para alegar la nulidad del título del demandado, por ej vicio (pie 
aduce, pues si tal nulidad pudiera prosperar, sólo Iwiicf ¡ciaría al 
antecesor del demandado, pero no Iwiteficiaría al actor. 

í'or lo tanto se confirma la sentencia apdada dé fs. 19.1 en 
cuanto admite la cxccpciún de prescripción opuesta |wir el deman- 
dado, y se revoca en cuanto condena al Gobierno Nacional al |»a- 
go tle las Costas del juicio, las que deberán ser alionadas \k>t su 
orden, atenta ta naturaleza de la defensa que ha proseado (Su- 
prema Corte Nacional, t. 140, pág. 130). Hágase saber y de- 
vuélvase. — Antonio L, Marcctmro ; en disidencia parcial. — U. 
Betici. — Julio /í, Echtgaray. 
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disidencia en cuaulu a la* cusías: 

l\l escrito de fs. 52 étl que la fiarte actora insiste en man- 
tener su demanda después de conocer <'l título del demandado, 
hace procedente pmier a cargo de aquélla las costas del juicio 
a f|ut* ésto lia sido llevado sin razón. — Antonio Munciuiro. 
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IWum» Aírvs, Octutin K de 

V Vistos; 

Los presentís seguidos (ntr el lístadn Argentino contra liár- 
melo don Arturo sohrc reivindicación, t raidos en recurso ordi- 
uarñ i de apelación de ta sentencia de ís. 215 de ta Cámara Fe- 
deral de La Mata, y 

Considerando : 

One (Titre las defensas opuestas l*>r la parte demandada en 
la respectiva conten ación a la demanda se advierte la de pres- 
cripción <jue fué considerada por el señor Juez "a <juo" deelaráu- 
dota procedente. 

Qnv el pronunciamiento de 2* Instancia se ha limitado a con- 
tinuar la sentencia de 1* Instancia en cuanto a la dicha defen- 
sa, no obstante íma a ella no se han referido los agravios expre- 
sados |mr el Ministerio Fiscal, «me a su res|H*cto, se limita sólo 
a la cita del art. 4012 del Código Civil. 

Que en Vuantu a las costas, no existe recurso de la deman- 
dada. 



DE JUSTICIA OE LA NACIÓ X 



Por estos y los faldamentos jicrtintntes del fallo de 1« Ins- 
tancia se confirma el de fs. 215 (Fallos: tomo 157, paj;. 4H). 
Notifique* y devuélvanse, previa reposición del jiapel. 

J. Fiir'ekoa Alcorta. — Roberto 
Rkpktto, — R. Guido La valle, 
— Antonio Saca una. 



Municipalidad de lite untan contra la Leyisfatura ¡ocal tic la mis- 
ma Provincia, sobre atribuciones de poderes e imoustitueio 
nulidad. 

Sumaria l No procedo el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra una resolución de la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Tucumán. resolviendo un Conflicto de atrilm- 
eiones entre la Legislatura focaj y la Municipalidad de la 
Capital tic la provincia, intervenida ]*ir ley. después de la 
investigación respectiva, practicada |>or una comisión inter- 
parlamentaria, por versar la causa, sol»re la interpretación 
y alcance fie las instituciones locales, soniotidas |y>r imperio 
de la Constitución Nacional, al juzgamiento de sus propias 
autoridades comitentes ( Artículos 1Q4 a I<y>), y que ha 
concluido con el fallo adiado, míe sólo contiene decisiones 
doctrinarias o abstractas ajtnas a la jurisdicción federal. 

Caso: \a\ explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN tíÉU FftOClKADOK (¡LX ERAL 

Suprema i. 'i irle: 

Kmre la L^islatura de ta provincia (te Tuenmán y ta Mu- 
nicipal ¡dad iíé la Capital de dicha provincia se lia producido 
un conflicto que esta última ha sometido a decisión de la Suprema 
Corte fie JiMirin local. < ingina el referido conflicto, en primer 
í,ermin«i, la designación, hecha por la Legislatura, de una W* 
misión interparlamentaria destinada a examinar tos actos de la 
Municipalidad, investigación que el l'odtr Legislativo ha decre- 
tado invocando la facultad que le confiere el articulo 67. ini\ 20 
de la Constitución provincial para "examinar los actos de 
municipalidades al sólo objeto de declarar si han obrado dentro 
de la esfera de sin airihia.it mes". 

t on posterioridad, la misma Legislatura ha declarado in- 
tervenida a la Munícipilidad. 

Ksia, considerando que la comisión interparlamentaria en 
la t orina en que rcali/alia su misión excedía sus propias atribu- 
ciones violando lo dispuesto p»r los artículo.-* .1' y 10 de la Cons- 
titución provincial y que la ley de inler vención dictada era nula 
porque ¿I (anabá el régimen municipal garantido |>or la misma 
Constitución taris. 135 y LV»¡ concurdaiite cotí lo establecido 
por el art. 10r. de la Constitución Wioiial. ha promovido el 
presente conflicto sobre atribuciones solicitando de la Corte Su- 
prema ile la Provincia declare si pueden las Cámaras Leíala- 
mas, |Kir intermedio de una comisión interparlamentaria, suplan- 
tar al It. Concejo Delibrante cu las facultades í|uc te han sido 
ei ntlendas por la Ct institución y la lev. y además, con res|KVtn 
al segundo punto preindicadu, si dichas Cámaras tienen o no 
atribuciones para intervenir la Municipalidad : declarándose al 
mismii ti«mpn viulatorin del art. M de la Constitución Xacional 
<| art. 142 ele la lev orgánica municipal que autoriza dicha ín- 
ter vención. 
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í-i $npmm Curte ífe Tur unían, al avocarse el conflicto, ha 
dchélo previamente pronunciarse sobre mi 
rimirlo. 

\ Jo ha hecho declarando que la Constitución de la 
cía k acuenla jurisdicción na ra ello aunque, copio en el casu tle* 
autos, se trate de diriniir mía cueflión sobre atril uniones de lí- 
deres en un conflicto de naturaleza i>ulítica. 

Kul raudo al fondo del asunto ha desestimado la demanda 
promovida por la Munieqatidad. 

Contra tal resolución ésta ha interpuesto jara ante Y. K 
recurso extraordinario de apctaeióu, invocando it an. 14 de la 
ley 48, el que le ha sí0p concedido. 

Entiendo que esta última decisión no es ajumada a derecho 
Y. É. no puede, -n mi opinión, revisar la sentencia 




como se ha visto. l:i naturaleza del conflicto ha 
definida por el propio Tribunal apelado, 

Constitución de la provincia, como éstt lo afirma, ha 
confiado Ja solución de estos conflictos en He poderes a la deci- 
sión de su propio Tribunal Suprior local, y ta justicia federal, 
si fuera llamada a pronunciarse sobre dicho con íl icio, invadiría 
la faVultad que la Constitución Nacional acuerda a las provincias 
|jara re^ir sus dtstiiios, dándose sus propias instituciones Incales, 
elidiendo sus golieruadoreí, legisladores y demás funcionarios, 
sin intervención del gobierno federal, ?tdvo el cuso del art, (\ v 
de la misma Constitución, que no es el de autos. 

Esta Corte Suprema, desde RUS primeros fallos, ha esta- 
blecido doctrina sobre este punto. Y así ha dicho (tomo 9, página 
277), que "la precitada facultad reservada a las provincias que- 
daría de lucho anulada si todos los actos de Ta administración 
provincial, de cualquier naturaleza que fuesen, pudieran ser 
traídos en la forma de un caso judicial a conocimiento y decisión 
de esta Suprema Corte", agregando que *Me este modo re- 
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sultam falseada la base í ululan icntal de la? que el pueblo argen- 
tino lia adopmdo para su gp.tMefO% según las que, perlemve a 
tas provincias «t«citlir con culera mdqxwtcnciil de N$S |*>dercs 
il« la Xacióu, sobre lodo lo C|U« Sé rt -ficrc a su raimen, mi pro- 
greso y bienestar interno". 

"Si pudiera conocerse judicialmente — ha dicho V. H., Htiim 
141. |iág. ¿71 — i « rr un tribunal de la Nación en una causa como 
la presente que trae a juicio los procedimientos de autoridades 
indcpmdicntes de los poderes nacionales y somete a examen una 
ley liajo su aspecto jioiítico, aquello* principios básicos de Jas 
autonomías provinciales carecerían de tí ida eficacia legal y co- 
lectiva". 

Se trata, en este caso, como se ha dicha, clr* tina disposición 
legislativa resistida |>or una municipalidad. 

Xo reviste, tampoco, el presente, las características de un 
caso o cansa judicial contenciosa en el Sentido del art. 100 de la 
Constitución Nacional y 2" d*> la ley N» 27 de t6 de octubre de 
lSíii. míe pueda motivar decisión judicial de V. K., toda vez 
■ pie m trata de un conflicto entre autoridades públicas y se so- 
licita una declaración sohre el alcance de sus respectivas atri- 
buciones (S. C. X.. *''5:290). 

\'o e,4 la Causa judicial entre parí Unía res y COu referencia 
a derechos ritamos a sus personas o sus bienes. 

Las declaraciones de carácter iMilirico, como la que se soli- 
cita, son ajenas completamente a la función de esta Corte Su- 
prema. 

K!la nu podría, puc*. resolver si la £¿eg i Matura de la pro- 
vincia de Tuemnán ha invadido facultades propias del Concejo 
Del Hiérante at decretar la investigación y luego declarar inter- 
venida la Municipalidad como ésta lo sostiene. Es la doctrina 
de V. E. relativa al carácter de tales intervenciones ( 53:420). 

Aunque en la causa resuelta j*»r la Corte Suprema de Tucu- 
man se hayan invocado disposiciones de la Constitución Xacio- 
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cal. ello *ólo no obsta para justificar la pn.cedeucia del recurrí 
interpuesto, si la naturaleza de la causa ú tyém a la jurisdicción 
ifc V. K. rS. § N"., 115:173 k 

Por todo lo expuesto, soy tic opinión tpte el conocimiento 
de esta apelación nu rómpete a la jurisdicción de \\ E. solicitando 
en tal virtud, se declare mal concedido el recurso interpuesto. - 
liUenqs Aires, septiembre 5 fie |<M0. 

Horacio A\ Larreta. 

■ 

FALLO lili LA CORTE SUPREMA 

Kift'tioft Aires. ( Irtulirv K «le V)M 
Vistos : Considerando : 

Que en el presente caso se trata del recurso extraordinario 
concedido, de la semencia dictada por la Suprema Corte de Jus- 
ticia de Tuntmán, resolviendo un conflicto de atril meiones entre 
la Legislatura local y la Municipalidad de la Capital de la pro- 
vincia, habiendo sido ésta intervenida jx>r lev después de la 
investigación resj>ectiva practicada |K>r una comisión interparla- 
mentaria. 

Que Uisjta considerar el contenido de ta causa paja conven- 
cerse tjue ella versa sobre la interpretación y alcance de las ins- 
tituciones ¡ocales, sometidas |>or imperio de la Constitución Na- 
cional, al juzgamiento de sus propias autoridades comi»ctentes 
farts. 1(H a 106), y míe lia concluirlo |>or el falto apelad», míe 
míIo contiene decisiones doctrinarias o abstractas, ajenas a la ju- 
risdicción federal, como lo demuestra el señor Procurador Ge- 
neral en su precedente din amen. 

l*or esto, y de acuerdo con lo dictaminado jx>r el señor Pro- 
curador (¡enera!, deelárasc improcedente el recurso interpuesto. 
Xot i fio, uese y devuélvanse, previa reposición del pafíel. 

J, FlUCKROA AlCORTA. — ROBERTO 
Rtü'ETTO. \i. GUIDO La VALLE. 

— Antonio Sagarna, — Ji*lián 
V. Pera, 
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th>n Oi ttn to . (. Rk-tiroh contra rf Coh'unto Whioihtl, sohrc ilt - 
fftiUtiad tic un déflfiétá referente a cxpltit ación minera. 

Sumario: Xn da margen al recurso extraordinario ta intirprc- 
tai'ton tk- Ea ley immcrn 10.273, pór cnanto ésta forma parte 
¡nti-^ranii' < Ir] Código de Minería (Articulo 15. ley 4St. 

Caso: \j> implica t*l "siguiente" 

HALLO HE LA CORTE Sl'PKF.MA 

BüernM Aires Octubre x dj? l'Un 

Y Vistos: 

Los del juicio tie «Ion Octavín A. R i varóla contra el (io- 
liii i rHi Nat iuii.il Miftrt* ilegalidad de nn decreto referente a explo- 
sión minera, venido eti apelación extraordinaria entura el fa- 
llí i ile ta Cámara Federal de Apelación de la Capital que hizo 
lugar a la demanda ; y 

Consideraníio : 

a) Bn cuanto a la jjpvcdencia del recurso : 

El aemr ln impugna fundado: 1- Kn que la inti rpntaeión 
de la ley \" 10.273 un da margen al recurso extraordinario. |ior- 
i me. formando parte integrante del Código de M inería el art. ÍS 
de ta lev \ w 4tf es categórico en la exclusión; M" One. según el 
inciso .V' del art. 14 de dicha ley. es necesario que la sentencia 
de que H' recurre sea contraria a título, derecho o exención del 
r* -cúrrenle, fundado en ta ley. y el l'i*"il sótn argüyó que se 
liaÍM:> daitn a ta ley una interpretación contraria a la sustentada 
por él : III o Que; aún dentro del extraordinario, la Cámara **é flujo" 
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h;t COlKei litio un recurso que no es el interpuesto |>or el Fiscal, 
pues ¿su invocó el inciso 3? del art. 14 ijtie contení pía «na >iiua- 
cióti jurídica distinta. 

Iviteiivamente se trata, en el caso de amos, de la init-rpreti- 
eión y aplicación <le los arts. y Ifj de la ley nocional X> 10.27,í, 
modificatoria del Código de .Minería en cuanto sustituyó el sis- 
tema ilc amparo con trata jo obligatorio i>or el |»ago fie un canon 
en dinero, a los fines de. conservar la propiedad de las minas; 
perú esa ley forma \hítw integrante del Có;ligo modificado como 
resulta con klaridad de su art 1" míe dice asi : "Kl presente pa- 
rágrafo sustituirá a la Sección \* (Kl Título IX del Código de 
Minería vigente"; y de la corrclaeión del articulado de la lev, 
pues al lado de cada uno de sus preceptos numerado** va el co- 
rrespondiente del anterior Código que modifica o deroga, con 
excepción de las fórmulas enteramente nuevas que introduce 
(arts, o-I5-U>). Ks, en una palabra, al Código de Minería lo que 
las leyes sohrt [íérdida de la i>alría |ntcstad. matrimonio civil 
y derechos civiles de la mujer y otra* al Código Civil; las leyes 
de quiebras, de warrauts, etc. al Código de Comercio: modifica- 
ciones o ampliaciones que forman parle integrante de esos Có- 
digos y cuya interpretación está, i»or lu tanto, excitóla de La ju- 
risdicción de esta Corte en el recurso extraordinario, salvo el ca- 
so de que tilas fueren impugnadas como contrarias a la Constitu- 
ción Nacional. 

Atenta la conclusión a que se llega en lo referente al primer 
argumento con rpie el actor impugna la procedencia del recurso 
extraordii ario, es inoficioso el examen de los demás. 

Kn su mérito, se declara improcedente y mal concedido el 
recurso extraordinario. Hágase sat>er t devuélvanse tos autos, re* 
poniéndose el pape!. 

j. Flol.I-ROA AlXOKTA. — ROIIERTO 
ÜEI'KTTO. — R. GuijBO I- AVALLE. 

— Antonio Sacar xa. 
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Ferrocarril del Sttd contra ta Ptoz'tneta de Buenos Aires, sobre 
cobro dv pesos por devolución tic fletes. Excepción de ütcom- 
petenchl. 

Sumario : ( 'puesta por la demandada fa excepción de incompe^ 
Uncía de jurisdicción cu la circunstancia de que el articulo 17 
de la ley de 27 de mayo de 1862 dispone ll !aa cuestiones 
que iludieran suscitarse entre el Gotoimo y la empresa se- 
rán sometidas a la <Lecisión de arbitros nombrados de una 
v otra liarte con arreglo a las leyes del país", y sostenida, a 
su vez, por la adora, la absoluta inaplicabilidad de la dispo- 
sición invocada, procede la apertura a prueba de la excep- 
ción apuesta. 

Casó', Lo expllan las piezas Siguientes: 

HUTA MES* IIIII. ntmU'NAUOH < ¡EMIR A I. 

Bueno* Aires, SepHcmbte 30 de tMJO. 

Suprema Corte: 

Mu el estado actual de autos, procede previamente, a mi 
juicio, resolver la incidencia fie fs. 38 sobre reposición del auto 
dictado a fs. 37, cjue mandó recibir a prueba la articulación dedu- 
cida a fs. 32. 

Salvo la mejor opinión de Y. E. t creo (pie una vez resuelta 
dicha incidencia de fs. 38 y tue^o de producida la pmelia Q de 
vencido el término para producirla en el caso de mantenerse la 
intertoeutoria de fs. 37, habrá licuado la o|»ort unidad de promm- 
"ciarse res pacto á la excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta por la demandada a fs. 32 de los presentes autos seguidos 
por el Ferrocarril del Sttd contra la provincia de Hucnos Aires, 
sobre cobro de pesos. 

Horacio /?. Lar reta. 
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RKSOUVfÓX líK LA LTIRTK Sl'PRKMA 

Buenos Aire* (ktubrc 10 de 1930. 

Y Vistos; 

Que la i >rovinda cío Buenos Aires ha fundado la excepción 
de mconijicteiicia en la circunstancia de rjue el art. 17 de la ley 
de 27 de mayo de 1862 diseñe "tas cuestiones que pudieran 
suscitarse entre el gobierno y la empresa serán sometidas a la 
decisión de arbitros nombrados de una y otra liarte con arreglo 
a las leyes del país". 

Que el Ferrocarril del Stid ha sostenido a su vez la al>soiuta 
inaplicahíltdad de la disposición invocada i*>r la demandada a 
la cuestión promovida, por cuanto ella sólo rige respecto a los 
transportes realizados por las líneas de Huimos Aires a Chas- 
comiís, caso en el cual no se encuentran los fMcsi cuyo pago es 
redamado en estos autos. 

Que, en tales condiciones, es evidente la procedencia de la 
agriura a pruelia de la excepción opuesta. 

En su mérito tío se hace lugar a lo pedido a fs. 38. Hágase 
sal»er y repongan el papel, 

J. FtGUEROA Alc'ORTA. — KoJlEKTO 

Repj-.tto. — R. Guido Lavaixb 
— Antonio Sai; auna. — Jri.iÁN 
V. Pera. 
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Cukct'sal 'f?wfw#$ Corporation of Anjcufinc. contra don Ait- 
gusto C. Marini, por usurpiiñon ifc marca ; sobre compe- 
tencia. 

Sumarió: Corresponde a la Justicia Kcderal. i Le aeiten [i i con t*l 
artículo i*, inciso l v de la ley 48, entender en una causa 0f 
impugnación del nombre de una cima cinematográfica, si 
ella se funda en un titulo expedido por la Oficina de Marcas 
de la X ación. 

Caso: Lo explican las siguiente* piezas: 

SKNTKNCtA DEL JLEZ FKDKRAL 

iiucmx Aires Juliu 2 tk IW, 

I^nr presentado téngasele por jjáíp en la representación iit- 
\iK"ida a mérito del poder presentado, mu* se desglosará dejan- 
dose ci tnstaticia y |ior constituido el domicilio. 

3F Considerando ui cuanto al pedido formulado : 

One las ci uta-i ciuenmográt ica> sci encuentran protegidas en 
mi faz de. productos industriales o artículos del comercio por la 
ley de marcas de fábrica y títj su contenido artístico y literario 
por la ky ijue garanu- esia ¡propiedad, número 7wri. 

Que en el primer aspecto están cubiertas en derecho, por 
la man-' del cslablcVimicuto fjiie las produce o comercia con ellas* 
y <it el 'Remido -hit sus títulos o nombres, o en las formas en 
<pte se lian depositado d derecho ile sus autores. 

One de (o expuesto \»>v la iwticionantc resulta, que la cinta 
incriminada n.» Jkva como marca la designación impugnada, sino 
como título de ella. 
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(Juv por consiguiente et cas*) está remitid por ta ley de 
propiedad literaria y |*ara conocer en el, nu es competente la jus- 
ticia federal, ce uno lo tiene resuelto el Superior en el fallo que 
se rejjisira en la jurisprudencia coleccionada ¡Kir la lns|>c\-chiH 
de Justicia entrega de Junto de 1912. página 37. lo que asi re- 
sutlve, Rc|ióii¿;ase la foja. 

Jítuhts. 



SENTENCIA I»F. I.A CÁMARA J-EUF.KAL HK VPLI.ACIÓN 

Buenos Aírrs. Jun'm 18 de 19311. 

V Vistos; 

IW sus fundamentos, se eonfirma la resolución a|>clada de 
ís. 17 vta.. que daclara la incompetencia de la justicia federal 
para entender en este juicio seguido por la "Universal Pictjnres 
í'oriHiraiinii <,f Argcntine"* Cfintra Augusto C. Mariui. ReiHiti- 
j*anse las fojas. — Afarccíhut Éácqtadq. — José Marcó. — /?. M. 
XrfSitr .hrchorciitr* — J. f*. l.utki. 



DICTAMEN DEL 1'ROrrKADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1930. 
Suprema Corle: 

La resolución dictada por la Cámara Federal de Apelación 
de esta Capital a fs. 24 de los presentes autos caratulados "Uni- 
versal Picturcs Corporation of Argentine" contra Atiesto C, 
Marini. i>or usurpación <le marca", dudara la incompetencia «le 
la justicia federal para entender en este juicio, a cuyo fuero se 
amparó el recurrente fundado que en el caso se traíala de la 
aplicación de ta ley X" .V>75 . 
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Kl recurso extraordinario de apelación |Kira ante V. K. in- 
terpuesto a ís, 25, ha sido pues, bien n incalido, de acuerdo con 
lo dispuesto en el articuló 14 fíe !a lev número 4S. 

Kn cuanto al fondo, advierto <pie. el recurreiile ha expresa- 
do hit 11 claramente en su presentación de is. 15 que, a mérito del 
titulo de marca número 10h.613. agregado a i* 1, otorgado pwt 
la < Micina de Marcas y Patentes de ta Nación, y de las disposi- 
ciones contenidas en los arts. 4K 57, 5K. 59. 60 y concordantes 
de la ley nacional níimero ,W5. acciona los derechos que, con o 
>in razón. 111 tiendo le corresponden |>or virttifl de la expedición 
de dicho título y de los privilegios iulierentes al mismo con arre- 
glo a las citadas prescripciones legales. 

Por consiguiente, la cuestión relativa a si el recurrente tiene 
efectivamente o uo derecho a ejercitar Jas acciones que ])ersigue 
es materia (pie sólo puede decidirse \**r interpretación y aplica- 
ción de las disposiciones de la ley número 3975. par él invocada. 

\< estilla así evidente «pie en el presente caso se trata ele una 
causa regida }»or una ley nacional cuyo conocimiento. |>or lo mis- 
mi». coni|»ete a la justicia federal, en conformidad con lo dispues- 
to en el artículo IU0 de la Constitución Nacional y art. 2» inciso 
2* de la ley número 4K. 

l'ido, en consecuencia, se sirva V, E. asi declararlo, dejando 
tu estos términos revocada la resolución a]>clada de ís, 24. en 
la parte que ha p<n lirio ser materia del rteur^o extraordinario in- 
t expuesto, 

Horaao f.arreta, 

I AÍXO DE LA CWIK Sl'l'kEMA 

Bucm>s Airtv. flmibre. 10 ifc- piJO. 

V Vistos: 

La causa seguida \x>r l'niversal ['icttires Corporation oí Ar- 
^rmina contra Mariui Augusto C. por itsttr|iación fie marca, ve- 
nida por recurso extraordinaria; y 
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Que Tas sentencias ele primera y segunda instancia han de- 
negado a la adora el fuero federal i>or entender que su petición 
se encuentra regida por la ley de propiedad lituana que es de 
derecho común. 

Que» entretanto, el recurrente ha expresado con toda clari- 
dad tu su presentafción que funda su derecho no sólo en el titulo 
de marca 106.613 expedido ñor la oficina de Marcas de la 
Nación que íe asegura el uso exclusivo de la marca de comercie» 
"K1 Hombre que Ríe" con que distingue pelicular y cintas cine- 
matográficas, clase 6, sino también en los artículos 48, 57, 58, 59, 
60 y sus concordantes de la ley nacional N* 

Que. instruida la demanda en tales términos, su conocimien- 
to Corresponde a la justicia federal de acuerdo con el art. 2, in- 
ciso \ ' f de la ley número -üt. siendo de todo punto ajena a Ta cues- 
tión de jurisdicción la referente a sa1»er si proceden o no las me* 
didas solicitadas, lo cual debe decidirse por interpretación de la 
ley .1975 invocada. 

Kn su mérito y de conformidad con lo dictaminado |¡or el 
señor Procurador General se revoca Ja resolución fie fs. 24 eti la 
parte que ha podido ser materia deí recurso, 

Xoti fíquese y devuélvanse, rebulliéndose el en el Juz- 

garlo de origen, 

J. FrcuEROA Ai.cokTA, — Roberto 
Reprtto. rl R. Guido Lavau.e 
— Antonio Saííak n* a, — Jn.iAx 
V. Pera. 
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ihnt (inmute . hituHtK'ñ'h y otros eoutnt la Pnn'imití de Santa 
f\\ sobre int milito de despoja* UqmdmÓH, 

PALLO DE LA COKTK srpKKMA 
(Ver truno 152. página ¿Jlt 

Eim-rt»* Aires, Ocmlirt* 15 ik' V>M). 

Vistos : 

!-'. liquidación presentada |nir el actor a ís. lo'J, ¡miarle de 
la reconstrucción de alambrados qui- rfectuó por cuenta de la 
1'ruvincia ; y 

Considerando: 

(jlit-, }mr incumplimiento al motuianius tic esta Corte en el 
interdigo i|e dispoj.. fallí i de fs, UU -- don neníente Autu- 
novich y otro* fueron autori/acin* a reconstruir los alambrados 
f|tte destruyó el Gobierno de S mta Fe. j**r cuenta de cmu ri *- 
vineia. cuino consta ni la resolución de ís. 111 v . . la que nu fué 
observada. 

Que presentada la liquidación t|tie se menciona eu el exordio, 
la Provincia se limitó :i manifestar que tarecia de antecedentes 
jara pronunciarse sobre la misma, sí bien la eneontralia. a pri- 
mera vista muy exagerada y pedia que los acto, es produjeran la 
prueba justificativa de los gastos cobrados (fs. 171 >. 

Que los actores lian demostrado en forma lejjal y sin enn- 
ira.liecióii la verdad de las partidas que integran la liquidación 
observada. 

Que. ello no obstante cal*' ailverlir, como lo arguye la, de- 
mandada, que la Provincia fué condenada a reconstruir los alani- 
bnu* * cuya destrucción fué motivo del interdicto y rn» a efec- 
tuar una obra nueva, con materiales nuevos. |o que importaría no 
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una rt'|M>siciiíti éá estado jurídico y económico perturtiado, que 
es el íiti del interdicto, sino una ganancia injusta i«ira I"* acto- 
res y un recargo igualmente injusto jmra d Goliierno condenado, 
mi hay demostración — ni siquiera aleación — de eme ]■ ma- 
teriales lid anterior alambrado se hubieran destruido o ]*rdido 
o inutilizado, cu ludo o en fiarte. 

<Jue, cu consecuencia, es justo retasar et valor de la nueva 
construcción eu forma equitativa, teniendo cu cuetita el va luí 
prokildc de los materiales anteriores v de conformidad con lo 
i|tte solicita la demandada ( ís. 2US vta.) . 

Kn su mérito se resuelve: Modificar la liquidación cues- 
tionada y ordenar que la Provincia de Santa Ke |fflgue a los ac- 
tor* s, por toda indemnización, la cantidad de siete mil |iesos mo- 
neda nacional, dentro de diez dias de notificada la presante . Sin 
costas, atento d resultado del juicio. Hágase saber y repóngase 
el |>apel. 

J. Kttu KROA Ai.corta. — Antonio 

SaCARHA, — J IMÁN V. t*KRA. 



Ptm Hipólito fritfoyt n, nritrso tic haheas t orpits. 

Sumario : \ v Ks improcedente ti recurso de babeas carpus inter- 
puesto en favor de un detenido por el Gobierno Provisional, 
en ejercicio i le las facultades que le confiere eJ estado de 
sitio decretado en todo el territorio, no existiendo en jmkUt 
del Gobierno manifestación en forma auténtica de que el 
detenido haya pedid" salir del territorio argentino. 

2*' El estado tic sitio inq>orta !a autorización de arres- 
tar sin cansa legal ordinaria o autorizada por Juez compe- 
ten Ir |iara cuyo efecto la Constitución lia suS|>eiidido aqtte- 
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lias garandas «Je que sin el estado de *t¡" gozan las per- 
sonas y las ctjs¡i>, jioder y facultad disereccionatcs limita- 
das sin emtiargo a arrestar o trasladar las perlinas si no pre- 
fieren salir del país y que no autorizan al Presa tente de ta 
RepúMica a condenar ¡K>r si, ni aplicar penas. 

3* Xo cámbia tal situación la cirvuiiMtaiicia de que el 
decreto de estado de sitio y las medidas emergente* del 
mismo deriven sn procedencia del Gobierno «le "facto" que 
ejerce el P. E. de la Nación : en virtud de los fundamentos 
y rabones establecidos en la acordada fie la Corte Suprema 
■le fecha 10 de Sepli< mhiv del corriente año. 

Cas**: Lo explican las jaezas sitúenles: 



SKXTKNí IA HKl. JTKZ I KUCRAL 

Bacilos Aire*. Octubre 3 de V)M). 
Auhísi y Vistos: Considerando: 

1" Que de acuerdo con los términos del artículo JO ele la 
ley número 48 y del arr, (*22 fiel Código de PrrHralimwntaa en 
lo Criminal. la petición íle hahras rorpits sólo puede ser deslu- 
cida por ta misma persona detenida o j>or otra a su nombre o por 
sus parientes o amibos. 

3' Que el recurrente no ha comprobado ni siquiera ma- 
nifestado, encontrarse eu alpina de las situaciones enunciadas, 
únicas, que según las disposiciones legales citadas, lo habilita- 
rían jara iniciar la* gestiones de fiabais rorpus. 

Por ello resuelvo: no dar eursn al (tésente recurso, con 
o -tas. — Jautas. 
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SENTENCIA DKI, JTKZ l'KDKKAL 

Bocnoa Ain-s. Octubre 7 tic IVM). 
Autos, Visto* y Considerando : 

Ouc con la nueva presentación del recurrente ha quedado 
salvada la objeción formulada por auto de ís. 4, desde que e! 
mismo recurrente manifiesta expresamente i|ue es amigo itel de- 
tenido, ciudadano don Hi'Hitito Irigoyen y que lia ol irado en 
tal carácter. 

V considerando en cuanto al fondo: 

íjtie hal riéndose decretado el estado de sitio en lodo el te- 
rritorio de la Reptil )lica T han quedado en suspenso las garantías 
constitucionales, entre ellas el habeos t-or/ms. durante la vigencia 
de ese decreto. 

I*or ello resuelvo: Xo hater lugar al recurso interpuesto 
y archívese. — \íitft"l /.. Jautas* 

SENTENCIA l>E LA CÁMARA FEDERAL UE APELACIÓN* 

Iílh-ihís Aires, Octubre El de 19.10. 
Vistos y Considerando : 

Incurre en error el Juez a qno al recliazar un recurso de 
amparo de la litKírtad sólo porque ha hiendo so decretadlo el es- 
tado de sitio en todo el territorio de la República, han quedado 
en suspenso las garantías constitucionales, "entre ellas el habrás 
corpas", 

Ks exacto f|tie las garantías constitucionales se hallan en 
suspenso durante el estado de sitio y que h InVriad de las per- 



394 FALLOS DE LA CORTE 5UPEEHA 

Mina* se encuentra refringida en razón cíe une. contrariamente 
a lo que ocurre en circunstancias normales, pueden ser deteni- 
das jHir mayor tk'iiifMi eme el señalado por las leyes, sin orden 
del Juez competente. Pero ello no significa tu modo alguno que 
la libertad individual se suprima ou absoluto y queden anulados 
los medios creado* para su protección. 

Las palabras iut er^i versal iles del art. 23 iu fitir de la O ins- 
titución ponen de manifiesto que sólo cuando una |>crsolia no 
pretiera *alir del territorio argentino, puede ser mantenida en 
arresto sin orden judicial o trasladada de un punir» a otro de 
la Xación. 

Apena* es no:csario recordar que el recurso de amparo cíe 
fet libertad tiene |>or objete ► hacer cesar un procedimiento ilegal 
y restrictivo de la libertad de las personas: mientras el proce- 
dimiento seguido no exceda las facultades acordadas*, o la li- 
bertad no se haya restringido de manera efectiva o acrezca que 
ella lo será de órdenes impart idas, se carece de fundamento y de 
dtrtvho para intentar el recurso de habrás corpas. 

En el presente caso lo que se at'ini:;» es que el señor Hipólito 
Irigoyen, detenido a l>ordo del crucero "Buenos Aires" está en- 
fermo y desea salir por sus propios medios del país. Xo se 
afirma que haya expresado su preferencia de hacerlo contV-mc 
al citado precepto o institucional, y que se le haya desconocido 
ese derecho. 

Estrictamente no existe un procedimiento ilegal puesto que 
durante el estado de sitio puede ordenarse la detención de las 
personas en la forma a que alude el presentante: ello cae dentro 
de facultades constitucionales. V no resulta que exista restric- 
ción indebida de la libertad: en el caso, libertad de salir del te- 
rritorio. 

i -as peticiones formuladas jxir el recurrente, demuestran 
claramente la improcedencia de dar trámite al recurso. Solicita 
a ís, 3 — parte fitial — se ordene dar al detenido "la opción 
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alternativa a que so refiere la Constitución en su art. 23 y se 
le perruna salir <K-1 sin recaudos ni exigencias un insertos 
en el texto constitucional durante el tiempo que filtre el estado 
tle silfo". V* a fs, Kí. i¡¡ fine, solicita <jne su revoque la resolu- 
ción riel inferior "hacieurin lugar al recurso en los términos pe- 
didos o sea recordando a la autoridad de hecho que el detenido 
dolí Hipólito Irijjoyen puede salir del país eti la íorma otorga- 
da por el artículo 23 de la Cótistitucióii sin limitaciones de* nin- 
guna espreie". 

Debe recordarse a este respecto Ja luirnia fijada |»or la Cor- 
te Suprema hace lar^o tiempo — Fallos, lomo *>. página 3S2 — •■ 
al establecer que -iejjlin los términos del art, 20 tle la ley de 14 
de Septiembre de Í8fi$¡ Ta facultad de la Suprema Corte 6 de 
los Jueces fie Sección a que respectivamente se recurra, se li- 
mita a decretar la libertad del recurrente cuando no resulta jus- 
tificada la prisión, sin que. en el caso contrario, pueda tal fa- 
cultad extenderse ]»or interpretación hasta dar realas de proce- 
dimiento al Poder F.jcculivn. prescribiéndole lo que rielic hacer 
respecto fie presos que se encuentran detenidos liajo la respon- 
sabilidad del mismo Poder Ejecutivo. 

Ksta norma, consecuencia necesaria del principio de la se- 
paración de W | unieres debe ser observada en el presente caso 
|Mir ser de estricta aplicación. 

Por ello, y oído el señor Procurador Fiscal de Cámara, se 
desestima sin más trámite el recurso de amparo a la libertad 
deducido por don Acpiíles Damiannvich, a favor de don Hipólito 
Irij*oyen. Devuélvanse las actuaciones a primera instancia para 
que sean archivadas, previa re|>osición de sellos. — fosé Marcó. 
— Marcelino Escalada. — fí. A, Nazar .Incltorcna, — Rodolfo 
Fcrrcr. 
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SKTAMKX I»EI. PROCTRAÜOK «¿KXEkAL 

llueiu* Airvs. ®!0m -- «'i* !98Q. 

Suprema Corte: 

Aunque en el escrito <le ís, 24 no se lia fundado la proce- 
dencia del recurso extraordinario ¡ntcrpuc*to oí los términos 
que requiere el art. 15 de la ley número 48. dicha procedencia 
i"> evidente, conforme a lo dispuesto en el artículo 14. iiu\ 3* 
de la lev Citada, ya míe la senteii;ia dictada a ts. 22 |Mir la Cáma- 
ra Kederal de A|rt*1acüni de esta Capital contiene una división 
contraria al derecho (|ite el recurrente invocó, fundado en el art. 
23 de la Om-tituctón Nacional . 

Ha sido, fines. bien concedido el recurso extraordinario de 
ajielución para ante V. E. 

m 

Kn cuanto al fundo, advierto que. según los términos de la 
rr^iiUtción dictada por V. E. a fs. vta.. esta Corte Suprema 
solicitó «Sel Gobierno Provisional informara si el señor Hipólito 
Irigoyeu esta detenido a la orden de dicho Gobierno: en tal cu- 
so, sí el detenido lia manifestado que desea salir del territorio 
argentino y la res tinción que en el supuesto afirmativo haya 
recaído en dicha petición. 

Per otra parte, como se desprende de la propia manifesta- 
ción del recurrente, doctor Aqniles Damiaiiovich. consignada en 
sn precedente escrito, y lo corroboran además todas sus ante- 
riores presentaciones en este exj>cdiciitt\ el motivo del recurso 
instaurado en el presente caso es "la libre o|tción constitucional" 
que a su juicio, acuerda el art. 23 de la Constitución Nacional, 
y <|iie, en el caso, habría sido restringida o violada. 

Ahora bien: i*n la nota del Gobierno Provisional que an- 
tecede, dirigida a V, E. en respuesta del pedido de informes for- 
mulado en virtud de la antes aludida resolución de esta Corte, se 
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expresa, futro otras consideraciones, que "no existe en poder del 
gobierno mauiíeslaeiún en f orina auténtica de que el señor 
lli]M>litn Innoven haya pedido salir del territorio ar^entfacT, 

En presencia de esta manifestación del Gobierno Provisin- 
nal fine V. E. no puede poner en duda, es de toda evidencia cftíé 
desa|Kirece la razón de ser del reeurso deducido en autos, es de- 
cir, su fundamento de hecho, toda vez (|iie de lo informado sur- 
je la inexistencia de la circunstancia que se presenta por el re- 
currente como la restricción o violación del derecho o garantía 
constitucional que motiva su petición de amparo. 

Por estas razones, que hacen innecesario, por ahora, entrar 
a considerar las demás manifestaciones contenidas en la prece- 
dente nota del (¡ohieriio Provisional, soy de opinión tpie el re- 
curso de ;mip;tn> deducido a fs. t, tal -como aparece planteado 
ante este Tribunal, no puede pros]>crar y que corresponde se 
sirva V. 11, así declararlo, dejando en estos términos confirma- 
da la sentencia apelada de ík 22. 

Hóradó A\ ¡Airrcfa. 

iwí.lo ni: la corte Sl'I'KKM A 

Haenos Aires, Otiibrc 22 de 

Autos y Vistos; 

i jo, apelación extraordinaria interpuesta y concedida contra 
la sentencia de la Támara Federal de Apelación de la Capital, en 
el recurso de hulu as t orpits deducido por el doctor Aquiles Da- 
mianovicli a favor del señor Hipólito Iri-joycn; y 

Considerando : 

<Jue según resulta del informe corriente a fs. .17 expedido 
por el Gobierno Provisional, éste mantiene en arresto al señor 
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Irigoyen en cjerci.-io ác las facultades que le confiere el estado 
di -itiü decretado en lodo el territorio de la República pirque 
la situación del |MS no a&i normalizada : y "no existe en 
|H,dir del «Hibierno manifestación en forma auténtica de que el 
Mft0r Hipólito Irigoyeii liaya pedido salir del territorio argen- 
tino". # 

Oue asi esitecííieatlos en el taso Iih antecédeme* del hecho 
e la fundada invocación del derecho que los rige, no es dudosa la 
Improcedencia del recurso fie htrfmis utrpits que >r lia traído al 
examen y decisión de esta ( orte. 

l\n electo, este Tribunal lia establecido omi* >rmc con di- 
fundida principios de doctrina y j nnspmdeneia. que el tstado 
de sitio importa la autorización de arrolar sin causa legal ordi- 
naria n autorización do Juez competente. |mra cuyo efecto la 
Constitución ha suspendido aquellas garantías de que, sin el es- 
tad" de sitio. gozan las personas y las cosas. (Fallos, i. 54, pa- 
gina 484 K poder y facultad discrecionales, limitadas sin em- 
ku-go a arrestar o trasladar las personas sí no pretieren sídir 
del país, v que no autorizan al Presidente de la República a con- 
denar por si ni aplicar pena*. Kn el caso sttb jjititicc dfchas atrí- 
tmcioiica aparecen ejercidas en la medida y fe trina eoiistiluciii- 
nalniinte preseriptns. tuda vtz que h detención responde sólo 
a una medida fie seguridad determinada [>or exigencias que se 
consideran de orden público, y ppi; su parte el detenido mantie- 
ne sn situación >¡n expresar que prefiere salir del territorio 
argentino. 

< >ue a las precedentes consideraciones no las aléela en su 
extnuiura legal y jurídica la irircunsianeia tic que el decreto de 
estado de sitio v la> medidas emergente* del mismo deriven su 
procedencia del < ¡obierno de "tacto" que ejerce el Poder Kjecu- 
tivo de ta Nación, pues esta Corte dejó establecido en su acuer- 
do de diez de Septiembre ni timo respecto de los funcionarios 
de lu cho, que la doctrina o institucional e internacional se uni- 
forma en el sentid- > de dar validez a sus actuA cualquiera que 
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pueda ser el vicio o deficiencia de sus nombramientos ti de su 
elección, fundándose en rabones ele policía y de necesidad y can 
el fin de mantener protegido al público y a los individuos cuyos 
intereses puedan >vr afectados, etc. V que el tinbierno Provisio- 
nal qtte aeaki de constituirse en el país es un gobierno de íaeto 
cuyo titulo un puede ser judicialmente discutido con éxito |>or 
las perlinas, en cuanto ejercita Ta función administrativa y po- 
litiza derivada de su |>oscsión de la fuerza, como nsorie de or- 
den y seguridad social. 

ÍJue carece, pues, de eficacia la alegación de inconsiitucio- 
ualidad del dfcrelo de referencia, como la tienen las impugna- 
ciones relativas a los fundamentos o motivos determinantes del 
mismo, que son de la atinencia propia y están librados al criterio 
y apreciación del Poder que ejercita la facultad aludida, de la 
que delire cuenta al H. Congreso que apruelín o suspende el esta- 
do de sitio declarado durante su receso, (i onstitución. artículo 
67, inciso 2fí). 

I'or estos fundamentos tos concordantes del dictamen del 
señor Procurador íieneral y de la sentencia apelada, se la con- 
firma en cuanto lia |hküíIo ser materia de la ablación extra- 
ordinaria interpuesta. Notifiques? y devuélvase al tribunal de pro- 
cedencia donde se rej* Hidra el papel. 

J. pi broa Amorta. — Koiikkto 
R kví :tto . — R . ( ; v i no I . avalle . 
— Antonio Saoarna. — Ji'UÁx 
V. Pera. 

* 
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Compañía Wi// ilf i aí ('tata, tipiinutfo de una restitución de 
. íd tuina. 

SuiUi.ritf : Ciirrt-s|H)i)rk* aplicar la pena «le dobles derechos, de 
acuerdo con lo dispuesto tu el art. 66 de la ley de Aduana 
v 175 del decreto reglamentario, si por una falsa declaración 
n >iúiñ ]»erjiuti.'a<lo el Kisco. no alcanzando dicho perjuicio al 
50 ii o del aíorn prt vi-to en la |wiriida 3677 de la Tarifa de 
Avalúos. 

C(tsoi Lo explican las siguientes piezas: 

Ki-soi rt róx uk la aomixístkacíóx he víh an a 

tu I'Iaia, Emro 11 de 1029, 

Vísiu al parte de f& 1, elevado por el señor Vista de 3* de 
esta Aduana, don Nicolás K. Muceioli. contra la Compañía Swift 
(Je La l'lata : y 

Resultando: 

fjue, |Mir el permiso de ¡injertación X v 1220. se solicitó a 
despacho marca Swiíi 41 64, 1 ¡9^3 — (12Ji. ciento veintitrés 
esfjurlettis con ( I1.N53) once mil ochocientos cincuenta y cinco 
kilos de larritoü di- vidtrio hasta 500 gramos, sin tapa de ta 
partida 3676 de la tarifa de avalúos, aforo í>,K>, al 25 o o, re- 
c/ire;o 60 ojo fotUfa 5 ojo y t>or im|tortacióll N'-' 1249 marea 
Swiít 416.U123 al 141 - (¡Si diez y ocho cajones con <72G> 
setecientos veinte kilos de hojalata trabajado en tapas con mi 
bañil di' barniz, con tiféto de cartón y pape! ini|>erineable — va- 
lí ir (40X| cuatrocientos ocho pesos. Peso bruto (976) novecUu- 
lOS setenta y seis kilos. Aforo valor declarado al 25 o|o. 
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Que. rl ?>eñur \ iaia f ¡enuncia marca Swift 41u3 — 1 al 123 
y marca Swift 4103 — 124 al 141. En total (jtjj) ciento cua- 
renta y un I mitos formando en con junto (doce mil quinientos 
*iema y cinco kilos ( 12-575 > de tarritos de vidrio hasta 500 
gramos, con tapas de metal pesos con envase, l'csn bruto (15.430) 
quince mil cuatrocientos treinta kilos, tarritos de vidrio con ta- 
ja hasta 500 gramos de la partida 3ü77, aloro kilo 0.2Ü, al 25 
ojo, recargo 60 ojo, rotura 5 o! o. peso con envase. Que el si ñor 
Manuel de Torroutegui, apoderado de la Compañía Swift de La 
l'laia ante esta Vduana. declara de fs. 4 a 7 que ni efectuar 
la denuncia el señor Vista cnglor*a los parciales de importa- 
ción número* 1220 y 1249 del año 1927, 

Que, los ciento veintitrés cajones de tarritos de vidírio sin 
tapa declarados cu el mismo llegaron a lluenos Aires en el 
vaiMir "San América". Que en cuanto a las lapas llegaron a 
Buenos Aires en el vaj>or "YesirLs". maní l egadas en el des- 
pacho 1249. 

Qaé la dentmeia es improcedente p&t no estar formulada 
dentro fiel plazo legal señalado jwr el an. 1043 de las Orde- 
nanzas de Aduana. 

One la Oimpañia Swift compra tos tarritos y las tapas por 
separado, es tlecir. independiente uno de otro TMirque asi convie- 
ne a mis intereses. One cuando se embarcaron l«>s tarritos, las ta- 
pa* no estaban confeccionadas. One en estas condiciones la Com- 
pañía Swift de La Piala se lia ajustado estrictamente a la letra 
de ta ley. 

Que la tarifa de avalúos autor i/a la importación de los 
tarritos. cotí o sin tajwis. hay dos partidas distintas, 3676 y 3677, 
lo cual significa que es facultativo del interesado optar por una 
u olía forma. 

Que. al despachar los tarritos cu la forma denunciada, no 
h^:e sino ejercer un derecho que la lev le acuerda y termina 
solicitando se declare improcedente la denuncia* por estar fuera 
de término; y 
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Considerando : 

Que, el intenso informe de la Oficina de Vistas como los 
fundamentos de la denuncia destruyen tal declaración resultando 
innecesario entrar en nuevas argumentaciones, las muestras que 
obran en mi poder, como el fallo recaído en un expediente aná- 
logo, la justicia federal se expidió en lo que se trataba de ma- 
teria de recurso extraordinario reconociendo la clasificación efec- 
tuada por la Aduana, con mayor motivo entonces debió a justar 
su manifestación a la partida 3677 del arancel. 

Que, Ta introducción por separado de las tapas y la reten- 
ción de las mismas, ha sido únicamente a los efectos de demo*- 
trar en forma indudable que tos tarritos introducidos separada- 
mente son de los con tapa, jx>r cuanto la ausencia o presencia 
de este complemento no autoriza a sacar de una partida a un 
artículo, cuando ej mismo se encuentra expresamente especifi- 
cado en el arancel, aun más, clasificado aduaneramente con mu- 
cha anticipación. 

La Empresa al>onó de conformidad la clasificación acepta- 
da |kíC la justicia, es decir: por la partida 3677 — tarritos de po- 
lillos de ponrelana, loza o vidrio, hasta 500 gramos con tapa 
de metal peso con envase. 

Que, el hecho de venir sin tapa no quiere decir que delia des- 
picharse por la partida 3676. El Tribunal de Vistas que está 
compuesto t*or los peritos de la materia, ha resuelto que son ta- 
rritos de vidrio con tana de metal, partida 3677 — kilo 0.20, re- 
cargo 60 o I o, al 25 o¡o al valor. B. O. 2595 año 1925. pág. 1016, 
confirmado |K»r e! Ministerio de Hacienda por R. R 188 de 20 
de Junio de 1925. — B. O. 9419 de Agosto de 1925. por con- 
siguiente no se trata de los tarritos de la partida 3677. (uro sí. 
de la partida 3677, ya que su dispositivo especial permite la adap- 
tación de la tapita que ha sido introducida por separado. 

Que el hecho de haberse ajustado a Jos términos de la ley 
representaría un grnvc perjuicio a lo* intereses fiscales si hu- 
biera pasado desapercibido. 
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Que ahusándose de este procedimiento se tiende a burlar el 
pago de los verdaderos derechos fiscales, V estando, por otra 
parte, la profesión de Despachante de Aduana perfectamente 
reglamentada, "Decreto de Mayo 30 de 1912". elfos deben ajus- 
tarse en sus declaraciones a la letra de cada partida. 

Que la ley madre N° 810, como así también la 4933 y 1 1 .281 , 
determinan en sus articulados que se ajustarán en todas sus 
operaciones estrictamente al texto de las mismas y tos arts. 42 
y 90 del Decreto Reglamentario de la ley 11.281. dispone que 
los despachos deberán efectuarse con estricta sujeción a la le- 
tra de cada partida. 

Que la resolución ministerial de febrero 27 de 1925. con- 
tinua un reparo formulado por la Contaduría General de la 
Nación, por no haberse manifestado la mercadería con sujeción 
a la letra de la partida B. O. 9323. 

Que el art. 1025 de las Ordenanzas de Aduana considera 
como fraude materia de pena toda falsa declaración que tienda 
a disminuir fas rentas o aumentar las responsabilidades. 

Que no puede aceptarse como errónea la manifestación he- 
cha por ta Empresa, cosa que tampoco alega su apoderado, ya 
que el error de derecho, no excusa jamás, de las responsabili- 
dades por el hecho de alegar su ignorancia o desconocimiento 
de las leyes, jiara substraerse a las obligaciones que imponen 
o las penas que se pronuncien contra sus infraorione». 

Que estando todo esto condenado por una abundante legis- 
lación, corresponde aplicar las sanciones de ta ley en todo su 
rigor, ya que el hecho de halarse ajustado a la letra de ta .par- 
tida 3676 no disminuye la |x*rta y, por el contrario, esta afirma- 
ción prueba acabadamente la falsa y comprometida declaración, 
debiendo ser las sanciones imperativas porque de lo contrario se 
habría dado la pauta para poder burlar la ley sin ningún peli- 
gro, al término expreso de las mismas con el único riesgo que 
en caso de ser de*uhierto se llevaría a la partida respectiva, 



404 



FALLOS DE LA COttTE SL J'REMA 



amo si fuera de urden legal aduanero que los señores vistas 
modificaran el documento en el acto mismo del despacho, pues 
es necesario recordar que la resolución aduanera es inalterable, 
desde que el res¡>ectivo documento se encuentra en poder del 
Vista. Véase los decretos del P. E. de la Nación de fecha di- 
ciembre 10 de 1910, mayo 29 de 1914, en las páginas 264 a 68 
D. Ai y P. 

Que ta misma Suprema Corte en las causas C. X. L. y XVII 
considera materia de comiso cuando ha existido principio de 
verificación, y en la causa XXXVII estableció que no baata la po- 
sibilidad que sea descubierto en el acto de ta verificación que 
se hacen el acto del despacho, pues esta verificación no puede 
tener lugar y reproduce en toda su integridad el art. 1025 de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Que por estas consideraciones y tratándose de una dife- 
rencia de calidad, ella cae bajo las sanciones de los arts. 102& 
1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana; 66 de ta ley 11.281 
y 175 del Decreto Reglamentario. 

Que por todo lo expuesto y excediendo la diferencia del 50 
o/o y de acuerdo con los arts. 128 y 130 de las ordenanzas de 
Aduana y 64 y 66 de la lev 1 1 .281 : 

Se resuelve; 

Imponer a la Compañia Swift de La Plata una multa igual 
al valor dé la mercadería que motiva el presente parte, a favor 
del Vista de 3* señor Nicolás E. Muccioli, sin perjuicio de los 
derechos fiscales. Xotifíquese y repuesto el sellado ]>ase a Con- 
taduría y Alcaidía, fecha vuelva |*ara su archivo. 
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SENTENCIA DI-I. JUEZ FEDEHAL 

La Plata, Agosta 19 de 1929. 

Y Vistos: 

Este recurso contencioso interpuesto jM>r la Compañía Swift 
de La Plata Icoutra la resolución aduanera de fs. 17. dictada 
en e! sumario N tf 44, C. año 1927. 

Y Considerando : 

1' El Vista Nicolás K. Muccioli, denuncia a fs. I que la 
Cía. Swift de I-a l*lata lia manifestado por la importación N v 
1230 tar ritos de vidrio sin tapa pertenecientes a la partida 3676 
y por la importación 1249, hojalata t ra ha jada en tapas, afo- 
rándola ¡x>r un valor declarado. Por las razones que expone, 
considera el denunciante que existe un fraccionamiento y que 
amitos despachos dehen unificarse como "larritos* de vidrio con 
tapa de metal", pertenecientes a la partida 3677 de la Tarifa 
de Avalúos. Ka resolución recurrida ¡trepta la denuncia y con- 
dena a la Cía. Swift a pagar una multa igual al valor de la mer- 
cadería. 

2* I-as Ordenanzas de Aduana imponen únicamente al intro- 
ductor !a obligación de manifestar con exactitud la mercadería 
introducida. Ahora hien. de la misma denuncia resulta que por 
la importación N* 1230 la Ga. Swift sólo introdujo tarritos de 
vidrio sin tapa y por la importación N« 1229 hojalata trabajada 
en tajias. Si la Aduana no está conforme con el aforo que se 
da en los despachos a la mercadería, puede modificarlo sin que 
por ello el introductor incurra en penalidad, por ser esa tarea 
encomendada jx>r lev a los Vistas, 

.V Ninguna disposición de las Ordenanzas, autorizan, por 
otra parte, a unificar dos despachos para aforar a la mercadería 
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por el resultado del conjunto. E! importador puede fraccionarlo 
si asi convieue a sus intereses, siempre que para ello no incurra 
en falsa manif estación. 

4* La correcta inclusión de los tarritos de vidrio sin tapa 
en la partida 3676 de la Tarifa de Avalúos ha sido ya declarada, 
por otra parte, en la causa número 9723 de la Secretaria Za valia 
y en la número 26.271 de !a Secretaria actuaría, en virtud de 
los fundamentos que se dan i>or reproducidos en la presente, 

l J or estos fundamentos, se revoca la resolución aduanara de 
fs. 17 que impone a la Cía. Svriít de La líala una multa igual 
al valor ele la mercadería en presunta infracción, a quien se ab- 
suelve de culpa y cargo. Notifiques*- y consentida o ejecutoria; la 
que fuere, remítase a la Aduana de esta Ciudad para su ar- 
chivo. 

Rafael * í. í.ctmhamón. 

SEN'TE.YCIA DE LA CÁMARA FEDERAL UE APELACION 

La Plata, Diciembre ¿3 de 19J>. 

Y Vista esta causa traída por el Ministerio Fiscal, en ape- 
lación de la sentencia de fs. 43. 

Considerando: 

Que oí i el caso de autos se trata de una partida de tarros 
de vidrio con su correspondiente tapa metálica, que están e\- 
presam crt te v a forados en la partida X* 3677 <3é la tarifa de 
avalúas. 

Que el importador, a fin de pagar un derecho menor, de- 
claró el artfc-ulo como tarros sin tapa (partida 2676) ; y en otro 
manifiesto de despacho, distinto, declaró las ta|>as como artículo 
no tari fado, declarándoles valor para el pago del derecho adua- 
nero ; 
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Que tal manifestación, aunque gramaticalmente puede con- 
siderarse exacta, legalmente no lo es, pues el artículo está cja- 
rametlte aforado en la partida 3677, y a ella ha debido ajustarse 
la manifest xión ; si el fraccionamiento de la mercadería hubiera 
sido hecho dentro ilel mismo manifiesto de despacho, serían 
quizá aceptables laa consideraciones del señor Juez "a quo" para 
absolver: per» en documentos separados y susceptibles de ser 
desdichados en distintas ojiort unidades o por diferentes vistas, 
el perjuicio fiscal es muy probable y el caso entra así dentro de 
lar* previsiones del art. 1025 de las Ordenanzas de Aduana. 

Por ello se revoca la sentencia de fs, 43 y se deja subsis- 
tente la resolución administrativa de fs. 17 : qon costas. Notifi- 
quen y devuélvase. — U. Bctu-i. — Antonio L. Marrrrttiro, — 
Julio B, Echcgamy* 

FALLO OF LA CORTR SfPREM A 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1930. 

Y Vistos: El presente recurso extraordinario deducido 
\xtT la Compañía Swift contra la sentencia pronunciada por la 
Cámara Federal de t*a Plata ; 

Y Considerando: 

One la pan i fia 3676 de la tarifa de avalúos í;rava los tard- 
íos >t pocilios de porcelana, loza o vidrio hasta 500 gramo* sin 
tapa, aforo $ 0.10. al 25 *% : y la partida .Vi77 prava los mismos 
tarritos con tapa fie metal, celuloide o madera basta 500 gramos, 
aforo $ 0.20, al 25 o ¡o. 

One la Compañía Swift de La Plata se proponía intrmltirir 
al país tarros de vidrio con tapa de metal, entendiendo usar 
ríe su derecho ha fraccionado la mercadería y ha tnanif estado a 
la Aduana fxir separado a) 123 esqueletos con 11,885 kilosi d* 
ta r ritos de vidrio hasta 500 gramos sin tapas de la partida 3fi7fi 
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y b) 18 cajones con 720 kilos de hojalata trabajada en tapas 
con un Itaño de barniz con disco de cartón y papel impermeable 
valor $ 408 — aforo, valor declarado al 25 o] o. 

Que mediante tal procedimiento los tarros de vidrio al ser 
denunciados como correspondientes a la partida 3676 sólo j»? 
palian un aforo de $ 0.10 y las tapas de metal sufrían et corres- 
P> mdieii ti- a su valor declarado. 

Que. entretanto, si los tarros de vi<lrki se hubieran decla- 
rado ton arreglo a la verdad, es decir, teniendo presente el ar- 
ticulo «i mercadería «me en realidad se introducía, se les hubiera 
aplicado el aforo señalado por la partida 3677* o sea $ 0.30 al 
25 ojo. Mediante el procedimiento excogitado, la renta de aduana 
sufre el perjuicio representado jx»r la diferencia existente entre 
la suma menor «pie arrojan los derechos asi fraccionados y la 
de $ 0.20 al 25 ojo aplicable a la mercadería introducida. 

Que. «le acuerdo con et art. 1025 de las Ordenanzas «le Adua- 
na, será considerado como fraude y por consiguiente materia 
de pena toda falta de requisito, toda falsa declaración o todo 
hecho que despachado en confianza o que se pasara inadvertido 
produjera menos renta que la que legalmente se atienda y tal 
precepto es de estricta aplicación en estos autos. 

Que el perjuicio fiscal en la hipótesis no alcanza a repre- 
sentar el 50 desde que si a los 0.10 de la partida 3676. se 
agrega el derecho correspondiente a tas tapas el introductor ha- 
bría pagado una cantidad por el todo que excede fie la mitad del 
aforo de 0.20 previsto en la partida 3677. De acuerdo, pues con 
el art. 66 de la ley de aduana y 175 del decreto reglamentario, 
ta pena que corresponde aplicar es la de dobles derechos en lugar 
de la de comiso. 

En mérito de estas consideraciones y de los fundamentos 
concordantes de la sentencia de la Cámara Federal de La Plata, 
se la confirma en lo principal y se la revoca en cuanto a la pena 
de comiso, la cual se sustituye con la de dobles derechos. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



409 



Notifíquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juz- 
gado de origen. 

J. Ficüeroa Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. — Julián 
V. Pera. 



Don Ambrosio Artussi contra Don Mateo Rodolfo Milastovich, 
Por injurias; excepción de incompetencia. 

Sumario: No autoriza el recurso extraordinario ta resolución que 
rechaza la jurisdicción federal, fundándose en razones de 
hecho y derecho procesal común. (La sentencia de primera 
y segunda instancia ajxiyahan su decisión en la naturaleza 
del delito de injurias y en el lugar en que aquél fué comen- 
ticio, considerando asimismo su carácter continuo o vario). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 4 de 1930. 

Suprema Corte: 

La resolilción dictada a fs. 454 jwr la Sala en lo Criminal 
del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Rios, 
que no hace lugar a la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción deducida por don Mateo ftodolfo Milaslovich en la querella 
que le ha instaurado don Ambrosio Artussi, por injurias, ha de- 
cidido la cuestión exclusivamente por razones de hecho y prueha 
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y de derecho común relativas a la esencia, modalidad y exten- 
sión del delito imputado y a la determinación del lugar de su per-- 
petracíón. 

Tales JcuestíoneSj que no admiten revisión de esta Corte en 
la tnsumeia extraordinaria \¡or no tener carácter federal, no pue- 
den dar lugar al recurso creado por el artículo 14 de la ley X' 
48. según lo reiteradamente declarado por V. E. en casos aná- 
logos. 

En cnanto a la invocación que se ha hecho del artículo 18 
de la Constitución Nacional. cal»e agregar que el objeto de dicho 
precepto constitucional ha sido proscribir los juicios por comi- 
Moites especiales nombradas para el caso sacando a los acusados 
de la jurisdicción permanente de los jueces naturales para so- 
meterlos a tribunales ó jueces accidentales o de circunstancias, 
y*ju<\ como lo tiene Y. E. declarado (Fallos tomo 152. página 
424, entre otros varios), esa garantía no sufre menoscabo jxir- 
epte sea uno en ve/ de otro de los jueces inmanentes el une co- 
nozca de la causa con arreglo a la competencia que se- estime 
corresponderle. 

Tur consiguiente, soy de opinión que la apelación extraordi- 
naria para ante V. E. interpuesta a ís. 460 ha sido mal conce- 
dida, y que corrcs|* nicle se sirva V. E. asi declararlo mandando 
qué; hiu más trámite. U>s autos sean devueltos al tribunal de 
su procedencia. 

floraría A\ Lanrta. 



FALLO I1K LA CORTE Si' CREMA 

BueiMs Aires. Octubre 27 <!« 

ísios : 

Ln> auto? segitidOS ]**r Ar*ssi Ambrosio A, contra Mi- 
Miovich Mateo Rodolfo, querella por injurias, excepción de m- 
m i| ciencia: y 
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Considerando : ^ 

«¿ue ¡a resolución en recurso extraordinario, aun cuando 
rechaza la jurisdicción federal invocada, se* funda, para ello, en 
rozones dé hecho y de derecho procesal y común que no pueden 
reverse por esta Corte, i>or cuanto no constituyen las cuestiones 
federales a que se refkre la ley 48 en su artículo 14. 

«„»ue tanto la sentencia de 1* como de 2* Instancia apoyan su 
decisión en la naturaleza del delito de injurias que da lu^ar a 
la (jut relia y en e! lugar en que aquél fué cometido, considerando 
asimismo su carácter continuo o vario, todo con relación a los 
coilas y d* terrina sohre la materia, aplicados a la prucla de 
aulos, 

Q_üíe en tales condiciones no procede el recurso deducido, 
toda vez que no resulta afectado, ni aun discutido, en la causa, 
principio alguno de puro derecho federa!, que vulnere la juris- 
dicción de los tribunales de la Nación. 

Que con respecto al art. 18, citado por el recurrente, tam- 
izo guarda relación con el asunto de autos, como lo expresa 
claramente el señor Procurador General en su precedente dicta- 
men, cuyos fundamentos se reproducen. 

Ppr esto declárase mal concedido el recurso extraordinario. 
Xotiííquesc. devolviéndose los autos, previa reposición del papel. 

J. FkíIT.ROA AUTOKTA. — ROBEKTO 

Rkpktto. — R. Gi-irjo Lavam.k 
— Antonio Saííahna. — ttttfl&N 
V, Pera. 
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I.uis Pirovano, o Romano f Rodríguez, criminal tautru. por el 
ttclitú de estafa; solvre competencia. 

Sumaria : No calic sostener con eficacia la incompetencia fie la 
justicia ordinaria, en e! caso de concurso de delito-» (adul- 
teración de una libreta de enrolamiento, federal, y estafa, 
común), si luego de substanciado el juicio con relación al 
di- carácter federal, se devuelven los autos a la justicia or- 
dinaria a fiti de que prosiga el proceso, juzgando al reo por 
el delito común de que está acusado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PKOCC B ADOR GENERAL 

Bwrnos Aires, Octubre 3 *lc l<ÁÍ0. 

Suprema Corte: 

El Ministerio Fiscal es parte necesariamente interesada en 
toda cuestión que pueda af ectar ta jurisdicción del Juez o Tribu- 
nal ante el cual actúa. 

Tratándose de ta jurisdicción criminal, así lo establece ex- 
presamente el Código de Procedimientos sobre dicha materia 
en su art. 48. 

Y íos arts. 53 y 5" del mismo Código acuerdan a las partes 
el derecho de apelar de las resoluciones que, al respecto, dicten 
los jueces. 

Es lo que a fs, 1 19 de esta causa seguida contra Luis Tiro- 
vauo por estafa. lia hecho el agente fiscal contra la resolución 
del Juez del Crimen de la Capital de la Nación por la <l"C¡ P ri> 
mueve una cuestión de competencia al Juez Federal en lo Cri- 
minal y Correccional de la misma Capital. 
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El Juez del Crimen ha denegado el recurso de apelación apli- 
cando, indebidamente en mi opinión, los arts. 45 y 44 del Código 
citado, toda vez que los mismos se reiteren al tribunal com- 
latente para dirimir loa conflictos jurisdiccionales cuando éstos 
han quedado legalmente substanciados, lo que no sucede en el caso 
de autos. 

1 -a resolución sobre competencia aludida del Juez del Crimen 
no causa ejecutoria, no habiendo quedado agotadas, por ello, den- 
tro de la jurisdicción local, todas las instancias, como acertada- 
mente lo observa el agente fiscal a fs, 120, ya que, con la a|xJ- 
(ación deducida corres|x>nde a la Cámara en lo Criminal pronun- 
ciarse en definitiva. 

Xo apareciendo, p«cs, substanciada en legal forma la con- 
tienda de conciencia, soy de opinión que corresponde devolver 
las actuaciones aj juzgado de origen, a sus efectos. 

Horacio R. Lamín. 



FALLO PE LA COHTJv St I'Rl-M A 

Bueno* Aires, Octubre 27 de 1930. 

Auslos y Vistos: 



t-os de contienda negativa de comjjetencia trabada entre el 
Juez del Crimen y el de Sección en lo Criminal, ambos de esta 
Capital, para Iconocer en el proceso de estafa seguido contra Luis 
Pirovano, 

Y Considerando: 

Que a los efectos de resolver la cuestión traída a esta Corte, 
esto es, ía contienda de competencia suscitada entre los Jueces 
referidos, no es indispensable que se acoten todas las instancias 
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dentro ele la jurisdicción local; y si bien es cierto que en juicios 
coino el de autos el Ministerio Fiscal es parte y en tal carácter 
lia ejercitado el derecho de interponer los recursos de reposición 
y apelación en subsidio, no es menos cierto que la providencia 
denegatoria de los mismos (fs. 120 vta.) no acrece recurrida 
de hecho ante !a Cámara, como en tocio caso habría correspon- 
didii. y en consecuencia ha sidu consentida. 

oue respecto a la contienda jurisdiccional planteada. prüVe- 
de desde luego la siguiente observación derivada de las cons- 
tancias de autos : que tanto en la jurisdicción ordinaria como en 
la federal, se estableció de acuerdo con el dictamen fiscal de 
fs, 61 y la omsifíuientc providencia de fs. 03, que el proceso 
revelaba la exigencia de dos delitos de distinta naturaleza — 
común el de estufa, federal el de adulteración de una libreta 
de enrolamiento — , y así producido el caso que prevén los arts. 
38 y 42 del Código de Procedimientos en lo Criminal, pasó la 
causa a conocimiento del Juez de Sección correspondiente, a (os 
efectos de la prioridad que establece el artículo referido. 

Que substanciado el juicio con relación al delito ríe carácter 
federal, se ha resuelto eti dicha jurisdicción por sentencia firm<* 
de fs. 'éüi y aplicación del art, 28 de la ley especial X* 11,386, de- 
volviéndose los autos a la justicia ordinaria a fin de que pro- 
siga el proceso por estafa que quedó allí interrumpido por la 
intervención preferente de la justicia nacional. 

Que en estas condiciones, no cabe sostener con eficacia la 
¡ncoHii>ctencia de la justicia ordinaria \mra reasumir sus ac- 
tuaciones y juzgar al reo jx>r et delito ¡común de que está acu- 
sado, sin míe a ello obste la conexión que exista, entre lo» dos 
hechos delictuosos de que se trata, toda vez que. de acuerdo con 
tu [[iie disfione el art. 58 del Código Penal y las consideraciones 
jiertinentes de la Exposición de Motivos citada en autos, hay 
en el sub-judicc dos procesos inevitables, pues asi como el delito 
de carácter federal no ha podido sacarse de la jurisdicción na- 
cional, tampoco [Hiede et delito «común ser substraído de la ju- 



DE JI'STICIA DE LA NACIÓN 



415 



risdicción ordinaria. Para tales casos procede Ta adaptación (li- 
las sentencias a las reglas establecida* ¡iara el concurso de cie- 
litos — adaptación que lo mismo puede hacerse por la justicia 
federal que por la ordinaria — (Exposición citada, página 177 
ín fine). 

Por estas consideraciones, oído el señor Procurador Gene- 
ral se declara la competencia en el caso del Juez del Crimen 
del fuero común, a quien en consecuencia, y a sus efectos, si- 
remitirán los autos, avisándose al Juez Federal en la forma de 
estilo. 

J. Figl e roa Alcorta. — Roberto 
Refetto. — R, Grjüo La valle. 
— Antonio Sagakna, — Julias 
V. Pera. 



Odiiw Gomes, criminal, contra, por d delito de daño intauiotnil 
cometido en mío de wagones de un tren en num ha. Compe- 
tencia negativa. 

Su maño: Corresponde a la justicia federal el conocimiento di* 
los delitos y faltas contra la seguridad y tráfico de los fe- 
rrocarriles nacionales. — (En el caso, se trátala de un delito 
por daño intencional. ¡ior haber el prevenido, destrozado con 
una navaja los asientos de un coche de pasajeros en un 
tren, mientras estalia en marcha de Santos Lugares a Esta- 
ción Retiro), 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez: Considero que U. S. debe declararse incom- 
petente en esta causa por corresponder al fuero federal su juz- 
gamiento. — Junio 17 ¡930. Pastor Aehdvai Rodrigues. 

AUTO DEL JUEZ CORRECCIONAL 

Buenos Aires, Julio 21 de 1930, 

Autos y Vistos : 

De acuerdo con el dictamen Fiscal que antecede y teniendo 
en cuenta que el acto delictuoso que se le imputa al acusado Otb- 
lio Gómez fué ejecutado en uno de los wagones de un tren en 
maifcha de la Empresa del R C al Pacífico, perjudicando en 
forma directa los intereses de dicha empresa; este juzgado se 
declara incompetente para seguir entendiendo el presente suma- 
rio, el que deberá pasarse para su conocimiento al señor Juez 
Federal que corresponda, poniendo a su disposición al acusado, 
— Antonio V. Obligado. — Ante mí: A. ¡.avandeyra. 

VISTA FISCAL 

Fiscalía, Aposto 26Í9J0. 

Señor Juez Federal: 

Resultando que el hecho motivo de estas actuaciones no es- 
tá previsto como delito por la ley de ferrocarriles ni afecta a 
la seguridad del tráfico y hallándose en cambio previsto y casti- 
gado por el artículo 183 del Código Penal, estimo que U. S. 
no es competente para entender en esta causa. 

Rodolfo Medina. 
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Ann 1VKI. jri:Z PEDER Al. 

Buenos Aires, Agosto *7 ík 1930. 

Autos y Vistos: 

Kl hecho imputado al prevenido (Milu Gómez es un delil<> 
ile carácter común previsto jnir el art. LSa del Código Penal 
y no por la lev es|>ecía! 2873 ni \>ot mi decreto reglamentario, 
ni» alertando en consecuencia la seguridad det tráfico ferro- 
viario. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador Fiscal, se declara que el j tiendo no es competente 
para entender en !a presente causa, la que se remitirá al señor 
Juez Correccional, doctor Antonio V. Obligado, robándole que 
en ca>*> de insistir en su resolución de ís, 29, se sirva elevar las 
actuaciones a la Corte Suprema tic Justicia de la Nación. 

Jantus, 

Al'TO [il-L JlKJt (7 OKKKCCION'AL 

Buenos Aires, Septiembre 5 de W30. 

Por sus fundamentos y además porque no cxistieiulo en la 
ley una regla de interpretación, que de una manera precisa, per- 
mita establecer cuando un acto ejercido en un tren en marcha 
pueda afectar la seguridad del tráfico, se mantiene el auto de 
fs. 29, m todas sus lurtes. 

Por ello y a fin de que se decida la divergencia surgida, elé- 
vense las presentes actuaciones a la Exma. Corte de Justicia, 
con la nota de práctica. — Antonio /'. ONit/atlo. — Ante fiií : 
Jittiáit Medina. 
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mTTAMEN OEL PROC t " K A ( M">R GENERAL 

Duchos Aires, Ociithrc- 2 úv 

Suprema Corte ; 

Se procesa a ÜrliJiü (íómez. denunciado como autor del de- 
lito de daño intencional cometido ni perjuicio de la Empresa 
del Fenocarril de Hítenos Aires al Pacífico, al destruir enn un 
in -truniento cortante los asientgs de un coche de pasajeros de 
primera clase, rn viaje de Santos Lugares a Retiro. 

Kiilre el Jticz Federal en lo Criminal y Correccional de 
h Capital de la Nación, y ei de Correccional de ta Justicia local 
de la misma Capital, se ha tratado contienda de competencia ne- 
gativa |*ira conocer en la causa, por considerar amitos magistra- 
dos que la naturaleza del hecho imputado y el lu^ar donde ajia- 
rece cometido el delito, hacen ajeno a sus respectivas jurisdiccio- 
nes el juzgamiento de éste. 

Adhiero a la conclusión a que llega el juez CWravional 
en razón de que la destrucción de efectos destinados al tráfico 
ferroviario, necesariamente tiene que redundar en perjuicio de 
la seguridad de ese tráfico. (Ley 2X73, sobre ferrocarriles na- 
cionales ). 

Actos de la naturaleza del que se imputa al procesado tien- 
den, como es notorio, a impedir el regular funcianan liento del ser- 
vicio de ferrocarriles. 

Su juzgamiento compete. jior ello, al Juez de Sección, con 
jurisdicción suficiente para conocer en todos los casos de viola- 
ción de la expresada ley nacional. 

Kn tal sentido soy de opinión que corresponde dirimir ta pre- 
-inte contienda de competencia en ejercicio de la facultad eonte- 
rida a Y. E. por el art. de la ley 4055. 

Horade R. Umrtj. 
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l'ALLü DE LA CURTE St'PRKMA 

Bltcrn» Ains, (ktuhrií J7 di* \9M). 

Aiitus y Victos: 

l-m» de «contienda de competencia negativa suscitada entre 
el Juez Federal en lo Criminal y e! Juez de lo Correccional. 
aml>os de esta Ciudad, para conocer en el proceso iniciado con- 
tra i Mili» (lómez por delito de daño intencional que se dice 
cuntido contra la Kmpresa del Ferrocarril Buenos Aires al l'a- 
cífico, 

Y Considerando : 

í.Juc del sumario de prevención con c¡ue se inicia el proceso, 
y demás antecedente* de! caso, se desprende que se acusa al pre- 
venido de halíer causado a h Empresa del Ferrocarril referidu 
un daño intencional al destruir con una navaja los asientos de 
un coche de* pasajeros, de primera clase, mientras estalla en mar- 
cha de Santos Lugares a Estación Retiro de esta Capital. 

<Jiu como acertadamente se observa en el precedente dicta- 
men, se trata de la destrucción de efectos destinados al tráfico 
ferroviario y en consecuencia afecta a la seguridad del mismo. 

Qúf con arreglo a! art. 3 de la ley 2S/3. es nacional el fe- 
rrocarril de Buenos Aires al Pacífico; y en virtud de los arts. 
80 y siguientes de la citada ley, corresponde a la jurisdicción 
federal el conocimiento de los delitos y faltas contra la seguridad 
y el tráfico sobre que legislan esos artículos, de conformidad al 
inciso 3, art. 3*' de la ley 48 e igual inciso del art. 23 del Código 
de Procedimientos en lo Crimina!, f Fallos: tomo 94. pág. 431; 
tomo 107. «>ag. 276. entre otros). 

Que estando, pues, el hecho (pie motiva la causa compren- 
dido éfl las disposiciones legales citadas, su juzgamiento, en el 
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caso es de la competencia del Jutv. Federal, y asi se declara. 
En su rncrilo y a su> rf«;tos> remítansete los autos, avi>áudi»eie 
ni hu/ de lo Correccional en la forma de estilo. 

J. Imütkkoa Alcorta. — KttBERTO 

lír.l'MTTO. ¡L Gl'IhO í -AVALLE. 

— Antonio Su;akxa. - Ji'lián 
V. Pera. 



Pon Arclino n crec contra la Caja Xa&aual tic Jubilaciones tic 
BiHpjfadQS Particulares, sobre devolución tic aportrs, Ar- 
ticulo líf, incfso 7" ley 11.110. 

Sumario: l" No procede el recurso extraordinario cuando sólo se 
lia invocado por el recurrente un héclio funda lo en la ley 
11.110. sin impugnar ninguna de sus prescripción^ cotilo 
contraria a la Constitución Nacional, ley nacional o tratado. 

2* I..a lev U .110. sobre jubilación de empleados y obre- 
ros «le empresas particulares es de carácter local y si bien lia 
sido dictada por el honorable Congreso. Éste lo ha hecho en 
uso de Ja facultad acordada por el articulo fi~. inciso 27 de 
la Constitución Nacional. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

■ 

ntrTAMKK i>KL PROCURAPOR OE.NFRAI. 

nufiios Airo. Octubre 15 ck- t l \5d. 

Suprema Corte: 

I*a ley número 1 1 . 1 10 sobre jubilación de empleados y obre- 
ros piiriimhres es de carácter local, y si bien ha sido dictarla por 
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el H, Congreso, éste lo ha hecho en uso de la facultar] acordada 
por el articulo 67, inciso 27 de la Constitución Nacional . 

Ñp se trata, pues, de una ley en el sentido del articulo 14 
de la ley número 4tí; y como en el presente lea so promovido jjor 
don Avelino Pérez sólo se ha invocado por el recurrente un de- 
recho fundado en la expresada ley número 11.110, sin impug- 
nar ninguna de sus prescripciones como contraria a la Constitu- 
ción Nacional, ley o tratado, toda vez que, conforme a lo reitera- 
damente resuelto por V, E.. resulta cxtemixjrátiea la invocación 
t leí artículo 10 de la Constitución que recién se hace, por primera 
vez. al inter|ioner la apelación para ante esta Corte, estimo que 
el recurso extraordinario de apelación pata ante % E., interpues- 
to a fs. í& es improcedente y ha sido mal concedido, (Fallos: 
causas promovidas |>or don Segismundo Rialohrzeski y don Pas- 
cual Diguilmi, resuelta* en 23 y 2R de Julio del corriente año. 
respectivamente). 

Pido a V. E. se sirva asi declararlo. 

Horacio R. Larrea. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Buenos Aires, Octubre 29 de Vj30, 

Y Vistos: 

U»s presentes seguidos j>or don Avelino Pérez invocando 
heneficios fie la ley número 11 .110 venidos en recurso extraor- 
dinario de la sentencia definitiva dictada por él Jue? de 1" Ins- 
tancia a fojas 15. 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro- 
curador General y de acuerdo con la jurisprudencia sentada re- 
cientemente en los casos caratulados "Bialohrzeski Segismundo 
— recurso de apelación*' y "Digmltni Pascual — ley 11.110 — 
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recurro de apelación", en sentencias de (echas 23 y JS de Julio 
del itñd qiie rige, se declara mal concedido el recurso. Xotífi- 
ipiese y devuélvanse al J uzeado dé origen donde se redimirá e.1 
papel. 

Koherto UiiI'ETTo. — R. Giino 
Lavaixe. — Antonio Saiiarna. 

— JlUAN V. PERA, 

y 1 > Kii Ja misma techa w díctó irL-ntica rt solución en [as causas se- 
guidas eonira la expresada Laja de Jubilaciones de Kmnbailos y Obreros 
de ICmpr^as Particulares, por don Eugenio (birria y por clmi Rrtlbülti 
l a»UíiL:iras>, j*>r itfual unitivo. 



Ihm Juan H. fientííscom contra don Ramón Cedrón, sobre $m- 
alojo. 

Sumario: En las causas de jurisdicción federal por razón de las 
personas el convenid de las partes de someterse en todo lo 
que respecta at contrato, a los Tribunales Civiles del fuero 
ordinario de la Capital, justifica la competencia fie éstos pa- 
ra conocer en la ejecución de dicho contrato. 

Cuso: Lo explican las pie/ns siguientes ; 

SENTENCIA IHX .ITEJl EN LO C1V1Í 

Buenos Aires, Agosio 27 de IVJO, 
Autos y Vistos; Considerando ¡ 

Que cení forme a lo dispuesto por los arts. 586 y 587 del 
Cód. de Procs., el demandado don Ramón Cedrón fué citado a 
los comparendos rjue e>a ley determina sin míe acudiera a ellos, 
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Que corresponde hacer cf activo él a|x?rcibimienLo decretado 
a fs. ,19 vta,, por cnanto el certificado do fs, 52 es inocuo al efec- 
to de justificar Ja incomparencia. toda vez que en el mencionado 
decreto de fs. 39 vta., se le intímala que concurriera por medio 
de apoderado si no jiodia realizarlo personalmente . Gibe obser- 
var cjue ninguna disposición legal exige que la citada citación a 
fs» 54, se haga con mayor anticiclón a la que se llevó a cal**, 
de manera que la impugnación carece de liase, máxime, si se apre^ 
cia que el demandado tuvo oftortuno conocimiento de la attdien- 
cia, como lo demuestra su propia presentación. 

Que igualmente se desestiman las demás defensas y excep- 
ciones opuestas a fs. 8, 16 y 54. por improcedentes, desde que no 
corresjíondta aducirlas en la forma en que se ha hecho, sino en 
la oportunidad de los comparendos t>ara que fué citado. De otra 
manera se desnaturalizaría la índole esencialmente sumaria, ver- 
1»al y ; ti nada del juicio especial de desalojo, articulándose inci- 
dencias (pie enervarían su eficacia. 

Que. en consecuencia, debe estarse a lo expuesto j>or la parte 
actora en la demanda de fs. 3 y en ta audiencia de fs, 56, (are 
5X7. Cód. de Procs.), quedando así acreditado que el inquilino 
don Ramón Cedrón adeuda más de dos periodos de alquiler y que 
su contrato de locación es de término vencido. 

Por ello, decrétase el desalojo del demandado con respecto 
a la finca calle Estados Unidos número 551, dentro del término 
de diez días. (Art. 1507. Cód. Civil y 589. Cód, de Procs.). bajo 
apercibimiento de lanzamiento. Con costas, a cuyo efecto se re- 
gulan los honorarios del patrocinio letrado del actor en seiscien- 
tos i>esos moneda nacional y el derecho procuratorio del señor 
Moscarclli. eti doscientos pesos de igual moneda. Rep. — /f P 
Parecí t(c Peralta, Ante mí : /?. Mcndoca Pac. 
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III IT A M US DEL PKOCl'RAIRlk < GENERAL 

liittjuis Aires, Octubre 16 cb 19.10. 

Suprima Corte: 

Iniciada \»*r don Juan \< . 1 te rnascon i ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Civil de esta Capital, la presente de- 
manda por desalojo contra don Ramón Cedrón, éste se presentó 
a fs. S oponiendo* entre otras defensas y en forma de artículo 
de previo pronunciamiento, la de iuconux'teneia jete jurisdicción, 
manifestando al efecto que in vocal ia a sn favor el privilegio del 
fuero federal, de conformidad con el artículo 100 de la Constitu- 
ción y articulo 2" de la ley número 4K por ser él español y el ac- 
tor argentino. 

Planteada asi la cuestión federal procede el recurso extraor- 
dinario de ablación para atite V. E. que autoriza el artículo H 
de la ley número 4tf, toda vez que la resolución definitiva dic~ 
Inda a fs. 57, si bien un contiene pronunciamiento al respecto, 
equivale, cu sn silencio, a una tácita decisión contraria. 

Procede, pues, declarar mal denegado el recurso extraordi- 
nario de apelación, interpuesto a fs. 64 vta. para ante esta Corle 
Suprema. 

í'.n cuanto al fondo del recurso cabe advertir que en la cláu- 
sula 7' del contrato de locación agregado a fs, 1 de los autos 
principales se establece que '*las partes se someten a la jurisdic- 
ción de los Tribunales Civiles del fuero ordinario de esta Ca- 
pital". 

Este enunciado importa para el recurrente Cedrón, que. en 
\ I carácter de locatario, aparece suscribiendo dicho contrato, una 
renuncia formal al fuero federal, establecido en favor del ex- 
tranjero y que le correspondería, en el caso de justificar los cx- 
trunos por él invocados, en virtud de los arts. 100 y 101 def la 
Constit ución y art. l'\ inciso 1* de la ley número 48. renuncia 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



42» 



que ha ¡MHÜdtj válidamente estipularse (Fallos, t&m 60, pági- 
na 210: tomo 115, página 21, cutre otros) . 

i -a excepción de incompetencia opuesta en el escrito de fs. 8, 
resulta, pues, improcedente; y lo es asimismo la invocación del 
artículo 18 de Ja Constitución Nacional, eme se htzu también j>or 
el recurrente en el sexto aportado de su escrito de fs. 54. ya que, 
cunto lo demuestran Jas propias constancias de autos, en el caso 
no se ha desconocido el derecho consagrado por dicho precepto 
constitucional, como que el recurrente lia sido oído y ha ejerci- 
tado con loria amplitud sus medios de defensa. 

Por tanto, corresponde se sirva Y. E. confirmar la resolu- 
ción ajK-lada de fs. 57 en cuanto ha podido ser materia del nv 
curso extraordinario interpuesto a fs. 64 vía. 

Horacio R, Larrcta. 

FALLO HE LA < OKTE SUPREMA 

Buenos A i reí. Octubre 2y de Í030, 

Autos y Vistos: 

Kl recurso de hecho ]>or denegación del extraordinario inter- 
puesto contra sentencia del señor Juez de Primera Instancia en 
lo Civil de la Capital, doctor Ramón Porcel de Peralta, por Ra- 
món Cedrón en los autos que le sigue don Juan Rodolfo I Sernas- 
coni sobre desalojo ■ y 

Considerando ¡ 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro- 
curador General, que estahlece los hechos y la apreciación legal 
de los mismos con arreglo a las constancias de autos, se confirma 
la sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia del 
recurso. Notifiques?, repóngase el jxipcl y devuélvanse. 

Robkhto Repetto. — R. Glidq La- 
valle. — fuLiAzv V. Pera. 



